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LEY  HIPOTECARIA 

CONTINUACIÓN  DEL  TÍTULO  II 


ARTÍCULO  35. 

La  prescripción  que  no  requiera  justo  título,  no  perju* 
dicará  á  tercero  si  no  se  halla  inscrita  la  posesión  que  ha 
de  producirla. 

Tampoco  perjudicará  á  tercero  la  que  requiera  justo 
título,  si  éste  no  se  halla  inscrito  en  el  Registro. 

El  término  de  la  prescripción  principiará  á  correr,  en 
uno  y  en  otro  caso,  desde  la  fecha  de  la  inscripción. 

En  cuanto  al  dueño  legítimo  del  inmueble  ó  derecho 
que  se  esté  prescribiendo,  se  calificará  el  título  y  se  con- 
tará el  tiempo  con  arreglo  á  la  legislación  común. 

Concuerda  con  el  403  de  la  Ley. 

SUMARIO. 

§  1.  Qné  se  entiende  por  justo  titulo  para  prescribir  y  qué  posesión  es  la  ins- 
cribible. —  §2.  Quién  se  entiende  tercero  y  quién  dueño  legítimo  para  los 
efectos  del  art.  36  de  la  Ley.  —  §3.  Desde  cuándo  empieza  á  correr  el  térmi- 
yj  no  para  la  prescripción.  —  §4.  Si  es  necesario  probar  el  tiempo  de  posesión 

>^  posterior  á  la  fecha  de  la  inscripción.  —  §  5.  Ultramar. 

>^  COMENTARIO 

§  1." 
Qué  se  entiende  por  justo  título  para  prescribir  y  qné  posesión  es 
la  inscribible. — £1  art.  35  de  la  Ley  de  1861  ha  sido  modiñ- 
cado  ó  mejor  dicho,  aclarado,  en  la  de  1869.  Aquél  decía  así: 


Digitized  i  y  Q 


-'S770-Í 


COMEKTARIO 


« la  prescripción  no  perjudicará  á  tercero,  si  requiriendo  justo 
título  no  se  hallare  éste  inscrito  en  el  Registro. »  Omitía  por 
completo  la  prescripción  que  no  requiero  justo  título  y  que  la 
Ley  actual'  comprende  en  sus  disposiciones.  Aunque  es  más  pro- 
pio de  una  obra  de  derecho  civil,  que  de  la  que  tiene  por  objeto 
comentar  el  hipotecario,  la  explicación  de  lo  que  se  entiendo 
por  justo  título;  parécenos  conveniente  recordar  que  se  consi- 
deran tales,  todos  aquellos  á  los  que  las  leyes  revisten  de  efica- 
cia bastante  para  la  traslación  del  dominio.  Así  la  compra,  la 
permuta,  la  donación,  la  dote,  la  herencia,  el  legado,  se  con- 
siderarán como  títulos  justos  para  la  traslación  del  dominio; 
mientras  el  arriendo,  el  comodato,  la  hipoteca,  aun  quedando 
la  finca  en  poder  del  acreedor,  no  se  consideran  tales. 

Como  los  títulos  no  son  más  que  medios  para  trasladar  el 
dominio,  quien  los  emplee  ha  de  ser  dueño  del  inmueble;  sino 
lo  es,  por  más  qiie  haga  testamento,  ó  done  ó  venda,  no  lo 
traslada.  De  aquí  que  los  títulos  son,  ó  verdaderos,  esto  es,  otor- 
gados por  el  dueño  y  entonces  producen  todos  sus  efectos;  ó 
existimados  ó  colorados,  esto  es,  que  sólo  tienen  color  y  aparien- 
cia de  razón  y  justicia;  que  quien  recibe  la  cosa,  en  virtud  de 
un  título,  de  quien  no  es  dueño,  existima  que  la  recibe  del  ver- 
dadero dueño.  En  verdad,  el  dominio  no  lo  ha  adquirido;  pero 
la  Ley,  en  atención  á  la  buena  fe  del  que  así  lo  juzga,  deter- 
mina, que  este  título  inscrito  produzca  por  el  transcurso  del 
tiempo,  que  el  poseedor  se  convierta  en  propietario  y  su  te- 
nencia en  dominio. 

Según  el  derecho  común,  tales  efectos  nacen  de  la  simple  po- 
sesión ;  mas  la  Ley  Hipotecaria  se  ha  separado  de  esta  doctrina. 
No  reconoce  como  medio  de  prescribir  contra  tercero,  el  simple 
acto  de  poseer,  si  no  va  acompañado  de  la  inscripción  del  título 
en  cuya  virtud  se  ix)sée,  y  de  esta  inscripción  hace  depender  la 
fuerza  de  la  prescripción. 

Fundándonos  en  este  principio ,  creemos,  que  aun  cuando  se 
interrumpa  la  posesión  antes  de  los  diez  años;  si  no  se  ha  inte- 
rrumpido la  inscripción,  no  se  ataja  la  prescripción.  Entende- 
mos por  interrumpir  la  inscripción,  que  se  anote  en  el  Registro 
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el  acto  que  interrumpe  la  posesión  y  suspende  los  efectos  del 
asiento  en  que  ésta  consta. 

Si  el  poseedor  del  inmueble  inscrito  como  libre,  dispone  de 
la  cosa  poseida  10  años,  en  cuyo  tiempo  ya  ha  adquirido  el 
dominio,  perjudicará  á  tercero  que  tenga  un  derecho  real  ante- 
rior; pero  aunque  poseyera  20  años  sin  haber  inscrito  la  pose- 
sión en  el  Registro  y  el  que  en  él  apareciera  como  dueño  del 
inmueble  lo  enajenase ,  y  luego  se  declarara  que  el  poseedor  la 
había  prescrito  antes  de  la  enajenación;  no  perjudicará  al  ter- 
cero que  la  hubiese  adquirido  del  dueño  anterior. 

En  reaUdad,  al  Registrador  no  le  afectan  estas  cuestiones  por 
ser  puramente  del  orden  judicial,  debiendo  estar  á  lo  que  sobre 
ellas  dispongan  los  Tribunales. 

En  Aragón  según  el  fuero  1.°  de  Prescriptioníbus  j  basta  un 
año  y  un  día  para  adquirir  el  dominio  de  la  cosa  poseida  con 
justo  título;  si  el  prescribiente  ha  estado  ese  tiempo  poseyendo 
el  inmueble  á  ciencia  y  paciencia  del  verdadero  dueño.  En  Ca- 
taluña se  necesitan  30  años ,  y  en  Navarra  20  entre  presentes 
y  30  entre  ausentes ,  para  prescribir  con  justo*  título. 

Pero  hay  al  mismo  tiempo  otra  prescripción  que  no  necesita 
título.  El  Legislador,  teniendo  en  cuenta  razones  de  utilidad 
pública;  para  que  el  dominio  de  las  cosas  no  estuviera  inse- 
guro, eleva  á  presunción /wm  ei  de  jure,  la  de  que  el  verda- 
dero dueño  ha  renunciado  su  derecho,  cuando  durante  largo 
número  de  años  no  lo  ha  reclamado ,  y  en  este  caso  declara, 
que  el  poseedor,  sin  necesidad  de  título  y  sólo  por  el  mero  acto 
de  poseer  dilatado  tiempo,  convierte  su  posesión  en  dominio. 

Según  el  Derecho  civil  común,  el  que  carece  de  título  puede 
prescribir  los  inmuebles  poseyendo  quieta  y  pacíficamente  30 
años  las  cosas  usurpadas;  40,  las  fincas  patrimoniales  del  Es- 
tado, pueblos  é  Iglesias,  y  100  las  de  la  Iglesia  Romana  (Le- 
yes 7,  18,  21  y  26,  Tít.  29,  Part.  3.^);  siendo  imprescriptibles 
las  de  uso  común  de  los  pueblos  y  del  Estado ,  las  inherentes 
á  la  Soberanía,  las  procedentes  de  vínculos,  mientras  conser- 
ven esta  cuaHdad;  no  pudiendo  nunca  prescribirlos  que  poseen 
en  unión,  ni  en  nombre  de  otros. 
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En  las  Provincias  aragonesas,  la  opinión  más  general  y  se- 
guida por  sus  Jurisconsultois,  es*  la  de  que  se  requieren  30  años 
para  prescribir  sin  justo  título :  lo  mismo  sucede  en  Cataluña, 
mientras  en  Navarra  se  exigen  40. 

Sentados  estos  precedentes,  explicaremos  el  art.  35;  no  sin 
dejar  consignado,  que  avmque  habla  en  general  de  prescripción, 
sin  distinguir  entre  la  de  inmuebles  y  la  de  muebles,  derechos 
reales  y  derechos  personales ;  como  la  Ley  Hipotecaria  se  refie- 
re á  los  inmuebles  y  á  los  derechos  reales  constituidos  sobre  los 
mismos,  no  es  apUcable  el  art.  35  al  caso  de  prescripción  de 
bienes  muebles  ni  á  la  de  derechos  personales. 

Casas  y  Moral  interpreta  el  art.  35  de  esta  manera:  que  en 
él  se  entiende  por  título,  no  la  causa  del  derecho,  sino  el  docu- 
mento que  acredita  ese  derecho,  y  por  lo  tanto,  que  hoy,  según 
la  Ley  Hipotecaria,  no  hay  más  títulos  justos  para  la  pres- 
cripción en  perjuicio  de  tercero,  que  los  susceptibles  de  ins- 
cribirse: que  las  prescripciones  activas  ó  positivas  por  las  que 
se  adquieren  derechos,  no  pueden  reaUzarse  por  la  mera  pose- 
sión; sino  que  necesitan  título  escrito  é  inscrito  y  están  regidas 
por  el  párr.  2.^  del  art.  35:  que  las  negativas  ó  pasivas  por  las 
que  se  prescriben  y  excluyen  las  acciones  ajenas,  ni  pueden  por 
regla  general  poseerse,  porque  se  realizan  por  el  simple  lapso 
del  tiempo,  ni  por  consiguiente  constar  en  título  justo:  que 
cuando  se  trata,  por  ejemplo,  de  prescribir  una  servidumbre 
que  existe  contra  ima  finca;  el  que  ha  de  inscribir  la  pose- 
sión no  es  el  que  tiene  la  servidumbre;  el  que  la  sufre  es  el  que 
tiene  que  inscribir  su  finca  como  libre,  y  si  transcurren  los  años 
requeridos  por  la  ley  para  que  por  esta  posesión,  como  Ubre, 
quede  prescrita  la  servidumbre;  perjudica  á  tercero,  según  el 
primer  párrafo  del  art.  35  que  es  el  aplicable. 

Confesamos  que  no  entendemos  con  clara  percepción  los  ra- 
ciocinios que  expone  tan  ilustrado  Autor;  pero  sí  como  parece, 
excluye  de  lo  dispuesto  en  el  párr.  1.^  citado,  las  prescripciones 
adquisitivas  del  dominio  ó  de  derechos  reales;  disentimos  de 
su  opinión,  pareciéndonos  más  probable  la  que  sustentamos. 
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§   2.0 

Quién  se  entiende  tercero  y  quién  diseño  legítimo  para  los  efectos 
del  art.  35  de  la  Ley.  —  Motivo  es  de  duda  al  leer  el  artículo  que 
comentamos,  quién  es' tercero  y  quién  dueño  legítimo  para  sus 
efectos, 

Según  el  art.  27  es  tercero  el  que  no  ha  intervenido  en  el  acto 
ó  contrato  inscrito.  Ahora  bien;  inscrita  sólo  la  posesión,  en  cuyo 
eccpediente,  por  regla  general,  no  ha  intervenido  otra  persona 
que  aqtiel  á  cuyo  favor  se  hace  la*inscripcion,  no  hay,  no  puede 
haber  tercero  propiamente  hablando;  porque  para  que  lo  haya 
es  preciso  que  por  lo  menos  intervengan  dos  personas,  respecto 
de  las  cuales  sea  otra  tercera.  Creemos  por  tanto,  que  la  Ley  ha 
querido  decir:  que  la  prescripción  no  perjudicará  al  que  no  sea 
dueño  del  inmueble,  si  no  se  halla  inscrita  la  posesión  que  debe 
producirla.  De  no  admitirse  esta  interpretación,  tendríamos  evi- 
dente antinomia  entre  los  tres  primeros  párrafos  y  el  último  del 
art.  35,  en  cuanto  á  los  efectos  de  la  inscripción  relativamente 
al  verdadero  dueño;  porque  si  es  tercero,  con  arreglo  á  la  defi- 
nición de  la  Ley,  no  puede  perjudicarle  la  prescripción,  si  no  se 
halla  inscrita  la  posesión,  y  sin  embargo,  como  es  dueño,  está 
declarada  innecesaria  la  inscripción  de  posesión  para  que  ésta 
le  perjudique;  porque  según  el  último  párrafo  del  art.  35  se  ha 
de  contar  el  tiempo  con  arreglo  á  la  legislación  común. 

Siendo  esto  inconcuso;  ¿las  palabras  dueño  legítimo  se  refie- 
ren al  que  lo  sea  en  cualquier  tiempo,  ó  sólo  al  que  lo  sea  cuan- 
do empezó  á  prescribir  el  inmueble  ? 

Literalmente  interpretado  el  artículo,  parece  indudable  que 
se  refiere  al  dueño,  sin  distinguir  la  época  en  que  empezó  á 
s^-lo;  pero  no  ha  faltado  algún  Tratadista  que  crea  debe  refe- 
rirse sólo  al  que  fuera  dueño  td  tiempo  de  empezar  la  prescrip- 
ción. Canales  en  su  citada  obra  de  Legislación  hipotecaria  espa- 
Hola,  da  por  supuesto  en  el  ejemplo  que  pone  como  aclaración 
al  art.  35,  que  para  el  que  adquiere  del  verdadero  dueño 
una  finca  poseída  por  otro ,  no  empieza  á  contarse  el  tiempo 
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de  la  prescripción,  si  no  desde  la  fecha  en  que  se  inscribió  la 
posesión.  Desconocemos  las  razones  que  haya  tenido  Canales 
para  apartarse  del  texto  literal  de  la  Ley  que  dice :  que  para  el 
dueño  legítimo  del  inmueble  que  se  esté  prescribiendo,  se  conta- 
rá el  tiempo  con  arreglo  á  la  legislación  comim,  esto  es,  desde 
que  se  empezó  á  poseer.  Nosotros,  pai*a  seguir  la  opinión  con- 
traria con  Pérez  y  Sidro,  y  Casas  y  Moral,  nos  fundamos:  1.^, 
en  que  donde  la  Ley  no  distinguió  no  debemos  distinguir;  2.*^, 
en  que  la  misma  razón  hay  para  apUcar  el  último  párrafo  al 
que  era  dueao  cuando  se  empezó  á  prescribir  que  al  que  lo  fué 
después.  «El  que  viendo  una  finca  suya  poseída  por  otro  que 
carece  de  título  para  tenerla,  calla;  sólo  puede  decirse  engaña- 
do por  su  negUgencia.  No  debe  quejarse  de  que  una  Ley  hecha 
con  diferente  objeto,  no  venga  en  su  auxiUo.»  Tal  es  la  razón 
que  dio  la  Serna  para  justificar  la  exclusión  que  se  hacia  del 
verdadero  dueño,  de  entre  los  que  habían  de  gozar  las  ventajas 
de  la  Ley  Hipotecaria,  y  su  efecto,  tan  aplicable  es  al  que  era 
dueño  cuando  se  empezó  á  prescribir,  como  al  que  no  lo  fué 
hasta  después. 

Y  aun  cuando  el  texto  del  art.  35  no  nos  subministrara  estos 
argumentos,  desaparece  para  nosotros  toda  vacilación,  recor- 
dando las  disposiciones  del  derecho  común,  al  que  se  ha  de 
acudir  para  resolver  los  conflictos  que  produce  la  Ley  Hi- 
potecaria. 

Es  uno  de  los  principios  cardinales  de  ésta,  que  os  ley  de 
terceros,  y  el  último  párrafo  del  art.  35,  en  consonancia  con  él, 
establece:  que  las  relaciones  entre  el  dueño  legítimo  y  el  posee- 
dor se  regulan  por  la  legislación  común.  Con  arreglo  á  esto,  el 
poseedor  adquiere  derecho,  no  sólo  contra  el  dueño  del  inmue- 
ble que  por  negUgencia  ó  ignorancia  abandona  la  posesión  de 
que  el  se  amparó,  sino  que  lo  adquiere  contra  cualquiera  otra 
persona  que  por  título  singular  ó  universal  succede  al  dueño; 
así  como  los  derechos  posesorios  van  trasfiriéndose  del  posee- 
dor al  que  le  succede  en  la  posesión. 

Considera  la  ley  al  dueño  y  al  poseedor  como  dos  represen- 
taciones únicas;  la  de  aquel,  compuesta  de  todos  los  dueños 
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que  han  tenido  derecho  sobre  la  finca:  la  de  éste,  de  todos  los 
poseedores  que  succesivamente  la  han  gozado  y  disfrutado :  el 
último  dueño  sufi-e  los  efectos  de  las  negligencias  propias  y  de 
los  d^cuidos  de  los  dueños  que  le  han  precedido;  así  como  el 
último  poseedor  reúne  en  sí  todos  los  derechos  que  succesiva- 
mente han  adquirido  por  la  posesión,  los  que  antes  que  él  po- 
seyeron. Es  pues  indudable  que  las  palabras  legítimo  dueño  que 
usa  el  párrafo  último  del  art.  35,  comprenden  lo  mismo  al  que 
lo  era  al  empezar  la  posesión,  que  al  que  lo  sea  al  nacer  la 
prescripción  por  el  transcurso  del  tiempo  preceptuado  por  la 
ley.  Afirmar  otra  cosa,  sería  sostener  que  los  contratos  que 
otorgase  el  dueño  eran  por  su  propia  virtud  interrupciones  de 
la  posesión,  y  que  ésta,  sin  ningún  acto  externo  del  dueño  que 
la  perturbase,  y  á  pesar  de  seguir  pacífica  y  tranquila  en  el  po- 
seedor, perdía  todos  sus  efectos  legales;  lo  que  repugna  á  los 
principios  que  la  generan. 

Con  arreglo  á  lo  expuesto  nos  confirmamos  en  que  ha  de 
considerarse  tercero,  todo  el  que  tenga  algún  derecho  real  cons- 
tituido sobre  el  inmueble  que  se  trata  de  inscribir,  y  partiendo 
de  esta  base  pondremos  algunos  ejemplos  que  contribuyan  á 
aclarar  las  disposiciones  del  art.  35. 

Primer  caso.  Prescripción  que  no  requiere  justo  título,  —  A.  due- 
ño de  un  inmueble  que  no  tiene  inscrito  á  su  nombre,  consti- 
tuye sobre  él  una  hipoteca  á  favor  de  B.,  en  ocasión  en  que  C, 
está  poseyendo  el  mismo  inmueble.  Para  que  C,  pueda  alegar 
la  prescripción  contra  A.,  no  necesita  tener  inscrita  la  posesión; 
pero  sí  para  alegarla  contra  B.  porque  éste  no  es  dueño  del 
inmueble  y  sí  tercero. 

Segundo  caso.  Prescripción  que  requiere  justo  titulo. — En  la 
hijuela  de  bienes  adjudicados  á  B.,  por  fallecimiento  de  su  pa- 
dre A.,  se  incluyó  una,  finca  que  en  realidad  pertenecía  á  C, 
quien  como  legítimo  dueño  había  constituido  sobre  ella  hipo- 
teca á  favor  de  D.  Para  que  B.  pueda  vencer  á  C,  en  juicio» 
alegando  la  prescripción  ordinaria,  no  necesita  tener  inscrito  el 
título  de  heredero;  pero  sí  para  alegarla  contra  D.,  por  la  misma 
razón  antes  indicada. 
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Mas  este  caso  que  tan  fácilmente  se  propone  y  resuelve,  no 
es  tan  obvio  si  se  desciende  á  detallarlo,  teniendo  en  cuenta 
otros  artículos  con  que  ha  de  armonizarse. 

B.  trata  de  inscribir  la  hijuela  con  el  testamento  de  A.,  y,  ó 

C.  tiene  inscrito  su  título  de  dominio  ó  no  lo  tiene.  Si  lo  tiene 
inscrito  no  puede  inscribirse  la  hijuela  de  B. ;  por  consiguiente 
la  posesión  en  que  siga  de  la  finca  nunca  puede  perjudicar  á 

D.  Aún  cuando  C.  no  tenga  inscrito  su  título,  si  el  inmueble  no 
lo  está  á  nombre  del  testador  A.,  tampoco  puede  inscribir  B.  su 
liijuela,  según  el  art.  20:  luego  no  le  queda  otro  recurso,  su. 
puesto  que  su  título  no  es  inscribible,  que  justificar  é  inscribir 
su  posesión. 

Si  no  puede  inscribir  el  título,  como  hemos  visto,  nunca 
puede  llegar  el  caso  de  que  perjudique  á  tercero  la  prescripción 
ordinaria,  la  que  necesita  título;  porque  para  ello  era  precisa 
la  inscripción  de  ese  mismo  título,  y  ese  título  no  puede  ins- 
cribirse. 

Lüégo  respecto  á  tercero  no  hay  prescripción  que  le  perjudi- 
que, sino  la  que  no  necesita  título;  la  de  30  ó  más  años  conta- 
dos desde  el  día  en  que  se  inscribe  en  el  Registro;  aun  cuando 
al  dueño  legítimo  le  perjudique  la  ordinaria  de  10  años. 

§3.0 

Desde  cuándo  empieza  á  correr  el  término  para  la  prescrip- 
don, — El  art.  35  no  deja  lugar  á  dudas  en  cuanto  á  la  fecha  en 
que  corre  el  término  para  la  prescripción. 

Respecto  al  tercero  empezará  á  contarse  desde  que  se  inscri- 
ban la  posesión  ó  el  justo  título,  según  los  casos:  para  el  dueño 
legítimo  del  inmueble,  empezará  á  contarse  desde  la  fecha  de 
la  posesión,  con  arreglo  al  derecho  común.  Así  lo  declara  el  ar- 
tículo que  comentamos;  pero  existe  otro  en  la  misma  Ley  que 
por  su  obscuridad,  ha  dado  margen  á  que  algunos  crean  que 
lo  modifica,  en  lo  que  se  refiere  á  la  prescripción  que  no  ne^ 
cosita  justo  título. 

El  párrafo  segundo  del  art.  403  que  se  concreta  á  ese  caso> 
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dice:  que  se  contará  el  tiempo  de  posesión  que  se  haga  constar 
como  transcurrido  en  las  inscripciones  respectivas,  á  menos 
que  aquel  á  quien  perjudique  la  prescripción,  no  lo  contradiga; 
en  cuyo  caso  deberá  probarse  dicho  tiempo  de  posesión  con 
arreglo  al  derecho  común. 

Por  la  redacción  material  resulta  anfibológico  el  sentido,  pu- 
diendo  interpretarse,  ya  que  cuando  el  perjudicado  por  la  ins- 
cripción no  se  aponga  á  que  el  tiempo  de  posesión  transcurrido 
sirva  para  la  prescripción,  ha  de  probarse  con  arreglo  al  dere- 
cho común ;  ya  que  ha  de  probarse  cuando  se  oponga  el  perjudi- 
cado. Nace  esta  confusión  del  empleo  simultáneo  de  los  adver- 
bios á  menos  y  no;  pero  como  es  regla  de  lenguaje  que  dos  ue. 
gaciones  afirman,  el  párrafo  en  cuestión  ha  de  entenderse  como 
si  dijera:  cá  menos  que  aquel  á  quien  perjudique,  lo  contradiga.» 

Hecha  esta  aclaración  tenemos  que,  según  el  art.  403,  en  la 
posesión  que  no  requiere  justo  título,  el  tiempo  que  se  haga 
constar  en  la  inscripción  que  se  ha  estado  poseyendo,  se  cuen- 
ta para  prescribir;  á  no  ser  que  lo  contradiga  el  perjudicado, 
en  cuyo  caso  deberá  justificarse  el  tiempo  de  posesión,  con  arre- 
glo al  derecho  común. 

A  primera  vista  parece  contradictorio  este  precepto  con  el 
del  art.  35;  porque  según  éste,  la  posesión  inscrita  solo  perju- 
dica á  tercero  desde  que  se  inscribe,  y  por  lo  tanto  todo  el  tiem- 
po anterior  es  inútil;  mientras  que  según  el  art.  403,  no  sólo 
perjudica  la  posesión  inscrita  desde  que  se  inscribe,  sino  ade- 
más perjudica  todo  el  tiempo  que  se  ha  poseído  antes  de  la  ins- 
cripción, con  tal  de  que  el  perjudicado  no  se  oponga,  ó  quede 
vencido  en  la  oposición;  de  donde  se  sigue,  que  podría  prescri- 
birse contra  tercero  un  inmueble  con  sólo  inscribir  el  poseedor 
su  posesión,  unos  días  antes  de  trascurridos  los  30  años;  siem- 
pre que  en  la  inscripción  la  hubiese  hecho  constar  y  pudiera 
justificarse  la  exactitud  del  hecho. 

Opinamos  que  quien  así  lo  interprete,  no  interpreta  bien  el 
párrafo  2.o  del  art.  403.  Refiérese  en  nuestro  concepto,  nó  á  los 
terceros  poseedores,  sino  á  los  legítimos  dueños  en  cuya  contra 
86  prescribe. 
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El  poseedor  por  30  años  tiene  dos  medios  para  justificar  el 
tiempo  que  está  en  posesión  y  que  ha  de  tenérsele  en  cuenta 
para  prescribir. 

Primer  medio.  El  pleito  ordinario ,  si  le  disputan  el  que 
haya  prescrito;  de  cuyo  pleito  ha  de  resultar,  si  ha  poseído  todo 
el  tiempo  necesario  para  adquirir  el  dominio  contra  el  dueño 
legítimo. 

Segundo.  Otro  más  sencillo:  justificar  en  la  información  po- 
sesoria, el  tiempo  que  está  poseyendo ,  haciéndolo  constar  en  la 
inscripción:  si  el  dueño  legítimo,  único  á  quien  perjudica  la 
prescripción  que  nazca  de  posesión  no  inscrita,  no  se  opone  á  la 
verdad  y  exactitud  del  tiempo  que  prueba  que  ha  poseído ,  le 
perjudicará  ya  para  la  prescripción;  es  decir,  no  tendrá  ya  ne. 
cesidad  el  poseedor,  si  tuviere  pleito,  de  justificar  desde  cuándo 
posee;  porque  el  asentimiento  tácito  del  dueño,  al  no  contrade- 
cir el  asiento,  le  exime  de  prueba  respecto  al  tiempo  inscrito, 
siendo  la  más  fehaciente  la  misma  inscripción.  Mas  si  se  opone 
el  legítimo  dueño ,  si  niega  la  certeza  de  que  haya  poseído  el 
tiempo  que  se  marca  en  las  diligencias  posesorias;  entonces  ya 
no  produce  ningún  efecto ,  aunque  constare  en  el  Registro  el 
tiempo  anterior  de  posesión;  sino  que  ha  de  acudir  el  poseedor 
al  pleito  ordinario  para  justificar  desde  cuándo  goza  y  disfruta 
de  la  finca.  De  manera,  que  si  bien  el  poseedor  no  tiene  necesi- 
dad de  inscribir  su  posesión  para  que  produzca  efectos  contra 
el  legítimo  dueño ;  si  la  inscribiera  para  que  los  produjese  contra 
tercero  y  en  la  inscripción  hiciese  constar  que  poseía  10,  15 
ó  20  años,  ño  perjudicarían  al  tercero  estos  10,  15  ó  20  años; 
pero  perjudicarían  al  dueño  que  no  se  opusiere;  nó  por  la  ins- 
cripción que  respecto  á  éste  es  innecesaria,  sino  por  su  asenti- 
miento tácito  á  la  inscripción  que  podía  contradecir  y  rechazar, 
y  no  rechazó  ni  contradijo. 

Que  esta  es  la  verdadera  inteligencia  del  párr.  2.^  del  artícu- 
lo 403,  lo  evidencia  palpablemente ,  el  que  en  él  no  se  dice  que 
pueda  el  tercero  contradecir  el  que  sirva  para  la  prescripción  el 
tiempo  inscrito;  sino  aquel  á  quien  la  prescripción  perjudique;  y 
tratándose  de  la  prescripción  de  un  inmueble  cuya  posesión  no 
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se  ha  inscrito,  no  perjudica,  según  el  art.  35,  á  tercero,  sino  sólo 
al  dueño  legítimo.  Además,  en  el  párr.  3.^  del  art.  403  vuelve á 
repetirse  que  las  inscripciones  de  posesión  (esto  es,  todas  las  ins- 
cripciones de  toda  clase  de  posesiones)  solo  perjudicarán  á  terce- 
ro desde  su  fecha;  lo  cual  sería  palmaria  contradicción  con  lo 
que  acababa  de  declararse  en  el  párrafo  anterior,  si  éste  se  refi- 
riese al  tercero  y  nó  al  legítimo  duefio. 

Tampoco  está  exento  de  dificultades  el  establecer  la  época  en 
que  haya  de  formular  su  oposición  el  legítimo  dueño,  por  no 
hallarse  en  completa  armonía  las  disposiciones  de  los  artícu- 
los 402  y  403,  según  examinaremos  al  comentarlos. 


§  4.0 

Si  es  necesario  probar  él  tiempo  de  posesión  posterior  &  la  fecha 
de  la  prescripción.  —  Explicado  en  el  §.o  precedente  desde  cuán- 
do empieza  á  correr  el  término  para  la  prescripción,  queda  aún 
por  resolver  un  punto  importantísimo. 

Inscrita  la  posesión  ó  el  justo  título  en  su  caso  ¿podrá  el 
prescribiente  excusar  la  prueba  de  que  ha  continuado  poseyen- 
do todo  el  tiempo  necesario  para  prescribir? 

Ardua  cuestión  y  sobre  ardua  tan  compleja,  que  apenas  si 
nos  atrevemos  á  emitir  nuestro  parecer,  temerosos  de  perdemos 
en  el  inextricable  laberinto  de  las  disposiciones  hipotecarias  y 
de  la  legislación  común,  que  se  rozan,  se  chocan,  se  unen,  se 
separan,  según  los  diversos  casos. 

Por  algo  más  probable  tenemos  la  afirmativa  que  la  negativa, 
y  al  combatir  los  fundamentos  de  ésta,  quedarán  justificados  los 
de  aquélla. 

Los  que  defienden  que  el  haber  continuado  en  la  posesión 
inscrita  ha  de  justificarse,  caso  necesario,  por  las  pruebas  de 
derecho  común;  aducen  numerosos  argumentos  que  iremos 
contestando. 

Argumento  2.o;  Que  no  encontrándose  ningún  precepto  ter- 
minante ni  en  el  art.  35,  ni  en  el  403,  ni  en  ningún  otro  de  la 
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Ley  y  Reglamento  que  pueda  resolver  esta  cuestión;  ha  de  fa- 
llarse por  los  principios  de  derecho  civil. 

Contestación.  Cuando  para  resolver  una  dificultad  hipoteca- 
ria no  existe  precepto  terminante  en  la  Ley  ni  en  el  Regla- 
mento, se  ha  de  decidir,  antes  que  por  el  derecho  común,  por 
los  principios  de  la  Ley  especial:  sólo  cuando  no  existe  ningu- 
no cuyas  consecuencias  puedan  aphcarse  al  caso  que  se  diluci- 
da, ha  de  acudirse  al  derecho  civil,  fuente  de  todo  derecho:  la 
cuestión  por  lo  tanto  estriba  en  determinar,  si  hay  principio 
hipotecario  con  deducciones  adaptables  al  caso  que  se  discute, 
y  como  nosotros  creemos  que  lo  hay,  según  nos  proponemos 
demostrar,  sólo  refutándose  nuestras  razones  puede  tener  fuerza 
esta  primera  objeción. 

Argumento  2  o-.  Que  si  bien  el  párr.  2.o  del  art.  403  exige  la 
prueba  de  la  posesión  anterior  é.  la  fecha  de  la  inscripción  y  no 
dice  nada  respecto  á  la  posterior,  con  lo  que  parece  exima  al 
prescribiente  de  esa  obUgacion;  hay  que  atender  á  que  el  decla- 
rar lo  necesario  de  la  prueba  de  la  posesión  anterior  á  la  ins- 
cripción ,  era  consecuencia  de  la  falta  de  armonía  entre  los  ar- 
tículos 35  y  403.  El  primero  establece:  que  la  prescripción  que 
no  requiere  justo  título,  no  perjudica  á  tercero,  si  no  se  ha  ins- 
crito la  posesión  que  deba  producirla;  en  tanto  que  el  403  de- 
clara, que  inscrita  la  posesión  aprovecha  al  poseedor  el  tiempo 
de  posesión  anterior  á  la  inscripción;  es  decir,  se  aprovechaba  de 
una  posesión  que  no  había  estado  inscrita.  De  aquí,  que  podía 
dudarse,  si  en  el  caso  de  oposición  del  tercero  había  de  estimar- 
se justificado  el  tiempo  de  la  posesión  anterior  al  acto  de  la  ins- 
cripción, porque  constaba  en  ella;  ó  si  necesitaba  probarse  por 
otro  medio:  la  Ley  resolvió  esta  duda  como  era  justo,  que  con 
arreglo  al  derecho  común  necesitaba  probarse;  y  que  la  inscrip- 
ción no  justificaba  por  sí  sola,  contra  la  voluntad  del  perjudi- 
cado, que  el  prescribiente  había  poseído  el  tiempo  anterior  á  la 
inscripción. 

Pero  respecto  al  tiempo  posterior,  no  constando  ni  pudiendo 
constar  en  él  Registro  si  sigue  ó  no  en  la  posesión  el  que  la  ha 
inscrito  á  su  favor,  no  existe  ningún  dato  en  los  libros  que 
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pueda  oponerse  á  la  verdad  del  hecho;  y  por  lo  tanto  no  había 
necesidad  de  que  declarase  el  Legislador  que  debía  justificarse 
con  arreglo  al  derecho  civil;  puesto  que  cuando  una  legislación 
especial  no  establece  reglas  especiales^  han  de  aplicarse  las  del 
derecho  común. 

Contestación.  Este  segundo  argumento  entraña  en  nuestro 
entender  la  flaqueza  original  de  la  opinión  que  combatimos: 
apüca  los  mismos  principios  á  casos  diversos;  y  por  ello  la 
afirmación  que  es  exacta  respecto  de  unos,  respecto  de  otros 
deja  de  serlo. 

Es  cierto  que  el  establecer  el  art.  403,  que  si  al  inscribirse  la 
posesión  se  consigna  el  tiempo  que  antes  de  aquel  acto  se  po- 
seía, aproveche  para  la  prescripción  el  tiempo  anterior  inscrito; 
traía  consigo  indispensablemente  el  que  declarara  cuándo  pro- 
ducía efectos  esa  inscripción,  y  cuándo,  á  pesar  de  ella,  había 
de  apelarse  á  la  prueba  de  derecho  común  para  justificar  la 
posesión  inscrita;  pero  no  es  cierto  que  esa  necesidad  naciese 
de  que,  estableciendo  el  art.  35  que  la  prescri¡)CÍon  que  no  re- 
quiere justo  título  no  perjudica  á  tercero ,  si  no  se  ha  inscrito; 
engendrará  la  duda  de  si  ese  tiempo;  anterior  al  que  concedía 
efectos  el  art.  403,  podía,  sin  otra  prueba  que  la  inscripción, 
perjudicar  á  tercero. 

Ya  lo  hemos  dicho  antes,  el  precepto  del  art.  403  no  se  ha 
dado  con  relación  á  tercero:  el  principio  de  la  Ley  Hipotecaria 
de  que  contra  éste  sólo  pueden  alegarse  derechos  inscritos;  prin- 
cipio expresamente  confirmado  en  el  art.  35  que  se  cita;  no  ha 
sufrido  modificación  ninguna  por  el  párr.  2. o  del  art.  403. 

Este  en  nada  afecta  á  los  tres  párrafos  primeros  del  art.  35^ 
que  tratan  de  los  requisitos  que  ha  de  reunir  la  posesión  y  modo 
de  justificarse  para  que  perjudique  á  tercero;  adiciona,  sin  mo- 
dificarlo, el  párr.  4.**  que  trata  de  la  ley  que  ha  de  apUcarse 
al  contar  el  tiempo  de  posesión  para  prescribir  contra  el  legíti- 
mo dueño. 

Dice  el  párr.  4.®  del  art.  35:  respecto  al  leigítimo  dueño  del 
inmueble  ó  derecho  que  se  está  prescribiendo,  se  contará  el 
tiempo  coa  arreglo  á  la  legislación  común.  Al  disponer  el 
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artículo  403  que  se  cuente  para  la  prescripción  el  tiempo  que  el 
poseedor  manifestase  que  había  poseído  antes  de  inscribir,  no 
altera  el  derecho  común  que  precisamente  manda  eso  mismo; 
que  el  tiempo  de  la  posesión  para  prescribir  se  cuente  desde  el 
día  que  se  empezó  á  poseer:  pero  adiciona  el  art.  35  estable- 
ciendo lo  que  éste  no  expresaba;  que  si  se  inscribía  el  tiempo 
anterior,  valiese  para  la  prescripción. 

Adicionado  así,  surgía  la  duda  de  si  este  mandato,  ya  que  no 
variaba  la  disposición  del  derecho  común  respecto  al  tiempo 
desde  el  cual  había  de  contarse  la  posesión  para  inscribir;  lo 
variaba  respecto  á  la  manera  de  justificar  que  [durante  ese  tiem- 
po había  poseído  verdaderamente  el  que  trataba  de  prescribir; 
esto  es,  si  la  inscripción  tenía  tal  fuerza  que  hacía  inútil  cual- 
quier prueba,  ó  si  cuando  el  poseedor  tuviere  necesidad  de  jus- 
tificar su  posesión,  habría  de  valerse  de  otras  pruebas,  como  si 
no  constase  en  el  Registro.  La  Ley  adoptó  un  término  racional 
y  prudente:  si  el  dueño  no  se  oponía  á  la  inscripción,  producía 
efectos  la  posesión  inscrita,  desde  que  se  decía  en  la  inscripción 
que  había  tenido  principio:  si  se  oponía,  la  inscripción  de  la 
posesión  anterior  no  producía  efecto  contra  el  dueño,  y  le  era 
indispensable  al  poseedor  probarla  con  arreglo  al  derecho 
conmn. 

No  habiéndose  alterado  los  principios  del  art.  35,  no  era  ne- 
cesario que  la  Ley  expresara,  si  para  justificar  la  continuación 
de  la  posesión  inscrita  bastaba  la  inscripción ,  ó  era  necesario 
acudir  á  las  pruebas  comunes;  porque  resuelto  estaba,  atendien- 
do á  los  principios  de  la  Ley  Hipotecaria. 

O  la  pugna  versa  entre  el  dueño  legítimo  y  el  poseedor,  ó 
entre  aquél  y  un  tercero.  En  el  primer  caso,  si  el  poseedor  de- 
fiende la  prescripción,  alegando  que  ha  prescrito  el  inmueble; 
porque  según  el  Registro  posee  el  tiempo  prevenido  por  la  Ley, 
y  el  dueño  asegura  que  aun  cuando  del  Registro  aparece  que 
la  posesión  ha  permanecido  en  el  inscribiente,  la  verdad  es  que 
no  ha  poseído,  ó  que  la  posesión  ha  sido  interrumpida  por  te- 
chos suyos;  el  poseedor  ha  de  justificar  por  medio  de  otras 
pruebas  que  ha  continuado  poseyendo  sin  interrupción;  porque 
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las  relaciones  entre  el  poseedor  y  el  legítimo  dueño  se  rigen  por 
el  derecho  común,  según  el  mismo  art.  35,  y  el  derecho  común 
no  computa  los  años  de  posesión,  por  que  esté  ó  no  esté  ins- 
crita; sino  porque  realmente  se  haya  poseído  ó  no  poseído.  Si 
la  lucha  se  entabla  entre  el  dueño  y  el  tercero,  la  prueba  de  que 
no  ha  continuado  la  posesión  en  el  poseedor,  exclusivamente 
ha  de  basarse  en  la  inscripción,  sin  que  pueda  el  dueño  justifi- 
car por  otros  medios,  que  no  ha  poseído,  ó  que  le  ha  sido  in- 
terrumpida la  posesión.  Para  el  tercero  no  hay  perjuicio  ni  hay 
beneficio,  sino  por  la  posesión  inscrita,  y  sólo  desde  que  se  ins- 
cribió: es  el  Registro  la  única  ley  á  que  obedece.  Los  derechos 
de  los  interesados  en  los  actos  ó  contratos  giran  eu  la  órbita 
del  derecho  civil,  la  de  los  terceros  en  la  de  la  Ley  Hipotecaria: 
para  éstos,  lo  que  no  está  en  el  Registro,  no  está  en  ninguna 
parte. 

Todo  derecho  inscrito  en  el  Registro,  persiste  en  la  persona  á 
cayo  favor  consta  en  la  inscripción;  no  se  necesitan  actos  de- 
clarativos de  ello,  basta  con  que  la  inscripción  permanezca  viva 
y  eficaz,  sin  otro  inscripción  que  la  cancele,  ni  anotación  que 
la  debihte* 

Primer  ejemplo,  B.  es  dueño  de  una  finca  que  posee  C. 
quien  inscribe  su  posesión.  B.  entabla  un  ütigio  para  que  se 
le  entregue  la  finca  poseída:  C.  alega  la  prescripción  por  la  po- 
sesión continuada,  hecho  que  niega  B.,  asegurando  que  parte 
de  ese  tiempo  no  ha  poseído  C;  ó  que  él  le  ha  interrumpido  la 
prescripción.  Para  defenderse  C.  de  B;  y  probar  que  ha  poseído 
sin  interrupción  el  inmueble,  no  le  basta  justificar  que  la  ins- 
cripción de  su  posesión  no  ha  sido  cancelada,  sino  que  ha  de 
aducir  otras  pruebas;  porque  entre  el  dueño  legítimo  y  el  posee- 
dor, el  tiempo  de  la  posesión  ha  de  probarse  con  arreglo  á  la 
legislación  común. 

Segundo  ejemplo,  B.  es  dueño  de  una  finca  que  posee  C, 
quien  inscribe  su  posesión.  D.  tiene  un  censo  que  no  está  ins- 
crito: á  los  30  ó  á  los  40  años,  acude  á  que  se  le  inscriba  el 
gravamen  y  lo  resiste  el  poseedor,  porque  ha  prescrito  la  finca 
como  libre;  no  tiene  entonces  que  justificar  que  ha  seguido 
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poseyendo;  bástale  con  que  la  inscripción  de  posesión  á  su 
favor  no  haya  sido  cancelada;  porque  produce  efecto  desde  la 
inscripción  contra  el  censualista,  cualesquiera  que  sean  los 
derechos  que  el  dueño  pueda  alegar  contra  el  poseedor. 

Argumento  3.o  La  solución  de  ser  necesario  siempre  jus- 
tificar que  se  sigue  poseyendo  después  de  haber  inscrito,  es 
más  equitativa;  no  subordina  el  fondo  á  la  forma,  sino  que  atri- 
buye el  debido  valor  á  la  verdad  de  cualquier  modo  que  se  acre- 
dite: y  aun  cuando  á  menudo  la  Ley  Hipotecaria  concede  más 
ftierza  al  efecto  de  la  inscripción  que  al  derecho  esencial  de  la 
persona  á  quien  perjudica,  es  siempre  en  castigo  de  la  uegü- 
gencia  de  esa  persona  y  para  garantir  derechos  adquiridos  por 
un  tercero,  lo  que  no  sucede  en  este  caso. 

Contestación.  Ante  la  Ley  Hipotecaria  no  hay  más  verdad 
que  lo  que  resulta  del  Registro,  y  contra  la  inscripción ,  no 
prevalece  la  posesión  por  haber  aquélla  substituido  á  ésta.  Así 
se  vé  que  si  uno  compra  y  recibe  y  posee  el  inmueble,  y  otro 
compra  y  no  recibe  ni  posee  el  inmueble,  pero  lo  inscribe;  á 
éste  y  no  á  aquél* se  ha  traspasado  el  dominio:  es  una  de  las 
profundas  variaciones  introducidas  por  la  Ley  Hipotecaria  en 
el  derecho  civil.  Y  la  razón  misma  del  argumento  es  la  que  sirve 
de  apoyo  á  nuestra  doctrina:  el  preferirse  aquí  la  forma;  es 
decir,  lo  que  resulta  del  Registro,  á  la  realidad  del  hecho ;  es  en 
castigo  de  la  neghgencia  del  tercero.  Este  tuvo  sin  inscribir 
larguísimo  tiempo  su  derecho  real;  permitió  por  30  ó  40  años 
que  existiese  una  inscripción  posesoria  sin  reclamarla;  justo  es 
su  castigo  cuando  al  tratar  de  hacer  valer  su  derecho ,  encuen- 
tra que  ha  prescrito  su  acción  por  el  tiempo  transcurrido  sin 
utilizaHa. 

Pudo  mientras  no  se  inscribió  la  posesión,  creer  que  seguía 
en  la  del  censuario,  y  aun  que  no  le  "perjudicaban  posesiones 
desconocidas;  pero  desde  el  momento  en  que  se  inscribió  la 
posesión,  como  la  Ley  finge  que  siendo  el  Registro  púbUco  á 
todos  los  interesados  les  son  notorios  los  asientos,  carece  de 
excusa  legal  para  disculpar  su  prolongadísimo  descuido. 

Argumento  4.^   Si    aún  se   dudase  sobre  la   legalidad   y 
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conveniencia  de  esta  solución,  bastaría  para  adoptarla  consi- 
deran que  siguiéndola  opuesta  se  conceden  más  efectos  á  la 
inscripción  de  posesión,  que  á  la  de  dominio.  Para  demostrar 
esto  de  un  modo  tangible,  proponen  estos  ejemplos: 

Juan  inscribe  la  posesión  de  una  finca.  Si  pasados  treinta 
años  desde  la  fecha  de  la  inscripción  le  disputa  Pedro  el  mejor 
derecho  al  inmueble,  alegará  Juan  la  prescripción  y  no  necesi- 
tará probar  que  lo  ha  estado  poseyendo  todo  esjB  tiempo.  Le 
bastará  con  acreditar  por  medio  del  oportunb  certificado  que 
inscribió  su  posesión  30  años  atrás,  y  ante  esa  prueba  en 
vano  pretenderá  Pedro  inscribir  su  derecho,  fundándose  en  la 
interrupción  del  tiempo.  Por  el  contrario,  Pedro  tiene  inscrito 
el  dominio  de  una  finca:  si  pasados  30  años  desde  la  fecha 
de  la  inscripción  le  disputa  Juan  el  inmueble  alegando  que  lo 
ha  poseído  durante  ese  tiempo;  no  le  bastará  á  Pedro  presentar 
la  certificación  que  acredite  que  hace  30  años  inscribió  su 
dominio,  sino  que  necesitará  probar  ante  los  Tribunales  que 
ha  continuado  poseyendo,  y  si  no  lo  acredita  se  ordenará  que 
se  cancele  su  inscripción,  para  que  pueda  extenderse  la  solici- 
tada por  Juan;  resultando,  que  paia  el  efecto  de  prescribir, 
sería  de  mejor  condición  el  que  tiene  inscrita  la  posesión,  que 
el  que  tiene  inscrito  el  dominio. 

Por  el  contrario ,  siguiendo  la  opinión  de  que  ha  de  justifi- 
carse haber  continuado  poseyendo  Juan;  en  el  primer  caso 
tendría  que  probar  que  la  posesión  no  se  había  interrumpido, 
y  sólo  ante  esa  prueba  sería  vencido  Pedro.  Del  mismo  modo 
en  el  segundo  caso,  no  sería  vencido  Pedro ,  si  probaba,  que  Juan 
no  había  estado  en  posesión  los  30  años  trascurridos  desde  la 
fecha  de  la  inscripción  de  dominio,  y  así  ambos  quedan  igua- 
lados. 

Contestación.  No  es  exacto  el  primer  ejemplo :  aun  cuando 
Juan  haya  inscrito  su  posesión  y  no  se  haya  cancelado  durante 
30  años,  si  Pedro  le  disputa  el  mejor  derecho  á  la  finca,  si  pre- 
tende que  él  es  el  legitimo  dueño;  Juan  habrá  de  justificar  su 
posesión  por  los  medios  ordinarios,  según  hemos  demostrado 
antes:  la  inscripción  ni  le  da,  ni  le  quita  derecho. 
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Lo  misino  decimos  respecto  al  segimdo  ejemplo:  si  Juan 
poseedor  le  disputa  el  inmueble  á  Pedrp  que  tiene  inscrito  el 
dominio,  le  bastará  á  éste  probar  que  la  inscripción  sigue  á  su 
nombre:  él  no  ha  de  probar  que  ha  poseído;  la  prueba  la  ha 
de  hacer  Juan  para  contrarestar  la  inscripción;  de  modo  que 
nunca  la  posesión  inscrita  tendrá  más  valor  que  el  título  inscri- 
to, respecto  á  la  prueba  de  continuar  la  posesión  en  el  dueño  ó 
en  el  poseedor. 

Ciertamente  la  posesión  es  una  cosa  extraña  y  parece  á  prime- 
ra visita  que  con  arreglo  á  la  legislación  común  tiene  más'fuerza 
que  el  dominio;  porque  éste  no  impide  los  efectos  de  la  posesión 
y  la  posesión  impide  los  efectos  del  dominio;  pero  es  no  teniendo 
en  cuenta  que  la  posesión  mientras  está  en  el  hecho,  no  tiene 
fuerza  contra  el  dominio;  que  cuando  lo  tiene,  es  cuando  deja 
de  ser  posesión,  cuando  ya  se  convierte  en  dominio  y  se  opone 
un  título  perfecto  posterior  traslativo  de  dominio,  á  otro  título 
de  dominio;  pero  anterior  y  anulado  por  lat  prescripción^ 

Ultramar.  —  El  art.  43  de  la  Ley  Hipotecaria  para  la  Isla  de 
Cuba  y  el  de  la  de  Puerto-Rico  están  copiados  del  35  de  la  que 
rige  en  la  Península.  También  el  párr.  2.o  del  art.  10  de  aquellas 
Leyes,  es  igual  al  2.o  del  403  de  ésta,  y  por  tanto,  nada  tene- 
mos que  añadir  al  Comentario  que  antecede. 
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ARTICULO  36. 

Las  acciones  rescisorias  y  resolutorias  no  se  darán  con- 
tra tercero  que  haya  inscrito  los  títulos  de  sus  respecti- 
vos derechos,  conforme  á  lo  prevenido  en  esta  ley. 

SUMARIO. 

.<^  i.  En  qué  tiempo  ha  de  estar  inscrito  el  título  para  que  no  8e  den  contra  ter- 
cero las  acciones  rescisorias  y  resolutorias. — §  2.   Ultramar. 

COMENTARIO 


§    1.0 

En  qtié  tiempo  ha  de  estar  inscrito  el  título  para  qiie  no  se  den 
contra  tercero  las  acciones  rescisorias  y  resolutorias, — El  art.  36 
sienta  la  regla  general;  pero  no  absoluta,  de  que  dichas  accio- 
nes no  se  dan  éontra  tercero.  Las  excepciones  de  esta  regla  ge- 
neral las  determina  el  art.  37. 

Se  necesita,  no  obstante,  para  que  el  tercero  goce  de  este 
beneficio,  que  haya  inscrito  su  derecho;  si  no  lo  ha  ha  inscrito, 
la  letra  de  la  Ley  parece  que  lo  impide.  La  razón  quizá  sea,  que 
mientras  no  inscribe  la  finca  el  tercero,  no  adquiere  su  dominio 
respecto  al  que  tiene  á  su  favor  la  acción  rescisoria  que  este 
dirigirá  contra  el  que,  según  el  Registro,  aparece  ser  su  ver- 
dadero dueño. 

Puede  ocurrir  la  duda,  de  si  entablada  la  demanda  de  resci- 
sión, se  apresurase  á  inscribir  su  derecho  el  tercero  que  no  lo 
tenía  inscrito,  gozaría  del  beneficio  que  le  concede  este  artículo. 
En  nuestro  concepto  ha  de  distinguirse  si  la  inscripción  se  hace 
entablada  ya  la  demanda,  pero  antes  de  que  ésta  se  haya  ano- 
tado preventivamente,  gozará  el  tercero  del  beneficio;  mas  si 
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la  inscripción  es  posterior  á  la  anotación  de  la  demanda,  le 
alcanzarán  los  efectos  de  las  acciones  rescisorias  y  resolutorias. 
(V.  el  §  4.0  del  Comentario  al  art.  37.) 

§  2.« 

üUra)nar,  —  El  art.  44  de  la  Ley  Hipotecaria  de  Cuba  y  el 
de  la  de  Puerto  Rico,  están  copiados,  del  36  de  la  vigente  en  la 
Península. 
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ARTICULO  37. 


Se  exceptúan  de  la  regla  contenida  en  el  artículo  an- 
terior: 

Primero.  Las  acciones  rescisorias  y  resolutorias  que 
deban  su  origen  á  causas  que  consten  explícitamente  en 
el  Registro. 

Segundo.  Las  acciones  rescisorias  de  enajenaciones 
hechas  en  fraude  de  acreedores,  en  los  casos  siguientes: 

Cuando  la  segunda  enajenación  haya  sido  hecha  por 
título  gratuito. 

Cuando  el  tercero  haya  sido  cómplice  en  el  fraude. 

En  ambos  casos  prescribirá  la  acción  al  año,  contado 
desde  el  día  de  la  enajenación  fraudulenta. 

SUMARIO. 

§  1.  Casos  en  que  se  dan  contra  tercero  las  acciones  rescisorias  y  resoluto- 
rias.—  §  2.  Enajenación  en  fraude  de  acreedores. — §  S.  Contra  quién  ha 
de  entablarse  la  acción  para  rescindir  las  enajenaciones  fraudulentas. — 
j?  4.  Prescripción  de  las  acciones  rescisorias  de  la  enajenación  fraudulen- 
ta. —  §  5.  Ultramar. 

COMENTARIO. 


§  l.« 

Casos  en  que  se  dan  contra  tercero  las  acciones  rescisorias  y  reso- 
ItUorias.  —  Consecuente  la  Ley  con  su  sistema  de  proteger  y 
amparar  en  su  derecho  al  que  lo  inscribe,  no  podía  menos  de 
declarar,  como  lo  hace  en  el  art.  36,  que  las  acciones  rescisorias 
y  resolutorias  no  se  dan  contra  tercero  que  haya  inscrito  su 
título;  es  decir,  que  dejando  vigente  la  legislación  común  para 
los  que  intervinieron  en  el  acto  ó  contrato  que  pueda  dar  lugar 
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á  la  rescisión  ó  nulidad;  la  deroga  respecto  al  tercero,  que 
habiendo  adquirido  el  dominio  del  inmueble  sobre  que  verse, 
ó  algún  derecho  real  sobre  el  mismo,  haya  cuidado  de  inscri- 
birlo. Si  así  no  lo  proclamara,  caería  por  su  base  el  sistema 
hipotecario;  pero  hay  casos  en  que  se  faltaría  también  á  imo 
de  sus  principios  cardinales,  si  se  respetase  la  inscripción  tan 
exageradamente  que  en  ninguno  quedara  sin  efecto. 

La  Ley  exige  la  pubHcidad  en  el  Registro  de  los  actos  ó  con- 
tratos sobre  bienes  inmuebles  ó  derechos  reales,  para  que  el 
que  quiera  contratar  no  sea  víctima  de  un  ehgafio;  y  al  efecto 
debe  tener  en  cuenta  todo  lo  que  resulte  del  Registro,  lo  mismo 
lo  que  pueda  favorecerle,  que  lo  que  pueda  perjudicarle.  Por 
eso,  al  par  que  aplaudimos  la  regla  general  contenida  en  el  ar- 
tículo 36 ,  elogiamos  sus  excepciones ,  si  bien  hubiéramos 
deseado  en  estas  más  amplitud.  Si  en  el  Registro  consta  la 
causa  origen  de  una  acción  rescisoria  ó  resolutoria,  ya  no  puede 
el  tercero  llamarse  á  engaño  por  haber  celebrado  el  acto  ó  con- 
trato inscrito,  y  no  es  justo  ni  moral  protegerlo,  sólo  porque  ha 
inscrito;  contra  el  que,  según  el  mismo  Registro,  tenga  derecho 
á  entablar  la  acción  rescisoria  ó  resolutoria. 

Téngase,  sin  embargo,  muy  en  cuenta,  que  la  Ley  quiere  que 
esas  causas  consten  explícitamente^  y  si  se  toma  esta  palabra  en 
su  sentido  absoluto,  hemos  de  confesar  que  no  estamos  confor- 
riaes  con  el  precepto  legal.  Enhorabuena  que  las  causas  de  res- 
cisión que  no  consten  en  el  Registro  ni  se  infieran  precisamente 
de  él,  no  perjudiquen  á  tercero;  pero  exigir  además  que  se  espe- 
cifiquen determinadamente,  claramente,  ea^llcüantente  en*  la 
inscripción,  es  suponer  y  fomentar  la  ignorancia  del  derecho,  y 
estatuir  que  no  perjudica  al  que  lo  ignora  ó  lo  desprecia. 

Se  comprende  que  la  acción  rescisoria  que  nace  de  la  lesión 
enorme  ó  enormísima,  no  se  dé  contra  tercero  que  adquiera 
después  la  finca  del  que  la  compró  y  la  inscribió;  porque  el  ter- 
cero carece  de  medios  para  saber  la  causa  de  rescisión  que 
encierra.  La  ley  tiene  por  firme  aquel  contrato:  la  lesión,  caso 
de  ser  cierta,  existía  ya;  pero  no  debe  presumirse;  por  qué  el 
vendedor  que  enajena  voluntariamente  una  cosa  por  el  precio 
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pactado,  asiente  á  que  es  d  justo  y  debido:  no  hay,  pues,  dato 
ninguno  en  el  Registro  de  donde  se  deduzca  la  lesión  que  re- 
cibe el  que  enajena. 

No  sucede  lo  mismo  cuando  las  causas  de  rescisión  dependen 
de  sucesos  futuros,  cuya  fuerza  rescisoria  la  ha  determinado  la 
Ley  á  priorí  y  es  conocida  lo  mismo  por  los  contrayentes  que 
por  el  tercero:  entonces  la  rescisión  debería  perjudicar  á  tercero; 
porque  además  de  sujetarse  implícitamente  á  la  condición  que 
conoce,  no  hay  presunción  de  que  el  hecho,  causa  de  que  se 
resuelva  el  contrato,  no  existirá. 

Principio  es  de  derecho  por  ley  ó  por  doctrina,  que  la  ingra- 
titud del  donatario  y  la  supervenencia  de  hijos,  son  causa  bas- 
tante para  que  se  revoquen  las  donaciones;  esto  nadie  lo  ignora 
6  nadie  debe  ignorarlo:  pues  en  tal  caso  no  había  de  ser  preciso 
que  constasen  en  el  Registro  semejantes  condiciones,  para  que 
produjesen  efecto  contra  tercero;  porque  al  comprar  éste  una 
cosa  donada,  ya  sabe  ó  ya  debe  saber  que  si  el  donatario  es 
ingrato,  ó  que  si  le  sobrevienen  hijos  al  donante  aunque  no  es- 
perase tenerlos,  cadup^  la  donación,  y  por  lo  tanto  que  el  domi- 
nio que  se  le  traspasa  es  un  dominio  eventual  y  revocable,  y 
que  al  transferirlo,  sólo  transfiere  lo  que  tiene.  Y  esta  doctrina 
puede  apoyarse  en  la  misma  que  expone  la  Comisión  para  pre- 
ceptuar lo  contrario;  porque  después  de  enumerar  en  la  Expo- 
sición de  motivos  las  diversas  leyes  que  rigen  la  materia  de  dona- 
ciones en  las  diversas  Provincias  de  la  Monarquía,  dice:  «  que 
*  sólo  al  Código  civil  corresponde  nivelar  estas  desigualdades; 
»  pero  que  la  Comisión  está  en  el  deber  de  introducir  una  regla 
»  por  lo  que  respecta  á  los  derechos  del  tercer  adquirente,  que, 
3  sin  conocer  ni  poder  inferir  la  condición  rescisoria  á  que  está  su- 
>  jeta  la  heredad,  la  recibe  en  virtud  de  un  título  traslativo  de 
9  dominio. » 

Mas  ya  que  no  se  ha  adoptado  este  criterio,  sino  que  se  exige 
que  conste  explícitamente  en  el  Registro  la  causa  de  la  acción 
rescisoria,  deber  nuestro  es  fijar  la  inteligencia  que  ha  de 
darse  á  aquel  adverbio  que  equivale  al  de  señaladamente  que 
usan  las  Partidas. 
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Entendemos,  que  siempre  que  conste  en  el  Registro  una  cir- 
cunstancia que  forzosamente  y  sin  que  sean  necesarios  hechos 
posteriores,  lleve  envuelta  en  sí  la  nulidad  ó  rescindibilidad  del 
acto  ó  contrato,  se  ha  cumpUdo  la  condición  legal,  áim  cuando 
no  se  mencione  determinadamente  el  caso  de  la  rescisión  ó  nuli- 
dad; pero  que  si  la  circunstancia  causa  de  la  nulidad  ó  resci- 
sión, aunque  conste  en  el  Registro,  no  las  produce  por  sí 
misma,  sino  que  han  de  determinarse  por  hechos  posteriores 
desconocidos  ó  eventuales;  no  ha  de  entenderse  que  consta  de 
un  modo  explícito. 

Como  á  pesar  de  cuanto  decimos,  las  palabras  materiales  de 
la  Ley  exigen  la  consignación  explícita,  los  Tribunales,  si  así 
opinasen,  han  de  fijarse  mucho  para  dar  el  fallo,  en  el  modo 
que  consten  esas  causas,  y  los  Registradores,  para  evitar  ütigios, 
han  de  cumplir  escrupulosamente  lo  ordenado  en  el  art.  9/^  de 
la  Ley,  circunstancia  2.^,  y  en  el  núm.  7.^  del  29  del  Regla- 
mento. 

§2.0 

Enajenación  eti  fraude  de  acreedores.  —  Entiéndese  por  ena- 
jenación en  fraude  de  acreedores,  la  que  se  verifica  maliciosa- 
mente perjudicando  sus  intereses. 

Para  que  se  considere  enajenación  fraudulenta  es  necesario 
que  reúna  dos  circunstancias;  que  se  tenga  ánimo  de  perjudicar 
y  que  real  y  efectivamente  se  siga  el  perjuicio:  consüium  fratddis, 
e¿  evenitcs  damni,  salvo  cuando  la  enajenación  es  á  título  gra- 
tuito, en  cuyo  caso  basta  con  que  se  siga  el  perjuicio.  Por  ello, 
aun  cuando  se  probase  que  el  deudor  se  había  desprendido  de 
una  finca  única  y  que  lo  había  hecho  para  quedar  insolvente; 
si  por  ventura  adquiriese  después  bienes  bastantes  para  satis- 
facer sus  deudas,  la  enajenación  fraudulenta  se  mantendría; 
porque  si  bien  había  existido  la  intención  de  defraudar,  no  se 
había  seguido  el  efecto. 

La  Ley  determina  los  dos  casos  en  que  la  rescisión  puede 
perjudicar  á  tercero:  cuando  la  segunda  enajenación  se  haya 
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hecho  por  título  gratiüto  y  cuando  el  tercero  haya  sido  cómpli- 
ce en  el  fraude:  no  hay  necesidad  de  que  concurran  las  dos  cir- 
cunstancias, basta  con  una  sola. 

Advertiremos  aquí,  que  al  establecer  que  perjudican  á  ter- 
cero las  enajenaciones  hechas  en  fraude  de  los  acreedores  por 
título  gratuito,  restringe  la  declaración  á  las  segundas  enajena- 
ciones. Si  sólo  se  consideran  rescindibles  las  segundas  enajena- 
ciones ;  por  aquello  de  inclttsio  miius  exclimo  alterius,  parece  que 
han  de  tenerse  por  válidas  las  primeras,  y  si  de  este  modo  se  en- 
tendiese el  precepto  de  la  Ley ,  resultaría  á  menudo  que  las  ver- 
de deras  enajenaciones  fraudulentas  quedarían  firmes,  y  sin  pro- 
ducir efectos  las  que  se  hicieran  de  buena  fe,  como  se  demuestra 
fácilmente.  El  deudor  dona  á  un  amigo  sus  bienes  en  fraude 
de  sus  acreedores;  primera  enajenación:  el  amigo  los  dona  á  un 
tercero;  segunda  enajenación.  Si  ésta  es  la  rescindible,  la  pri- 
mera que  es  la  que  ha  de  presumirse  fraudulenta;  porque  la 
otorgó  el  que  tenía  interés  en  no  pagar,  sería  firme,  y  la  rescisión 
so  liabría  empleado  en  perjuicio  de  un  tercero  que  recibió  de 
buena  fe  y  en  virtud  de  mi  título  que  declara  la  ley  eficaz  y  vale- 
doro.  También  resultaría,  que  si  el  primer  donatario  no  trans- 
fería el  inmueble  donado,  no  habría  segunda  enajenación  ni  por 
ello  acto  rescindible :  como  esto  sería  absurdo,  estimamos  que 
ha  de  explicarse  de  distinta  manera. 

A  lo  que  se  nos  alcanza,  el  pensamiento  de  la  Ley  es,  que, 
cuando  la  primera  enajenación  sea  fraudulenta,  como  los  con- 
tratantes no  gozan  del  carácter  de  terceros,  pueden  los  acreedo- 
res ejercitar  su  acción  rescisoria  con  arreglo  á  la  legislación  co- 
mún; pero  cuando  por  nuevas  enajenaciones 'existe  un  tercero 
segundo  adquirente  y  poseedor  del  inmueble,  que  no  intervino 
en  el  contrato;  para  que  le  perjudique  la  rescisión  ha  de  ape- 
larse á  la  ley  hipotecaria.  Fúndase  lo  que  decimos  en  que  por 
derecho  común,  la  acción  pauUana  era  personal  y  por  consi- 
guiente, no  se  daba  contra  terceros  poseedores. 

Al  consignar  la  Ley  que  puede  rescindirse  la  segunda  enaje- 
nación gratuita,  parece  que  excluye  cualquiera  otra,  de  forma 
que,  atendida  su  letra,  la  tercera  enajenación  gratuita  ya  no 
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podría  rescindirse:  nuestra  opinión  es,  que  la  tercera  enajena- 
ción estaría  igualmente  sujeta  al  precepto  legal  que  la  segunda; 
porque  el  origen  del  derecho  del  enajenante  era  vicioso,  y  como 
las  condiciones  del  segundo  contrato  no  habían  modificado  su 
naturaleza  gratuita,  causa  de  ser  rescindible;  ha  de  juzgarse  por 
los  mismos  principios. 

No  hay  una  razón  para  que  el  segimdo  adquirente  á  título 
gratuito  pueda  ser  despojado  por  el  acreedor,  y  no  lo  sean  tam- 
bién el  tercero  y  el  cuarte  y  los  succesivos  que  están  en  el  mis;no 
caso.  Por  ello  entendemos  que  es  segunda  enajenación  para  los 
efectos  del  art.  37  de  la  Ley,  cualquiera  que  se  haga  después  de 
la  íraudulenta.  (V.  el  Comentario  al  art.  39.) 

La  segunda  causa  de  perjudicatr  á  tercero  la  rescisión  de  las 
ventas,  es  la  de  que  éste  seacómpHce  en  el  fraude;  á  diferencia 
de  lo  que  sucede  en  las  adquisiciones  por  título  gratuito:  en  las 
onerosas  no  basta  que  haya  fraude  en  el  que  enajena,  sino  que 
es  necesaria  la  compUcidad  en  el  adquirente.  Lo  mismo  dispone 
el  derecho  civil,  que  también  admite  esa  diferencia.  (V.  el  Co- 
mentario al  art.  41.) 


§  3.0 

Contra  quim  ha  de  entablarse  la  acción  para  rescindir  las  ena- 
jenaciones fraudulentas,  —  Digno  es  también  de  estudio,  deter- 
minar contra  quién  ha  de  entablarse  la  acción  rescisoria  de 
la  enajenación  hecha  en  fraude  de  los  acreedores. 

El  art.  36  dice:  que  las  acciones  rescisorias  y  resolutorias  no 
se  darán  contra  tercero  que  haya  inscrito  su  título;  de  donde 
ha  de  inferirse,  que  si  no  lo  ha  inscrito  han  de  darse  contra  él; 
esto  es,  pueden  ejercitarse  contra  el  tercero,  demandándole  en 
juicio. 

El  artículo  que  comentamos  exceptúa  de  la  disposición  an- 
terior, las  acciones  rescisorias  de  enajenación  fraudulenta  con 
las  circunstancias  que  expresa:  es  decir,  que  en  tales  casoa, 
las  acciones  rescisorias  se  dan  contra  tercero,  aunque  tenga 
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inscrito  su  derecho;  ó  lo  que  es  lo  mismo,  que  pueden  dirigirse 
contra  él,  demandándole  en  juicio. 

Á  pesar  de  esta  interpretación  ajustada  á  la  letra  de  la  Ley, 
creemos  que  no  es  ese  su  espíritu,  y  que  la  acción  no  se  dá 
contra  el  tercero ,  para  rescindir  la  segunda  enajenación ;  sino 
contra  el  deudor  y  contra  el  que  adquirió  de  éste,  para  rescin- 
dir la  enajenación  primera. 

Muévennos  á  sostener  esta  tesis  varias  razones. 

El  objeto  de  la  acción  rescisoria,  indudableriiente  es,  que  la 
finca  vendida  vuelva  á  poder  del  deudor,  contra  el  cual  tiene 
el  acreedor  derecho  expedito  y  es  el  único  que  le  está  obliga- 
do :  que  los  actos  con  que  le  perjudicó  se  declaren  sin  fuerza  le- 
gal, y  queden  todas  las  cosas  en  el  ser  y  estado  que  tenían 
antes  de  otorgarse  el  contrato  fraudulento. 

Ahora  bien,  si  la  acción  se  dirigiera  contra  el  tercero,  decía 
rana  la  sentencia  que  la  segunda  enajenación,  única  que  era 
objeto  de  la  demanda,  se  rescindiese;  porque  la  complicidad 
en  el  fraude  con  que  el  deudor  había  enajenado,  le  impidió  ad- 
quirir el  dominio.  En  virtud,  pues,  de  la  sentencia,  el  inmue- 
ble se  arrancaría  del  poder  del  tercero,  segundo  adquirente- 
pero  quedaría  en  poder  del  que  á  él  se  lo  había  enajenado,  pri- 
mer adquirente  fraudulento;  contra  el  cual  y  contra  el  deudor 
habría  de  seguirse  otro  litigio. 

Para  que  se  declare  rescindible  la  segunda  enajenación,  es 
indispensable  declarar  que  la  primera  lo  es  también;  porque 
en  tanto  se  considera  así  aquélla,  en  cuanto  se  considere 
rescindible  ésta:  la  invalidez  de  la  segunda,  depende  de  la  in- 
vsdidez  de  la  primera;  el  segundo  enajenante  no  trasmite  de- 
recho, porque  no  le  ha  adquirido;  ni  hay  compHcidad  en  el 
fraude,  mientras  no  se  declare  la  existencia  del  fraude:  luego 
la  acción  ha  de  dirigirse  contra  la  causa,  uo  contra  el  efecto;  á 
que  se  declare  el  vicio  original  de  la  enajenación  primera ,  y  no 
el  vicio  derivado  de  la  enajenación  segunda. 

Los  arts.  38,  39,  40  y  41,  lo  convencen  así:  todos  ellos  se 
refieren  á  las  primeras  enajenaciones ;  en  todos  ellos  se  presu- 
pone, que  el  contrato  irrescindible  ó  rescindible,  según  los 
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casos ;  es  el  primero,  el  que  hace  el  deudor  dueño  de  la  cosa 
enajenada  fraudulentamente. 

Por  ello- juzgamos,  que  el  procedimiento  ha  de  ser  el  de  en- 
tablar la  demanda  para  que  se  rescinda  la  primera  enajenación, 
y  en  su  consecuencia  todas  las  posteriores;  y  citar  y  emplazar 
al  deudor,  al  primer  adquirente  y  al  tercero ,  poseedor  del  in- 
mueble, para  que  éste  defienda  su  derecho  ó  quede  convicto 
de  hallarse  comprendido  en  las  excepciones  que  del  art.  36  se 
marcan  en  el  37,  y  pueda  aprovecharle  ó  perjudicarle  la  sen- 
tencia final. 

La  causa  de  que  tengamos  que  recurrir  á  interpretaciones 
que  debieran  estarse,  procede  de  los  términos  en  que  está  re- 
dactado el  art.  36 ,  piedra  angular  de  los  posteriores  que  se 
ocupan  en  la  tíiateria  de  rescisiones  y  resoluciones.  Dice,  que 
las  acciones  rescisorias  y  resolutorias  7W  se  darán  contra  tercero, 
en  lugar  de  decir  no  perjudicarán  á  tercero,  como  expresan  los 
arts.  23,  31,  35,  38,  ó  no  producirá  efectos  contra  tercero,  como 
los  24,  25  y  29.  Creemos  que  el  pensamiento  del  36  es  el  mis- 
mo: no  que  las  acciones  se  den  ó  no  se  den  contra  tercero; 
sino  que  perjudiquen  ó  no  perjudiquen,  que  produzcan  efec- 
to ó  no  le  produzcan  contra  tercero. 

§4.0 

Prescripción  de  las  acciones  rescisorias  de  la  enajenación  frcmlu- 
lenta. — Siguiendo  lo  dispuesto  en  la  legislación  ci\dl,  tam- 
bién la  hipotecaria  señala  un  año  para  el  ejercicio  de  la  acción 
Pauliana;  pero  introduce  una  novedad  en  beneficio  del  com- 
prador contra  el  acreedor  ( 1 ).  Por  aquélla  se  contaba  este  año 
«  desde  el  día  que  lo  sopieren,  fasta  un  ario,  >  como  dice  la 
Ley  vn,  Tít.  xv,  Part.  vn;  en  tanto  que  por  el  artículo  que 


(1)  Opinaban  los  Comentadores  que  la  acción  para  redamar  contra  la  ena- 
jenación fraudulenta,  había  de  ejercitarse  dentro  de  uu  año,  si  la  enajenación  se 
había  hecho  por  título  oneroso ;  pero  si  por  título  lucrativo ,  que  la  acción  debía 
reputarse  perpetua. 
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comentamos  se  dispone,  respecto  á  tercero,  que  el  año  se  cuen- 
te desde  la  fecha  en  que  se  enajenó.  Pero  como  esta  disposición 
se  limita  al  tercero;  para  resolver  si  la  acción  rescisoria  se  ha 
prescrito  6  no,  se  ha  de  distinguir  en  nuestro  concepto. 

O  la  finca  se  halla  en  pode^  del  primer  adquirente  ó  en  po- 
der de  un  tercero:  en  el  primer  caso,  el  año  para  la  prescrip- 
ción se  cuenta  según  la  Ley  civil  (1),  en  el  segundo,  según  la 
Hipotecaria,  que  no  ha  sido  en  la  presente  ocasión  fiel  y  conse- 
cuente con  sus  doctrinas.  De  desviarse  del  derecho  civil,  debió 
señalar  como  principio  del  año  en  que  se  permite  el  ejercicio 
de  la  acción  rescisoria,  la  fecha  de  la  inscripción  de  la  escritu- 
ra; pues  que  ni  el  comprador  adquiere  derecho  real  en  la  finca 
hasta  entonces ,  ni  la  enajenación  produce  efectos  contra  ter- 
ceros ( que  también  han  de  considerarse  tales  los  acreedores) 
hasta  que  se  inscribe,  ni  las  disposiciones  hipotecarias  tienen 
apUcacion  respecto  á  los  títulos  no  registrados ,  sino  simplemen- 
te para  negarles  su  eficacia  legal. 

Nada  más  fácil  al  deudor  fraudulento  que  otorgar  la  enaje- 
nación en  pimto  distinto  del  en  que  radique  la  finca,  reser- 
vándose la  escritura  hasta  pasado  el  año,  y  transcurrido,  inscri- 
birla y  venderla  á  un  tercero,  y  siendo  aquella  la  primer  noticia 
que  tiene  el  acreedor,  encontrarse,  sin  embargo,  con  la  acción 
prescrita  contra  el  tercero ;  por  más  que  conservase  contra  el 
deudor,  el  derecho  de  repetir  daños  y  perjuicios  en  virtud  de  su 
acción'  personal. 

Creemos  que  el  pensamiento  de  la  Comisión  era  el  que 
expresamos  y  no  el  que  consignó  en  el  texto,  como  se  deduce 
de  la  Exposición  de  motivos,  (pág.  102,  Tomo  i)  donde  al  alegar 
los  que  le  impulsaban  á  reducir  el  plazo,  manifiesta  que  uno 
de  ellos  era:  « la  publicidad  del  Registro  en  él  que  debe  constar 
la  enajenación  hecha  en  fraude  de  los  acreedores. »  El  texto 
de  la  Ley  contradice,  esta  interpretación,  que  en  nuestro 


(1)  No  podemos  citar  jurisprudencia  en  apoyo  de  nuestra  opinión ;  porque 
8i  bien  la  Sent.  de  28  de  Set.  de  1870  así  lo  establece,  está  dada  en  pleito  de  la 
Isla  de  Cuba,  donde  aún  no  regia  la  Ley  Hipotecaria. 

TOMO  lu  3 
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concepto  es  la  verdadera:  á  los  Tribunales  toca  el  fijar  la  Juris- 
prudencia sobre  este  punto.  (V.  el  Com.  al  art.  39.) 

§5.0 

Ultramar,  —  El  art.  45  de  las  Leyes  de  Puerto-Rico  y  Cuba 
está  copiado  del  37  de  la  que  rige  en  la  Península. 
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ARTICULO  38. 

En  consecuencia  de  lo  dispuesto  en  el  art.  36,  no  se 
anularán  ni  rescindirán  los  contratos  en  perjuicio  de  ter- 
cero que  haya  inscrito  su  derecho,  por  ninguna  de  las 
causas  siguientes: 

Primera.  Por  revocación  de  donaciones,  en  los  casos 
permitidos  por  la  Ley,  excepto  el  de  no  cumplir  el  dona- 
tario condiciones  inscritas  en  el  Registro. 

Segunda.  Por  causa  de  retracto  legal  en  la  venta  ó 
derecho  de  tanteo  en  la  enfit^usis 

Tercera.  Por  no  haberse  pagado  todo  ó  parte  del  pre- 
cio de  la  cosa  vendida,  si  no  consta  en  la  inscripción 
haberse  aplazado  el  pago. 

Cuarta.  Por  la  doble  venta  de  una  misma  cosa, 
cuando  alguna  de  ellas  no  hubiere  sido  inscrita. 

Quinta.     Por  causa  de  lesión  enorme  ó  enormísima. 

Sexta.  Por  efecto  de  la  restitución  in  integrum  á 
favor  de  los  que  disfrutah  este  beneficio. 

Sétima.  Por  enajenaciones  verificadas  en  fraude  de 
acreedores,  con  exclusión  de  las  exceptuadas  en  el  ar- 
tículo anterior. 

Octava.  Por  efecto  de  cualesquiera  otras  acciones 
que  las  leyes  ó  fueros  especiales  concedan  á  determinadas 
personas  para  rescindir  contratos,  en  virtud  de  causas 
que  no  consten  expresamente  de  la  inscripción. 

En  todo  caso  en  que  la  acción  resolutoria  ó  rescisoria 
no  se  pueda  dirigir  contra  el  tercero,  conforme  á  lo  dis- 
puesto en  este  artículo;  se  podrá  ejercitar  la  personal 
correspondiente  para  la  indemnización  de  daños  y  per- 
juicios por  el  que  los  hubiese  causado. 
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COMENTARIO. 


§  1." 

El  art.  38  es  demostrativo  del  56.  —  No  satisfecho  el  Legislador 
con  proclamar  en  el  art.  36  el  principio  de  que  las  acciones 
rescisorias  y  resolutorias  no  se  dan  contra  tercero  que  haya 
inscrito  su  derecho,  y  de  señalar  taxativamente  en  el  37  los 
únicos  casos  de  excepción  que  admite;  desciende  en  el  38  á 
enumerar  las  causas  que,  sin  embargo  de  producir  entre  los 
contrayentes  con  arreglo  á  la  legislación  comim,  acciones  res- 
cisorias y  resolutorias;  no  anulan  ni  rescinden  los  contratos,  en 
perjuicio  de  tercero  que  haya  inscrito  su  derecho. 

Tan  profundo  cambio  en  la  ley  civil  exigía  explicar  las  razo- 
nes que  hubiera  para  aceptarlo,  y  la  Comisión  la  dio  en  la  Ex- 
posición de  motivos. 

Conviene  antes  de  todo  dilucidar,  si  el  art.  38  ha  de  conside- 
rarse complementario  ó  demostrativo  del  36;  esto  es,  si  \bs 
causas  que  se  expresan  en  el  art.  38  son  las  únicas  que,  no 
constando  explícitametUe  en  el  Registro,  no  producen  la  rescisión, 
ó  si  sólo  se  han  enumerado  como  demostración  ó  ejemplo  por 
ser  los  más  comunes,  hallándose  todos  los  demás,  que  no  se 
mencionan,  en  el  mismo  caso. 

Lo  último  tenemos  por  cierto :  el  art.  36  es  general  y  com- 
prende toda  acción  rescisoria  ó  resolutoria:  el  38  sólo  es  demos- 


Digitized  by  VjOOQ IC 


Art.  38,  §.  2.0  87 

trativo,  y  los  diversos  casos  de  rescisión  que  en  él  se  mencionan 
y  que  más  comunmente  ocurren,  ejemplo  y  aplicación  del  36; 
no  su  modificación,  limitación,  ni  complemento. 

§  2.^ 

Rescisión  de  doíiaciones,  —  Examinemos  ahora  singularmente 
las  causas  que  determina  el  art.  38,  por  las  que  no  se  rescinden 
los  contratos  en  perjuicio  de  tercero  que  haya  inscrito  su  de- 
recho. 

Primera.  Por  revocación  de  donaciones  en  los  casos  per- 
mitidos por  la  Ley,  excepto  el  de  no  cumplir  el  donatario  con- 
diciones inscritas  en  el  Registro. 

Con  arreglo  á  la  inteügencia  que  antes  hemos  dado  al  pre- 
cepto del  art.  37;  como  la  resci.sion  que  puede  sobrevenir  por 
ingratitud  del  donatario  ó  por  supervenencia  de  hijos  (no  expre- 
sándose estos  casos)  no  tendría  su  origen  en  la  escritura  de 
donación  que  se  inscribe,  en  la  que  no  se  mencionaban;  sino 
en  sucesos  posteriores  é  independientes  que  no  constan  en  el 
Registro,  no  pueden  perjudicar  á  tercero. 

Es  de  notar  que  el  párrafo  que  comentamos  se  limita  á  esta- 
blecer que  no  se  rescinden  los  contratos  en  perjuicio  de  tercero 
por  revocación  de  donaciones,  cuando  siendo  váüdas  al  cele- 
brarse, sobreviene  un  hecho  que  presume  la  Ley,  que  si  hubiera 
existido  al  tiempo  de  otorgarla,  el  donante  no  la  hubiera  hecho; 
por  cuya  consideración  le  concede  facultad  para  que  las  deje 
sin  efecto:  pero  ¿qué  sucederá  cuando  el  donante  no  las  revoca 
por  los  sucesos  posteriores ;  sino  que  otro  tercero ,  á  quien  per- 
judica, pide  su  rescisión  ó  nulidad,  porque  la  entrañaba  el  con- 
trato, por  ejemplo,  por  resultar  inoficiosa,  por  no  haberse  insi- 
nuado el  exceso,  por  ser  universal,  por  otorgarse  mutuamente 
entre  los  cónyuges,  ó  por  cualquiera  otra  causa  semejante? 

Prescindiendo  de  que  en  la  mayor  parte  de  estos  casos  el 
Registrador  negaría  la  inscripción,  y  el  traspaso  del  inmueble  á 
tercero  no  tendría  lugar;  si  el  Registrador  no  la  negare,  pero  las 
causas  rescisorias  antedichas  no  constaren  en  el  asiento;  aun 
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cuando  la  donación  se  invalidase  respecto  al  donatario ,  el  ter- 
cero, conservaría  incólume  su  derecho:  si  la  universalidad,  el 
exceso  no  insinuado,  la  calidad  de  cónyuges  de  los  donantes 
constaren  en  el  Registro,  y  por  estas  causas  se  rescindiese  ó 
anulase,  perjudicarán  á  tercero  la  rescisión  ó  la  nulidad. 

Parece,  por  las  palabras  de  la  causa  primera  del  art.  38,  que 
aun  estando  inscritas  en  el  Registro  las  condiciones  rescisorias 
por  las  que  pueden  revocarse  las  donaciones  en  los  casos  per- 
mitidos por  la  Ley;  si  llega  á  efectuarse  la  rescisión,  no  perju- 
dica á  tercero,  y  que  sólo  tiene  esto  lugar  cuando  las  condiciones 
son  convencionales  entre  el  donante  y  el  donatario  que  se  obliga 
á  dar  ó  hacer  alguna  cosa  y  no  lo  cumple;  porque  después  de 
decir  que  no  perjudican  á  tercero  las  rescisiones  por  revocación 
de  donaciones  en  los  casos  permitidos  por  la  Ley,  exceptúa  de 
esta  regla,  (esto  es,  resuelve  que  le  perjudica)  la  rescisión  del 
contrato,  por  no  cumplir  el  donatario  condiciones  inscritas  en 
el  Registro :  puede  argüirse  por  eUo  con  ftmdamento,  que  si  las 
condiciones,  causa  de  revocación  según  las  leyes  y  que  deter- 
mina el  artículo  de  un  modo  general  y  absoluto  que  no  perju- 
diquen á  tercero,  le  perjudicasen  estando  inscritas;  no  sería 
excepción  el  que  le  perjudicaran  las  condiciones  convencionales 
inscritas  en  el  Registro  y  que  no  cumpliese  el  donatario;  porque 
entonces  aquéllas  y  éstas  seguirían  la  misma  regla  y  ningima 
sería  excepción  de  las  otras. 

A  pesar  de  este  razonamiento  lógico,  si  se  considera  ese  pár- 
fafo  aislado;  su  verdadera  intehgencia  ha  de  ser,  que  toda  con- 
dición de  cualquier  clase  que  resuelva  las  donaciones,  revocán- 
dolas; bien  por  causa  prevista  por  las  Leyes,  bien  por  hechos 
casuales,  bien  por  culpa  ó  negligencia  del  donatario  que  no  ha 
cumplido  las  que  voluntariamente  se  impuso,  bien  á  petición 
del  donante,  bien  á  la  de  un  tercero,  á  quien  la  donación  agra-- 
vie  en  sus  derechos;  todas,  si  constan  en  el  Registro,  perjudi- 
can á  tercero. 

Además  de  convencerlo  así  el  espíritu  de  la  Ley,  los  precep- 
tos especiales  de  los  arts.  36  y  37  y  la  causa  8.*  del  38,  lo  decla- 
ra la  Exposición  de  motivos  en  la  página  95,  donde  textualmente 
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dice:  €  son  pocos  los  ejemplos  que  se  presentan  de  revocación 
de  donaciones  por  ingratitud  y  supervenencia  de  hijos.  Pero 
aun  en  el  caso  de  que  el  Proyecto  pase  á  ser  Ley,  podrán  seguir 
gbzando  los  donantes  de  los  beneficios  aquí  establecidos,  sin 
nUís  que  expresar  en  las  doftaciones,  que  éstas  quedarán  revocadas  en 
los  ca^os  referidos  ó  en  otros  que  estimen  convenientes. »  Luego  expre- 
sándose en  el  Registro,  todas  las  condiciones  rescisorias  produ- 
cen iguales  efectos. 

Bescision  por  retracto  legal,  —  La  segunda  causa  es  la  del 
retracto  legal,  que  no  rescinde  la  venta  en  perjuicio  de  tercero 
que  haya  inscrito  su  dominio. 

Aceptando  que  el  retracto  es  la  redención  ó  nueva  compra 
de  la  cosa  que  se  había  vendido ,  por  el  mismo  precio  que  se 
vendió;  hecha  por  alguno  á  quien  se  concede  este  beneficio  por 
ley,  costumbre  ó  pacto,  y  omitiendo  consideraciones  sobre  el 
último  que  depende  de  la  voluntad  de  las  partes;  trataremos  de 
los  conocidos  con  el  nombre  de  retractos  legales,  el  legítimo,  el 
de  comunión  y  el  superficiario. 

El  legítimo,  gentihcio,  de  sangre  ó  abolengo,  se  concede  á  los 
parientes  más  cercanos  del  vendedor  dentro  del  cuarto  grado 
civil;  para  redimir  los  bienes  raíces  que  estuvieron  en  el  patri- 
monio de  los  abuelos  ó  padres  comunes  del  qu^  los  vende  y  del 
que  los  retrae. 

Es  necesario  que  el  imnueble  enajenado  lo  haya  adquirido  el 
vendedor  de  sus  padres  ó.  abuelos,  por  herencia,  manda,  dote, 
donación,  etc.,  y  está  declarado  por  el  Tribunal  Supremo  (Sen- 
tencias de  5  de  Ab.  de  1872  y  23  de  Dic.  de  1876)  que  la  finca 
patrimonial  reedificada  en  todo  ó  en  parte,  conserva  su  caüdad 
y  jmede  ser  objeto  del  retracto  gentihcio. 

£1  derecho  de  retraer  se  ha  de  demandar  ante  el  Juez,  con- 
signando el  precio,  si  es  conocido,  ó  dándose  fianza  de  consig- 
narlo cuando  no  lo  fiíere.  Ha  de  acompañar  el  retrayente  algu- 
na justificación  de  su  derecho  y  comprometerse  á  conservar  en 
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811  poder  la  finca  por  dos  años ;  á  no  ser  que  alguna  desgracia 
le  hiciese  venir  á  menos  fortuna  y  le  obligase  á  vender  la  finca 
retraída.  (Arts.  1.618  y  siguientes  de  la  L.  Enj.  civ.) 

El  término  en  que  ha  de  entablarse  la  reclamación  es  el  de 
nueve  días,  contados  desde  el  del  otorgamiento  de  la  escritura, 
si  el  retrayente  residiese  en  el  mismo  pueblo;  si  no,  ha  de  aña- 
dirse un  día  más  por  cada  30  kilómetros  de  distancia.  Este 
plazocorre  contra  menores,  pupilos,  ausentes  é  ignorantes;  salvo 
si  la  venta  se  hubiese  ocultado  con  malicia,  en  cuyo  caso  el 
término  de  los  nueve  días  no  empezará  á  correr  hasta  el  siguiente 
al  en  que  áe  acredite  que  el  que  retrae  ha  tenido  conocimiento 
de  ello.  El  no  inscribirse  oportunamente  la  venta  en  el  Registro, 
se  considera  ocultación  maliciosa,  y  como  esta  presunción  es 
juris  ei  de  jure,  no  se  dá  contra  ella  prueba  ninguna,  y  el  término 
ha  de  contarse  desde  el  día  en  que  se  presentó  la  escritura  en 
el  Registro. 

El  adverbio  oportunamente,  ha  de  dar  origen  á  muchas  difi- 
cultades; porque  siendo  la  presentación  de  la  escritura  en  el 
Registro,  voluntaria;  siempre  se  hace  en  sazón  oportuna.  Parece, 
sin  embargo,  que  si  se  retarda  más  de  los  nueve  días  en  que 
ha  de  utilizarse  el  derecho  de  retracto,  podría  tacharse  de  ocul- 
tación maUci€>sa  la  de  la  escritura,  cuyo  otorgamiento  no  se  pro- 
base que  era  conocido  del  retrayente.  Los  Tribunales  son  los 
llamados  en  último  término  á  declarar,  atendidos  los  antece- 
dentes del  asunto,  cuando  ha  de  reputarse  la  presentación  opor- 
tuna ó  inoportuna. 

Como  la  Ley  exige  para  que  la  rescisión  de  la  primer  venta 
no  perjudique  á  tercero,  que  éste  haya  inscrito  su  compra;  puede 
dudarse,  si  interpuesto  el  retracto  después  de  presentada  en  el 
Registro  la  escritura,  pero  antes  de  que  se  haya  extendido  la 
inscripción;  le  perjudica  ó  no. 

Partidarios  cuenta  la  afirmativa,  sirviéndoles  de  robusto  apoyo 
la  Sentencia  de  12  de  Junio  de  1866. 

En  24  de  Febrero  de  1864,  D.  Antonio  Ramos  vendió  á  Don 
José  Benitez  una  hacienda  sujeta  á  retracto ,  cuya  escritura  se 
presentó  en  el  Registro  para  su  inscripción  el  25,  inscribiéndose 
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preventivametüe  el  mismo  día  y  el  siguiente  26.  En  éste,  Benitez 
vendió  la  hacienda  á  D.  Juan  García,  quien  la  presentó  en  el 
Registro  el  27,  y  se  inscribió  preventivamente  el  16  de  Marzo. 

El  mismo  26  de  Febrero,  D.  Pedro  de  Armas,  como  marido 
de  doña  Angela  Ramos,  acudió  á  retraer  la  finca  y  el  5  de 
Marzo  adicionó  su  demanda  exponiendo:  que  en  la  noche  ante- 
rior había  tenido  noticia  de  la  segunda  venta  otorgada  por  Be- 
nitez á  García  y  ampliaba  á  ella  su  reclamación. 

Dióse  traslado  á  los  dos  compradores ,  y  la  Audiencia  decla- 
ró haber  lugar  al  retracto  interpuesto,  entendiéndose  rescin- 
dida la  segimda  venta  hecha  á  favor  de  D.  Juan  García;  man- 
dando que  al  primer  comprador  Benitez,  se  substituyera 
Armas,  y  se  le  otorgara  escritura  en  los  propios  términos  que 
la  de  24  de  Febrero  de  1864.  Interpuesto  recurso  de  casación 
I>or  Benitez  y  García,  decidió  el  Tribunal  Supremo :  «que  si  bien 
por  los  arts.  36  y  38  de  la  Ley  hipotecaria,  se  dispone  que 
la  acción  rescisoria  no  se  dá  contra  tercero  que  haya  inscrito  los 
títulos  de  su  respectivo  derecho,  apareciendo  que  la  demanda  de 
retracto  dirigida  contra  Benitez  se  presentó,  proveyó  y  fué  am- 
pliada á  D.  Juan  García  cotí  anierioiidad  á  la  inscripción  preven- 
tiva en  el  Registro  de  la  propiedad,  de  la  escritura  de  venta  que 
los  citados  Benitez  y  García  otorgaron ;  no  piieden  ser  aplicables 
asidlas  disposiciones  que  se  contraen  á  títulos  inscritos,  t> 

Aun  cuando  ambas  Sentencias  dicen  inscripción  preventiva, 
suponemos  que  será  anotación  preventiva;  pues  inscripciones  pre- 
ventivas no  se  conocen  en  la  Ley  Hipotecaria.  No  indican  tam- 
poco la  causa  de  no  haberse  inscrito  ambas  escrituras  definiti- 
vamente; pero  es  de  creer  que  fuera  por  falta  de  índices. 

Del  extracto  que  dejamos  hecho,  se  deduce  que  el  Tribunal 
Supremo  ha  resuelto: 

1.0  Que  la  Ley  Hipotecaria  no  ha  variado  la  legislación 
común  sobre  retractos,  cuando  se  trata  de  la  primera  enaje- 
nación. 

2,^  Que  respecto  al  retrayent^,  no  considera  tercero  al  primer 
comprador,  sino  al  segundo ;  aplicándose  á  ese  las  disposiciones 
civiles,  y  á  éste  las  hipotecarias. 
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3.*^  Que  para  que  la  rescisión  de  la  venta  no  perjudique  al 
tercero,  no  basta  que  éste  haya  presentado  su  título  en  el  Re- 
gistro; sino  que  es  necesario  que  se  haya  extendido  el  asiento 
de  inscripción. 

No  es  aceptable  esta  doctrina:  el  asiento  de  presentación  por 
sí  solo ,  impide  que  se  inscriba  ó  anote  otro  título ,  produciendo 
durante  treinta  días  todos  los  efectos  que  produciría  la  inscrip- 
ción, y  cuando  ésta  se  verifica,  se  considera  que  su  fecha  es  la 
fecha  de  aquél;  de  manera  que  no  hay  entre  los  dos  asientos 
interrupción  legal  de  tiempo,  no  hay  solución  de  continuidad, 
y. el  que  logra  el  asiento  de  presentación,  adquiere,  mientras 
no  se  cancele,  los  mismos  derechos  que  si  hubiera  inscrito  su 
título  en  el  momento  de  presentarlo. 

Aunque  esta  es  la  que  estimamos  sana  doctrina,  no  olviden 
los  compradores  el  fallo  del  Supremo;  que  si  bien  no  forma  aún 
jurisprudencia,  por  ser  único,  es  un  antecedente  peUgroso. 

Otro  de  los  retractos  es  el  de  comunión  ó  condominio  que 
tienen  los  comuneros  ó  condueños  sobre  la  cosa  indivisa,  cuan- 
do uno  de  los  partícipes  vende  su  porción  á  un  extraño,  mas 
no  cuando  la  vende  á  imo  de  los  condueños,  por  pequeña  que 
sea  su  participación  en  la  cosa  común:  ha  de  interponerse  tam- 
bién dentro  de  nueve  días,  guardarse  las  misibas  solemnidades 
que  para  el  de  abolengo,  y  comprometerse  el  comunero  á  no 
vender  en  cuatro  años  la  participación  retraída.  (Art.  1.618, 
Ley  de  Enj.  civ.) 

El  tercer  retracto  es  el  que  competo  al  dueño  directo  y  al  su- 
perficiario  mutuamente  cuando  venden  el  dominio  directo  ó  el 
derecho  de  superficie,  y  también  se  rige  por  las  mismas  dispo- 
siciones que  el  anterior;  con  la  diferencia  de  que  el  compromi- 
so de  no  separai*  ambos  dominios,  ha  de  ser  de  seis  años.  (Art. 
1.618  citado.) 

Si  la  finca  vendida  fuere  de  abolengo ,  la  poseyeran  pro  indi- 
viso varios  dueños  y  uno  tuviera  el  derecho  de  superficie  y  otro 
el  dominio;  será  preferido  el  dueño  directo  ó  el  supcrficiario, 
según  que  venda  el  uno  ó  el  otro,  al  comunero,  y  éste  al  pa- 
riente. 
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§  40. 


Bescision  par  dereclw  de  tanteo.  —  No  concede  la  Ley  rescisión 
de  la  venta  en  perjuicio  de  tercero,  por  razón  de  tanteo  en  la 
enfitéusis:  no  se  olvide  que  entre  retracto  y  tanteo  existe  la 
diferencia,  de  que  éste  es  el  derecho  de  comprar  una  cosa 
áni£8  de  venderse,  por  el  precio  que  se  ofrezca;  mientras  que  re- 
tracto es,  según  hemos  visto,  el  derecho  de  invalidar  una  ven- 
ta ya  hecha,  quedándose  la  cosa  el  retrayente,  por  el  precio  en 
que  se  había  vendido. 

En  el  contrato  de  enfitéusis,  el  señor  directo  tiene  el  derecho 
de  tanteo  por  el  tiempo  de  dos  meses  desde  que  se  le  hizo 
saber  la  convención;  pasados  sin  utilizarlo,  puede  venderse  la 
finca  libremente.  Si  el  enfitéuta  sin  esperar  el  transcurso  del 
tiempo  la  enajenase  y  el  comprador  la  traspasa  á  un  tercero, 
no  se  rescindiría  por  el  derecho  de  tanteo  del  señor. 

Aun  cuando  el  art.  38  no  lo  expresa,  lo  mismo  sucederá  si 
el  dueño  directo  exigiese  la  entrega  de  la  cosa  caida  en  comiso, 
por  no  habérsele  pagado  Iéis  pensiones  de  tres  años.  (V.  el 
§  68  del  Com.  al  art.  2.^) 

La  ¡Resol,  de  18  de  Nov.  de  1878,  declaró  no  inscribible  la 
escritura  de  venta  del  dominio  útil  de  una  finca ;  porque  no  ha- 
biéndose hecho  constar  en  forma  legal  la  notificación  del  due- 
ño directo ,  dos  meses  antes  de  otorgar  la  escritura  de  venta; 
no  debía  hacerse  constar  en  el  Registro.  De  aquí  se  deduce,  que 
procede,  contra  tercero  la  rescisión  por  causa  del  derecho  de 
tanteo  en  la  enfitéusis,  si  ^constando  éste,  no  se  hace  constar 
de  igual  manera  haberse  hecho  la  notificación  en  forma  legal: 
y  se  comprende  que  así  sea.;  porque  si  bien  el  art.  38  dice  en 
absoluto  que  no  se  rescindirán  ni  anularán  los  contratos  en 
perjuicio  de  tercero  que  haya  inscrito  su  derecho,  por  causa 
del  de  tanteo  en  la  enfitéusis;  debe  entenderse  subordinado  al 
art.  37  que  exceptúa  de  la  regla  general  del  36 ,  las  acciones 
rescisorias  y  resolutorias  que  deban  su  origen  á  causas  que 
consten  explícitamente  en  el  Registro. 
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Advertiremos  de  paso ,  que  la  cita  que  se  hace  en  el  2.o  Vis- 
to de  la  mencionada  Resol,  de  18  de  Nov.  de  1878,  debe  estar 
equivocada;  porque  no  es  la  causa  1.*,  sino  la  2.»  del  art.  38,  la 
aplicable  al  caso. 

En  los  foros  de  Galicia  también  (según  común  opinión)  se 
da  el  derecho  de  tanteo ,  que  seguirá  las  reglas  establecidas 
para  la  enfitéusis. 

Disponían  la  Instruc.  de  1.°  de  Mar.  de  1836  y  la  R.  Ó.  de  27 
de  Abr.  de  1870,  que  en  las  ventas  de  Bienes  Nacionales  no  se 
concediese  derecho  de  tanteo;  pero  el  art.  9. o  de  la  Ley  de  15 
de  Jun.  de  1866  las  derogó,  estableciendo  que  en  las  enajena- 
ciones que  verifique  el  Estado  de  la  parte  que  le  correspon- 
da, en  fincas  cuyo  dominio  se  halle  dividido,  tendrá  el  condue- 
ño el  derecho  de  tanteo,  y  si  lo  fuesen  varios,  el  que  lo  sea  de 
mayor  porción;  pasando,  en  caso  de  no  ejecutarlo,  al  inmedia- 
to porcionero,  y  habiéndose  de  reclamar  ante  el  Juez  de  1.*  Ins- 
tancia (R.  D.  de  13  de  Ag.  de  1868)  dentro  de  los  nueve  días 
siguientes  al  acto  del  remate. 

En  lo  que  concierne  á  esta  excepción,  nos  referimos  á  lo  an- 
tes dicho :  el  que  compra  una  finca,  ya  sabe  que  en  el  término 
de  nueve  ó  sesenta  días,  puede  ser  privado  de  ella  por  el  parien- 
te, por  el  comunero,  por  el  señor  directo.  ¿  Por  qué  no  ha  de 
perjudicarle  la  condición  legal  que  no  debe  ignorar ,  y  que  de 
hecho  no  ignora?  ¿No  es  además  presumible  que  quien  compra 
y  vende  durante  el  tiempo  del  retracto  ó  del  tanteo  se. propone 
como  único  objeto  el  de  eludir  la  ley  ?  ¿  No  puede  el  que  desea 
quedarse  con  el  inmueble,  presentar  un  testaferro  á  cuyo  nombre 
se  haga  la  primera  venta  y  adquirirla  de  éste  inmediatamente? 

Quédale  al  pariente,  y  al  comunero  el  seguir  un  pleito  con 
el  dueño  primer  enajenante;  probar  que  la  venta  se  ha  hecho 
escondida  y  mahciosamente;  alegar  que  no  les  perjudica  según 
la  ley  civil,  el  transcurso  del  tiempo  para  la  interposición  del 
retracto;  pero  el  resultado  probable  será  quedarse  con  la  finca  el 
tercero  que  ha  inscrito,  frustrándose  la  elevada  idea  moral  que 
preside  al  retracto  de  abolengo ,  y  la  utilidad  pública  que  acon- 
seja el  de  comuneros  y  condueños. 
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§  5.0 


Beseisionpor  no  Iwberse  pagado  d  precio  de  la  cosa  vendida. — El 
tercer  caso  que  menciona  el  art.  38,  en  que  la  rescisión  del 
contrato  no  perjudica  á  tercero,  es  el  de  no  haberse  pagado  todo 
ó  parte  del  precio  de  la  cosa  vendida;  si  no  consta  en  la  inscrip- 
ción el  aplazamiento  del  pago. 

Advertencia  ociosa;  porque  si  la  regla  general  sentada  en  el 
art.  36  es  que  toda  acción  rescisoria  no  perjudica  á  tercero;  si 
por  la  excepción  del  37  perjudican  las  que  deben  su  origen  á 
causas  que  constan  en  el  Registro,  es  inútil  repetir  que  si  no 
consta  en  la  inscripción  el  aplazamiento  del  pago,  perjudicará  á 
tercerola  rescisión. 

Fundándose  en  la  Ley  58,  Tít.  v,  Part.  5.*,  que  establece, 
que  cuando  no  se  cumplen  las  condiciones  de  la  venta  se  res- 
cinde ésta,  se  pretendía,  que  otorgándose  una  venta  con  la  con- 
dición de  pagar  á  ciertos  plazos,  si  no  se  pagaban,  la  venta  era 
rescindible.  Interpretación  errónea,  porque  en  esta  Ley  no  se 
trata  de  la  falta  de  pago  del  precio,  requisito  esencial  del  con- 
trato y  que  se  rige  por  las  leyes  especiales  antedichas;  sino  de 
las  condiciones  añadidas,  causa  motiva  de  que  se  determinase 
el  vendedor  á  consentir  en  la  enajenación  y  sin  las  que  no 
hubiera  consentido.  Nadie  vende  movido  de  la  promesa  de  que 
le  pagarán  á  plazos,  ó  de  que  le  pagarán  de  allí  á  un  año;  pero 
puede  resolverse  el  dueño  á  enajenar  su  casa,  si  le  ofrece  el  com- 
prador, que  en  compensación  le  venderá  un  terreno  que  por 
circunstancias  especiales  le  convenga.  Si  no  se  le  cumple  esta 
promesa,  que  filé  la  que  le  indujo  á  vender  su  casa,  podrá  pedir 
y  obtendrá  la  rescisión  en  virtud  del  precepto  de  la  Ley  58 
antes  citada. 

También,  entendiendo  torcidamente  las  prescripciones  del 
art.  38  de  la  Hipotecaria,  se  ha  litigado  pretendiendo  que  según 
él,  había  de  tenerse  el  aplazamiento  del  pago,  por  condición 
rescisoria  en  todos  los  casos;  púas  el  decir  que  no  perjudicará 
á  tercero  la  rescisión  del  contrato  de  venta  por  no  haberse 
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pagado  todo  ó  parte  del  precio  de  la  cosa  vendida,  si  no  constare 
en  la  inscripción  haberse  aplazado  el  pago;  equivale  á  que,  si 
consta  en  la  inscripción,  perjudicará  á  tercero  la  rescisión  del 
contrato,  fundada  en  no  cumplirse  con  la  entrega  del  precio. 

En  verdad  que  esta  interpretación  fluye  naturalmente  del 
precepto  legal,  y  mucho  más  si  se  refuerza  con  el  del  art.  11 
que  tanto  encarga  que  conste  la  circunstancia  del  aplazamiento 
del  pago  ó  el  haberse  pagado  el  precio  de  presente,  y  con  las 
frases  de  la  Exposición  que,  sin  afirmarlo  de  un  modo  expreso, 
parece  que  sientan  la  misma  doctrina. 

Mas  cualquiera  que  sea  la  opinión  particular  que  pueda  for- 
marse, es  punto  resuelto  por  la  Sent.  de  8  de  En.  de  1874,  que 
declara:  « que  al  disponer  la  causa  3.*  del  art.  38  de  la  Ley  Hi- 
potecaria ,  que  no  se  rescindirán  los  contratos  en  perjuicio  de 
tercero,  por  no  haberse  pagado  todo  ó  parte  del  precio  de  la 
cosa  vendida,  si  no  consta  en  la  inscripción  haberse  aplazado 
el  pago;  no  establece  su  principio  absoluto  de  que  siempre  que 
se  inscriba  el  aplazamiento  del  pago  procede  la  rescisión;  sino 
que  dejando  intacto  el  derecho  sobre  esta  materia,  determina 
que  nunca  puede  tener  lugar  la  rescisión  contra  tercero  por  no 
haberse  pagado  el  precio  de  la  venta,  si  no  consta  en  el  Registro 
la  circunstancia  rescisoria. » 

Según  el  derecho  civil,  la  falta  de  pago,  ya  se  haya  aplazado, 
ya  nada  se  diga,  es  causa  ó  no  de  rescisión,  según  las  circuns- 
tancias y  pactos  que  en  la  venta  hayan  tenido  lugar. 

Cuando  el  vendedor  vende  una  cosa  con  el  pacto  de  que  si 
en  el  plazo  que  señalan  encuentra  quien  le  dé  más  pueda  ven- 
dérsela á  éste;  llegado  el  caso,  si  el  comprador  le  da  el  precio 
pactado  y  la  mejora  ofrecida  al  vendedor,  quedará  por  suya  la 
cosa;  si  no  se  lo  da,  se  rescindirá  la  venta.  Ley  40,  Tít.  v.  Par- 
tida 5.* 

Cuando  el  comprador  y  el  vendedor  pactan  que  aquél  satis- 
faga el  precio  á  día  señalado  y  que  si  no  lo  satisfaciera  se  res- 
cinda la  venta  (pacto  de  la  Ley  Comisoria);  si  no  cumple  el  com- 
prador, se  rescinde  la  venta  ó  no,  á  volimtad  del  vendedor. 
(Ley  38,  Tít.  v,  Part.  5.*) 
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Cuando  se  vende  y  entrega  la  cosa,  pero  no  se  paga  el  precio, 
no  pasa  el  dominio  al  comprador  y  es  por  lo  tanto,  rescindible 
la  enajenación.  (Ley  46,  Tít.  xxvni,  Part.  3.a) 

Cuando  no  se  entrega  el  precio,  pero  el  vendedor  acepta 
fiador,  prenda,  ó  le  concede  plazo  para  pagarlo;  el  comprador 
adquiere  el  dominio,  la  venta  no  es  rescindible  y  el  vendedor 
sólo  tiene  acción  personal  para  exigirlo.  (Ley  46,  Tít.  xxvm, 
Part.  3.») 

Ahora  bien ;  en  las  tres  primeras  hipótesis,  para  que  perjudi- 
que á  tercero  la  rescisión,  es  necesario  que  el  pacto  de  mayor 
precio,  el  de  la  Ley  Comisoria,  ó  el  hecho  de  no  haberse  pagado 
d  precio  conste  en  el  Registro.  En  el  cuarto,  amique  el  aplaza- 
miento del  pago  conste  en  el  Registro,  no  perjudicará  á  tercero; 
porque  como  no  es  causa  de  rescisión  del  contrato,  la  acción 
personal  del  primer  vendedor  contra  el  primer  comprador ,  no 
le  afecta. 

En  último  resultado,  al  Registrador  es  cuestión  que  no  le 
interesa.  Los  Tribunales  resolverán  y  á  él  sólo  le  toca  inscribir 
la  ejecutoria. 
Síntesis  de  la  legislación  en  esta  materia. 
El  art.  36,  al  decir  que  las  acciones  rescisorias  y  resolutorias 
no  se  dan  contra  tercero,  se  refiere  á  las  acciones  rescisorias  y 
resolutorias,  según  el  derecho  civil. 

El  no  haber  pagado  el  precio  en  todo  ó  en  parte,  y  el  haberlo 
ó  no  aplazado,  unas  veces  es  causa  de  rescisión  del  contrato, 
otras  no,  con  arreglo  á  las  circunstancias  que  concurran  y  que 
marcan  las  leyes. 

El  Registrador  debe  hacer  constar  en  la  inscripción  el  no 
haberse  hecho  el  pago,  el  haberse  hecho,  ó  el  haberse  aplazado 
«n  todo  ó  en  parte. 

El  art.  38  de  la  Ley  Hipotecaria  no  establece  que  el  no  pagarse 
el  precio  aplazado  sea  causa  de  rescisión  de  la  venta;  sino  que 
se  limita  á  consignar,  que  cuando  la  falta  de  pago  del  precio  en 
los  plazos  señalados  cause  la  rescisión  del  contrato ,  según  el 
derecho  civil;  no  perjudica  á  tercero,  si  no  consta  en  el  Registro. 
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§  6.0 

Rescisión  por  la  doblé  venia  de  una  cosa.  —  La  cuarta  causa  que 
no  produce  la  rescisión  en  perjuicio  de  tercero,  es  la  doble  venta 
de  una  misma  cosa,  cuando  la  primera  no  hubiese  sido  inscrita. 
Completamente  inútil  es  esta  causa:  sentado  el  principio  de  que 
la  posesión  del  inmueble  no  transfiere  el  dominio  respecto  á 
tercero,  porque  no  es  ya  el  modo  de  adquirir,  sino  la  inscrip- 
ción en  el  Registro ;  el  que  haya  el  dueño  vendido  la  cosa  á  otro, 
antes  que  al  inscribiente,  no  puede  perjudicar  á  tercero.  Ni  aun 
se  rescindirá  la  venta  en  el  caso  de  que  el  primer  comprador 
siguiera  poseyendo  el  inmueble;  porque  la  primer  venta;  sólo 
da  acción  al  contrayente  contra  el  vendedor,  para  reclamarle  los 
daños  y  perjuicios,  en  virtud  de  la  acción  personal  que  nace  del 
convenio ;  mas  no  para  perseguir  la  finca  que  por  la  inscripción 
hizo  suya  el  segundo  comprador.  Existe  ademas  el  art.  34,  se- 
gún el  cual,  los  contratos  que  otorgue  persona  que  aparezca 
en  el  Registro  con  derecho  para  ello;  no  se  invalidan  en  perjui- 
cio de  tercero,  aunque  se  resuelva  el  derecho  del  otorgante  por 
causas  que  no  consten  en  el  Registro;  y  como  la  primer  venta 
no  constaba,  no  podía  perjudicar  á  tercero. 

Ni  parece  exacto,  en  el  lenguaje  jurídico,  contar  entre  las  con- 
diciones resolutorias  y  rescisorias  la  doble  venta:  toda  condi- 
ción reconoce  su  origen  explícita  ó  implícitamente,  en  el  contrato 
sujeto  á  la  rescisión  ó  á  la  nuUdad ,  no  en  otro  contrato  distinto 
en  el  que  no  ha  intervenido  el  que  ha  de  sufrir  los  efectos  de  la 
invahdacion  del  suyo,  caso  de  que  se  declarare  la  eficacia  del 
otro.  Por  las  condiciones,  se  invalida  un  contrato ;  pero  no  se  da 
vida  al  opuesto:  quedan  las  cosas  respecto  al  enajenante,  en  el 
estado  en  que  se  encontraban  antes  de  celebrarlos;  mas  no  se 
varían  en  favor  de  ninguno  de  los  que  litigan.  Por  la  anulación 
ó  rescisión  se  libran  los  otorgantes  del  contrato  invaüdado,de 
sus  mutuas  obligaciones;  pero  no  se  imponen  otras  en  beneficia 
de  un  tercero.  Habrá  pues  por  el  pleito,  entre  dos  compradores, 
choque  de  derechos  incompatibles,  de  los  que  el  más  fuerte 
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aniquilará  almas  débil;  pero  ninguno  puede  decir  que  ha  triun- 
fado, porque  tenía  acciones  resolutorias  ó  rescisorias  contra  el 
vencido. 

Por  último;  al  expresar  el  artículo  que  no  perjudica  á  tercero 
la  rescisión  del  contrato  por  la  doble  venta  de  la  misma  cosa, 
cuando  alguna  de  ellas  no  hubiese  sido  inscrita;  claramente  se 
refiere  á  la  venta  que  no  da  origen  al  derecho  del  tercero;  por- 
que si  la  no  inscrita  fuera  la  que  le  da  origen,  el  tercero  nada 
había  adquirido,  y  el  daño  que  pudiese  sobrevenirle,  si  se  rescin- 
diese; no  sería  por  la  rescisión,  sino  por  haber  comprado  de 
quien ,  según  el  Registro ,  no  era  dueño :  cierto  que  en  este  caso, 
no  podría  él  inscribir  el  derecho  adquirido,  por  impedirlo  las 
prescripciones  del  art.  20. 

§7.0 

Rescisión  por  lesión  enortne  y  enormísima.  —  La  quinta  causa 
de  rescisión  de  los  contratos  por  derecho  común  y  que  no  afecta 
sin  embargo  al  tercero ,  es  la  que  nace  de  la  lesión  enorme  ó 
enormísima;  siempre  que  no  se  expresara  en  el  contrato,  que  se 
rescindiría  si  resultaba  lesión ;  porque  si  se  expresase,  perjudica- 
ría á  tercero ,  por  constarle  la  condición. 

Entendíase  por  lesión  enorme  la  que  recibía  el  vendedor  ena- 
jenando sus  bienes  por  menos  de  la  mitad  ó  adquiriéndolos  el 
comprador  por  más  de  la  mitad  del  justo  precio;  como  si  se 
vendiera  una  cosa  que  valiera  10,  por  4  ó  por  16;  y  enormísima 
la  que  excedía  en  mucho  de  esas  proporciones :  como  si  en  el 
caso  anterior  se  vendieran  los  bienes  por  2,  ó  por  20.  La  resci- 
sión por  lesión  enorme  se  fundaba  en  ser  la  venta  contra  justi- 
cia :  no  existía  precio  justo  y  se  presuponía  el  error  en  el  con- 
sentimiento. La  rescisión  por  lesión  enormísima  se  fundaba  en 
la  presunción  de  que  no  sólo  había  habido  error,  sino  dolo;  so- 
lamente suponiendo  que  había  existido  engaño,  se  podía  expH- 
car  que  vendedor  ó  comprador  hubiesen  asentido  á  recibir  2, 
ó  á  pagar  20  por  lo  que  vaha  10.  La  equidad  reina  del  mundo 
legal  aconsejaba  que  contratos  tan  perjudiciales  quedasen  sin 
efecto,  si  alguno  de  los  lesionados  reclamaba. 

Toif  o  m  4 
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Los  Glosadores,  unánime  y  fundadamente  concedían  á  la 
lesión  enormísima  mayor  fuerza  que  ala  enorme,  estableciendo 
como  doctrina  corriente ;  que  la  rescisión  fundada  en  aquélla 
podía  reclamarse  por  30  años. 

Enseñaban  al  mismo  tiempo  que  la  Ley  2>,  Tít.  i,  Lib.  x, 
de  la  Nov.  que  declara  prescrita  la  acción  para  rescindir  las 
ventas  por  lesión  a  los  cuatro  años,  se  refería  tan  solo  á  la  le- 
gión enorme.  Contra  esta  doctrina,  el  Tribunal  Supremo  en  Sen- 
tencia de  26  de  Abril  de  1880,  ha  declarado:  que  la  disposición 
de  la  Ley  citada,  comprende  la  lesión  enorme  y  la  enormísima; 
con  lo  cual  han  quedado  niveladas  y  casi  sin  importancia  la 
distinción  entre  ambas,  que  con  tanto  ingenio  y  tanta  doctrina 
habían  señalado  nuestros  Comentadores  y  á  las  que  se  refiere 
en  este  artículo  la  Ley  Hipotecaria. 

§8." 

Rescisión  por  la  restüucioíi  in  integrum.  —  Tampoco  perjudican 
á  tercero  las  rescisiones  de  contratos  por  efectos  de  restitución 
in  integrum  á  favor  de  los  que  disfrutan  este  beneficio;  mas  ha 
de  sobreentenderse  siempre,  cuando  no  conste  en  el  Registro 
la  causa  de  la  restitución. 

Concédese  á  los  menores  que  han  recibido  daño  por  su  debi- 
lidad, culpa  de  su  guardador  ó  engaño  de  otro:  ha  de  declararse 
por  el  Juez,  con  conocimiento  de  causa,  y  produce  el  efecto  de 
volver  las  cosas  al  estado  que  tenían  antes  de  la  celebración  ó 
ejecución  del  contrato  ó  del  acto  que  causó  el  daño  al  pupilo. 
(Ley  2.a  Tít.  xxv,  Part.  3.*) 

En  Aragón  no  se  conoce:  el  Proyecto  de  Código  Civil  admi- 
tía" la  restitución  con  grandes  limitaciones:  muchos  Escritores 
se  pronuncian  contra  ella,  y  si  bien  realmente  á  veces  perjudica 
más  que  favorece  al  pupilo ,  no  puede  negarse  que  por  lo  gene- 
ral los  beneficia, 

El  término  medio  adoptado  por  la  Ley  Hipotecaria  y  que  está 
en  su  espíritu,  es  doblemente  pequdicial  para  los  menores.  Ro- 
dea la  enajenación  de  sus  bienes  de  precauciones,  formalidades 


Digitized  by  VjOOQ IC 


Art.  38,  §.  8.0  61 

y  requisitos,  que  ocasionan  la  pérdida  de  tiempo,  el  alejamiento 
^e  compradores ;  entorpecimientos  para  el  objeto  que  se  propo- 
ne y  que  á  menudo  se  frustra  con  las  dilaciones,  causándose  al 
mismo  tiempo  considerables  gastos  de  justicia,  que  cuando  se 
trata  de  fincas  de  escaso  valor  (nosotros  lo  hemos  visto),  exceden 
de  éste,  pasando  su  total  importe  á  manos  de  los  Curiales.  Y  si 
sufridos  todos  estos  daños ,  resulta  además  que  realmente  se  ha 
perjudicado  aJ  pupilo;  por  la  antigua  legislación  quedábale  el 
recurso  de  reclamar  el  inmueble  de  quien  lo  poseyera,  con  lo 
que  compensaban  los  menoscabos  sufridos;  hoy,  en  manos  de 
tercero,  as  irreclamable.  Sufrió  los  males  y  se  le  priva  del  re- 
medio. El  abuso,  no  justifícala  muerte  de  la  institución.  Enten- 
demos que  ó  las  restituciones  se  estiman  perjudiciales  y  enton- 
ces, deben  abohrsei  confíando  la  salvación  de  los  intereses  de  los 
pupiloe  al  celo  de  los  tutores,  á  la  bondad  de  las  fianzas  y  al 
celo  judicial  que  vigila  por  el  cumphmiento  de  las  leyes  protec- 
toras, ó  si  se  estima  útil,  ha  de  admitii*se  con  todas  sus  conse- 
cuencias. 

No  corresponde  la  restitución,  entre  otros  casos,  que  para  el 
presente  no  importan;  cuando  el  menor  dijera  engañosamente 
que  era  mayor  y  lo  pareciese;  cuando  se  le  pagase  por  manda- 
miento del  Juez;  cuando  siendo  mayor  de  14  años  jurase  no 
hacer  uso  de  su  menor  edad  para  rescindir  el  acto  ó  contrato; 
aunque  esta  ley,  excepto  en  Cataluña,  no  se  observa;  y  según 
opinión  fundadísima  que  aceptamos,  tampoco  gozan  de  restitu- 
ción los  que  hayan  obtenido  venia  ó  dispensa  de  edad  facultán- 
doles para  contratar;  salvo  si  esta  dispensa  naciera  de  haberse 
casado  el  menor  y  en  virtud  del  casamiento,  adquirido  la  ad- 
ministración de  los  bienes.  Aun  cuando  parezca  que  estos  últi- 
mos casos  son  iguales  y  debería  seguirse  en  ellos  la  misma  dis- 
posición, opinamos  lo  contrario.  En  el  uno,  la  dispensa  de  edad 
tiene  por  objeto  igualar  los  menores  á  los  mayores  en  la  capa- 
cidad para  contratar,  y  ni  el  propósito  de  la  licencia  se  logra- 
ría, ni  dejaría  de  haber  cierta  especie  de  engaño  en  la  Real  con- 
cesión que  declaró  capaces  de  contratar  á  los  menores,  si  se 
permitiera  luego  que  invaUdasen  sus  convenciones.  En  el  otro 
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caso,  el  objeto  era  favorecer  el  matrimonio;  la  facultad  de  admi- 
nistrar sus  bienes  se  les  concedía  como  cosa  accesoria  y  aun  el 
que  gocen  del  beneficio  de  la  restitución  no  es  de  ley;  sino  opi- 
nión seguida  por  la  mayoría  de  los  Intérpretes ,  no  unánimes 
en  este  punto. 

También  gozan  de  este  beneficio  las  Iglesias,  el  Fisco,  los 
Ayuntamientos,  Ciudades  ó  Universidades,  cuando  reciben  daño 
por  dolo  ó  negligencia  de  otros,  y  lo  mismo  los  que  otorgan 
contratos  por  fuerza  ó  miedo  graves;  los  que  están  ausentes  por 
servicio  del  país,  y  los  que  queriendo  demandar  una  cosa  la 
encuentran  enajenada  por  el  poseedor  á  persona  más  poderosa 
que  él;  si  bien  hoy  es  difícil  que  se  diera  lugar  á  la  rescisión 
por  esta  causa,  á  no  mediar  circunstancias  gra\'isimas  y  espe- 
ciales :  los  verdaderos  poderosos  p8u*a  estos  casos ,  son  los  que 
litigan  por  pobres. 

El  tiempo  concedido  á  los  menores  para  instaurar  la  rescisión, 
dura  hasta  que  cumplen  los  veintinueve  años,  en  los  que  están 
comprendidos  los  de  la  menor  edad  y  los  del  cuadrienio  legal: 
para  los  demás,  hasta  los  cuatro  años  desde  que  recibieron  el 
daño,  ó  volvieron  los  ausentes,  ó  desde  que  por  su  fallecimiento 
en  el  extranjero,  pasó  su  derecho  á  los  succesores. 

Hay  un  caso  especial  que  marca  la  Ley  20,  Tít.  vi,  Part.  6.» 
de  rescisión  de  enajenaciones,  y  es  el  de  que  un  descendiente 
no  aceptase  la  herencia  de  su  ascendiente  y  se  arrepintiera  des- 
pués y  la  aceptara.  Enajenadas  las  cosas,  puede,  sin  embargo^ 
recobrarlas,  si  fuera  menor;  pero  el  plazo  es  tan  sólo  de 
tres  años. 

La  enajenación  de  bienes  que  haga  un  menor  sin  Ucencia  del 
curador,  ó  éste  sin  autorización  judicial  ó  con  ella  sin  púbUca 
subasta;  son  nulas.  Si  el  Registrador  en  vez  de  denegar  la  ins- 
cripción inscribiese,  haciendo  constar  en  el  asiento  aquellas  fal- 
tas y  se  rescindiese  ó  anulase  la  venta,  perjudicaría  á  tercero; 
porque  consta  explícitamente  en  el  Registro,  que  la  venta  se  ha 
hecho  por  quien  no  estaba  facultado  para  ello  ó  faltando  los 
requisitos  que  la  Ley  exige  para  su  validez;  y  según  el  art.  33 
la  inscripción  no  los  convalida. 
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Pero  se  presenta  una  escritura  de  venta  de  bienes  de  un  me- 
nor, adornada  con  todos  los  requisitos  necesarios  para  ser  ins- 
crita; sumaria  de  utilidad,  justiprecio,  autorización  judicial  y 
pública  subasta:  logra  el  menor  después,  que  se  rescinda  por 
la  restUucion,  probando  que  hubo  engaño  en  el  justiprecio  y 
por  ello  sufrió  menoscabo  en  sus  bienes;  no  perjudica  á  tercero 
la  rescisión ,  porque  si  bien  constaba  en  el  Registro  que  el  in- 
mueble pertenecía  á  un  menor,  y  por  lo  tanto  constaba  implí- 
citamente en  el  Registro  la  posibilidad  de  que  pudiera  ser  res- 
cindida la  venta,  si  se  probara  que  se  habia  efectuado  con 
fraude  y  en  dafio  del  pupilo;  ni  ese  daño  ni  el  fraude,  orígenes 
de  la  rescisión,  constaban  explícitamente  en  el  Registro,  ni  el 
fraude  se  presume,  debiendo  justificarse  por  prueba  acabada. 

Con  relación  á  esta  matena  se  lian  dictado  las  Resol,  de  14 
de  Marz.  y  31  de  Jul.  de  1871,  por  las  que  se  declara:  que  no  es 
inscribible  la  venta  de  bienes  del  peculio  adventicio  de  los  hijos, 
hecha  por  el  padre  sin  autorización  judicial ;  entre  otras  razones, 
por  la  de  que  si  bien  la  Ley  23,  Tít.  xm,  Part.  5.a,  concedía  al 
padre  la  facultad  de  enajenar  esa  clase  de  bienes ;  quedaba  á  los 
hijos  el  beneficio  de  la  restitución  in  infegrum,  contra  tercer 
poseedor  de  que  les  ha  privado  la  Ley  Hipotecaria. 

No  nos  parece  razón  bastante:  si  se  aceptase,  ningún  contrato 
rescindible  por  restituciones  in  integrum  podría  inscribirse;  por- 
que á  todos  los  que  las  leyes  han  concedido  ese  beneficio,  les 
ha  privado  de  él  contra  tercero,  la  Hipotecaria.  Realmente 
no  es  inscribible;  pero  no  por  el  motivo  alegado,  sino  porque 
hoy  es  absolutamente  precisa  la  autorización  judicial  para  la 
validez  de  la  enajenación  de  los  bienes  de  los  hijos,  y  porque 
debiendo  constar  en  el  Registro  el  inmueble  á  nombre  de  estos, 
la  venta  hecha  por  el  padre  de  propia  autoridad,  no  se  inscribi- 
ría con  arreglo  á  la  cUsposicion  del  art.  20,  R.  D.  de  28  de  Ag.  de 
1876,  y  Resol,  de  25  de  Set.  de  1873  y  30  de  Ag.  de  1876. 

Rescisión  por  enajenación  m  fraude  de  acreedores. — De  la  enaje- 
nación en  fraude  de  los  acreedores,  so  habló  en  el  Comentario  al 
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artículo  anterior.  Por  derecho  civil,  toda  enajenación  en  que  se 
perjudicase  á  los  acreedores  maliciosamente  era  rescindible;  pero 
variaban  las  circunstancias  que  habían  de  reunirse  en  cada 
caso. 

Según  la  Ley  vn,  Tít.  x^^  Part.  5.*,  la  enajenación  de  todos 
los  bienes  á  título  oneroso,  hecha  después  de  condenados  loa 
deudores  al  pago,  era  revocable,  sin  necesidad  de  que  el  acree- 
dor probíise  el  fraude;  porque  la  Ley  presumía  que  quien  ena- 
jenaba lo  suyo  de  esta  manera:  <  lo  facía  maliciosamente  ó  con 
engaño. »  Pero  si  la  enajenación  no  era  de  todos  los  bienes; 
entonces  tenía  que  probar  el  acreedor  la  mala  fe  del  adquiren- 
t?.  (V.  la  Sent.  del  Trib.  Sup.  de  6  de  Nov.  de  1873  y  22  de 
Jun.  de  1874,) 

Si  la  enajenación  se  hubiera  otorgado  á  título  gratuito,  no 
era  necesaria  esta  prueba;  rigiéndose  por  las  reglas  establecidas 
para  las  enajenaciones  imiversales. 

La  Sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  de  1.^  do 
Octubre  de  18G9,  parece  exigir  para  que  se  declaren  fraudulen- 
tas las  enajenaciones,  que  la  donación  sea  universal  y  que  el 
donante  se  haya  por  ella  constituido  en  insolvencia.  Si  bien 
esto  último ,  lo  consideramos  necesario  para  que  se  rescinda ,  no 
así  la  universalidad  de  la  donación,  si  no  han  quedado  bienes 
bastantes  para  cubrir  el  total  de  la  deuda ,  después  de  la  dona- 
ción particular. 

Es  notable  también  la  Sentencia  de  7  de  Marzo  de  1864  que 
declara,  con  arreglo  á  la  Ley  ix,  Tít.  xv,  Part.  5.*^:  que  si  un 
deudor,  antes  de  que  se  le  embarguen  los  bienes  por  su  acree- 
dor, paga  á  otro ;  no  puede  revocarse  la  enajenación,  por  no 
considerarse  hecha  en  fraude  de  acreedores. 

§  10. 

Bescmon  pm-  oirás  camas.  —  El  precepto  que  comprende  la 
causa  8. a  es  repetición  inútil  de  lo  que  se  manda  en  el  anterior 
ariículo,  y  lo  mismo  puede  decirse  del  párrafo  final  que  perte- 
nece al  derecho  civil:  no  nos  ocuparíamos  en  él,  si  su  redacción 
no  apareciera  un  tanto  obscura. 
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Expresa:  quo  «  en  todo  caso  en  que  la  acción  resolutoria  ó 
roscisoria  no  se  pueda  dirigir  contra  el  tercero ,  conforme  á  lo 
dispuesto  en  este  artículo,  se  podrá  ejercitar  la  personal  cor- 
respondiente para  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  j)or 
d  que  los  hubiese  causado.*  A  primera  vista,  parece  conceder 
acción  al  que  ha  causado  los  daños  y  perjuicios;  pero  reflexio- 
nando un  poco,  se  ve  que  lo  que  dice  es,  que  se  podrá  ejercitar 
la  acción  personal  correspondiente  para  que  indemnice  daños 
y  perjuicios  el  que  los  hubiese  causado. 

La  Ley  Hipotecaria  suprimió  la  diferencia  entre  enajenacio- 
nes universales  y  parciales  por  título  oneroso ,  estableciendo 
como  regla ,  que  para  declararse  fraudulentas  era  necesario  lo 
mismo  en  las  unas  que  en  las  otras  que  constase  la  compUci- 
dad  del  tercero  adquirente  en  el  fraude  del  deudor. 

En  su  consecuencia ,  aun  cuando  los  Tribunales  declarasen 
rescindible  por  fraudulenta  la  enajenación  universal  hecha  por 
el  deudor,  no  probándose  la  complicidad  del  tercero  en  los  tér- 
nodnos  que  marca  el  art.  40,  se  mantendrá  la  adquisición  por 
él  realizada,  y  queda  al  defraudado  tan  sólo,  una  acción  perso- 
nal contra  el  defraudador  para  la  indemnización  de  daños  y 
perjuicios. 

§11- 

Imttílidad  del  art.  38.  —  Indicamos  antes  y  repetimos  ahora 
que  el  art.  38  es  inútil. 

Establecida  la  regla  general  en  el  86 ,  y  taxativamente  seña- 
ladas en  el  37,  las  únicas  excepciones  admitidas;  aunque  no  se 
hubiera  escrito  el  art.  38,  no  se  anularían  ni  rescindirían  en 
perjuicio  de  tercero  los  actos  ó  contratos  inscritos  á  su  favor, 
[>or  ningima  de  las  causas  en  aquél  expresadas. 

A  propósito ,  hemos  dicho  ocios  6  contratos,  aunque  el  art.  38 
sólo  habla  de  los  últimos;  porque  pudiera  suponerse  por  algu- 
nos intencional  esa  omisión,  que  nosotros  creemos  casual  é  in- 
voluntaria; ya  porque  el  art.  36  habla  en  general  de  acciones 
rescisorias  y  resolutorias,  sin  distinguir  si  provienen  de  actos  ó 
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de  contratos ;  ya  porque  sería  una  desigualdad  injustificable, 
que  no  pudieran  anularse  los  actos  y  si  los  contratos.  Como 
nosotros  lo  afirmaba  la  Serna,  individuo  de  la  misma  Co- 
misión, quien  para  corroborar  su  tesis  aducía  el  siguiente 
ejemplo : 

Si  en  una  adjudicación  de  bienes  en  que  no  media  convenio 
expreso  de  las  partes ,  se  impusiera  al  que  se  le  adjudicara  una 
finca,  alguna  condición  resolutoria,  y  esta  condición  dejara  de 
inscribirse  en  el  Registro,  y  un  tercero,  engañado  por  este  si- 
lencio adquiriera  la  misma  heredad ;  no  habría  lugar  á  hacer 
prevalecer  contra  él  la  rescisión,  á  pesar  de  que  no  está  expre- 
samente comprendido  este  caso  en  el  artículo  que  comentamos. 
Lo  mismo  puedo  decirse  cuando  á  un  menor  se  le.  concede  la 
restitución  in  úitegrum  de  que  trata  la  causa  sexta  de  este  ar- 
tículo, por  consecuencia  del  daño  que  hubiese  recibido  por  un 
acto  de  su  tutor;  aunque  á  tal  acto  no  pudiera  apUcarse  el 
nombre  de  contrato. 

§  12. 

Ultramar.  —  Eli  art.  46  de  las  Leyes  de  Cuba  y  Puerto -Rico, 
está  copiado  del  que  figura  con  el  núm.  38  en  la  Ley  de  la  Pe- 
nínsula. 
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ARTICULO  39. 

Se  entenderá  enajenación  á  título  gratuito  en  fraude 
de  acredopes  en  el  caso  1.^,  número  2.^  del  articulo  37, 
no  solamente  la  que  se  haga  por  donación  ó  cesión  de 
derecho ,  sino  también  cualquiera  enajenación ,  consti- 
tución ó  renuncia  de  derecho  real  que  haga  el  deudor 
en  los  plazos  respectivamente  señalados  por  las  ^eyes 
comunes ,  y  las  de  comercio  en  su  caso ,  para  la  revo- 
cación de  las  enajenaciones  en  fraude  de  acreedores, 
siempre  que  no  haya  mediado  precio,  su  equivalente  ú 
obligación  preexistente  y  vencida. 

SUMARIO. 

§  1.  El  art.  39  trata  de  las  primeras  y  de  las  segundas  enajenaciones,  no  sólo  de 
éstas.  —  §2.  Si  se  comprenden  en  este  artículo  las  enajenaciones  que  haga  el 
deudor  en  cualquier  tiempo.  —  §3.  Si  las  donaciones  remuneratorias,  pueden 
considerarse  fraudulentas.  — ^4.  Si  han  de  considerarse  tales,  las  renuncias  de 
derechos  reales  y  de  los  legados  específicos.  —  §*  5.  Plazos  legales  en  que  las 
enajenaciones  hechas  se  consideran  fraudulentas-  —  §6.  Desde  cuándo  puede 
reclamarse  la  rescisión  de  las  enajenaciones  fraudulentas.  —  §  7.  Ultramar. 

COMENTARIO 


§1.0 

El  art.  39  trata  de  las  primeras  y  délas  segundas  enajenaciones, 
no  sólo  de  éstas,  —  El  caso  1.^,  núm.  2.*^  del  art.  37  dice:  que 
se  dará  contra  tercero,  aunque  haya  inscrito  su  título,  la  acción 
para  rescindir  las  enajenaciones  hechas  en  fraude  de  los  acree- 
dores, cuando  la  segunda  enajenaron  haya  sido  hecha  por  título 
gratuito. 
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El  objeto  de  este  art.  39,  es  explicaí-  lo  que  ha  de  entenderse 
por  título  gratuito  en  fraude  de  acreedores,  en  el  caso  primero 
citado;  es  decir,  en  las  segundas  enajenaciones,  y  sin  embargo ,  no 
se  cifie  á  ellas,  sino  que  se  extiende  á  las  primeras;  por  qué  la 
segunda  enajenación  fraudulenta,  por  fuerza  quien  ha  de  ha- 
cerla, no  es  el  deudor,  sino  el  que  adquirió  del  deudor  que  dona 
ó  cede  su  derecho  á  un  tercero. 

Antonio,  deudor,  hace  donación  á  Gaspar;  primera  enajena- 
ción: Gaspar,  dona  á  su  vez  la  cosa  que  le  donó  Antonio;  se- 
gunda enajenación. 

Ahora  bien,  el  art.  39  consigna  que  se  entenderá  enajenación 
á  título  gratuito  en  fraude  de  acredores ,  en  el  caso  l.o,  núm.  2. o 
del  art.  37  (que  trata  de  la  segunda  enajenación),  no  solamente 
la  que  se  haga  por  donación  ó  cesión  de  derechos;  sino  también 
cualquiera  otra  que  haga  el  deudor,  siempre  que  no  haya  me- 
diado precio ,  su  equivalente  ú  obügacion  preexistente  y  ven- 
cida. 

El  deudor  no  es  el  que  hace  la  segunda  enajenación ,  sino  la 
primera:  luego  el  art.  39,  aun  cuando  se  propuso  legislar  para 
aquélla,  lo  que  hizo  fué  legislar  para  ésta.  De  aquí  resulta,  que 
por  el  texto  del  art.  39  no  puede  resolverse  si  se  dirige  exclusi- 
vamente á  fijar  la  inteligencia  del  caso  l.o,  núm.  2.^  del  art.  37 
ó  no.  Para  sostener  uno,  está  el  que  así  lo  expresa;  para  lo  otro, 
el  que  se  refiere  á  las  enajenaciones  hechas  por  el  deudor,  que 
son  primeras  enajenaciones,  y  el  caso  l.o,  núm.  2.^  del  art.  37, 
se  concreta  á  las  segundas ,  á  las  que  otorgan  los  que  han  ad- 
quirido de  los  dueños  posteriores  al  deudor. 

Con  verdadera  desconfianza  nos  decidimos  á  establecer  que 
el  objeto  del  art  39  no  fué  declararlo  que  era  enajenación  frau- 
dulenta; sino  lo  que  debía  entenderse  por  título  gratuito,  á  fin 
de  que  sirviera  de  fundamento  esta  apreciación  para  resolver  si 
existía  ó  no  el  fraude  contra  los  acreedores :  aquéllo  eran  las 
premisas ,  ésto  la  consecuencia.  Pudo  y  hubiera  hecho  bien, 
dejar  esta  materia  que  es  de  derecho  civil,  al  derecho  civü;  mas 
no  lo  hizo,  y  lejos  de  aclararla,  sumióla  en  nuevas  dudas. 

Presupuesto  que  el  objeto  de  este  artículo  fué  explicar  lo  que 


Digitized  by  VjOOQ IC 


Art.  39,  §.  2.0  59 

Kabía  de  entenderse  por  titulo  gratuito,  creemos,  que  aun 
cuando  dio  la  explicación  para  mejor  inteligencia  del  caso  l.*^, 
núm.  2.*^  del  art.  37 ;  no  puede  limitarse  á  él. 

No  se  circun8.cribe  el  art.  39  á  definir  lo  que  ha  de  entenderse 
por  título  gratuito,  sólo  cuando  se  trata  de  las  segundas  enaje- 
naciones, únicas  á  que  se  refiere  el  caso  1.*^  citado;  sino  que  se 
propone  explicar  lo  que  ha  de  entenderse  por  enajenación  á  tí- 
tulo gratuito,  en  general;  bien  sea  la  enajenación  segunda  ó 
primera. 

Además  de  que  el  referirse  á  las  enajenaciones  celebradas 
por  el  deudor,  como  hemos  dicho,  excluye  toda  idea  de  que 
haya  querido  concretarse  á  las  segundas  en  que  no  interviene 
el  deudor;  persuade  lo  mismo  el  art.  4.^  que  determina  los  casos 
en  que,  c&nfcrme  á  lo  declarado  en  d  articulo  anterior,  son  revoca- 
bles los  actos  de  los  deudores :  luego  el  artículo  anterior  39  no 
se  refiere,  ó  al  menos  no  se  limita,  á  los  actos  del  tercero  que  no 
adquirió  del  deudor. 

§2.« 

8%  se  comprenden  en  este  artículo  las  enajenáronos  que  haga  el 
decidor  en  cucdquier  tiempo.  —  Dudoso  es  si  el  art.  39  comprende 
todas  las  enajenaciones  que  se  hagan  por  el  deudor  en  firaude 
de  los  acreedores  ó  sólo  las  que  verifique  dentro  de  los  plazos 
en  que  le  está  prohibido  por  las  leyes  ci\'iles  ó  mercantiles:  nos 
inclinamos  á  lo  último;  porque  al  decir  que  se  entienda  ena- 
jenación á  título  gratuito,  no  solamente  la  que  se  haga  por 
donación  ó  cesión  de  derechos,  sino  también  cualquiera  ena- 
jenación ,  constitución  ó  renuncia  de  derechos  reales  que  haga 
el  deudor  en  los  plazos  respectivamente  señalados  por  las  leyes 
para  su  revocación ;  parece  que  su  sentido  natural  es,  que  se 
entiendan  enajenaciones  á  título  gratuito,  las  donaciones,  cesio- 
nes, constituciones,  renuncias  de  derechos  reales  y  cualquiera 
otra  enajenación  que  haga  el  deudor  en  los  plazos  respectiva- 
mente señalados  por  las  leyes  para  su  revocación.  No  es  que 
forme  dos  grupos  distintos,  uno  de  las  donaciones  y  cesiones 
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de  derechos  que  haga  el  deudor  en  cualquier  tiempo  y  otro  de 
las  constituciones,  renuncias  y  cualesquiera  otras  enajenacio- 
nes que  haga  durante  el  plazo  en  que  las  leyes  las  consideran 
revocables;  sino  que  forma  de  todas  un  solo  grupo,  explicando 
y  ampliando  en  el  art.  39 ,  lo  que  sólo  menciona  en  el  37 ;  á  fin 
de  que  no  se  creyera  que  al  expresar  en  éste  que  eran  revoca- 
bles las  enajenaciones  por  título  gratuito ,  se  comprendían  solo 
bajo  este  nombre  las  que  estricta  y  propiamente  se  llaman  así, 
las  donaciones  y  cesiones;  sino  que  también  se  comprendían 
las  constituciones  de  derechos ,  que  pueden  considerarse  como 
pago  de  deudas,  y  las  renuncias,  en  que  realmente  no  se  cede 
ni  se  dona,  sino  que  se  priva  el  deudor  de  nuevas  adquisi- 
ciones. 

§3.0 

Si  las  donaciones  remmieraiorias  pueden  considerarse  fraudulen- 
tas. —  El  art.  39,  siguiendo  el  principio  sentado  en  el  37 ,  pre- 
sume que  toda  enajenación  por  título  gratuito  es  sospechosa  de 
fraude ,  y  ha  de  declararse  rescindible ;  porque  wemo  liberalis, 
nisi  liberatus. 

Dos  dudas  sin  embargo  nos  sugiere  la  lectura  de  aquél. 

1.*  En  la  palabra  donación,  ¿se  comprenden  lo  mismo  la 
simple  que  la  remuneratoria? 

Respecto  de  la  primera,  es  evidente.  En  cuanto  á  la  segun- 
da, hay  que  considerar  que  muchos  Autores  han  opinado  que 
no  debían  entenderse  fraudulentas,  dado  el  carácter  de  las 
donaciones  remuneratorias ,  que  más  bien  que  UberaUdad  han 
de  considerarse  cumplimiento  de  una  obligación  moral.  Sin 
duda  así  debió  estimarlo  el  Código  de  Comercio,  para  declarar 
en  su  art.  1.040  que  la  donación  remuneratoria  no  se  entendía 
fraudulenta.  Otros  opinan,  por  el  contrario,  que  no  hay  dife- 
rencia esencial  entre  las  donaciones  simples  y  las  remunerato- 
rias; porque  lo  común  es  que  los  donadores  se  muevan  por  una 
causa  anterior  para  ejercer  una  liberaüdad  absoluta  é  irrevoca- 
ble, y  la  donación  sin  causa  anterior  impulsiva,  más  bien  sería 
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profusión  y  prodigalidad  que  liberalidad;  y  aceptando  esta 
doctrina  el  proyecto  de  Código  civil  (art.  943),  declara,  que  las 
remuneratorias  se  rigen  por  lo  dispuesto  en  el  título  que  trata 
de  las  donaciones  en  general,  borrando  así  las  diferencias  que, 
según  los  Autores,  había  entre  las  unas  y  las  otras. 

Optamos  por  esta  opinión ;  pues  por  mucha  fuerza  que  nos 
haga  lo  dispuesto  en  el  Código  de  Comercio,  ley  especial  sólo 
aplicable  á  los  comerciantes ,  la  Hipotecaria  en  el  art.  39  no 
^tingue  entre  una  y  otra  clase  de  donaciones,  debiendo  por 
consiguiente  entenderse  aplicable  á  todas  su  precepto;  con  tan- 
to más  motivo,  cuanto  que  en  el  artículo  siguiente  se  vuelve  á 
hablar  de  donaciones,  y  tampoco  distingue. 

§4.0 

Si  han  de  considerarse  fraudtUenias  las  renuncias  de  derechos 
reales  y  de  los  legados  específicos,  —  La  segunda  duda  que  nos 
ocurre  es  referente  á  la  renuncia  de  derechos  reales.  Sabido  es 
que  el  derecho  hereditario  se  cuenta  entre  ellos,  y  parece  que  si 
un  deudor  no  acepta  la  herencia,  viene  á  renunciar  un  derecho 
real,  pudiendo  esa  renuncia  considerarse  hecha  en  fraude  de 
acreedores;  porque  es  lo  cierto,  que  aceptándola,  podría  tal  vez 
cobrar  su  crédito  el  acreedor,  y  renunciándola,  viene  á  enrique- 
cerse á  costa  de  él  la  persona  llamada  á  succeder  en  la  herencia. 

Ocupándose  de  esta  cuestión,  dice  la  Serna  (pág.  676):  «el 
derecho  hereditario  y  el  del  legatario  de  una  cosa  determinada 
que  está  en  los  bienes  del  testador  al  tiempo  de  su  fallecimien- 
to, son  indudablemente  derechos  reales;  pero  que  no  están 
constituidos  ni  radicados  en  el  heredero  ó  legatario ,  hasta  que 
estos  con  la  aceptación  ya  expresa,  ya  tácita,  manifiestan  su 
voluntad  de  ser  herederos  ó  legatarios.  En  este  sentido  hay  en  el 
Digesto  ima  regla  de  derecho  tomada  de  Ulpiano,  que  dice: 
Non  fraudantur  crediiores  ^  cum  quid  non  adquirUur  a  dMiore,  sed 
cum  quid  de  bonis  diminuitur.  »En  efecto,  lo  que  no  adquiere  el 
deudor,  no  puede  decirse  que  disminuye  su  fortuna,  ni  que  es 
un  fraude  á  los  acreedores  que  no  debían  contar  con  lo  que 
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realmente  no  constituía  la  fortuna  del  que  les  estaba  obligado.» 
De  este  razonamiento  deduce  Canales,  que  en  opinión  de  la 
Serna,  no  cabe  hacer  la  renuncia  de  ima  herencia  ó  un  legado 
determinado  antes  de  que  se  acepten  por  el  heredero  ó  legata- 
rio; puesto  que  hasta  entonces  no  puede  decirse  que  éstos  sean 
dueños  del  dei'echo  real  hereditario:  después  de  manifestarse 
defensor  de  esta  opinión,  añade:  1.^  que  como  -el  herede- 
ro y  legatario  desde  la  muerte  del  testador  adquieren  un  dere- 
cho á  la  herencia  ó  al  legado  que  se  consolida  por  la  acepta- 
ción, pueden  renunciar  á  él  desde  luego  por  medio  de  la  repu- 
diación: 2.^  que  esa  renuncia,  cuando  sea  gratuita  y  el  renun- 
ciante tenga  acreedores ,  se  entenderá  hecha  en  fraude  de  éstos, 
y  por  consiguiente  rescindible,  si  el  que  la  hace  no  cuenta  con 
otros  bienes  suficientes  para  cubrir  sus  deudas;  y  3.^  que  tam- 
bién se  considerará  renunciado  con  igual  carácter  el  derecho 
real  hereditario,  cuando  aunque  no  se  repudie  éste  ó  la  heren- 
cia, el  heredero  ó  legatario  renuncien  simplemente;  ponjue 
como  la  aceptación  puede  ser  expresa  ó  tácita,  se  reputa  que 
la  hacen  de  este  último  modo  en  el  hecho  de  renunciar;  pues 
(}ue  en  tal  caso  la  aceptación  y  la  renuncia  son  simultáneas, 
como  que  nadie  renuncia  lo  que  no  tiene. 

No  participamos  de  la  sutil  é  ingeniosa  opinión  de  Canales 
en  cuanto  á  la  consecuencia  que  deduce  de  las  premisas  senta- 
das por  la  Serna;  antes  al  contrario,  creemos  que  en  opinión 
(lo  este  Autor,  la  renuncia  hecha  antes  de  la  aceptación  no  ha 
de  considerarse  en  fraude  de  acreedores.  Si  así  no  lo  hubiera 
creido,  no  hubiese  citado  la  regla  de  Ulpiano,  que  no  puede 
tener  otro  objeto  que  el  de  probar  que  tal  renuncia  no  ha  de 
considerarse  hecha  en  fraude  de  acreedores. 

Prescindiendo  de  cuál  sea  la  verdadera  opinión  de  la  Sema, 
no  dejan  de  hacer  fuerza  las  razones  alegadas  por  Canales  para 
demostrar  que,  dado  el  art.  39  de  la  Ley,  la  renuncia  del  dere- 
cho hereditario  y  la  del  legado  de  cosa  determinada,  puede  con- 
siderarse hecha  en  fraude  de  acreedores.  Sin  embargo ,  aunque 
con  temor;  porque  verdaderamente  es  un  punto  dudoso,  nos 
inclinamos  á  una  solución  intermedia. 
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La  Ley  Hipotecaria  tiene  aceptado  que  por  derecho  real  se 
entiende  la  desmembración  del  dominio,  no  éste:  la  herencia 
no  es  desmembración  de  él,  sino  título  para  adquirirlo. 

Se  renuncia  una  cosa  que  se  tiene:  se  renuncia  un  derecho 
que  se  posee.  Si  no  se  posee,  no  se  renuncia  el  derecho;  sino  la 
acción  para  adquirir  aquel  derecho:  la  institución  testamentaria 
es  un  título,  un  derecho,  digámoslo  así,  al  derecho  hereditario; 
pero  el  instituido  nada  adquiere  mientras  falta  el  modo  que  es 
su  aceptación,  sin  la  que,  nada  posee  de  la  herencia  más  que  la 
capacidad  para  pedirla,  que  pierde  por  la  no  aceptación. 

Es  además  la  herencia,  conjunto  de  derechos  y  obhgaciones 
j  representación  del  testador,  y  no  puede  imponerse  á  nadie 
que  acepte  responsabihdades ,  que  tome  sobre  sí  deudas  testa- 
mentarias, que  sostenga  pleitos,  que  atienda  á  soUcitudes^  que 
practique  gestiones ,  que  se  le  considere  succesor  de  persona  á 
quien  le  repugne  representar  ó  del  que  ni  aun  los  beneficios  le 
convenga  admitir.  Nemo  haeres  invüus. 

Se  perjudicaría  además  al  substituto  por  ley  ó  voluntad  del 
testador.  Desde  el  momento  en  que  manifiesta  el  instituido  que 
no  está  en  ánimo  de  adir  la  herencia,  nace  el  derecho  de  aquel 
y  no  puede  despojársele  en  beneficio  de  un  acreedor  del  insti- 
tuido, á  quien  ningún  título  asiste  para  que  se  le  pague  con 
bienes  de  la  herencia,  contrariando  la  voluntad  de  la  ley  ó  la 
del  testador. 

El  art.  39  no  trata  de  la  renuncia  de  derechos  que  necesitan 
del  consentimiento  del  deudor  para  que  aumenten  su  patrimo- 
nio; sino  de  aquellos  que  forman  ya  parte  de  él,  que  moral- 
mente  responden  del  pago  de  las  deudas  que  contraía,  y  por 
cuya  renuncia  defrauda  las  justas  esperanzas  de  los  acreedores, 
que  quizá  le  prestaron,  teniendo  en  cuenta  el  valor  de  esos 
derechos  de  que  se  desprenda. 

Esta  es  la  opinión  de  los  Autores  antiguos  y  la  de  Hevia  Bo- 
laftos,  por  más  que  Escriche  lo  cite  como  favorable  á  la  contraria 
que  sostiene. 

Con  arreglo  á  esta  doctrina  puede  sostenerse,  que  quien  te- 
niendo un  crédito  hipotecario,  renuncia  la  hipoteca,  se  desprende 
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de  algo  que  estaba  en  su  patrimonio,  y  aseguraba  el  cobro  de 
la  cantidad  adeudada,  lo  mismo  en  beneficio  suyo  que  en  bene- 
ficio de  los  acreedores:  que  quien  teniendo  una  servidumbre  á 
favor  de  una  heredad  suya,  la  renuncia,  renuncia  un  derecho 
real  que  mejoraba  su  finca. 

Aiin  puede  extenderse  la  prohibición  de  la  Ley  á  las  renun- 
cias indirectas;  al  que  sosteniendo  un  pleito  sobre  hipoteca  ó 
servidumbre  se  deja  vencer  por  el  contrario,  no  deduciendo 
pruebas;  por  más  que  este  caso  sería  de  mayor  dificultad,  en 
atención  á  que  había  de  chocar  el  derecho  de  rescindir  de  los 
acreedores,  con  la  santidad  de  la  ejecutoria;  al  que  teniendo  un 
usufructo  provocase  con  sus  hechos  la  extinción  de  su  derecho. 
A  estos  y  á  otros  casos  semejantes  se  ha  de  apHcar  el  precepto 
de  la  Ley  Hipotecaria,  no  á  los  que  no  han  poseido  ni  han 
llegado  á  adquirir  el  derecho. 

§5.0 

Plazos  legales  en  que  las  enajenaciones  hechas  se  consideran  frath 
dulentas.  —  Concluye  el  art.  39  determinando  que  las  enajena- 
ciones, constituciones  y  rescisiones  de  derechos  reales,  hechas 
por  el  deudor  en  los  plazos  respectivamente  señalados  por  las  leyes 
comunes  y  mercantiles,  se  consideran  enajenaciones  á  título  gra- 
tuito en  fraude  de  los  acreedores;  si  no  ha  mediado  precio,  su 
equivalencia  ú  obHgacion  preexistente  y  vencida. 

La  Ley  vn,  Tít.  xv,  Part.  5.*,  declara  rescindibles  todas  las 
enajenaciones  que  haga  el  deudor,  después  de  haber  sido  con- 
denado en  juicio  al  pago;  porque  se  presvune  con  presunción 
juris  et  de  jure,  que  las  hace  con  intención  de  defi^audar  al  acree- 
dor; pero  se  necesita,  según  la  doctrina  aceptada  de  común, 
que  se  produzca  el  efecto  presumido,  esto  es,  que  de  hecho 
quede  insolvente  el  deudor;  pues  si  le  quedan  bienes  para  pa- 
gar, las  enajenaciones,  serán  firmes  y  valederas. 

Los  Tratadistas,  fundándose  en  el  espíritu  de  la  Ley,  sostie- 
nen, que  también  han  de  considerarse  enajenaciones  firaudulen- 
tas  las  que  haga  el  deudor  ocultamente,  llevando  ya  la  inten- 
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cion  del  fraude  y  tomando  dinero  prestado,  que  se  le  facilita 
considerándole  poseedor  de  bienes  bastantes  para  responder  de 
la  deuda;  aun  cuando  la  haga  antes  de  ser  condenado  enjuicio. 
Téngase  presente  que  para  que  la  enajenación  se  considere 
fraudulenta  y  revocable,  según  la  Ley  vn,  Tít.  xv,  Part.  5.a,  apli- 
cada en  la  sent.  de  6  de  Nov.  de  1873,  es  necesario  que  sea  de 
todos  los  bienes;  hecha  después  de  condenado  al  pago  el  deudor, 
y  si  ha  de  perjudicar  á  tercero,  que  se  halle  la  demanda  ó  la 
sentencia  anotada  en  el  Registro.  De  modo  que  según  las  leyes 
y  doctrinas  del  derecho  civil,  no  es  fijo  y  determinado  el  plazo 
en  que  han  de  considerarse  enajenaciones  fraudulentas  las  que 
haga  el  deudor,  en  atención  á  que  si  bien  la  ley  consigna  que 
se  reputen  tales  las  posteriores  al  fallo  condenatorio;  ya  hemos 
Alisto  que  en  ocasiones  también  se  estima  que  lo  son  las  que  se 
ejecutan  antes  de  ser  condenado  el  deudor  al  pago ,  y  en  otras, 
no  se  reputan  fraudulentos  los  hechos  después  de  la  condena. 

La  diferencia  en  el  procedimiento  consiste  en  que,  respecto 
de  las  enajenaciones  que  se  hacen  dentro  de  los  plazos  en  que 
la  ley  las  tiene  por  fraudulentas,  no  necesita  probarse  el  fraude 
por  el  acreedor,  ni  se  admite  en  contra  prueba  alguna;  si  la 
venta  se  ha  hecho  antes  de  esos  plazos,  el  fraude  no  se  presume, 
sino  que  ha  de  probarse  por  los  acreedores. 

Mas  aun  cuando  esto  puede  decirse  de  lo  prescrito  por  la  Ley 
citada,  hay  otra,  la  ix,  Tít.  xv,  Part.  5.^,  que  señala  como  res- 
cindibles  las  enajenaciones  hechas  después  de  la  declaración  de 
concurso  voluntario  ó  necesario;  aunque  la  enajenación  se  haya 
hecho  en  pago  de  una  deuda  preexistente  y  vencida,  y  cuando 
esto  sucede,  el  plazo  tiene  una  fecha  determinada  é  invariable. 
El  Código  de  Comercio  al  hablar  de  la  declaración  de  quiebra, 
consigna:  que  sus  efectos  han  de  retrotraerse  al  día  que  resul^ 
tase  haber  cesado  el  fallido  en  el  pago  corriente  de  sus  obhga- 
ciones  (Art.  1.021):  que  todos  los  actos  de  dominio  y  adminis- 
tración que  haga  el  quebrado  sobre  cualquiera  especie  y  porción 
de  sus  bienes,  después  de  la  declaración  de  quiebra  y  los  que 
haya  hecho  con  posterioridad  á  la  época  á  que  se  retrotraigan 
los  efectos  de  dicha  declaración,  son  nulos  (Art.  1.036);  y  que  sa 
TOMO  in  5 
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reputan  fraudulentos  y  (Juedarán  ineficaces  de  derecho  con  res- 
pecto á  los  acreedores  del  fallido,  todos  los  contratos  que  éste 
haya  celebrado  en  los  30  días  precedentes  á  su  quiebra,  que 
versen  sobre  enajenaciones  á  título  gratuito,  constituciones  do- 
tales,  cesiones  y  traspasos  de  bienes  inmuebles  en  pago  de  deu- 
das no  vencidas  é  hipotecas  convencionales  en  garantía  de  obU- 
gaciones  anteriores  á  aquella  fecha,  que  no  tuviesen  la  caüdad 
de  hipotecarias  (Art.  1.039). 

El  artículo  que  comentamos  se  conforma  con  las  disposicio- 
nes del  Código  de  Comercio;  pues  aun  cuando  éste,  para  no 
considerar  fraudulentas  las  hipotecas  convencionales  en  garan- 
tía de  obUgaciones  anteriores,  exige  que  éstas  tengan  la  caüdad 
de  hipotecarias  y  aquél  sólo  exige  que  la  obligación  sea  pre- 
existente y  vencida,  omitiendo  el  requisito  de  la  hipoteca;  es- 
timamos que  no  quiso  reformar  ni  refonnó  el  Código  de  Comer- 
cio. Muévenos  á  sostenerlo,  el  que  el  artículo  de  la  Ley  Hipote- 
caria, sólo  es  declarativo  no  derogatorio,  y  las  omisiones  en  que 
incurra  han  de  supUrse  por  otras  leyes ;  en  que  la  de  Comercio 
es  especial;  en  que  cumpüdas  ambas,  no  resulta  ninguna  con- 
tradicion;  y  en  que  cuando  han  de  apUcarse  sus  principios  á 
los  primeros  contrayentes,  no  á  un  tercero;  el  derecho  civil  im- 
pera en  absoluto. 

Concretando  lo  expuesto,  diremos:  que  según  la  letra  del  ar- 
tículo 39  se  entienden  enajenaciones  á  título  gratuito ,  todos  los 
contratos  que  enumera;  siempre  que  se  hayan  celebrado  des- 
pués de  la  condena  del  enajenante  en  juicio,  ó  de  presentarse 
en  concurso  necesario  ó  voluntario ;  como  también  todos  los  que 
otorgase  desde  30  días  antes  de  ser  declarado  en  quiebra. 

§  6.0 

Desde  cuándo  puede  reclamarse  la  rescisión  de  las  enajenaciones 
fraudulentas. — Aun  cuando  el  pensamiento  dominante  en  el  ar- 
tículo 39  ha  sido  definir  lo  que  debe  entenderse  por  enajenacio- 
nes á  título  gratuito;  declara  después,  que  todas  las  de  esta  clase 
hechas  en  los  plazos  respectivamente  señalados  por  las  leyes 
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comunes  y  las  de  comercio,  se  consideran  fraudulentas.  De  donde 
se  infiere,  que  el  acreedor  tíene  derecho  para  reclamar  la  resci- 
sión de  esas  ventas  que  la  ley  declara  hechas  en  fraude  suyo. 

¿Pero  cuándo  empieza  esta  acción?  ¿Desde  cuándo  puede  el 
acreedor  ejercitarla? 

Ha  de  distinguirse  si  ha  habido  una  enajenación  gratuita  ó 
dos.  Si  una,  de  manera  que  la  cosa  se  encuentre  en  poder  del 
que  adquirió  inmediatamente  del  deudor;  podrá  entablarse  den- 
tro del  año,  contado  desde  el  día  en  que  el  acreedor  tuvo  noticia 
de  la  enajenación:  si  se  encuentra  en  poder  del  segundo  ó  suc- 
cesivo  adquirente,  el  año  ha  de  contarse  desde  la  fecha  de  la 
enajenación  á  título  gratuito. 

De  esta  discordancia  de  términos  resulta  inevitablemente  que 
la  mayor  parte  de  las  veces,  el  acreedor  verá  burlado  su  dere- 
cho. Es  de  suponer  que  el  deudor  que  enajena  en  fraude  de  sus 
acreedores,  tiene  intención  resuelta  de  perjudicarles. 

Antes  ó  después  de  ser  condenado  enjuicio  y  antes  ó  después 
de  haber  suspendido  sus  pagos,  si  es  comerciante;  dota  á  sus 
hijas  ó  dona  sus  bienes.  Inmediatamente  la  hija  dotada  ó  el  do- 
natario, venden,  ceden  ó  donan  los  bienes  á  un  tercero:  siguen 
las  actuaciones,  y  es  condenado  ó  se  declara  en  quiebra  y  se 
descubre  todo,  pero  ha  trascumdo  un  año.  El  acreedor  puede 
entablar  la  acción  rescisoria  de  la  constitución  de  dote  ó  dona- 
ción hecha  por  el  deudor  y  rescindirla;  pero  como  los  bienes 
están  en  poder  de  tercero,  y  ha  trascurrido  un  año  desde  la 
enajenación ;  aun  probándose  la  complicidad  del  tercero  en  el 
fraude,  no  puede  privársele  de  los  bienes,  según  lo  prescrito  por 
la  Ley  Hipotecaria. 

§  7.^ 

UUramur.  —  El  art.  47  de  las  Leyes  de  Puerto-Rico  y  Cuba, 
es  igual  al  39  que  dejamos  comentado. 
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ARTICULO  40. 

Se  podrán  revocar,  conforme  á  lo  declarado  en  el  ar- 
tículo anterior,  y  siempre  que  concurran  las  circunstan- 
cias que  en  él  se  determinan: 

Primero.  Los  censos,  enfitéusis,  servidumbres,  usu- 
fructos y  demás  derechos  reales  constituidos  por  el  deudor. 

Segundo.    Las  constituciones  dótales  ó  donaciones 
propter  nuptias  á  favor  de  la  mujer,  de  hijos  ó  de  ex 
traños. 

Tercero.  Las  adjudicaciones  de  bienes  inmuebles  en 
pago  de  deudas  no  vencidas. 

Cuarto.  Las  hipotecas  voluntarias  constituidas  para 
la  seguridad  de  deudas  anteriormente  contraidas  sin  esta 
garantía,  y  no  vencidas,  siempre  que  no  se  agraven  por 
ella  las  condiciones  de  la  obligación  principal. 

Quinto.  Cualquier  contrato  en  que  el  deudor  traspase 
ó  renuncie  expresa  ó  tácitamente  un  derecho  real. 

Se  entenderó  que  no  media  precio  ni  su  equivalente 
en  los  dichos  contratos,  cuando  el  Notario  no  de  fe  de  su 
entrega,  ó  si,  confesando  los  contrayentes  haberse  ésta 
verificado  con  anterioridad,  no  se  justificare  el  hecho  ó 
se  probare  que  debe  ser  comprendido  en  el  caso  tercero 
del  presente  artículo. 

SUMARIO. 

§  1.  Contratos  y  actos  que  se  estiman  títulos  gratuitos,  —  §2,  Para  que  se  re- 
voquen las  hipotecas ,  han  de  ser  voluntarias  y  simples.  —  §3.  Las  disposi- 
ciones de  este  artículo ,  comprenden  á  los  terceros.  —  §4,  Ultramar. 

COMENTARIO 


§  1.^ 

Contratos  y  actos  que  se  estiman  tittdos  gratuitos.  —  Establece 
este  artículo,  que  siempre  que  concurran  las  circunstancias  que 
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se  determinan  en  el  39,  puedan  revocarse  los  contratos  que  des- 
pués expresa. 

Las  circunstancias  que  determina  el  art.  39,  son  dos:  que  las 
enajenaciones  se  hagan  por  el  deudor  en  los  plazos  señalados 
por  las  leyes  comunes  y  mercantiles ,  y  que  no  haya  mediado 
precio,  ni  su  equivalente. 

Requiriendo  este  articulo  que  para  que  las  enajenaciones 
que  cita  se  consideren  gratuitas,  reúnan  las  circunstancias  del 
art.  37;  es  dudoso,  si  cuando  no  concurren  se  consideran  lo 
mismo.  Siendo  condicional  el  artículo,  ha  de  restringirse  su 
aphcacion  al  caso  en  que  concurran  aquellas  circimstancias;  en 
los  demás  se  seguirá  la  ley  común  ó  la  mercantil.  Aunque  pa- 
rece que  las  disposiciones  de  este  artículo  son  escolios  del  37, 
recuérdese  que  ya  dijimos  en  el  39,  que  se  refieren  á  él,  en 
cuanto  tratan  de  fijar  y  especificar  lo  que  ha  de  entenderse  por 
título  gratuito,  para  resolver  si  la  enajenación  ha  de  conside- 
rarse fraudulenta;  mas  no  en  cuanto  á  aplicarse  estas  disposi- 
ciones exckisivamente  á  los  terceros,  ni  para  establecer  que 
cuando  se  determina  la  rescisión  de  las  ventas  hechas  por  los 
deudores;  se  resuelve  también,  que  por  esa  declaración  quedan 
perjudicados  los  terceros,  aunque  no  estuvieran  comprendidos 
en  los  casos  que  marcan  el  art.  37  y  el  41. 

Pueden  revocarse  los  censos,  enfitéusis,  servidumbres  y  usu- 
fiructos  y  demás  derechos  reales  constituidos  por  el  deudor;  dis- 
posición muy  justa,  excepto  en  las  enfitéusis;  pues  este  contrato, 
lejos  de  disminuir  el  patrimonio  del  dueño,  lo  aumenta.  Dánse 
en  enfitéusis  los  campos  improductivos,  para  que  produzcan, 
ó  los  que  producen  para  que  produzcan  más;  sólo  cuando  por 
condiciones  especiales  de  la  enfitéusis  ó  de  la  finca  puede  sos- 
pecharse fraude,  es  cuando  debiera  mirarse  como  causa  de  res- 
cisión. Se  puede  sin  embargo  sostener;  porque  si  bien  la  enfi- 
téusis es  beneficiosa  para  el  dueño,  sus  beneficios  son  lentos,  y 
como  al  acreedor  lo  que  le  interesa  es  el  cobro  inmediato;  de 
seguro  que  vendida  la  finca  ha  de  sacarse  más  capital  cuando 
los  dominios  estén  en  una  persona,  que  cuando  se  haya  cedido 
el  útil  á  un  extraño. 
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Podía  dudarse  si  las  constituciones  dótales  ó  donaciones  prqp- 
ter  nuptias  á  favor  de  la  mujer,  de  hijos,  ó  de  extraños;  se  han 
de  considerar  enajenaciones  por  título  gratuito:  el  art.  40  lo  re- 
suelve afirmativamente,  contra  la  disposición  de  la  Ley  7 .»  Tí- 
tulo XV,  Part.  5.a  que  considera  la  dote  título  oneroso ,  si  la  da 
el  que  la  debe;  como  también  las  donaciones  propter  nuptias  he- 
chas á  los  hijos.  Respecto  á  las  dotes  y  donaciones  á  favor  de 
extraños,  no  cabe  duda  que  han  de  estimarse  donaciones;  pues 
nacen  de  mera  Uberalidad  del  que  las  dona.  La  diferencia  entre 
el  derecho  civil  y  la  disposición  del  aítículo  consiste  en  que, 
según  aquél,  el  acreedor  había  de  probar  el  fraude  (salvo  cuan- 
do se  constituyesen  en  los  plazos  prohibidos  por  la  ley);  según 
éste,  nó,  siguiendo  las  disposiciones  del  derecho  mercantil. 

Parece  á  primera  vista  que  las  adjudicaciones  de  bienes  in- 
muebles en  pago  de  deudas,  aunque  no  estuvieren  vencidas,  no 
habían  de  considerarse  enajenaciones  gratuitas :  si  se  debe  y  se 
amortiza  la  deuda;  por  la  paga,  no  se  ha  disminuido  el  haber 
del  deudor,  puesto  que  no  hay  patrimonio  sin  pago  de  deudas: 
poro  si  se  considera  que  realmente  mientras  no  esté  vencida, 
viene  el  día,  mas  no  cede  para  el  acreedor,  y  pagándola  prefe- 
rentemente se  perjudica  quizá  á  otro  acreedor  que  lo  tiene  ex- 
pedito para  el  cobro;  ha  de  convenirse  en  la  justicia  del  pre- 
cepto. 

En  cuanto  á  la  solución  de  la  deuda  vencida  han  de  tenerse 
en  cuenta  los  diversos  efectos  que  producen  la  ley  civil,  la 
mercantil  y  la  hipotecaria.  Según  la  primera,  si  se  pagara  (no 
siendo  más  privilegiada)  después  de  embargar  los  acreedores 
los  bienes  en  prenda,  ó  de  haber  concurso  ó  cesión  de  bienes,  ó 
de  haber  sido  condenado  el  deudor  al  pago  de  otra  deuda;  ha- 
bría de  justificarse  el  fraude í  según  la  mercantil,  declarado  en 
quiebra  el  deudor,  el  pago  de  una  deuda  vencida  se  entendería 
nulo;  porque  todos  los  créditos  contra  el  quebrado  han  de  cali- 
ficarse y  pagarse  según  la  calificación.  Con  arreglo  á  la  Ley 
Hipotecaria,  el  pago  de  obügacion  preexistente  y  vencida,  no  im- 
pUca  enajenación  á  título  gratuito,  no  está  comprendida  en  los 
arts.  39  y  40 ;  sin  perjuicio  de  que  la  declaración  que  civil  6 
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mercantilmente  se  haga  de  su  valor  ó  de  su  ineficacia,  produz- 
ca efectos  contra  el  tercero  que  se  halle  en  las  condiciones  que, 
para  que  le  perjudique,  exige  el  art.  37. 


§2.0 


Para  que  se  revoquen  las  hipotecan,  han  de  ser  voluntarias  y  sim- 
ples, —  No  es  llano  el  sentido  del  caso  4tP  según  el  cual  se  pue- 
den revocar  como  enajenaciones  fraudulentas  por  título  gra- 
tuito, las  hipotecas  voluntarias  constituidas  para  la  seguridad 
de  deudas  anteriormente  contraidas  sin  esta  garantía  y  no  ven- 
cidas ;  siempre  que  no  se  agraven  por  días,  las  condiciones  de  la  obli- 
gación principal. 

Entendemos  que  por  estas  frases  lo  que  quiere  decir  la  Ley 
es,  que  si  bien  la  hipoteca  como  constitución  de  un  derecho 
real  que  disminuye  el  patrimonio  del  deudor,  ha  de  considerar- 
se una  enajenación  á  título  gratuito;  pues  la  hace  sin  premia 
alguna;  sin  embargo,  si  la  constitución  de  la  hipoteca,  es  com- 
pensatoria, de  modo  que  en  cambio  de  olla  el  acreedor  le  haya 
renaitido  otras  cargas  ó  hecho  concesiones  que  equivalgan  á  la 
hipoteca,  entonces  no  será  rescindible  como  en^ajenacion  por 
título  gratuito.  Consta  por  escritura  púbhca  que  A.  debe  á  B. 
10.000  reales  que  ha  de  devolverle  á  los  dos  años,  con  el  rédito 
del  20  por  100:  A.  le  asegura  éste  crédito  por  otra  escritura,  es- 
tableciendo una  hipoteca  sobre  una  de  sus  fincas.  Procede  la 
rescisión,  porque  se  ha  impuesto  A.  un  gravamen,  sin  obliga- 
ción ni  ventaja  ninguna,  y  resultan  por  consiguiente,  agrava- 
das, por  la  hipoteca  las  condiciones  de  la  obügacion  principal. 
A.,  sólo  tenía  la  de  pagar  el  interés  del  20  por  100,  cuando 
otorgó  el  mutuo  y  ahora  tiene  la  de  pagar  el  20  y  la  del  grava- 
men de  la  finca. 

Al  constituir  la  hipoteca,  A.  pacta  con  B.  que  en  lugar  de 
satisfacerle  el  interés  del  20  por  100,  le  satisfará  sólo  el  5;  no 
es  rescindible  la  hipoteca,  porque  si  bien  con  ella  se  agravan 
las  condiciones  de  la  obügacion  principal,  se  compensa  el 
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gravamen  con  el  alivio  de  la  condición  de  pagar  el  20,  que  se 
ha  reducido  en  un  15. 

Claro  es  que  la  apreciación  de  si  se  han  agravado  ó  no  por 
las  hipotecas  voluntarias,  las  condiciones  de  la  obügacion  prin- 
cipal, es  de  la  competencia  de  los  Tribunales;  cuyo  fallo  han 
de  esperar  y  cumpür  los  Registradores. 

Del  caso  5.o  que  comprende  las  renuncias  de  derechos  reales, 
ya  se  trató  en  el  Comen,  al  art.  39. 

El  último  párrafo  del  art.  40  que  comentamos,  evidentemente 
es  postizo  y  debiera  haberse  colocado  al  final  del  anterior. 

Al  decir  que  la  circunstancia  de  haber  mediado  precio,  ha  de 
constar  por  fe  de  Notario  ó  por  prueba  que  hagan  las  partes; 
no  bastando  su  confesión,  ni  aun  justificar  el  pago,  si  se  proba- 
se que  la  deuda  satisfecha  no  era  preexistente  ni  estaba  venci- 
da ;  como  previene  el  caso  3.^  del  presente  artículo,  se  comete 
una  pequeña  inexactitud:  el  caso  3.^  sólo  se  refiere  á  la  adju- 
dicación de  bienes  inmuebles  y  el  párrafo  último  del  artículo 
habla  de  precio  en  dinero;  puesto  que  ha  de  dar  fe  de  su  en- 
trega el  Notario  ó  han  de  confesarla  los  contrayentes,  y  no 
acostumbra  dar  fe  el  Notario  ni  suelen  confesar  los  contra- 
yentes la  entrega  de  los  bienes  inmuebles,  cuya  adquisición 
se  justifica  por  el  Registro.  Ha  de  entenderse  por  ello,  que 
cuando  haya  habido  adjudicación  de  bienes  en  pago  de  deu- 
das, se  considera  que  ha  intervenido  la  equivalencia  del  precio 
en  el  contrato;  á  menos  que  los  acreedores  justificaren  que  la 
áe\id^  satisfecha,  aún  no  había  vencido,  ó  no  era  preexistente. 

§3.0 

Las  disposiciones  de  este  artículo,  comprenden  á  los  terceros.  — 
Una  observa-cion  final:  las  disposiciones  de  este  artículo  se  re- 
fieren sólo  á  las  enajenaciones  hechas  por  el  deudor,  que  jse  re- 
vocan en  perjuicio  del  primer  adquirente;  nada  dicen  respecto 
del  tercero. 

Pero  como  este  artículo  no  es  más  que  una  apUcacion  del 
principio  general  sentado  en  el  39,  y  hemos  dicho  que  comprende 
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lo  mismo  las  primeras  que  las  segundas  enajenaciones,  se  de- 
duce que  afecta  lo  mismo  á  los  primeros  adquirentes  que  á 
los  segundos  ó  succesivos  que  son  terceros,  en  el  sentido  que 
emplea  esta  palabra  el  art.  36;  cuya  inteligencia  y  desarrollo 
se  encuentra  en  los  siguientes  hasta  el  41.  En  suma:  lo  mismo 
en  las  primeras  que  en  las  segundas  enajenaciones ;  lo  mismo 
cuando  posee  el  inmueble  el  adquirente  inmediato  del  deudor, 
que  cuando  lo  posee  el  tercero  que  adquirió  del  adquirente  in- 
mediato; si  el  uno  y  el  otro  tienen  la  cosa  por  cualquiera  de  los 
contratos  que  se  mencionan  en  este  artículo,  serán  revocables 
las  enajenaciones. 

'        §  4.0 

Ultramar.  —  El  art.  48  de  las  Leyes  de  Cuba  y  Puerto-Rico 
está  copiado  del  40  de  la  vigente  en  la  Península. 
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ARTICULO  41. 

Se  coiisider.ará  el  poseedor  del  inmueble  ó  derecho  real 
cómplice  en  el  fraude  de  su  enajenación,  en  el  caso  2.^, 
núm.  2.°,  del  art.  37: 

Primero.  Cuando  se  probare  que  le  constaba  el  fin 
con  que  dicha  enajenación  se  hiciera,  y  que  coadyuvó  á 
ella  como .  adquirente  inmediato,  ó  con  cualquier  otro 
carácter. 

Segundo.  Cuando  hubiere  adquirido  su  derecho,  bien 
inmediatamente  del  deudor,  bien  de  otro  poseedor  pos- 
terior, por  la  mitad,  ó  menos  de  la  mitad,  del  justo 
precio. 

Tercero.  Cuando  habiéndose  cometido  cualquiera  es- 
pecie de  suposición  ó  simulación  en  el  contrato  celebrado 
por  el  deudor,  se  probare  que  el  poseedor  tuvo  noticia  ó 
se  aprovechó  de  ella- 

SUMAKIO.      . 

§  1.  Desacuerdo  entre  el  art.  37  y  el  41.  —  §2.  Cuándo  se  reputa  cómplice  al 
poseedor  de  la  cosa  enajenada  fraudulentamente.  —  §3.  Cuándo  perjudica 
al  poseedor  el  saber  que  se  ha  cometido  simulación  en  el  contrato.—  §  4.  Re- 
quisitos para  la  rescisión  de  las  enajenaciones  hechas  en  fraude  de  acreedo- 
res. —  §  5.  Ultramar. 

COMENTARIO. 


§  1.^ 


Desacuerdo  entre  d  art.  37  y  d  41. — El  caso  2.o,  núm.  2.o,  del 
art.  37,  dice:  que  se  darán  contra  tercero  las  acciones  resci30rias 
y  resolutorias,  cuandojiaya  sido  cómplice  en  el  fraude;  y  en  el 
prhner  párrafo  del  artículo  que  comentamos  se  establecen  las 
reglas  que  se  han  de  tener  presentes  para  considerar  al  poseedor 
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dd  inmueble  ó  derecho  real,  cómplice  en  el  fraude  de  su  enaje- 
nación. 

No  hay,  pues,  armonía  entre  el  artículo  citado  y  el  que  lo 
dta,  pues  el  uno  se  refiere  al  poseedor  y  el  otro  al  tercero;  á  no 
ser  que  se  sostenga,  que  el  art.  41  considera  tercero  á  cualquier 
poseedor  en  el  inmueble  enajenado,  respecto  al  acreedor  que 
pide  que  se  rescinda  la  enajenación  y  el  deudor  que  la  otorgó; 
tesis  contraria  al  precepto  del  art.  27;  pero  que  en  ocasiones  ha 
de  aceptarse  forzosamente,  porque  los  efectos  de  la  rescisión 
alcanzan  lo  mismo  al  primer  adquirente  que  al  tercero. 

Extraño  parece,  y  sin  embargo  es  indudable;  porque,  además 
de  que  poseedor  de  la  finca  puede  ser  lo  mismo  el  que  la  reci- 
bió inmediatamente,  si  no  la  ha  enajenado;  que  el  segundo, 
que  el  tercero,  que  el  cuarto  adquirente,  si  se  ha  transferido  la 
finca  durante  el  año  dos,  tres  ó  cuatro  veces;  los  demás  párrafos 
del  artículo  dan  relevante  testimonio  de  que  tal  fué  su  pensa- 
miento. Olvidó  que  su  objeto  sólo  era  determinar  los  casos  en 
que  había  de  considerarse,  según  la  Ley,  cómplice  al  tercero;  y 
que  tercero  en  el  sentido  que  emplean  esta  palabra  los  artícu- 
los 36  y  37,  no  era  cualquier  poseedor;  sino  el  que  tuviera  la 
cosa  en  virtud  de  contrato  distinto  y  de  persona  distinta  del 
deudor;  al  que,  y  al  primer  adquirente,  se  les  conoce  en  la  Ley 
con  los  nombres  de  otorgantes,  contrayentes  ó  adquirentes  in- 
mediatos. 

Ha  de  suprimirse  por  ello  en  el  primer  párrafo,  conocida- 
mente inexacto;  el  inciso:  €en  el  caso  ^.o,  núm.  2P^  del  art,  37^1»  su- 
cediendo aquí  lo  mismo  que  advertimos  al  comentar  el  art.  39, 
que  tampoco  encuadraba  con  el  37,  á  pesar  de  referirse  á  éste. 

Quede,  pues,  sentado  que  en  este  artículo,  no  se  trata  del 
tercero  exclusivamente;  sino  del  poseedor,  sea  ó  no  tercero. 

§  2.0 

Cuándo  se  reputa  cómplice  al  poseedor  de  la  cosa  enajenada  frau- 
duletUamente,  —  Para  que  se  considere  cómplice  al  poseedor,  es 
necesario  que  le  conste  el  fin  con  que  se  hacía  la  enajenación  y 
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que  coadyuve  á  ella  como  adquirente  inmediato  ó  de  cualquier 
otro  modo. 

La  enajenación  fraudulenta,  objeto  de  este  artículo,  es  la  pri- 
mitiva, la  hecha  por  el  deudor,  pues  es  la  única  en  que  puede 
el  poseedor  adquirir  inmediatamente  de  él;  pero  aun  cuando  no 
fuera  el  primero  que  hubiese  adquirido ,  si  el  poseedor  supo  el 
fraude  de  la  primera  enajenación  y  coadyuvó  á  él  en  cualquiera 
forma,  se  le  tendrá  por  cómplice. 

Mas  ¿qué  sucederá,  si  no  siendo  el  primer  adquirente,  supo 
el  poseedor  el  fraude,  pero  no  coadyuvó  á  él?  Entonces  no  par- 
ticipará de  la  complicidad;  porque  la  Ley  exige  copulativa- 
mente las  dos  circunstancias :  que  le  conste  el  fin  de  la  enaje- 
nación, y  que  coadyuve  á  ella  de  algún  modo. 

¿Y  qué  si  el  primer  adquirente  fraudulento  vendió  á  quien  ni 
supo  el  fraude  ni  coadyuvó  á  él  y  por  succesivas  trasmisiones  á 
personas  de  buena  fe,  parase  la  finca  en  poder  de  quien  supiese 
y  coadyuvara  al  fraude  de  la  primitiva  enajenación?  Como  po- 
seedor se  le  tendría  por  cómplice,  sin  que  esta  falta  se  purgase 
por  haber  pasado  el  inmueble  á  otras  personas  y  haberlo  reci- 
bido de  legítimo  dueño. 

El  segundo  número  de  este  artículo  señala  como  prueba  de 
la  complicidad,  que  no  admite  otra  en  contrario;  el  que  el  po- 
seedor; aunque  justificase  que  nada  sabía  ni  había  contribuido 
de  manera  alguna  al  fraude;  hubiese  adquirido  su  derecho,  «bien 
inmediatamente  del  deudor,  bien  de  otro  poseedor  posterior.» 
por  la  mitad  ó  menos  de  la  mitad  del  justo  precio;  en  lo  que  se 
sigue  al  derecho  común,  aun  cuando  éste  no  fija  el  tanto  que 
había  de  importar  el  menosprecio  que  se  diese  por  la  cosa. 

El  tercer  número  dispone,  que  se  entiende  cómplice  en  el 
fraude  de  la  enajenación  el  poseedor  que  tuviera  noticia  de 
haberse  cometido  alguna  suposición  ó  simulación  en  el  contrato 
celebrado  ó  se  aprovechase  de  ella.  La  generaüdad  del  precepto, 
si  se  entiende  Uteralmente,  ha  de  envolver  por  fuerza  injusticias 
no  calculadas.  Al  venderse  la  finca  supofw  el  deudor  que  está 
pagada  la  contribución:  uno  de  los  presentes  sabe  que  no  lo 
está,  pero  no  que  la  venta  se  hace  con  el  objeto  de  defraudar  á 
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los  acreedores:  el  adquirente  inmediato  nada  sabe,  ni  de  la  simu- 
lación del  pago,  ni  del  objeto  de  la  venta,  y  un  tercero  ignora 
que  el  pago  sea  supuesto;  pero  le  consta  que  la  venta  se  ha 
hecho  con  ánimo  de  defraudar  á  los  acreedores,  si  bien  no  ha 
coadyuvado  al  fraude.  Al  establecerse  la  acción  rescisoria,  la 
finca  está  poseída  por  el  último:  á  pesar  de  haberla  comprado 
constándole  que  la  primera  venta  se  había  hecho  para  defraudar 
áios  acreedores,  no  se  le  considerará  cómplice;  porque  no  fué 
d  primer  adquirente,  ni  coadyuvó  á  aquella,  con  cualquier  otro 
carácter:  por  el  contrario,  si  la  finca  está  poseída  por  el  que 
tuvo  noticia  de  la  suposición  de  estar  satisfechas  las  contribu- 
ciones, se  le  considerará  cómpUce  en  el  fraude,  aun  cuando 
nada  supiese  de  él.  Esto  se  desprende  de  la  letra. 

Parécenos  más  racional  que  se  limite  el  sentido  del  núm.  3, 
y  que  se  entienda  que  la  suposición  ó  simulación  ha  de  ser  de 
tal  naturaleza,  que  contribuya  más  ó  menos  inmediatamente  á 
que  se  reaüce  el  fraude. 

En  el  caso  de  que  el  tercer  adquirente  cómphce  en  él,  ena- 
jenara el  inmueble  á  otro  que  comprase  de  buena  fé ,  la  enaje- 
nación no  podría  rescindirse  en  perjuicio  de  este  segundo  ter- 
cero ;  porque  fundándose  el  motivo  de  la  Ley  en  un  hecho  per- 
sonalísimo,  en  la  mala  fé  del  adquirente;  no  miUtando  en  el 
segundo  tercero  esta  razón,  única  de  la  medida  excepcional 
prescrita  por  el  art.  37 ,  habría  de  aplicarse  al  caso  el  principio 
general  de  que  quien  compra  del  que  aparece  con  derecho  en 
el  Registro ,  compra  bien  ;  por  más  que  después  se  rescinda  el 
contrato  en  virtud  de  causas  que  no  consten  explícitamente  en 
las  inscripciones.  Es  en  el  fondo  una  ley  verdaderamente  pe- 
nal, y  las  penas  no  trascienden  á  los  que  ningún  acto  penable 
han  cometido. 

La  Ley  7.*,  Tít.  xv,  Part.  5.a,  dispone:  que  si  fuera  menor  el 
cómplice  en  el  fraude ,  no  pueda  privársele  de  la  cosa  sin  de- 
volverle el  precio  que  hubiese  entregado. 

Ha  de  entenderse  derogada  esta  Ley  por  el  precepto  general 
déla  Hipotecaria  que  no  distingue,  y  por  el  espíritu  que  la 
informa,  que  tiende  á  privar  á  los  menores  de  todo  beneficio 
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excepcional  que  no  se  halle  garantizado  en  la  forma  que-  la 
niisma  previene,  y  porque  entonces  en  realidad  no  perjudicaría 
á  tercero,  porque  la  cosa  y  el  precio  de  la  cosa,  equivalen  en 
el  fondo. 


§3 


o 


Cíúndo  perjudicará  al  poseedor  él  saber  que  se  ha  cometido  si- 
mulación en  el  contrato.  —  Consigna  también  el  núm.  3.^  de  este 
artículo ,  que  para  que  la  simulación  ó  suposición  perjudique 
al  poseedor,  ha  de  probarse  que  tuvo  noticia  ó  se  aprovechó 
de  ella. 

Pero  ¿el  aprovechamiento  ha  de  ser  consciente,  ó  basta  con 
que  haya  recibido  provecho  por  la  simulación  ó  la  suposición, 
aun  cuando  de  ella  no  tuviese  noticia?  Por  la  letra  habríamos 
de  afirmar  lo  último,  puesto  que  si  el  aprovechamiento  fuera 
conociendo  la  suposición,  sobraba  este  inciso;  porque  todo 
aprovechamiento  llevaría  en  sí  forzosamente  el  tener  noticia, 
y  con  esto,  sin  necesidad  de  aprovechamiento,  ya  se  incurre  en 
la  pena.  Es  inútil  añadir  una  circunstancia  como  productora 
de  efectos ,  cuando  esa  circunstancia  no  puede  ocurrir  sin  que 
le  preceda  otra  que  ya  produce  los  mismos.  Las  disyuntivas  se 
componen  de  dos  miembros  ó  proposiciones  independientes  la 
una  de  la  otra:  cuando  la  existencia  de  una  de  ellas  está  unida 
indeclinablemente  á  la  existencia  de  la  otra,  no  hay  disyun- 
tiva. El  art.  41  debiera  por  lo  tanto  concluir  con  las  palabras 
«  si  se  probase  que  el  poseedor  tuvo  noticia;»  ó  en  lugar  de  aña- 
dir «  ó  se  aprovechó  de  ella , »  decir  « y  se  aprovechó  de  ella.  > 

Si  se  interpreta  la  frase  en  el  sentido  de  que  basta  que  el 
poseedor  se  haya  aprovechado  de  la  suposición  ó  simulación; 
falta  el  requisito  esencialísimo ,  sin  el  cuál  nunca  puede  perju- 
dicar la  reseision  del  contrato  fraudulento  á  tercero,  que  haya 
recibido  por  título  oneroso  una  cosa:  que  sepa  el  fraude. 

Combinada  y  comparada  la  disposición  que  analizamos  con 
la  del  núm.  l.o,  entendemos:  que  así  como  en  ésta  no  basta  que 
al  poseedor  le  conste  el  fraude  con  que  se  haya  hecho  la  enaje- 
nación de  bienes ,  sino  que  es  menester  que  coadyuve  á  ella; 


Digitized  by  VjOOQ IC 


ART.  41,  §  6.0  79 

así  también  en  el  caso  del  núm.  S.*',  ha  de  saber  el  poseedor  la 
simulación  y  aprovecharse  de  ella.  De  otro  modo  resultaría 
una  escandalosa  desigualdad  en  la  pena.  El  que  supiera  el  fin 
fraudulento  de*  la  enajenación  no  perdía  el  derecho  adquirido, 
sino  había  coadyuvado  á  la  reaüzacion  del  fraude:  el  que  no 
supiera  el  fin  fraudulento ,  mas  sí  que  se  cometía  cualquiera 
simulación  accidental,  menos  importante  que  aquél;  perdía  el 
derecho,  aunque  no  hubiera  coadyuvado  á  la  realización  del 
fraude,  ni  recibidí»  provecho. 

Confesamos,  sin  embargo,  que  el  sentido  literal  favorece  la 
opinión  contraria,  bastando,  según  él,  que  tenga  noticia  el 
poseedor  de  la  simulación;  aun  cuando  no  la  haya  aprove- 
chado. A  los  Tribunales  toca  fijar  la  inteligencia  que  haya  de 
darse  á  este  precepto. 

§4.0 

Requisitos  para  la  rescisión  de  Jas  enajenaciones  hechas  en  frau- 
de de  acreedores.  —  Para  la  rescisión  de  las  enajenaciones  frau- 
dulentas hechas  por  título  oneroso,  se  necesita  la  concurren- 
cia de  cuatro  requisitos:  fraude  de  parte  del  enajenante,  que 
no  se  presume,  sino  que  ha  de  probarse,  según  Sentencia  de 
6  de  Nov.  de  1873;  ciencia  de  parte  del  recipiente,  real  ó  pre- 
sunta por  la  ley,  en  virtud  de  los  hechos  que  expresa;  su- 
ceso ó  reaUzacion  del  daño  intentado  por  el  fraude,  y  que  la 
acción  rescisoria  no  haya  prescrito  por  el  transcurso  de  un  año. 

Como  prueba  de  que  al  poseedor  le  constaba  el  fin  fraudu- 
lento de  la  enajenación,  y  que  coadyuvó  á  ella  (salvos  los  he- 
chos que  dispone  la  Ley  que  se  tengan  por  presunciones  juris 
et  de  jure);  pueden  aducirse  encuitas  se  crean  conducentes  al 
efecto,  siéndolo  muy  relevante  el  que  siga  el  deudor  poseyendo 
y  aprovechando  los  frutos  del  inmueble,  como  arrendatario  6 
por  cualquier  otro  concepto  análogo. 

Ultramar.  —  Del  art.  41  de  la  Ley  vigente  en  la  Península 
está  copiado  el  49  de  las  de  Cuba  y  Puerto-Rico. 
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TITULO  ÍII. 

DE  LAS  ANOTACIONES  PREVENTIVAS. 


ARTICULO  42. 

Podrán  pedir  anotación  preventiva  de  sus  respectivos 
derechos  en  el  Registro  público  correspondiente: 

Primero.  El  que  demandare  en  juicio  la  propiedad  de 
bienes  inmuebles  ó  la  constitución ,  declaración ,  modifi- 
cación ó  extinción  de  cualquier  derecho  real. 

Segundo.  El  que  en  juicio. ejecutivo  obtuviere  á  su 
favor  mandamiento  de  embargo ,  que  se  haya  hecho  efec- 
tivo en  bienes  raíces  del  deudor. 

Tercero.  El  que  en  cualquier  juicio  obtuviere  senten- 
cia ejecutoria  condenando  al  demandado,  la  cual  deba 
llevarse  á  efecto  por  los  trámites  establecidos  en  el  Títu- 
lo xvín,  Part.  1.^,  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Cuarto.  El  que  demandando  en  juicio  ordluario  el 
cumplimiento  de  cualquiera  obligación,  obtuviere,  con 
arreglo  á  las  leyes ,  providencia  ordenando  el  secuestro  ó 
prohibiendo  la  enajenación  de  bienes  inmuebles. 

Quinto.  El  que  propusiere  demanda  con  objeto  de 
obtener  alguna  de  las  providencias  expresadas  en  el  nú- 
mero 4."^  del  art.  2.°  de  esta  Ley. 

Sexto.  El  legatario  que  no  tenga  derecho,  según  las 
leyes,  á  promover  el  juicio  de  testamentaría. 

Séptimo.  El  acreedor  refaccionario,  mientras  duren 
las  obras  que  sean  objeto  de  la  refacción. 

Octavo.  El  que  presentare  en  el  oficio  del  Registro 
algún  título ,  cuya  inscripción  no  pueda  hacerse  defini- 
tivamente por  falta  de  algún  requisito  subsanable,  ó  por 
imposibilidad  del  Registrador. 
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Noveno.  El  que  en  cualquiera  otro  caso  tuviere  de- 
recho á  exigir  anotación  preventiva,  conforme  á  lo  dis- 
puesto en  esta  Ley. 


ARTICULO  43. 

En  el  caso  del  núm.  1.**  del  artículo  anterior,  no  podrá 
hacerse  la  anotación  preventiva  sino  cuando  se  ordene 
por  providencia  judicial,  dictada  á  instancia  de  parte  le- 
gítima, y  en  virtud  de  documento  bastante  al  prudente 
arbitrio  del  Juzgador. 

En  el  caso  del  núm.  2.^  del  mismo  artículo,  será  obli- 
gatoria la  anotación ,  según  lo  dispuesto  en  el  953  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

En  el  caso  del  núm.  5.°  de  dicho  artículo  anterior, 
deberá  hacerse  también  la  anotación  en  virtud  de  provi- 
dencia judicial,  que  podrá  dictarse  de  oficio,  cuando  no 
hubiere  interesados  que  la  reclamen,  siempre  que  el 
Juzgador ,  á  su  prudente  arbitrio ,  lo  estime  conveniente 
para  asegurar  el  efecto  de  la  sentencia  que  pueda  recaer 
«n  el  juicio. 

Concuerdan  con  los  siguientes  artículos  dol  Reglamento. 

Art.  41.  El  que  propusiere  la  demanda  de  propiedad 
á  que  se  refiere  el  caso  1.°  del  art.  42  de  la  Ley,  podrá 
pedir  al  mismo  tiempo ,  ó  después ,  su  anotación  preven- 
tiva, ofreciendo  indemnizar  los  perjuicios  que  de  ella 
puedan  seguirse  al  demandado  en  caso  de  ser  absuelto. 

El  Juez  ó  Tribunal  mandará  hacer  la  anotación  al  ad- 
mitir la  demanda,  y  si  aquélla  se  pidiese  después,  en  el 
término  de  tercero  día. 

Art.  42.  Se  hará  anotación  preventiva  de  todo  em- 
bargo de  bienes  inmuebles  ó  derechos  reales  que  se  de- 
crete enjuicio  civil  ó  criminal,  aunque  aquél  sea  pre- 
ventivo, debiendo  observarse  las  reglas  siguientes: 

1.*^  Si  la  propiedad  de  las  fincas  embargadas  apare- 
ciese inscrita  en  los  libros  antiguos  ó  nuevos ,  á  favor  de 
una  persona  que  no  sea  aquella  contra  quien  se  hubiese 
decretado  el  embargo ,  se  denegará  la  anotación ,  practi- 
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candóse  cuanto  la  Ley  y  este  Reglamento  disponen  para 
las  inscripciones  que  se  denieguen  por  defectos  no  sub- 
sanables :  los  Registradores  en  este  caso ,  conservarán  uno 
de  los  duplicados  del  mandamiento  judicial  y  devolve- 
rán el  otro  con  la  nota  de  denegación,  expresando  clara- 
mente el  motivo  que  la  produce. 

2.^  Si  la  propiedad  de  los  bienes  embargados  no  cons- 
tare inscrita,  se  suspenderá  la  anotación  del  embargo  y 
en  su  lugar  se  tomará  anotación  preventiva  de  la  sus- 
pensión del  mismo  por  ser  subsanable  aquel  defecto. 

3.^  Los  interesados  en  los  embargos  podrán  pedir  que 
se  requiera  al  considerado  como  dueiio,  para  que  se  sub- 
sane la  falta  verificando  la  inscripción  omitida ,  y  caso 
de  negarse ,  podrán  solicitar  que  el  Juez  ó  Tribunal  lo 
acuerde  así ,  si  tienen  ó  pueden  adquirir  los  títulos  nece- 
sarios al  efecto. 

4.*  Cuando  en  virtud  de  sentencia  ejecutoria  se  acuer- 
de la  venta  de  los  bienes  embargados,  podrán  también 
los  interesados ,  si  el  propietario  se  niega  á  verificar  la 
inscripción,  suplir  la  falta  de  títulos  por  los  medios  esta- 
blecidos en  el  Tít.  xiv  de  la  Ley. 

5.^  Podrán  asimismo  los  interesados  solicitar  en  su 
caso  que  se  saquen  á  subasta  los  bienes  embargados ,  con 
la  condición  de  que  el  rematante  verifique  la  inscripción 
omitida  antes  del  otorgamiento  de  la  escritura  de  venta 
en  el  término  que  sea  suficiente  y  el  Juez  ó  Tribunal  se- 
ñale ,  practicando  al  efecto  todo  lo  que  el  interesado  en 
el  embargo  podría  hacer,  según  lo  expresado  en  las  dis- 
posiciones anteriores.  Los  gastos  y  costas  que  se  causen 
por  resistencia  del  propietario  á  hacer  la  inscripción ,  se- 
rán de  cuenta  del  mismo. 

Art.  43.  La  anotación  preventiva  de  las  ejecutorias 
y  de  las  providencias  embargando,  interviniendo,  po- 
niendo ea  secuestro  ó  prohibiendo  enajenar  bienes  deter- 
minados, no  podrá  excusarse  ni  suspenderse  por  oposi- 
ción de  la  parte  contraria. 

Art.  44.  La  anotación  preventiva  de  que  trata  el 
caso  3.°  del  art.  42  de  la  Ley,  no  podrá  verificarse ,  hasta 
que  para  la  ejecución  de  la  sentencia  ,   se  manden 
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embargar  bienes  inmuebles  del  condenado  por  ella ,  en  la 
fonna  prevenida  respecto  al  juicio  ejecutivo. 

Art.  45.  Toda  anotación  preventiva  que  no  pueda 
hacerse  sino  por  providencia  judicial,  se  verificará  en 
virtud  de  la  presentación  en  el  Registro  de  mandamiento 
del  Juez  ó  Tribunal,  en  el  que  se  insertará  literalmente 
el  particular  de  la  providencia  en  que  se  haya  dictado  y 
su  fecha. 

El  mandamiento  será  siempre  expedido  por  el  Juez  ó 
Tribunal  en  cuyo  término  jurisdiccional  radique  el  Re- 
gistro donde  haya  de  tomarse  la  anotación  preventiva, 
al  que  exhortarán  los  demás  Jueces  ó  Tribunales  para 
que  libre  los  mandamientos ,  cuando  el  Registro  no  esté 
situado  en  sus  respectivas  demarcaciones. 

Art.  59.  Las  anotaciones  preventivas  podrán  pedirse 
por  los  interesados  en  las  mismas,  con  arreglo  á  la  Ley 
y  á  este  Reglamento. 

Art.  63.     Procederán  las  anotaciones  preventivas: 

1.°  Por  pedirse  ú  ordenarse  directa  y  precisamente, 
siempre  que  se  presente  al  efecto  en  el  Registro,  título, 
documento  ó  mandamiento  que  pueda  producirla  con 
arreglo  á  los  arts.  19  y  42  de  la  Ley  ó  á  otras  prescrip- 
ciones de  la  misma. 

2.''  Por  pedirse  alguna  inscripción  ó  nota  marginal 
que  no  se  pueda  efectuar  por  defecto  subsanable  ú  otro 
impedimento  que  no  sea  motivo  bastante  de  denegación, 
si  los  interesados  solicitan  que ,  ínterin  se  procura  sub- 
sanar la  falta,  se  tome  dicha  anotación  preventiva. 

Cuando  por  mandamiento  judicial  se  ordenare  una 
anotación  preventiva,  que  no  pueda  efectuarse  por  justa 
causa,  se  suspenderá  su  cumplimiento  y  se  tomará  ano- 
tación preventiva  de  la  suspensión. 

Todas  las  anotaciones  preventivas  expresarán  las  cir- 
cunstancias que  se  determinan  en  el  artículo  siguiente. 

Lo  dispuesto  en  el  núm.  2.*^  de  este  artículo,  relativo 
alas  notas  marginales,  se  entenderá  aplicable  exclusi- 
vamente á  las  que  no  procedan  como  consecuencia  nece- 
saria de  alguna  inscripción. 
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COMENTARIO 


§1.0 

Qué  se  entiende  por  anotación  preventiva.  —  Dijimos  en  el  §  3.^ 
del  Comentario  al  art.  2.o,  que  con  la  palabra  inscripción,  usada 
en  sentido  lato,  se  significan  diversas  operaciones  del  Registro, 
entre  ellas  la  anotación;  mas  no  dimos  siquiera  una  ideada 
esta  clase  de  asientos ,  porque  nos  proponíamos  tratar  de  ellos 
con  la  extensión  que  su  importancia  requiere,  al  comentar  el 
Título  3.0  de  la  Ley  dedicado,  como  su  epígrafe  lo  indica,  á  las 
anotaciones  preventivas. 

La  Comisión  que  redactó  el  proyecto  de  Ley  Hipotecaria,  re- 
conociendo la  importancia  que  tiene  la  exactitud  de  la  nomen- 
clatura, substituyó  la  denominación  antigua  de  hipoteca  judicial^ 
por  la  de  anotación  preventiva;  comprendiendo  en  esta,  no  sólo 
las  prohibiciones  de  enajenar  acordadas  con  objeto  de  que  en 
su  día  pudieran  tener  cumplido  efecto  ciertas  sentencias;  sino 
también  los  asientos  referentes  á. derechos  reales  que  aún  no 
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llegaron  á  su  perfección,  ó  que  por  falta  de  alguna  circunstan- 
cia legal  requieren  que  ésta  se  subsane  antes  de  ser  definitiva- 
mente inscritos. 

Preferible  hubiera  sido  quizá,  en  justo  tributo  á  la  tecnolo- 
gía, no  haber  comprendido  bajo  ima  misma  denominación 
actos  de  naturaleza  distinta;  pero  prescindiendo  de  esto ,  y  aun- 
que basta  lo  dicho  para  tener  idea  de  lo  que  son  anotaciones 
preventivas;  parécenos  que  no  huelga  dar  de  ellas  una  defini- 
ción, ó  más  bien  descripción,  siquiera  peligrosa,  como  todas 
las  de  derecho. 

Es  la  anotación  preventiva,  un  asiento  de  carácter  provisional 
que  se  extiende  en  los  Ubros  del  Registro,  en  que  constan :  los 
títulos  que  afectan  á  la  propiedad,  que  por  carecer  de  alguno 
de  los  requisitos  exigidos  por  la  Ley  ó  por  cualquier  otra  causa 
no  pueden  ser  inscritos;  las  reclamaciones  judiciales  del  domi- 
nio y  demás  derechos  reales ;  las  responsabihdades  preventivas 
é  interinas  que  afectan  á  las  fincas,  y  la  falta  de  capacidad  del 
dueño  para  disponer  de  ellas;  hasta  que  subsanados  los  defec- 
tos, resueltas  las  reclamaciones,  determinada  la  responsabili- 
dad y  ejecutoriada  la  capacidad  ó  incapacidad  del  dueño,  se 
convierta  el  asiento  provisional  en  inscripción  definitiva  ó  se 
cancele. 

§2.0 

Diversas  clases  de  anotaciones,  —  En  cuatro  grupos  pueden  di- 
vidirse las  anotaciones  preventivas ,  á  saber :  voluntarias  ó  con- 
vencionales, judiciales,  gubernativas  y  de  oficio. 

Son  voluntarias  ó  convencionales  las  que  pueden  pedir  directa- 
mente los  interesados,  sin  intervención  judicial. 

Forman  este  grupo : 

a)  La  que  corresponde  al  legatario  que  no  tenga  derecho,  se- 
gún las  leyes,  á  promover  el  juicio  de  testamentaria.  (Núm.  6.^ 
Art.  42  de  la  Ley.) 

b)  La  concedida  al  acreedor  refaccionario,  mientras  duren  la& 
obras  objeto  de  la  refacción.  (Núm.  7  del  mismo  Art.) 
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Respecto  de  estas  dos  anotaciones  debemos  advertir,  que  si 
bien  son  voluntar ¿ds ,  pueden  comprenderse  entre  las  jtdickdes^ 
en  el  caso  de  que  haya  más  de  un  legatario  ó  acreedor  refaccio- 
nario; si  no  hay  acuerdo  entre  ellos  y  tienen  que  someter  sus 
diferencias  á  la  autoridad  judicial;  ó  si  no.pudiendo  prestar  su 
asentimiento,  tiene  asimismo  que  intervenir  el  Juez. 

c)  La  que  según  el  art.  49  de  la  Ley  puede  pedir  el  heredero, 
si  soHcita  inscribir  á  su  favor  antes  de  los  180  días,  los  bienes 
de  la  herencia. 

d)  La  que  procede  por  adolecer  el  título  de  alguna  falta  sub- 
sanable.  (Núm.  8  art.  42.) 

e)  Lo  que  se  puede  pedir,  por  no  hallarse  previamente  inscrito 
el  dominio  del  que  aparece  como  trasferente  ó  gravante,  de  un 
título  cuya  inscripción  se  suspende  por  esa  falta.  (Art.  20  y 
núm.  9  del  42.) 

/)  La  que  previene  el  art.  318  del  Reglamento  cuando  no 
puede  inscribirse  un  derecho  real ,  por  no  estarlo  el  inmueble  á 
que  afecta. 

g)  La  que  ordena  el  art.  402  de  la  Ley  en  el  caso  de  no  po- 
derse inscribir  la  posesión,  por  existir  un  asiento  de  dominio 
contradictorio. 

h)  Lo  que  establece  la  regla  7.*  del  art.  405  de  la  Ley,  cuando 
un  contrato  privado  no  pueda  inscribirse  definitivamente  por 
contener  cláusulas  contrarias  á  las  leyes,  ambigüedad,  confu- 
sión ó  falta  de  algún  requisito  necesario  y  lo:5  interesados  con- 
vinieren en  su  reforma. 

Respecto  de  estas  anotaciones  téngase  presente,  que  según  el 
ai-t.  74  de  la  Ley  (V.  el  Comentario),  si  los  títulos  que  se  pre- 
sentan no  contienen  los  requisitos  necesarios  para  su  validez» 
pueden  expresarse  en  el  escrito  en  que  se  soHciten. 

i)  La  que  previene  el  art.  83  del  Reglamento  cuando  se  sus- 
pende la  cancelación  de  un  asiento  por  insuficiencia  del  título 
ó  por  dudarse  si  es  competente  el  Juez  que  la  ordene. 

Son  judiciales  las  que  se  ordenan  por  los  Tribunales  en  los 
juicios  de  su  competencia.  (V.  Resol.  14  Jun.  1864,  28  Jul.  y 
22  Ag.  1871.) 
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Figuran  en  este  grupo:  a)  Las  señaladas  con  los  números  1, 
2,  3,  4  y  5  del  art.  42  y  en  el  320  del  Reglamento. 

6)  Las  de  los  números  6  y  7  en  los  casos  antes  indicados  y  la 
de  legado  á  persona  incierta.  (Art.  49  de  la  Ley.) 

c)  La  del  compromiso  que  ha  contraido  el  retrayente  genti- 
licio de  conservar  la  finca  retraída  á  lo  menos  dos  años;  el  co- 
munero  de  no  vender  la  participación  del  dominio  retraído,  en 
cuatro,  y  el  del  dominio  directo  y  útil,  de  no  separarlos  en  seis. 
(Art.  1.628,  Ley  Enj.  civ.) 

En  realidad  esta  anotación  es  ociosa  porque  no  pudiendo 
enajenar  el  retrayente  mientras  no  tenga  inscrita  su  adquisi- 
ción, y  debiendo  constar  en  el  asiento  tales  condiciones;  si 
trasladara  el  dominio  antes  de  dichos  plazos ,  sería  ininscribible 
el  contrato. 

d)  La  de  embargo  decretado  en  juicio  criminal.  (Art.  42  del 
Reglam  y  604  de  la  Ley  de  Enjciv.) 

e)  La  que  con  arreglo  al  art.  49  de  la  Ley  puede  pedir  el  he- 
redero ó  cualquiera  que  tenga  interés,  respecto  al  legado  hecho 
á  persona  incierta. 

/)  La  de  próroga  del  plazo  en  que  duran  los  efectos  de  la  ano- 
tación por  defectos  subsanables.  (Art.  96  de  la  Ley.) 

^)  La  de  la  demanda  que  se  interponga  ante  los  Tribunales 
contra  la  calificación  del  Registrador.  (Art.  66  de  la  Ley.) 

h)  La  que  puede  pedirse  sobre  los  bienes  del  Registrador, 
cuando  propuesta  demanda  de  indemnización  no  parece  sufi- 
ciente la  fianza.  (Art.  328  de  la  Ley.) 

i)  La  que  concede  el  art.  393  de  la  Ley,  á  los  que  tuvieren  un 
derecho  real  de  los  que  se  pueden  anotar  preventivamente 
según  los  números  1.®,  2.^,  4.^,  5.^  y  7.o  del  art.  42. 

j)  La  de  demanda  de  preferencia  de  un  asiento  de  presen- 
tación. (R.  O.  de  11  de  Ag.  de  1880.) 

k)  La  que  según  la  regla  7.^  del  art.  407  de  la  Ley  procede 
tomar  de  la  demanda  oponiéndose  á  que  se  inscriban  bienes  en 
virtud  de  documento  privado. 

1)  La  de  esta  clase  de  documentos  en  el  caso  de  la  regla  8.* 
del  art.  407  de  la  Ley. 
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m)  La  concedida  por  el  art.  9.^  del  Decreto  de  8  de  Noviem- 
bre de  1875 ,  al  dueño  directo  de  vin  foral,  lugai*  ó  término  re- 
dondo, cuando  no  puede  determinar  las  suertes  ó  fincas  que  los 
componen. 

Son  de  oficio  las  que  ol  Registrador  está  obligado  á  hacer, 
aun  sin  pretensión  de  las  partes  ni  mandamiento  judicial  ó  gu- 
bernativo. 

Pertenecen  á  esta  clase: 

a)  La  que  procede  cuando  el  Registrador  consulte  alguna 
duda  que  impida  extender  algún  asiento  principal  en  el  Regis- 
tro. (Núm.  8,  art.  42  y  art.  277  de  la  Ley.) 

b)  La  que  se  toma  por  falta  de  índices.  ( Núm.  8  del  art.  42  y 
413  de  la  Ley.) 

c)  La  nota  marginal  á  que  se  refiere  el  párrafo  liltimo  del  ar- 
tículo 415  de  la  Ley ,  que  según  el  mismo ,  produce  los  efectos 
de  la  anotación  preventiva. 

d)  La  de  suspensión  de  anotación,  en  los  casos  de  la  regla  2.* 
del  art.  42,  y  párrafo  último  del  art.  64  del  Reglamento. 

e)  La  que  establece  el  art.  174  de  la  Ley,  en  el  caso  de  que 
los  documentos  que  presente  el  marido  con  el  objeto  de  inscri- 
bir la  dote  estimada,  no  sean  bastantes  para  extender  la  inscrip- 
ción hipotecaria  á  favor  de  la  mujer. 

/)  La  que  debe  tomarse,  cuando  se  presenten  á  un  tiempo 
dos  títulos  relativos  á  una  ñnca.  (R.  O.  de  11  de  Ag.  de  1880.) 

g)  La  que  previene  el  art.  2.^  de  la  Ley  de  15  de  Agosto 
de  1873,  en  el  caso  de  pérdida  ó  destrucción  de  los  libros  del 
Registro. 

Son  gubernativas  las  que  se  ordenan  por  las  Autoridades  que 
no  corresponden  al  orden  judicial. 

Se  cuentan  en  ellas: 

a)  Las  que  decretan  los  Alcaldes  en  los  expedientes  de  apre- 
mio contra  los  contribuyentes.  (Art.  92  de  la  Inst.  de  3  de  Dic. 
de  1869,  y  Ley  de  presupuestos  de  11  de  Jul.  de  1877.) 

b)  Las  de  embargo  que  decreten  las  Autoridades  en  expedien- 
tes gubernativos.  (Art.  21  del  R.  D.  de  11  de  Nov.  de  1864.) 
V.  Resol,  de  10  de  Nov.  1865. 
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c)  La  de  rescisión  ó  anulación  acordada  gubernativamente, 
de  una  venta  ó  redención  otorgada  por  el  Estado.  (Art.  24  de 
Ídem.) 

d)  La  de  declaración  de  quiebra  del  comprador  de  Bienes  Na- 
cionales por  no  haber  pagado  todo  el  precio.  (Art.  25  de  id.) 

En  los  §§  que  siguen  discm-riremos  sobre  las  anotaciones 
expresamente  mencionadas  en  el  art.  42 ;  reservando  para  el 
comentario  de  los  respectivos  artículos,  tratar  délas  que  éstos 
establecen. 

§  3.0 

Anofucion  de  demanda  relativa  á  bienes  imnmhles  y  derechos  rea- 
les. —  Bastante  explícito  el  núm.  1.^  del  art.  42  para  que  se  ne- 
cesite explicarlo,  haremos  sólo  notar  una  omisión  que  en  él  en- 
contramos. Limita  el  derecho  de  pedir  anotación  preventiva,  al 
que  demanda  la  propiedad  de  bienes  inmuebles  ó  la  constitución, 
declaración,  modificación  ó  extinción  de  cualquier  derecho 
real;  pero  no  está  comprendido  el  caso  de  demanda  de  propie- 
dad de  un  derecJio  real,  y  así  como  en  el  núm.  1.^  del  art.  2.^  del 
que  es  correlativo  el  del  42 ,  expresamente  se  declaran  inscri- 
bibles los  títulos  traslativos  de  dominio  de  los  derechos  reales; 
así  parece  que  en  éste  se  debió  hacer  expresa  mención  del  de- 
recho de  obtener  anotación  preventiva  de  la  demanda  de  pro- 
piedad de  cualquier  derecho  real. 

De  todos  modos  y  aunque  se  advierta  esa  omisión  en  la  letra 
del  núm.  1.^  del  art.  42 ;  no  cabe  duda  que  sería  contrario  á  su 
espíritu  negar  dicha  anotación,  y  así  se  declaró  en  13  de  Abril 
de  1868. 

No  basta  para  extenderla  deducir  la  demanda :  es  preciso 
además,  según  el  art.  41  del  Reglamento,  que  se  ofrezca  in- 
demnizar los  perjuicios  que  puedan  seguirse  al  demandado,  en 
caso  de  ser  absuelto;  debiendo  cumplirlo  en  virtud  del  compro- 
miso contraído  en  los  autos  (Sent.  de  22  de  Dic.  de  1871);  y 
que,  según  el  art.  43  de  la  Ley,  se  ordene  por  providencia  judi- 
cial, dictada  á  instancia  de  parte  legítima  y  en  méritos  de  do- 
cumento bastante,  al  prudente  arbitrio  del  Juez. 
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Plausible  es  esta  declaración  que  tiende  á  evitar  se  practi- 
quen anotaciones  de  demanda,  sin  que  haya  fundado  motivo 
para  suponer  algún  derecho  en  el  que  la  soUcita.  Cierto  que 
la  anotación  no  impide  que  se  enajenen  ni  graven  los  bienes 
inscritos  á  favor  del  demandado;  cierto  que  no  prejuzga  el  re- 
sultado del  juicio ;  pero  siempre  puede  influir ,  en  el  que  quiera 
contratar  sobre  una  finca ,  la  circunstancia  de  constar  anotada 
preventivamente  la  demanda  sobre  ella,  y  aimque  el  artícu- 
lo 41  del  Reglamento  exige  que  el  demandante  ofrezca  in- 
demnizar al  demandado,  caso  de  ser  éste  absuelto  de  los  per- 
juicios que  pudieran  seguírsele  de  la  anotación  ,  como  muchas 
veces  puede  ser  ilusorio  ese  ofrecimiento;  parécenos  muy  con- 
veniente que  los  Jueces,  ateniéndose  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 43,  se  nieguen  á  dictar  la  providencia;  mientras  con  la 
demanda  no  se  presente  documento  que  á  su  juicio  le  induzca 
á  pvGsxunír  prima  faciae,  que  algún  derecho  asiste  al  deman- 
dante. 

Algo  de  contradicción  parece  advertirse  entre  el  art.  43  de  la 
Ley  y  el  41  del  Reglamento. 

Declara  éste,  que  la  anotación  puede  pedirse  al  mismo  tiempo 
ó  después  que  se  propone  la  demanda:  que  en  el  primer  caso 
ordene  el  Juez  hacer  la  anotación,  al  admitir  la  demanda,  y  si 
se  pidiese  después  de  propuesta,  en  el  término  de  tercero  día. 
¿Se  opone  esto  á  la  facultad  que  el  art.  43  concede  al  Juzgado 
para  decidir  si  el  documento  que  se  presente  es  bastante  para 
que  esté  justificada  la  precaución  de  anotar?  Nó:  la  prescrip- 
ción del  art.  41  ha  de  entenderse  para  el  caso  de  que  el  Juez  es- 
time que  procede  anotar  la  demanda;  entonces  le  impone  el 
deber  de  dictar  la  providencia  al  admitirla;  pero  de  ningún 
modo  le  obliga  á  decretar  la  anotación,  siempre  que  admita  la 
demanda. 

Esto  sería  contrario  al  precepto  del  art.  43  de  la  Ley,  y  más 
aún  al  68,  que  declara,  que  la  providencia  decretando  ó  dene- 
gañido  la  anotación,  es  apelable- en  un  solo  efecto.  Conforme 
con  la  tesis  que  sustentamos,  el  Centro  directivo  considera 
en  la  Resol,  de  19  de  En.  de  1877,  «que  el  art.  43  de  la  Ley 
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atribuye  á  los  Jueces  la  facultad  de  conceder  ó  negar  la  anota- 
ción de  las  demandas.  »  Por  todo  lo  expuesto  parécenos  que  el 
párr.  2.^  del  art.  41  quedaría  más  claro  redactándose  del  mo- 
do siguiente:  «  El  Juez  ó  Tribunal,  al  admitir  la  demanda, 
proveerá  acerca  de  la  admisión  ó  denegación  de  la  anotación 
solicitada,  y  si  ésta  se  pidiese  después,  en  el  término  de  ter- 
cero día.» 

También  ha  de  tomarse  anotación  de  la  demanda  de  secues- 
tro y  posesión  interina  de  la  finca  que  decrete  el  Juez,  en  vir- 
tud de  lo  dispuesto  en  el  art.  16  del  Decreto  de  5  de  Feb.  de 
1869,  sobre  instituciones  de  crédito. 

Cuando  la  anotación  se  pide  al  presentar  la  demanda,  se 
concede  ó  se  niega  sin  oir  á  la  persona  contra  quien  se  recla- 
ma ;  puesto  que  debiendo  decretarse  la  petición  al  admitir  la  de- 
manda, no  hay  aún  pai-te  reconocida.  Cuando  se  pide,  después 
de  interpuesta  la  demanda;  en  la  práctica  se  acostumbra  á 
dar  traslado  al  reo  (1);  porque  siendo  una  providencia  que 
le  peijudica,  en  buenos  principios  no  puede  decretarse  sin  oir 
al  que  ya  es  parte  en  el  juicio,  cuando  la  Ley  no  lo  prohibe  ex- 
presamente. Corrobora  esta  opinión  el  que  el  art.  43  del  Regla- 
mento consigna  los  casos  en  que  no  puede  suspenderse  la  ano- 
tación por  resistirlo  la  parte  contraria ,  y  entre  ellos  no  se  halla 
el  de  las  demandas  de  propiedad  ó  de  derechos  reales ,  de  don- 
de se  infiere  que  en  éstas  puede  haber  y  estimarse  la  oposición, 
y  para  que  la  haya  y  se  estime,  es  necesario  que  al  demandado 
se  le  comuniquen  los  autos  para  que  alegue  contra  los  funda- 
mentos de  la  reclamación. 

Y  á  nuestro  parecer  como  no  hay  motivo  para  que  esta  doc- 
trina no  se  aplique  lo  mismo  cuando  la  anotación  se  pide  al 
proponer  la  demanda,  que  cuando  se  pide  después;  ya  que  la 


{\)  En  la  Audiencia  de  Valencia ,  con  motivo  de  haberse  pedido  la  anotación 
de  los  bienes  del  mayorazgo  fundado  por  D.  Francisco  Martínez  de  la  Raga ,  se 
tramitó  como  un  articulo  y  se  falló  concediendo  la  anotación  respecto  á  ciertas 
fincas  que  ]>oseia  el  demandado ,  y  se  denegó  respecto  á  otras  que  no  se  hizo 
constar  que  las  poseyese.  (Véase  lo  que  decimos  en  el  §  5*^  de  este  Comentario.) 
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Ley  determina  que  en  el  primer  caso  se  conceda  ó  se  niegue  al 
admitirla,  y  por  lo  tanto  sin  oir  á  la  parte;  parécenos  que  evi- 
tado ya  el  perjuicio  que  podría  seguirse  de  demorar  la  anota- 
ción, de  que  el  demandado  vendiese  la  finca  antes  de  que  cons- 
tase en  el  Registro ;  constando  ya  al  darse  al  reo  traslado  con 
emplazamiento  en  forma  de  la  reclamación  principal,  debería 
dársele  también  de  la  solicitud  de  anotación  para  fallar  sobre 
ella  definitivamente;  doctrina  conforme  con  la  Sentencia  del 
Tribunal  Supremo  de  17  de  Ab.  de  1873. 

La  providencia  en  que  se  conceda  ó  se  deniegue  la  anota- 
ción de  la  demanda  se  considera  definitiva  para  los  efectos  del 
recurso  de  casación;  porque  hace  imposible  que  continúe  dis- 
cutiéndose, acerca  del  derecho  de  obtener  aquella  garantía  por 
medio  del  asiento  correspondiente  en  el  Registro  de  la  propie- 
dad. (Sent.  de  14  de  En.  de  1868.) 

Téngase  muy  presente  que  sólo  en  este  sentido  se  consideran 
definitivas ;  pues  esencialmente,  como  no  declaran  derecho  algu- 
no, se  encuentran  en  el  caso  de  todas  las  anotaciones  judiciales 
acordadas  para  garantir  las  consecuencias  de  un  pleito  que,  no 
sólo  no  son  sentencias  definitivas,  sino  que  ni  aun  el  nombre 
de  sentencias  puede  dárseles;  como  lo  declaró  el  Tribunal  Su- 
premo en  23  de  Set.  de  1873. 

Según  Resol,  de  19  de  En.  de  1877,  las  facultades  del  Regis- 
trador acerca  de  los  mandamientos  ordenando  la  anotación  de 
demanda,  se  Hmitan  á  poder  calificar  las  formaüdades  extrín- 
secas que  deba  reunir,  y  no  puede  negar  la  anotación  por  el 
motivo  de  no  estar  comprendida  ésta  en  el  núm.  1.*^  del  art.  42 
de  la  Ley';  suponiendo  que  al  hacerlo  así,  califica  los  fundamen- 
tos de  la  providencia  judicial  que  la  ordena  para  lo  cual  no 
tiene  competencia. 

Negamos  la  suposición :  lo  que  el  Registrador  examina,  no 
son  las  razones  en  que  el  Juez  se  haya  fundado  para  decretar 
la  anotación  de  la  demanda,  sino  la  clase  de  esta,  para  conocer 
si  se  halla  entre  las  que  pueden  anotarse  con  arreglo  á  la  Ley  y 
esto  es  de  su  exclusiva  competencia;  sin  que  bastara  á  eximirle 
de  la  responsabiüdad  en  que  incurre,  si  hiciere  una  anotación 
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no  autorizada  por  la  Ley,  alegar  que  había  obrado  cumpliendo 
la  providencia  judicial. 

Por  ello  creemos,  que  no  obstante  el  mandamiento  ordenando 
la  anotación;  puede  denegarse  ésta,  si  la  demanda  no  es  de  las 
comprendidas  en  el  núm.  1.^  del  art.  42  de  la  Ley. 

No  cesaremos ,  sin  embargo,  de  encarecer  lo  delicada  que  es 
de  suyo  esta  materia,  según  expusimos  en  el  §  45  del  Comen- 
tario al  art.  18:  que  sube  de  punto  la  dificultad,  si  la  anotación 
se  resuelve,  oida  ante  la  persona  interesada  y  causando  ejecuto- 
ria la  providencia;  y  que  en  caso  de  duda,  como  son  menos 
los  perjuicios  que  se  siguen  de  anotar  indebidamente,  que  los 
que  podrían  sobrevenir  no  anotando  la  demanda,  deben  los 
Registradores  cumplir  las  providencias  judiciales;  pues  además 
de  evitar  de  esta  manera  gastos  á  las  partes  y  conflictos  entre 
Autoridades;  nunca  podrían  ser  condenados  á  la  indemnización 
en  materia  opinable,  abonada  su  conducta  además  con  la 
autoridad  moral  ,  que  le  presta  el  acuerdo  de  los  Tribu- 
nales. 

Se  ha  dudado  si  estaría  comprendida  en  el  núm.  l.o  del  ar- 
tículo 42  de  la  Ley ,  para  el  efecto  de  poderse  tomar  la  anota- 
ción ,  la  demanda  pidiendo  la  nuUdad  de  una  escritura  de  can- 
celación de  hipoteca. 

Los  que  sostienen  la  negativa  se  fundan  en  que  el  citado 
número  sólo  comprende  los  casos  de  constitución,  modifica- 
ción,  declaración  ó  extinción  de  un  derecho  real,  y  estando 
taxativamente  señalados,  no  ha  de  extenderse  á  otros. 
No  somos  de  esa  opinión. 

Las  anotaciones  preventivas  tienen  por  objeto  evitar  cual- 
quier perjuicio  que  puedan  sufrir  los  interesados  en  cuanto  á 
sus  derechos  sobre  bienes  inmuebles,  y  aunque  no  rigurosa- 
mente dentro  de  la  letra,  cabe  dentro  del  espíritu  del  núm.  l.<> 
del  art.  42  do  la  Ley,  la  anotación  de  que  se  trata;  porque  la 
consecuencia  lógica  de  decretarse  la  nuUdád  que  se  pretende  en 
la  demanda,  es  declarar  la  subsistencia  del  derecho  real,  como 
si  la  inscripción  no  se  hubiera  cancelado.  Por  ello ,  si  se  toma 
anotación  preventiva  de  la  demanda,  se  evita  el  perjuicio  que 
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se  irrogaría  al  acreedor,  si  inscrita  la  cancelación  pasase  la 
finca  como  libre  á  poder  de  un  tercero. 

También  ha  ocurrido  la  duda,  de  si  está  comprendida  en  di- 
cho núm.  1.°  la  demanda  interpuesta  con  el  objeto  de  que  el 
que  trasmite  ó  grava  una  finca  subsane  el  defecto  de  no  estar 
inscrito  á  su  favor. 

Difícilmente  puede  ocurrir  el  caso,  hoy  que;  según  el  art.  7.** 
de  la  Instrucción  sobre  la  manera  de  redactar  los  instrumentos 
públicos  sujetos  á  registro ;  á  falta  de  los  títulos  de  propiedad 
que  el  transferente  ha  de  presentar  al  Notario ,  ha  do  indicarse 
el  libro  y  folio  en  que  consta  inscrito  su  derecho ;  pero  si  tal 
sucediera,  y  el  Ret^istrador  en  cumphmiento  de  su  deber  sus- 
pendiese la  inscripción,  y  el  adquirente  interpusiera  la  deman- 
da á  que  aludimos ,  no  procede  á  nuestro  juicio  su  anotación; 
porque  esa  demanda  es  puramente  personal,  y  no  puedo  tener 
cabida  en  el  Registro.  Si  el  adquirente  no  tuvo  la  prevención  de 
cerciorarse  de  si  constaba  inscrito  el  derecho  del  que  se  lo  tras- 
mitió, cúlpese  á  sí  mismo,  y  válgase  en  todo  caso  de  los  medios 
que  le  concede  la  Ley  Hipotecaria,  gestionando  la  inscripción 
del  dominio,  ó  al  menos  la  de  la  posesión  del  trasmitente;  ya 
que  la  inscripción  puede  pedirla  cualquiera  que  tenga  interés 
en  ello. 

¿Será  anotable  la  demanda  de  retracto,  cuando  no  consta 
inscrito  el  derecho  del  que  la  interpone? 

Indudablemente.  En  cuanto  al  retracto  convencional  no  fal- 
ta quien  ha  creído,  que  no  siendo  inscribible  el  derecho  de  re- 
tracto, por  no  ser  derecho  real;  tampoco  procede  que  se  anote 
la  demanda  de  retracto.  Los  que  de  este  modo  discurren ,  con- 
funden la  demanda  de  retracto,  con  la  de  reconocimiento  de 
ese  derecho.  La  primera  es  anotable  porque  se  pide  la  propie- 
dad de  bienes  inmuebles;  la  segunda  no  lo  es,  porque  lo  que 
se  pide  es  que  se  reconozca  im  derecho  que,  según  la  legislación 
vigente,  es  de  naturaleza  personal,  y  tal  demanda  no  está  com- 
prendida en  el  núm.  L^  del  art.  42  de  la  Ley.  (V.  el  §  14  de 
este  Comentario.) 
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§4.° 


Anotación  de  embargo.  —  Limitado  por  el  núm.  2.^  del  art.  42 
de  la  Ley  el  derecho  de  pedir  anotación  preventiva,  al  que  en 
juicio  ejecutivo  obtuviese  mandamiento  de  embargo  que  se  haya 
de  efectuar  en  bienes  raices  del  deudor;  lo  amplió  el  42  del  Re- 
glamento, á  todo  embargo  de  bienes  inmuebles  ó  derechos  rea- 
les decretado  en  juicio  civil'ó  criminal;  estando  hoy  consignado 
en  la  vigente  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal  (art.  604),  que 
cuando  se  decrete  el  embargo  de  bienes  inmuebles,  se  expida 
mandamiento  para^que  se  haga  la  anotación  prevenida  en  la 
Ley  Hipotecaria. 

Con  arreglo  á  las  mencionadas  disposiciones  se  anotará  en 
el  Registro : 

1.°  El  embargo  preventivo.  (Art.  L409  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento civ.) 

Aun  cuando  la  Hipotecaria  no  autoriza  expresamente  la 
anotación  de  estos  embargos ,  deben  entenderse  comprendidos 
en  el  parr.  2.^  del  art.  42 ;  pues  en  reahdad  no  son  más  que 
dihgencias  previas  del  juicio  ejecutivo. 

2.^    El  decretado  en  el  juicio  ejecutivo.  (Art.  1.453  id.) 

3.^  El  decretado  en  el  juicio  de  concurso  de  acreedores.  (Ar- 
tículo 1.175  id.) 

4.0  El  decretado  en  el  procedimiento  de  apremio  en  nego- 
cios mercantiles.  (Art.  1.549  id.) 

5.0  El  decretado  en  juicio  criminal.  (Ai-t.  604  de  la  Ley  de 
Enjuic.  crim.) 

6.0  El  decretado  para  la  ejecución  de  las  sentencias  civiles 
y  criminales.  (Resol,  de  6  de  Nov.  de  1879. ) 

7.0  El  dictado  en  rebeldía  del  demandado  con  arreglo  al 
artículo  762  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  pesa  sobre 
todo  el  valor  de  la  finca,  implicando  la  prohibición  absoluta  de 
venderla,  gravarla  y  obHgarla.  (Art.  764.) 

8.®  El  decretado  en  virtud  del  precepto  del  art.  1.428  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil;  pues  aunque  expresamente  no  se 
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refiere  al  embargo,  faculta  al  Juez  para  adoptar  en  determina- 
dos casos  y  á  fin  de  asegurar  la  sentencia  que  en  su  dia  recai- 
ga en  juicio  en  que  se  reclamen  créditos  personales,  las  dispo- 
siciones que  estime  convenientes,  y  entre  estas  consideramos 
comprendidas  la  de  embargar  bienes  del  demandado. 

9.^  El  decretado  para  la  seguridad  del  pago  de  alimentos, 
que  si  bien  tan  sólo  se  autoriza  expresamente  para  los  que  se 
señalan  á  personas  depositadas;  lo  creemos  extensivo  por  ana- 
logía á  todos  los  casos  en  que  se  deban  alimentos  y  no  estén 
suficientemente  garantidos.  (Art.  1.917  id.) 

10.  El  decretado  contra  los  bienes  que  posean  las  Compa- 
ñías de  ferro-carriles,  que  no  formen  parte  del  camino  ó  no 
sean  necesarios  al  movimiento  y  explotación  del  mismo.  (Ar- 
tículo 5.0  de  la  Ley  de  12  de  Nov.  de  1869.) 

Dispone  el  art.  1.448  de  la  misma  Ley  de  Enjuiciamiento ,  re- 
produciendo la  prescripción  del  3.^  de  la  Ley  antedicha  de  1869; 
que  no  se  haga  embargo  en  las  vías  férreas  abiertas  al  servido 
público,  ni  en  sus  estaciones,  almacenes,  talleres,  terrenos,  obras 
y  edificios  que  sean  necesarios  para  su  uso ,  y  aunque  no  es  de 
suponer  que  con  infracción  de  ese  precepto  se  decrete  el  em- 
bargo; si  llegara  á  suceder,  ¿estaría  el  Registrador  obligado  á 
extender  la  anotación  en  virtud  de  lo  que  dispone  el  párr.  2.o 
del  art.  43  de  la  Ley  Hipotecaria?  Creemos  que  no;  porque 
este  artículo  no  ha  de  entenderse  tan  en  absoluto  que  autorice 
la  anotación  de  todo  embargo  decretado ,  sin  tener  en  cuenta  si 
es  váhdo  ó  nulo ,  y  si  procede  ó  no  anotación ,  según  otras  dis- 
posiciones legales ,  y  por  ello  opinamos  que  ha  de  aplicarse  sólo, 
cuando  el  inmueble  sea  susceptible  de  embargo,  y  el  manda- 
miento no  contenga  vicio  de  nulidad. 

11.  El  decretado  por  las  Autoridades  en  expedientes  guber- 
nativos. (R.  D.  de  11  de  Nov.  de  1864.) 

Inmotivada  es  á  nuestro  juicio  la  duda  que  á  algunos  ha 
ocurrido  sobre  la  procedencia  de  la  anotación  de  embargo  de 
bienes  poseídos  pro  indiviso.  Los  que  opinan'que  no  procede, 
se  fundan  en  que  no  estando  determinada  la  propiedad ,  y  de- 
biendo recaer  el  embargo  sobre  la  finca  en  que  el  concíueño 
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de  la  persona  contra  quien  se  decreta ,  tiene  derecho  de  pro- 
piedad ;  puede  el  embargo  serle  perjudicial.  Aun  dando  por 
cierto  el  perjuicio,  es  en  todo  caso  consecuencia  de  la  pro  indi- 
visión  en  que  esté  la  tínca,  y  no  debe  por  ello  privarse  al  acree- 
dor del  derecho  de  asegurar  por  medio  del  embargo  de  bienes 
inmuebles  el  pago  de  la  deuda;  máxime  pudiendo  el  condueño 
usar  los  medios  legales  para  que  se  divida  la  finca. 

Más  fundada  es  la  duda  de  si  procede  tomar  anotación  pre- 
ventiva de]  embargo  de  la  parte  de  precio  no  satisfecha,  en  las 
ventas  á  plazo.  Conformes  nosotros  con  la  opinión  sustentada 
por  D.  Mariano  Blanco  en  La  Beforma  Legislativa,  números 460, 
461  y  462,  entendemos,  que  el  Registrador  no  debe  admitir 
tales  anotaciones;  porque  no  siendo  inscribible  la  transmisión 
del  derecho  de  cobrar  el  precio  aplazado,  según  indicamos  en 
el  §  3.0  del  Coment.  al  art.  11;  tampoco  ha  de  considerarse 
anotable  el  embargo  de  ese  derecho  puramente  per^owaZ. 

Deben  tener  presente  los  Registradores,  que  el  embargo  se 
ha  de  haber  hecho  efectivo  en  bienes  del  deudor,  requisito  in- 
dispensable para  que  proceda  la  anotación ,  y  que  decretado  el 
embargo,  es  obhgatoria  ésta. 

Así  lo  disponía  el  art.  953  de  la  Ley  de  Enj.  civ.  vigente  al 
pubUcarse  la  Hipotecaria,  cuyo  art.  43  confirmó,  con  relación  á 
los  Registros,  lo  establecido  respecto  de  las  Contadurías.  Como 
hoy  rige  la  Ley  de  Enj.  civ.  de  3  de  Feb.  de  1881,  la  cita  que  se 
hace  en  el  art.  43  de  la  Hip.  debe  entenderse  al  1.453  de  aquélla. 
Basta  para  que  los  bienes  embargados  se  supongan  del  deu- 
dor, que  aparezcan  inscritos  en  el  Registro  á  nombre  del  ejecu- 
tado; porque  el  Registrador,  por  sólo  este  motivo,  ha  de  consi- 
derarle dueño  de  ellos.  Esto  se  deduce  de  las  Resoluciones  de 
20  de  Marz.  y  3  de  Ag.  de  1879,  en  que  por  la  primera  se 
resuelve  que  había  de  limitarse  la  anotación  de  embargo  de 
unas  fincas  á  sólo  el  usufructo;  único  derecho  que  sobre  ellas 
tenía  inscrito  el  deudor;  y  por  la  segunda  se  declara,  que  el 
embargo  de  unos  bienes  hipotecados  era  anotable;  aunque  pa- 
recían pertenecer  á  im  vínculo  electivo;  por  estar  inscritos  como 
libres  en  favor  del  hipotecante,  á  la  sazón  ejecutado. 

TOMO  ra  7 
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Si  alguno  pretende  que  los  bienes  embargados  no  pertenecen 
al  deudor,  que  en  el  Registro  aparece  como  dueño,  y  presentara 
escritura  de  adquisición  anterior  al  mandamiento,  el  Registra- 
dor la  inscribirá;  pero  no  cancelará  la  anotación  del  embargo, 
mientras  el  Tribunal  no  lo  determine.  Si  del  Registro  aparecie- 
se que  los  bieues  estaban  inscritos  á  favor  de  persona  distinta 
del  ejecutado,  denegará  la  anotación;  y  si  no  estuvieren  inscri- 
tas á  favor  de  nadie;  la  suspenderá  hasta  que  aquel  á  quien 
interese  (si  pretende  en  ambos  casos,  que  el  dueño  verdadero 
es  el  ejecutado),  logre  por  los  medios  legales  que  se  inscriban 
á  nombre  del  deudor  y  á  continuación  se  anote  el  embargo. 

Si  el  dueño  de  los  bienes  embargados  se  negase  á  presentar 
títulos  para  la  inscripción,  y  también  á  gestionar  la  posesión; 
puede  promover  el  expediente  el  interesado  en  el  embargo  ó  el 
Promotor  en  su  caso.  (R.  O.  de  11  de  May.  de  1863  y  Resol,  de 
12  de  Marz.  de  1864.)  De  cómo  ha  de  entenderse  dicha  R.  O. 
tratamos  después. 

Antes  de  practicar  la  anotación  de  embargo  recordarán  los 
Registradores  lo  dispuesto  en  el  art.  42  del  Reglamento,  tomado 
de  la  R.  O.  de  11  de  Mayo  de  1863,  cuya  inteHgencia  no  deja 
de  ofrecer  dudas,  si  se  tienen  en  cuenta  otras  disposiciones  de 
la  Ley  y  Reglamento. 

En  absohito  dispone  la  regla  1.^,  que  si  la  propiedad  de  las 
fincas  embargadas  aparece  inscrita  á  favor  de  persona  que  no 
hubiere  sido  aquella  contra  quien  se  hubiere  decretado  el  em- 
bargo, se  deniegue  la  anotación,  y  si  este  precepto  hubiera  de  en- 
tenderse tan  en  absoluto  como  está  escrito;  lo  que  supondriá  des- 
conocimiento de  los  efectos  de  las  inscripciones  de  hipotecas; 
haría  ilusorio  el  art.  133  de  la  Ley  Hipotecaria,  que  previendo 
el  caso  de  que  las  fincas  hipotecadas  estén  en  poder  de  terce- 
ros poseedores,  declara,  que  esto  no  impide  que  se  despache  el 
mandamiento  de  ejecución  contra  los  bienes  hipotecados.  Re- 
servando para  el  Comentario  á  dicho  artículo  exponer  nuestra 
opinión  acerca  de  si  anotado  el  embargo  se  asegura  ó  no  más 
el  derecho  del  acreedor  hipotecario;  tenemos  por  cierto,  que  la 
regla  1.»  del  art.  42  no  es  apUcable  al  caso  en  que  se  solicita  la 
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anotación  de  mandamiento  de  embargo  de  fincas  hipotecadas, 
si  la  hipoteca  consta  inscrita;  aunque  la  propiedad  aparezca  á 
favor  de  persona  distinta  del  ejecutado. 

Además  de  servir  de  fundamento  á  nuestra  opinión  el  artícu- 
lo 133  de  la  Ley,  la  corroboran  el  105,  según  el  cual  las  hipote- 
cas sujetan  directa  é  inmediatamente  los  bienes  sobre  que  se 
imponen,  al  cumplimiento  de  ^as  obligaciones  respectivas  cual- 
quiera que  sea  su  poseedor  y  el  primer  considerando  de  la  Re- 
solución de  3  de  Ab.  de  1877. 

La  práctica  seguida  en  algunos  Registros;  antes  de  la  pro- 
mulgación del  Decreto  de  20  de  Mayo  de  1880,  que  declara 
cómo  ha  de  entenderse  el  art.  82  de  la  Ley;  dejando  sin  cance- 
lar las  segundas  y  posteriores  hipotecas,  cuando  vendida  la  finca 
ó  adjudicada  al  primer  acreedor,  no  había  sobrante  para  pagar 
á  los  posteriores;  engendra  la  duda  de  si  siguiéndose  juicio  eje- 
cutivo contra  el  deudor,  y  expedido  mandamiento  de  embargo 
de  la  finca  hipotecada  después  de  inscrita  á  nombre  del  primer 
acreedor,  procede  tomar  la  anotación.  Consecuentes  con  nues- 
tra teoría  respecto  á  la  inteligencia  de  la  regla  l.a-  del  art.  42 
del  Reglamento,  teniendo  presente  lo  dispuesto  en  el  133  de  la 
Ley,  creemos  que  no  debe  ser  obstáculo  para  anotar,  el  que  la 
finca  esté  en  poder  de  un  tercero;  aunque  es  indudable  ({ue  si 
el  primer  acreedor  interpone  tercería  de  dominio  en  el  juicio 
ejecutivo,  ha  de  ser  vencido  el  demandante^  y  la  anotación  del 
embargo  no  surtirá  ningún  efecto. 

Molestia  es  para  el  nuevo  dueño;  pero  molestia  que  puede 
evitar  pidiendo  la  cancelación  de  las  inscripciones  de  liipotecas 
que  aún  existan  indebidamente,  con  arreglo  al  decreto  mencio- 
nado que,  como  declarativo,  tiene  retroacción. 

No  cumpliéndose  en  Francia  los  exhortos  que  se  remiten 
para  el  embargo  ó  secuestro  de  bienes  de  sus  naturales;  se 
mandó  por  el  R.  D.  de  11  de  Nov.  de  18(34  que  se  estuviese 
á  la  recíproca;  por  consiguiente,  el  Registrador  no  anotará  nin- 
gún embargo  ó  secuestro  de  bienes  de  Españoles,  cuyo  manda- 
miento proceda  de  Autoridades  ó  Tribunales  franceses. 

Por  Resol,  de  30  de  Nov.  de  1874  se  declara  que  el  asiento 
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de  presentación  de  un  título  traslativo  de  dominio  de  una  fin- 
ca embargada  al  ejecutado ,  impide  la  anotación  del  manda- 
miento ;  aunque  este  sea  de  fecha  anterior  á  la  en  que  se  pre- 
senta la  escritura.  (V.  el  §  9.o  del  Com.  al  art.  17.) 

Ha  dB  tenerse  en  cuenta,  para  fijar  el  sentido  de  la  regla  1.*, 
del  art.  42  del  Reglamento,  que  entre  ésta  y  el  párr.  3.^  art.  6á  del 
mismo  existe  una  contradicción  aparente  de  la  que  trataremos 
en  el  §  14  de  este  Coment.  (V.  la  R.  O.  de  11  de  Mayo  de  1863, 
y  Resols.  de  18  de  Jim.,  11  y  28  de  Jul.,  y  7  de  Ag.  de  1863.) 

No  terminaremos  este  §  sin  recordar,  aunque  hoy  no  rijan, 
el  Decreto  de  18  de  Jul.  de  1874,  por  el  que  se  autorizó  al 
Gobierno  para  embargar  los  bienes  de  las  personas  incorpo- 
radas á  las  fuerzas,  ó  que  sirvieran  á  la  causa  carlista;  el  ar- 
tículo 12  de  la  Inst.  de  5  de  Ag.  del  mismo  año,  previniendo 
que  tales  embargos  se  inscribieran  conforme  á  derecho  en  los 
Registros  de  la  propiedad,  y  el  8.^  de  la  de  14  de  Jul  de  1875, 
derogatoria  de  la  anterior,  según  el  cual,  terminado  el  semes 
tre,  el  Gobernador  había  de  ponerlo  en  conocimiento  de  los 
Registradores  para  que  se  hicieran  en  los  libros  las  anota- 
ciones correspondientes.  (V.  la  Resol,  de  29  de  Nov.  de  1876, 
según  la  que,  los  asientos  hechos  por  funcionarios  ilegítimos,  se 
reputan  válidos  en  los  términos  que  previene  el  R.  D.  de  21  de 
Jun.  del  mismo  año,  y  la  Resol,  de  8  de  Ag.  de  1870.) 

§  5.0 

Anotación  de  ejecutoria,  —  Substituida  la  Ley  de  procedimien- 
tos vigente  al  pubUcarse  la  Hipotecaria,  conviene  advertir:  que 
la  cita  hecha  en  el  núm.  3.^  del  artículo  que  comentamos,  del 
Tít.  xvni;  Parte  1.^,  de  la  Ley  de  Enj.  civ.,  debe  referirse  al 
Tít.  vm,  Lib.  n  de  la  nueva,  publicada  en  3  de  Feb.  de  1881. 

Como  en  dicho  núm.  3.^  se  dice  que  se  anoten  las  sentencias 
que  deban  llevarse  á  efecto  por  los  trámites  establecidos  en  el 
Tít.  xvm,  Parte  1.*,  parece  que  no  están  incluidas  las  pronun- 
ciadas por  Tribunales  extranjeros,  cuyo  cumplimiento  se  con- 
signa en  la  Parte  2.» 
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Por  tanto,  si  por  resistencia  del  condenado  por  Tribunales 
españoles,  ha  de  llevarse  la' ejecutoria  á  efecto  por  los  trámites 
antedichos,  podrá  decretarse  su  anotación. 

Partiendo  de  este  supuesto  advertimos:  que  con  arreglo  á  la 
nueva  Ley  de  Enj.  civ.  no  son  sólo  anotables  las  sentencias 
condenando  al  pago  de  cantidad  líquida  y  determinada;  sino 
también  las  que  contengan  condena  de  hacer  ó  de  no  hacer,  ó 
de  entregar  alguna  cosa  ó  cantidad  ilíquida;  pues  según  los 
arts.  921  y  923  de  la  citada  Ley,  en  todos  estos  casos  procede 
el  embargo  de  bienes  del  deudor. 

A  juzgar  sólo  por  lo  quQ  dice  el  art.  42  de  la  Ley,  las  ejecu- 
torias á  que  se  refiere  en  el  núm.  3.^  podrían  anotarse  en  el 
Registro  tan  luego  como  legalmente  adquiriesen  el  carácter  de 
tales;  pero  como  el  44  del  Reglamento  prohibe  que  las  anota- 
ciones se  verifiquen ,  hasta  que  para  la  ejecución  de  la  senten- 
cia se  manden  embargar  bienes  inmuebles  (en  los  que  están 
comprendidos  los  derechos  reales)  del  condenado  por  ella,  en 
la  forma  prevenida,  respecto  al  juicio  ejecutivo;  estimamos  que 
la  sentencia  ejecutoria  por  sí  sola  no  es  anotable. 

No  ha  sido  ciertamente  muy  pródiga  la  Ley  Hipotecaria  en 
dar  derechos  á  los  acreedores  puramente  personales.  Hasta  que 
obtienen  sentencia  y  ésta  se  halle  en  vías  de  ejecución,  no  puede 
hacerse  constar  en  el  Registro  la  obligación  personal;  y  ya  se 
comprende  cuan  fácil  es,  mientras  el  juicio  se  sigue,  hacer  ilu- 
sorio el  fallo.  Por  eUo  aplaudimos  el  art.  1.428  de  la  vigente  Ley 
de  Enj.  civ.  que,  en  nuestro  concepto,  autoriza  al  Juez  para 
embargar  bienes  al  demandado  por  crédito  personal,  según  ex- 
pusimos en  el  §  anterior. 

Concretándose  el  art.  43  del  Reglamento  á  la  anotación  do 
las  ejecutorias  y  providencias  embargando,  interviniendo,  po- 
niendo en  secuestro  ó  prohibiendo  enajenar  bienes  determi- 
nados ;  declara,  que  no  puede  excusarse  ni  supenderse  por  opo- 
sición de  la  parte  contraria.  Algunos  creen  que  el  art.  43  se 
dictó  con  el  objeto  de  que  después  de  presentada  en  el  Registro 
el  mandamiento  ordenando  la  anotación,  no  pueda  el  Registra- 
dor excusarla  ni  suspenderla ,  á  virtud  de  gestiones  que  en  la 
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oficina  hiciese  la  parte  contraria.  Si  tal  hubiese  sido  el  objeto 
del  art.  43,  parécenos  ociosa  su  declaración:  aun  sin  ella,  no 
debería  el  Registrador  excusar  la  anotación;  porque  con  arreglo 
á  los  principios  de  la  Ley  Hipotecaria,  aquel  funcionario,  para 
calificar  si  procede  ó  no,  inscribir  ó  anotar  un  título;  sólo  debe 
atenerse  á  lo  que  del  mismo  y  de  los  libros  resulte,  sin  que  le 
sea  lícito  calificar  en  virtud  de  otros  documentos,  ni  por  consi- 
guiente de  los  que  pudiera  presentar  la  parte  contraria. 

En  nuestro  concepto,  el  art.  43  no  se  refiere  al  caso  antedicho, 
sino  al  de  que  no  pueda  ordenarse  por  el  Juzgado  la  suspen- 
sión de  la  anotación  preventiva,  una  vez  expedido  el  manda- 
miento; doctrina  con  la  cual  no  estamos  conformes,  porque 
coartaría  las  falcultades  del  Juzgado  y  modificaría  el  procedi- 
miento, cosas  extrañas  á  la  Ley  Hipotecaria. 

En  apoyo  de  nuestra  opinión,  podemos  citar  la  Sentencia 
del  Tribjunal  Supremo  de  17  de  Ab.  de  1873.  El  Juez  del  dis- 
trito de  Palacio  en  esta  Corte,  en  pieza  separada  y  sin  oir  al 
demandado,  prohibió  la  enajenación  del  coto  redondo  titulado 
Valdebora,  propio  de  Víctor  Garay,  á  petición  de  Doña  Nicola- 
sa  Pérez  de  Baonza:  apeló  Garay  de  la  providencia  que  revocó 
la  Sala.  Interpuesto  recurso  de  casación,  se  citó  como  infrin- 
gido el  art.  43  del  Reglamento  que  prohibe  que  la  anotación 
pueda  excusarse  ni  suspenderse,  ni  aun  á  pretexto  de  oposición 
de  la  parte  contraria.  El  Tribunal,  prescindiendo  por  completo 
del  precepto  absoluto  del  art.  43  y  consideranio  que  el  deman- 
dado Garay  no  había  sido  oido  en  el  incidente  promo^ádo  en 
los  autos  sobre  la  anotación  preventiva ,  y  que  por  tanto ,  era 
indudable  la  procedencia  con  que  la  Sala  sentenciadora  había 
revocado  el  auto  en  que  el  Juez  de  primera  instancia  estimó  la 
anotación ;  puesto  que  con  arreglo  al  art.  342  de  la  Ley  de 
Enj.  civ.,  formada  la  pieza  separada  para  sustanciar  dicho  inci- 
dente, ha  debido  darse  traslado  al  coütigante  por  seis  días;  de- 
clara no  haber  lugar  al  recurso  de  casación. 

De  esta  Sentencia  se  deducen  las  siguientes  consideraciones: 

1.a  Que  la  oposición  de  que  habla  el  art.  43 ,  se  refiere  á  la 
hecha  en  autos,  no  á  la  que  pudiera  hacerse  ante  el  RegLstra- 
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dor;  pues  si  así  no  fuese,  el  recurso  se  hubiera  desechado  por 
no  comprenderse  la  providencia  recurrida  en  el  precepto  del 
artículo. 

2.*  Que  no  pueden  decretarse  las  anotaciones  sin  oir  al  in- 
teresado, como  sostmómos  anteriormente. 

3.»  Que  si  es  indispensable  oir  al  interesado,  cabe  la  oposi- 
ción, y  si  cabe  la  oposición,  cabe  que  en  su  virtud  se  excuse  6 
se  suspenda  la  anotación. 

4.*  Que  si  la  tramitación  es  la  marcada  para  los  incidentes; 
cabe  también  la  apelación,  y  por  ello  que  se  revoquen  el  auto 
en  que  se  manda  la  anotación. 

5.a  Que  en  oposición,  el  precepto  del  art.  43  del  Reglamen- 
to de  la  Ley  Hipotecaria,  con  el  art.  342  de  la  Ley  de  Enj.  civ. 
(749  de  la  moderna)  prevalece  éste  en  las  decisiones  judiciales. 

Aunque  el  núm.  3.^  del  art.  42  de  la  Ley,  parece  que  Umita 
la  anotación  á  las  ejecutorias  recaídas  enjuicio  civil;  la  Direc- 
ción, teniendo  en  cuenta  el  art.  42  del  Reglamento,  declaró  en 
6  de  Nov.  de  1879,  que  procedía  la  anotación  de  un  embargo 
de  bienes  decretado  en  expediente  de  ejecución  de  sentencia  en 
juicio  criminal. 

También  es  apUcable  á  los  embargos  decretados  para  llevar 
á  efecto  lo  convenido  en  acto  de  conciliación ;  pues  por  más 
que  este  no  sea  un  juicio  propiamente  dicho ,  el  art.  476  de  la 
Ley  de  Enj.  civ.  dispone  que  para  su  cumplimiento  se  obser- 
ven los  trámites  establecidos  para  la  ejecución  de  sentencias  en 
juicios  verbales,  trámites  que  según  el  art.  738  de  la  misma  Ley, 
son  iguales  á  los  establecidos  para  la  de  los  demás  juicios,  sal- 
vo la  reducción  délos  términos.  La  Resol,  de  16  de  En.  de  1864, 
declara  que  si  bien  no  son  inscribibles  las  certificaciones  de  jui- 
cios verbales  ó  actos  de  conciliación  en  que  se  mande  ó  con- 
venga constituir  hipoteca,  mientras  no  se  otorgue  escritura  pú- 
blica, i)ueden  anotarse  preventivamente,  durante  los  procedi- 
mientos para  otorgarla.  Ahora  bien ,  ¿  bastará  que  se  presente 
el  testimonio  de  la  sentencia  ó  de  lo  convenido,  para  que  el  Re- 
gistrador tome  la  anotación  ?  Creemos  que  no ,  porque  consi- 
deramos comprendido  el  caso,  en  el  núm.  3.^  del  art.  42  de  la 
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Ley?  y  según  el  44  del  Reglamento,  no  podrá  verificarse  hasta 
que  para  su  cumplimiento  se  manden  embargar  bienes  inmue- 
bles. (V.  el  §  14  de  este  Com.,  respecto  de  la  anotación  del 
compromiso  que  contraiga  «1  retrayente  á  que  se  refiere  el  ar- 
tículo 1.628  de  la  Ley  de  Enj.  civ.) 

Ningún  Tribunal  podrá  despachar  para  la  ejecución  de  las 
sentencias  mandamientos,  ni  dictar  providencias  de  embargo 
contra  las  rentas  ó  caudales  del  Estado,  según  el  art.  9.o  de  la 
Ley  de  20  de  Feb.  de  1850:  ¿podrán  embargarse  inmuebles? 
Creemos  que  no ;  porque  la  razón  que  para  lo  primero  se  alega, 
de  que  el  cumplimiento  de  los  fallos  judiciales  declarando  de- 
rechos contra  la  Hacienda,  corresponde  á  los  Agentes  de  la 
Administración,  quienes  con  autorización  del  Gobierno  acorda- 
rán los  pagos  dentro  de  los  límites  que  señalan  las  Leyes  de  pre- 
supuestos y  las  reglas  establecidas  por  el  de  las  obligaciones 
del  Estado;  es  aplicable  igualmente  para  lo  segundo. 

Tampoco  son  inscribibles  las  sentencias  recaídas  en  actos  de 
jurisdicción  voluntaria  de  tutores  y  curadores  y  otros  de  esta 
índole;  aun  cuando  si  han  de  inscribirse  los  derechos  reales 
que  se  constituyan  para  la  seguridad  del  cargo. 

§  6.0 

Anotación  de  providencia  ordenando  el  secuestro  ó  prohibibiendo 
enajenar  inmuebles.  —  Entre  el  embargo  de  que  hemos  tratado 
en  el  §  4.^  y  el  secuestro,  median  diferencias  perceptibles.  El 
secuestro  puede  ser  voluntario  ó  forzoso ,  el  embargo  siempre 
es  forzoso :  el  secuestro  recae  en  cosa  sobre  la  que  pretendemos 
tener  derecho;  el  embargo  sobre  la  que  no  pretendemos  tener 
derecho,  sino  que  quede  sujeta  con  su  valor,  á  garantir;  y  en 
su  caso  á  satisfacer,  el  importe  de  las  responsabilidades  en  que 
se  declare  incurso  el  dueño :  el  secuestro  sólo  se  concede  en  los 
casos  taxativos  que  determinan  las  leyes ,  y  el  embargo  tiene 
lugar  siempre  que  el  Juez  lo  cree  necesario  por  razón  de  deuda 
■ó  deüto. 

El  núm.  4.0  del  art.  42  de  la  Ley  Hipotecaria ,  permite  la 
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anotación  de  providencias  de  secuestro  y  de  prohibición  de 
enajenar;  y  para  que  el  Registrador  proceda  á  extender  esta 
clase  de  anotaciones  es  preciso : 

1.®  Haberse  demamJado  en  juicio  ordinano  el  cumplimiento 
de  una.  obligación. 

2.*^  Haber  obtenido,  con  arreglo  á  las  leyes,  la  correspon- 
diente providencia. 

Si  la  demanda  no  se  ha  deducido  en  juicio  ordinario ,  ó  si  la 
providencia  ordenando  el  secuestro  ó  prohibiendo  la  enajena- 
ción no  se  obtuvo  con  arreglo  á  las  leyes ,  el  Registrador  ha  de 
negarse  á  extender  la  anotación.  (V.  Sent.  de  17  de  Abr.  de 
1873  y  Resol,  de  8  de  Jun.  de  1865,  13  de  Ag.  de  1867,  10  de 
May.  de  1869  y  7  de  Nov.  de  1879,) 

Un  ca^o  hemos  visto  en  la  práctica,  del  cual,  por  si  se  repi- 
te, conviene  que  tratemos.  Inscrita  en  el  Registro  la  posesión 
de  ciertas  fincas  á  favor  de  Pedro;  se  presentó  mandamiento 
ordenando  la  anotación  preventiva  de  la  providencia  dictada 
en  incidente  de  un  juicio  de  declaración  de  herederos  ábvntestato, 
prohibiendo  á  Pedro,  después  de  oido,  la  enajenación  de  aque- 
llas fincas. 

Dudaba  el  Registrador  si  el  caso  astaba  comprendido  en  el 
núm.  4.0  del  art.  42  de  la  Ley,  y  deseando  saber  nuestra  opi- 
nión, se  la  dimos  negativa;  porque  la  providencia  no  se  había 
dictado  en  juicio  ordinario.  Añadíamos  al  contestarle,  que  á  pe- 
sar de  ser  esa  nuestra  opinión  fundada  en  la  letra  de  la  Ley, 
creíamos  que  tal  vez  la  Dirección  interpretase  extensivamente 
lo  dispuesto  en  el  núm.  4.^  del  art.  42. 

No  tenemos  aún  noticia  de  que  se  haya  resuelto  de  un  modo 
terminante,  si  en  el  caso  aludido  procede  ó  no  el  anotar;, 
pero  de  una  Resol,  de  8  de  Jun.  de  1876,  aparece  que  en  el  Re- 
gistro de  Luarca  se  anotó  la  intervención  del  caudal  inventa- 
riado en  un  juicio  de  abitüestcUo ,  y  aunque  en  el  tercer  consi- 
derando se  pone  en  duda  la  vaUdez  de  la  anotación ;  no  es  por- 
que no  se  ordenó  en  juicio  ordinario,  sino  porque  los  bienes 
anotados  ni  resultaban  inscritos  á  nombre  del  causa -habiente 
de  los  que  la  solicitaron,  ni  eran  de  la  propiedad  de  éstos;  y 
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parecía  natural,  que  si  la  Dirección  hubiera  creido  improce- 
dente esa  anotación  por  no  resultar  ordenada  en  juicio  ordina- 
rio, lo  hubiese  indicado  así. 

Contra  el  argumento  que  de  aquí  podría  deducirse,  favora- 
ble á  la  anotación ,  prohibiendo  enajenar  bienes  inventariados, 
puede  oponerse  la  Resol,  de  22  de  Nov.  do  1880,  por  la  que  se 
confirma  la  nota  denegatoria  de  una  anotación  prohibiendo 
enajenar  bienes ,  por  el  defecto  insubsanable  de  no  demandarse 
en  juicio  ordinario  la  propiedad  ó  cumplimiento  de  alguna  obli- 
gación; pero  hay  que  tener  en  cuenta  una  diferencia  esencial 
entre  ambos  casos.  En  la  Resol,  de  8  de  Jun.  de  1876 ,  se  tra- 
taba de  la  prohibición  de  enajenar,  dictada  en  incidente  de 
juicio  de  ábintestato  y  según  el  art.  397  de  la  Ley  de  Enj.  civ., 
vigente  en  aquella  fecha,  y  1.030  de  la  que  hoy  rige;  no  se 
pueden  enajenar  los  bienes  inventariados,  y  si  estos  artículos 
han  de  tener  cumpüdo  efecto;  natural  es  suponer  en  el  Juez 
la  facultad  de  dictar  las  disposiciones  necesarias  para  ello,  y 
ninguna  más  eficaz  que  la  de  la  prohibición  de  enajenarlas. 
La  Resol,  de  22  do  Nov.  de  1880  se  refiere  al  caso  de  hallarse 
en  poder  de  un  tercero  las  fincas  embargadas  é  interponer  éste 
tercería  de  dominio,  y  no  hay  ni  en  la  Ley  Hipotecaria  ni  en 
la  de  Enjuiciamiento  civil,  precepto  alguno  que  faculte  al  Juez 
para  enajenar  las  fincas  inscritas  á  favor  del  tercero ;  cuando 
la  anotación  de  embargo  no  pudo  tener  lugar  por  no  figurar 
ya  en  el  Registro  á  nombre  del  ejecutante. 

Lo  mismo  decimos  respecto  de  la  Resol,  de  3  de  Jun.  de  1881 
en  que  también  se  confirma  la  nota  del  Registrador,  negándose 
á  anotar  un  mandamiento  prohibiendo  la  inscripción  de  títulos 
traslativos  de  dominio  de  (liertas  fincas ;  fundado  en  que  tal 
prohibición  no  se  había  decretado  en  juicio  ordinario. 

Dícese  en  el  segundo  considerando  de  esa  Resol. ,  y  lo  cree- 
mos cierto,  que  el  núm.  4.^  del  art.  42  so  inspiró  en  la  idea  de 
que  los  trámites  y  solemnidades  del  juicio  ordinario  son  una 
garantía  para  cl  derecho  de  propiedad.  En  su  virtud,  sólo  cuan- 
do expresamente  se  faculte  á  los  Jueces  para  adoptar  disposi- 
ciones que  tengan  por  objeto  garantizar  derechos  eventuales; 
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podrá  admitirse  iina  interpretación  extensiva  de  la  letra  del 
núm.  4.0  del  art.  42. 

Por  ello,  lo  más  seguro  es,  que  el  Registrador  deniegue  la  ano- 
tación de  los  mandamientos  prohibiendo  enajenar  inmuebles, 
si  no  se  decreta  en  juicio  ordinario  y  esperar  á  que  la  Dirección, 
según  los  casos,  resuelva  cuáles  pueden- considerarse  compren- 
didos en  el  precepto  del  núm.  4.^  del  art.  42. 

Con  arreglo  á  la  Ley  1.*,  Tít.  ix,  Part.  3.»  el  secuestro  judi- 
cial de  bienes  inmuebles,  puede  ordenarse:  1.^,  cuando  dada 
sentencia  definitiva  contra  el  poseedor  de  la  cosa  litigiosa  apela 
éste  de  ella  y  hay  sospecha  de  que  malbaratará  la  cosa  ó  disi- 
pará sus  frutos :  2.o ,  cuando  el  marido  dilapida  sus  bienes ,  y  la 
mujer  pide  que  le  entregue  su  dote  y  demás  que  le  pertenezca 
ó  que  se  ponga  todo  en  manos  de  persona  segura  que  lo  admi- 
nistre; disposición  confirmada  por  la  Ley  29,  Tít.  n,  Part.  4.*: 
3.^,  cuando  un  hijo  preterido  ó  injustamente  desheredado  pide 
á  sus  hermanos  instituidos  la  legítima  que  le  corresponde: 
4.0,  conforme  á  lo  dispuesto  en  la  nota  4.*,  Tít.  xxiv,  Lib.  xr 
Nov.  Recop. ,  cuando  se  litiga  sobre  la  tenuta  de  un  mayoraz- 
go. Hoy  ya  no  es  fácil  que  se  presente  este  caso:  5.^,  también 
tíene  lugar  el  secuestro,  según  doctrina  de  todos  los  Autores, 
cuando  se  teme  que  por  la  posesión  de  la  cosa ,  puedan  llegar 
los  contendientes  á  las  armas. 

El  último  caso  que  cuentan  como  de  secuestro  de  la  cosa ,  á 
saber,  el  que  se  decreta  por  razón  de  deudas  ó  delitos  del  dueño 
de  ella,  fundado  en  la  Ley  1.*,  Tít.  xxv,  Lib.  xi  de  la  Nov. 
Kecop. ;  pertenece  propiamente  á  los  embargos,  como  dejamos 
dicho. 

S^un  la  Resol,  de  19  de  May.  de  1863,  cuando  la  prohibi- 
ción de  enajenar  no  se  limita  á  bienes  determinados ,  sino  que 
€8  general ;  sólo  podrá  tener  lugar  la  anotación  de  los  que  re- 
sulten inscritos  á  favor  del  interesado ,  suspendiéndose  respecto 
de  los  no  inscritos  tampoco  á  nombre  de  otra  persona ,  hasta 
que  se  inscriban.  Después  de  dictada  esa  Resol. ,  se  dispuso 
por  otra  de  13  de  Ag.  del  mismo  afio;  que  equivocadamente 
figura  en  nuestra  Colección  legislativa  hipotecaria,  con  fecha 
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del  12 ;  que  en  los  Registros  se  llevase  un  libro  destinado  á  expre- 
sar los  nombres  de  los  sentenciados  á  la  pena  de  interdicción 
de  bienes  presentes  y  futuros.  Esta  disposición  se  declaró  ex- 
tensiva á  los  casos  de  incapacidad  para  administrar  y  disponer 
de  los  bienes,  por  Resols.  de  31  de  Ag.  de  1863  y  1.^  de  Jun. 
y  16  de  Dic.  de  1864;  y  aunque  no  está  expresamente  decla- 
rado que  se  aplique  al  caso  de  prohibición  absoluta  de  enaje- 
nar; parécenos  que  los  Registradores  obrarían  acertadamente 
haciendo  constar  en  el  indicado  hbro ,  por  medio  de  un  índice 
alfabético,  los  nombres  de  las  personas  á  quienes  se  hubiera 
impuesto  tal  limitación  en  el  dominio  de  sus  bienes.  (V.  el 
§  3.<^  del  Com.  al  art.  73.) 


§  7.0 

Qué  deberá  hacerse  cuando  las  fincas  anotables  no  estén  inscritas 
á  nombre  de  la  persona  contra  la  que  se  sigm  el  procedimiento. — 
Ateniéndose  el  Registrador  á  la  regla  1.*^  del  art.  42  del  Regla- 
mento de  29  de  Oct.  de  1870,  tomada  de  la  R.  O.  de  11  de 
May.  de  1863,  que  si  bien  sólo  menciona  los  embargos,  la 
creemos  aplicable  por  analogía  á  la  prohibición  de  enajenar  y 
al  secuestro ,  así  como  á  la  demanda  de  propiedad ;  parece  in- 
dudable, que  cuando  ésta  se  halle  inscrita  á  favor  de  una  per- 
sona que  no  sea  aquella  contra  la  que  se  haya  decretado  el 
embargo,  ha  de  denegarse  la  anotación ;  pero  si  se  consultan  las 
Resoluciones  dictadas,  ha  de  hallarse  motivo  para  larga  medi- 
tación y  detenido  estudio. 

Según  las  de  17  de  Ag.  de  1866,  21  de  Feb.  de  1870,  10 
de  Nov.  de  1876  y  19  de  En.  de  1877,  si  los  bienes  que  han 
de  ser  objeto  de  anotación  no  están  inscritos  á  favor  de  la  per- 
sona contra  quien  se  entable  la  demanda ,  procede  que  el  Re- 
gistrador la  deniegue;  y  lo  mismo  vienen  á  disponer  en  la 
esencia  las  de  3  de  Ab.  de  1877  y  20  de  Marz.  de  1879,  al  sen- 
tar la  doctrina  de  que  es  requisito  esencial  para  anotar  los  em- 
bargos, que  los  bienes  resulten  previamente  inscritos  á  favor 
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del  demandado;  debiendo  denegarse  cuando  estén  á  favor  de 
personas  distintas. 

Separándose  de  este  precepto  absoluto,  la  de  17  de  Jul. 
de  1876 ,  en  su  segundo  considerando,  dice  do  un  modo  termi- 
nante: que  no  es  requisito  esencial  para  verificarlas  anotaciones 
de  secuestro  ,  el  que  aparezca  inscrita  la  propiedad  de  la  finca 
á  nombre  de  los  demandados ,  si  lo  está  al  de  sus  causantes. 
Existen  también  las  de  8  de  Feb.  de  1877  y  31  de  Oct.  de  1878, 
en  cuyo  examen  conviene  nos  detengamos ,  si  bien  limitándolo 
á  la  parte  que  hace  relación  con  el  caso  propuesto. 

Los  hechos  extractados  de  los  Resultandos  de  la  de  8  de  Feb. 
de  1877,  son  los  siguientes:  \S^  En  los  Hbros  de  la  Contaduría 
de  Barcelona,  se  había  tomado  razón  déla  escritura  de  capítu- 
los matrimoniales  entre  D.  Miguel  Ribas  y  Josefa  Ribas  Sanz, 
por  la  que  D.  José  Sanz  hacía  donación  y  heredamiento  uni- 
versal de  sus  bienes,  á  su  nieta  la  desposada  Josefa  Ribas  Sanz. 
2.0  En  el  Registro  de  San  Feüu,  figuraba  una  inscripción  trasla- 
dada de  la  antigua  Contaduría,  de  un  establecimiento  otorgado 
por  D.  José  Monner  á  D.  José  Sanz ,  y  á  seguida  otro  de  he- 
rencia del  censo  que  satisfacía  D.  Miguel  Ribas ;  consignándo- 
se, al  describir  la  finca,  que  era  una  casa  en  la  calle  Mayor  y 
Carretera  Real.  3.o  Seguido  por  el  Marqués  de  Monistrol  pleito 
contra  D.  Miguel  Ribas  Sanz ,  para  que  se  declarase  finido  otro 
contrato  de  establecimiento  á  primeras  cepas,  otorgado  también 
á  favor  de  D.  José  Sanz;  se  dictó  sentencia  condenando  al  Don 
Miguel,  que  á  la  sazón  cultivaba  la  tierra  y  á  los  habientes 
derecho  de  Doña  Josefa  Ribas  y  Sanz,  á  dejar  la  finca  Ubre  y 
al  pago  de  costas.  4.^  Para  realizar  estas ,  se  procedió  al  em- 
bargo de  la  citada  casa,  como  de  la  pertenencia  de  D.  Miguel 
Ribas  y  de  los  habientes-derecho  de  Doña  Josefa  Ribas.  5.°  Ex- 
pedido el  mandamiento  de  embargo ,  el  Registrador  denegó  su 
anotación  por  estar  inscrita  la  finca  á  favor  de  D.  José  Sanz,  y 
seguirse  el  procedimiento  de  embargo  contra  persona  distinta 
de  ésta. 

La  Dirección  considerando:  l.o  que  la  cuestión  consiste  en  si 
procede  anotar  el  embargo  mandado  practicar  en  la  casa 
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número  55  de  la  calle  Mayor,  como  propia  de  los  habientes- 
derecho  de  Doña  Josefa  Ribas  y  Sanz :  2.o  que  apareciendo  de  los 
libros  del  Registro  de  San  Feliú  que  la  casa  está  construida  sobre 
un  pedazo  de  tierra  concedido  en  enfitéusis  á  D.  José  Sanz,  y  del 
asiento  practicado  en  la  antigua  Contaduría  de  Barcelona,  que 
él  mismo  hizo  donación  de  todos  sus  bienes  á  Doña  Josefa  Ri- 
bas ,  y  habiéndose  mandado  practicar  el  embargo,  en  los  de  sus 
dcreclio-liabientes ,  procede  anotar,  porque  la  finca  debe  reputarse 
como  propia  de  los  herederos  ó  succesores  de  Doña  Josefa  Ribas; 
mientras  del  Registro  no  resulte  adquirida  por  un  tercero:  3.^  que 
si  bien  procede  esta  anotación,  deben  antes  anotarse prevetüiva- 
menfe,  por  los  medios  establecidos  en  el  art.  42  del  Reglamento, 
los  nombres  de  los  herederos  ó  succesores  de  aquélla;  tomándo- 
se hasta  que  este  defecto  se  subsane,  anotación  de  suspensión; 
resolvió:  que  en  el  registro  abierto  á  la  casa  mandada  embargar 
como  propia  de  los  habienies-derecho  de  Doña  Josefa  Ribas,  se 
extendiera  el  asiento  de  suspensión  de  la  anotación  (Je  embargo, 
por  no  aparecer  quienes  sean  los  succesores  de  la  Doña  Jo- 
sefa, defecto  quo  podría  subsanarse  en  los  términos  prescritos  en 
el  art.  42  del  Reglamento. 

Dedúcese  de  todo:  1.^,  que  no  es  aplicable  al  caso  propuesto 
la  regla  1*  del  art.  42,  á  pesar  de  aparecer  inscritas  las  fincas 
á  nombre  de  persona  distinta  de  aquella  contra  la  que  se  de- 
cretó el  embargo:  2.^,  que  hay  alguna  disposición  en  el  art.  42 
del  Reglamento  con  arreglo  á  la  cual,  es  posible  anotar  preven- 
tivatne)üe  los  nombres  de  los  herederos  y  succesores  de  la  perso- 
na á  cuyo  favor  resulta  inscrita  una  finca. 

En  cuanto  á  la  primera  deducción,  parécenos  que  no  es  bas- 
tante para  exceptuar  de  la  regla  general ,  el  caso  en  que  nos  ocu- 
pamos, la  razón  que  se  alega;  esto  es,  la  de  que  mientras  no 
resulte  adquirida  la  finca  por  un  tercero ,  debe  reputarse  como 
propia  de  los  herederos  ó  succesores  de  la  persona  á  cuyo  favor 
está  inscrita.  Dada  la  base  de  publicidad ,  sobre  que  descansa 
la  Ley  Hipotecaria,  no  caben  stiposiciones,  sino  asientos  que  den 
á  conocer  los  derechos,  y  lo  que  no  consta  en  el  Registro  ni 
perjudica  ni  favorece.  Si  la  suposición  bastara  para  eludir  un 
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precepto  tan  claro,  terminante  y  absoluto  como  el  contenido  en  la 
r^la  1.*  del  art  42  del  Reglamento;  con  el  mismo  derecho  que 
en  esa  Resolución  so  reputa  que  la  finca  es  de  los  herederos  ó 
saceesores  de  la  persona  á  cuyo  favor  está  inscrita,  mientras 
no  resulta  otra  cosa;  podrá  reputarse  dueño  al  que  consta 
del  mandamiento  que  la  compró,  á  pesar  de  no  tenerla  ins- 
crita, y  anotar  preventivamente  el  embargo  decretado  contra 
ella;  aunque  en  el  Registro  siga  figurando  como  propia  de  otro 
Ejemplo:  A.  es  dueño  según  el  Registro.  B.  compra  la  finca, 
pero  no  la  inscribe  á  su  favor.  C.  le  reclama  el  pago  de  cierta 
cantidad  y  después  de  acreditar  en  el  Juzgado  que  la  finca  es 
propia  de  B.,  mediante  la  presentación  acaso  de  la  misma  es- 
critura; obtiene  mandamiento  de  embargo.  Pues  bien,  según  lo 
que  se  deduce  de  la  Resol,  de  8  de  Feb.  de  1877,  no  debe  de- 
negarse, sino  suspenderse  la  anotación;  porque  si  bien  está  ins- 
crita á  nombre  de  otro;  ha  de  reputarse  propia  del  que  la  compró, 
mientras  en  el  Registro  no  resulte  adquirida  por  un  tercero; 
así,  en  virtud  de  suposiciones  más  ó  menos  fundadas,  llegaría 
á  ser  una  verdadera  y  muy  limitada  excepción  la  regla  general 
contenida  en  la  1.^  del  art.  42  del  Reglamento,  artículo  que 
comprendía  la  doctrina  de  la  R.  O.  de  11  de  Mayo  de  1863. 

En  cuanto  á  la  segunda  deducción,  no  podemos  menos  de 
confesar,  que  por  más  que  hemos  buscado  no  encontramos  en 
el  art.  42  del  Reglamento  precepto  alguno  que  establezca  me- 
dios para  anotar  preventivamejtte  los  nombres  de  los  herederos, 
ni  nunca  presumimos ,  que  equiparando  esos  nombres  á  dere- 
chos reales,  pudieran  anotarse  en  el  Registro  antes  que  el  man- 
damiento. Comprendemos  que  se  hubiera  dicho,  y  tal  vez  quiso 
decirse;  que  se  anotara  el  derecho  de  los  herederos;  mas  aun 
dando  por  supuesta  esa  equivocación  ó  impropiedad  del  len- 
guaje, tampoco  hallamos  los  medios  que  se  suponen  estableci- 
dos en  el  art.  42  del  Reglamento.  Quizá  se  haya  querido  aludir 
á  la  regla  3."^;  pero  de  ningún  modo  la  consideramos  aplicable, 
ni,  por  cierto,  aunque  lo  fuera,  habla  de  anotación,  sino  de 
inscripción. 

No  la  consideramos  aplicable,  porque  no  ha  de  tomarse  ais- 
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ladamente;  sino  que  para  comprenderla  bien,  hay  que  tener  en 
cuenta  las,  dos  que  la  preceden.  Dispone  la  1.^  que  inscrita  la 
propiedad  á  favor  de  persona  distinta  del  ejecutado,  se  deniegtse 
la  anotación;  establece  la  2.*  que  si  no  consta  inscrita  la  pro- 
piedad do  la  finca,  se  suspenda,  tomándose  en  su  lugar  otra  de 
suspensión,  por  ser  subsanable  aquel  defecto;  y  por  último  la 
3.^  determina  lo  que  el  interesado  puede  hacer  para  que  se  st4b' 
sam  el  defecto:  por  eso  esta  regla  sólo  puede  aplicarse  al  caso 
de  no  estar  inscrita  la  finca  á  favor  de  nadie,  defecto  subsana- 
ble,  y  no  al  de  que  conste  inscrita  á  nombre  de  persona  distin- 
ta del  ejecutado;  defecto  insubsanable.  De  no  entenderse  así  la 
regla  3.*^,  se  habría  de  convenir  en  que  la  1.*^  no  tendría  nunca 
aplicación ;  pues  considerando  defecto  subsanable  el  estar  ins- 
crita la  finca  á  favor  de  distinta  persona;  no  cabe  denegar  des- 
de luego  la  anotación,  sino  suspenderla  y  tomar  otra  de  sus- 
pensión. 

La  Resol,  de  31  de  Oct.  de  1878,  es  también  digna  de  exa- 
men. Según  ella,  expedido  mandamiento  (que  no  resulta  claro 
si  fué  de  embargo,  contra  los  bienes  de  D.  Antonio  Covas  y 
Torradas,  ó  prohibiéndole  enajenarlos),  el  Registrador  suspendió 
la  anotación  por  «el  defecto  de  no  estar  inscrita  la  paite  indi- 
visa que  de  las  fincas  embargadas  correspondía  al  ejecutado,  y 
tomó  en  su  lugar  anotación  de  suspensión.» 

Interpuesto  recurso  para  que  se  declarase  improcedente  la 
suspensión,  toda  vez  que,  constando  inscritas  ü favor  dd  causatUe 
de  Antonio  Covas  y  Torradas  las  fincas  sobre  que  había  recaído 
la  prohibición  de  enajenar,  era  de  rigor  la  anotación  del  man- 
damiento; informó  el  Registrador:  que  si  bien  con  arreglo  al 
art.  20  de  la  Ley  y  del  Reglamento,  era  indeclinable  la  negch 
tiva;  bajo  otro  punto  de  vista  no  podía  adoptarse  ese  tempera- 
mento ,  porque  el  mandamiento  judicial  no  se  contraía  á  finca 
determinada,  y  en  tal  situación,  teniendo  presente  el  alcance 
de  la  providencia,  juzgó  lo  más  conveniente  para  poder  cimi- 
plir  aquel ,  anotar  la  suspensión ;  consiguiéndose  así  que 
en  el  ínterin  pudiera  gestionarse  lo  conducenle  para  ins- 
cribir á  favor  de  Antonio  Covas,  lo  que  constaba  razonado  á 
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nombre  de  su  padre.  Confirmada  la  nota  por  el  Presidente  de 
la  Audiencia ,  y  elevado  el  recurso  á  la  Dirección,  este  Centro, 
en  vista  de  los  arts.  20 ,  42 ,  núm.  5.^  de  la  Ley  Hipotecaria  y  20 
y  42,  reglas  1.*  y  2.*  del  Reglam.,  considerando:  que  la 
doctrina  del  art.  20  es  aplicable,  no  sólo  á  los  gravámenes  ó 
cargas  de  naturaleza  real  constituidos  voluntariamente  por  los 
interesados ;  sino  también  á  las  limitaciones  acordadas  por  la 
Autoridad  judicial:  que  no  estando  inscritas  las  fincas  á  nombre 
de  la  persona  contra  la  que  se  decretó  la  prohibición  de  enaje- 
nar, debe  denegarse  la  anotación,  sin  tomar  siquiera  anotación 
de  suspefision'y  porque  cualesquiera  que  sean  los  derechos  de  esa 
persona,  ni  resultan  inscritos  ni  se  ha  justificado  tampoco  que 
reahnente  le  pertenezcan  por  medio  del  correspondiente  testa- 
mento ó  declaración  judicial  de  heredero ;  resolvió  desestimar 
el  recurso  contra  la  negativa  del  Registrador  á  extender  la  ano- 
tación ,  confirmando  en  ese  sentido  la  providencia  apelada,  y  la 
nota  de  aquel  funcionario. 

Alguna  incongruencia,  tal  vez  debida  á  falta  de  claridad,  ob- 
servamos en  la  parte  dispositiva  y  los  fundamentos  de  la  Reso- 
lución porque  si  el  Registrador  no  denegó,  sino  que  suspendió  y 
tomó  anotación  de  suspensión,  y  si  en  el  último  considerando 
se  dice  que  debe  denegarse  la  anotación ,  sin  tomar  siquiera  la 
de  suspensión;  lo  lógico,  dados  estos  antecedentes,  parece  que 
era  revocar  la  providencia  apelada  y  la  nota  y  declarar,  que  el 
Registrador  debió  haber  denegado  la  anotación  de  suspensión; 
pero  en  lugar  de  expresarlo  así ,  se  desestimó  el  recurso  contra 
la  negativa,  confirmándose  en  ese  sentido  la  providencia  ape- 
lada y  la  nota.  La  frase  en  ese  sentido  nos  indica  que  la  confir- 
mación fué  sólo  en  parte,  y  esa  parte  debió  ser  la  en  que  se  de- 
ntara la  anotación;  mas  como  nada  se  habla  en  la  nota  de 
negatíva,  nos  inclinamos  á  creer,  que  lo  que  se  quiso  decir  fué: 
que  se  confirmaba  la  nota  en  cuanto  no  se  accedía  por  eUa  á 
hacer  la  anotación,  y  que  no  se  aprobaba  en  cuanto  se  toma 
anotación  de  suspensión. 

Partiendo  d©  este  supuesto ,  parece  á  primera  vista  contraria 
la  doctrina  que  se  sienta,  á  la  de  la  Resol,  de  8  de  Feb.  de  1877. 
TeMo  lu  8 
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Sin  embargo ,  no  es  así ,  porque  los  casos  no  son  exactamente 
iguales.  En  el  uno  se  embargan  bienes  de  los  derecho-habienies  do 
la  persona  que  los  tenía  inscritos  á  su  favor.  En  el  otro  se 
prohibe  la  enajenación  de  bienes  á  persona  determinada,  sin 
establecer  relación  alguna  entre  eUa  y  la  que  los  tenía  inscritos 
á  su  favor,  y  bien  puede  ser  esta  la  causa  de  la  diferencia  entre 
las  dos  Resoluciones. 

En  ambas  hay  algo  que  aprobamos,  y  algo  en  que  no  esta- 
mos conformes;  si  bien  por  distintos  fundamentos  de  los  que 
en  ellas  se  exponen.  Para  declarar  que  procedía  la  anotación 
de  embargo  á  favor  délos  habientes -derecho  de  Doña  Josefa 
Bibas,  no  nos  hubiéramos  fundado  en  la  regla  3.a  del  art.  42 
del  Reglam.  que  creemos  inaplicable  á  ese  caso;  sino  en  el  nú- 
mero 4.^  del  art.  64  que  es  el  que,  á  nuestro  juicio,  aunque  de 
im  modo  indirecto,  introduce  una  excepción  al  principio  abso- 
luto de  la  regla  l.a  del  42.  Enumerando  aquel  artículo  las  cir- 
cunstancias que  han  de  contener  las  anotaciones  preventivas; 
da  por  supuesto  que  es  posible  extender  la  anotación  con- 
tra los  bienes  de  un  heredero ,  antes  de  haberse  inscrito  á  su 
favor,  si  lo  están  á  nombre  de  su  causante;  en  el  mero  he- 
cho de  decir  que  en  ese  caso  se  exprese  la  fecha  del  falleci- 
miento, la  del  testamento,  etc.,  y  aimque  no  hay  otras  dispo- 
siciones que  de  im  modo  expreso  consignen  la  excepción,  es 
evidente  que  en  el  ánimo  de  los  Autores  del  Reglamento  estu- 
vo introducirla,  y  debemos  tenerla  por  consignada,  so  pena  de 
no  poderse  apücar  nunca  el  núm.  4.^  del  art.  64.  Ahora  bien, 
ateniéndonos  á  éste,  y  fundándonos  en  él,  estamos  conformes 
con  la  Resol,  de  8  de  Feb.  de  1877,  en  cuanto  declara  que  pro- 
cede tomar  anotación  de  suspensión;  pues  si  bien  esto  no  lo 
dice  el  núm.  4.^,  del  art.  64  del  Reglamento,  no  vemos  incon- 
veniente, ya  que  el  defecto  puede  subsanarse,  en  apücar  el  an- 
tepenúltimo párrafo  del  art.  63  del  mismo;  téngase,  sin  embar- 
go, en  cuenta ,  que  no  estamos  conformes  en  que  antes  se  ano- 
ten preventivamente  los  nombres  de  los  herederos;  sino  que 
creemos  que  el  defecto  está  en  el  mandamiento  y  nó  en  el  Regis- 
tro,  y  como  tal  lo  que  procede  es  rectificar  el  mandamiento. 


Digitized  by  VjOOQ IC 


ART8.  42  Y  43,  §  7.0  116 

En  cuanto  á  la  Resol,  de  31  de  Oet.  de  1878,  hubiéramos 
sido  más  explícitos  en  declarar  que  el  Registrador  no  debió 
haber  tomado  anotación  de  suspensión ;  toda  vez  que  la  prohi- 
bición de  enajenar,  impuesta  á  Antonio  Covas,  no  era  como 
heredero  de  su  padre,  y  ninguna  relación  se  establecía  entre 
una  y  otra  persona;  por  lo  que  no  le  era  apücable  el  núm.  4.^ 
del  art.  64  del  Reglamento. 

Resumiendo  la  doctrina  expuesta  en  este  §,  opinamos:  1.^, 
que  la  regla  1.»  del  art.  42  de  la  Ley,  establece  el  principio 
general,  de  que  inscritos  los  bienes  á  favor  de  persona  distinta 
de  aqueUa,  contra  quien  se  hubiere  decretado  el  embargo ,  se 
ha  de  denegar  la  anotación:  2.o,  que  la  regla  3.*,  sólo  puede 
aphcarse  al  caso  expresado  en  la  2.*,  ó  sea  al  de  que  no  consten 
inscritos  los  bienes  á  favor  de  ninguna  persona:  3.^,  que  el  nú- 
mero 4.o  del  art.  64  del  Reglamento,  introduce  una  excepción  en 
la  regla  general,  de  que  no  puede  tomarse  anotación  sobre  bie- 
nes  inscritos  á  favor  de  persona  distinta  de  aquella  contra  la 
que  se  decretó  el  embargo  ó  la  prohibición  de  enajenar,  ó  se 
dirigió  la  demanda  de  propiedad;  permitiéndose  tales  anotacio- 
nes, si  los  bienes  están  inscritos  á  nombre  de  los  causantes,  y 
se  expresan  en  el  mandamiento  las  circunstancias  que  en  el 
BÚsmo  se  previenen:  4.^,  que  á  nuestro  juicio  es  apUcable  la 
disposición  del  núm.  4.^  del  art.  64,  lo  mismo  á  los  embargos 
decretados  en  juicio  civil,  que  á  los  que  se  ordenan  en  juicio 
criminal:  5.o,  que  faltando  alguna  de  aquellas  circrmstancias, 
procede  tomar  anotación  de  suspensión,  que  producirá  efectos 
por  60  días,  durante  los  cuales  puede  subsanarse  la  falta:  6.0, 
que  si  en  el  mandamiento  se  omite  la  mención  del  causante,  pro- 
cede que  se  deniegue  en  absoluto  la  anotación. 

Téngase  en  cuenta,  que  aun  cuando  se  anote  el  embargo  por 
estar  inscritos  los  bienes  á  nombre  del  causante  del  deman- 
dado; si  llega  el  caso  de  procederse  á  la  venta  ó  adjudicación 
id  acreedor,  no  podrán  inscribirse,  mientras  no  se  inscriban  pre- 
viamente á  nombre  de  aquel.  Así  se  declaró  en  11  de  Nov.  de 
1876,  con  motivo  de  una  venta  otorgada  por  los  hijos  del  que 
la  tenía  inscrita  á  su  favor,  para  pago  de  deudas  de  éste. 
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Son  también  importantes  dos  Resoluciones  que  declaran  los 
efectos  que  producen  los  mandamientos  de  embargo,  cuando 
antes  de  anotarse  se  traspasan  las  fincas  que  son  objeto  de  él. 

Es  la  primera,  la  de  30  de  Nov.  de  1874.  Habiéndose  proce- 
dido ejecutivamente  contra  un  deudor,  mandó  el  Juez  embargar 
una  finca  propia  del  ejecutado,  y  en  el  mandamiento  se  la  de- 
signó con  cabida  y  linderos  distintos  de  los  que  tenía;  de  manera 
que  no  pudo  anotarse  el  embargo,  por  la  imposibilidad  de  iden- 
tificar la  finca;  extendiéndose  una  anotación  de  suspensión  de  ano- 
tación, por  no  constar  inscrita  en  el  Registro  y  devolviéndose  el 
mandamiento  al  Juzgado.  Antes  de  que  se  rectificase  el  error 
cometido,  el  deudor  vendió  la  finca  que  realmente  estaba  inscrita 
á  su  nombre  con  otra  cabida  y  lindes  distintos :  el  adquirente 
presentó  la  escritura  y  se  hizo  el  asiento  en  el  Diario.  Y  cuando 
aún  no  se  había  hecho  la  inscripción,  compareció  el  acreedor 
con  nuevo  mandamiento,  en  que,  rectificados  los  errores  come- 
tidos en  el  anterior  respecto  á  cabida  y  lindes  de  la  finca  y  de- 
signada con  los  verdaderos,  se  mandaba  Uevar  á  efecto  la  ano- 
tación del  embargo  decretado:  en  vista  de  todo,  la  Dirección 
acordó  en  30  de  Nov.  de  1874,  que  se  negase  la  anotación  del 
embargo;  sin  perjuicio  de  los  derechos  que  pudieran  correspon- 
der á  los  interesados  para  reclamar  según  creyeran  convenirles. 

La  segunda  Resol,  es  la  de  25  de  Nov.  de  1875,  recaida  en 
un  caso  por  demás  difícil  y  no  expuesto  con  la  claridad  deseable. 

Interpuesta  demanda  por  el  Marqués  de  Guadalcázar  para 
que  se  le  pagasen  los  arriendos  de  ima  propiedad  suya,  obtuvo 
mandamiento  de  embargo  contra  una  quinta  parte  de  una  haza 
propia  de  la  arrendataria  Doña  Soledad  Gómez,  de  cuyo  em- 
bargo se  tomó  razón  en  la  Oficina  de  hipotecas,  en  1.®  de  Set.  de 
1854.  Rematada  la  finca,  no  hubo  postores  y  se  adjudicó  al 
Marqués,  quien  después  renrmció  la  adjudicación  y  entabló 
demanda  contra  el  heredero  del  fiador,  del  que  cobró,  y  al  quo 
cedió  sus  derechos  contra  la  deudora.  El  fiador  ejecutó  á  Doña 
Soledad  Gómez,  y  obtuvo  por  falta  de  postores  la  adjudica- 
ción de  la  haza;  de  la  que  el  Juez,  en  rebeldía  de  la  ejecutada, 
le  otorgó  escritura  de  venta  en  6  de  Dic.  de  1870.  Al  tratar  de 
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inscribirla  el  fiador,  resultó  que  Doña  Soledad  Gómez  había 
vendido  á  su  hermano  en  21  de  Dic.  de  1868  la  quinta  parte 
de  la  haza  embargada,  y  el  Registrador,  fundado  en  que  ha- 
llándose mscrito  el  inmueble  á  nombre  de  persona  distinta  de 
aquella  en  cuya  representación  había  vendido  el  Juez*,  no  era 
inscribible  esta  venta,  y  en  que  un  embargo  no  era  causa  bas- 
tfinte  para  no  inscribir  el  contrato  primero ;  denegó  la  inscrip- 
ción de  la  venta  judicial  posterior. 

La  Dirección  confirmó  este  acuerdo,  en  virtud  de  lo  precep- 
tuado en  el  ari;.  20  de  la  Ley,  y  además  porque  cualesquiera 
que  fueran  la  fuerza  y  valor  de  las  razones  que  aducía  el  fiador 
respecto  á  ser  ilegal  la  venta  de  un  inmueble  embargado ;  no 
eran  de  la  competencia  del  Centro  directivo,  sino  de  los  Tribu- 
nales, y  hasta  que  éstos  declarasen  la  nulidad  de  la  venta  de 
1868  y  la  cancelación  de  su  inscripción,  erar  ésta  obstáculo  para 
que  se  inscribiese  la  venta  judicial;  sin  perjuicio  de  las  acciones 
que  competiesen  al  fiador  con  arreglo  á  las  leyes.  (V.  la  Resol. 
de  3  de  Ab.  de  1877.) 

La  reserva  que  se  hace  en  ambas  Resols.  á  favor  de  los  per- 
judicados, entendemos  se  refiere  al  derecho  de  reclamar  la  res- 
cisión de  las  ventas  como  hechas  en  fi:aude  de  acreedores,  y  de 
perseguir  á  los  otorgantes  criminalmente,  si  á  ello  hubiere 
lugar.  (V.  el  Coment.  al  art.  71.) 


§  8.0 

Anotacixm  de  demanda  sobre  incapacidad  legal  para  administrar, 
ó  sobre  presunción  de  muerte. — Siendo  inscribibles  las  ejecutorias 
en  que  se  declara  la  incapacidad  legal  para  administrar,  ó  la 
presunción  de  muerte  de  personas  ausentes,  y  cualquiera  otra 
por  la  que  se  modifique  la  capacidad  civil  de  las  personas,  en 
cuanto  á  la  Ubre  disposición  de  sus  bienes;  lógico  era,  no  sólo 
que  tales  ejecutorias  pudiesen  anotarse  preventivamente ,  si  al- 
guna falta  subsanable  impidiera  su  inscripción;  sino  que  así 
mismo  se  anotase  la  demanda  interpuesta  con  el  objeto  de 
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obtener  algunas  de  las  indicadas  ejecutorias;  porque  de  otro  mo- 
do, durante  la  «ustanciacion  del  juicio  podría  burlarse  la  senten- 
cia que  en  su  día  recayese.  Por  ello ,  en  el  núm.  5.*^  del  art.  42, 
se  concede  el  derecho  de  pedir  anotación  preventiva,  al  que 
propusiere  demanda  con  objeto  de  obtener  alguna  de  las  in- 
dicadas providencias.  Aún  va  más  allá  el  art.  43,  que  faculta 
al  Tribunal,  para  ordenar  de  oficio  la  anotación,  cuando  no  hu- 
biere interesados  que  la  reclamen;  facultad  contraria  á  todo  prin- 
cipio jurídico,  que  veda  al  Juez,  por  regla  general,  acordar  en 
cosa  no  pedida  por  los  Utigantes,  y  más  convertirse  en  tutor  y 
curador  de  uno  de  ellos,  supHendo  sus  omisiones  ó  quizá  con- 
trariando su  voluntad.  Afortunadamente  en  nuestra  largm'sima 
práctica  en  el  foro,  jamás  hemos  visto  que  los  Jueces  anoten 
de  oficio,  y  esperamos  no  verlo  nunca. 

No  obstante  la  claridad  con  que  está  redactado  el  núm.  5.^ 
del  art.  42,  así  como  el  43  de  la  Ley  y  el  núm.  8.o  del  64  del 
Reglam.  no  han  faltado  Registradores  que  creían  improcedente 
anotar  tales  demandas ,  y  Revista  científica  que  patrocinase  esta 
opinión,  alegando  en  su  apoyo,  que  hasta  que  no  hubiera  eje- 
cutoria no  cabía  extender  asiento  alguno  en  el  Registro :  error 
manifiesto  que  debe  de  reconocer  por  causa  el  haber  confun- 
dido la  anotación  de  la  ejecutoria,  con  la  anotación  de  la  de- 
manda para  obtenerla. 

Parece,  mirado  superficialmente,  que  el  anotar  la  demanda 
de  presunción  de  muerte  no  ha  de  reportar  utiüdad  al  que  la 
interpone;  porque  si  realmente  ha  fallecido  la  persona,  el  pre- 
cepto del  art.  20  de  la  Ley  impedirá  que  se  inscriba  la  trasmi- 
sión ó  gravamen  que  otro  pudiera  verificar;  pero  á  poco  que  se 
medite  se  comprende  que  hay  casos  en  que  la  indicada  ano- 
tación evita  perjuicios  al  que  interpone  la  demanda.  Si  la  per- 
sona cuya  muerte  se  presume,  hubiese  otorgado  poder  para 
enajenar  ó  gravar;  podría  el  apoderado  seguir  enajenando  y  gra- 
vando y  el  Registrador  inscribiendo  las  respectivas  escrituras, 
hasta  tanto  que  recayese  ejecutoria,  y  cuando  llegara  el  caso  de 
inscribir  ésta,  haber  desaparecido  todos  los  bienes;  mientras 
que  tomada  anotación,  el  que  adquiera  cualquier  derecho  en 
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virtud  de  contrato  con  el  apoderado,  sabe  que  se  pone  á  per- 
derlo, si  en  definitiva  se  declara  fallecido  al  poderdante. 

§  9.0 

Anotación  de  legado. — Para  evitar  que  el  heredero  eluda  el 

ciunpliniiento  de  la  voluntad  del  testador  respecto  al  pago  de 

egados,  el  núm.  6.o  del  art.  42  de  la  Ley  concede  al  legatario 

que  no  tenga  derecho  á  promover  á  juicio  de  testamentaría,  el  de 

pedir  anotación  preventiva  de  su  legado. 

Sin  perjuicio  de  ocupamos  extensamente  en  esta  anotación, 
cuando  comentemos  otros  artículos,  dejaremos  consignado,  que 
con  arreglo  al  1.038  de  la  actual  Ley  de  Enj.  civ.  (406  de  la 
antigua),  los  únicos  legatarios  con  derecho  á  promover  el  jui- 
cio de  testamentaría  son  aquellos  á  quienes  se  deja  una  parte 
alícuota  del  caudal.  Adviértase,  que  si  bien  el  art.  1.039  declara 
que  no  podrán  promoverlo  cuando  el  testador  lo  haya  prohibido 
expresamente,  no  por  eso  pueden  pedir  anotación  preventiva  de 
su  legado. 

Muévenos  á  apreciarlo  así:  Primero:  el  que  el  núm.  6.o  del 
art.  42  de  la  Ley,  sólo  concede  el  derecho  de  anotar  al  que  no 
lo  tenga  segim  las  leyes  á  promover  el  juicio  de  testamentaría, 
y  el  legatario  de  parte  ahcuota  lo  tiene:  si  se  ve  privado  del  ejer- 
cicio de  este  derecho,  no  es  por  disposición  de  la  ley,  sino  por 
la  voluntad  del  testador.  Segundo:  porque  siendo  el  motivo  de  la 
ley  el  considerar  que  el  legatario  de  parte  alícuota  es  en  último 
resultado  uno  de  los  herederos,  sin  tener  como  no  tienen  éstos, 
porción  fija,  ni  determinada,  creciendo  ó  menguando  á  compás 
que  crezca  ó  mengüe  la  herencia,  no  hay  términos  hábiles  para 
pedir  la  anotación;  pues  ni  podía  exigirla  sobre  cosa  determi- 
nada, puesto  que  ninguna  se  le  había  legado  específicamente; 
ni  anotar  su  valor  sobre  otros  bienes  de  la  herencia,  porque  no 
podía  fijarse  hasta  la  perfección  de  los  inventarios,  y  porque  los 
bienes  sobre  que  se  anotase  le  pertenecían  en  parte  ahcuota  y 
quizá  en  su  totalidad  si  se  le  adjudicaban;  pudiendo  resultar  el 
absurdo  de  que  el  derecho  del  legatario  se  garantizase  en  parte 
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-Ó  en  todo  con  fincas  suyas.  Tercero:  porque  en  realidad ,  la  ano- 
tación que  se  hiciese  del  derecho  ó  parte  alícuota  de  la  herencia 
no  lo  garantizaría  más  que  la  inscripción  del  testamento  en  que 
ya  constaba,  impidiendo  á  los  herederos  disponer  de  la  por- 
ción indivisa  que  le  correspondiera.  Ctuiréo:  porque  pudiendo 
pedir  la  intervención  judicial  quedan  completamente  garantidos 
sus  derechos.  Respecto  á  los  que  tienen  los  legitimarios  en'Ca- 
talufia.  (V.  el  Comen,  al  art.  49.) 

§10. 

Anotación  de  crédito  refaccionario.  —  Al  declarar  el  núm.  7.o 
del  art.  42  de  la  Ley,  que  el  acreedor  refaccionario  puede  exigir 
la  anotación  preventiva  de  su  derecho  mientras  duren  las  obraa; 
no  ha  querido ,  en  nuestro  concepto ,  significar  que  la  anota- 
ción no  puede  hacerse  hasta  que  empiecen  las  obras ;  sino  que 
una  vez  terminadas ,  ya  no  procede  tomarla.  De  modo  que  pre- 
sentado el  contrato  en  el  Registro,  no  es  rechazable  la  anota- 
ción; aunque  no  se  hayan  empezado  las  obras.  Si  así  no  fiíera, 
hecho  el  contrato,  quedaría  á  merced  del  deudor  el  que  el  acre- 
dor  pudiera  anotar  su  crédito.  (V.  el  Com.  á  los  arts,  59  al  64.) 

§11. 

Anotación  por  faltas  stíbsanables.  —  Atenta  la  Ley  Hipotecaria 
á  garanth*  los  derechos  adquiridos  sobre  la  propiedad  inmueble 
y  los  derechos  reales;  no  conseguiría  su  objeto,  á  pesar  de  de- 
clararlos inscribibles;  si  no  hubiera  previsto  el  caso,  harto  fre- 
cuente, de  contener  el  título  alguna  falta  que  impidiese  su  ins- 
cripción, mientras  no  fuese  subsanada. 

Lijusto  sería  que  siendo  válida  en  derecho  la  obligación  con- 
traída ,  pero  no  pudiendo  inscribirse  por  un  defecto  que  pudiera 
subsanarse;  quedasen  completamente  cerradas  las  puertas  del 
Registro  al  que  tuviera  interés  en  hacer  constar  esa  obligación: 
por  eso,  en  tales  casos,  el  núm.  8.®  del  art.  42  de  la  Ley  con- 
cede al  que  presente  el  título,  el  derecho  de  pedir  su  anotación 
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preventiva,  que  tomará  el  Eegistrador  si  expresamente  lo  solidr 
tara  el  interesado.  (V.  Resol,  de  17  de  Set.  de  1868.) 

En  virtud  de  esa  disposición  todos  los  títulos  mencionados 
en  el  art.  2.^  de  la  Ley,  podrán  ser  anotados  preventivamente, 
ú  contuvieren  algún  defecto  subsanable.  (V.  el  Com.  al  art.  65.) 

§12. 

Anotación  por  imposibilidad  del  Begistrador.  — Puede  aconte- 
cer que,  presentado  en  el  Registro  im  título  con  todos  los  requi- 
sitos necesarios  para  su  inscripción,  no  se  verifique  ésta  por 
imposibilidad  del  Registrador,  y  previendo  la  Ley  este  caso, 
determina  el  núm.  8.^  del  art.  42  que  cuando  ocurra,  se  anote 
preventivamente  el  título. 

Corresponde  esta  anotación  al  grupo  de  las  de  oficio  y  desde 
lu^  se  comprende  que  la  Ley  se  refiere  á  la  imposibilidad  le- 
gal, no  física  de  extenderla  inscripción;  por  consiguiente,  sólo 
en  disposiciones  legales  hemos  de  encontrar  los  casos  en  que, 
imposibilitado  el  Registrador  para  inscribir ,  ha  de  proceder  á 
anotar  preventivamente  el  título. 

Indicados  quedan  ya  en  el  §  2.^  del  presente  Coment.,  y  son 
los  siguientes: 

1.0  Cuando  d  Begistrador  consultare  alguna  duda  que  impida 
extender  la  inscripción. — Autorizados  los  Registradores  para  con- 
sultar las  dudas  que  les  ofi'ezca  la  inteligencia  de  la  Ley  ó  del 
Reglam.,  dispone  el  art.  277  de  aquélla,  que  si  la  duda  impide 
extender  algún  asiento  principal,  verifique  una  anotación  pre- 
ventiva. Por  este  sencillo  medio ,  al  mismo  tiempo  que  se  evita 
que  por  una  desacertada  interpretación  se  inscriba  lo  que  con 
arreglo  á  la  Ley  no  debe  inscribirse;  se  consigue  que  la  persona 
que  presenta  el  título  asegure  su  derecho,  si  en  definitiva  se  de- 
clara que  lo  tiene,  á  la  inscripción.  (V.  el  Coment.  al  art.  277,) 

2.0  Ouando  el  Begistrador  no  tuviere  índices.  —  Una  de  las  ma- 
yores dificultades  con  que  luchó  el  planteamiento  de  la  Ley 
Hipotecaria,  fué  la  imposibiHdad  de  averiguar  si  la  finca  que  se 
trataba  de  inscribir  constaba  ya  razonada  en  los  libros  de  las 
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antiguas  Contadurías  y  las  cargas  de  la  misma.  No  podían  ad- 
quirirse con  seguridad  las  fincas ,  si  se  daban  como  libres  y  luego 
aparecían  hipotecadas  ó  vendidas.  En  las  Contadurías  se  había 
descuidado  este  trabajo  y  además  los  índices  existentes  eran 
casi  inútiles,  por  falta  de  especificación  de  las  fincas;  de  manera 
que,  aun  apareciendo  la  existencia  de  un  censo  ú  otro  grava- 
men, no  podía  determinarse  la  finca  sobre  que  pesaba. 

Ya  el  art.  413  de  la  Ley  prevenía  que  se  examinaran  los 
índices  existentes,  debiendo  los  Registradores  completarlos  ó 
reformarlos,  si  de  ella  fueran  susceptibles,  y  si  no,  hacerlos  de 
nuevo. 

El  R.  D.  de  31  de  Enero  de  1862  reencargó  esta  obligación 
en  su  art.  48 ,  y  vista  la  imposibihdad  de  tener  índices  comple- 
tos, al  plantearse  la  Ley,  dióse  el  R.  D.  de  30  de  Jul.  de  1862, 
en  cuyo  art.  l.o  se  mandó,  que  si  el  día  señalado  para  que 
aquella  empezase  á  regir,  no  estuviesen  concluidos  los  índiceB, 
y  los  Registradores  no  pudiesen  inscribir  por  la  imposibilidad 
de  conocer  y  consignar  las  cargas  que  pesaren  sobre  las  fmcas 
ó  derechos  sujetos  á  inscripción,  se  extendiesen  con  arreglo 
al  art.  42  de  la  Ley;  anotaciones  preventivas  que  producirían 
efectos  hasta  que  se  convirtiesen  en  inscripciones  definitivas. 
No  estuvo  en  el  ánimo  del  Legislador  que  se  empezara  á  cum- 
plir, anotando  en  los  Hbros,  en  vez  de  inscribiendo;  mas  la  nece- 
sidad, hubo  de  aconsejar  este  expediente.  (Resols.  13  de  En.  y 
23  de  Feb.  de  1863.) 

Como  el  art.  42  no  comprende  determinadamente  como  caso 
de  anotación,  el  de  faltar  los  índices;  hubo  de  referirse  al  general 
de  no  poder  extenderse  la  inscripción  por  imposibilidad  del  Re- 
gistrador. (Resols.  de  23  de  May.  de  1863,  y  30  de  Ag.  de  1873), 
puesto  que  verdaderamente  le  era  imposible  certificar  de  las 
cargas  de  una  finca  que  constase  en  el  Registro ,  careciendo  de 
los  Índices  que  habían  de  guiarle.  Cierto  que  no  es  imposibilidad 
material  absoluta,  ya  que  mirando  una  por  una  todas  las  ins- 
cripciones de  las  antiguas  Contadurías  cada  vez  que  se  presen- 
tara un  documento  ala  inscripción,  podría  averiguarlo;  pero  es 
imposibihdad  material  de  hecho. 
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Los  Registradores,  en  conformidad  con  el  R.  D.  de  30  de 
Jal.  de  1862,  anotaban  en  vez  de  inscribir,  cuantos  documentos 
se  traían  al  Registro;  pero  esto  no  impedía  el  que  si  tuvieran 
concluido  el  índice  referente  á  un  pueblo  ó  á  una  finca;  aun 
cuando  no  tuviesen  concluido  el  general  del  Registro;  pudiesen 
ioscribir  definitivamente  los  documentos  referentes  á  las  fincas 
sitas  en  el  término  de  aquel  pueblo,  ó  á  aquella  finca  particu- 
lar. Aún  fué  más  adelante  la  Dirección,  que  declaró;  que  aun 
sin  tener  concluidos  los  índices  del  pueblo  ó  finca  pudiese  el 
Entrador  hacer  las  inscripciones  definitivas  bajo  su  respon- 
sabilidad, cuando  por  sus  noticias  particulares  le  constase  la 
certeza  del  dominio  ó  las  cargas  que  afligían  á  la  finca  ó  su 
completa  libertad  (Resols.  de  7  de  En.,  6  de  Jul.,  22  de  Ag.  y 
24  de  Nov.  de  1863);  pero  que  debía  anotar  y  no  inscribir,  si 
la  libertad  de  la  finca  sólo  constaba  por  la  manifestación  del 
otorgante  en  la  escritura.  (Resol,  de  7  de  Mar.  de  1863.) 

Por  el  art.  413  de  la  Ley  de  1869  se  prorogó  el  plazo  para 
completar,  reformar  ó  hacer  los  índices,  hasta  60  días  después 
de  su  pubücacion;  continuándose  durante  este  tiempo  las  anota- 
ciones preventivas  por  falta  de  aquellos,  con  sujeción  á  las  dis- 
posiciones á  la  sazón  vigentes. 

Efectos,  Respecto  á  los  efectos  de  las  anotaciones  por  falta 
de  índices,  consultó  el  Registrador  de  Campillos:  si  hecha  la 
anotación  preventiva,  el  anotante  enajenase  la  finca;  esta  enaje- 
nación se  inscribiría  ó  se  anotaría,  y  en  7  de  Ag.  1863  se  resol- 
vió que  se  anotase:  de  modo,  que  por  la  anotación  anterior  por 
fcHa  de  índices  no  mejoraba  el  derecho  del  anotante,  ni  trans- 
fería al  adquirente  otro  que  el  que  tuviera;  quedando  en  suspen- 
so determinar  su  extensión,  hasta  que,  concluidos  los  índices, 
8e  viera  si  el  transferente  aparecía  en  el  Registro  ser  el  verda- 
dero dueño  de  la  finca  enajenada  y  las  limitaciones  con  que 
gozaba  aquel  dominio;  pero  salvaba  ya  el  derecho  que  tuviese 
el  anotante,  produciendo  efectos  contra  tercero. 

El  tiempo  durante  el  cual  los  producían  estas  anotaciones,  era 
indefinido;  así  lo  expresa  el  R.  D.  de  30  de  Jul.  de  1862,  manifes- 
tándose en  el  preámbulo,  que  c  los  efectos  indefinidos  de  la  ano- 
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tacion  no  era  menester  que  se  declarasen  por  nadie;  porque  la 
Ley,  al  no  marcar  el  plazo  en  que  deben  producir  efecto  las 
anotaciones  que  se  hagan,  por  imposibilidad  del  Registrador..., 
da  á  entender  de  un  modo  palmario,  que  han  de  producirlo  por 
tanto  tiempo  cuanto  dure  la  imposibilidad  que  da  causa  á  las 
anotaciones. » 

Consiguiente  con  esta  doctrina,  en  el  art.  1  o,  fija  como  plazo 
el  día  en  que  se  conviertan  las  anotaciones  en  inscripciones  de- 
finitivas por  haberse  concluido  los  índices  y  poderse  adicionar 
las  cargas,  principalísimo  objeto  de  la  Ley.  Pero  no  podía  de- 
jarse á  la  voluntad  de  los  Registradores  el  tiempo  de  la  conver- 
sión, porque  probable  hubiera  sido  que  muchos,  jamás  hubie- 
ran concluido  los  índices ,  quedando  la  propiedad  vaga  é  in- 
definida; por  ello  en  R.  O.  de  15  de  Dic.  de  1862  se  mandó, 
que  los  Registradores  convirtiesen  las  anotaciones  en  inscrip- 
ciones dentro  de  los  180  días  siguientes  á  la  fecha  de  cada  una 
de  ellas;  mandato  de  imposible  ejecución,  "^porque  presuponía 
que  á  los  180  días  de  la  primera  anotación  que  se  hiciese,  ha- 
bían de  estar  concluidos  los  índices,  cuando  este  plazo  llegó  á 
prorogarse  hasta  30  de  Jun.  de  1866  por  R.  O.  de  30  de  Jun. 
de  1865. 

No  bastaba,  sin  embargo,  el  que  los  índices  estuviesen  con- 
cluidos para  que  las  anotaciones  se  convirtiesen  en  inscripcio- 
nes; era  indispensable  que  se  pagase  el  impuesto  antes,  y  para 
ello  se  pubUcó  la  R.  O.  de  6  de  Jun.  de  1864,  en  la  que  se  man- 
dó que,  concluidos  los  índices,  los  Registradores  diesen  cuenta 
á  la  Administración  de  Hacienda,  acompañando  un  estado 
de  las  personas  á  cuyo  favor  se  hubieran  verificado  las  anota- 
ciones preventivas  de  contratos  sujetos  al  impuesto;  que  la 
Hacienda  requiriese  á  los  interesados  al  pago  por  medio  de  los 
Boletines  oficiales  y  si  no  justificasen  dentro  de  los  60  días  ha- 
berlo hecho ;  cancelasen  los  Registradores  las  anotaciones.  (Re- 
soluciones de  3  de  Jul.  de  1869  y  7  de  Set.  de  1871. ) 

Como  se  vé,  hay  alguna  contradicción  entre  los  preceptos 
absolutos  del  R.  D.  de  30  de  Jul.  y  R.  O.  de  15  de  Dic.  de  1862, 
de  que  estas  anotaciones  produjeran  efecto  hasta  que  se  con- 
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virtieran  en  inscripciones ,  y  el  restrictivo  de  la  R.  O.  de  6  de 
Jun.  de  1864  que  limita  los  efectos  de  las  anotaciones  á  los  60 
días  posteriores  al  llamamiento  en  el  Boletín  oficial,  para  satis- 
facer el  impuesto ,  concluidos  que  fueran  los  índices.  Verdade- 
ramente la  última  se  dio  con  razón ,  porque  concluidos ;  no  la 
había  para  que,  por  falta  de  pago  del  impuesto,  se  cancelase  á 
los  60  días  la  anotación  de  un  documento  presentado  después 
de  concluidos  los  índices  y  no  se  cancelase  la  hecha  anterior- 
mente que  se  hallaba  ya  en  iguales  condiciones. 

Excepción  de  lo  dispuesto  en  la  R.  O.  de  6  de  Jun.  de  1864, 
deben  estimarse  las  Resols.  de  Í9  de  Jim.  de  1865  y  de  3  de  Jul. 
de  1869,  al  determinar  que  las  anotaciones  por  falta  de  índices 
que  no  hubiesn  satisfecho  el  impuesto  hipotecario,  no  se  cance- 
laran cuando  la  finca  ó  derecho  hubiese  pasado  á  segundas  ó 
terceras  personas;  porque  en  este  caso  dichas  anotaciones  tie- 
nen en  sí  toda  la  fuerza  de  verdaderas  inscripciones. 

En  consonancia  con  estos  principios,  aun  cuando  se  cance- 
lase la  primera  anotación  preventiva  hecha  por  falta  de  índices; 
no  se  perjudican  los  derechos  adquiridos  por  un  tercero ,  que 
tuviese  anotado  sobre  la  finca  un  crédito  hipotecario.  (Resols. 
de  13  de  Ag.  de  1866  y  de  3  de  Jul.  de  1869.) 

En  la  actuahdad,  si  quedase  alguna  anotación  por  falta  de 
Índices  no  convertida  en  inscripción ,  entendemos :  que  si  fuera 
de  título  sujeto  al  impuesto ,  no  producen  efecto  ninguno  por 
haber  caducado  con  arreglo  á  la  R.  O.  de  6  de  Jun.  de  1864 
dada  por  el  Ministerio  de  Hacienda,  quizá  sin  competencia; 
pero  que  si  fuese  de  título  no  sujeto  al  impuesto,  producirá  sus 
efectos,  hasta  que  se  convierta  en  inscripción;  conforme  á  lo 
mandado  en  el  R.  D.  de  30  de  Jun.  de  1862. 

Como  este  caso  sólo  puede  acontecer  por  gran  descuido  de 

los  Registradores,  el  que  entrase  en  im  Registro  y  encontrara 

.  tan  grave  falta,  debe,  al  hacer  las  anotaciones,  comunicarlo  al 

Presidente  de  la  Audiencia  y  sin  levantar  mano,  dedicarse  á  la 

formación  de  los  índices  como  dispone  el  art.  413  de  la  Ley. 

Entendió  algún  Registrador,  que  las  anotaciones  hechas  por 
falta  de  índices,  canceladas  por  no  haberse  justificado  el  pago 
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del  impuesto;  no  podían  volver  á  registrarse  los  mismos  docu- 
mentos y  que  era  necesario  que  los  interesados  otorgasen  nue- 
vas escrituras:  la  Dirección,  en  20  deMarz.  de  1866,  condenó 
tal  doctrina  enérgicamente,  declarando,  que  debían  admitirse 
como  si  las  anteriores  anotaciones  no  se  hubieran  verificado. 

Forma  de  las  anotaciones  por  falta  de  índices.  —  Para  extender 
las  anotaciones  por  falta  de  índices ,  ha  de  trasladarse  á  los  li- 
bros nuevos  la  última  inscripción  de  dominio  de  los  antiguos  y 
ponerse  á  continuación;  salvo  los  expedientes  posesorios  y  los 
documentos  anteriora  á  1.^  de  Enero  de  1863  que  podían  ano- 
tarse por  falta  de  índices,  inscrito  el  dominio  en  los  libros  anti- 
guos. (Resols.  de  20  y  23  de  Feb.  y  23  de  Jul.  del  63.) 

Si  á  las  inscripciones  antiguas  trasladables  les  faltasen  los 
requisitos  que  marca  la  Ley,  se  han  de  adicionar  por  lo  que 
resulta  de  los  antiguos  títulos,  y  en  su  defecto  por  notas  adi- 
cionales prevenidas  en  los  arts.  21  y  313  del  Reglamento. 
(Resols.  de  12  y  14  de  Ag.  del  63.)  Las  fincas  que  así  se  anoten 
han  de  numerarse  como  si  se  inscribieran.  (Resol,  de  11  de  En. 
de  1864.) 

Ha  de  ponerse  al  pié  del  documento  cuya  anotación  se  pida, 
la  nota  que  previene  el  art.  89  del  Reglamento  (Resol.  26  de 
May.  del  63)  y  en  el  asiento  de  presentación,  otra  marginal  que 
de  á  conocer  la  imposibiüdad  por  entonces  de  inscribirse 
(Resol,  de  23  de  Mar.  de  1863);  precepto  que,  equivocando  al- 
gunos Registradores,  dio  ocasión  á  que  en  31  de  Jul.  del  mismo 
año  se  declarase,  que  las  anotaciones  por  falta  de  índices ,  no 
habían  de  verificarse  por  nota  marginal  en  el  asiento  de  pre- 
sentación. 

Para  evitar  dihgencias  inútiles  y  gastos  á  los  interesados,  se 
mandó,  que  cuando  una  finca  hubiera  sufrido  varias  traslacio- 
nes, y  por  lo  tanto  en  su  registro  particular  resultasen  varias 
anotaciones  por  falta  de  índices;  se  convirtieran  en  inscripciones 
por  medio  de  una  sola  nota  puesta  al  margen  de  la  última,  en 
que  así  lo  expresase.  (Resols.  de  9  de  Jul.  y  27  de  Nov.  de  1864 
y  7  de  Set.  de  1865.)  En  el  caso  de  que  devengasen  impuesto  las 
traslaciones  de  dominio,  hemos  dicho  que  se  necesitaba  parala 
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conversión,  además  de  estar  concluidos  los  índices,  el  pago  del 
impuesto. 

Como  la  conversión  en  inscripciones  se  había  de  hacer  á 
medida  que  se  presentaran  las  cartas  de  pago,  había  de  po- 
nérseles una  numeración  correlativa.  Para  que  ésta  tuviera 
efecto,  y  si  por  ejemplo  en  el  Registro  particular  de  una  finca 
aparecían  tres  anotaciones  con  las  letras  A,  B,  C;  la  conversión 
por  esta  nota  debía  hacerse,  diciendo:  «quedan  convertidas  en 
inscripciones  1.*,  2.*  y  3.*,  las  anotaciones  A,  B  y  C.»  Pero 
podría  suceder  que  por  las  traslaciones  de  dominio  anotadas 
con  las  letras  A  y  C,  se  hubiera  pagado  el  impuesto  y  por  la 
traslación  anotada  con  la  letra  B,  no  se  hubiera  pagado,  y  enton- 
ces sólo  podía  convertirse  en  inscripción  la  anotación  A,  mas 
no  la  C,  hasta  que  lo  estuviese  la  B:  en  este  caso,  el  interesado 
en  que  se  convirtiera  en  inscripción  3.*  la  anotación  C,  tenía 
derecho  para  obhgar  al  interesado  en  la  anotación  B  á  que 
presentase  la  carta  de  pago.  (Resol,  de  7  de  Set.  de  1865.) 

Impuesto  de  andadones, — El  art.  3.o  del  R.  D.  de  2  de  Nov.  de 
1861,  dispuso:  que  las  anotaciones  preventivas  de  derechos 
cuya  traslación  estuviese  sujeta  al  impuesto ,  no  le  devengasen 
hasta  que  se  convirtieran  en  inscripciones  definitivas.  (V.  las 
Resols.  de  15  de  Ab.  de  1863  y  23  de  May.  de  1863.)  Esta  dis- 
posición era  absurda,  pues  la  obUgacion  de  pagar  el  impuesto 
no  nacía  de  que  se  anotase  ó  se  inscribiese  el  contrato,  sino  del 
otorgamiento  de  éste. 

En  12  de  Ag.  de  1863  se  mandó:  que  si  hechas  las  anota- 
ciones preventivas  por  falta  de  índices,  los  interesados  no  se 
presentasen  con  la  carta  de  pago  del  impuesto;  no  las  oonvir- 
tiese  en  inscripción  el  Registrador,  cancelándolas  cuando  corres- 
pondiese. Si  bien  parece  contraria  esta  disposición  á  la  anterior; 
pues  en  el  R.  D.  de  20  de  Nov.  de  1861  se  manda  que  no  se 
devengue  el  impuesto  hasta  que  la  anotación  se  convierta  en  ins- 
cripción; y  en  ésta,  que  no  se  convierta  en  inscripción  hasta  que  no 
se  haya  hecho  dpago;  examinadas  detenidamente,  desaparece  la 
contradicción;  porque  su  sentido  es:  que  el  cobro  del  impuesto 
que  pesa  sobre  contratos  que  se  anoten,  se  demore  hasta  que 
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hayan  cesado  los  motivos  de  la  anotación  y  puedan  inscribirse; 
y  que  cuando  llegue  este  caso,  como  ya  se  adeuda  el  impuesto, 
si  no  se  satisface,  las  anotaciones  caduquen,  pasado  el  tiempo 
que  marca  la  ley,  para  satisfacerlo,  y  se  cancelen.  Es  decir,  que 
el  precepto  del  R.  D.  de  2  de  Nov.  ha  de  entenderse,  nó  en  el 
sentido  de  que  no  es  exigible  el  impuesto  hasta  que  se  convier- 
tan las  anotaciones  en  inscripciones,  sino  hasta  que  haya  cesado 
el  obstáculo  que  impedía  la  conversión. 

La  Resol,  de  24  de  Nov.  de  1863  se  opone,  al  parecer,  á  lo 
antedicho,  declarando  que  las  anotaciones  por  falta  de  índices 
devengan  derechos:  decimos  al  parecer;  porque  entre  lo  consul- 
tado y  lo  resuelto  hay  tanta  incongruencia  y  es  tan  poco  exacta 
la  expresión  de  devengar  derechos,  que  no  es  comprensible  su 
verdadero  sentido,  ni  tenía  autoridad  la  Dirección  para  derogar 
el  precepto  del  R.  D.  de  2  de  Nov.  de  1861. 

Para  justificar  que  tal  filé  el  objeto  de  estas  determina- 
ciones, se  dio  la  R.  ó.  de  6  de  Jim.  de  1864,  en  la  que  se  mandó 
que  se  pagase  el  impuesto  dentro  de  los  60  dÍ£is  desde  que  se 
pubhcase  la  conclusión  de  los  índices,  según  antes  hemos  dicho. 
Como  la  conclusión  de  los  índices  se  demoraba,  y  la  Hacienda 
sufría  sensibles  bajas  en  la  renta;  en  7  de  Oct.  de  1864,  se  dis- 
puso por  el  Ministro  de  Hacienda,  que  desde  1.^  de  Nov.  las 
anotaciones  preventivas  satisfaciesen  el  impuesto  hipotecario 
en  los  plazos  prescritos  en  la  legislación  administrativa,  sin 
esperar  á  que  se  convirtiesen  en  inscripciones  definitivas;  man- 
dato que  se  reprodujo  en  18  de  Ag.  de  1866  y  que  se  reiteró, 
prorrogando  el  plazo  para  el  Registro  de  la  Almunia,  en  7  de 
Set.  de  1871. 

Por  R.  D.  de  29  de  Jun.  de  1867,  se  prohibió  á  los  Registra- 
dores que  admitiesen  documento  alguno  á  inscripción  ó  regis- 
tro, sin  que  constase  antes  por  nota  de  la  Oficina  de  Liquida- 
ción que  estaba  pagado  el  impuesto  ó  que  no  lo  devengaba; 
disposición  que  se  restringió  por  la  R.  ó.  de  13  de  Dic,  dada 
por  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  (que  no  parece  debió  te- 
nerse por  competente  para  interpretar  mandatos  del  de  Ha- 
cienda) declarando,  que  la  prohibición  de  admitir  documentos 
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al  Registro,  sin  constar  el  pago  ó  la  exención;  debía  entenderse 
únicamente  para  el  efecto  de  inscribirlos  ó  anotarlos  preventiva- 
mente por  falta  de  índices. 

*  3.^  Ckando  se  preserUan  á  un  mismo  tiempo  dos  títulos  relativos 
A  una  finca  y  él  uno  impide  la  inscripción  dd  otro, — La  R.  O.  de  11 
de  Agosto  de  1880;  que  vino  á  dejar  sin  efecto  la  doctrina  con- 
signada en  la  Resol,  de  12  de  Enero  de  1869;  se  ocupa  solo  del 
caso  de  presentarse  á  un  mismo  tiempo  en  el  Registro,  manda- 
miento de  eml^argo  de  una  finca  y  escritura  de  venta  de  la 
misma,  y  dispone,  que  se  extienda  anotación  preventiva  de  la 
venta  y  suspensiva  de  la  de  mandamiento  de  embargo;  expre- 
sando en  una  y  en  otra,  que  no  es  posible  inscribir  la  venta  ni 
anotar  el  embargo,  hasta  que  los  interesados  ó  el  Tribunal 
decidan  á  cual  de  los  títulos  ha  de  darse  preferencia. 

Creemos  apUcable  la  doctrina  de  la  R.  O.,  á  todo  caso  de 
presentación  simultánea  de  títulos  relativos  á  una  misma  finca, 
siempre  que  de  dar  la  preferencia  á  cualquiera  de  ellos  pudiera 
perjudicarse  el  interesado  en  el  otro.  Así,  por  ejemplo,  cuando 
se  presente  á  im  mismo  tiempo  mandamiento  de  embargo  y 
escritura  de  hipoteca,  ó  un  título  de  esta  última  clase  y  escritu- 
ra de  venta  de  la  misma  finca;  el  Registrador,  inspirándose  en 
la  doctrina  de  la  citada  R.  O.,  puede,  y  en  nuestro  concepto, 
debe,  extender  anotación  preventiva,  por  imposibihdad  de  ins- 
cribir. 

4.0  Chanclo  se  hubieren  perdido  ó  destruido  los  libros  del  Begis- 
ko. — Patente  en  éste  caso  la  imposibihdad  del  Registrador  de 
inscribir  los  títulos  referentes  á  fincas  que  radiquen  en  los  tér- 
minos municipales ,  cuyos  Hbros  de  Registro  hayan  desapareci- 
do, dispone  el  art.  2.o  de  la  Ley  de  15  de  Agosto  de  1873  que 
se  anoten  preventivamente. 

§13. 

Otras  anotaciones  autorizadas  por  la  Ley.  —  Después  de  men. 
donar  expresamente  el  art.  42  las  anotaciones  á  que  se  refie- 
ren los  precedentes  §§,  se  dice  en  el  núm.  9,  que  podrá  pedir 
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anotación  de  su  derecho  el  que  en  cualquiera  otro  caso  lo  tuviera 
á  exigirla,  conforme  á  lo  dispuesto  en  la  misma  Ley.  En  su 
yirtud ,  conceptuamos  comprendidas  en  la  prescripción  del  nú- 
mero 9  del  art.  42 ,  las  siguientes  anotaciones  preventivas. 

1.^  La  que  los  artículos  20  de  la  Ley  y  del  Eeglamento  dis- 
ponen  que  se  tome,  si  el  interesado  la  solicita;  cuando  se  pre- 
sente un  título  por  el  que  se  transfiera  ó  grave  un  inmueble  ó 
derecho  real,  si  no  consta  inscrito  su  dominio  á  nombre  de 
quien  lo  transfiere  ó  grava,  ni  al  de  otra  persona.  (V.  Resol,  de  7 
de  Marzo  de  1863  y  lo  que  decimos  en  el  §  26  del  Comenta- 
rio al  art.  20.) 

2.*  La  que  el  art.  49  de  la  Ley  concede  al  heredero,  de  la 
solicitud  de  inscripción  á  su  favor,  de  los  bienes  hereditarios; 
dentro  de  los  180  días  siguientes  á  la  muerte  del  testador. 

3.*^  La  que  ordena  el  art.  174  de  la  Ley  que  el  Registrador 
extienda,  de  la  escritura  de  dote  estimada  y  de  la  hipoteca  legal 
á  favor  de  la  mujer;  si  dicha  escritura  no  fuere  suficiente  para 
hacer  también  de  oficio  la  inscripción  hipotecaria. 

4.*  La  que  según  el  art.  402  de  la  Ley,  tiene  derecho  á  pe- 
dir el  interesado  en  que  se  inscriba  un  expediente  posesorio;  si 
el  Registrador  suspende  su  inscripción  por  hallar  algún  asiento 
de  dominio  que  contradiga  el  hecho  de  la  posesión. 

5.a  La  nota  marginal  que,  según  el  art.  415  de.  la  Ley,  ha  de 
ponerse  cuando  se  sohcite  la  cancelación  de  un  derecho  real 
inscrito  en  los  antiguos  hbros,  y  ni  en  éstos  ni  en  los  nuevos 
conste  el  dominio  del  inmueble  á  que  afecta. 

Consecuente  la  Ley  con  su  sistema  de  no  practicar  en  el  Re- 
gistro ningún  asiento  definitivo  respecto  de  fincas  cuyo  dominio 
no  constase  inscrito;  pero  deseando  conciliario  con  el  respeto 
debido  á  los  asientos  hechos  con  arreglo  á  la  legislación  ante- 
rior; que  para  tomar  razón  de  los  derechos  reales,  ó  de  su  can- 
celación, no  exigía  que  previamente  se  hubiese  hecho  constar 
el  dominio ,  como  la  moderna  legislación  dispone ;  adoptó  la 
idea  de  extender,  en  el  caso  en  que  nos  ocupamos,  una  nota 
marginal,  con  todos  los  efectos  de  una  anotación  preventi- 
va, razón  por  la  que;  prescindiendo  del  nombre;  incluimos 
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esas  notas  entre  las  anotaciones  ^or  defectos  subsanables. 
Meditando  sobre  la  razón  que  habría  para  dar  á  esos  asientos 
el  nombre  de  notas,  hemos  creido,  que  como  deben  extenderse 
en  los  antiguos  libros  en  los  cuales  no  es  posible;  dado  el  modo 
de  llevarlos ;  hacer  lo  que  propiamente  se  llama  anotación  y  era 
más  fácil  extender  iina  nota;  se  prefirió,  para  evitar  dudas,  el 
nombre  propio  de  la  forma,  al  que  le  correspondía  según  sus 
efectos. 

§  14. 

Anotaciones  establecidas  por  el  Reglamento  y  otras  disposiciones. — 
Además  de  las  anotaciones  que  expresa  el  art.  42,  hay  otras  que 
también  deben  tomarse  según  el  Reglamento  y  demás  disposi- 
ciones legales;  pues  aunque  el  texto  del  núm.  9.^  del  art.  42  sólo 
habla  de  las  anotaciones  á  que  hubiere  derecho  según  la  Ley 
Hipotecaria;  tenemos  por  cierto  que  cabe  considerarlas  com- 
prendidas en  su  espíritu: 

iP  La  que  procede,  según  el  art.  63  del  Reglam. ,  cuan- 
do por  mandamiento  judicial  se  ordenare  una  anotación  pre- 
ventiva que  no  pueda  efectuarse  por  justa  causa.  Y  por  ser  esta 
anotación  verdaderamente  anómala,  creemos  necesario  exami- 
narla con  algún  detenimiento. 

A  tenor  de  lo  que  previene  el  párr.  3,o  del  art.  63  del  Regla- 
mento, procede  que  se  tome  anotación  de  suspensión  de  los  man- 
damientos judiciales  que  no  puedan  anotarse  preventivamente 
por  justa  causa;  pero  á  nuestro  parecer,  hay  que  armonizar  el 
precepto  de  este  artículo,  con  la  regla  1.^  del  42  del  mismo  Re- 


Segun  ésta,  si  la  propiedad  de  las  fincas  embargadas  apare- 
ciese inscrita  á  favor  de  persona  distinta  de  aquélla  contra  lo 
que  se  hubiese  decretado  el  embargo,  se  denegará  la  anotación. 
Ahora  bien,  como  el  hallarse  inscritos  los  bienes  embargados  á 
íavor  de  persona  distinta  del  ejecutado,  es  causa  justa  para  im- 
pedir la  anotación  preventiva  del  embargo;  con  razón  dudará 
d  Registrador,  si  ha  de  cumplir  con  lo  dispuesto  en  el  art.  63,  ó 
con  lo  que  ordena  el  42. 
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Si  opta  por  éste,  ha  de  denegar  la  anotación,  considerando  el 
defecto  no  subsanable;  pero  entonces  infringe  el  art.  63  que  dis- 
pone suspender  el  cumplir  el  mandamiento  y  tomar  anotación 
preventiva  de  la  suspensión:  si  hace  esto,  queda  igualmente  in- 
fringido el  art.  42. 

Parécenos  en  su  vista,  que  el  63  tuvo  por  objeto  declarar,  que 
cuando  no  pudiera  efectuarse  la  anotación  ordenada  en  manda- 
miento judicial  por  cualquier  defecto  subsanable,  ó  por  no  ha- 
llarse inscrita  la  finca  á  favor  del  ejecutado,  ni  de  ninguna  otra 
persona  (Resol,  de  26  de  Jun.  de  1863),  se  practicase  de  oficio 
una  anotación  de  suspensión;  y  cuando  el  mandamiento  reuniese 
todas  las  circunstancias  exigidas  para  su  anotación;  pero  la  finca 
eipbargable  apareciese  inscrita  á  nombre  de  persona  distinta  del 
ejecutado;  ha  de  denegar  la  inscripción.  No  podemos  imaginar 
siquiera,  que  el  objeto  del  art.  63  friese  introducir  una  excepción 
á  la  doctrina  del  art.  20  de  la  Ley;  más  claramente  expuesta  en 
el  del  Reglamento;  según  la  cual,  inscrita  la  propiedad  de  una 
finca  en  favor  de  determinada  persona,  ha  de  denegarse  la  ano- 
tación de  embargo  hecho  á  otra  distinta.  Así  lo  declaran  además 
la  R.  Ó.  de  11  de  May.  de  1863  y  Resols.  de  3  de  Ab.  de  1877 
y  20  de  Marz.  de  1879.  Por  todo  lo  dicho  creemos,  que  la 
regla  1.a  del  art.  42  es  aplicable  al  caso  en  ella  expresado  y  que 
el  párr.  3. o  del  63  del  Reglam.  ha  de  subordinarse,  no  sólo 
á  la  doctrina  del  20  de  la  Ley  y  del  Reglam. ,  sino  también  á 
los  principios  fundamentales  de  la  legislación  hipotecaria;  según 
los  cuales ,  cuando  el  título  contiene  defectos  insubsanables,  no 
procede  practicar  ninguna  operación  en  el  Registro. 

Fundados  algunos  en  que  el  párr.  3.^  del  art.  63,  sólo  se  re- 
fiere á  los  mandamientos  judiciales,  dudan  que  sea  aplicable  lo 
que  en  él  se  preceptúa,  á  los  que  ordenan  los  Alcaldes  en  los 
expedientes  de  apremio  para  pago  de  contribuciones.  Para  re- 
solver esta  duda,  es  preciso  tener  en  cuenta,  que  la  facultad 
que  hoy  tienen  los  Alcaldes  para  expedir  esos  mandamientos, 
las  tenían  antes  los  Jueces  municipales;  según  se  expone  en 
el  §.  16  de  este  Comentario;  y  si  á  los  expedidos  por  éstos 
se  aplicaba  el  art.  63  del  Reglam.,  natural  parece  apUcarlo  á 
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los  que  expiden  aquellos;  tanto  más,  cuanto  que  el  modo  de 
proceder,  no  ha  sufrido  modificación  (1).  Aunque  así  opina- 
mos, veríamos  con  gusto  limitado  á  muy  pocos  casos  el  pre- 
cepto del  repetido  párr.  3.^  del  art.  63.  (V.  la  Resol,  de  18  de 
May.  de  1877,  según  la  que  la  anotación  de'suspension  de  im 
embargo,  lejos  de  ser  un  obstáculo,  será  un  nuevo  y  poderoso 
motivo  para  que  se  inscriba  la  posesión  á  favor  del  demandado.) 

No  expresa  el  Reglamento  la  duración  de  las  anotaciones  de 
suspensión;  pero  las  consideramos  comprendidas  en  el  art.  96 
de  la  Ley,  y  por  tanto ,  si  durante  60  días,  prorogables  hasta  180, 
86  subsanan  los  defectos,  desaparece  el  motivo  que  produjo  la 
suspensión,  y  se  expide  nuevo  mandamiento  ordenando  la  ano- 
tación; se  convertirá  en  definitiva  (digámoslo  así)  surtiendo 
efecto  desde  la  fecha  en  que  se  suspendió. 

Otro  caso  dudoso  puede  ocurrir.  Tomada  anotación  de  sus- 
pensión por  no  hallarse  inscrita  la  finca  á  nombre  del  demanda- 
do ni  al  de  otra  persona,  el  deudor  presenta  después  en  el  Re- 
gistro, expediente  para  acreditar  su  posesión  y  escritura  de  venta 
de  la  finca  á  un  tercero.  El  Registrador  inscribe  la  posesión  y 
venta,  y  después  de  constar  ya  esta  en  la  hoja  respectiva,  se  ex- 
pide nuevo  mandamiento  para  que  se  convierta  en  definitiva  la 
anotación  de  suspensión.  ¿Procederá  que  así  se  haga?  Fúndanse 
los  que  opinan  negativamente,  en  que  la  inscripción  de  dominio 
á  íavor  del  tercero,  impide  la  anotación  preventiva  á  tenor  de 
la  regla  1.*  del  art  42  del  Reglam. 

Nosotros,  por  el  contrario,  sostenemos  que  puede  y  debe  con- 
vertirse, siempre  que  el  nuevo  mandamiento  se  presentare  dentro 
de  60  días;  porquje  durante  este  plazo  está  surtiendo  efecto,  sin 
que  obste  el  que  después  de  tomada  la  anotación  de  suspensión, 
se  haya  inscrito  la  finca  á  favor  de  un  tercero;  por  que  cuando 
esto  se  hizo,  constaba  ya  aquélla  en  el  Registro,  y  por  tanto  el 


(1)  En  la  pág.  274  del  tom.  tu,  de  la  Reforma  Legislativa  publicó  el  sefior 
D.  Ensebio  Roldan  un  notable  artículo,  poniendo  de  manifiesto  los  inconvenien- 
tes de  aplicar  el  art.  68  á  los  mandamientos  expedidos  por  los  Alcaldes  en  los 
expedientes  de  apremio. 
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Registrador,  al  inscribir  la  venta,  debió  mencionar  la  anotación 
de  suspensión.  Sólo  así  se  cumple  el  principio  capital  de  la  Ley 
Hipotecaria,  prior  tempere,  pofior  jure.  No  por  esto  sostenemos  que 
el  que  obtiene  la  anotación  tenga  mejor  derecho  que  el  que  com- 
pró la  finca;  porque  no  olvidamos  que  la  anotación  no  convierte 
en  reales  los  derechos  puramente  personales,  ni  surte  otro  efecto 
que  el  de  asegurar  con  perjuicio  de  otros  acreedores  posteriores, 
el  cumpUmiento  del  fallo  que  en  su  día  recaiga.  (Sent.  de  17  de 
Jun.  de  1875.)  Si  el  que  compró  se  cree  con  mejor  derecho ,  acu- 
dirá á  los  Tribunales,  para  que  así  lo  declaren. 

2.^  La  que  con  arreglo  al  art.  318  del  Reglam.  puede 
pedir  el  que  antes  del  día  1.°  de  Enero  de  1863v  tuviese  á  su  fa- 
vor un  derecho  real  inscribible,  y  no  resultase  inscrito  ni  éste 
ni  el  dominio  del  inmueble  á  que  afecta.  (V.  la  R.  Ó.  de  7  de 
Jun.  de  1866  y  24  de  Oct.  de  1867.) 

3.0  La  anotación  del  compromiso  contraído  por  el  retra- 
yente. 

La  frase,  toma  de  razón,  que  comunmente  se  apKcaba  á  los 
asientos  de  las  antiguas  Contadurías  de  Hipotecas  y  de  que  se 
vale  el  art.  1.628  de  la  Ley  deEnj.  civ.,  olvidando  el  tecnicismo 
propio  de  la  actual  legislación,  ha  dado  lugar  á  que  se  dude 
acerca  de  la  clase  de  asiento  que  debe  hacerse  en  el  Registro, 
del  compromiso  contraído  por  el  que  obtiene  ejecutoria  declaran- 
do haber  lugar  al  retracto ;  pero  el  1.630  resu4ve  la  duda  dando 
al  asiento  que  ya  supone  practicado,  el  nombre  de  anotación. 

No  comprendemos  las  ventajas  de  esta  anotación,  reducida 
á  hacer  constar  en  el  Registro  el  compromiso  del  retrayente,  de 
no  vender  la  finca  en  determinado  número  de  años;  porque  ó 
se  inscribe  la  finca  á  su  favor  ó  nó.  Si  lo  primero,  ya  se  haga 
en  virtud  de  la  ejecutoria,  ya  de  la  escritura,  ha  de  copiarse  li- 
teralmente en  la  inscripción  el  compromiso,  y  para  nada  se 
necesita  la  anotación.  Si  no  se  inscribe,  no  puede  vender  y  tam- 
bién es  infinictuosa  la  anotación  que  á  nadie  aprovecha. 

4.0  La  ordenada  por  el  art.  24  del  R.  D.  de  11  de  Noviem- 
bre de  1864,  cuando  por  resolución  gubernativa  se  rescinda  ó 
anule  la  venta  ó  redención  otorgada  por  el  Estado. 
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5.°  La  que  el  art.  25  del  mismo  R.  D.  dispone  que  se  tome, 
de  la  declaración  de  quiebra  del  comprador  de  fincas  del  Estado. 

6.0  La  que  marca  el  art.  9.o  del  R,  D.  de  8  de  Nov.  de  1875, 
sobre  inscripción  de  forales. 

TP  La  prevenida  por  el  R.  D.  de  24  de  Nov.  de  1864,  sobre 
rescisión  y  quiebras  en  las  ventas  de  Bienes  Nacionales. 

8.°  El  art.  959  de  la  Ley  de  Enj.  civ.,  faculta  al  Juez  que 
prevenga  el  juicio  de  abintestato  para  que  adopte  respecto  á 
fincas,  las  providencias  y  precauciones  necesarias  para  evitar 
fraudes  y  abusos;  y  el  1.030  prohibe,  con  las  excepciones  que 
exprasa,  la  enajenación  de  bienes  inventariados,  mientras  se 
substancie  el  juicio.  De  esto  se  infiere,  que  si  el  Juzgado  estima 
conveniente  adoptar  la  medida  de  precaución  de  que  se  anoten 
en  el  Registro  los  bienes  inventariados,  para  impedir  que  se 
enajenen;  el  Registrador  deberá  extender  la  anotación. 

No  incluimos  entre  las  anotaciones  establecidas  por  el  Regla- 
mento, la  de  demanda,  que,  según  el  art.  320  del  mismo,  puede 
pedir  el  que  la  entable,  contra  el  que  tiene  anotado  á  su  favor 
nn  derecho  real  adquirido  antes  de  1.^  de  Enero  de  1863;  por- 
que la  consideramos  comprendida  entre  las  anotaciones  de  de- 
manda de  que  se  trató  en  el  §  3.^  de  este  Coment. ;  ni  otras 
muchas,  comprendidas  en  varios  artículos  del  Reglamento  y 
disposiciones  legislativas;  porque  se  refieren  á  las  anotaciones 
de  que  trata  la  Ley,  y  de  ellas  hablamos  en  los  §§  anteriores- 

§   15. 

Quiénes  pueden  pedir  anotación  preventiva.  —  Pueden  pedirla 
los  interesados  en  ella,  con  arreglo  á  la  Ley  y  al  Reglamento. 
(Art.  59  del  Reglam.)  Algo  obscura  es  la  redacción  de  este 
artículo,  y  hubiera  sido  preferible  conservar  el  texto  del  pri- 
mitivo Reglamento;  pero  tenemos  por  seguro,  que  lo  que  se 
quiere  dar  á  entender  es,  que  todo  el  que  con  arreglo  á  la  Ley 
y  al  Reglamento  se  presuma  que  tiene  interés  en  inscribir  su 
derecho,  pueda  exigir  su  anotación,  y  por  ello  opinamos 
aplicable  á  las  anotaciones,  lo  que  dejamos  expuesto  en  el 
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Comentario  al  art.  6.^  de  la  Ley,  respecto  de  las  personas  que 
pueden  pedir  la  inscripción. 

§   16. 

Quiénes  pueden  ordenar  las  anotaciones  preventivas.  —  Dispone 
el  art.  45  del  Reglamento,  que  las  anotaciones  preventivas  que 
no  puedan  hacerse  sino  por  providencia  judicial,  se  verifiquen 
por  mandamiento;  que  siempre  habrá  de  expedirse  por  el  Juez 
ó  Tribunal,  en  cuyo  distrito  radique  el  Registro,  bien  en  virtud 
de  providencia  dada  por  él  en  los  negocios  de  que  conoce;  bien 
en  virtud  de  exhorto  que  reciba  de  Jueces  extraños,  y  en  cuyo 
cumpUmiento  obre  como  delegado. 

Respecto  á  cuándo  ha  de  exhortarse  al  Juez  de  primera  ins- 
tancia del  partido,  á  fin  de  que  expida  mandamiento,  y  cuándo 
puede  expedirse  directamente  al  Registrador;  la  Resol,  de  22 
de  Ag.  de  1871,  sienta  una  regla  general  que  puede  servir  de 
guía,  O  el  Juez  que  manda  anotar  tiene  jurisdicción  en  el  terri- 
torio donde  se  haUa  el  Registro,  ó  nó:  si  la  tiene,  puede  Ubrar 
directamente  mandamientos  al  Registrador  para  que  anote  los 
embargos;  si  no  la  tiene,  ha  de  exhortar  al  Juez  de  la  demarca- 
ción en  que  radica  el  Registro. 

Como  consecuencia  de  este  principio,  los  Tribimales  supe- 
riores, cuya  jurisdicción  abraza  todo  el  territorio  que  comprende 
los  Registros  de  la  propiedad ,  enclavados  en  el  mismo;  pueden 
expedir  directamente  mandamientos  de  embargo.  La  misma 
facultad  tienen  los  Jueces  municipales,  ó  los  que  según  la  ley 
hagan  sus  veces,  y  los  especifides  que  residen  en  el  territorio  del 
partido  judicial  y  que  ejercen  sus  funciones  en  la  demarcación 
á  que  corresponde  el  Registro,  donde  la  anotación  preventiva 
ha  de  tomarse. 

Ninguna  dificultad  presentaría  la  apücacion  de  esta  regla 
si  la  idea  que  presidió  á  la  creación  de  Contadurías  y  Re- 
gistros, de  que  se  estableciesen  todos  en  las  cabezas  depar- 
tido, siendo  el  mismo  el  territorio  judicial  que  el  hipotecario,  se 
hubiese  observado  fielmente.  El  Juez  de  cada  partido  remitiría 
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los  mandamientos  directamente  al  Registrador  del  mismo,  y 
los  Jueces  extraños  con  quienes  ninguna  relación  jurisdiccional 
tenía  el  Registrador,  se  entenderían  con  éste  por  medio  de 
exhortes  á  aquél.  Pero  creáronse  y  suprimiéronse  Juzgados,  y 
se  segregaron  pueblos  de  unos  y  se  agregaron  á  otros ,  sin  que 
los  Registros  siguieran  á  compás  todas  estas  variaciones ,  con- 
servando la  mayor  parte  su  primitiva  demarcación ;  de  aquí, 
que  la  de  algunos  se  compone  de  pueblos  que  pertenecen  á  dos 
ó  más  Juzgados;  siendo  causa  de  confusión  y  de  disputa  res- 
pecto á  determinar  el  Juez  á  quién  corresponde  expedir  el  man- 
damiento, si  á  aquel  en  donde  radica  el  Registro,  ó  á  aquel  en 
cuyo  territorio  se  halla  sita  la  finca. 

La  duda  es  fundada:  las  reglas  prescritas  en  la  Resol,  de  22 
de  Ag.  que  antes  mencionamos,  no  pueden  aplicarse,  porque  se 
refieren  al  caso  común  y  ordinario  de  que  la  demarcación  judi- 
cial é  hipotecaria  sean  una  misma:  ha  de  buscarse,  por  tanto, 
su  resolución  en  los  principios  generales  de  derecho.  La  letra 
del  art.  45  favorece  la  opinión  primera;  pues  consigna  de  un 
modo  expreso  que  el  mandamiento  ha  de  expedirse  siempre  por 
el  Juez,  en  cuyo  territorio  jurisdiccional  radique  el  Registro 
donde  haya  de  tomarse  la  anotación  preventiva.  Pero  si  se  tie- 
ne en  cuenta  que  es  principio  irrefragable  el  de  que  el  Juez  de 
un  partido  es  el  único  que  goza  de  facultades  para  ejecutar 
todos  los  actos  de  jurisdicción  que  hayan  de  tener  cumplimien 
to  en  su  territorio ;  y  es  cosa  insóUta,  que  si  manda  embargar 
una  finca  que  radica  en  él,  haya  de  acudir  á  otro  Juez  para 
que  Ubre  el  mandanóiento  en  cuya  virtud  se  hace  efectiva  su 
providencia;  surge  en  el  ánimo  la  vacilación  de  si  es  segura  la 
inteligencia  que,  ateniéndose  á  su  Uteral  contexto,  se  da  al  ar- 
tículo reglamentario. 

Si  á  esto  se  añade  la  Resol,  de  28  de  Jul.  de  1871,  en  que 
considerando  « que  siendo  la  división  territorial  distinta  en  la 
organización  judicial  y  en  la  del  Registro  de  la  propiedad,  las 
palabras  del  párr.  2.*^  del  art.  45,  deben  entenderse  en  el  sentido 
de  que  los  Registradores  han  de  tomar  anotación  preventiva 
solamente  de  los  mandamientos  de  embargo  expedidos  por  los 
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Jueces  ó  Tribunales  que  ejercen  jurisdicción  sobre  todo,  ó  sobre 
parte  del  territorio  que  comprende  la  circunscripción  del  Re- 
gistro; »  en  cuyo  caso  se  halla  el  Juez  que  tiene  pueblos  de  su 
territorio  enclavados  en  un  Registro,  cuyas  Oficinas  se  hallan 
en  otro  partido;  crece  la  dificultad  de  resolver.  Algo  propende- 
mos á  lo  último;  pero  con  tan  tibia  convicción,  que  aconseja- 
ríamos al  Registrador  que  se  hallase  en  el  caso  referido,  que 
provocara  una  Resol,  oficial. 

Digimos  en  el  §  4.o  que  eran  anotables  los  embargos  de- 
cretados por  las  Autoridades  en  expedientes  gubernativos:  así 
lo  declara,  como  regla  ordinaria,  el  art.  21  del  R.  D.  de  11  de 
Nov.  de  1864. 

Tales  embargos  se  decretan ,  por  lo  general,  para  apremiar  á 
los  contribuyentes  á  satisfacer  los  descubiertos  por  contribucio- 
nes ó  para  realizar  pagos  mandados  por  las  Autoridades  guber- 
nativas. 

Por  lo  que  hace  al  pago  de  contribuciones,  tienen  facultad 
para  embargar,  los  Alcaldes,  y  antes  las  tuvieron  los  Comisio- 
nados de  apremio. 

A  los  Alcaldes  les  reconoció  expresamente  esta  facultad  la 
Resol,  de  2  de  Jul.  de  1863,  declarando  que  la  tenían  para  se- 
guir de  propia  autoridad  los  expedientes  de  apremio,  y  por  lo 
tanto,  para  expedir  mandamientos  de  embargo  por  deudas  al 
Mimicipio,  y  que  este  mandamiento  debía  anotarse,  aunque  lo 
autorizara  el  Secretario  da  Ayuntamiento;  doctrina  que  contra- 
dijo en  otra  Resol,  de  25  de  Set.  del  mismo  año,  aun  cuando 
en  ésta,  al  denegarse  la  anotación  de  im  mandamiento  de  em- 
bargo de  un  Alcalde;  no  se  expresa  si  procedía  de  expediente 
de  apremio. 

Con  estas  vacilaciones  marchaban  los  Registradores,  cuando 
la  Ley  de  19  de  Jul.  de  1869  negó  imphcitamente  á  los  Alcaldes 
el  poder  expedir  mandamientos  de  embargo,  al  declarar  que  los 
Jueces  de  paz  (hoy  municipales)  ó  los  que  según  las  leyes 
hiciesen  sus  veces,  eran  las  únicas  Autoridades  competentes 
para  autorizar  los  embargos  decretados  en  los  expedientes  de 
apremio  por  débitos  y  descubiertos  de  contribuciones;  precepto 
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confirmado  por  la  Inst.  de  3  Dic.  1869  y  R.  D.  de  25  Ag.l871, 
y  aplicado  por  la  Dirección  en  22  Ag.  del  mismo  año. 

Sin  embargo,  hoy  prevalece  la  doctrina  primitiva:  en  el  ar- 
tículo 6.*^  de  la  Ley  de  11  de  Jnl.  de  1877,  se  dispone,  que 
en  los  procedimientos  para  la  cobranza  de  débitos  á  favor  de  la 
Hacienda,  ejerzan  los  Alcaldes  las  funciones  que  entonces  ejer- 
cían los  Jueces  municipales;  y  como  las  que  ejercían  eran  la 
de  expedir  mandamientos  de  embargo  y  proceder  á  la  venta  de 
los  bienes  embargados,  es  notorio  que  hoy  pueden  los  Alcaldes 
expedirlos  y  que  son  anotables.  (Resol,  de  26  de  Oct.  de  1878.) 

También  pueden  expedir  mandamientos  para  la  anotación 
de  embargos  los  Alcaldes  que  obran  como  Delegados  de  las 
Diputaciones  provinciales  (Resol,  de  11  de  üct.  de  1870)  y  para 
el  cobro  de  los  arbitrios. 

Los  Comisionados  de  apremio  tenían  la  facultad  de  embar- 
gar como  Delegados  de  la  jurisdicción  especial  de  Hacienda, 
con  obligación  en  los  Registradores  de  anotar  los  embargos; 
siempre  que  el  mandato  contuviera  las  circunstancias  necesa- 
rias, para  llevar  á  cabo  la  anotación;  sin  deber  averiguar  si  el 
embargo  está  bien  ó  mal  acordado.  (Resol,  de  10  de  Nov. 
de  1865  (1)  R.  Ó.  de  3  de  Set.  de  1868);  pero  ha  de  tenerse 
presente  lo  dispuesto  por  la  Ley  de  19  de  Jul.  de  1869,  Instruc- 
ción de  3  de  Dic.  del  mismo  año  y  R.  D.  de  25  de  Ag.  de  1871, 
que  como  hemos  dicho  declaran  de  la  exclusiva  facultad  de  los 
Jueces  de  paz  (hoy  municipales),  ó  de  los  que  hagan  sus  veces, 
embargar,  y  expedir  mandamientos  para  anotarlos.  Este  pre- 
cepto se  aplica  en  la  Resol,  de  22  de  Ag.  de  1871,  recaída  á 
solicitud  del  Registrador  de  Granada,  y  es  el  que  debe  consi- 
derarse vigente;  porque  si  bien  la  Ley  de  presupuestos  de  1877, 
traslada  las  facultades  de  los  Jueces  municipales  á  los  Alcaldes, 
nada  innova  respecto  á  los  Comisionados  de  apremio,  que  para 
los  embargos  y  mandamientos  habrán  de  acudir  á  esta  Au- 
toridad. 


(1)    En  nuestra  Colección  legislativa  hipotecaria,  consta  equivocadamente 
como  de  10  de  Nov.  de  1863. 
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Aunque  los  Jueces  municipales  puedan  por  sí,  en  uso  de  su 
jurisdicción,  decretar  embargos  y  anotaciones  (Resol,  de  2  de 
Mar.  de  1864  y  las  citadas  de  28  de  Jul.  y  22  de  Ag.  de  1871), 
no  es  tan  expedita  su  facultad,  cuando  siendo  legos  desempe- 
ñan accidentalmente  el  cargo  de  Jueces  de  primera  instancia. 
El  art.  71  de  la  Ley  provisional  sobre  organización  del  Poder 
judicial,  previene  que  se  asesoren  de  Letrado  en  todo  lo  que  no 
sea  de  mera  tramitación.  El  acuerdo  del  embargo,  no  lo  es;  mas 
decretado  el  embargo,  la  anotación,  sí.  Por  ello  entendemos  que 
sin  Asesor,  no  puede  decretar  el  embargo ;  mas  si  en  el  auto  ea 
que  lo  acordare,  no  hubiera  prevenido  la  anotación;  podría 
mandarla  sin  Asesor. 

Si  el  embargo  preventivo  no  excede  de  la  cantidad  de  que 
pueden  conocer  los  Jueces  municipales,  son  competentes  para 
decretarlos  con  jurisdicción  propia;  si  excede,  el  Juez  competente 
es  el  de  primera  instancia. 

Algunos  han  sostenido  como  doctrina  cierta,  que  las  anota- 
ciones que  hemos  calificado  de  gubernativas,  pueden  y  deben 
ordenarse  directamente  á  los  Registradores  por  las  mismas  Au- 
toridades ó  Funcionarios,  que  acuerdan  los  embargos;  puesto 
que  el  art.  45  del  Reglam,  que  exige  que  se  exhorte  al  Juez  del 
partido ,  sólo  se  refiere  á  las  anotaciones  que  hayan  de  prac- 
ticarse en  virtud  de  mandamiento  judicial. 

Disentimos  de  los  que  así  piensan,  creyendo  que  respecto  á  las 
anotaciones  gubernativas,  han  de  guardarse  las  mismas  reglas 
que  para  las  judiciales  señala  la  Resol,  de  22  de  Ag.  de  1871; 
esto  es,  que  si  la  Autoridad  gubernativa  tiene  jurisdicción  en 
el  territorio  donde  está  situado  el  Registro;  puede  hbrar  man- 
damientos directamente  al  Registrador,  y  si  no,  ha  de  hacerlo 
por  exhorto  al  Juez  de  primera  instancia  donde  aquel  radique. 

También  resulta  de  cuanto  hemos  dicho,  que  el  precepto  del 
art.  45,  de  que  toda  anotación  preventiva  que  no  pueda  ha" 
cerse  sino  por  providencia  judicial,  se  haga  en  virtud  de  man- 
damiento que  ha  de  ser  siempre  expedido  por  el  Juez  ó  Tribu- 
nal, en  cuyo  término  radique  el  Registro;  no  es  apUcable  á  los 
embargos  gubernativos  por  apremios  á  contribuyentes,  cuyos 
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mandamientos  han  de  ser  expedidos  por  los  Alcaldes,  y  pue- 
den llamarse  judiciales ,  según  declara  la  Resol,  de  2  de  Julio 
de  1863. 

Igualmente  podían  decretar  anotaciones  de  embargo,  los  su- 
primidos Tribunales  de  Comercio.  (Resol,  de  13  de  Ag.  de  1866) 
y  están  facultados  para  ello  los  Juzgados  de  Marina.  (Id.  de  14 
deJun.  de  1864). 

§  17. 

Cuándo  procede  que  se  tome  la  anotación.  —  Aunque  en  térmi- 
nos generales,  se  expresa  suficientemente  en  el  art.  63  del  Re- 
glamento, que  ha  de  tomarse: 

Cuando  la  anotación  se  reclama  por  el  que  desea  garantir  un 
derecho  que  la  Ley  le  concede ,  y  se  presenta  título  que  pueda 
producirlo. 

Cuando  adolezca  el  título  presentado  de  defectos  que,  por  po- 
der subsanarse,  no  son  motivo  bastante  para  denegar  la  inscrip- 
ción ó  nota  marginal. 

Cuando  \m  mandamiento  judicial  que  ordene  una  anotación, 
no  pueda  cumplirse  por  justa  causa;  en  cuyo  caso  ha  de  sus- 
penderse la  extensión  del  asiento  y  se  ha  de  tomar  anotatíon 
preventiva  de  la  suspensión. 

Como  el  art.  228  de  la  Ley  previene  que  el  registro  especial 
de  cada  finca  se  encabece  con  la  inscripción  de  dominio,  si  el 
primer  asiento  que  se  solicita  es  de  anotación  preventiva,  no 
podrá  extenderse  mientras  no  esté  inscrito  el  dominio.  Así  lo 
declaran  las  Resols.  de  6,  8  y  25  de  Jun.,  4  de  Jul.  y  12  y  14 
de  Ag.  de  1863. 

Esto  no  obsta  á  que,  con  arreglo  á  la  R.  ó.  de  11  de  May. 
de  1863,  en  conformidad  á  la  que  se  dictaron  las  Resols.  de  11, 
13  y  24  de  Ag.  del  mismo  año ,  y  á  lo  dispuesto  en  la  regla  2.a 
del  art.  42  y  en  el  63  del  Reglam.  vigente ;  se  tome  anotación 
de  suspensión  de  las  ordenadas  por  mandamiento  judicial, 
cuando  éstas  no  pueden  verificarse  por  no  hallarse  inscrito  el 
dominio  de  la  finca. 
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Hay  además  otro  caso  en  que,  á  pesar  de  la  regla  general  in- 
dicada ,  se  anota  sin  que  conste  la  inscripción  de  dominio,  y  es 
cuando  el  dueño  de  un  derecho  real  constituido  antes  de  1.^  de 
En.  de  1863,  trata  de  inscribirlo  y  no  está  inscrita  la  finca; 
para  que  su  derecho  no  se  esterihce  vendiéndose  el  inmueble 
como  Ubre ,  mientras  practica  las  diligencias  necesarias  para 
obhgar  al  propietario  á  que  la  inscriba;  permite  el  art.  318  del 
Reglam.  que  se  tome  anotación  preventiva  por  defecto  subsa- 
nable.  (Resol,  de  7  de  Ag.  de  1863  y  24  de  Set.  de  1867.) 

La  falta  de  índices,  produce  el  efecto  de  que  no  puedan  ha- 
cerse inscripciones,  sino  anotaciones  (R.  D.  de  30  de  Jul.  de 
1862  y  Resol,  de  30  de  Ag.  de  1873);  y  si  el  documento  que 
se  presenta,  contiene  además  defectos  subsanables  ó  se  refiere  á 
un  derecho  real  que  grava  á  una  finca  no  inscrita,  procede  tam- 
bién que  se  anote;  pero  en  vez  de  verificarse  dos  anotaciones  dis- 
tintas del  mismo  título,  ima  por  falta  de  índices  y  otra  por  no  estar 
inscrito  el  dominio  ó  por  los  defectos  subsanables  de  que  adolece; 
se  tomará  una  sola  en  que  se  expresen  todas  las  causas.  (Resol, 
de  12  de  Jun.,  20  y  31  de  Ag.  de  1863  y  16  de  Ab.  de  1865.) 
Por  otras  de  31  de  Ag.  de  1863  y  19  de  Feb.  de  1864,  se  declaró, 
que  si  subsanados  los  defectos,  no  estuviesen  concluidos  los 
índices,  continuaran  como  anotaciones  por  falta  de  éstos,  y 
si  no  se  subsanaren  dentro  de  los  sesenta  días  siguientes,  se 
anulara  la  anotación. 

No  está  demás  advertir,  que  si  por  olvido,  descuido  ó  cualquier 
otro  accidente  transcurriera  largo  tiempo  sin  anotarse  un  man- 
damiento de  embargo;  antes  de  extenderse  el  asiento,  el  Regis- 
trador ha  de  oficiar  al  Juzgado  de  donde  procede  para  que  le 
manifieste  si  sigue  dicho  mandamiento  en  su  fuerza  y  vigor 
ó  si  ha  caducado;  anotándolo  ó  devolviéndolo  al  Juez,  según 
la  contestación  que  reciba.  Esto  dispone  la  Resol,  de  17  de  Agos- 
to de  1863;  pero  nos  parece,  que  más  que  como  precepto  ha  de 
tomarse  como  consejo.  Cierto  que  el  embai'go  sólo  produce 
efectos  transitorios  y  por  lo  tanto ,  es  muy  posible  que  cuando 
nadie  ha  reclamado  la  anotación  del  mandamiento  en  larga  fecha, 
el  pleito  haya  concluido,  y  esté  la  deuda  pagada;  pero  también 
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66  posible  que  no  lo  esté,  y  que  el  acreedor,  en  la  inteligencia  de 
que  se  halla  anotado  el  embargo  y»  con  esto  garantido  el  cobro 
de  su  crédito,  descuide  el  procedimiento,  deseoso  de  dar  respiro 
al  deudor  ó  entretenido  con  esperanzas  de  próximo  cobro,  que 
nunca  se  realiza.  Fácil  es  que  si  llega  á  oidos  del  ejecutado  que 
la  aootacion  no  está  hecha,  venda  la  finca  como  libre,  dui'ante 
las  dilaciones  judiciales,  y  cuando  el  Juez  conteste  que  el  em- 
bargo está  en  su  fuerza  y  vigor,  ya  no  pueda  anotarse,  por  no 
pertenecer  la  finca  á  la  persona  contra  quien  se  procede. 

Por  ello  aconsejaríamos  al  Registrador  que,  salvo  cuando  el 
mandamiento  de  embargo  fuera  de  fecha  tan  remota  que  no 
hubiera  posibilidad  moral,  de  que  si  existiera  el  pleito  no  se  hu- 
biera reclamado  su  cumplimiento,  ó  cuando  particularmente  le 
constase  que  el  pleito  se  transigió  ó  concluyó,  pregunte  al  Juz- 
gado; apresurándose  en  los  demás  casos  á  extender  la  anotación 
omitida  por  incuria  ú  olvido  en  el  Registro. 

§  18. 

Efedm  de  las  anotaciones preventivcLS  en  general,-^ Sin  perjuicio 
de  ocupamos  en  el  Comentario  á  los  artículos  siguientes,  de  los 
efectos  de  las  anotaciones  á  que  los  mismos  se  refieren;  no  es- 
tará demás  que  recordemos  lo  que  acerca  de  eUos  dice  la  Expo- 
sición de  motivos  (págs.  74,  75,  76,  77,  109  y  110,  tom.  i),  á  la 
que  puede  acudirse  en  casos  de  duda;  pues  rara  será  la  que  se 
ofrezca  que  no  pueda  resolverse  inspirándose;  cuando  nó  en  la 
letra;  en  el  espíritu  de  los  párrafos  que  la  Comisión  dedicó  á 
exponer  los  efectos  de  las  anotaciones  preventivas. 

A  ellos,  por  tanto,  remitimos  al  lector,  no  sin  Uamar  su  aten- 
ción acerca  de  la  Sent.  de  9  de  May.  de  1873,  según  la  cual,  las 
anotaciones  judiciales,  no  pueden  calificarse  de  sentencias  de- 
finitivas, porque  no  declai^an  derechos,  siendo  esencialmente 
revocables  y  transitorias ;  y  la  de.  17  de  Jun.  de  1875,  en  que 
se  resuelve,  que  las  anotaciones  preventivas  que  se  hacen  para 
asegurar  las  consecuencias  de  un  juicio,  tienen  limitados  sus 
efectos  á  este  solo  fin;  pero  no  alteran  la  índole  y  naturaleza  de 
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la  obligación  cuyo  cumplimiento  se  quiere  asegurar,  ni  de  sim- 
ple la  convierte  en  hipotecarla,  ni  lastiman  los  derechos  que  so- 
bre la  finca  puedan  tener  terceras  personas ;  doctrina  que  se  re- 
pite en  la  Sent.  del  5  de  Ab.  de  1878. 

Por  esto  es  opinión  general,  que  quien  en  juicio  ejecutivo 
para  el  cobro  de  ima  deuda  no  hipotecaria  logra  el  embargo 
de  una  finca,  que  resulta  vendida  anteriormente;  aunque  el 
comprador  no  la  hubiese  inscrito  á  su  nombre,  tiene  mejor  de- 
recho que  el  embargante  cuyo  crédito  carece  del  carácter  de  de- 
recho real,  que  no  le  da  el  embargo. 

Pero  si  bien  las  anotaciones  judiciales  no  varían  la  naturale- 
za de  la  obligación  á  cuya  seguridad  se  decretan,  garantizan  su 
cumplimiento;  de  modo  que  llevan  necesariamente  consigo  la 
prohibición  de  enajenar  las  fincas  hipotecadas  ó  anotadas  en 
perjuicio  del  derecho  de  la  persona  á  cuyo  favor  se  hubiese  hecho 
la  anotación;  así  como  antes  de  la  Ley  Hipotecaria  era  la  pro- 
hibición absoluta,  y,  respecto  á  las  fincas  embargadas,  necesa- 
ria la  autoridad  del  Juez ,  como  declara  la  Sent.  de  14  de  Nov. 
de  1874. 

También  merece  mencionarse  la  Resol,  de  7  de  Abril  de  1863, 
que  declara,  que  las  anotaciones  por  falta  de  índices  surten  para 
los  interesados  todos  los  efectos  de  las  inscripciones;  pudiendo 
anotarse  los  coptratos  otorgados  por  las  personas  que  tengan 
anotado  su  derecho.  (V.  §  26  del  Coment.  al  art.  20.) 


§  19. 


Ultramar, — El  art.  50  de  la  Ley  Hipotecaria  para  la  Isla  de 
Cuba  y  el  de  la  de  Puerto-Rico,  están  copiados  del  42  de  la  que 
rige  en  la  Península;  sin  más  diferencia  que  el  núm.  7.*^  de  la 
Ley  de  Cuba  que  dice  así:  ^ Séptimo,  El  acreedor  refaccionario, 
en  los  términos  que  se  expresan  en  esta  Ley.» 

La  razón  de  esta  diferencia  consiste,  en  que  en  la  Isla 
de  Cuba  es  frecuente  un  contrato  que  se  Uama  de  refac- 
ción ,  distinto  del  que  se  conoce  con  el  mismo  nombre  en  la 


Digitized  by  VjOOQ IC 


ART8.  42  T  43 ,  §  18.  145 

Península,  según  expondremos  en  el  Coment.  á  los  arts.  59 
7  siguientes. 

El  art.  51  de  la  Ley  para  Cuba  y  el  de  la  de  Puerto-Rico, 
están  literalmente  copiados  del  43  de  la  vigente  en  la  Península. 

Artículos  de  ¡os  Reglamentos  de  Cuba  y  Puerto-Rico,  que  están  copiados  de 

los  del  vigente  en  la  Península. 

Reglam.  de  Cuba.  Id.  de  Puerto-Rico.  Id.  de  la  Península. 


Art.  142 

Art.  136 

Art.  41 

>  143 

»  137 

»  44 

>  146 

»  138 

>  46 

>  146(1) 

>  139  (1) 

>  42 

>  16» 

»  162 

>  59 

»  171 

1  166 

»  63 

Beglamenio  de  Cuba. 

Art.  144.  También  procederá  la  anotación  preventiva 
de  que  trata  el  caso  4.°  del  art.  50  de  la  Ley,  cuando  se 
declare  algún  deudor  en  concurso  ó  en  quiebra,  previos 
los  trámites  establecidos  en  la  Ley  de  Enjuiciamiento, 

Reglamentos  de  Cuba  y  Puerto-Rico, 

Art.  140  de  Puerto-Rico  y  147  de  Cuba. — Las  Auto- 
ridades que  decreten  embargos  de  bienes  inmuebles  en 
expedientes  gubernativos,  los  liarán  anotar  preventiva- 
mente; á  cuyo  fin  dispondrán  se  presente  al  Registrador 
respectivo  una  certificación  por  duplicado,  comprensiva 
de  la  providencia  de  embargo  y  de  las  demás  circuns- 
tancias necesarias  para  las  anotaciones ,  según  el  art.  86 
de  la  Ley. 

Art.  141  de  Pvterto-Rico  y  148  de  Cuba.  —  Cuando 
sea  declarado  en  quiebra  el  comprador  de  una  finca  ó 
derecho  perteneciente  al  Estado,  por  no  haber  pagado  su 
precio  en  los  plazos  correspondientes;  se  anotarít  preven- 
tivamente esta  declaración,  precediéndose  para  ello  del 
modo  establecido  en  el  artículo  antecedente. 


(1)  La  regla  4.'  de  estos  artículos  se  refiere  á  los  6.**,  1°  y  8."  de  las  respectivaa 
Leyes. 

TOMO  in  10 
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ARTICULO  44. 

El  acreedor  que  obtenga  anotación  á  su  favor  en  lo» 
casos  de  los  núms.  2.^,  3.**  y  4.°  del  art.  42,  será  prefe- 
rido, en  cuanto  á  los  bienes  anotados  solamente;  á  los 
que  tengan  contra  el  mismo  deudor  otro  crédito  contraído 
con  posterioridad  á  dicha  anotación. 

SUMARIO. 
§  1.  Preferencia  del  acreedor  qne  obtiene  anotación.  —  §2.  Ultramar. 

COMENTARIO. 

§  1.^ 

Preferencia  del  acreedor  que  obtiene  anotación,  —  Segiin  el  con- 
texto del  art.  44,  adquieren  iguales  derechos  por  la  anotación: 

l.o  El  que  en  juicio  ejecutivo  obtuviese  mandamiento  de 
embargo  que  se  haya  hecho  efectivo  en  bienes  del  deudor: 

2.^  El  que  demandando  en  juicio  ordinario  el  cumplimiento 
de  cualquiera  obHgacion,  obtuviese,  con  arreglo  á  las  leyes; 
providencia,  ordenando  el  secuestro  ó  prohibiendo  la  enajena- 
ción de  bienes  inmuebles: 

3.^  El  que  obtuviese  sentencia  ejecutoria,  condenando  al 
demandado  al  pago  de  una  cantidad  hquida  ó  ilíquida,  ó  á  hacer 
b  no  hacer,  ó  á  entregar  alguna  cosa: 

4.0  El  extranjero  á  cuyo  favor  se  hubiese  dictado  ejecutoria 
á  consecuencia  de  una  acción  personal. 

Todos  estos  serán  preferidos;  sólo  en  cuanto  á  los  bienes 
anotados;  á  los  acreedores  posteriores  á  dicha  anotación. 

Por  la  naturaleza  de  las  sentencias  á  que  este  precepto  se 
apUca,  se  infiere  que  sólo  comprende  aquellas  que  tratan  del 
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pago  de.cantídad;  bien  porque  éste  haya  sido  el  objeto  principal 
del  pleito,  bien  porque  no  cumpliendo  el  condenado  la  obliga- 
ción de  hacer  ó  de  no  hacer,  impuesta  por  la  Sentencia;  se  tra- 
duce en  resarcimiento  de  perjuicios,  y  para  asegurar  su  importe, 
se  anotan  bienes  suficientes  que  respondan  al  pago. 

Aun  cuando  entre  las  sentencias  que  deben  llevarse  á  efecto 
por  los  trámites  establecidos  en  el  Tít.  xvm.  Parte  1.a  de  la  Ley 
de  Enj.  civ.  antigua  (hoy  Tít.  vm  del  Lib.  n)  á  que  se  refiere  el 
núm.  3.*^  del  art.  42;  se  encuentran  las  que  condenan  al  deman- 
dado á  entregar  una  cosa,  y  por  lo  tanto  parece  que  se  hallan 
comprendidas  en  el  precepto  general  del  art.  44;  entendemos 
que  han  de  distinguirse  dos  casos. 

Cuando  en  virtud  de  la  sentencia  deba  entregarse  al  que 
ganó  el  pleito  alguna  cosa  inmueble,  si  por  cualquier  accidente 
no  se  le  puede  poner  en  posesión  inmediata  y  anota  la  senten- 
cia; esta  anotación,  que  tiene  por  objeto  impedir  que  en  per- 
juicio suyo  se  enajene  la  finca  durante  aquellos  trámites,  da 
preferencia  al  anotante  sobre  todos  los  acreedores  anteriores 
y  posteriores,  salvo  los  hipotecarios  inscritos. 

Pero  si  el  inmueble  no  pudiera  entregarse  por  haberse  arrui- 
nado (como  si  por  aventura  un  molino  se  le  hubiera  llevado  la 
corriente);  entonces,  como  el  cumplimiento  de  la  sentencia 
habría  de  efectuarse  mediante  la  indemnización  de  perjuicios 
(art.  826  de  la  Ley  de  Enj.  civ.  de  1881),  habría  lugar  al  em- 
bargo y  á  la  anotación  de  fincas  que  no  habían  sido  objeto  del 
litigio,  para  garantizar  el  pago:  por  ella,  el  que  ganó  el  pleito 
no  adquiriría  derecho  preferente  sobre  los  créditos  anteriores; 
puesto  que  su  derecho  real  á  la  cosa  perdida  había  muerto,  y 
el  personal  nacido  después  no  tenía  privilegio  ninguno. 

En  los  efectos  de  la  anotación  hay  que  distinguir  cuidadosa- 
mente los  que  le  atribuye  la  Ley  Hipotecaria  y  los  que  nacen 
del  derecho  civil.  No  se  crea  que  por  decir  el  artículo  que  el  que 
obtenga  anotación  es  preferido  á  los  acreedores  posteriores;  no 
lo  es  también  á  los  anteriores,  si  es  mejor  su  derecho:  el  que  le 
asista  contfa  éstos,  permanece  incólume,  ni  acrece  ni  decrece. 
Contra  ellos  usará  de  las  armas  que  le  proporcionan  las  leyes 
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civiles:  contra  los  posteriores ,  de  las  que  por  el  art.  44  le  sub- 
ministra la  Hipotecaria. 

Si  se  estableciera  otra  regla,  resultaría,  como  dice  la  Exposi- 
don  de  motivos,  que  entre  diversos  acreedores  en  idéntico  caso, 
sería  de  mejor  condición  el  más  exigente,  el  que  guardara  mo- 
nos consideraciones,  el  que  por  mejores  ó  peores  medios  adqui- 
riera noticias  más  exactas  del  verdadero  estado  de  la  fortuna 
del  deudor,  ó  al  que  tuviera  im  procurador  más  diligente. 

Confirman  esta  doctrina  las  Sentencias  del  Tribunal  Supremo 
de  20  de  Mar.  de  1874  y  17  de  Jun.  de  1875,  que  enseñan:  que 
la  anotación  preventiva  de  un  embargo,  resultado  de  una  pro- 
videncia judicial  y  dirigido  únicamente  á  garantir  las  conse- 
cuencias del  juicio,  no  crea  ni  declara  ningún  derecho,  ni  altera 
la  naturaleza  de  las  obligaciones,  ni  convierte  en  real  é  hipote- 
caria la  acción  que  anteriormente  no  tenía  este  carácter,  ni  las- 
tima los  derechos  que  sobre  las  fincas  puedan  alegar  terceras 
personas. 

En  virtud  de  estos  principios,  si  después  de  tomada  anota- 
ción de  embargo,  secuestro  ó  ejecutoria  en  favor  de  un  acreedor, 
se  presentara  otro  mandamiento  para  anotar  los  mismos  bienes 
en  favor  de  otro  acreedor  de  clase  preferente;  á  pesar  de  ser  de 
fecha  posterior  el  segundo  mandamiento,  prevalecerá  sobre  el 
primero. 

Por  la  misma  razón  el  que  entabla  un  juicio  ejecutivo  en 
virtud  de  algima  deuda  simple  y  embarga  una  finca  que  su 
deudor  haya  vendido  á  otro;  pero  que  aparezca  á  su  nombre» 
porque  el  adquirente  no  la  haya  inscrito;  no  puede  pretender 
que  el  derecho  del  comprador  legalmente  justificado,  sea  pos- 
puesto al  suyo,  que  no  tenía  el  carácter  de  real  en  su  origen,  ni 
lo  ha  adquirido  después  por  la  anotación  (1). 

Si  bien  es  llano  que  la  anotación  sólo  da  preferencia  al  dere- 
cho del  acreedor  anotante,  contra  los  créditos  adquiridos  des- 
pués de  la  anotación,  y  que  esta  preferencia  se  entiende  sólo 
sobre  los  bienes  anotados  y  no  sobre  otros  que  tenga  ó  pueda 


(1)    Esta  es  la  doctrina  de  la  Serna  en  su  obra  Ley  Hipotecaria  comentada* 
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adquirir  el  deudor;  no  lo  es  tanto  resolver  la  preferencia  que 
entre  sí  tengan  los  acreedores,  cuando  la  anotación  se  convierte 
en  inscripción  en  virtud  de  sentencia  ejecutoria. 

Entre  los  casos  que  pudieran  citarse  nos  ceñiremos  á  los  dos 
que  con  más  frecuencia  ocurren. 

1.^  Un  acreedor  ejecuta  al  deudor  y  anota  el  embargo,  y  el 
procedimiento  se  paraliza:  con  posterioridad  á  la  anotación,  el 
deudor  contrae  otra  deuda,  y  el  nuevo  acreedor  ejecuta  también 
y  embarga  y  anota  y  sigue  el  procedimiento  hasta  sentencia, 
adjudicándosele  la  finca  embargada.  ¿Conserva  el  primer  acree- 
dor los  derechos  adquiridos  por  la  anotación? 

Opinamos  que  el  anotante,  primer  acreedor,  conserva  todos 
los  derechos  que  le  confirió  la  anotación  y  que  hará  valer  ante 
los  Tribunales;  pues  si  bien  el  segundo  acreedor  adquirió  ó  ins- 
cribió antes ;  la  compra  judicial  se  hizo  ya  con  conocimiento  de 
la  responsabihdad  á  que  estaba  sujeta  la  finca. 

2.0  Anota  el  acreedor  más  moderno  su  crédito  y  el  acreedoi: 
más  antiguo,  no  anota  el  suyo.  Ejecuta  aquél,  embarga ,  y  se 
le  adjudica  la  finca  judicialmente,  inscribiéndola  á  su  nombre- 
Aunque  entonces  el  primer  acreedor  acuda  alegando  que  su 
crédito,  como  anterior,  no  ha  podido  ser  perjudicado  por  la  ano- 
tación del  posterior ,  según  dispone  el  art.  44;  no  será  oido;  por 
que  el  derecho  del  acreedor  moderno,  no  nace  simplemente  de 
la  anotación  de  su  crédito;  sino  de  la  venta  judicial,  que  se  le 
ha  hecho  de  una  finca  que  no  constaba  gravada  con  ninguna 
obligación :  es  lo  mismo  que  si  el  deudor,  por  sí,  debiendo  á  dos 
acredores  simples,  hubiese  pagado  al  más  moderno ,  en  cuyo 
caso  el  más  antiguo  no  tendría  derecho  á  que  el  pago  se  rescin- 
diese, y  se  le  entregará  la  cantidad ;  aimque  civilmente  tuviese 
su  crédito,  preferencia  sobre  el  que  se  había  satisfecho. 

§  2.0 

Ultramar, — El  art.  52  de  la  Ley  de  Cuba  y  el  de  la  de  Puerto- 
Rico,  están  copiados  del  44  de  la  que  rige  en  la  Península. 
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Art.  45.  El  legatario  que  no  tenga  derecho,  según 
las  leyes,  á  promover  el  juicio  de  testamentaría,  podrá 
pedir  en  cualquier  tiempo  anotación  preventiva  sobre  la 
misma  cosa  legada,  si  fuere  determinada  é  inmueble. 

Si  el  legado  no  fuere  de  especie ,  podrá  exigir  el  lega- 
tario la  anotación  de  su  valor  sobre  cualesquiera  bienes 
raíces  de  la  herencia ,  bastantes  para  cubrirlo ,  dentro  de 
los  ciento  ochenta  días  siguientes  á  la  muerte  del  tes- 
tador. 

Eq  uno  y  otro  caso  se  hará  la  anotación ,  presentando 
en  el  Registro  el  título  en  que  se  funde  el  derecho  del  le- 
gatario. 

Art.  46.  El  legatario  de  bienes  inmuebles  determi- 
nados, ó  de  créditos  ó  pensiones  consignados  sobre  ellos, 
no  podrá  constituir  su  anotación  preventiva ,  sino  sobre 
los  mismos  bienes. 

Art.  47.  El  legatario  de  género  ó  cantidad  no  podrá 
exigir  su  anotación  sobre  bienes  inmuebles  legados  es- 
pecialmente á  otros. 

Art.  48.  Ningún  legatario  de  género  ó  cantidad  que 
tenga  á  su  favor  anotación  preventiva,  podrá  impedir 
que  otro  de  la  misma  clase  obtenga,  dentto  del  plazo 
legal ,  otra  anotación  á  su  favor  sobre  los  mismos  bienes 
ya  anotados. 

Art.  49.  Si  el  heredero  quisiere  inscribir  á  su  favor, 
dentro  del  expresado  plazo  de  los  ciento  ochenta  días,  los 
bienes  hereditarios ,  y  no  hubiere  para  ello  impedimento 
legal,  podrá  hacerlo,  con  tal  de  que  renuncien  previa- 
mente y  en  escritura  pública  todos  los  legatarios  á  su  de- 
recho de  anotación ,  ó  que  en  defecto  de  renuncia  expresa 
se  notifique  á  los  mismos  legatarios ,  con  treinta  días  de 
anticipación,  la  solicitud  del  heredero,  á  fin  de  que  du- 
rante dicho  término  puedan  hacer  uso  de  aquel  derecho. 

Esta  notificación  se  hará  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
los  arts.  228,  229,  230  y  231  de  la  Ley  de  Enj.  civ.  (1). 

(1)    Art.  270,  271,  274  y  666  de  la  Ley  de  Enj.  civ.  de  3  de  Feb.  de  1881. 


Digitized  by  VjOOQ IC 


ART.   46.   AL  58.  151 

Si  alguno  de  los  legatarios  no  fuere  persona  cierta,  el 
Juez  ó  Tribunal  mandará  hacer  la  anotación  preventiva 
de  su  legado ,  bien  á  instancia  del  misnio  heredero  ó  de 
otro  interesado,  bien  de  oficio. 

El  heredero  que  solicitare  la  inscripción  á  su  favor  de 
los  bienes  hereditarios,  dentro  de  los  referidos  ciento 
ochenta  días,  podrá  anotar  preventivamente  desde  luego 
dicha  solicitud. 

Esta  anotación  no  se  convertirá  en  inscripción  defini- 
tiva hasta  que  los  legatarios  hayan  renunciado ,  expresa 
6  tácitamente ,  á  la  anotación  de  sus  legados ,  y  quedará 
cancelada  respecto  á  bienes  que  los  mismos  legatarios 
anoten  preventivamente  en  uso  de  su  derecho. 

Ar.  50.  El  legatario  que  obtuviere  anotación  preven- 
tiva, será  preferido  á  los  acreedores  del  heredero  que  haya 
aceptado  la  herencia  sin  beneficio  de  inventario,  y  á 
cualquiera  otro  que,  con  posterioridad  á  dicha  anotación, 
adquiera  algún  derecho  sobre  los  bienes  anotados;  pero 
entendiéndose  que  esta  preferencia  es  solamente  en  cuan- 
to al  importe  de  dichos  bienes. 

Art.  51.  La  anotación  preventiva  dará  preferencia, 
en  cuanto  al  importe  de  los  bienes  anotados ,  á  los  lega- 
tarios que  hayan  hecho  uso  de  su  derecho  'dentro  de  los 
ciento  ochenta  días  señalados  en  el  art.  45,  sobre  los  que 
no  lo  hicieren  del  suyo  en  el  mismo  término. 

Los  que  dentro  de  éste  la  hayan  realizado ,  no  tendrán 
preferencia  entre  sí;  pero  sin  perjuicio  de  la  que  corres- 
ponda al  legatario  de  especie  respecto  á  los  demás  lega- 
tarios, con  arreglo  á  la  legislación  común,  tanto  en  este 
caso,  como  en  el  de  no  haber  pedido  su  anotación. 

Art.  52.  El  legatario  que  no  lo  fuese  de  especie  y 
dejare  trascurrir  el  plazo  señalado  en  el  art.  45  sin  hacer 
uso  de  su  derecho ,  sólo  podrá  exigir  después  la  anotación 
preventiva  sobre  los  bienes  de  la  herencia  que  subsistan 
en  poder  del  heredero ;  pero  no  surtirá  efecto  contra  el 
que  antes  haya  adquirido  ó  inscrito  algún  derecho  sobre 
los  bienes  hereditarios. 

Art.  53.  El  legatario  que,  trascurridos  los  ciento 
ochenta  días,  pidiese  anotación  sobre  los  bienes  heredita- 
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nos  que  subsistan  en  poder  del  heredero ,  no  obtendrá  por 
ello  preferencia  alguna  sobre  los  demás  legatarios  que 
omitan  esta  fomiaUdad,  ni  logrará  otra  ventaja  que  la 
de  ser  antepuesto  para  el  cobro  de  su  legado  á  cualquiera 
acreedor  del  heredero  que  con  posterioridad  adquiera  al- 
gún derecho  sobre  los  bienes  anotados. 

Art.  54.  La  anotación  pedida  fuera  del  término  po- 
drá hacerse  sobre  bienes  anotados  dentro  de  él  á  favor  de 
otro  legatario ,  siempre  que  subsistan  en  poder  del  here- 
dero; pero  el  legatario  que  la  obtuviere  no  cobrará  su  le- 
gado sino  en  cuanto  alcanzare  el  importe  de  los  bienes, 
después  de  satisfechos  los  que  dentro  del  término  hicie- 
ron su  anotación. 

Art.  55.  La  anotación  preventiva  de  los  legados  y  de 
los  créditos  refaccionarios  no  se  decretará  judicialmente 
sin  audiencia  previa  y  sumaria  de  los  que  puedan  tener 
interés  en  contradecirla. 

Art.  56.  La  anotación  preventiva  de  los  legados  po- 
drá hacerse  por  convenio  entre  las  partes  ó  por  iiandato 
judicial. 

Art.  57.  Cuando  hubiere  de  hacerse  la  anotación  por 
mandato  judicial,  acudirá  ^1  Jegatario  al  Juez  ó  Tribunal 
competente  para  conocer  de  la  testamentaría ,  exponien- 
do su  derecho ,  presentando  los  títulos  en  que  se  funde, 
y  señalando  los  bienes  que  pretenda  anotar.  El  Juez  ó 
Tribunal,  oyendo  al  heredero  y  al  mismo  legatario  en 
juicio  verbal,  según  los  trámites  establecidos  en  el  Títu- 
lo XXIV,  Parte  1.  de  la  Ley  de  Enj.  civ.  (1),  dictará  pro- 
videncia, bien  denegando  la  pretensión,  ó  bien  accedien- 
do á  ella. 

En  este  último  caso ,  señalará  los  bienes  que  hayan  de 
ser  anotados,  y  mandará  librar  el  correspondiente  despa- 
cho al  Registrador,  con  inserción  literal  de  lo  prevenido 
para  que  lo  ejecute. 

Esta  proviaencia  será  apelable  para  ante  la  Audiencia 
del  dismto. 


(1)    Lib.  n,  Tít.  n,  Cap.  iv,  de  la  Ley  de  Eiy.  civ.  de  8  de  Feb.  de  1881. 
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Art.  58.  Si  pedida  judicialmente  la  anotación  por  un 
legatario ,  acudiere  otro  ejercitando  igual  derecho  respec- 
to á  los  mismos  bienes,  será  también  oido  en  el  juicio. 

Concuerdan  con  los  siguientes  del  Reglamento: 

Art.  46.  Para  hacer  la  anotación  preventiva  de  los 
legados ,  por  convenio  entre  las  partes ,  según  lo  preve- 
nido en  el  art.  56  de  la  Ley,  se  presentará  en  el  Registro 
un  testimonio  de  la  cabeza,  pié  y  cláusula  respectiva  del 
testamento,  con  una  solicitud  al  Registrador,  firmada 
por  el  legatario  y  por  el  heredero ,  pidiendo  dicha  anota- 
ción y  señalando  de  común  acuerdo  los  bienes  en  que 
haya  de  verificarse. 

Cuando  hubiere  de  hacerse  la  anotación  por  mandato 
judicial ,  se  presentará  en  el  Registro  el  testimonio  ex- 
presado en  el  párrafo  anterior  y  el  mandamiento  que  de- 
berá librar  el  Juez  ó  Tribunal ,  conforme  á  lo  dispuesto 
en  el  art.  57  de  la  Ley. 

Art.  47.  Cuando  el  heredero  y  el  legatario  pidan  de 
común  acuerdo  la  anotación  preventiva  de  algún  legado, 
expresarán  en  su  solicitud  el  nombre,  estado,  edad,  ve- 
'  cindad  y  fecha  del  fallecimiento  de  su  causante,  así  como 
la  circunstancia  de  no  haberse  promovido  juicio  de  tes- 
tamentaría y  estar  aceptada  la  herencia  por  el  heredero. 

Si  en  este  caso  la  finca  que  ha  de  ser  anotada  no  estu- 
viere inscrita  á  favor  del  testador,  deberá  pedirse  que  se 
inscriba ,  presentando  en  el  Registro  el  título  de  adqui- 
sición, si  lo  hubiere,  de  donde  resulten  todas  las  demás 
circunstancias  que  deban  comprenderse  en  la  anotación. 

Si  no  existiere  título ,  se  inscribirá  la  propiedad  ó  la 
posesión  por  los  medios  que  autoriza  la  Ley. 

Art.  49.  Para  hacer  á  los  legatarios  en  la  forma  de- 
bida la  notificación  indicada  en  el  art.  49  de  la  Ley,  acu- 
dirá el  heredero  con  su  solicitud  al  Juez  ó  Tribunal  que 
en  su  caso  debería  conocer  del  juicio  de  testamentaría, 

{presentando  la  copia  del  testamento  y  el  inventario  de 
os  bienes  inmuebles.  El  Juez  ó  Tribunal  mandará  hacer 
desde  luego  la  notificación,  y  verificada,  dispondrá  se 
entreguen  al  interesado  las  diligencias  originales  para 
los  efectos  oportunos. 
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Art.  50.  Trascurridos  treinta  días  desde  la  fecha  de 
la  notificación ,  sin  que  los  legatarios  hagan  uso  de  su 
derecho ,  podrá  pedir  el  heredero  la  inscripción  de  todos 
los  bienes  hereditarios ,  presentando  en  el  Registro ,  ade- 
más de  su  título,  dichas  diligencias  originales.  Si  los  le- 
gatarios pidiesen  la  anotación,  también  podrá  inscribir 
el  heredero  los  bienes  que  se  anotaren  y  no  hubieren  sido 
especialmente  legados,  pero  con  el  gravamen  de  dicha 
anotación. 

La  inscripción ,  tanto  en  este  caso ,  como  en  el  de  re- 
nunciar los  legatarios  á  su  derecho  de  anotación ,  deberá 
hacer  referencia ,  bien  de  la  escritura  de  renuncia  de  los 
legatarios ,  ó  bien  de  las  diligencias  de  notificación  y  su 
resultado. 

SUMARIO. 

§  1,  Derechos  de  los  legatarios  para  asegurar  la  percepción  del  legado.  — 
§  2.  Plazos  para  pedir  la  anotación  de  legados. — §  3.  Preferencia  de  los  le- 
gatarios con  relación  á  otros  acreedores.  —  §4.  Preferencia  de  los  legatarios 
entre  sí.  —  §  5.  Diversos  modos  de  hacer  las  anotaciones  preventivas  de  los 
legados.  —  §6.  Inscripción  de  los  legados  específicos.  —  §  7.  Facultad  en 
el  heredero  de  inscribir  la  herencia  antes  de  los  180  días.  —  §  8.  Cómo  han 
de  asegurarse  los  derechos  de  los  herederos  legitimarios  en  Cataluña. — 
§  9,  Anotación  de  legados  constituidos  ¿  favor  de  personas  inciertas.  — 
§  10.  Ultramar. 

COMENTARIO 


§  l.« 

Derechos  de  los  legatarios  para  asegurar  la  percepción  del  lega- 
do. —  En  el  núm.  6.^  del  art.  42  de  la  Ley  se  consigna,  que  los 
legatarios  que  no  lo  fuesen  de  parte  alícuota  de  la  herencia, 
puedan  pedir  anotación  preventiva  para  asegurar  la  manda 
que  se  les  señale  en  testamento. 

En  los  artículos  que  ahora  comentamos  se  determinan  los 
derechos  de  cada  uno  de  ellos,  según  la  clase  á  que  pertenezcan 
y  el  tiempo  en  que  soliciten  la  anotación. 
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Legatarios  de  especie:  si  la  cosa  legada  es  inmueble,  han  de 
constituir  la  anotación  sobre  los  mismos  bienes  legados;  porque 
traspasándoseles  el  dominio  en  el  mismo  momento  en  que 
muere  el  testador,  y  limitándose  su  derecho  al  que  tienen  sobre 
aquella  cosa,  sin  ninguno  contra  los  demás  bienes  hereditarios; 
no  pueden  exigir  otras  garantías.  (V.  Resol.  5  Set.  1863.) 

Lo  mismo  viene  á  suceder  con  los  legatarios  de  pensiones  ó 
créditos  que  afectan  á  ima  finca  determinada,  si  es  bastante 
para  asegurar  el  pago  de  la  pensión  ó  del  crédito. 

Realmente  esta  anotación  es  de  escasa  importancia;  porque 
el  legatario  de  especie  puede,  por  la  acción  reivindicatoria,  re- 
clamar de  cualquier  poseedor  la  cosa  legada,  y  el  heredero  care- 
cería de  facultades  para  enajenarla,  ya  que  en  el  testamento  de 
donde  nace  su  derecho,  y  en  el  Registro  por  consecuencia,  cons- 
taría que  no  era  suya.  Quizá  la  Ley  haya  considerado  para 
mandar  la  anotación,  más  bien  que  el  pehgro  de  que  enajene 
el  heredero  los  bienes  legados,  el  que  á  veces,  éste  y  los  acreedo- 
res pueden  oponerse  á  la  entrega  del  legado;  el  heredero  por  si 
afectaba  á  la  legítima  ó  por  su  derecho  á  detraer  la  cuarta  fal- 
cidia  ótrebeüánica;  los  acreedores,  por  su  preferencia  en  el  co- 
bro, si  los  bienes  no  alcanzan  á  cubrir  sus  créditos;  y  mientras 
este  temor  no  desaparece  por  el  transcurso  del  tiempo  señalado, 
en  que  racionalmente  han  de  haberse  hecho  todas  las  reclama- 
ciones; manda  que  se  anote  en  lugar  de  que  se  inscriba;  porque 
el  dominio  del  legatario  no  es  aún  definitivo  é  irrevocable. 

Nada  dice  la  Ley  respecto  á  los  legados  de  especie,  de  cosa 
mueble  ó  semoviente,  y  como  esta  omisión  no  parece  hija  de 
inadvertencia,  sino  calculado  silencio;  hemos  de  creer  que  no 
están  incluidos  entre  los  que  pueden  anotarse.  Y  es  la  razón, 
el  que  el  legatario  de  especie,  de  cosa  mueble  ó  semoviente;  tiene 
derecho  de  reclamarla  en  el  acto  porque  en  el  acto  se  le  ha 
transferido  el  dominio,  y  de  soHcitar  el  secuestro  si  temiera  su 
desaparición;  y  no  tendría  objeto  el  que  le  anotase,  porque  siem- 
pre le  daría  esto  menos  seguridad  que  sus  acciones  de  dominio 
y  de  secuestro. 

Si  el  acreedor  reclamase  la  nuHdad  del  legado  por  no  alcan- 
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zar  los  bienes  á  cubrir  deudas,  la  anotación  de  nada  serviría  al 
legatario ;  porque  si  se  fallaba  en  pro  del  acreedor,  perdería  la 
manda,  si  en  contra,  tendría  expedita  la  acción  reivindicatoría 
contra  cualquier  poseedor. 

Legatario  de  deuda  ó  de  pensiones  consignadas  sobre  bienes  in- 
muebles  determinados.  Como  tiene  un  derecho  real  encamado 
sobre  finca  determinada,  y  por  ello,  esa  y  no  otra  ninguna  de  la 
herencia  responde  del  gravamen;  esa  y  no  otra  es  la  que  ha  de 
anotarse  para  la  seguridad  del  pago  del  crédito  ó  pensión.  Tan 
sólo  en  el  caso  de  que  el  valor  de  la  finca  designada  para  garan- 
tir el  pago  de  la  pensión  ó  del  crédito,  no  fuera  bastante  para 
cubrir  su  importe,  es  cuando  podría  extenderse  á  otros  bienes 
de  la  herencia.  (V.  el  Coment.  á  los  arts.  86  al  91.) 

Legatarios  de  género  ó  cantidad.  Cuando  el  legatario  no  és 
de  especie,  carece  de  dominio  en  la  cosa  legada,  y  sólo  puede 
reclamar  el  valor  de  ella;  pues  si  bien  en  el  de  género  está  facul- 
tado para  exigir  una  cosa  de  la  clase  legada,  en  realidad  su 
derecho  es  el  V6tlor;  siéndole  indiferente  que  el  heredero  invierta 
una  cantidad  en  adquirir  la  cosa,  ó  se  la  entregue  para  invertirla 
él  mismo  en  la  adquisición. 

Al  pago  de  esta  manda  responden  todos  los  bienes  de  la 
herencia;  así  es  que  el  legataiio  de  género  ó  cantidad  tiene  de- 
recho á  señalar  los  inmuebles  que  quiere  que  garanticen  su 
legado;  pero  sólo  en  el  vtdor  suficiente  para  tal  objeto,  y  no 
siendo  los  bienes  que  señale  de  los  legados  especialmente;  por- 
que, como  hemos  dicho  antes,  no  forman  parte  de  la  herencia, 
sino  que  son  del  legatario  de  especie ,  y  bienes  que  no  perte- 
necen al  heredero,  no  han  de  g£u:antizar  las  deudas  testa- 
mentarias. Artículos  45  y  47.  (V.  el  Coment.  álos  artículos.  86 
al  91.) 

No  es  muy  conforme  á  los  principios  generales  del  derecho, 
la  facultad  de  designar  fincas  para  la  anotación  que  concede  la 
Ley  á  los  legatarios  que  no  lo  son  de  especie;  porque  el  elegir, 
siempre  es  del  deudor,  y  el  acreedor  no  tiene  derecho,  sino  á 
que  se  le  asegure  el  pago  de  la  deuda.  Y  es  más  de  extrañar  el 
precepto  legal,  cuando  en  el  art.  89  se  acepta  expresamente  la 
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coman  doctrina  respecto  á  la  hipoteca  que  puede  exigir  el  pen- 
sionista del  pensionario. 

§2.0 

FUizos para  pedir  la  anotación  de  legados,  —  El  art.  45,  en  su 
primer  párrafo,  declara,  que  el  legatario  puede  pedir  anotación 
del  legado  en  cualquier  tiempo. 

En  el  segundo  párrafo  expresa,  que  si  el  legado  no  fiíera  de 
especie,  podía  exigirse  la  anotación  dentro  de  los  180  días  si- 
guientes á  la  muerte  del  testador. 

Aun  cuando  parece  que  haya  contradicion  entre  uno  y  otro 
concepto,  no  es  así.  Todos  los  legatarios  pueden  pedir  anota- 
ción en  cualquier  tiempo;  pero  los  efectos  de  ésta  varían  según 
el  en  que  se  pide,  y  la  clase  de  legatario  que  la  pide. 

Siéndolo  de  cosa  específica,  pídala  cuando  la  pida,  conserva 
su  dominio  en  toda  su  integridad:  si  no  lo  es  de  especie,  puede 
también  pedir  en  cualquier  tiempo  la  anotación  de  su  derecho, 
según  expresa  el  art.  52 ;  pero  según  cuando  la  pida  producirá 
diversos  efectos.  Si  la  ha  solicitado  dentro  de  los  180  días,  puede 
hacerla  sobre  cualesquiera  bienes  de  la  herencia;  si  después, 
sobre  los  que  quedaren;  pero  sus  derechos  se  conservan,  se 
modifican  ó  se  pierden ,  según  los  casos. 

Quizá  se  sostenga,  que  el  art.  48  no  está  acorde  con  esta 
doctrina;  porque  al  consignar  que  ningún  legatario  de  género  ó 
cantidad  puede  impedir  que  otro  de  la  misma  clase  obtenga 
dentro  dd plazo  legal,  otra  anotación  á  su  favor,  sobre  los  mis- 
mos bienes  ya  anotados;  parece  que  quiera  dará  entender,  que 
pasado  el  plazo  de  los  180  dias  tiene  facultad  para  impedirlo: 
no  es  así ;  el  legatario ,  aunque  no  haya  anotado  en  el  plazo  le- 
gal, conserva  el  derecho  de  anotar  los  bienes  que  ya  lo  estén 
en  favor  de  otro  que  obtuvo  la  anotación  dentro  de  los  180  días; 
pero  será  pospuesto  á  éste,  como  veremos  después  al  tratar  de 
la  preferencia  qne  entre  sí  tienen  los  legatarios. 

Si  no  pueden  impedir  los  de  género  ó  cantidad  que  han  ano- 
tado en  los  primeros  180  días,  que  fuera  de  ellos  se  anoten 
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también  á  favor  de  otro ;  menos  han  de  poder  impedir  que  anote 
dentro  de  ellos ,  otro  legatario  de  la  misma  clase.  A  todos  les  con- 
cede la  Ley  esos  180  días,  para  obtener  preferencia;  lo  mismo 
al  que  anota  el  primer  día  que  al  que  anota  el  último ;  es  un 
plazo  indivisible,  en  cuyo  trascurso  todas  las  anotaciones  pro- 
ducen idénticos  efectos. 

Durante  él,  la  anotación  no  es, más  que  medida  de  seguridad 
tomada  especialmente  contra  los  actos  de  los  herederos  y  reda- 
maciones de  acreedores  posteriores,  y  á  esa  seguridad,  todos 
tienen  igual  derecho ;  porque  en  nada  se  han  variado  las  con- 
diciones de  los  legados. 

Debemos  advertir,  que  el  plazo  concedido  para  anotar,  no 
obsta  para  que  antes  de  terminarse  los  180  días  se  inscriban  los 
legados ;  si  en  las  particiones  han  intervenido  todos  los  legata- 
rios. (Resol.  6  Jun.  1864.) 

Si  ocurriese  que  el  testamento  no  fuera  conocido  hasta  des- 
pués de  los  180  días,  entendemos  que  el  plazo  ha  de  contarse 
desde  el  día  en  que  se  hiciera  público  y  hubiera  podido  llegar 
á  noticia  de  los  legatarios  su  nombramiento:  las  cuestiones  que 
sobre  ello  se  suscitasen,  habrían  de  resolverse  por  los  Tribuna- 
les de  justicia. 

§  3.0 

Preferencia  de  los  legatarios  con  retadotuá  otros  acreedores.  —  El 
art.  50  dispone,  que  el  legatario  que  obtuviese  anotación  preven- 
tiva sea  preferido,  en  cuanto  al  importe  de  los  bienes  anotados, 
á  los  acreedores  del  heredero  que  aceptase  la  herencia  sin  be- 
neficio de  inventario,  y  á  cualquier  otro  que  con  posterioridad 
á  dicha  anotación  adquiera  algim  derecho  sobre  aquellos. 

En  cuanto  á  estos  últimos,  no  puede  haber  duda:  el  que 
anota,  adquiere  una  garantía,  grava  unos  bienes  que  respon- 
den del  cumplimiento  de  una  obUgacion,  y  el  acreedor  que 
después  de  este  hecho  presta  al  heredero;  como  tiene  noticia  del 
gravamen,  acepta  la  solvabilidad  de  éste  por  el  resto  de  sus 
bienes.  Acto  anotado,  no  puede  modificarse  en  sus  efectos,  por 
anotaciones  posteriores. 


Digitized  by  VjOOQ IC 


ARTS.   45   AL  58,   §  8.0  15& 

La  primera  parte  del  artículo  merece,  sin  embíirgo,  exami- 
narse. 

Es  doctrina  común,  que  cuando  el  instituido  acepta  la  heren- 
cia simplemente,  se  confunden  los  bienes,  y  tanto  los  heredita- 
rios  como  los  suyos  forman  ima  masa  y  responden  sin  distin- 
ción, de  todas  las  deudas,  propias  y  testamentarias.  Podría  su- 
ponerse, interpretándose  mal  el  espíritu  de  esta  doctrina,  que 
por  esta  confiísion  de  bienes,  si  un  acreedor  particular  del  he- 
redero lograse  anotación  á  su  favor  en  los  casos  delosnúms.2.®, 
3.^  y  4.®  del  art.  42,  sobre  bienes  de  la  herencia,  y  fuera  su  cré- 
dito anterior  á  la  muerte  del  causante  del  heredero  y  aun  á  la 
fecha  del  testamento  en  que  se  constituyera  el  legado;  había  de 
ser  preferido  al  legatario  que  obtuviese  anotación  posterior  de 
su  legado. 

No  lo  entendemos  así:  las  deudas  testamentarias,  como  los 
liados,  son  baja  en  la  herencia;  de  modo  que  el  heredero  no 
recibe  el  importe  como  suyo ,  sino  provisionalmente  y  para  en- 
tr^arlo  á  los  legatarios.  Por  lo  tanto,  los  acreedores  particula- 
res del  succesor,  sólo  tienen  acción  contra  los  bienes  que  en  rea- 
Edad  hayan  quedado  para  el  heredero;  sin  menoscabar  en  lo 
más  mínimo,  los  derechos  de  los  acredores  testamentarios. 

La  confusión  de  bienes  propios  y  de  la  herencia,  está  mandada 
por  la  ley  en  beneficio  de  los  acreedores  testamentarios;  puesto 
que  por  el  hecho  de  haber  aceptado  el  heredero  la  herencia  sim- 
plemente, responde  de  todas  las  mandas,  no  sólo  con  los  bienes 
en  que  ha  succedido,  sino  también  con  los  propios;  pero  nó  en 
beneficio  de  los  acreedores  particulares.  Y  como  á  los  legatarios 
les  faculta  la  Ley  para  anotar  en  todo  tiempo  su  derecho,  mien- 
tras queden  bienes  de  la  herencia  en  poder  del  heredero,  y  como 
por  la  faltado  inventario  y  para  responder  del  pago  de  las  deu- 
das testamentarias,  todos  los  bienes  se  consideran  de  la  heren- 
cia; ningún  crédito  simple  anterior,  particular  del  instituido 
puede  impedir  la  anotación  del  legado,  ni  obtener  preferencia 
por  que  éste  sea  posterior. 

Otra  duda  surge  que  á  primera  vista  parece  que  exige  idén- 
tica resolución,  y  no  obstante,  otra  muy  distinta  aconsejan  los 
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principios  de  derecho.  Si  el  instituido  admite  la  herencia  sim- 
plemente y  en  virtud  de  la  confusión  de  bienes,  el  legatario 
logra  la  anotación  en  cualquier  inmueble  del  patrimonio  parti- 
cular del  heredero;  ¿obtendrá  por  la  anotación,  preferencia  en 
aquellos  bienes,  sobre  el  crédito  de  un  acreedor  simple  más  an- 
tiguo que  el  legatario? 

Nos  inclinamos  á  la  afirmativa :  no  habiendo  hecho  inventa- 
rio el  instituido,  todos  sus  bienes,  sea  cual  sea  su  procedencia, 
responden  al  pago  de  los  legados.  Resulta,  pues,  que  estos  que 
se  debían  por  el  heredero  con  el  carácter  de  succesor  del  di- 
funto ,  se  deben  después  además,  por  la  adición  de  la  herencia, 
como  deuda  propia,  y  el  carácter  hipotecario  de  que  están  re- 
vestidos los  legados  y  que  afectaba  sólo  á  los  bienes  del  difunto, 
se  ha  extendido  ahora  á  los  propios  del  heredero ;  porque  todos 
para  la  responsabilidad  se  consideran  iguales.  En  tal  estado ,  si 
el  legatario  anota  una  de  las  fincas  que  fueron  propias  del  he- 
redero ;  en  virtud  del  art.  50  será  preferido  á  los  acreedores  de 
éste,  á  no  ser  que  previamente  tuviesen  anotados  sus  créditos 
con  arreglo  al  art.  44;  en  cuyo  caso  había  de  estarse  á  la  anti- 
güedad del  crédito ,  que  respecto  al  legado  se  contaría  desde 
la  muerte  del  testador;  pues  la  adición  pura,  se  retrotrae  á 
aquel  día  y  desde  ese  debe  el  instituido  adente,  considerarse 
deudor  del  legado. 

El  legatario  que  dejase  transcurrir  loa  180  días  siguientes  á 
la  muerte  del  testador  sin  anotar  su  derecho ;  sólo  podrá  exi- 
gir después  la  anotación  preventiva,  sobre  los  bienes  de  la  he- 
rencia que  subsistiesen  en  poder  del  heredero,  y  se  le  preferirá 
en  ellos  á  los  acreedores  que  hubieran  adquirido  sus  créditos 
después  de  la  anotación ;  pero  si  aquél  hubiera  hipotecado  los 
bienes  de  la  herencia,  la  anotación  que  exija  el  legatario  des-^ 
pues  de  los  180  días,  no.  perjudicará  á  los  hipotecarios.  No  es 
esto  decir  que  haya  perdido  por  completo  su  derecho ;  le  que- 
darán acciones  personales  contra  el  heredero,  que  realizará 
según  que  posea  ó  nó  otros  bienes. 
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§   4.0 


Preferencia  de  los  legatarios  entre  sí. — Hemos  dicho  que  el  le- 
gatario de  especie,  como  acreedor  de  dominio  y  con  acción  rei- 
\indicatoria,  goza  siempre  de  preferencia  respecto  de  los  demás 
legatarios,  en  cuanto  á  la  especie  legada;  ó  hablando  con  más 
propiedad ,  tiene  un  derecho  absoluto ,  sin  que  nadie  pueda  dis- 
putarle la  preferencia;  porque  según  el  art.  47,  los  legatarios 
de  género  ó  cantidad,  no  pueden  exigir  anotación  sobre  los  bie- 
nes legados  especialmente  á  otros.  Esta  doctrina  viene  á  confir- 
marse por  el  art.  52;  aunque  de  un  modo  vago  y  nebuloso,  aje- 
no á  la  claridad  y  precisión  que  debe  reinar  en  los  preceptos 
legales. 

En  lo  que  toca  á  los  demás  legatarios,  es  indispensable  dis- 
tinguir entre  los  que.  han  pedido  la  anotación  dentro  de  los  180 
días  y  los  que  la  han  pedido  después. 

Los  primeros  tienen  preferencia  en  los  bienes  anotados,  sobro 
los  que  no  los  hubiesen  anotado  en  el  mismo  término;  pero  no 
lo  tienen  respecto  á  los  que  también  hayan  anotado  los  mismos 
bienes  en  aquel  plazo.  (Ai-ts.  51  y  54.) 

Si  los  legatarios  dejaren  transcurrir  los  180  días  sin  solicitar 
la  anotación  de  su  derecho  y  la  obtuviesen  después  contra  los 
bienes  que  quedasen  de  la  herencia,  no  serán  preferidas  á  los 
demás  legatarios,  aunque  estos  no  hayan  anotado.  (Art.  58.) 

§  5.^  .        ' 

Diversos  modos  de  hacer  las  anotaciones  preventivas  de  los  lega- 
dos,— Son  dos,  según  el  art.  56  de  la  Ley:  ó  por  convenio  de  los 
interesados,  ó  judicialmente.  Cuando  se  hacen  por  convenio,  el 
heredero  y  el  legatario  presentarán  soUcitud  al  Registrador  en 
la  forma  que  marcan  los  arts.  45  de  la  Ley  y  46,  47  y  48  del 
Keglam.,  pidiendo  la  anotación  sobre  los  bienes  que  desig- 
nen de  comim  acuerdo,  y  caso  de  no  estar  inscritos,  presentan- 
Tono  m  *  11 
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do  el  título  de  dominio,  ó  el  expediente  posesorio,  donde  cons- 
ten todas  las  circunstancias  requeridas  para  extender  la  ano- 
tación. 

Cuando  los  interesados  no  se  convienen ,  no  puede  hacerse  la 
anotación,  sino  por  mandato  judicial.  (Resol,  de  4  de  Mar. 
de  1867.) 

Para  obtenerlo,  el  legatario  acudirá  al  Juez,  quien  en  juicio 
verbal  y  según  los  trámites  establecidos  en  el  Cap.  rv,  Tít.  n, 
Lib.  n,  de  la  Ley  de  Enj.  civ.  de  3  de  Feb.  de  1881,  y  con  au- 
diencia previa  y  sumaria  del  heredero ,  de  los  que  tengan  interés 
en  contradecir  la  anotación ,  y  oyendo  á  cualquier  otro  legatario 
que  soHcite  la  anotación  de  los  mismos  bienes;  fallará  según 
tenga  por  conveniente,  con  apelación  en  un  solo  efecto  á  la 
Audiencia  del  distrito.  (Arts.  55,  57,  58  y  68  de  la  Ley  y  48  del 
Reglam.)  Ejecutoriado  el  fallo,  el  Juez  expedirá  el  mandamiento 
correspondiente,  que  anotará  el  Registrador;  si  se  le  presenta  la 
partida  mortuoria,  con  testimonio  de  la  cabeza,  pies  y  cláusula 
del  testamento.  (Art.  57  de  la  Ley,  y  46  y  48  del  Reglam.) 

Si  la  finca  que  ha  de  ser  anotada  no  estuviese  inscrita  á  favor 
del  testador,  deberá  pedirse  que  se  inscriba,  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  el  art.  47  del  Reglam.  (V.  el  Coment.  á  los  arts.  72 
y  siguientes  del  Tít.  ni,  de  la  Ley  y  el  de  los  arts.  86  al  91  de 
la  misma.) 

§  6.0 

Inscripción  de  los  legados  espedficos, — Para  que  la  anotación 
de  un  legado  específico  se  convierta  en  inscripción,  ó  para  que 
se  extienda  ésta,  si  aquélla  no  se  hubiera  hecho;  no  hay  nece- 
sidad, en  nuestro  dictamen,  de  que  se  presente  con  el  testamen- 
to el  título  que  acredite  la  entrega  del  legado;  por  más  que  esto 
parezca  deducirse  del  hecho  de  prevenir  la  Ley  que  se  anoten 
estos  legados,  y  de  la  doctrina  que  sobre  la  necesidad  de  la  en- 
trega de  la  especie  legada,  se  sienta  en  la  Exposición  de  motivos. 
Y  no  se  oponga  que  si  se  inscribe  el  legado  sin  que  conste  la 
entrega,  y  el  legatario  transmite;  puede  perjudicársela  legítima 
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del  heredero;  porque  como  explicamos  en  el  Coment.  al  art.  23, 
las  enajenaciones  hechas  por  los  herederos  (y  lo  mismo  las  he- 
chas por  los  legatarios)  de  bienes  inscritos  á  su  nombre,  no  per- 
judican al  heredero  ó  legatario  de  mejor  derecho,  hasta  que 
transcurren  cinco  años.  Si  durante  este  tiempo  el  heredero  no 
reclamase,  sólo  le  quedaría  la  acción  personal  contra  el  legata- 
rio; mas  el  perjuicio  que  pudiera  sufrir  si  éste  resultara  insol- 
vente, se  le  causaría,  nó  por  la  enajenación  de  la  cosa  legada, 
sino  por  su  incuria  en  reclamar;  causa  de  que  su  acción  legiti- 
maria hubiese  quedado  prescrita. 

Reconocemos  sin  embargo,  que  para  obviar  dificultades  prác- 
ticas, es  conveniente  que  el  legatario  procure  la  entrega;  que 
siempre  la  tradición,  signo  externo  y  que  hace  presumir  el  do- 
minio; zanja  dudas,  acalla  escrúpulos  y  se  halla  más  en  armo- 
nía con  tas  Resols.  que  vamos  á  examinar  someramente. 

La  de  4  de  Feb.  de  1880,  establece:  que  no  puede  inscribirse 
definitivamente  en  el  Registro  la  adquisición  de  un  inmueble, 
á  título  de  legado ;  mientras  no  conste  la  entrega  ó  tradición  que 
debe  hacer  el  heredero  con  arreglo  al  derecho  común;  y  en  vir- 
tud de  ese  fundamento,  declara :  que  no  es  inscribible  una  es- 
critura de  entrega  de  legado  de  cosa  inmueble,  otorgada  por 
los  Albaceas  del  testador;  pero  que  puede  anotarse  preventiva- 
mente, junto  con  el  testamento  y  partida  de  defunción,  para 
hacer  constar  el  legado;  con  arreglo  al  art.  46  de  la  Ley  Hipo- 
tecaria; debiendo  la  anotación  convertirse  en  inscripción  defini- 
tiva, cuando  se  hubiere  hecho  anotar  en  forma  legal  el  consen- 
timiento del  heredero. 

Aun  prescindiendo  de  lo  que  hemos  sostenido  acerca  de  la 
tradición  del  legado  específico,  no  estamos  de  acuerdo  con  esta 
Resol:  si  se  cree  que  los  Albaceas  no  tienen  atribuciones  para 
hacer  la  entrega  y  otorgar  la  escritura,  claro  es  que  la  obliga- 
ción contraída  por  ellos  es  nula,  y  como  tal,  tiene  una  falta 
no  subsanable  que  forzosamente  impide  que  se  inscriba. 

Por  eso,  en  el  caso  á  que  se  refiere  la  Resol,  hubiéramos  creí- 
do más  conforme  con  la  Ley  declarar  no  inscribible,  ni  anota- 
hle,  la  escritura;  sin  perjuicio  del  derecho  del  legatario  á  exigir 
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anotación  de  su  legado ,  con  arreglo  al  art.  46  de  la  Ley  y  Re- 
glamento. De  este  modo  se  habría  obtenido  el  mismo  resultado, 
pin  declarar  capaz  de  anotarse  un  título  con  falta  insubsanable, 
según  el  criterio  de  la  Dirección.  (V.  el  §  8.^  del  Coment.  al  ar- 
tículo 42.) 

Como  en  esta  Resol.,  ya  en  la  de  15  de  Jul.  de  1868,  se  es- 
tableció, si  bien  indirectamente,  la  teoría  de  la  necesidad  de  la 
entrega  del  legado  especial,  antes  de  inscribirlo  á  favor  del  le- 
gatario ;  pero  con  la  atenuante  de  que,  no  existiendo  el  heredero, 
la  posesión  en  que  aquél  se  hallaba  de  la  cosa  legada,  presupo- 
nía la  cuasi  entrega  del  legado.  También  nos  parece  poco  ajus- 
tada al  criterio  legal  esta  doctrina,  que  hace  depender  la  ins- 
cripción del  legado  específico,  de  la  entrega  expresa  ó  presunta 
de  la  cosa,  desconociendo  que  el  dominio  se  transfiere  al  lega- 
tario por  ministerio  de  la  Ley  y  que ,  aun  no  transfiriéndose, 
ya  no  es  la  tradición  modo  de  adquirir ,  sino  la  inscripción. 

Sirve  de  apoyo  á  nuestro  parecer,  la  Resol,  de  21  de  Dic.  de 
1868,  que  declara,  contra  lo  dispuesto  en  la  de  4  de  Feb.  de  1880, 
que  tratándose  de  legados  específicos  de  inmuebles;  como  el 
dominio  lo  adtjuiere  el  legatario  desde  la  muerte  del  testador; 
no  es  necesaria  la  enfrerfa  de  la  cosa  legada,  ni  siquiera  estar  en 
posesión  material  de  ella.  Establece  también,  que  cuando  se 
lega  el  usufructo  de  bienes  determinados,  no  es  tampoco  preciso 
que  se  inscriba  la  propiedad  á  nombre  de  los  herederos. 

No  contradice  lo  expuesto,  la  Resol,  de  13  de  Ag.  de  1866; 
porque  si  bien  por  ella  se  niega  la  inscripción  de  una  finca  á 
favor  del  legatario,  pendiente  un  juicio  de  testamentaría;  se 
funda  en  una  razón  justísima;  durante  el  procedimiento,  todos 
los  derechos  se  hallan  en  litigio,  y  ni  aun  puede  saberee  si  sub- 
sistirán los  legados;  por  lo  tanto,  hasta  que  recaiga  el  fallo  defi- 
nitivo que  resuelva  toda  duda,  no  hay  dominio  inscribible. 

§  7.'' 

Facultad  en  el  heredero  de  inscribir  la  Jiereneia  antes  de  los  180 
días.  —  No  hubiera  sido  justo  en  el  sistema  y  plan  de  la  Ley, 
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conceder  á  los  legatarios  medios  eficaces  para  asegurar  el  pago 
del  legado  y  desamparar  al  heredero  hasta  el  punto  de  cerrarle 
las  puertas  del  Registro,  mientras  no  transcurriesen  los  180 
días,  en  los  que  los  legatarios  pueden  pedir  anotación  preven- 
tiva sobre  los  bienes  de  la  herencia;  por  ello,  el  art.  49  de  la 
Ley,  conciüando  los  intereses  de  todos,  subministra  medios  al 
instituido  para  que  pueda  inscribir  antes  del  expresado  plazo, 
y  para  que  anoten,  ínterin  no  pueda  efectuarse  la  inscripción;  y 
en  el  49  y  50  del  Reglam.  se  expücan  las  diligencias  que  ha  de 
hacer  el  heredero  para  conseguirlo. 

No  hemos  encontrado  disposición  alguna  que  expresamente 
prohiba  al  heredero  inscribir  la  herencia  antes  de  los  180  días: 
numerosas  Resols.  hay  que  la  presuponen  inscribible  desde 
el  momento  que  se  acepta,  y  esto  parece  lo  lógico;  pero  el  ar- 
tículo 49  que  comentamos,  establece  lo  contrario  de  un  modo 
indirecto  al  facultar  al  heredero  para  que  inscriba  antes,  tan 
sólo  si  renuncian  los  legatarios  previamente  y  en  escritura  pú- 
blica su  derecho  de  anotar,  ó  se  les  notifica  con  30  días  de 
anticipación  la  solicitud  del  heredero;  á  fin  de  que  durante  dicho 
término  puedan  hacer  uso  de  aquel  derecho.  Si  bien  el  artícu- 
lo 49,  exige  el  consentimiento  expreso  ó  tácito  de  los  legata- 
rios, sin  distinguir  entre  ellos;  la  Resol,  de  5  de  Set.  de  1863 
lo  limita  á  los  de  género  ó  cantidad;  pues  si  lo  fuesen  de  parte 
alícuota  ó  de  especie,  permite  al  heredero  que  inscriba  sin 
exigir  que  cumpla,  respecto  á  los  últimos,  los  requisitos  que 
previene  el  art.  49,  y  sin  necesidad  de  que  el  Registrador  es 
clarezca,  si  se  ha  provocado  ó  nó  el  juicio  de  testamentaría. 

El  requisito  del  consentimiento  de  los  legatarios  no  se  com- 
padece ni  con  el  derecho,  ni  con  lo  que  se  afirma  en  la  Exposi- 
ción de  motivos.  Según  ésta,  esos  180  días  se  han  señalado  como 
término  medio  del  plazo  que  se  concede  al  heredero  para  inven- 
tariar la  herencia,  y  en  el  cual  los  legatarios  no  pueden  moles- 
tarlo, exigiéndole  los  legados.  Si  esto  es  así,  el  plazo  ha  de 
estimarse  beneficio  que  las  Leyes  concede  al  heredero;  nó  limi- 
tación de  su  derecho  para  aceptar  y  disponer  de  la  herencia  ins- 
cribiéndola á  su  nombre.  Siendo  beneficio,  si  quiere  renunciarlo, 
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en  nadie  hay  facultad  para  impedírselo,  ni  necesita  del  consen- 
timiento ni  aprobación  de  nadie:  el  único  efecto  que  producirá 
la  renuncia  del  plazo  será  el  levantar  la  prohibición  que  tenían 
los  legatarios  para  reclamarle  sus  legados.  Si  no  inscribe  antes 
del  plazo  que  se  le  concede,  es  sólo  por  un  efecto  de  su  libérrima 
voluntad,  nunca  porque  le  esté  vedado,  y  no  parece  que  la  Ley 
Hipotecaria  pueda  incideutalmente  convertir  su  derecho  de  no 
hacer,  en  obligación  de  no  hacer. 

De  las  disposiciones  antedichas  también  se  infiere,  que  la  ins- 
cripción de  la  herencia  y  la  anotación  de  los  legados  son  cosas 
que  no  pueden  correr  parejas  ni  reaUzarse  al  mismo  tiempo  con 
independencia  y  sin  el  asentimiento  mutuo  de  los  respectivos 
interesados;  sino  que  durante  los  180  días  desde  la  muerte  del 
testador  ó  en  los  30  desde  la  notificación  á  los  legatarios,  la 
anotación  del  legado  se  antepone  á  la  inscripción  de  la  herencia 
y  aun  la  impide. 

Confesamos  que  no  comprendemos  qué  perjuicio  puede  se- 
guirse de  la  inscripción  de  la  herencia  dentro  de  los  1 80  días, 
sin  el  previo  consentimiento  de  los  legatarios.  Para  inscribir  la 
herencia  el  heredero,  ha  de  presentar  el  testamento:  al  inscri- 
birse á  su  nombre,  si  el  legado  es  de  especie,  como  que  el 
inmueble  no  le  corresponde,  el  Registrador  no  lo  inscribirá 
como  suyo. 

Si  es  de  género  ó  cantidad,  quizá  pudiese  alegarse,  que  no 
teniendo  estos  legatarios  nada  más  que  hipoteca  tácita  y  gene- 
ral sobre  todos  los  bienes  de  la  herencia,  que  garantizan  su 
acción  personal  contra  el  heredero;  no  es  inscribible,  mientras 
que  por  la  anotación  no  se  determinen  y  particularicen  los  bie- 
nes que  quedan  gravados,  y  se  convierte  la  hipoteca  tácita  y 
general  en  especial  y  expresa.  Aun  concediéndolo  y  no  dispu- 
tando sobre  nombres,  hay  una  cosa  cierta:  que  esa  hipoteca 
tácita,  ese  gravamen  general,  llámese  como  se  llame,  produce 
efectos  durante  180  días  sobre  toda  la  masa  hereditaria,  sin 
necesidad  de  que  se  particularicen  y  determinen  fincas;  y  esos 
efectos,  anótense  ó  no  se  anoten  los  legados,  perjudican  á  ter- 
cero. Claramente  lo  manifiesta  la  Exposición  de  moHvos:  clos 
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que  adquieren,  dice,  bienes  inmuebles  ú  otros  derechos  reales 
sobre  la  propiedad  raíz  hereditaria,  en  los  180  días  expresados, 
saben  el  peligro  á  que  se  exponen.  Si  una  anotación  preventiva 
les  daña,  impútenselo  á  sí  mismos;  porque  no  debían  ignorar 
que,  durante  el  tiempo  que  queda  señalado,  están  sujetos  á  res- 
ponder á  los  legatarios,  en  lo  que  alcanzan  los  bienes  inmuebles 
que  pertenecían  á  la  herencia.»  Véase,  pues,  cómo  los  legatarios 
durante  los  180  días  posteriores  á  la  muerte  del  testador,  no 
pueden  sufrir  menoscabo  en  sus  derechos;  aunque  dentro  de 
ese  plazo  inscribiese  el  heredero  los  bienes  á  su  nombre  y  los 
enajenara  como  propios. 

Siguiendo  la  tarea  interrumpida  do  comentar  el  art.  49,  dire- 
mos: que  la  notificación  que  ha  de  hacerse  á  los  legatarios,  de 
la  solicitud  del  heredero  que  quiere  inscribir  su  derecho  antes 
de  los  180  días,  ha  de  practicarse  con  arreglo  á  los  arts.  260  y 
demás  de  la  Sección  3.*,  Tít.  vi,  Lib.  i  de  la  Ley  de  Enj.  civ.,  hoy 
vigente  y  que  han  substituido  á  los  que  marca  el  artículo,  con 
referencia  á  la  Ley  antigua. 

El  heredero  puede  anotar  preventivamente  su  sohcitud,  mien- 
tras se  resuelve,  y  sólo  se  convertirá  en  inscripción  definitiva, 
cuando  tenga  lugar  la  renuncia  expresa  ó  tácita  de  los  legatarios 
ala  anotación  de  sus  legados,  cancelándose  aquella  parcial- 
mente respecto  á  los  bienes  que  los  legatarios  anoten;  pero  trans- 
curridos los  30  días  desde  la  fecha  de  la  notificación,  sin  que 
los  legatarios  hagan  uso  de  su  derecho;  podrá  pedir  el  heredero 
la  inscripción  de  todos  los  bienes  hereditarios  en  la  forma  pre- 
venida en  el  art.  49  del  Reglamento. 

Si  los  legatarios  solicitaran  la  anotación,  también  podrá  ins- 
cribir el  heredero  los  bienes  que  se  anotasen  y  no  hubiesen  sido 
especialmente  legados;  pero  con  el  gravamen  de  la  anotación. 
(Art.  50  del  Reglam.) 

Todas  estas  disposiciones  son  consecuencias  del  principio  que, 
contra  lo  que  sostenemos,  se  da  por  cierto,  á  saber:  que  si  no 
se  hiciera  la  anotación  del  legado  dentro  de  los  180  días,  podrá 
inscribir  el  heredero  á  favor  suyo  como  exentos  de  todo  grava- 
men los  bienes  relictos  por  el  testador,  hasta  los  que  haya  legado 
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específicamente;  áuli  cuando  á  la  anotación  de  éste  conceda 
virtud  bastante  para  que  le  impida  registrarlos  á  su  nombre. 

Ya  hemos  dicho  que  el  art.  49  de  la  'Ley,  prohibe  indirecta- 
mente la  inscripción  á  favor  del  heredero  antes  de  los  180  días 
siguientes  al  fallecimiento  del  testador;  salvo  si  los  legatarios 
renuncian  á  su  derecho  de  anotación  de  un  modo  expreso  en 
escritura  pública,  ó  tácitamente  dejando  transcurrir,  sin  solici- 
tarla, treinta  días  á  contar  desde  la  notificación  hecha  á  ins- 
tancia del  heredero  que  desea  inscribir  antes  de  aquel  plazo. 
Es,  pues,  evidente,  que  hasta  que  éste  transcurra,  el  Registra- 
dor ha  de  negar  la  inscripción ;  pero  es  fácil  que  el  heredero 
presente  su  título  á  los  170  días,  y  como  el  asiento  de  presen- 
tación no  puede  excusarse,  y  el  Registrador  tiene  15  días  de 
plazo  para  inscribir,  ¿podrá  esperar  que  pasen  los  10  que  res- 
tan hasta  los  180,  é  inscribir  la  herencia?  Creemos  que  nó. 
Por  fecha  de  la  inscripción  se  entiende  la  del  asiento  de  pre- 
sentación respectivo,  y  como  éste  se  extendió  antes  de  los  180 
días,  aunque  la  fecha  en  que  materialmente  se  haga  la  inscrip- 
ción sea  posterior,  la  legal  es  anterior  y  resultaría  infringido  el 
art.  49  de  la  Ley. 

Cierto  es  que  si  al  transcurrir  los  180  días,  ningún  legatario 
hubiese  pedido  la  anotación ,  parece  que  ya  no  debía  existir  in- 
conveniente en  inscribir;  pero  el  respeto  á  la  Ley  nos  mueve  á 
aconsejar  que  ni  aun  en  ese  caso  se  inscriba.  Lo  que  ha  de  ha- 
cer el  Registrador  al  presentársele  un  título  de  herencia,  aun- 
que sea  un  día  antes  de  los  180 ,  es  negar  su  inscripción  por 
prohibirla  el  art.  49 ;  por  más  que  al  día  siguiente  se  le  vuelva  á 
presentar  y  fuera  ya  de  la  prohibición  lo  inscriba.  (V.  Resol, 
de  llde  Jul.  de  1882.) 

Si  el  Registrador,  á  pesar  del  precepto  del  art.  49,  ins- 
cribiese los  bienes  de  la  herencia  á  favor  del  heredero  antes  de 
los  180  días  de  la  muerte  del  testador,  sin  consentimiento  de 
los  legatarios ;  surte  la  inscripción  todos  sus  efectos  mientras 
no  se  cancele  con  aiTeglo  á  las  prescripciones  hipotecaidas.  Así 
se  resolvió  en  29  de  Ab.  de  1874. 
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§  B/> 


Cómo  lian  de  asegurarse  los  derechos  de  los  herederos  legitima- 
rios en  CcUaluña.  —  En  vano  se  buscaría  en  la  Ley  disposición 
que  fije  el  derecho  de  los  legitimarios  en  Cataluña,  para  poder 
garantir  con  perjuicio  de  tercero,  el  pago  de  sus  legítimas. 

Según  la  Const.  n,  Tít.  v,  Lib.  vr,  Vol.  i,  dada  por  Felipe  II 
en  1685,  el  privilegio  que  tenía  la  ciudad  de  Barcelona  de  que 
los  padres  pudiesen  disponer  á  su  libre  albedrío  y  por  última 
voluntad,  de  las  tres  cuartas  partes  de  sus  bienes;  se  hizo  ex- 
tensiva á  toda  Cataluña,  derogándose  la  Ley  romana  que  ha- 
bía substituido  á  la  gótica  en  1333 ,  por  disposición  de  Alfon- 
so ni  en  las  Cortes  de  Monblanch. 

La  facultad  que  á  los  padres  concede  esta  Constitución,  de 
disponer  hbremente  de  las  tres  cuartas  partes  de  sus  bienes,  se 
ha  convertido  por  la  costumbre  en  obligación  moral  de  insti- 
tuir en  ellas  al  primogénito;  quien  además,  participa  con  sus 
hermanos  de  la  porción  que  le  corresponde  en  la  cuarta  parte 
restante  que  se  mira  como  la  legítima  de  todos  los  hijos,  admi- 
tiéndose la  representación  de  los  fallecidos. 

Tiene  asimismo  el  padre  la  facultad  de  señalar,  en  concepto 
de  legítima,  una  cantidad  determinada,  y  aun  no  disponiéndo- 
lo, queda  á  voluntad  del  heredero  satisfacer  á  los  legitimarios 
su  porción,  en  bienes  de  la  herencia,  ó  en  metáüco. 

Al  fallecimiento  del  padre,  suele  el  instituido  formar  el  inven- 
tario, sin  que,  por  regla  general,  intervengan  los  hermanos,  y  con 
el  testamento  y  el  certificado  de  óbito  acude  al  Registro  en  soH- 
citud  de  que  se  inscriban  á  su  nombre  las  fincas. y  derechos 
reales ,  pre\damente  inscritos  al  del  causante.  Las  prácticas  que 
para  verificarlo  observan  los  Registradores,  son  varias.  Unos, 
estimando  que  los  derechos  de  legítima  son  reales  y  los  legiti- 
marios especie  de  herederos  ó  legatarios  de  parte  alícuota;  les 
niegan  el  derecho  de  anotar,  inscriben  las  fincas  á  nombre  del 
heredero,  y  en  las  inscripciones  mencionan  las  cantidades  que 
se  asignan  en  el  testamento  para  pago  de  las  legítimas;  no 
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considerando  libres  los  bienes  inscritos,  hasta  que  se  hace 
constar  el  pago,  y  por  nota  al  margen  de  cada  inscripción  en 
que  se  menciona  la  cantidad  que  se  dejaba  por  legítima.  Otros, 
cuando  el  título  comprende  varias  fincas,  mencionan  las  can- 
tidades asignadas  para  pago  de  legítima,  sólo  en  la  inscripción 
extensa;  mas  nó  en  las  concisas:  cuando  se  acredita  el  pago, 
extienden  una  inscripción  que  denominan  de  pago  de  legado. 
Algunos,  por  fin,  inscriben  los  bienes  en  favor  del  heredero, 
sin  mencionar  el  derecho  que  en  la  cuarta  parte  tienen 
los  legitimarios,  considerándolos  como  legatarios  de  cantidad, 
con  derecho  de  solicitar  anotación  preventiva  sobre  inmuebles, 
cuyo  valor  sea  suficiente  para  asegurar  la  realización  del  legado. 

Para  resolver  con  probabihdad  de  acierto,  lo  que  debe  ha- 
cerse ,  es  necesario  fijar  previamente  la  naturaleza  del  derecho 
de  los  legitimarios  y  el  del  heredero. 

Donde  la  succesion  es  forzoza ,  el  padre  no  puede  tener  más 
representantes  de  su  personahdad  que  sus  descendientes.  La 
parte  en  que  éstos  han  de  succeder  con  independencia  de  la 
voluntad  de  los  padres,  y  aun  contra  ella,  es  lo  que  constituye 
la  verdadera  herencia:  la  parte  de  que  los  padres  pueden  dis- 
poner á  su  arbitrio,  as  objeto,  no  de  herencia  propiamente 
dicha,  sino  de  legados.  Luego  los  legitimarios,  cuyo  derecho 
á  la  cuarta  parte  de  la  herencia  nó  depende  de  la  voluntad  del 
padre,  sino  del  precepto  de  la  ley;  no  han  considerarse  legata- 
rios, sino  herederos. 

La  facultad  que  la  Ley  concede  al  hijo  instituido  en  las  tres 
cuartas  partes  de  pagar  las  legítimas  en  metálico,  no  modifica 
lo  dicho.  El  derecho  hereditario  nace  para  todos  los  hijos  en  el 
instante  de  la  deñincion  del  padre  y  en  todos  ellos  está  al  ins- 
cribirse el  testamento :  su  derecho  no  se  desvanece  porque  el  he- 
redero tenga  la  facultad  de  pagarlo  en  dinero;  se  necesita  que 
realmente  se  pague:  mientras  esto  no  se  haga,  permanece  ín- 
tegro en  los  legitimarios ,  inmanente  y  entrañado  en  todos  y  en 
cada  uno  de  los  cuerpos  de  la  herencia  que  le  garantizan  su  le- 
gítima. 

Quizá  se  objete,  que  si  el  testador  determina  la  cantidad  que 
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ha  de  dárseles  en  concepto  de  legítima;  ya  no  puede  decirse  que 
sean  legatarios  de  parte  alícuota,  sino  de  la  cantidad  fija  que  se 
les  señala;  pero  tal  argumento  queda  refutado  con  sólo  reflexio- 
nar que  el  legitimario  tiene  derecho,  nó  á  lo  que  su  padre  le  se- 
ñale, sino  á  lo  que  le  corresponde  según  el  número  de  los  par- 
tícipes, y  que  mientras  no  se  liquide  el  caudal  relicto ,  no  se  sabe 
8Í  la  cantidad  señalada  cubre  la  legítima. 

No  contradice  nuestra  tesis,  la  Constitución  2.*  Tít.  ii,  Lib.  vi, 
en  la  que  se  declara  que  puede  hacerse  mención  de  los  liijos  en 
el  testamento  ^or  vía  de  legado;  pues  esta  fórmula^  no  significa 
que  los  legitimarios  que  así  se  designen  han  de  estimarse  sim- 
ples legatarios,  sino  que  con  ella  se  impide  que  los  hijos  se 
consideren  preteridos  y  se  rompa  el  testamento;  pero  sin  mi- 
norarles sus  derechos,  ni  conferirles  los  que  la  Ley  no  les  con- 
cede. 

Si  pues  el  derecho  de  los  hijos  en  la  legítima,  es  el  heredita- 
rio; si  este  es  un  derecho  real,  las  acciones  que  de  él  nacen  para 
pedir  y  dividir  la  herencia,  han  de  participar  de  su  naturaleza 
real;  y  derechos  y  acciones  de  esta  clase  han  de  tener  forzosa- 
mente su  garantía  en  el  Registro. 

La  antigua  jurisprudencia  catalana,  como  atestiguan  Cáncer 
y  Vives,  concedía  á  los  legitimarios  hipoteca  tácita  legal  sobre 
todos  los  bienes  déla  herencia;  pero  la  Ley  Hipotecaria  ha  abo- 
lido las  hipotecas  tácitas  legales  que  no  se  enumeren  en  el  ar- 
tículo 168,  y  entre  ellas  no  se  encuentra  la  de.  los  legitimarios. 

Ya  que  esta  hipoteca  legal  no  se  reconoce ,  ¿podrán  los  legi- 
timarios pedir  anotación  preventiva?  Sostenemos  que  nó;  pues 
aun  cuando  se  les  considerase  legatarios  de  cantidad,  el  art.  42 
sólo  concede  anotación  preventiva  al  que  no  tenga  derecho  á 
promover  el  juicio  de  testamentaria,  y  la  Ley  de  Enj.  civ.  con- 
cede ese  derecho  á  los  legatarios  de  parte  ah'cuota,  en  cuya  clase 
habria  de  incluirse  al  legitimario. 

En  nuestra  opinión,  pues,  los  legitimarios,  como  verdaderos 
herederos,  tienen  derecho  á  promover  el  juicio  voluntario  de 
testamentaría.  Si  no  lo  promovieren  y  el  heredero  (hereu)  por  sí 
acudiera  al  Registro,  entendemos,  que  al  inscribirse  los  bienes 
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á  su  nombre,  deben  consignarse  los  derechos  reales  de  los  legi- 
timarios ,  que  de  este  modo  quedan  asegurados ,  en  perjuicio  de 
tercero;  conforme  á  lo  dispuesto  en  los  arts.  7.^  y  29  déla  Ley, 
que  pueden  aplicarse  á  este  caso  sin  violencia. 

Por  lo  que  decimos  se  ve,  que  délas  prácticas  seguidas  en  el 
Principado ,  y  que  expusimos  antes ,  la  primera  se  acerca  mucho 
á  nuestra  opinión;  aun  cuando  por  ella  sólo  se  garantiza  la 
cantidad  señalada  por  el  padre,  nó  el  suplemento  á  la  legítima 
que  pueda  caber  á  los  hijos :  la  segunda  es  ilógica ;  porque  si 
se  consideran  las  legítimas  gravamen  de  la  herencia,  han  de 
constar  lo  mismo  en  las  inscripciones  extensas ,  que  en  las  con- 
cisas ;  y  que  la  tercera,  de  no  mencionar  las  legítimas  en  la  ins- 
cripción hecha  á  favor  del  heredero ,  puede  ocasionar  graves 
perjuicios,  dejando  desamparados  por  completo  los  derechos  de 
los  legitimarios. 

Una  Resol,  hay  dictada  en  17  de  Agost.  de  1863  (1)  que  en 
en  el  fondo  confirma  nuestra  opinión.  Aunque  no  nos  ha  sido 
posible  encontrar  el  original  y  la  conocemos  sólo  en  extracto, 
da  idea  bastante  clara  del  asunto. 

La  consulta  abrazaba,  entre  otras,  las  siguientes  dudas: 

1.a  Si  para  que  el  Jwredero  pudiese  inscribir  á  su  favor  los 
bienes  hereditarios ,  bastaría  que  los  legatarios  por  razón  de  legí- 
tima^ menores  de  edad,  renunciasen  en  forma  el  art.  49  de  la  Ley 
(su  derecho  de  anotación). 

2.a  Si  á  la  inscripción  en  favor  del  lieredero  habría  de  prece- 
der el  convenio  de  los  legitimarios,  aunque  hubiesen  transcurri- 
do los  180  días  desde  la  muerte  del  testador. 

La  Dirección  (usando  el  verbo  legar  en  su  acepción  jiuídica 
general,  de  dejar  alguna  cosa  en  testamento)  contesta: 

Que  los  derechos  de  legítima,  aunque  se  haya  legado  en  tes- 
tamento una  cantidad  determinada  por  razón  de  la  misma;  no 


1  En  la  pág.  291  de  nuestra  Colección  legislativa  hipotecaria^  la  insertamos 
en  extracto  copiada  de  la  Legislación  Hipotecaria  de  Moragas:  posteriormente 
la  hemos  encontrado  algo  más  extensa  en  la  Gaceta  de  Begistradores  y  Nota- 
rios, periódico  oficial  de  la  Dirección  del  Registro  de  la  propiedad  en  aquella 
época. 
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se  hallan  comprendidos  en  el  art.  49  de  la  Ley  Hipotecaria, 
debiendo  inscribirse  al  veiificar  la  inscripción  á  favor  del  he- 
redero. 

Que  hecho  el  señalamiento  de  la  legítima ,  ha  de  cancelarse 
la  inscripción ,  si  el  heredero  satisface  su  importe  en  dinero,  ó 
extenderse  nueva  inscripción  de  las  fincas  que  diere  en  pago  de 
la  misma,  á  los  legitimarios. 

De  esta  Resol,  se  infiere :  que  la  Dirección  no  considera  como 
legados,  las  legítimas;  aun  cuando  se  hayan  de  pagar  en  dinero, 
y  por  lo  tanto  que  no  cabe  anotación  preventiva. 

Que  los  Registradores  no  pueden  inscribir  los  bienes  de  la 
herencia  á  nombre  del  heredero ,  sin  que  inscriban  al  mismo 
tiempo  las  legítimas  de  los  demás  hijos. 

Que  mientras  no  se  satisfaga  la  legítima,  su  inscripción  con- 
sei-vatoda  su  fuerza  afectando  á  la  herencia,  y  lleva  consigo 
anexa  la  obligación  del  pago,  si  la  adquiere  un  tercero. 

Cualesquiera  que  sean  los  argumentos  doctrinales  que  pu- 
dieran hacerse  sobre  la  naturaleza  de  las  legítimas  pagables  en 
dinero  y  procedencia  de  su  inscripción ;  mientras  otra  cosa  no 
se  determine,  los  Registradores  deben  arreglar  su  conducta  á  la 
Resol,  citada. 

Anotación  de  legados  constituidos  á  farm-  de  personas  inciertas. — 
En  el  art.  49,  que  trata  del  caso  en  que  el  heredero  soUcite 
inscribir  á  su  favor  la  herencia  en  los  180  días  posteriores  á  la 
muerte  del  testador ;  al  disponer  que  se  notifique  esta  solicitud 
á  los  legatarios,  para  que  dentro  de  30  días  hagan  uso,  si  lo 
estiman  conveniente,  del  derecho  de  anotación;  se  añade:  que 
si  alguno  de  los  legatarios  no  fuera  persona  cierta,  el  Juez  ó  el 
Tribunal  manden  hacer  la  anotación  preventiva  del  legado;  bien 
á  instancia  del  mismo  heredero  ó  de  otro  interesado  ó  bien  de 
oficio.  Ocurre  pues  la  duda,  de  si  esta  obUgaciojí  del  Juez  ó  del 
Tribunal  se  concreta  al  sólo  caso  objeto  del  artículo,  ó  si  ha  de 
entenderse  general  para  todos. 
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La  letra  de  la  Ley  dice  lo  primero,  el  fin  con  que  se  dictó, 
aconseja  lo  segundo;  porque  si  sólo  cuando  el  heredero  pide  la 
inscripción  antes  de  180  días  hubiera  de  salvarse  el  derecho  de 
la  persona  incierta,  quedaría  á  la  voluntad  del  instituido  el  que 
se  realizara  ó  se  perdiera;  porque  dejando  transcurrir  el  plazo 
sin  pedir  la  inscripción  de  la  herencia,  podría  verificarla  des- 
pués, de  todos  los  bienes,  como  libres  de  gravámenes  y  (presu- 
puesta la  doctrina  que  informa  estos  artículos  y  que  hemos  com- 
batido) enajenarla  en  perjuicio  de  la  persona  incierta,  que  cuan- 
do viniese  á  ser  cierta,  no  encontraría  bienes  en  qué  hacer 
efectivo  su  legado;  partiendo  del  supuesto  de  que  éste  sea  de 
género  ó  cantidad,  porque  si  fuere  de  especie,  no  podría  inscri- 
birse á  favor  del  heredero.  La  dificultad  práctica  consiste  en  que 
pasados  los  180  días,  el  heredero  puede  inscribir  con  sólo  pre- 
sentar los  documentos  necesarios  en  el  Registro,  sin  que  el  Juez 
tenga  intervención  ninguna  en  ello,  é  ignorando  por  consiguien- 
te que  exista  el  legado  á  favor  de  la  persona  incierta:  esto  no 
impide  que  en  el  momento  en  que  llegue  á  su  noticia,  cumpla 
el  precepto  del  art.  49  y  mande  de  oficio  la  anotación  del  de- 
recho. 

§  10. 

Ultramar,  -^  Los  arts.  53  al  66  de  las  Leyes  de  Cuba  y  Puer- 
to-Rico, están  copiados  de  los  arts.  45  al  58  de  la  vigente  en  la 
Península. 

Los  arts.  149,  150,  151  y  162  del  Reglam.  de  Cuba,  y  los  ar- 
tículos 142,  143,  144  y  145  del  de  Puerto-Rico,  son  reproduc- 
ción de  los  arts.  46,  47,  49  y  50  del  que  rige  en  la  Península* 
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Art.  59.  El  acreedor  refaccionario  podrá  exigir  ano- 
tación sobre  la  finca  refaccionada,  por  las  cantidades  que 
de  una  vez  ó  sucesivamente  anticipare ,  presentando  el 
contrato  por  escrito  que  en  cualquiera  forma  legal  haya 
celebrado  con  el  deudor. 

Esta  anotación  surtirá,  respecto  al  crédito  refacciona- 
rio, todos  los  efectos  de  la  hipoteca. 

Art.  60.  No  será  necesarig  que  los  títulos  en  cuya 
virtud  se  pida  la  anotación  preventiva  de  créditos  refac- 
cionarios, determinen  fijamente  la  cantidad  de  dinero  ó 
efectos  en  que  consistan  los  mismos  créditos ,  y  bastará 
que  contengan  los  datos  suficientes  para  liquidarlos  al 
terminar  las  obras  contratadas. 

Art.  61.  Si  la  finca  que  haya  de  ser  objeto  de  la  re- 
facción estuviere  afecta  á  obligaciones  reales  inscritas, 
no  se  hará  la  anotación ,  sino  bien  en  virtud  de  convenio 
unánime  por  escritura  pública  entre  el  propietario  y  las 
personas  á  cuyo  favor  estuvieren  constituidas  dichas  obli- 
gaciones, sobre  el  objeto  de  la  refacción  misma  y  el  valor 
de  la  finca  antes  de  empezar  las  obras ,  ó  bien  en  virtud 
de  pro  videncia  judicial,  dictada  en  expediente  instruido 
para  hacer  constar  dicho  valor,  y  con  citación  de  todas 
las  indicadas  personas. 

Art.  62.  Si  alguno  de  los  que  tuvieren  á  su  favor  las 
obligaciones  reales  expresadas  en  el  artículo  anterior  no 
fuere  persona  cierta,  estuviere  ausente,  ignorándose  su 
paradero,  ó  negare  su  consentimiento,  no  podrá  hacerse 
la  anotación  sino  por  providencia  judicial. 

Art.  63.  El  valor  que  en  cualquier  forma  se  diere  á 
la  finca  que  ha  de  ser  refaccionada,  antes  de  empezar  las 
obras  se  hará  constar  en  la  anotación  del  crédito. 

Art.  64.  Las  personas  á  cuyo  favor  estuvieren  cons- 
tituidos derechos  reales  sobre  la  finca  refaccionada,  cuyo 
valor  se  haga  constar  en  la  forma  prescrita  en  los  artícu- 
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los  precedentes,  conservarán  su  derecho  de  preferencia 
respecto  al  acreedor  refaccionario ,  pero  solamente  por  un 
valor  igual  al  que  se  hubiere  declarado  á  la  misma  finca. 
El  acreedor  refaccionario  será  considerado  como  hipo- 
tecario respecto  á  lo  que  exceda  el  valor  de  la  finca  al  de 
las  obligaciones  anteriores  mencionadas,  y  en  todo  caso, 
respecto  á  la  diferencia  entre  el  precio  dado  á  la  misma 
finca  antes  de  las  obras  y  el  que  alcanzare  en  su  enaje- 
nación judicial. 

Concuerdau  cou  los  artículos  siguientes  del  Reglamento. 

Art.  51.     Según  lo  dispuesto  en  el  art.  59  de  la  Ley, 
la  anotación  preventiva  á  favor  de  los  acreedores  refac- ' 
cionarios  podrá  exigirse  en  virtud  de  contrato  privado 
que  conste  por  escrito.  A  este  fin  deberá  procurarse: 

1.°  Que  dichos  contratos  expresen  claramente  todas 
las  circunstancias  necesarias  para  evitar  dudas  y  cuestio- 
nes sobre  su  cumplimiento,  denegando  la  anotación  de 
los  que  no  estén  redactados  con  la  claridad  indispen- 
sable. 

2.°  Que  concurran  personalmente  al  Registro  todos 
los  interesados  en  la  anotación ,  asegurándose  el  Regis- 
trador de  la  identidad  de  sus  personas  y  de  la  autentici- 
dad de  las  firmas  puestas  al  pié  de  dicho  contrato. 

3.°  Que  si  la  finca  que  ha  de  ser  refaccionada  no  es- 
tuviese inscrita  en  el  Registro  como  propia  del  deudor, 
se  inscriba  con  las  formalidades  oportunas ,  denegando 
en  caso  contrario  toda  anotación. 

Art.  52.  Si  la  finca  refaccionada  no  estuviere  inscri- 
ta á  favor  del  deudor,  y  del  título  presentado  para  ins- 
cribirla, resultare  que  está  afecta  á  una  obligación  real, 
hará  el  Registrador  la  inscripción,  previo  el  pago  del 
derecho  correspondiente ,  pero  suspendiendo  la  anotación 
hasta  que  se  instruya  el  expediente  prevenido  en  el  ar- 
tículo 61  de  la  Ley,  ó  medie  el  oportuno  convenio. 

Art.  53.  Para  instruir  el  expediente  de  que  trata  el 
art.  61  de  la  Ley,  hará  el  deudor  una  solicitud  al  Tribu- 
nal del  partido  en  que  esté  situada  la  finca,  expresando 
las  obras  que  ésta  necesite,  el  costo  aproximado  de  ellas, 
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y  el  valor  que  la  misma  finca  tenga  en  la  actualidad,  y 
pidiendo  que  se  cite  á  las  personas  que  tengan  algún  de- 
recho real  sobre  el  inmueble  para  que  manifiesten  su 
conformidad ,  ó  aleguen  lo  que  á  su  derecho  convenga. 
A  esta  solicitud  acompañará  una  certificación  pericial  del 
aprecio,  y  los  documentos  de  donde  resulten  los  nombres 
y  los  derechos  de  los  que  deban  ser  citados. 

El  Tribunal  mandará  hacer  la  citación  con  las  forma- 
lidades prescritas  en  los  arts.  228,  229,  230  y  231  de  la 
Ley  de  Enj.  civ.  (1). 

Si  alguna  de  dichas  personas  fuere  incierta  ó  estuviere 
ausente,  ignorándose  su  paradero,  deberá  ser  citado  el 
representante  del  Ministerio  fiscal. 

Art.  54.  Las  personas  citadas  con  arreglo  al  artículo 
anterior,  podrán  conformarse  con  lo  pretendido  por  el 
propietario ,  en  cuyo  caso ,  dictará  el  Tribunal  providen- 
cia autorizando  la  anotación ,  ó  podrán  oponerse ,  tanto 
al  aprecio  hecho  de  la  finca,  como  á  las  obras  que  se  tra- 
te de  ejecutar,  si  por  resultado  de  ellas  no  quedaren  su- 
ficientemente asegurados  sus  derechos. 

Art.  55.  Los  que  se  opusiesen  al  aprecio  ó  alas  obras, 
nombrarán  perito ,  que  en  unión  con  el  del  propietario, 
rectifique  la  tasación,  ó  manifieste  su  dictamen  sobre  las 
mismas  obras. 

Para  el  nombramiento  de  este  perito  y  dirimir  las  dis- 
cordias que  ocurrieren ,  se  observarán  las  reglas  estable- 
cidas en  el  art.  303  de  la  Ley  de  Enj.  civ.  (2). 

Art.  56.  Concluido  el  juicio  pericial,  si  la  oposición 
se  hubiere  hecho  al  aprecio ,  dictará  el  Tribunal  provi- 
dencia, autorizando  la  anotación  y  declarando  el  valor 
de  las  fincas  refaccionadas.  Si  la  oposición  hubiere  re- 
caído sobre  las  obras ,  mandará  el  Tribunal  comparecer 
en  juicio  verbal  á  los  interesados  y  á  los  peritos ,  á  fin  de 
intentar  la  avenencia  entre  los  primeros.  Si  ésta  no  se 


(1)  Hoy  ha  de  hacerse  la  citación  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  Secc.  S,^ 
Tít.  VI,  Líb.  I,  de  la  Ley  de  Enj.  civ.  de  3  de  Feb.  de  1881. 

(2)  Hoy  ha  de  observarse  lo  dispuesto  en  el  §  6.®  Tít.  n,  Lib.  ii,  de  la  Ley' 
citada. 
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consiguiere,  dará  el  Tribunal  por  concluido  el  acto,  dic- 
tando la  providencia  que  proceda  según  lo  que  resulte 
probado,  bien  prohibiendo  la  refacción,  ó  bien  autori- 
zándola, si. apareciese  del  juicio  de  los  peritos  que  verifi- 
cadas las  obras  no  quedarán  menos  asegurados  que  á  la 
sazón  lo  estuvieren,  los  derechos  del  opositor,  por  dismi- 
nuirse la  renta  de  la  finca  ó  su  precio  en  venta. 


SUMARIO. 

1,  Forma  de  constítnir  los  créditos  refaccionarios.  —  §2,  Anotadon  del  cré- 
dito refacdooario.  —  §  B.  ídem  cuando  la  finca  refaccionada  esté  afecta  á 
derechos  reales.  —  §4.  Si  es  anotable  la  cesión  del  crédito  refaccionario.  — 
§  5.  Efectos  de  la  anotación  del  crédito  refaccionario ,  7  coándo  ha  de  con- 
vertirse en  inscripción.  —  §6,  Efectos  de  la  anotación  respecto  á  los  dere- 
chos de  los  acreedores  refacciónanos  é  hipotecarios.  —  §7,  Preferencia  entre 
los  acreedores  refacdonaríos.  —  §8,  Ultramar. 


COMENTARIO 


§  1.^ 

Forma  de  constituir  los  créditos  refaccionarios.  —  Se  entiende, 
por  crédito  refaccionario,  el  nacido  del  contrato  de  refacción, 
así  llamado  del  verbo  latino  reficere,  rehacer,  hacer  de  nuevo, 
dar  existencia  á  lo  que  sin  el  auxilio'  de  nuevas  obras  va  á  pe- 
recer. Entre  los  Romanos  sólo  producía  acción  personal,  á  no 
pactarse  expresamente  que  la  finca  que  había  de  repararse  ó 
construirse  quedase  hipotecada;  salvo  cuando  el  dinero  había 
de  emplearse  en  construir  un  edificio  casi  arruinado;  pues  en- 
tonces se  reconocía  al  refaccionario  la  hipoteca  tácita :  ne  urbs 
ruinis  deformetur. 

Las  Leyes  26  y  28,  Tít.  xm,  Part.  5.*,  al  establecer  que  el 
acreedor  refaccionario  tuviese  hipoteca  legal  en  la  casa  cons- 
truida ó  reparada,  no  dicen  la  manera  de  hacerse  constar  el 
contrato;  ni  requieren  que  cuando  se  consigne  en  documento, 
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se  exprese  el  objeto,  exigiendo  tan  sólo  que  se  hubiese  recibido 
la  cantidad  para  hacer  la  obra  y  que  se  hubiese  invertido  en 
ella.  (Sent.  de  1.^  de  Dic.  de  1868.) 

La  Ley  Hipotecaria  ha  consagrado  atención  preferente  á  este 
contrato,  detallando  de  ima  manera  minuciosa,  las  formahda- 
des  con  que  debe  establecerse,  y  los  efectos  que  produce;  su- 
pliendo así  este  vacío  del  derecho  civil. 

Contra  lo  que,  como  regla  general,  establece  en  el  art.  3.o 
permite  que  se  celebre  en  cualquiera  forma  legal;  siempre  que 
sea  por  escrito  y  aunque  se  consigne  en  documento  privado 
( Art.  59  de  la  Ley  y  51  del  Reglamento );  ni  es  preciso  que  se 

'  fije  la  cuantía  del  crédito  bastando  que  consten  los  datos  sufi- 

cientes para  Uquidarlo   al  terminar  las  obras  (Art.  60 ).  Los 

I  contratos  han  de  estar  redactados  de  modo  que  expresen  clara- 

mente todas  las  circimstancias  precisas  para  evitar  dudas  y 

I  cuestiones  sobre  su  cumplimiento;  circunstancias  que  no  sólo 

¡  han  de  procurarse;  como  impropiamente  dice  el  art.  51  del  Re- 

glamento; sino  que  han  de  exigirse  por  el  Registrador;  pues  de 
otro  modo  no  son  aquellos  anotables,  como  allí  se  expresa. 

En  el  mismo  documento  ó  en  otro ,  es  preciso  que  se  haga 
constar  antes  de  empezar  la  obra,  el  valor  que  en  cualquiera 
forma  se  diese  á  la  finca  refaccionada. 


§  2.0 

Anotación  del  crédito  refaccionario,  —  El  núm.  7  del  art.  42  de 
la  Ley,  concede  al  acreedor  refaccionario  el  derecho  dé  pedir 
anotación  de  su  crédito ,  sobre  la  finca  refaccionada ,  por  las 
cantidades  que  de  una  vez  ó  succesivamente  anticipase,  mien- 
tras duran  las  obras. 

Para  hacer  la  anotación  se  ha  de  presentar  el  contrato  escri- 
to en  que  se  hayan  convenido  las  partes,  y  en  el  asiento,  ade- 
más de  las  circunstancias  generales  á  todas  las  anotaciones,  se 
indicarán  brevemente  la  clase  de  obras  que  se  pretende  ejecu- 
tar, las  condiciones  del  contrato ,  el  valor  que  se  haya  dado  á 
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la  finca  en  su  estado  actual  y  los  demás  requisitos  que  se  con- 
signan en  el  núm.  10  del  art.  54  del  Reglamento. 

Si  la  finca  que  ha  de  refaccionarse,  no  estuviese  inscrita 
como  propia  del  deudor;  ha  de  inscribirse  con  las  formalidades 
oportunas;  denegándose  en  caso  contrario  toda  anotación.  (Ar- 
tículo 51  del  Reglamento.)  No  parece  muy  en  armonía  este  pre- 
cepto con  lo  que  dispone  el  art.  20  de  la  Ley;  aplicable  á  los 
mandamientos  de  embargo,  conforme  á  la  regla  2.^  del  art.  42 
del  Reglam. ,  y  extensivo  en  nuestro  dictamen,  á  todo  caso  en 
que  no  pueda  anotarse  por  falta  de  previa  inscripción  de  la  finca. 
En  lugar  de  la  negativa  absoluta  de  anotación,  debería  extenderse 
una  anotación  de  suspensión  de  la  del  crédito  refaccionario, 
que  surtiría  efecto  durante  60  días,  en  cuyo  plazo  podría  sub- 
sanarse la  falta  de  la  previa  inscripción.  Lo  terminante  del 
art.  51,  no  contrariado  por  ningún  otro  y  que  en  realidad  no 
se  opone  á  ningún  principio  de  derecho  civil;  rechaza  toda  in- 
terpretación, y  por  ello  el  Registrador  en  vez  de  suspender; 
como  aconsejan  los  principios  generales  hipotecarios,  la  regla 
de  derecho  de  que  deben  aplicarse  iguales  disposiciones  á 
iguales  casos,  y  la  conveniencia  de  las  partes ;  denegará  en  ab- 
soluto la  anotación. 

Si  del  título  presentado  por  el  deudor,  resultara  que  afecta 
al  inmueble  alguna  obligación  real,  el  Registrador  inscribirá  el 
dominio ;  pero  suspenderá  la  anotación  del  crédito ,  hasta  que 
se  practiquen  las  diligencias  de  que  trataremos  en  el  párrafo 
siguiente. 

Para  que  el  Registrador  pueda  cerciorarse  de  la  verdad  de 
los  documentos  privados  que  se  le  presenten,  han  de  concurrir 
personalmente  al  Registro,  todos  los  interesados  en  la  anotación, 
y  ha  de  asegurarse  el  Registrador,  por  los  medios  que  estime 
su  prudencia,  de  la  identidad  de  las  personas  y  de  la  autenti- 
cidad de  las  firmas  puestas  al  pié  de  dicho  contrato.  ( Art.  51 
del  Reglam. ) 

Fundándose  en  el  adverbio  personalmente  que  usa  el  art.  51, 
se  ha  sostenido  que  no  puede  admitirse  á  Procurador  ó  apode- 
rados, aun  cuando  exhiban  la  escritura  de  mandato  en  debida 
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fonna.  No  participamos  de  esa  opinión.  Sobre  que  en  muchos 
casos  sería  imposible  la  concurrencia  personal  de  todos  los  in- 
teresados; sobre  que  de  aplicarse  literalmente  el  precepto  del 
art.  51,  se  derogarían  indirectamente,  la  ley  común  que  sin 
excepción  declara  que  las  obligaciones  pueden  contraerse  per- 
sonalmente ó  por  medio  de  apoderados  y  el  art.  6.^  de  la  Ley 
Hipotecaria,  que  permite  pedir  la  inscripción  de  títiilos  al  que 
tenga  la  representación  legítima  de  los  interesados;  el  núm.  13 
de  art.  64  del  Reglam.  evidencia,  que  éstos  pueden  concurrir  por 
medio  de  su  representante;  al  prevenir  que  en  la  anotación  de 
créditos  en  virtud  de  documento  privado  (y  el  crédito  refaccio- 
nario es  imo  de  los  pocos  en  que  se  da  fuerza  hipotecaria  á  ta- 
les documentos),  debe  manifestarse  si  las  partes  concurrieron 
á  presencia  del  Registrador  personalmente  ó  por  medio  de  apa- 
ierado.  Es,  pues,  para  nosotros  indiscutible  que,  aun  cuando 
para  solicitar  la  anotación  hayan  de  concurrir  todos  aquellos 
á  quienes  interese;  pueden  hacerlo  por  sí  ó  por  mandatario, 
quedando  á  juicio  del  Registrador  calificar  el  poder  con  que  se 
justiñque  el  mandato. 

§  3.0 

Anotación  dd  crédito  refaccionario,  cuando  la  finca  refaccionada 
edé  afecta  á  derechos  reales,  —  Si  bien  de  escasa  importancia, 
sólo  por  amor  al  arte ,  hacemos  notar  que  el  art.  62  de  la  Ley  y 
el  52  del  Reglam.,  hablan  de  obligaciones  reales;  cosa  desconocida 
en  el  derecho  y  que  implica  contradicción  con  el  axioma  de  que 
las  obligaciones  se  dan  sólo  contra  las  personas  y  nunca  con- 
tra las  cosas;  por  lo  cual  no  puede  haber  obligaciones  reales 
por  más  que  vulgarmente  se  diga  á  menudo  que  las  cosas  que- 
dan obligadas. 

En  el  caso  de  que  la  finca,  objeto  de  la  refacción,  no  estu- 
viera inscrita  y  del  documento  que  se  presentase  para  inscri- 
birla resultara  responder  de  algún  gravamen;  ó  estando  la  finca 
reíaccionable  ya  inscrita,  constase  de  la  inscripción  el  grava- 
men; no  se  anotará  el  crédito,  á  nó  mediar  pacto  ó  providencia 
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judicial,  debiendo  constar  en  la  anotación  las  circunstancias 
mencionadas  en  el  párrafo  anterior.  Si  se  hace  en  virtud  de 
convenio,  ha  de  ser  unánime;  de  modo  que  sólo  el  disentí-- 
miento  de  un  interesado,  impedirá  la  anotación;  ha  de  consig- 
narse en  escritura  púbhca  entre  el  propietario  y  las  personas  á 
cuyo  favor  estuvieren  constituidas  dichas  obligaciones;  debien- 
do versar  el  convenio  sobre  el  objeto  de  la  refacción  misma  y 
el  valor  de  la  finca  antes  de  empezar  las  obras. 

Si  por  disentimiento  de  alguno  de  los  interesados  en  los  de- 
rechos reales  que  pesan  sobre  la  finca  refaccionable,  no  pudie- 
ra llevarse  á  efecto  la  anotación  por  convenio;  habría  de  re- 
currirse  á  la  anotación  en  virtud  de  mandato  judicial ,  que  no 
puede  decretarse  sin  audiencia  previa  y  sumaria  de  los  que 
puedan  tener  interés  en  contradecirla.  (Art.  55  y  61  de  la  Ley.) 

El  objeto  del  expediente  que  ha  de  formarse,  no  es  justificar 
la  necesidad  ó  inutilidad  de  la  refacción;  á  no  ser  que  por  dis- 
minuir el  valor  de  la  finca  con  las  obras  ó  por  variar  su  desti- 
no ó  por  cualquiera  otra  causa,  no  quedaran  suficientemente 
asegurados  sus  derechos;  sino  hacer  constar  el  valor  de  la  finca 
antes  de  empezar  las  obras,  que  es  lo  único  que  interesa  á  los 
acreedores. 

La  sohcitud  del  propietario  para  instruir  el  expediente ,  conten- 
drá las  circunstancias  expresas  en  el  art.  '53  del  Reglam.,  acom- 
pañándola con  una  certificación  pericial  del  ai)recio,  y  los  do- 
cumentos de  donde  resulten  los  nombres  y  los  derechos  de 
los  que  deban  ser  citados.  Como  no  es  fácil  que  el  propietario 
de  la  finca  refaccionable  tenga  en  su  poder  las  escrituras  de 
censos,  hipotecas,  etc.,  con  que  esté  gravada,  que  obrarán  en 
poder  de  los  acreedores;  estimamos  como  suficiente  para  cum- 
plir el  precepto  legal,  una  certificación  del  Registrador  en  que 
consten  aquellos  extremos. 

El  Juez  mandará  citar  á  todos  los  interesados  con  las  forma- 
lidades prescritas  en  los  arts.  270,  271,  274  y  526  de  la  actual 
Ley  de  Enj.  civ.  Las  personas  citadas,  pueden  conformarse  con 
la  petición  del  deudor;  en  cuyo  caso  el  Tribunal  autorizará  la 
anotación;  ú  oponerse,  y  entonces  nombrarán  un  perito  con 
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arreglo  á  los  arts.  614  y  siguientes  de  dicha  Ley.  El  Tribunal, 
de  confonnidad  con  las  disposiciones  del  art.  56 ,  prohibirá  ó 
autorizará  la  refacción ,  según  el  resultado  del  juicio ;  y  si  la  au- 
toriza, se  procederá  á  la  anotación,  haciendo  constar  en  ella 
el  valor  que  se  hubiese  dado  á  la  finca  refaccionada  antes  de 
empezar  las  obras. 

§  4.0 

Si  es  a/notable  la  cesión  dd  crédito  refaccionaño,  —  Cuestiona- 
ble es,  si  anotado  preventivamente  un  crédito  refaccionario, 
puede  hacerse  constar  su  cesión  en  el  Registro,  y  caso  afirmati- 
vo en  qué  forma. 

Los  que  sostienen  que  la  cesión  no  es  registrable,  se  fundan 
en  que  el  art.  32  del  Reglam.,  se  refiere  á  la  de  créditos  inscritos, 
y  en  rigor  no  lo  está  el  del  acreedor  refaccionario.  Parécenos 
que  por  atenerse  demasiado  á  la  letra  del  art.  32  del  Reglam.,  ol- 
vidan los  que  en  él  se  apoyan,  lo  que  dispone  el  59  de  la 
Ley.  Si  según  éste,  la  anotación  del  crédito  refaccionario 
surte  todos  los  efectos  de  la  hipoteca,  como  si  fuera  una  ins- 
cripción hipotecaria;  no  vemos  inconveniente  en  considerar 
para  este  efecto  como  verdaderamente  inscrito  el  derecho  del 
acreedor  refaccionario,  aunque  sólo  esté  anotítdo;  ni  en  que  se 
haga  constar  en  el  Registro  la  cesión  del  crédito;  nó  por  una 
verdadera  inscripción ,  sino  por  otra  anotación  que  surta  los 
mismos  efectos  que  la  primera,  subsista  durante  el  plazo  seña- 
lado en  el  art.  92  de  la  Ley,  y  conserve  respecto  al  cesionario, 
los  derechos  que  al  cedente  reconocen  los  arts.  93,  94  y  95. 

Es  esta  anotación  de  crédito  refaccionario,  verdaderamente 
anómala.  Los  otros  créditos  sólo  se  anotan,  ó  cuando  se  ase- 
guran con  un  embargo,  si  se  reclaman  en  juicio  ejecutivo;  6 
con  un  secuestro,  si  en  juicio  ordinario:  en  los  demás  casos  no 
se  anotan,  porque  los  créditos  no  son  productores  de  derechos 
reales ,  sino  de  obligaciones  personales. 

Cuando  se  anotan  por  providencia  judicial,  quedan  garanti- 
zados condicionalmente,  para  que,  si  ^e  declaran  legítimos,  no 
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queden  estériles:  esas  anotaciones  producen  sólo  garantías  tem- 
porales que  pueden  revocarse  por  el  Tribunal;  garantías  que 
más  bien  que  crear  derechos  en  favor  del  anotante,  crean  obs- 
táculos que  dificultan  á  la  persona  contra  quien  se  anota,  el 
libre  ejercicio  del  dominio.  No  así  en  las  anotaciones  por  crédi- 
tos refaccionarios:  á  éstas,  la  Ley  les  concede  desde  el  momen- 
to, fuerza  hipotecaria;  porque  versan  sobre  derechos  reconoci- 
dos, permanentes  é  irrevocables.  «  La  disposición  especial,  dice 
la  Sent.  de  2  de  Jul.  de  1868 ,  que  respecto  á  esta  clase  de 
acreedores  consigna  el  núm.  7  del  art.  42,  no  se  refiere,  como 
la  de  los  números  anteriores,  á  las  anotaciones  preventivas  que 
pueden  tener  lugar  en  el  curso  de  los  procedimientos  judiciales; 
sino  á  las  que  tienen  por  objeto  asegurar  un  derecho  real  no 
litigioso,  que  por  circunstancias  transitorias,  no  ha  llegado  á 
ser  inscrito.  »  Por  eso  las  anotaciones  en  general,  no  dan  dere- 
cho á  enajenar  lo  que  en  sí  no  es  definitivo:  por  eso  debemos 
reconocer  que,  en  este  caso,  la  anotación, da  derecho  á  transfe- 
rir un  dominio  que  es  definitivo. 

No  es  el  único  ejemplo  que  existe  en  la  historia  hipoteca- 
ria, de  anotaciones  que  producen  el  efecto  de  capacitar  á  los 
anotantes  para  la  enajenación  de  los  inmuebles.  Al  acordarse 
las  que  habían  de  hacerse  por  falta  ¿e  índices ,  se  mandó  que 
produjesen  su  efecto  hasta  convertirse  en  inscripciones  definiti- 
vas, y  habiéndose  consultado,  si  la  persona  cuyo  dominio  &i 
un  inmueble  constaba  solamente  por  una  de  estas  anotaciones 
preventivas,  podia  transferir  su  dominio;  se  resolvió  afirmati- 
vamente en  7  de  Ab.  de  1863;  en  razón  á  que  surtían  todos 
los  efectos  de  la  inscripción. 

Persuade  lo  mismo  la  Resol,  de  11  de  Ab.  de  1876,  en  que 
se  aprueba  la  anotación  preventiva  de  la  cesión  de  un  crédito 
refaccionario,  que  afectaba  al  Ferrchcarrü  Compostélano. 

§5.0 

Efectos  de  la  mnotacion  dd  crédito  refcuxionario  y  su  conversión 
en  inscripción.  —  Declara  el  art.  59  de  la  Ley,  que  la  anotación 
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de  un  crédito  refaccionario  surtirá  todos  los  efectos  de  la  hipo- 
teca. En  su  virtud  serán  aplicables  al  mismo,  las  disposiciones 
délos  arts.  105,  110,  111,  112,  113,  114,  122  y  123  de  la  Ley 
y  sus  concordantes  del  Reglamento  á  cuyos  Comentarios  nos 
remitimos. 

Téngase  presente  que  la  anotación  ha  de  pedirse  mientras  se 
construyan  las  obras  objeto  del  crédito  refaccionario,  como  dice 
d  art.  42  de  la  Ley;  porque  terminadas,  ya  no  tiene  objeto, 
puesto  que  sólo  es  un  remedio  interino  para  asegurar  el  derecho 
real  que  el  acreedor  va  adquiriendo  por  las  cantidades  que  suc- 
cesivamente  anticipa;  hasta  que  concluida  la  obra,  pueda  fijarse 
el  precio  total  de  que  la  finca  responde  y  extenderse  la  inscrip- 
ción hipotecaria. 


§6.' 


Efectos  de  la  anotación  respecto  á  los  derechos  de  los  acreedores 
reaccionarios  é  hipotecarios.  —  Hemos  dicho  que  la  anotación  del 
crédito  refaccionario  tiene  fuerza  hipotecaria:  consecuencia  de 
esto,  que  el  acreedor  refaccionario  prevalezca  sobre  todos  los 
que  inscriban  créditos  hipotecarios,  después  de  hecha  la  anota- 
don  á  su  favor. 

Si  sobre  la  finca,  objeto  de  la  refacción,  existían  derechos 
reales  inscritos  antes  de  anotarse  el  crédito  á  favor  del  refaccio- 
nario, declara  el  art.  64  de  la  Ley,  que  será  considerado  como 
hipotecario  en  lo  que  exceda  el  valor  de  la  finca  al  de  los  dere- 
chos reales,  y  en  todo  caso,  en  la  diferencia  entre  el  precio  dado 
á  la  finca  antes  de  las  obras  y  el  que  alcance  en  su  enajena- 
don  judicial. 

La  Ley  Hipotecaria,  separándose  en  esto  del  derecho  anti- 
guo, según  el  cual  el  acreedor  refaccionario  tenía  preferencia 
sobre  todos  los  que  no  fueran  singularmente  privilegiados, 
quiso  conciliar  los  intereses  de  éstos,  con  los  de  los  acreedores 
hipotecarios.  ¿LoSha  conseguido? 

Para  apreciarlo,  conviene  determinar  los  derechos  que  al 
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acreedor  por  refacción  concede  el  art.  64,  redactado  con  ménoe 
claridad  de  la  deseable.  Tres  son  sus  preceptos: 

1.^  Las  personas  á  cuyo  íavor  estuviesen  constituidos  dese- 
chos reales  anteriores  á  la  anotación  del  crédito,  conservarán 
su  derecho  de  preferencia;  respecto  al  acreedor  refaccionario,  pero 
solamente  por  un  valor  igual  al  en  que  se  hubiere  apreciado  la 
finca  antes  de  la  refacción. 

2.0  Al  acreedor  refaccionario  se  le  considerará  como  hipote- 
cario en  lo  que  exceda  el  valor  de  la  finca  después  de  refaccio- 
nada, al  valor  que  tengan  los  derechos  reales  anteriores. 

3.^  En  todo  caso  es  preferido  el  acreedor  refaccionario,  res- 
pecto á  la  diferencia  entre  el  precio  dado  á  la  misma  finca  antee 
de  las  obras,  y  el  que  alcance,  después  de  ejecutadas,  en  su 
enajenación  judicial. 

La  preferencia  de  los  acreedores  por  derechos  reales  anterio- 
res inscritos  sobre  la  finca  refaccionada  es  incuestionable:  cosa 
injusta,  porque  si  por  la  refacción  la  finca  que  iba  á  perderse 
se  conserva,  el  que  no  hayan  desaparecido  los  derechos  reales 
se  debe  á  la  refacción.  Suben  de  punto  estas  consideracionee 
si  se  apUcan  á  los  censos:  se  destruye  un  edificio  censido  y  el 
gravamen  queda  radicado  en  el  suelo;  pero  como  nada  produce, 
el  censualista  tiene  un  derecho  estéril,  meramente  nominal:  ta- 
ma el  dueño  prestada  ima  cantidad,  levanta  el  edificio,  revive 
el  censo  y  este  censo  resucitado,  es  preferido  al  crédito  que  lo 
resucita,  el  efecto  á  la  causa;  cuando  debiera  ser  preferido 
aquello  sin  lo  cual  lo  otro  no  existida. 

Mayor,  si  cabe,  es  la  injusticia  que  encierran  los  otros  dos 
preceptos.  Segim  la  primera  parte  delpárr.  2.^  será  considerado 
el  refaccionista  como  acreedor  hipotecario  respecto  á  lo  que  ex- 
ceda el  valor  de  la  finca  ya  refaccionada,  al  de  las  obligaciones 
anteriormente  inscritas;  es  dedr,  que  si  éstas  importan  diez  mil 
reales  y  la  finca  vale  veinte  mil,  se  le  considera  acreedor  hipo- 
tecario en  la  diferencia  de  los  diez  mil.  Pero  si  el  deudor  no 
puede  pagar  y  ha  de  venderse  la  finca  judicialmente,  el  párr.  2.o 
sólo  le  concede  al  refaccionista  el  derecho  de  acreedor  hipoteca- 
rio, en  la  diferencia  entre  el  precio  dado  á  la  finca  antes  de  las 
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obras  y  el  que  alcanzase  á  su  enajenación;  y  en  este  caso  puede 
suceder  que  muchas  veces  sean  ilusorios  los  derechos  del  aeree* 
dor  refaccionario. 

Con  raras  excepciones,  todas  las  fincas  que  se  venden  en  pú- 
blica almoneda  para  pago  de  acreedores  se  rematan  hasta  con 
la  rebaja  de  la  tercera  parte  en  que  han  sido  justipreciadas; 
considerando  las  Leyes  de  Enjuiciamiento ,  postura  aceptable 
para  la  venta,  la  de  las  dos  terceras  partes. 

En  el  caso  antedicho,  ia  finca  tasada  en  20.000  reales  se  ena- 
jena por  ejemplo  en  14.000:  como  en  los  10.000  son  preferidos 
los  hipotecarios,  quedan  para  el  refaccionista  4.000,  habiendo 
perdido  6.000  por  salvar  la  finca  y  para  que  cobren  íntegra- 
mente su  crédito  los  que  tenían  inscritos  á  su  favor  derechos 
reales.  Esto  se  deduce,  al  parecer  lógicamente;  pero  merece  el 
asunto  madura  reflexión.  La  segunda  parte  del  párr.  2.o  del  ar- 
tículo 64,  no  se  ha  dado  en  odio,  sino  en  favor  del  refaccionista; 
nó  para  disminuir  las  ventaja^  que  le  concedía  la  primera,  sino 
para  asegurarlas  en  lo  posible  al  realizar  su  derecho.  Como 
esto  es  innegable,  puede  áxgüirse:  que  por  la  primera  parte  del 
párrafo,  se  le  concede  siempre  d#recho  hipotecario  sobre  el  ma- 
yor valor  que  tenga  la  finca  refaccionada,  sin  que  pueda  ya 
cercenársele  ni  rebajársele,  radicando  en  él  de  im  modo  defini- 
tivo; por  lo  tanto,  si  vendida  judicialmente  la  finca  se  sacara 
menos,  no  había  de  perderlo  el  hipotecario  preferido,  sino  los 
dueños  de  los  gravámenes,  á  prorata,  y  si  fueran  acreedores  hi- 
potecarios, el  más  moderno.  Y  áim  prescindiendo  del  rigorismo 
legal  y  de  preferencias  de  créditos,  y  ateniéndonos  á  la  equi- 
dad, lo  más  que  podría  pretenderse  es  que  las  pérdidas  fueran 
iguales.  Porque  si  mentalmente  se  divide  la  casa  que  después 
de  la  refacción  se  ha  justipreciado  en  20.000  reales  y  un  cen- 
sualista tenía  sobre  ella  un  censo  de  capital  de  5.000,  habría  de 
adjudicársele  la  cuarta  parte  de  la  casa;  y  si  á  un  acreedor  hi- 
potecario le  garantizaba  im  préstamo  de  otros  5.000  reales,  le 
correspondería  otra  cuarta  parte  de  la  casa;  y  si  el  refaccionario 
había  anticipado  para  la  refacción  10.000,  dueño  debería  con. 
siderársele  de  la  mitad  restante.  El  derecho  de  todos  ellos  era 
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igual,  todos  le  tenían  preferente  en  la  mitad  y  en  las  cuartas 
partes  de  la  casa  respectivamente.  Ahora  bien,  si  al  venderse 
por  la  vía  judicial  alcanzara  sólo  el  precio  de  15.000  reales,  per- 
diéndose, digámoslo  así,  la  cuarta  parte  de  la  casa;  esta  pérdi- 
da no  habría  de  afectar  exclusivamenta  al  hipotecario ,  al  cen- 
sualista ni  al  refaccionario ,  de  modo  que  los  dos  primeros  se 
vieran  privados  de  la  totalidad  de  su  crédito,  y  el  último  de  la 
mitad  del  suyo;  sino  que  á  todos  se  les  habría  disminuido  pro- 
porcionalmente  su  parte,  quedando  la  de  los  dos  primeros  re- 
ducida á  4.000,  y  á  ocho  la  del  refaccionario. 

También  ha  de  limitarse  el  sentido  del  párr.  2,^  del  art.  64 
en  lo  que  se  refiere  á  la  consideración  de  hipotecario,  que  atri- 
buye al  acreedor  refaccionista  en  el  exceso  del  valor  de  la  finca 
después  de  refaccionada ,  sobre  el  que  antes  tenía ,  y  en  todo  caso^ 
en  la  diferencia  entre  el  precio  que  se  le  dio  antes  de  las  obras 
y  el  que  alcanzase  en  la  venta  judicial;  porque  entendido  üte* 
ralmente  resultaría  absurdo. 

La  responsabilidad  hipotecaria  del  valor  mayor  de  la  fimca 
sólo  es  en  cuanto  cubra  la  cantidad  empleada  en  la  refacción; 
el  resto  queda  en  las  condiciones  comimes.  Supongamos  que  la 
casa  que  valía  10.000  reales,  antes  de  la  refacción  y  en  la  que 
se  han  invertido  otros  10.000  reales,  por  un  pique  entre  dos  li- 
citadores  ó  por  conveniencia  especial  de  alguno  ó  por  cualquier 
otra  causa,  se  vendiera  en  40.000  reales.  ¿Las  palabras  del  ar- 
tículo autorizarán  al  refaccionario  para  pretender  que  ha  de 
considerársele  como  acreedor  hipotecario,  no  sólo  en  los  10.000 
reales  que  prestó  para  la  refacción ,  sino  también  en  todos  los 
30.000  que  es  la  diferencia  entre  los  10.000  que  vaha  antes  de 
la  refacción,  y  los  40.000  en  que  se  ha  vendido?  Aunque  el  ar- 
tículo dice  que  en  todo  caso  se  le  considere  tal,  entendemos  que 
no;  porque  la  preferencia  legal  no  se  concede  á  la  persona,  sino 
al  crédito  refaccionario,  y  como  pagados  los  10.000  reales  el 
crédito  concluye;  la  hipoteca,  contrato  accesorio,  ha  de  morir 
también  necesariamente.  Si,  pues,  en  el  caso  propuesto,  además 
del  crédito  de  los  10.000  reales  para  las  obras,  el  refaccionario 
hubiese  prestado  particularmente  16.000  al  dueño  de  la  finca; 
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el  cobro  de  éstos  no  tendría  garantía  hipotecaria  sobre  los 
20.000  reales  en  que  el  precio  de  la  venta  de  la  casa  excedía  de 
los  10.000  de  su  antiguo  valor  y  de  los  otros  10.000  de  la  refac- 
ción; y  se  pospondrá  á  cualquier  otro  crédito  con  hipoteca  pos- 
terior á  la  anotación  del  refaccionario. 

¿Y  qué  se  resolvería  si  este,  sobre  la  casa  que  vaha  10.000 
reales  anticipase  20.000  reales  para  la  refaccion,fy  se  anotara,  y 
después  el  dueño  sólo  invirtiera  10.000  en  obras  y  tomase  otros 
10.000  de  un  tercero  hipotecándole  la  finca  que  se  vendiera  en 
30.000?  ¿Prevalecería  en  los  10.000  reales  no  invertidos  el  re- 
íaccionista  ó  el  hipotecario?  Grave  cuestión:  en  derecho  común, 
el  refaccionista  en  tanto  lo  es,  en  cuanto  las  cantidades  que  ha 
anticipado  para  construir,  reparar  ó  conservar  la  casa,  se  in- 
vierten en  este  objeto :  no  nace  la  hipoteca  de  la  intención  de 
que  el  préstamo  sirva  para  la  refacción;  sino  del  hecho  de  que 
haya  real  y  efectivamente  servido  para  ella:  así  lo  persuade  la 
Ley  26,  Tít.  xiii,  Part.  5.*,  que  al  conceder  la  hipoteca  tácita 
al  acreedor  refaccionario  en  la  cosa  refaccionada,  dice:  «que  si 
se  prestase  dinero  para  construir  una  casa  ó  algún  otro  edifi- 
cio, ó  para  repararlo;  que  qualquier  de  estas  cosas  en  que  fue- 
sen metidos  ó  despendidos  los  maravedís,  finca  obügada  callada- 
mente á  aquel  que  los  emprestó.»  La  Ley  28  también  exige 
para  que  el  refaccionista  sea  preferido  al  hipotecario;  que  el 
deudor  reciba  los  dineros  para  que  no  se  destruya  la  casa  e 
los  despenda  en  pro  de  día;  j  otro  tanto  sancionó  el  Tribunal 
Supremo  en  la  Sentencia  de  5  de  JuHo  de  1875,  en  que  no 
da  lugar  á  un  recurso  de  casación  «  porque  el  que  se  llamaba 
acreedor  refaccionario  no  lo  era  en  reaUdad;  pues  si  bien  en  la 
escritura  de  préstamo  se  expresaba  que  las  cantidades  presta- 
das eran  para  la  refacción  de  un  tren  de  elaborar  azúcar  y  un 
alambique;  con  esta  afirmación  no  se  demostraba  el  privilegio 
de  estos  créditos,  siendo  indispensable  hacer  constar  que  la 
existencia  y  conservación  del  tren  y  el  alambique  se  debía  á  las 
cantidades  prestadas.»  Si,  pues,  las  cantidades  que  se  anticipan 
para  refacción,  no  se  invierten  en  las  obras;  realmente  no  hay 
crédito  refaccionario,  ni  privilegio  para  el  que  prestó  la  cantidad. 
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La  Ley  Hipotecaria,  apartándose  de  esta  doctrina,  al  conceder 
prelacion  al  crédito  refaccionario;  tiene  por  tal,  nó  al  invertido 
en  la  obra,  sino  al  recibido  para  la  obra.  Leyendo  atentamente 
los  arts.  59  de  la  Ley,  y  52,  53,  54  y  56  del  Reglam.,  no  pue- 
de menos  de  convenirse  en  que  el  privilegio  se  concede  al  cré- 
dito anotado,  y  éste  consiste  en  las  cantidades  que  se  adelantan, 
nó  en  las  que  se  invierten. 

Si  la  Ley  Hipotecaria  hubiera  querido  seguir  las  reglas 
de  la  civil,  exigiera  que  los  peritos,  al  declarar  el  valor  de  la 
finca  después  de  reparada  ó  construida,  manifestasen  también 
el  importe  de  la  cantidad  que  se  invirtió  para  fijar  así  la  cuantía 
del  crédito  que  gozaba  de  hipoteca  sobre  el  mayor  valor  de  la 
finca:  nada  dijo;  es  de  suponer  que  quiso  separarse  del  derecho 
común. 

Creemos,  por  lo  tanto,  que  en  esta  parte;  así  como  en  la  pre- 
ferencia que  se  da  á  los  hipotecarios  anteriores  sobre  los  refac- 
cionarios; se  ha  variado  la  legislación  civil,  con  gran  detri- 
mento déla  justicia,  de  la  conveniencia,  de  la  naturaleza,  de 
la  refacción  y  de  los  legítimos  derechos  del  que  presta  su  dine- 
ro para  salvar  el  inmueble  que  asegura  los  intereses  de  todos. 

Preferencia  entre  los  acreedores  refacciona/rios.  —  No  es  menos 
curiosa  la  cuestión  que  se  presenta  sobre  la  preferencia  entre 
dos  ó  más  créditos  refaccionarios.  Según  el  derecho  civil,  «cuan- 
do concurren  dos  ó  más,  se  prefiere  al  refaccionario  anterior, 
el  posterior;  contra  la  naturaleza  ordinaria  de  los  créditos  que 
tienen  prelacion  según  su  mayor  antigüedad.»  Y  la  razón  es  in- 
geniosa y  sóHda:  « la  primera  refacción,  dicen,  evita  que  la  cosa 
refaccionada  desaparezca,  beneficiándose  de  esta  manera  á  to- 
dos los  acreedores,  y  á  su  vez  la  segunda  refacción  impide  que 
se  destruya  la  casa  y  beneficia  á  los  acreedores  y  al  primer  re* 
faccionario,  y  así  succesivamente. » 

¿Se  conserva  esta  misma  gradación  según  las  disposiciones 
hipotecarias?  Parécenos  que  no,  y  que  el  primer  refaccionario 
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conservaría  preferencia  sobre  el  segundo  en  el  exceso  del  valor 
que  recibiera  la  casa  por  la  primera  refacción.  El  primer  refac- 
cionario tenía,  al  anotar  su  crédito,  un  derecho  real  constituido 
sobre  la  finca:  al  convenir  en  la  segunda  refacción,  habría  de 
apreciarse  el  valor  de  la  casa,  formándose  nuevo  expediente,  en 
los  mismos  términos  que  se  había  formado  para  la  primera  re- 
iaccion,  y  el  refaccionario  segimdo,  estaría  respecto  al  primero, 
como  éste  respecto  á  los  que  en  la  finca  tenían  un  derecho  real, 
cuando  subministró  el  dinero  para  las  primeras  obras;  sólo  que 
como  su  hipoteca  es  preferente  en  cuanto  recae  sobre  el  mayor 
valor  que  á  la  casa  le  dio  la  obra;  no  podría  ser  perjudicado  su 
derecho  por  otro  crédito  posterior  de  la  misma  clase ;  porque 
no  produce  efectos  el  privilegio,  cuando  se  le  opone  otro  pri- 
vilegio. 

§  8.^ 

UUramar.—Jjos  arts.  67,  68,  69,  70,  71  y  72  de  las  Leyes  de 
Cuba  y  Puerto-Rico,  están  copiados  de  los  señalados  con  los 
números  del  59  al  64  inclusives  de  la  que  rige  en  la  Península. 

L^  de  Ctiba. 

Art.  73.  En  los  contratos  llamados  de  refacción  á 
haciendas  ó  fincas  rústicas,  el  acreedor  podrá  exigir  ano- 
tación sobre  la  finca  refaccionada,  presentando  el  con- 
trato que  en  cualquier  forma  legal  se  celebre,  en  el  cual 
deberán  consignarse  los  efectos  de  toda  especie  que  haya 
de  comprender  la  refacción,  la  cantidad  á  que  ésta  podrá 
ascender  como  máximum,  y  el  importe  del  rédito  ó  inte- 
rés estipulado. 

La  refacción  comprenderá  únicamente  los  efectos  en 
especie  ó  en  metálico  que  se  destinaren  exclusivamente 
á  la  conservación,  cultivo  y  producción  de  la  finca  refac- 
cionada, con  inclusión  del  pago  de  los  impuestos  á  que 
esta  estuviere  afecta;  el  salario  de  los  empleados  y  traba- 
jadores, la  alimentación  de  los  mismos,  y  la  del  dueño, 
mientras  resida  en  la  hacienda. 
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Esta  anotación  surtirá,  respecto  del  crédito  refaccio- 
nado, todos  los  efectos  de  la  hipoteca. 

Art.  74.  El  acreedor  refaccionario  será  considerado 
como  hipotecario  por  el  importe  de  los  efectos  expresados 
en  el  artículo  anterior  que  hubiese  suministrado  durante 
los  tres  últimos  años,  cuyo  importe  deberá  hacerse  cons- 
tar en  el  Registro  de  la  propiedad  al  finalizar  cada  año 
agrícola,  presentando  la  liquidación,  que  deberá  practi- 
carse ante  Notario,  por  el  acreedor  y  el  deudor  y  con 
intervención  de  las  personas  á  cuyo  favor  estuviesen 
constituidas  obligaciones  reales  inscritas. 

La  liquidación  deberá  practicarse  é  inscribirse,  bajo 
pena  de  caducidad  de  los  derechos  del  acreedor,  dentro 
del  plazo  de  los  dos  meses  siguientes  á  la  conclusión  del 
tiempo  pactado  para  la  refacción  de  cada  año  ó  al  día  en 
que  el  acreedor  refaccionario  cesare  por  cualquier  causa 
en  dicha  refacción. 

A  la  escritura  de  liquidación  se  unirán  originales  los 
comprobantes  de  la  cuenta  de  la  misma. 

Art.  75.  Las  cuestiones  que  se  susciten  entre  el  acree- 
dor y  el  deudor  ó  las  personas  á  cuyo  favor  resulten  obli- 
gaciones reales  inscritas,  sobre  la  liquidación  del  crédito 
refaccionario,  se  decidirán  enjuicio  verbal,  cualquiera 
que  sea  la  naturaleza  y  cuantía  de  dichas  cuestiones 

Mientras  no  termine  dicho  juicio,  la  anotación  surtirá 
todos  sus  efectos. 

Art.  76.  Una  vez  inscrita  la  liquidación,  quedará 
convertida  la  anotación  del  crédito  refaccionario  en  ins- 
cripción definitiva. 

Art.  77.  Cuando  el  valor  de  la  finca  no  alcanzare  en 
su  enajenación  judicial  á  cubrir  todas  las  obligaciones 
reales  anteriormente  inscritas  y  el  crédito  del  refaccio- 
nario ,  gozará  éste  de  preferencia  en  cuanto  al  importe 
líquido  de  los  créditos  correspondientes  á  los  tres  últimos 
años ,  sobre  la  mitad  del  precio  que  se  obtenga  en  dicha 
enajenación,  quedando  reducida  la  garantía  de  todos 
los  demás  acreedores  anteriormente  inscritos  á  la  otra 
mitad. 

En  el  caso  de  que  concurran  dos  ó  más  acredores  re- 
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faccionarios  por  los  gastos  de  los  tres  últimos  años,  todos 
gozarán  de  igual  preferencia  sobre  la  expresada  mitad;  y 
si  no  pudiesen  ser  satisfechos  sus  respectivos  créditos  por 
completo,  se  pagarán  á  prorata. 

Art.  78.  Perderán  la  prelacion  concedida  en  el  ar- 
tículo anterior,  los  acreedores  refaccionarios  que  dejasen 
trascurrir  seis  meses  desde  la  inscripción  de  la  última 
liquidación ,  sin  hallarse  cubiertos  de  todos  sus  créditos 
ó  sin  haber  intentado  la  oportuna  reclamación  judicial 
contra  el  deudor. 

Tampoco  gozarán  de  aquella  prelacion ,  los  acreedores 
que  hubiesen  refaccionado  fincas  rústicas  y  los  dueños 
de  las  mismas  les  hubiesen  asegurado  con  hipoteca  la 
restitución  de  las  cantidades  suministradas,  sin  haber 
precedido  las  formalidades  establecidas  en  los  artículos 
anteriores. 

Con  estos  artículos  concuerdan  los  siguientes : 

I 

Beglamenfo  de  Fuerte-Rico. 

Los  arts.  146,  147,  148,  149,  150  y  151,  están  copiados  de 
los  señalados  con  los  núms.  51,  52,  53,  54,  55  y  56  del  Reglam. 
de  la  Península. 

Reglamento  de  Cuba. 

El  art.  153  está  copiado  del  51  del  que  rige  en  la  Península 
excepto  en  el  núm.  l.o  que  en  el  Reglamento  de  Cuba  dice  así: 
<  Primero.  Que  dichos  contratos  expresen  claramente  todas  las 
circunstancias  necesarias  para  evitar  dudas  y  cuestiones  sobre 
su  cumplimiento,  manifestando  la  clase  de  obra  que  se  ha  de 
ejecutar  y  la  clase  de  finca  en  que  ha  de  reaüzarse,  si  es  para 
introducir  ó  plantear  máquinas^  construir  caminos  ó  puentes, 
ó  bien  al  objeto  preciso  del  contrato,  denegando  la  anotación 
de  los  que  no  estén  redactados  con  la  claridad  indispensable. » 

Los  arts.  154,  155,  156,  157  y  158  están  literalmente  copia- 
dos de  los  que  figuran  con  los  núms.  52,  53,  54,  55  y  56  del 
que  rige  en  la  Península. 

TOMO  m  18 
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Art.  160.  Para  que  el  contrato  de  refacción  á  fincas 
rústicas  de  que  trata  el  art.  73  de  la  Ley  pueda  ser  objeto 
de  anotación  preventiva,  deberá  constar  por  escrito  y 
contener  necesariamente  los  extremos  que  se  mencionan 
en  el  artículo  siguiente,  cuidando  el  Registrador  de 
cumplir  con  lo  prevenido  en  la  regla  2.^  del  art.  172  (1). 
No  será  preciso  que  se  otorgue  ante  Notario,  pero  deberá 
estar  firmado  por  el  deudor  y  el  acreedor  refaccionario. 

Art.  161.  Para  que  el  contrato  de  refacción  á  fincas 
rústicas  pueda  inscribirse,  deberá  comprender  necesaria- 
mente los  extremos  siguientes : 

Primero.  La  fecha  en  que  el  refaccionario  lia  de  dai' 
principio  á  la  refacción  de  la  finca  y  la  fecha  en  que  ha 
de  terminar  esta  obligación. 

Segundo.  La  cantidad  á  que  podrá  ascender  como 
máximum  la  refacción  y  el  rédito  ó  interés  que  deberá 
satisfacer  el  deudor. 

Tercero .  Los  obj  etos  que  ha  de  comprender  la  refacción 
y  los  precios  á  que  se  han  de  abonar  en  cuenta  los  efectos 
que  se  suministraren  ó  expresión  de  que  se  estimarán  con 
arreglo  al  precio  corriente  en  la  plaza  en  la  fecha  de  cada 
entrega. 

Cuarto.  La  forma  y  el  tiempo  en  que  el  deudor  deberá 
pagar  su  crédito  al  refaccionario. 

Art.  162.  En  la  escritura'  de  liquidación,  que  deberá 
otorgarse  en  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  el  art.  74 
de  la  Ley,  no  podrán  comprenderse  otras  partidas  que  las 
que  deban  destinarse  á  los  objetos  siguientes: 

Primero.  Alimentos,  vestidos  y  medicinas  de  la  dota- 
ción de  la  finca ,  y  del  dueño ,  mientras  residiese  en  la 
misma. 

Segundo.     Salarios  de  los  braceros  ó  jornaleros. ' 

Tercero.  Sueldos  de  los  empleados  en  la  finca,  con- 
forme al  uso  establecido. 

Cuarto.  Compra  de  animales  para  la  crianza  ó  para 
la  labor  de  la  finca  y  alimentación  y  cuidado  de  los 
mismos. 


neral. 


1 )    Trata  de  las  circunstancias  que  han  de  contener  las  anotaciones  en  ge- 
oí 
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Quinto.  Composición  de  trenes  y  máquinas,  adqui- 
sición, de  los  utensilios  precisos  para  que  las  mismas 
puedan  funcionar,  compra  de  aperos  de  labranza,  de 
combustible ,  de  envases  para  frutos  y  pago  de  fletes  y 
trasportes. 

Sexto.  Pago  de  intereses  de  los  capitales  impuestos 
sobre  la  finca  y  de  pensiones  de  los  censos. 

Sétimo.  Contribuciones  é  impuestos  que  afecten  á 
la  finca. 

Art.  163.  Los  Registradores  no  inscribirán  la  escri- 
tura de  liquidación,  aun  cuando  hubiese  sido  otorgada 
previas  las  formalidades  establecidas  en  la  Ley;  si  el  saldo 
que  resultare  excediere  del  máximum  prudencial  seña- 
lado en  el  contrato  de  refacción,  ó  si  en  la  liquidación 
fuesen  comprendidas  otras  partidas  de  gastos  que  las  que 
deba  comprender  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  Ley  y 
en  este  Reglamento. 

Art.  164.  Cuando  en  el  contrato  no  se  hubiere  esti- 
pulado la  fecha  en  que  se  ha  de  practicar  la  liquidación 
anual  de  la  refacción  de  que  trata  el  art.  74  de  la  Ley, 
se  entenderá  que  ha  de  tener  lugar  precisamente  dentro 
del  mes  de  Agosto  de  cada  año,  lo  cual  podrán  hacer 
efectivo  los  acreedores  anteriormente  inscritos,  bajo  la 
pena  establecida  en  el  párr.  2.°  del  mencionado  articulo. 

Art.  165.  Para  practicar  las  liquidaciones  de  re- 
facción á  fincas  rústicas,  se  presentarán  los  comprobantes 
de  las  cuentas  extendidas  en  papel  común,  sin  raspadu- 
ras ni  enmiendas,  á  fin  de  que  con  aquellos  puedan  que- 
dar unidas  al  protocolo. 

Para  que  las  personas  á  cuyo  favor  estuviesen  consti- 
tuidas obligaciones  reales  inscritas  pjiiedan  intervenir  en 
la  liquidación,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  74  de  la  Ley, 
el  refaccionario  acudirá  al  Juez  municipal  del  lugar  en 
que  se  celebró  el  contrato  ó  en  que  radique  la  finca,  en 
solicitud  de  que  mande  practicar  la  citación,  para  que, 
por  si  ó  por  medio  de  mandatarios ,  se  presenten  dentro 
del  plazo  de  ocho  días,  en  el  despacho  del  Notario  que 
hubiere  de  otorgar  la  escritura,  á  fin  de  que  hagan  los 
reparos  ó  alteraciones  que  consideren  conducentes. 
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El  Juez  mandará  practicar  la  citación  con  las  formali- 
dades prescritas  en  los  arts.  228,  229,  230  y  231  de  la 
Ley  de  Enj.  civ. 

Si  alguna  de  dichas  personas  fuese  incierta  6  estuviere 
ausente  ignorándose  su  paradero,  deberá  ser  citado  el 
Síndico  del  Ayuntamiento. 

Art.  166.  Cuando  el  refaccionario,  el  deudor  ó  los 
acreedores  hipotecarios  expresados  en  el  artículo  aate- 
rior,  no  estuviesen  conformes  con  las  cuentas,  bastará 
la  simple  manifestación  verbal  del  que  se  opusiere  para 
que  el  Notario  suspenda  la  redacción  de  la  escritura  de 
liquidación  hasta  que  recaiga  el  acuerdo  ó  se  presente 
providencia  judicial  decidiendo  la  reclamación  formu- 
lada ;  de  todo  lo  cual  se  hará  mención  detallada  en  la 
escritura. 

La  escritura  no  podrá  otorgarse  hasta  pasados  los  ocho 
días  que  marca  el  artículo  anterior,  uniéndose  á  ella  los 
justificantes  de  haberse  verificado  las  citaciones. 

Art.  167 .  Cualquiera  diferencia  que  se  suscitase  sobre 
la  liquidación  anual  ó  definitiva  entre  el  refaccionario  y 
el  deudor  ó  los  acreedores  hipotecarios  en  que  no  hubiese 
avenencia,  se  someterá  necesariamente  ajuicio  verbal 
que  podrá  provocar  cualquiera  de  dichos  interesados ,  y 
en  cuyo  juicio  quedarán  terminadas  todas  las  diferencias, 
conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  75  de  la  Ley. 

Celébrase  con  frecuencia  en  la  Isla  de  Cuba  un  contrato,  en 
que  una  persona  se  obliga  á  facilitar  al  dueño  de  una  finca 
rústica  las  cantidades  necesarias  para  hacer  la  refacción ;  ó  en 
términos  vulgares,  para  el  cultivo  y  recolección  de  la  cosecha, 
comprometiéndose  á  si\  vez  el  dueño  á  reintegrar  las  cantidades 
que  perciba;  con  los  mismos  productos  de  la  finca,  que  tácita- 
mente queda  hipotecada,  á  la  seguridad  del  cumplimiento  del 
contrato. 

Alléganse  con  facilidad  por  este  medio  los  cuantiosos  fondos 
que  necesita  el  sostenimiento  de  los  ingenios;  y  á  la  Comisión, 
que  tuvo  el  encargo  de  proponer  al  Gobierno  las  variaciones 
que  convenía  introducir  en  la  Ley  Hipotecaria  de  la  Península, 
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DO  se  le  ocultó,  al  aplicarla  á  Cuba,  la  necesidad  de  que  se  adop- 
taran las  disposiciones  convenientes  para  que ,  al  plantearse  y 
concluir  con  las  hipotecas  tácitas ;  no  quedase  el  acreedor  pri- 
vado de  una  garantía  real,  sin  la  que,  con  grave  perjuicio  para 
la  agricultura,  no  habría  de  ser  fácil  encontrar  capitales  para 
costear  la  conservación ,  cultivo  y  producción  de  propiedades 
tan  extensas. 

Como  en  los  §§  anteriores  de  este  Com.  dejamos  expuestas 
las  doctrinas  de  derecho  civil  sobre  créditos  refaccionarios  y 
sus  rozamientos  con  la  Ley  Hipotecaria  peninsular;  en  lo  que 
sean  aplicables,  entiéndanse  repetidas  aquí,  las  allí  mencio- 
nadas. 

Constitución  del  contrato.  —  En  la  Península  sólo  se  exige  que 
conste  por  escrito,  sin  necesidad  de  que  en  él  se  determine  fija- 
mente la  cantidad  de  dinero  y  efectos  en  que  consistan  los  cré- 
ditos. En  Ultramar  se  exige,  además,  que  esté  firmado  por  el 
deudor  y  el  acreedor  refaccionario.  (Art.  73  de  la  Ley  y  160  del 
Ueglamento.) 

Si  alguno  de  ellos  no  supiese  firmar,  parece  que  bastará  el 
que  firmen  dos  testigos  por  él,  y  que  el  Registrador  se  asegure 
de  la  autenticidad  del  documento  é  identidad  de  las  personas 
por  los  medios  racionales  que  le  sugiera  su  prudencia;  y  aun 
aconsejaríamos,  como  más  expedito  y  quizá  más  ajustado  al 
espíritu  de  la  Ley,  el  que  el  contrato  se  consigne  en  escritura 
pública. 

En  él  se  han  de  hacer  constar  el  máximiun  de  los  efectos  en 
especie  ó  en  metálico  que  se  destinaren  exclusivamente  para 
los  gastos  que  hubieran  de  hacei'se  en  la  finca,  en  los  términos 
marcados  en  los  arts.  73  de  la  Ley  y  153  y  Itíl  del  Reglam.  Si 
algimo  de  los  extremos  que  en  ellos  se  exigen  faltare  ó  el  con- 
trato adoleciese  de  falta  de  claridad;  el  contrato  no  se  anotará 
en  el  primer  caso,  sino  que  se  hará  una  anotación  de  suspensión 
de  anotación  por  defecto  subsanable;  y  se  denegará  la  anotación 
en  el  segundo. 

Liquidación  dd  crédito  refaccionario. — En  la  Península,  el  con- 
trato y  el  crédito  refaccionario  son  una  misma  cosa;  porque  el 
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documento  no  es  el  convenio  de  lo  que  se  ha  de  entregar,  sino 
la  confesión  de  lo  que  se  ha  recibido:  no  así  en  Ultramar  donde 
el  contrato  de  refacción  que  se  anota,  es  la  manifestación  de  lo' 
que  el  acreedor  se  obliga  á  subministrar,  no  la  confesión  del 
deudor  de  lo  que  ha  subministrado.  Constituye,  por  lo  tanto,  la 
anotación  el  medio  para  que  la  cantidad  que  al  liquidar  resulte 
que  ha  anticipado  al  deudor  y  forma  el  crédito  del  acreedor, 
adquiera  la  calidad  de  crédito  hipotecario. 

De  las  palabras  del  art.  74  que  considera  al  acreedor  refac- 
cionista  como  hipotecario,  por  el  importe  de  los  efectos  que 
hnbiese  subministrado  durante  los  tres  años  últimos ,  se  infiere; 
que  se  exije,  como  en  el  derecho  civil,  que  real  y  efectivamente 
se  hayan  invertido  en  la  finca  los  caudales  y  efectos  estipula- 
dos; sin  que  baste  ni  la  promesa  del  acreedor  en  el  contrato 
anotado,  ni  la  confesión  del  deudor  de  los  que  recibió  para 
aquel  objeto.  Para  justificar  lo  invertido  pasan  cuentas ,  y  del 
resultado  de  la  liquidación  formalizan  escritura. 

Por  cierto  que  el  art.  162  se  expresa  con  bastante  inexacti- 
tud: dice,  que  no  pueden  comprenderse  en  ella  otras  partidas 
que  las  que  deban  destelarse  á  los  alimentos ,  vestidos ,  salarios 
á  braceros,  etc.;  lo  que  parece  indicar  que  la  Uquidacion  gira 
sobre  las  cantidades  que  se  presuman  ó  calculen  necesarias 
para  aquellos  objetos,  pero  que  no  se  han  entregado  todavía; 
sobre  expensas  que  deban  destinarse  al  cultivo  y  producción; 
cuando  las  liquidaciones  versan  sobre  gastos  hechos  en  el  año, 
y  que  ya  se  han  destinado  efectivamente.  Esta  doctrina  se  san- 
ciona en  la  Sent.  del  Trib.  Sup.  de  5  de  Jul.  de  1875,  aunque 
anterior  al  establecimiento  de  la  Ley  Hipotecaria  en  Cuba  y 
Puerto-Rico. 

Según  el  citado  art.  74 ,  la  liquidación  se  ha  de  practicar 
interviniendo,  además  del  acreedor  y  deudor,  «las  personas  á 
cuyo  favor  estuviesen  constituidas  obügaciones  reales  inscri- 
tas»; y  ocurre  la  duda,  de  si  el  que  tenga  sólo  anotada  alguna 
demanda  respecto  de  la  misma  finca,  con  anterioridad  á  la 
anotación  del  crédito  refaccionario ;  se  halla  comprendido  en  la 
disposición  del  citado  artículo. 
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Que  en  el  texto  no  está,  es  para  nonotros  evidente;  puesto 
que  la  anotación  no  convierte  en  reales  los  derechos  persona- 
reis, y  es  cuando  menos  muy  dudoso  que  lo  esté  en  su  espíritu; 
porque  parece  que  sólo  se  quiere  dar  intervención  á  los  que  sin 
disputa  tienen  un  derecho  real  inscrito.  Por  esta  razón  y  por  la 
«le  que  en  el  caso  de  que  el  derecho  personal  se  convirtiera  en 
real,  no  creemos  que  se  le  negara  la  facultad  de  impugnar  la 
liquidación  ante  los  Tribunales,  ya  que  la  anotación  tiene  por 
objeto  asegurar  las  resultas  del  juicio;  estimamos,  que  no  es 
preciso,  con  arreglo  al  art.  74,  que  el  que  tiene  anotada  una 
demanda,  interv'enga  en  la  liquidación. 

Esta  es  anual,  y  deberá  practicarse  é  inscribirse  dentro  del 
plazo  de  los  dos  meses  siguientes  á  la  conclusión  del  tiem- 
po pactado  para  la  refacción  de  cada  año,  ó  del  dia  en  que 
el  acreedor  refaccionario  cesare  por  cualquier  causa  en  dicha 
refacción:  si  dentro  de  esos  dos  meses  no  se  practica  é  inscribe, 
caducan  los  derechos  del  acreedor.  (Ai-t.  74  de  la  Ley  y  102 
del  Reglam. ) 

Entendemos  que  la  caducidad  de  derechos  se  refiere  á  los 
hipotecarios ,  en  que  prevalece  el  refaccionista  sobre  los  demás 
acreedores;  nó  al  derecho  que  tenga  contra  el  deudor  en  \ártud 
de  un  crédito  simple  ó  por  hipoteca  voluntaria,  que  podrá  hacer 
valer  por  su  acción  personal  ó  hipotecaria;  como  previene  el 
segundo  párr.  del  art.  78  de  la  Ley  ultramarina. 

Si  en  el  contrato  no  se  ha  pactado  el  tiempo  en  que  ha  de 
verificarse  la  Uquidacion  anual,  se  practicará  dentro  del  mes 
de  Agosto  de  cada  año ;  que  es  sin  duda  cuando  concluye  el 
agrícola  que  menciona  el  art.  74. 

La  liquidación  se  ha  de  efectuar  ante  Notario ,  por  el  acree- 
dor y  el  deudor ;  con  la  intervención  de  las  personas  á  cuy*» 
favor  estuviesen  constituidas  obligaciones  reales  inscritas.  (Ar- 
tículo 74.)  No  es,  pues,  muy  intehgible  el  precepto  del  art.  1(>4, 
que  al  tratar  de  la  obhgacion  de  liquidar  anualmente,  dice:  «lo 
cual  podrán  hacer  efectivo  los  acreedores  anterionnente  ins- 
critos.» 

¿Qué  acreedores  son  estos?  No  puede  referirse  al  acreedor 
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refaccionario ,  porque  éste  ao  se  halla  inscrito  (si  es  que  los 
acreedores  se  inscriben),  puesto  que  la  liquidación  se  practica 
para  inscribir ,  para  que  se  tenga  la  anotación  por  inscripción 
definitiva.  Luego  debe  referirse  á  los  acreedores  de  derechos 
reales  inscritos  anteriormente  á  la  refacción.  Y  si  es  esto ,  me- 
nos se  comprende  la  penalidad  que  se  impone,  si  no  cumple, 
que  consiste  en  que  caduquen  los  derechos  del  refaccionista. 
No  es  de  creer  que  el  deseo  de  que  no  caduque  el  crédito  refac- 
cionario sea  estímulo  bastante  para  que  los  acneedores  hipote- 
carios que  tienen  intereses  opuestos ,  impulsen  la  liquidación 
de  su  crédito. 

¿Refiérese  por  ventura  esta  pena  á  los  mismos  acreedores 
hipotecarios,  de  modo  que  si  no  hiciesen  efectiva  la  hquidacion 
del  acreedor  refaccionario,  caduquen  sus  créditos?  Los  dere- 
chos de  los  acreedores  hipotecarios  nacen  de  contratos  anterio- 
res é  independientes  del  de  refacción :  ningún  interés  tienen  en 
que  éste  se  inscriba ;  antes  por  el  contrario ,  lo  tienen  en  que  no 
se  inscriba,  y  sería  absurdo  suponer  que  el  no  trabajar  para 
que  un  adversario  legalice  sus  reclamaciones,  habría  de  casti- 
garse con  la  pérdida  del  derecho  propio. 

Opinamos,  pues,  que  ha  de  prescindirse  de  la  letra  del 
ai'tículo  1G4  del  Reglam. ,  interpretando  por  los  preceptos  del 
165  y  por  los  del  74  de  la  Ley  sus  palabras  «los  acreedores 
anteriormente  inscritos,»  como  que  se  refieren  á  los  refaccio- 
narios. 

Para  que  pueda  tener  efecto  la  intervención  de  los  acreedo- 
res por  derechos  reales ,  el  refaccionista  que  quiera  liquidar, 
ha  de  pedir  su  citación,  y  si  hubiera  personas  ausentes  ó  in- 
ciertas, la  del  Síndico  para  que  la  represente  en  los  .términos 
que  consigna  el  art.  165;  sin  que  pueda  otorgarse  la  escritura, 
hasta  que  transcurran  los  ocho  días  de  plazo  que  se  les  conce- 
den para  comparecer  ante  el  Notario ,  conformarse  ó  hacer  los 
reparos  que  estimen  convenientes;  impidiendo  su  oposición  el 
otorgamiento.  Si  no  comparecieran,  se  extenderá  la  escritura 
con  los  justificantes  de  haberse  verificado  las  citaciones.  (Ar- 
tículo 166  del  Reglam.) 
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Si  la  liquidación  se  aprueba  por  todos  los  acreedores,  se  ins- 
cribe: uno  solo  que  se  oponga,  basta  para  que  se  suápenda  la 
escritura,  y  las  cuestiones  que  se  susciten  entre  el  deudor  y  el 
refaccionario  ó  entre  estos  y  los  demás  acreedores ,  sea  cual  sea 
su  importancia,  se  decidirán  enjuicio  verbal,  surtiendo  mien- 
tras la  anotación  todos  sus  efectos.  (Art.  74  de  la  Ley  y  167 
del  Reglam.) 

En  la  Península  se  requiere  juicio  ordinario  para  resolver  las 
cuestiones  que  «surjan  sobre  la  liquidación;  porque  según  los 
autores  de  la  Ley,  tratándose  de  derechos,  no  podría  adoptarse 
más  que  el  juicio  ordinario.  No  es  racional  semejante  diferencia 
(le  procedimientos  para  un  mismo  asunto  y  en  un  mismo  país, 
según  las  diversas  regiones.  Debiera  haberse  establecido  un 
juicio  especial,  ni  tan  dilatorio  y  costoso  como  el  ordinario  ,  ni 
tan  falto  de  garantías  de  acierto  como  el  verbal ,  cuando  se  han 
de  resolver  gravísimos  intereses. 

Efectos  de  la  anotación  y  de  la  inscripción.  —  Convenidos  deudor 
y  acreedores,  ó  recaída  providencia  resolviendo  las  cuestiones 
que  entre  ellos  se  hayan  suscitado;  presenta  el  deudor,  para  que 
se  inscriba,  la  üquidacion  convenida  ó  sentenciada,  y  los  Regis- 
tradores han  de  inscribirla,  á  no  ser  que  el  saldo  que  resultare 
en  favor  del  refaccionista,  excediere  del  máximun  prudencial 
señalado  en  el  contrato  refaccionario ,  ó  que  en  la  üquidacion 
se  comprendiesen  partidas  de  gastos  no  autorizados  por  la  Ley. 

Podría  defenderse,  que  si  realmente  el  saldo  se  ha  empleado 
en  la  refacción  y  están  conformes  todos  los  acreedores  en  que 
goce  del  beneficio  hipotecario,  reúne  cuantas  circunstancias 
exige  el  derecho  para  ser  inscrito;  pues  si  bien  no  perjudicaría  á 
los  créditos  de  los  acreedores  hipotecarios  posteriores  á  la  anota- 
ción, que  habrían  de  prevalecer  sobre  el  eicceso  del  saldo;  por- 
que en  el  asiento  no  constaba,  ni  según  él,  respondía  la  finca 
más  que  del  máximun  calculado ;  perjudicaría  á  los  acreedores 
antiguos  que  habían  aprobado  las  cuentas  y  aceptado  el  exceso 
del  saldo  como  legítimo,  produciendo  contra  ellos  todos  sus 
efectos  la  inscripción  definitiva. 

Aunque  esto  sea  cierto;  es  más  adecuado  á  la  forma  adopta- 
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da  para  la  liquidación ,  á  la  armonía  y  correspondencia  que  debe 
existir  entre  la  anotación  y  la  inscripción ,  á  la  formalidad  de  lo 
estipulado  y  al  texto  de  la  Ley  que  sólo  concede  el  privilegio  al 
máximun  en  que  se  calculan  los  gastos;  que  el  exceso  impida 
la  inscripción;  porque  si  hubiere  necesidad  de  mayor  capital 
que  el  calculado  para  conservar,  ó  cultivar  ó  recolectar  los  fru- 
tos de  )a  finca;  en  vez  de  invertirlo  por  autoridad  propia,  puede 
el  acreedor  constituir  un  nuevo  crédito  refaccionario  con  la 
anuencia  previa  de  todos  los  interesados. 

Réstanos  una  observación:  El  art.  16  del  Reglam.  previene, 
que  para  poder  anotarse  el  contrato  de  refacción,  ha  de  contener 
necesariamente  los  extremos  que  se  mencionan  en  el  art.  161 
para  que  dicho  contrato  pueda  inscribirse. 

De  estas  dos  disposiciones  quizás  se  infiera,  que  la  anotación 
y  la  inscripción  son  dos  asientos  completos  distintos ,  en  que 
han  de  constar  las  circunstancias  mencionadas;  repitiéndose 
en  la  inscripción  las  que  ya  se  habían  consignado  en  la  anota- 
ción. Sería  esto  un  error:  en  la  inscripción  no  hay  que  enume- 
rar los  extremos  que  ya  constan  en  la  anotación;  porque  según 
el  art.  76,  ésta  queda  convertida  en  inscripción,  con  el  mero  he- 
cho de  inscribirse  la  liquidación. 

Prelacion  de  los  acreedores  entre  sí^  y  casos  en  qm  la  pierden  los 
refaccionarios.  —  Si  el  deudor  no  pagase  y  se  procediera  á  la 
venta  judicial  de  la  finca,  no  alcanzando  á  cubrir  todas  las  obli 
gaciones  reales  anteriormente  inscritas  y  los  créditos  de  los  re- 
faccionarios; se  dividirá  el  precio  en  dos  porciones  iguales:  una 
de  ellas,  se  destinará  al  pago  de  todos  los  acreedores  hipoteca- 
rios, y  la  otra,  al  de  los  refaccionarios;  que  si  no  pudiesen  ser 
satisfechos  por  completo  de  sus  créditos,  cobrarán  á  prorata. 
(Art.  77.) 

También  en  esto  se  ha  apartado  la  Ley  de  Ultramar  del  de- 
recho civil  que  prefiere  á  los  refaccionarios  más  modernos ,  y  de 
la  Ley  Hipotecaria,  que  señala  una  cantidad  indeterminada, 
mayor  ó  menor  segmi  los  distintos  valores  de  la  finca  antes  y 
después  de  la  refacción  y  el  precio  de  venta. 

Ahora  bien:  ¿es  justa  en  este  caso  la  postergación  de  los 
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acreedores  hipotecarios  anteriores?  Al  enumerar  en  los  párra- 
fos precedentes  los  derechos  concedidos  por  la  Ley  de  la  Penín- 
sula al  acreedor  refaccionario,  nos  lamentábamos  de  que  no  se 
hubiera  extendido  algo  más ,  y  parécenos  que  respecto  de  la  de 
Cuba  hemos  de  lamentarlos  de  lo  contrario :  la  razón  de  la  di- 
versidad de  criterios,  estriba  en  la  diferencia  entre  el  contrato 
de  refacción  en  la  Península  y  el  que  se  celebra  en  Cuba. 

El  primero  sirve  para  la  construcción  y  reparos  del  inmue- 
ble; el  segundo  lleva  por  objeto  principah'simo  ^la  producción 
agrícola,  y  como  medios  necesarios  para  este  tin,  su  conserva- 
ciou  y  cultivo.  En  el  primer  caso,  es  evidente  que  los  acreedo- 
res hipotecarios,  que  lo  perderían  todo  si  la  ñnca  se  destruyese, 
logran,  merced  al  acreedor  refaccionario,  el  reintegro  total  ó 
parcial  de  sus  créditos.  En  el  segundo,  el  beneficio  no  es  tan 
positivo:  si  la  finca  se  enajena  estando  pendiente  el  fruto,  ob- 
tendrá sin  duda,  precio  superior  al  que  obtendría  si  ya  estuvie- 
se separado,  y  bajo  este  punto  de  \ista,  alguna  ventaja  puede 
reportar  el  contrato  de  refacción  al  acreedor  hipotecario ;  pero 
esto,  sobre  ser  eventual,  no  justifica  que  se  despoje  al  acreedor 
hipotecario  de  la  mitad  de  la  garantía  real  y  positiva  que  tuvo 
en  cuenta  para  prestar  en  dinero;  garantía  que  estaba  en  el 
valor  del  inmuebb  y  nó  en  el  de  sus  productos. 

Esto  no  nos  parece  equitativo,  y  acaso  hubiera  sido  preferi- 
ble conceder  al  acreedor  refaccionario  un  derecho  absoluto  sobre 
los  frutos  de  la  finca;  puesto  que  para  su  producción  se  hacía 
el  préstamo;  sin  perjuicio  de  entenderse  también  hipotecada  por 
la  diferencia  entre  el  valor  de  los  créditos  hipotecarios  anterio- 
res y  el  que  alcanzase  en  su  enajenación  judicial.  Sólo  puedo 
disculparse  algún  tanto  esta  medida ,  si  el  crédito  se  hubiera 
empleado  en  parte,  en  la  conservación  del  predio  refaccionado. 

No  dice  la  Ley  cómo  ha  de  repartirse  entre  los  acreedores  por 
derechos  reales,  el  precio  de  la  mitad  de  la  finca  enajenada  ju- 
dicialmente; pero  es  de  inferir,  que  reducida  la  garantía,  han 
de  reducirse  los  créditos  á  prorata;  como  para  los  refaccionarios 
lo  dispone  el  art.  77.  Y  si  bien  no  puede  negarse  que  esta  solu- 
ción no  está  conforme  con  la  doctrina  de  que  los  más  antiguos 
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salvan  su  derecho  á  costa  de  los  más  modernos ,  ha  de  sufrirse 
como  consecuencia  ineludible  del  precepto  legal.  Porque  si  bien 
en  rigurosos  principios;  si  el  precio  de  la  mitad  de  la  finca  no 
alcanzase  para  cubrir  todos  .los  créditos,  se  debían  ir  satisfa- 
ciendo por  orden  riguroso  de  antigüedad;  como  aquí  la  dismi- 
nución de  la  garantía  no  ha  sido  resultado  de  causas  naturales, 
sino  de  una  disposición  legislativa  y  caprichosa;  se  ha  tenido 
por  muy  acerbo  el  que  los  acreedores  más  modernos  quedasen 
totalmente  despojados  de  su  crédito,  estimándose  como  más 
equitativo  el  daño  menor  de  todos,  que  la  ruina  total  de  al- 
gunos. 

La  preferencia  del  refaccionario  se  limita  al  importe  líquido 
de  los  créditos  correspondientes  á  los  tres  últimos  años;  mas  la 
perderán  si  dejasen  transcurrir  6  meses  desde  que  inscribieron 
la  última  Uquidacion,  sin  hallarse  cubiertos  de  todos  sus  crédi- 
tos ó  sin  haber  intentado  la  oportuna  reclamación  judicial  con- 
tra el  deudor.  (Ai't.  78  de  la  Ley.)  Es  este  por  lo  tanto,  uno  de 
los  pocos  casos  en  que  la  demanda  viene  á  ser  obhgatoria  y  en 
que  se  fija  plazo  á  los  efectos  de  las  inscripciones  hechas  en  el 
Registro  de  la  propiedad. 
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• 

Art.  65.  Serán  faltas  subsanables  las  que  afecten  á 
la  validez  del  mismo  título  sin  producir  necesariamente 
la  nulidad  de  la  obligación  en  él  constituida. 

Si  el  título  contuviere  alguna  de  estas  faltas ,  el  Re- 
gistrador suspenderá  la  inscripción  y  extenderá  anota- 
ción preventiva  si  la  solicita  el  que  presentó  el  título. 

Serán  faltas  no  subsanables  las  que  produzcan  nece- 
sariamente la  nulidad  de  la  obligación. 

En  el  caso  de  contener  el  título  alguna  falta  de  esta 
clase  se  denegará  la  inscripción  sin  poder  verificarse  la 
anotación  preventiva. 

Art.  66.  Los  interesados  podrán  reclamar  gubernati- 
vamente contra  la  calificación  del  título  hecha  por  el 
Registrador,  sin  perjuicio  de  acudir,  si  quieren,  á  los 
Tribunales  de  justicia  para  ventilar  y  contender  entre  sí 
acerca  de  la  validez  ó  nulidad  de  los  documentos,  ó  de 
la  obligación.  En  el  caso  de  que  se  suspendiere  la  ins- 
cripción por  faltas  subsanables  del  título  y  no  se  solici- 
tare la  anotación  preventiva ,  podrán  los  interesados  sub- 
sanar las  faltas  en  los  30  días  que  duran  los  efectos  del 
asiento  de  presentación.  Si  se  extiende  la  anotación  pre- 
ventiva, podrá  verificarse  en  el  tiempo  que  ésta  sub- 
siste, según  el  art.  96. 

Cuando  se  hubiere  denegado  la  inscripción  y  el  inte- 
resado ,  dentro  de  los  treinta  días  siguientes  al  de  la  fe- 
cha del  asiento  de  presentación,  propusiera  demanda 
ante  los  Tribunales  de  justicia  para  que  se  declare  la  va- 
lidez del  título  ó  de  la  obligación ,  podrá  pedir  anotación 
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preventiva  de  la  demanda,  y  la  que  se  verifique  se  re- 
trotraerá á  la  fecha  del  asiento  de  presentación  .   . 

Después  de  dicho  término  no  surtirá  efecto  la  anota- 
ción preventiva  de  la  demanda  sino  desde  su  fecha. 

En  el  caso  de  recurrirse  gubernativamente  contra  la 
calificación  del  título ,  todos  los  términos  expresados  en 
los  dos  anteriores  párrafos  quedarán  suspensos  desde  el 
día  en  que  se  interponga  el  recurso  hasta  el  de  su  reso 
iucion  definitiva. 

Art.  67.  En  el  caso  de  hacerse  la  anotación  por  no 
poderse  ejecutar  la  inscripción  por  falta  de  algún  requi- 
sito subsanable,  podrá  exigir  el  interesado  que  el  Regis- 
trador le  dé  copia  de  dicha  anotación ,  autorizada  con  su 
firma,  y  en  la  cual  conste  si  hay  ó  nó  pendientes  de  re- 
gistro algunos  otros  títulos  relativos  al  mismo  inmueble, 
y  cuáles  sean  estos  en  su  caso. 

Concuerdan  con  el  siguiente  del  Reglamento : 

Art.  57.  Para  distinguir  las  faltas  subsanables  de  las 
que  no  lo  sean  y  de  hacer  ó  nó  en  su  consecuencia  una 
anotación  preventiva,  según  lo  dispuesto  en  los  arts.  65  y 
66  de  la  Ley ,  atender  á  el  Registrador  á  la  validez  de  la 
obligación  consignada  en  el  título.  Si  ésta  fuese  nula 
por  su  naturaleza ,  condiciones ,  calidad  de  las  personas 
que  la  otorguen,  ú  otra  causa  semejante,  independiente 
de  su  forma  extrínseca ,  se  considerará  la  falta  como  no 
subsanable.  Si  la  obligación  fuese  válida,  atendidas  las 
circunstancias  dichas ,  y  el  defecto  estuviere  tan  sólo  en 
la  forma  externa  del  documento  que  la  contenga ,  y  que 
se  pueda  reformar  ó  extender  de  nuevo  á  voluntad  de  los 
interesados  en  la  inscripción ,  se  tendrá  por  subsanable 
la  falta. 

En  los  casos  del  art.  19  de  la  Ley,  los  interesados  po- 
drán recoger  el  documento  y  subsanar  la  falta  dentro  de 
los  treinta  días  que  duran  los  efectos  del  asiento  de  pre- 
sentación; pedir  la  anotación  preventiva,  que  durará  el 
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tiempo  señalado  en  el  art.  9G  de  la  Ley ,  ó  reclamar 
contra  el  Registrador  por  la  vía  gubernativa.  Este  re- 
curso gubernativo  procederá  en  todos  los  casos  en  que  el 
Registrador  suspenda  ó  deniegue  la  inscripción  ó  anota- 
ción, cualquiera  que  sea  la  causa.  Los  interesados  acu- 
dirán al  Presidente  del  Tribunal  del  partido ,  quien  deci- 
dirá ,  oido  el  Registrador.  Contra  esta  resolución  podrá 
recurrirse  al  Presidente  de  la  Audiencia  y  en  último  tér- 
mino á  la  Dirección  general  del  ramo. 

Si  el  expediente  tuviere  por  objeto  pedir  la  inscripción 
sólo  podrá  ser  promovido  por  los  interesados  en  la  mis- 
ma ,  ó  sus  legítimos  representantes ,  y  de  ninguna  ma- 
nera por  los  Notarios  que  hubiesen  autorizado  los  instru- 
mentos respectivos,  por  este  mero  y  exclusivo  hecho. 

Cuando  acudan  los  interesados  por  haberse  suspendido 
la  inscripción  por  defectos  en  la  manera  de  haberse  ex- 
tendido ó  redactado  el  documento  sujeto  á  registro,  se 
oirá  además  del  Registrador,  al  Notario  autorizante.  Sin 
perjuicio  de  que  los  interesados  pidan  ,  si  quieren ,  la 
inscripción ,  los  Notarios  en  caso  de  suspensión  ó  dene- 
gación de  la  inscripción  por  defecto  en  el  instrumento, 
podrán,  sujetándose  á  los  trámites  establecidos,  promo- 
ver el  oportuno  expediente  gubernativo ,  limitado  á  so- 
licitar que  se  declare  que  el  documento  se  halla  exten- 
dido con  arreglo  á  las  formalidades  y  prescripciones 
legales.  Declarándose  en  definitiva  que  el  documento 
se  halla  bien  extendido ,  se  declarará  asimismo  que  es 
inscribible ,  con  lo  cual  el  interesado ,  sin  necesidad  de 
promover  nuevo  expediente ,  obtendrá  en  su  caso  la  ins- 
cripción. 

Los  Registradores ,  los  Notarios  y  los  interesados ,  po- 
drán apelar  para  ante  la  Dirección  general ,  de  las  pro- 
videncias que  en  los  recursos  gubernativos  dictaren  los 
Presidentes  de  las  Audienencias. 

El  plazo  para  apelar  será  de  ocho  días ,  contados  desde 
el  de  la  notificación  de  dichas  providencias. 

Independientemente  de  la  expresada  reclamación /gu- 
bernativa, los  interesados  podrán  acudir  á  los  Tribunales 
para  ventilar  y  contender  entre  sí  acerca  de  la  validez  y 
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consiguiente  inscripción  de  las  escrituras ,  asi  como  de 
la  nulidad  ó  validez  de  la  obligación  en  ellas  contenida. 
En  el  juicio  que  con  estos  objetos  se  siga  entre  los  in- 
teresados no  será  parte  ,el  Registrador ,  contra  quien  no 
procederá  reclamación  judicial,  con  arreglo  á  las  dispo- 
siciones de  Ley ,  sino  en  el  caso  de  que  se  entable  con- 
tra él  personalmente  formal  demanda  para  exigirle  la 
responsabilidad  civil v  ó  criminal  á  que  por  sus  actos  haya 
podido  dar  lugar. 

SUMARIO. 

§  1.  Faltas  que  pueden  contener  los  títulos.  —  §2.  ídem  que  no  impiden  ins- 
cribir el  título  que  las  contiene.  —  §3.  ídem  subsanables  é  insubsanables. 
Sus  efectos.  —  §4.  Si  todas  las  faltas  extrínsecas  de  los  títulos  son  faltas 
subsanables.  —  §  b.  Faltas  que  pueden  ser  subsanables  ó  insubsanables  según 
los  casos.  —  §6.  Enumeración  de  varías  faltas  subsanables.  —  §*  7.  ídem  de 
varias  faltas  insubsanables,  —  §  S.  Faltas  que  reconocen  su  origen  exclusiva- 
mente en  los  preceptos  de  la  Ley  Hipotecaría.  —  §9.  Modo  de  subsanar  las 
faltas  subsanables  y  las  no  subsanables.  —  §  10.  Derechos  de  los  interesados 
en  el  caso  de  contener  el  título  faltas  subsanables.  —  §  11.  Recurso  guberna- 
tivo interpuesto  por  los  interesados  contra  la  caliñcacion  de  títulos  no  expedi- 
dos por  la  autoridad  judicial.  —  §*  13.  ídem  contra  la  calificación  de  docu- 
mentos expedidos  por  la  autoridad  judicial.  —  §  13.  ídem  interpuesto  por  el 
Notario  autorizante. —  ^*  14.  ídem  judicial.  — §15.  Ultramar. 


COMENTARIO 


§  1-" 

Faltas  que  pueden  contener  los  títulos. — Las  faltas  de  un  docu- 
mento pueden  clasificarse  en  tres  grupos:  faltas  reglamentarias, 
según  el  derecho  civil,  que  no  impiden  la  inscripción:  faltas  sub- 
sanables que  la  suspenden:  faltas  insubsanables  que  lá  prohi- 
ben en  absoluto. 

Son  fuentes  de  donde  emanan  los  dos  últimos  grupos;  la 
nulidad  de  la  obligación  ó  del  instrumento,  y  la  omisión  ó  falta 
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de  claridad  de  las  cláusulas  ó  circunstancias  que  se  exigen  para 
la  inscripción. 

La  falta  de  algunas  de  ellas,  produciría  la  nulidad  de  la  ins- 
cripción; porque  no  constarían  esas  circunstancias  esenciales 
para  su  vaHdez:  la  falta  de  otras,  sólo  produciría  la  imperfección 
del  asiento;  porque  no  constarían  en  él,  detalles  que  estima  con- 
veniente la  Ley  que  se  consignen.  Todos  estos  requisitos  deben 
comprenderse  en  el  título  porque  su  omisión  impide  que  se  ins- 
criba, como  se  deduce  de  los  arts.  19,  21,  22,  30  y  65  de  la 
Ley,  y  37  y  57  del  Reglamento. 

Aun  cuando  no  lo  mandaran  ni  pudiera  deducirse  de  estos 
artículos,  expresando  el  9.o  de  la  Ley  y  concordantes  del  Re- 
glamento la  forma  extrínseca  de  las  inscripciones;  por  fuérzala 
transgresión  habría  de  ser  corregida  y  producir  efecto ;  porque 
si  no  impidiera  que  se  extendiese  el  asiento  cuando  no  constan, 
vendría  á  ser  el  mandato  estéril  y  supervacáneo.  Así  se  entendió 
desde  el  principio,  como  lo  demuestran  la  R.  Ó.  de  23  de  Dic. 
de  1862  y  las  Resols.  de  6  de  Jul.,  29  de  Ag.  y  4  de  Set.  de  1863. 
(V.  el  §  12  del  Coment.  al  art.  9.o) 

Hay  también  causas  que  impiden  el  registro  de  los  títulos  y 
que  propiamente  no  pueden  llamarse  faltas,  porque  no  afectan 
á  aquéllos,  ni  al  contrato ,  ni  á  las  circunstancias  de  las  inscrip- 
ciones; pero  se  refieren  y  se  equiparan  á  las  faltas  subsanables 
6  á  las  insubsanables,  porque  la  misma  Ley  Hipotecaria  ú  otras 
que  ella  acepta  ó  confirma,  exigen  ciertos  requisitos  para  que 
los  títulos  produzcan  efectos  legales,  ó  para  que  puedan  ins- 
cribirse. 

§2.0 

FáUm  que  no  impiden  inscribir  d  título  que  las  contiene.  —  La 
Inst.  de  9  de  Nov.  de  1874,  sobre  la  manera  de  redactar  los 
instrumentos  públicos  sujetos  á  registro  exige,  que  en  las  escri- 
tm'as  á  que  se  refiere,  se  hagan  constar  ciertas  circunstancias^ 
y  aunque  muchas  son  las  mismas  que  según  la  Ley  Hipotecaria 
han  de  contener  las  inscripciones,  bajo  pena  de  nulidad;  hay 
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otras  que  no  son  tan  esenciales.  Si  las  omite  el  Notario,  su  falta 
podrá  motivar  una  corrección  gubernativa;  pero  no  impedir  la 
inscripción  del  título.  Así  se  ha  declarado  en  Resols.  de  9  de 
Feb.  de  1875,  13  de  Set.  de  1876,  12  de  Ag.  de  1878,  27  de 
En.  y  18  de  Feb.  de  1879. 

Hay  también  otras  disposiciones  que,  ademas  de  las  genera- 
les, exigen  requisitos  especialísimos  en  casos  determinados,  ó 
que  fijan  la  competencia  del  Notario  para  autorizar  ciertos  con- 
tratos. Siempre,  pues,  que  el  Registrador  observe  que  en  los 
títulos  que  se  le  presentan  no  consta  que  se  hayan  cumplido 
estas  disposiciones  especiales  que  rigen  para  ellos;  procurará 
cerciorarse  de  si  la  omisión  es  de  las  que  anulan  el  .título  ó  la 
obligación,  y  si  no  es  de  esta  clase,  los  inscribirá. 

Con  este  criterio  se  resolvió  en  5  de  Jul.  de  1876,  que  la  in- 
fracción del  art.  76  del  Reglamento  del  Notariado  que  dispone 
que  la  escritura,  consecuencia  de  actos  judiciales,  se  autorice 
por  Notario  residente  en  el  punto  donde  se  halla  el  Tribunal;  no 
constituye  defecto  subsanable,  ni  insubsanable:  Resolución  jus- 
ta ;  pero  que  en  vez  de  apoyarse  en  que  el  defecto  alegado  no  era 
causa  de  nulidad  de  la  providencia  judicial  (materia  ajena  á  las 
atribuciones  de  la  Dirección),  debió  fundarse  en  que  en  aquel 
caso  no  infringía  el  art.  76  del  Reglamento  notarial;  puesto  que 
no  había  de  extenderse  escritura  matriz;  sino  tan  solo  protoco- 
lizarse un  expediente. 

Tampoco  creemos  que  es  falta  que  pueda  servir  de  ftmda- 
mento  á  una  nota  de  suspensión,  la  de  no  estar  rubricadas  por 
el  Notario  las  hojas  de  las  copias  de  las  escrituras  matrices 
(V.  el  §  6.^  del  Com.  al  art.  18),  ni  la  falta  del  requerimiento 
que  previene  la  R.  Ó.  de  24  de  Mar.  de  1869,  que  ha  de  hacerse 
á  un  Notario  para  actuar  en  el  pueblo  del  domicilio  de  otro  (Re- 
solución de  13  de  Jun.  de  1870);  ni  la  falta  de  expresión  en  el 
instrumento  púbHco,  de  haber  leido  el  Notario  á  las  partes  y 
testigos  la  escritura  íntegra  y  demás  prevenciones  que  marca 
el  art.  25  de  la  Ley  del  Notariado. 

Según  Resol,  de  6  de  Jul.  de  1863,  no  pueden  considerarse 
<5omo  defectos  que  impidan  inscribir  un  expediente  posesorio,  el 
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que  la  solicitud  no  esté  arreglada  estrictamente  al  art.  398  de  la 
Ley  Hipotecaria,  siempre  que  comprenda  las  circunstancias  ex- 
temas que  exigen  ésta  y  el  Reglamento,  que  consten  en  las  ins- 
cripciones ,  y  no  falte  el  recibo  de  la  contribución;  pues  aunque 
parezca  al  Registrador  poco  justificado  el  fallo  del  Juez,  y  aunque 
éste  al  ordenar  la  inscripción,  haya  expresado  que  sea  sin  per- 
juicio de  tercero  de  mejor  derecho;  al  Ministerio  fiscal  y  nó  al 
Registrador  toca  cuidar  que  se  guarden  las  formas  de  la  Ley. 

También  es  digna  de  estudio  la  Resol,  de  27  de  En.  de  1877: 
se  establece  en  ella  la  doctrina,  de  que  no  obstante  que  el 
art.  22  de  la  Ley  del  Notariado,  prohibe  en  absoluto  que  el 
Notario  autorice  contratos  en  que  alguno  de  los  otorgantes  sea 
8U  pariente  dentro  del  cuarto  grado;  no  es  falta  insubsanable, 
como  pretendía  el  Registrador,  si  en  aquellos  no  se  establecen 
derechos  y  sí  sólo  obligaciones  del  pariente.  Más  exacto  hubiera 
sido  decir  que  no  era  falta,  porque  el  espíritu  de  la  Ley  no  com- 
prendía este  caso,  en  su  prohibición  general;  mucho  más  cuando 
el  art.  75  del  Reglíun.  declara,  que  el  Notario  puede  ser  auto- 
rizante y  otorgante  de  un  contrato  en  que  sólo  establezca  obli- 
gaciones en  contra  suya. 

En  8  de  Ag.  de  1879,  se  decidió  que  el  no  haberse  cumpUdo 
en  un  expediente  de  apremio  lo  dispuesto  en  el  art.  43  de  la 
Inst  de  3  de  Dic.  de  1869,  reformada  por  R.  D.  de  21  de  Ag.  de 
1871;  vendiendo  una  finca  de  im  deudor,  sin  sujetarse  estricta- 
mente á  lo  dispuesto  en  aquel  artículo  habiéndose  valuado  por 
peritos  la  finca,  en  lugar  de  haberse  capitaUzado  por  la  riqueza 
líquida  imponible,  segmi  aquél  preceptúa;  no  era  defecto  que 
impidiese  la  inscripción  de  la  escritura  de  venta  llevada  á  cabo 
para  el  cobro  de  débitos  á  la  Hacienda;  porque  lá  List,  no  pre- 
viene que  tal  falta  sea  causa  de  nulidad  de  la  enajenación.  Algo 
ligeramente  se  aprecia;  pues  habiéndose  faltado  á  un  requisito 
especial  que  recae  sobre  una  de  las  circunstancias  esenciales 
del  contrato,  cual  es  la  del  precio;  por  dudoso  tenemos  que,  á 
reclamar  el  interesado,  no  se  declarase  la  nuHdad,  aunque  no 
se  sancione  expresamente. 

Algunos,  apoyados  en  estas  Resoluciones,  sostienen:  que 
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tampoco  es  defecto  que  impida  inscribir,  la  infracción  de  los 
arts,  27  y  28  del  Reglamento  del  Notariado,  y  21  del  R.  D.  de  20 
de  En.  de  1881:  cuestión  es  ésta  que  trataremos  más  adelante. 

Como  sería  imposible  consignar  todos  los  defectos  reales  ó 
imaginarios  que  no  influyen  en  la  inscripción  según  la  Ley,  nos 
limitaremos  á  extractar  las  Resoluciones  en  que  expresamente 
no  nos  hemos  ocupado,  por  las  que  se  declara  que  no  son  fal- 
tas, varias  calificadas  de  tales  por  los  Registradores  ó  que 
dudaban  si  lo  eran. 

12  En.  1863:  Ser  testigo  un  pasante  del  Notario. 

23  Mar.,  5  Set.  y  26  Oct.  1863,  1.^  Dic.  1864,  4  Abr.  1865, 
y  5  En.  1872:  No  expresarse  las  cargas,  ó  decirse  que  la  finca 
está  libre  de  ellas;  aunque  del  Registro  resulte  que  no  lo  está. 
(V.  el  §  8.0  del  Com.  al  art  9.o) 

8  Ab.  1863 :  Comprender  dos  ó  más  contratos  en  im  solo 
título ,  siempre  que  el  papel  sea  el  que  corresponda  para  el  de 
mayor  cuantía. 

17  Jul.  1863:  Constituir  ima  hipoteca  sobre  una  finca  vendi- 
da á  pacto  de  retro,  pero  que  se  redimió  antes  de  inscribir  la 
hipoteca. 

18  Jul.  1863 :  No  distribuir  entre  las  fincas  embargadas  el 
importe  de  la  obligación.  (V.  el  §  6.^  de  este  Coment.) 

28  Jul.  1863 :  No  expresarse  la  medida  superficial  de  la  finca. 

4  Set.  1863:  No  señalarse  el  valor  parcial  de  cada  una  délas 
varias  fincas  comprendidas  en  \m  solo  título.  (V.  el  §  6.^  de 
este  Coment.) 

5  Set.  1863:  No  expresarse  en  las  escrituras  de  hipoteca  las 
condiciones  de  las  cargas  anuales  de  que  en  aquéllas  se  haga 
mérito ,  ni  muchas  cargas  que  resultan  del  Registro. 

2  Mar.  1864 :  No  especificarse  las  fincas  en  los  testamentos. 

23  Mar.  1864 :  El  que  haya  enmiendas  y  entrerenglonaduras 
en  el  título,  si  están  salvadas  al  final  en  debida  forma. 

28  Nov.  1864:  Haberse  otorgado  por  un  Presbítero,  imafian- 
za en  garantía  del  buen  desempeño  del  cargo  de  un  tutor. 

30  Nov.  1864:  Observarse  abreviaturas,  claros  y  guarismos 
en  las  escrituras  de  Bienes  Nacionales. 
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lONov.  1865:  No  expresarse  el  apellido  de  los  hijos  ilegí- 
timos. 

18  Mar.  1867 :  No  constar  el  nombre  de  la  partida  en  que  se 
halla  enclavada  la  finca. 

13  Jul.  1867 :  No  intervenir  el  albacea  en  una  escritura  de 
venta,  otorgada  por  un  heredero,  reservándose  el  comprador 
parte  del  precio  para  el  pago  de  los  legados. 

14  Jul.  1867 :  No  constar  la  nota  de  estar  exento  del  impues- 
to, el  contrato  inscribible.  (V.  el  §  18  del  Coment.  al  art.  9.o) 

23  Set.  1867:  No  estar  firmada  y  signada  una  escritura  an- 
terior á  la  Ley  del  Notariado  de  28  de  May.  de  1862,  si  está 
signado  el  protocolo. 

19  Feb.  1868:  No  constar  en  una  certificación  posesoria  á 
favor  del  Estado ,  el  nombre  de  la  persona  de  quien  procede  el 
inmueble  y  el  tiempo  que  se  lleva  de  posesión,  siempre  que  se 
consigne  que  la  Administración  carece  de  esos  datos. 

3  Mar.  1868:  Estar  extendidas  las  escrituras  en  papel  sellado 
de  D.  Carlos  ,  porque  se  había  verificado  el  reintegro  y  tachado 
las  palabras  en  que  se  hacía  mención  del  Pretendiente. 

24  Mar.  1868 :  Autorizar  la  escritura  en  punto  distinto  del 
señalado  en  el  título,  siempre  que  sea  dentro  del  Distrito. 

30  May.  1868 :  No  constar  en  cada  acto  ó  contrato  practica- 
do por  un  gerente  de  la  sociedad,  la  especial  autorización  de  los 
socios  comanditarios ;  si  en  los  estatutos  se  le  concede  la  ges- 
tión, con  todos  los  derechos  que  atribuyen  las  leyes  mercantiles 
a  los  gestores  de  la  compañía. 

18  Oct  18(59 :  Vender  los  albaceas  una  finca  sin  las  solem- 
nidades de  la  subasta,  cuando  para  ello  están  autorizados  por 
el  testador :  doctrina  que  habrá  de  limitarse  á  cuando  los  here- 
deros no  seaü  necesarios  y  menores,  pues  entonces  es  de  esen- 
cia la  subasta  pública. 

28  Ag.  1871 :  No  haber  obtenido  la  Superiora  de  un  convento 
permiso  del  Diocesano,  para  otorgar  unos  préstamos  con  hipoteca. 

18  Nov.  1872:  No  presentar  inventario  con  la  ejecutoria  de- 
clarando á  una  persona  heredera  abintestato,  si  los  bienes  cons- 
tan inacritos  á  fiívor  de  causante. 


Digitized  by  VjOOQ IC 


214  COMENTARIO 

1.^  Oct.  1874:  Constituir  tina  hipoteca  el  que  no  tenía  ins- 
crito el  dominio  de  la  finca,  con  tal  de  que  se  subsane  este  de- 
fecto antes  de  inscribir  aquélla. 

12  Nov.  1874 :  Ceder  el  usufructo,  no  en  su  derecho  personal 
6  usufructo  formal,  sino  sólo  la  administración  y  el  usufructo 
material. 

1.®  Feb.  1875;  No  expresar  una  escritura  de  hipoteca  el  im- 
porte de  los  gastos  de  la  misma,  etc.,  que  se  dice  que  se  satis- 
facen desde  luego,  y  el  no  determinarse  el  valor  de  la  finca. 

10  Feb.  1875:  Vender  á  censo  reservativo  una  casa  de  una 
capellanía  subsistente,  aunque  no  se  acompañaba  el  traslado 
de  la  Orden  ministerial  que  exige  el  Decreto  de  12  de  Agosto 
de  1871. 

27  Feb.  1875 :  Declarar  judicialmente  para  los  efectos  civi- 
les la  muerte  de  una  persona,  fundándose  en  su  larga  ausencia 
é  ignorado  paradero. 

15  Nov.  1875 :  El  no  haberse  aprobado  en  escritura  públi- 
ca; aunque  sí  judicialmente;  el  inventario,  avalúo  y  partición 
de  bienes  entre  mayores  de  edad,  ni  testimoniarse  el  testamen- 
to del  difunto. 

30  Nov.  1875 :  La  compra  de  fincas  rematadas  en  púbüca 
subasta  por  el  acreedor  hipotecario ,  sin  otorgamiento  de  los 
deudores. 

10  Ab.  1876 :  La  escritura  de  venta  de  bienes  de  menores 
otorgada  en  virtud  de  autorización  judicial  en  laque  no  consta 
se  guardaron  en  el  expediente  instruido  al  efecto  todas  las  for- 
malidades legales.  (V.  el  §  45  del  Coment.  al  art.  18.) 

28  Ab.  1876 :  La  división  de  una  finca  legada  por  el  testador 
á  sus  hijos,  señalando  la  parte  que  á  cada  uno  dejaba,  aunque 
en  el  Registro  no  se  haya  hecho  constar  previamente  la  adjudi- 
cación á  nombre  de  los  otorgantes.  (V.  el  §  61  del  Coment.  al 
artículo  2.^) 

3  Jun.  1876 :  Otorgar  una  escritura  de  cancelación  el  Admi- 
nistrador judicial  de  un  concurso. 

8  Jun.  1876 :  Vender  con  autorización  judicial  una  finca, 
antes  de  anotarse  su  secuestro.  (V.  el  Coment.  al  art.  71.) 
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13  Set.  1876 :  No  expresarse  en  el  poder  para  otorgar  una 
escritura  de  mutuo,  la  edad  y  estado  civil  del  apoderado. 

11  Nov.  1876:  Otorgarse  una  escritura  de  venta  de  bienes  de 
menores,  sin  previa  licencia  judicial;  pero  por  providencia  del 
Juez  en  pleito  ejecutivo. 

15  Nov.  1876 :  Vender  un  heredero  usufructuario  con  facul- 
tades para  ello,  en  caso  de  necesidad;  aunque  ésta  no  se  prue- 
be más  que  por  su  manifestación.  (V.  el  §  65  del  Coment.  al  ar- 
tículo 2.0) 

17  En.  1877  :  No  expresarse  en  los  mandamientos  de  embar- 
go la  cuantía  de  los  intereses  que  han  de  vencer. 

27  En.  1877 :  Estar  autorizada  la  escritura  de  venta,  por  No- 
tario hermano  del  apoderado  del  vendedor. 

L^  Peb.  1877:  La  donación  ^opfer  nupHas  transmitiendo  im 
padre  á  su  hijo  bienes  de  la  sociedad  conyugal  y  del  cónyuge 
premuerto. 

30  May.  1877:  Declarar  judicialmente  la  autenticidad  de  im 
testamento  miUtar. 

25  Jun.  1877  y  29  Dic.  1880:  No  constar  en  las  escrituras  de 
hipoteca  voluntaria,  la  aceptación  de  la  persona  á  cuyo  favor 
se  impone  el  gravamen.  Resols.  que  contradicen  lo  dispuesto 
en  la  de  3  Mar.  1868. 

20  Dic.  1877:  La  obhgacion  del  succesor  de  un  vínculo,  de  no 
enajenar  ni  gravar  sus  derechos  á  la  mitad  reservable,  para  que 
así  se  empleen  las  rentas  en  su  mantenimiento  y  el  de  su  fa- 
milia. 

10  En.  1878 :  Estar  representados  los  menores  por  su  padre 
en  la  partición  de  bienes;  aunque  no  se  haya  practicado  según 
lo  prevenido  en  el  art.  407  de  la  Ley  de  Enj.  civ. 

14  Feb.  1878:  Haber  otorgado  la  declaración  de  bienes  de  la 
herencia,  una  usufructuaria;  aunque  no  hayan  intervenido  los 
herederos  de  la  nuda  propiedad. 

27  Mar.  1878:  No  constar  en  ima  escritura  de  venta,  acredi- 
tadas las  facultades  de  un  mandatario,  si  después  se  hace  cons- 
tar la  aceptación  del  mandante. 

3  May.  1878 :  Estar  otorgada  por  un  menor  una  escritura  de 
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hipoteca  para  asegurar  la  dote  de  su  mujer,  sin  haber  obtenido 
autorización  judicial. 

31  May.  1878:  No  aparecer  extendida  una  escritura  en  el 
papel  sellado  correspondiente.  (V.  lo  que  se  dice  en  el  §  6.®  de 
este  Comen t.,  debiéndose  advertir;  que  aun  cuando  no  se  consi- 
derase defecto  con  arreglo  á  la  Ley  Hipotecaria,  impiden  la  ins- 
cripción del  documento  las  leyes  fiscales.) 

12  Jun.  1878:  Haberse  vendido  una  finca  de  menores,  para 
lo  que  el  Juez  autorizó  al  padre,  sin  avalúo  previo  ni  pública 
subasta. 

3  Jul.  1878 :  Alterar  los  términos  de  división  de  un  mayoraz- 
go, los  interesados  mayores  de  edad;  aunque  no  medie  autoriza- 
ción judicial. 

27  En.  1879:  No  constar  que  el  Notario  haya  advertido  ala» 
partes  el  deber  de  presentar  la  escritura  para  su  inscripción. 

27  En.  de  1879:  Haberse  limitado  el  Notario  á  consignar  que 
había  enterado  á  los  otorgantes  de  lo  dispuesto  en  el  art.  19  de 
la  Inst.  sin  detallar  su  objeto,  como  en  él  se  previene. 

20  Feb.  1879:  Estar  traducido  un  documento  por  Notario  y 
no  por  Intérprete  autorizado.  Hoy  se  habría  de  considerar  en 
su  caso  como  falta ,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  art.  20  del 
R.  D.  de  20  de  En.  de  1881,  sobre  Notariado.  (V.  el  §  7.o  de 
este  Coment.) 

11  Mar.  1879:  Aparecer  vendida  sólo  por  el  marido  una  fin- 
ca que  constaba  inscrita  á  nombre  suyo  y  al  de  su  mujer,  y 
expresarse  un  hndero  diciendo  sólo:  «camino  público.» 

26  Mar.  1879 :  Haberse  usado  en  un  expediente  de  posesión, 
instruido  á  consecuencia  de  causa  criminal,  papel  de  oficio:  no 
haber  intervenido  en  él  todos  los  adjudicatarios:  no  haberse 
seguido  por  el  mismo  Juzgado  de  1.^  instancia,  y  haberse  ins- 
truido dicho  expediente  á  continuación  de  los  autos  criminales 
y  no  por  separado. 

31  Mar.  1879:  No  expresarse  de  un  modo  terminante  en 
un  título  anterior  á  la  Ley,  el  consentimiento  para  la  cance- 
lación. 

18  Ab.  1879:  No  dar  fe  el  Notario,  de  la  vecindad  y  profesión 


i^.-' 


k 


Digitized  by  VjOOQ IC 


ART8.  65,  66  Y  67,  §  3.0  217 

de  los  otorgantes,  y  no  determinar  la  capacidad  legal  de  éstos 
por  su  juicio  propio. 

27  May.  1879:  Haber  retrovendido  una  finca,  no  obstante 
figurar  en  el  Registro  la  nota  de  consumación  de  la  venta. 

19  Jul.  1879:  No  describirse  las  fincas  en  Iéis  respectivas  hi- 
juelas; si  en  éstas  se  hace  referencia  del  número  con  que  están 
señaladas  en  el  inventario. 

8  Ag.  1879 :  La  infracción  del  art.  43  de  la  Inst.  de  3  de  Di- 
ciembre de  1869  en  la  venta  de  una  finca  para  pago  de  contri- 
buciones. 

25  Ag.  1879:  El  otorgar  una  división  de  bienes  los  Albaceas 
autorizados  por  el  testador;  aimque  los  herederos  no  hayan  in- 
tervenido ni  aceptado  la  herencia. 

14  Nov.  1879:  El  haber  otorgado  en  Aragón  una  escritura 
de  venta  un  mayor  de  14  años,  sin  que  aparezca  cmnplido  lo 
dispuesto  en  la  R.  Ó.  de  28-  de  Ag.  de  1876. 

17  May.  1880:  El  no  expresarse  en  \ma  adjudicación  la  me- 
dida superficial  de  la  finca, 

7  Jun.  1880 :  El  no  ser  adecuado  el  nombre  que  se  dá  al  con- 
trato, que  ha  de  ser  objeto  de  la  inscripción. 

18  Set.  1880:  No  describirse  la  finca  con  los  mismos  linderos 
con  que  figura  en  el  Registro. 

5  Oct.  1880 :  No  haberse  formado  por  todos  los  herederos 
el  inventario  para  una  partición,  si  después  lo  ratifican;  aun- 
que no  conste  la  aceptación  personal  de  la  herencia. 

27  Oct.  1880:  El  que  la  madre  no  asegure  con  hipoteca,  el 
importe  de  la  venta  de  unos  bienes  pertenecientes  al  pecuUo  de 
sus  hijos. 

15  Jul.  1881:  La  adquisición  por  herencia  de  la  nuda  pro- 
piedad á  favor  del  que,  según  lo  dispuesto  por  el  testador,  había 
de  adquirir  para  sí  y  sus  succesores  los  bienes  dejados  á  otra 
persona  con  la  condición  de  no  enajenarlos;  aimque  aquél  fa- 
llezca antes  que  ésta. 

§3.0 

FaUíis  subsanables   é  insubsanables:  stés  efectos,  —  Según  el 
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artículo  65  son  faltas  subsanables  las  que  afectan  á  la  validez  del 
título,  sin  producir  necesariamente  la  nulidad  de  la  obligación 
constituida,  y  no  subsanables,  las  que  produzcan  necesaria- 
mente la  nulidad  de  la  obligación. 

De  las  palabras  transcritas  parece  inferirse,  que  las  faltas  sub- 
sanables, reconocen  siempre  su  origen  en  el  título,  nimca  en 
el  contrato,  y  que  las  insubsanables  pueden  reconocerlo  en  el 
contrato  y  en  el  título;  porque  en  ambos  puede  haberlas  que 
produzcan  necesariamente  la  nulidad  de  la  obligación. 

El  artículo  57  del  Reglamento  dado  para  explanar  y  acla- 
rar el  65  de  la  Ley,  especifica  más  los  caracteres  de  unas 
y  otras  faltas.  Según  él ,  para  calificar  las  de  que  adolezca  la 
escritura,  se  atenderá  á  las  regléis  siguientes:  si  la  obligación 
consignada  en  el  título  fuera  nula  por  su  naturaleza,  condicio- 
nes, calidad  de  las  personas  que  la  otorguen  ú  otra  causa  seme- 
jante, independiente  de  su  forma  extrínseca,  se  considerará  la 
falta  como  insubsanable;  si  la  obligación  fuere  válida  atendi- 
das las  circunstancias  dichas  y  el  defecto  estuviere  tan  sólo  en 
la  forma  externa  del  docmnento  que  la  contenga  y  que  se  pueda 
reformar  ó  extender  de  nuevo  á  voluntad  de  los  interesados  en 
la  inscripción,  se  tendrá  por  subsanable  la  falta.  Aun  cuando 
á  primera  vista  parecen  clarísimas  las  definiciones  del  art.  57, 
dificulta  su  inteligencia  el  no  existir  entera  conformidad  entre 
su  primero  y  segundo  miembro.  Porque  conforme  al  primero, 
las  faltas  insubsanables^  reconocen  por  único  origen  la  nulidad 
de  la  obligación ,  prescindiendo  en  absoluto  de  las  nulidades  de 
que  puede  adolecer  el  título.  Conforme  al  segundo,  las  faltas 
stíbsanables  reconocen  por  único  origen  los  defectos  del  título; 
pero  no  todos,  sino  los  que  permiten  que  se  reforme  ó  se  extien- 
da otro  nuevo.  Y  nada  dice  de  los  defectos  del  título  que  no  per- 
miten que  éste  se  reforme  ni  que  se  extienda  otro  nuevo. 

De  la  generalidad  con  que  el  art.  57  califica  de  faltas  subsa- 
nables las  que  estuvieran  tan  sólo  en  la  forma  externa  del  tí- 
tulo y  fueran  enmendables,  podría  inferirse,  que  todos  los  defec- 
tos de  forma  extrínseca  que  se  hallen  en  este  caso,  constituyen 
faltas  hipotecarias  que  deberían  subsanarse  necesariamente 
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antes  de  .inscribir  el  documento ;  pero  esta  interpretación  queda 
rebatida  en  el  §  2P  de  este  Comentario. 

Obsérvese  también  en  esta  materia,  que  el  art.  65  de  la  Ley 
y  el  57  del  Reglamento  al  señalar  las  faltas;  siempre  se  refieren 
á  las  obligaciones ,  sin  que  digan  nada  de  los  actos.  No  se  deduz- 
ca de  ello,  sin  embargo,  que  sólo  pueden  adolecer  de  faltéis 
subsanables  é  insubsanables  los  contratos  ó  cuasi  contratos, 
fuentes  de  las  obligaciones  civiles;  ha  de  extenderse  su  precepto 
á  los  actos ,  á  los  títulos  que  contengan  últimas  voluntades; 
pues  si  bien  en  ellos  no  se  constituyen  obligaciones,  estricta- 
mente hablando,  son  títulos  traslativos  de  dominio,  y  por  la 
aceptación  de  la  herencia,  origen  y  razón  de  las  obligaciones 
de  los  succesores.  Habiendo  de  otorgarse  y  autorizarse  el  testa- 
mento con  sujeción  á  ciertas  disposiciones  y  solemnidades ,  pue- 
de contravenirse  á  ellasy  ser  esto  motivo  que  impida  su  inscrip- 
ción, como  se  impide  la  de  los  contratos  por  iguales  causas. 

Los  efectos  que  producen  las  faltas  subsanables  é  insubsana- 
bles son  completamente  diversos :  ambas  impiden  la  inscripción 
del  título  que  se  presenta;  pero  las  falteia  subsanables  la  impiden 
temporalmente,  la  suspenden  tan  sólo;  las  faltas  insubsanables 
k  impiden  de  una  manera  absoluta;  la  prohiben.  Las  faltas 
subsanables  no  son  obstáculo  para  que  se  registre  el  documento 
por  medio  de  una  anotación  que  produce  efectos  desde  que  se 
extiende:  las  faltas  insubsanables  impiden  que  se  registre,  por 
no  permitirse  que  se  inscriba  ni  que  se  anote.  Aquéllas,  subsa- 
nadas en  tiempo  oportuno,  purgan  del  vicio  al  documento 
que  se  inscribe,  retrotrayéndose  los  efectos  á  la  fecha  del  asiento 
de  presentación:  las  faltas  insubsanables  no  pueden  purgarse 
y  son  causa  de  que  el  asiento  de  presentación  donde  consta 
por  nota  la  insubsanabilidad,  no  produzca  efectos  ningunos. 

Un  solo  caso  hay  en  que  los  títulos  que  contengan  faltas  in- 
subsanables pueden  registrarse,  y  es  cuando,  habiendo  sido 
inscritos  por  cualquier  causa,  se  destruyesen  los  libros  del  Re- 
gistro: al  presentarse  de  nuevo  para  la  remacripcion^  el  Regis- 
trador no  puede  rechazarlos,  Hmitándose  sus  facultades  á  reins- 
cribirlos; pero  haciendo  constar  la  falta  insubsanable  de  que 
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adolecen.  (Art.  8.^  déla  Ley  de  15  de  Ag.  de  1873.)  Mas  esto,, 
como  so  ve,  no  es  conceder  el  derecho  de  inscripción  del  docu- 
mento nulo;  es  respetar  un  hecho,  es  atestiguar  un  acto  pa- 
sado, que  le  está  prohibido  calificar  al  Registrador  y  de  cuya 
eficacia  han  de  juzgar  tan  sólo  los  Tribunales. 

Puede  por  lo  dicho  establecerse  como  reglas ,  sin  excepción: 

Toda  falta  que  permite  la  anotación  del  documento,  es  sub- 
sanable. 

Toda  falta  que  la  impide ,  as  insubsanable. 

Cuando  los  Registradores  duden  en  la  calificación  de  un 
título  defectuoso,  estas  reglas  pueden  servirles  de  brújula  que 
no  sufre  desviaciones.  (V.  el  §  8.o  de  este  Coment.) 


§4.0 

Si  todas  las  faltas  extrínsecas  de  los  títulos,  son  faltas  siibsana- 

s. —  En  el  §  anterior  hicimos  notar  la  laguna  que  se  encon- 
traba en  las  definiciones  que  de  faltas  subsanables  é  insubsana- 
bles dá  el  art.  57  del  Reglamento,  que  no  comprende  en  las  unas 
ni  en  las  otras  los  defectos  en  las  formas  extrínsecas  del  título, 
que  no  pueden  enmendarse  en  sentido  hipotecario,  ni  reformán- 
dose, ni  extendiéndose  otro  nuevo. 

De  aquí  la  duda,  de  si  estas  faltas  han  de  considerarse  subsa- 
nables ó  insubsanables,  y  la  necesidad  de  que  primero  fijemos, 
qué  se  entiende  por  formas  extrínsecas  de  la  escritura  y  si  exis- 
ten diferencias  entre  ellas  ó  si  todas  son  iguales  en  sus  efectos. 

Según  el  derecho  civil,  en  un  instrumento  hay  que  distinguir 
entre  su  esencia  y  su  forma:  la  esencia  consiste  en  el  acto  ó 
contrato  objeto  de  él;  la  forma  la  constituye  el  conjunto  de  con- 
diciones, formaüdades,  solemnidades,  términos  y  cláusulas  que 
se  requieren  en  el  instrumento  y  en  el  que  lo  autoriza,  para  que 
el  contrato  ó  el  acto  se  revista  de  todas  las  circunstancias  nece- 
sarias que  exigen  las  leyes ,  á  fin  de  que  tenga  autenticidad  y 
eficacia  ante  los  Tribunales.  De  estas  circunstancias  en  la  for- 
ma, unas  se  refieren  á  su  validez  y  se  llaman  esenciales,  subs- 
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tanciales ,  intrínsecas  ó  internas :  otras  se  refieren  á  su  perfección 
y  solemnidad  y  sollaman  accidentales,  formularias,  extrínsecas 
6  externas.  Infringir  las  primeras,  produce  la  nulidad  del  docu- 
mento; infringir  las  segundas,  la  imperfección  del  mismo. 

En  la  actualidad,  los  Tratadistas,  y  más  los  extranjeros  que 
los  nacionales,  designan  todas  las  circunstancias  que  ha  de  te- 
ner el  contrato  ó  acto  para  su  validez ,  con  el  nombre  de  formáis 
inirínsecas,  y  todas  las  que  constituyen  la  escritura,  tanto  las 
que  el  derecho  civil  considera  esenciales,  como  las  que  conside- 
ra accidentales;  con  el  deformas  eoctrínsecas. 

La  Ley  Hüpotecaria,  si  bien  aceptó  el  nombre  de  formas  in- 
trínsecas para  las  que  afectaban  al  contrato  ó  al  acto,  y  el  de 
extrínsecas  para  las  que  afectaban  al  instrumento ,  sin  distin- 
guir entre  ellas;  no  desconoció  que  era  legalmente  imposible 
castigar  con  la  misma  pena  y  reconocer  los  mismos  efectos  á 
las  omisiones  ó  infracciones  de  todas  ellas;  cuando  bajo  el  nom- 
bre de  formas  extrínsecas ,  se  comprendían  circunstancias  esen- 
cialmente distintas  por  su  naturaleza. 

Así  e?,  que  al  definir  las  faltas  subsanables  é  insubsanables, 
incluyó  en  esta  clase  expresamente  las  que  afectaban  á  la  obli- 
gación contraída,  atacando  las  formas  intrínsecas;  y  como  sub- 
sanables, las  que  afectaban  á  la  forma  extrínseca ;  pero  no  todas, 
sino  aquellas  que  pudieran  ser  enmendables  reformando  el  mis- 
mo documento  ó  extendiendo  de  nuevo  otro. 

En  cuanto  á  las  faltas  en  la  forma  extrínseca  que  no  podían 
ser  enmendadas  por  ninguno  de  los  dos  medios,  nada  precep- 
tuó; pero  como  han  de  clasificarse  entre  uno  de  los  dos  grupos, 
pues  no  han  de  dejarse  extravagantes;  necesario  es  examinar 
la  diversa  naturaleza  de  las  faltas  y  el  criterio  que  presidió  á  la 
Ley  al  di\ddirlas  en  subsanables  é  insubsanables. 

Hemos  dicho  que  las  formas  extrínsecas  son  las  que  contiene 
el  documento  en  todo  aquello  que  no  se  refiere  al  contrato  en 
sí  mismo;  sino  que  se  relaciona  con  la  capacidad  del  que  lo 
autoriza  y  con  las  solemnidades  con  que  lo  reviste  para  que 
tenga  autenticidad  y  fuerza  coactiva,  y  que  unas  son  necesarias, 
otras  supererogatorias.  De  esta  su  diversa  naturaleza,  nace  lo 
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diferente  de  la  naturaleza  de  las  faltas:  unas  radicalmente  ata- 
can la  validez  de  la  escritura  de  un  modo  absoluto,  desde  el 
momento  en  que  se  formaliza;  porque  el  vicio  de  que  adolece 
está  en  ella  misma,  con  independencia  de  todo  hecho  posterior; 
naciendo  con  ella  misma  é  infiltrándose  en  su  esencia.  Otras 
suspenden  la  validez  del  instrumento  público  que  se  presenta 
al  Registro;  porque  siendo  complementarias  ó  succesivas  las 
circunstancias  que  en  él  se  echan  de  menos,  pueden  adicionarse 
en  un  acto  posterior,  que  no  repugnan  ó  que  permiten  expresa- 
mente las  disposiciones  legales. 

Nosotros  sostenemos  que  las  faltas  en  la  forma  extrínseca  del 
documento  que  son  causa  de  la  nulidad  del  título;  independien- 
temente de  la  validez  ó  nulidad  de  la  obligación  en  sí;  han  de 
considerarse  siempre  insubsanables,  con  arreglo  á  la  doctrina 
del  art.  65,  que  coloca  entre  ellas,  todas  las  que  anulan  nece- 
sariamente la  obligación;  y  que  para  tenerlas  por  subsanables, 
además  de  que  el  defecto  esto  en  la  forma  extema,  se  necesita 
que  pueda  enmendarse  reformando  el  título  ó  extendiéndose 
otro  nuevo,  á  voluntad  de  los  interesados. 

De  lo  dicho  se  infiere,  que  cuando  la  falta  produce  la  nulidad 
del  instrumento,  es  insubsanable;  porque  ni  puede  reformarse 
él,  ni  la  falta  enmendarse  extendiendo  otro  nuevo.  La  escritura 
que  adolece  de  faltas  que  afectan  en  absoluto  á  su  validez  por 
habersQ  omitido  requisitos  esenciales,  ó  por  haberla  autorizado 
persona  incompetente,  se  considera  como  no  hecha;  que  tal  es 
la  condición  de  todas  las  cosas  nulas.  Si  no  existe  legalmente 
ese  documento,  no  puede  producir  efectos,  ni  convalecer  por  el 
discurso  del  tiempo,  ni  es  capaz  de  subsanacion,  y  ha  de  re- 
chazarse resolutoriamente. 

Y  tanto  es  el  rigor  de  la  Ley  Hipotecaria,  que  según  el  ar- 
tículo 33 ;  aunque  por  yerro  del  Registrador  se  inscribiese  un 
título  nulo,  esta  inscripción  no  lo  convaUda  (salvo  lo  dispuesto 
en  el  34).  Si  pues  aún  inscrito  no  produce  efectos;  no  puede 
sostenerse  que  cuando  la  nulidad  es  manifiesta  desde  el  princi- 
pio i  y  realmente  la  contenga  el  título;  se  la  concedan  los  que 
produce  la  anotación. 
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Acerbamente  se  mantiene  la  doctrina  (contraria  á  la  que  expo- 
nemos (,  de  que  son  faltas  insubsanables  sólo  l£is  que  afectan  á 
las  formas  intrínsecas,  y  subsanables  todas  las  que  infringen 
las  formas  extrínsecas,  y  arguyen:  da  Ley  Hipotecaria  no  re- 
conoce en  los  instrumentos  más  que  dos  clases  de  formas,  las 
intrínsecas  que  comprenden  las  circunstancias  que  han  de  reu- 
nir  las  obligaciones  para  ser  válidas,  y  las  extrínsecas  en  que 
agrupa  los  requisitos  que  ha  de  contener  el  instrumento  para 
autentizar  válidamente  la  obligación.  Clasificados  así,  los  defec- 
tos  que  atacan  la  validez  del  contrato  los  considera  insubsanar 
bles; los  que  atacan  la  vaHdez  del  instrumento  subsanables.» 

Esperamos  refutar  victoriosamente  ambas  afirmaciones:  para 
sostener  que  la  Ley  Hipotecaria  comprende  en  la  categoría  de 
faltas  subsanables  todas  las  que  se  cometen  contra  las  formas 
extemas  del  documento,  necesario  sería  borrar  las  frases  con- 
dicionales de  los  arts.  65  de  la  Ley  y  57  del  Reglamento  y  subs- 
tituirlas con  otras  absolutas.  El  primero  dice ,  que  son  faltas 
subsanables  las  que  afectan  á  la  vahdez  del  título,  sin  producir 
necesariamente  la  nulidad  de  la  obligación  en  él  constituida:  luego 
aquí  se  reconocen  dos  cosas:  que  hay  faltas  que  afectan  á  la 
validez  del  título  produciendo  necesariamente  la  nulidad  de 
la  obligación,  y  que  estas  faltas  no  son  subsanables.  Después, 
al  definirlas  faltas  insubsanables,  que  es  el  segundo  miembro, 
la  contraposición  del  primero  y  que  debe  abrazar  todos  los  de- 
fectos que  en  aquél  no  se  comprenden ;  dice ,  que  son  las  que 
producen  necesariamente  la  nulidad  de  la  obligación,  no  tan  solo 
las  que  la  producen  por  afectar  á  las  circunstancias  que  ha  de 
reunir  el  contrato  para  su  validez;  sino  todas  las  que  la  produz- 
can, encuéntrense  en  el  contrato  ó  en  el  instrumento  que  lo 

contiene. 

De  la  misma  manera  el  art.  57  del  Reglamento  no  sanciona 
que  son  faltas  subsanables  los  defectos  que  estuviesen  tan  solo 
en  la  forma  externa  del  documento;  sino  los  que  estuviesen  en 
la  forma  extema  del  documento  que  se  pueda  reformar  ó  extender 
&  nuevo  á  voluntad  de  los  interesados;  luego  los  defectos  que 
estuviesen  en  la  forma  extema  del  documento  que  no  se  pueda 
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reformar  ó  eoctender  de  tmeoo  á  voluntad  délos  interesados,  no  están 
comprendidos  entre  las  faltas  subsanables. 

No  hay  motivo  ningmio  para  buscar  la  apreciación  de  lo  que 
son  faltas  subsanables  é  insubsanables  en  si  se  han  cometiflo 
en  las  fonnas  extrínsecas  ó  intrínsecas,  lo  que  á  nada  conduce, 
y  abandonar  el  criterio  racional  de  calificarlas,  según  los  efec- 
tos legales  que  surten.  Si  el  objeto  de  la  Ley  es  que  consten  en 
el  Registro  los  contratos  eficaces  y  que  consten  en  documentos 
igualmente  eficaces ;  lo  mismo  ha  de  rechazarse  el  que  contenga 
una  ob%acion  ineficaz  por  ella  misma ,  que  el  que  contenga 
una  obligación  ineficaz  por  la  forma  en  que  se  ha  hecho  cons- 
tar y  se  le  ha  dado  existencia  jurídica. 

Es  verdad  que  las  circunstancias  que  ha  de  reunir  el  docu- 
mento son  independientes  de  las  circimstancias  de  la  obliga- 
ción ó  acto  que  en  él  se  contiene;  de  manera  que  pueden  coexis- 
tir el  instrumento  válido  y  la  obligación  nula,  ó  el  instrumento 
nulo  conteniendo  una  obligación  válida;  pero  se  encuentra 
tan  unida  la  forma  con  que  se  da  autenticidad  al  contrato,  con 
el  contrato  mismo;  como  en  el  hombre,  el  cuerpo  y  el  alma:  si 
falta  el  alma,  no  hay  hombre,  hay  im  cadáver;  si  falta  el  cuer- 
po, no  hay  hombre,  hay  un  espíritu :  si  la  forma  adolece  de  nu- 
Hdad,  el  contrato,  por  falta  de  justificación,  pierde  su  vigor  y  no 
produce  efectos;  y  si  el  contrato  en  sí  no  es  válido,  el  instru- 
mento que  lo  declara,  aun  cuando  reúna  todas  las  circunstan- 
cias legales,  carece  igualmente  de  fiíerzá. 

Y  aun  cuando  en  cuestiones  de  principios,  los  hechos  no  loe 
robustecen  ni  los  amenguan,  place  encontrar  en  ellos  su  confir- 
mación; porque  el  asentimiento  de  muchos,  da  autoridad  á  las 
opiniones. 

Confirman  la  nuestra.  La  regla  4.a  de  la  R.  O.  de  23  de  Di- 
ciembre de  1862,  que  dice  que  son  faltas  subsanables,  las  que 
consistan  en  no  expresar  cualquiera  de  las  circunstancias  que 
según  la  Ley  deba  contener  la  inscripción,  siempre  que  el  docu- 
mento sea  válido;  luego  los  nulos  adolecen  de  falta  insubsanable. 
La  Orden  de  24  de  Nov.  de  1874.  Dióse  con  motivo  de  haberse 
negado  el  Registrador  de  Jerez  á  inscribir  unas  escrituras  de 
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venta  que  el  Juez  otorgó  de  oficio  en  rebeldía  del  ejecutado. 
Fundábase  la  negativa  en  el  precepto  de  la  Ley  44,  Tít.  xm- 
Part.  5.^  aplicado  en  la  Sentencia  del  Tribunal  Supremo,  de  27 
de  Jun.  de  1866 ,  que  declara  la  nulidad  de  las  ventas  hechas 
sin  otorgamiento  ni  placer  de  los  deudores.  Resuelta  la  cuestión 
por  el  Juez  y  el  Presidente  de  la  Audiencia,  contra  la  nota 
del  Registrador,  al  que  no  concedían  facultad  de  apreciar  la 
justicia  ó  injusticia  de  los  actos  judiciales,  se  elevaron  las  dili- 
gencias (calificadas  con  notorio  error  de  verdadera  competencia 
negativa)]  á  la  Dirección,  y  de  conformidad  con  el  dictamen  de 
ésta  y  con  la  consulta  del  Consejo  de  Estado,  se  dio  la  Orden, 
resolviendo:  «  que  el  Registrador  tenía  facultades  para  apreciar, 
>(m  las  formas  extrínsecas  de  todos  los  títulos,  como  las  intrínsecas 

>  que  pudieran  afectar  alas  obligaciones:  que  los  interesados  po- 
»dían  promover   contra   las   negativas  de  inscripción,  anoten 

>  don,  etc.,  en  uno  y  otro  caso,  recursos  gubernativos,  sin  perjui- 
»  cío  de  contender  ante  los  Tribunales  ordinarios  sobre  la  vali- 
>dez  ó  nulidad  de  los  documentos,  ó  de  la  obligación  en  ellos 

>  comprendida.» 

Ahora  bien:  las  negativas  de  inscripción,  no  proceden  más 
que  cuando  existen  faltas  insubsanables,  como  previenen  los 
arts.  65  de  la  Ley  y  57  del  Reglamento. 

Si  estas  negativas  de  inscripción  pueden  emplearse  por  el 
Registrador  al  apreciar,  lo  mismo  las  formas  intrínsecas  quo 
afectan  á  las  obligaciones,  que  las  formas  extrínsecas  de  todos 
los  títulos. 

Es  consecuencia  legítima  que  en  las  formas  extrínsecas  pu^ 
den  existir  defectos  insubsanables. 

Acaso  se  objete  que  en  la  Orden  citada,  si  bien  infringiendo 
la  tecnología  científica,  se  emplea  la  palabra  negativa  de  inscrip- 
ción, en  su  sentido  lato  y  vulgar  ^ue  comprende  las  negativas 
por  faltas  insubsanables  y  las  suspensiones  por  faltas  subsana- 
bles;  pues  realmente  en  uno  y  otro  caso  el  Registrador  se  nie- 
ga'á  inscribir;  como  la  emplea  en  este  mismo  sentido  el  artícu- 
lo 58  del  Reglamento  al  establecer:  «que  los  Registradores  han  de 
negar  la  inscripción  de  todo  título  que  contenga  faltas  que  la 
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impidan,  tomando  ó  no  anotación  preventiva  según  correspon- 
da;» donde  claramente  se  ve  que  las  palabras  negar  la  inscrip- 
ción^ comprende  lo  mismo  las  negativas  por  faltas  insubsanables, 
que  la  suspensión  y  anotación  consiguiente  por  faltas  subsa- 
nables. 

No  desconocemos  que  puede  explicarse  como  se  explica; 
pero ,  además  de  que  mientras  no  conste  de  una  manera  evi- 
dente como  en  el  artículo  citado;  que  las  palabras  técnicas  se 
emplean  de  una  manera  impropia,  siempre  se  han  de  tomar 
en  su  sentido  tecnológico ;  existen  otros  ejemplos  que  comprue- 
ban la  verdad  de  nuestra  tesis. 

El  art.  66  de  la  Ley,  al  tratar  de  las  reclamaciones  que  pue- 
den hacerse  contra  la  calificación  del  Registrador,  dice :  que 
cuando  se  hubiese  negado  la  inscripción,  el  interesado  puede 
proponer  demanda  ante  los  Tribunales  para  que  se  declare  la 
validez  del  tUiílo  ó  déla  obligación:  luego  se  equipara  la  nulidad 
de  la  obligación ,  con  la  nulidad  del  título ,  y  en  ambos  casos 
procede  denegar;  y  como  esto  presupone  que  la  falta  se  consi- 
dera insubsanable;  es  consecuencia  ineludible,  que  cuando 
el  defecto  ataca  en  absoluto  á  la  validez  del  título,  de  modo 
que  sea  necesariamente  nulo;  adolece  de  falta  insubsanable,  lo 
ndsmo  que  cuando  el  defecto  ataca  necesariamente  á  la  validez 
de  la  obligación. 

Esto  mismo  se  infiere  del  art.  57  del  Reglamento,  cuando  per- 
mite á  los  Notarios  que  puedan  promover  el  recurso  gubernativo 
en  caso  de  suspensión  6  denegación  de  la  inscripción  por  defectos 
en  d  instrumento,  para  solicitar  que  se  declare  que  el  instrumen- 
to se  halla  extendido  con  arreglo  á  las  fonnalidades  y  prescripcio- 
nes legales;  en  donde  indudablemente  se  habla  de  las  faltas  en 
la  forma  del  instrumento,  y  se  declara,  que  pueden  ser  origen 
de  suspensión  ó  de  denegación;  esto  es,  que  pueden  ser  subsa- 
nables  ó  insubsanables. 

Corrobora  lo  dicho  la  comparación  entre  el  art.  57  del  antiguo 
Reglamento  y  el  del  vigente.  Decía  aquél,  que  era  falta  subsa- 
nable  «  el  vicio  ó  defecto  que  estuviese  tan  sólo  en  el  documen- 
to;» comprendiendo  todas  las  faltas  de  forma  de  que  adoleciera; 
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así  las  que  producen  la  nulidad  (vicios),  como  las  que  afectan 
á  su  validez  (defectos),  Al  reformarse  el  Reglamento  en  1869,  se 
variaron  los  términos,  y  en  vez  de  declarar  que  las  faltas  sub- 
sanables  eran  los  vicios  ó  defectos  que  estuviesen  tan  sólo  en  d 
documento,  como  decía  antes,  expresó:  que  eran  los  defectos  que 
estuviesen  tan  sólo  en  la  forma  extema  dd  documento.  Al  supri- 
mir la  palabra  vicios  y  al  sustituir  la  frase  « los  defectos  que 
estuviesen  tan  sólo  en  el  documento,»  por  la  de  «los  defectos  que 
estuviesen  tan  sólo  en  la  forma  externa  del  documento,»  clara- 
mente signiticó  que  los  vicios,  los  defectos  de  forma  que  produ- 
cen la  nulidad  del  documento,  no  podrían  considerarse  faltas 
subsanables. 

También  la  Comisión  de  Códigos  en  el  informe  de  2  de 
En.  de  1864,  sostiene  que  los  defectos  subsanables  han  de  de- 
terminarse gubernativamente,  y  por  la  vía  judicial  los  insubsa- 
nables, y  que  cuando  el  título  adolece  de  algún  vicio  de  nuli- 
dad, por  su  forma,  por  la  incapacidad  de  alguno  de  los  otor- 
gantes ó  por  la  incompetencia  del  Juez,  los  interesados  pueden 
oponerse  á  la  inscripción,  y  el  Registrador  denegarla,  y  en 
cualquiera  de  ambos  ca^os,  pueden  acudir  las  partes  á  los  Tri- 
bunales, para  que  con  arreglo  á  las  leyes  comunes,  se  decida 
sobre  la  validez  del  titulo,  ó  de  la  obligación  en  él  contenida,  ó 
sobre  la  competencia  del  Juez:  luego  si  las  faltas  insubsanables 
han  de  fallarse  por  los  Tribunales,  y  las  nulidades  de  los  títu- 
los por  su  fotoia,  han  de  fallarse  por  los  Tribunales;  por  fuer- 
za han  de  considerarse  faltas  insubsanables,  como  las  que 
afectan  á  la  vaUdez  de  la  obligación  por  la  incapacidad  de  los 
otorgantes,  ó  por  la  incompetencia  de  los  Jueces. 

Véanse  además,  las  R^sols.  de  15  de  Oc.  de  1875,  y  de  17 

de  En.  de  1876,  que  declaran  msubsanables  faltas  que  afectan 

á  las  formas  extrínsecas  de  los  contratos ,  y  téngase  presente, 

que  si  bien  otras  muchas  las  califican  de  subsanables,  es  por- 

qae  \isan  la  palabra  subsanar,  en  el  sentido  que  luego  explica- 

Tan  quebradizo  como  el  que  acabamos  de  reftitar  es  el  argu- 
0iento  siguiente : 
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«Sostener,  dicen,  que  la  Ley  Hipotecaria  reconoce,  de  confor- 
midad con  la  civil,  aunque  indirectamente,  dos  clases  de  defec- 
tos de  forma,  intrínsecos  unos  y  extrínsecos  otros,  colocando  en 
aquella  categoría  los  que  no  desaparecen  por  la  reforma  del  do- 
cumento ó  por  la  extensión  de  otro  nuevo;  sostener  como  conse- 
cuencia de  esta  división  imaginaria,  que  los  primeros  han  de 
considerarse  como  defectos  insubsanables,  y  los  segundos  como 
subsanables,  es  vana  pretensión;  porque  el  existir  defectos  de 
forma  que  no  puedan  desaparecer  por  la  reforma  del  documento 
ó  por  la  extensión  de  otro  nuevo,  es  caso  quimérico  de  todo 
punto.  Los  defectos  de  forma  externa,  ya  recaigan  en  las  circuns- 
tancias esenciales,  ya  en  las  accidentales;  son  susceptibles  de 
enmienda.  De  la  misma  manera  que  cuando  existe  una  falta  de 
las  reconocidas  como  subsanables,  se  enmienda  adicionando 
en  la  escritura  aquello  que  se  ha  omitido,  ó  extendiendo  una 
nueva;  de  igual  modo  puede  enmendarse  la  falta  que  se  cuenta 
entre  las  insubsanables;  porque  si  consiste  en  la  omisión  del 
nombre  de  los  otorgantes,  de  la  cosa  objeto  del  contrato,  del 
poder  del  que  enajena  en  representación  de  otro ;  fácil  es  en  la 
nueva  escritura  declarar  el  nombre,  la  cosa,  el  poder  que  se 
omitió  en  la  primera;  luego  toda  falta  en  el  título,  sea  ó  nó 
causa  de  nulidad,  es  subsanable. » 

Ni  esto  es  cierto  en  la  práctica,  porque  á  menudo  el  requisito 
cuya  omisión  invalida  la  escritura  no  puede  hacerse  constar  en 
la  nueva;  ni  basta  que  se  enmiende  materialmente  el  error  en 
ésta  para  que  se  entienda  subsanado  en  cuanto  á  los  efectos  hi- 
potecarios. El  Registrador  suspende  ó  niega  por  el  título  que  se 
le  presenta:  si  en  él  no  consta  el  nombre  de  los  otorgantes,  para 
él  no  hay  quien  transmita,  ni  acepte,  ni  puede  cerciorarse  de  si 
es  aquél  dueño  de  la  finca,  ni  de  si  tiene  el  derecho  para  trans- 
mitir: si  no  consta  el  inmueble  que  se  transmite,  sucede  lo  mis- 
mo: si  falta  el  poder,  enajena  quien  no  es  dueño;  vicios  todos 
causa  de  nulidad  civil  del  documento,  al  que  á  la  par  le  faltan 
las  circunstancias  que  exige  necesariamente  la  Ley  Hipotecaria 
para  que  pueda  inscribirse* 

Si  pues  el  título  hipotecariamente  no  es  inscribible  y  civil- 
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mente  es  nulo  y  lo  nulo  no  existe;  lo  que  no  existe,  no  es  enmen- 
dable. Las  adiciones  posteriores  carecen  de  virtud  para  comple- 
mentarlo ni  perfeccionado;  porque  se  complementa  y  perfeccio- 
na lo  que  reúne  las  circunstancias  indispensables  para  consti- 
tuir una,  entidad,  aunque  sea  manca  é  imperfecta;  no  aquello 
que  carece  de  todos  los  elementos  que  constituyen  su  naturale- 
za, y  ha  quedado  reducido  en  el  mundo  legal,  á  un  acto  inútil. 
Si  se  extiende  otro  título  evitando  la  falta  en  que  el  primero 
había  incurrido  y  la  falta  estaba  encamada  en  el  contrato,  los 
interesados  habrían  de  volver  á  manifestar  su  voluntad,  y  esta 
nueva  manifestación  constituiría  un  nuevo  contrato  distinto 
del  anterior,  y  su  vida  se  contaría],  no  desde  que  se  celebró  el 
primero,  sino  al  formularse  el  segundo.  Si  la  falta  era  causa  de 
nulidad  del  título,  sucedería  lo  mismo:  al  extenderse  el  segundo 
documento,  se  convahdaríft  la  obligación  desde  aquel  instante, 
pero  antes  de  extenderlo,  no:  el  documento  defectuoso  y  el  per- 
fecto son  independientes  el  uno  del  otro;  no  recibe  el  primero 
vida  del  segundo  ni  éste  trae  su  existencia  del  primero ;  sino 
que  el  defectuoso  murió  al  nacer,  y  el  segundo  le  reemplaza  en 
absoluto:  aquél  no  produjo  efecto  ninguno  civil,  careciendo  de 
toda  fuerza  coactiva  legal;  éste  produce  efectos  en  sí  mismo,  por 
sí  mismo  y  sin  que  su  virtud  y  eficacia  salga  de  él  mismo  para 
comunicar  fuerza  al  documento  inútil.  Como  el  que  es  nulo  no 
purga  su  falta  por  el  transcurso  del  tiempo  según  el  axioma: 
quod  in  principium  nullum  est,  tracto  tempore  convalescere  nequit, 
la  adición  ó  la  extensión  de  un  nuevo  documento,  no  tendría 
virtud  para  hacerle  perder  su  inhabihdad  radical.  Si  la- falta  se 
considerase  subsanable,  cabría  anotarse  el  título  nulo  y  la  ano- 
tación le  reconocería  la  existencia  que  le  niegan  las  leyes ;  resul- 
tando que  por  medio  de  un  documento  sin  valor  legal ,  adquiriría 
el  otorgante  todos  los  derechos  que  da  la  anotación  y  que  im- 
pedirían el  ejercicio  de  los  adquiridos  por  otra  persona,  en  vir- 
tud de  títulos  perfectos  y  legítimos.  (V.  Resol,  de  29  de  Abril 
de  1871.) 

Han  sostenido  otros  la  misma  tesis  de  que  todas  las  faltas, 
sin  excepción,  que  pueden  contener  los  documentos,  son  subsa- 
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nables  por  su  naturaleza,  fundándose  en  el  art.  22,  que  decla- 
ra: « que  toda  omisión  que  impida  inscribir  el  acto  ó  contrato 
se  stíbsanará,  extendiendo  el  Notario  á  su  costa  una  nueva 
escritura,  si  fuere  posible;»  y  como  bajo  la  frase  general  de 
toda  omisión  que  impida  inscribir,  están  comprendidas  lo  mis- 
mo las  que  se  llaman  subsanables  que  las  que  se  llaman  no 
subsanables;  puesto  que  todas  impiden  la  inscripción;  decla- 
rándose que  unas  y  otras  han  de  subsanarse  por  el  Notario,  ha 
de  convenirse  en  que  no  hay  diferencia  entre  ellas,  y  .en  que 
ninguna  por  su  naturaleza  puede  llamarse  insubsanable;  porque 
repugna  poderse  subsanar  y  ser  insubsanables. 

No  ha  de  entenderse  así  el  art.  22:  además  de  que  los  que 
dilucidamos  y  que  tratan  de  la  materia  ex  profeso,  declaran  la 
existencia  de  ambas  clases  de  faltas  y  señalan  entre  ellas  carac- 
terísticas diferencias;  el  art.  22  no  es,  como  hicimos  notar  al 
comentarlo,  materia  de  la  legislación  hipotecaria,  sino  de  la 
notarial  y  se  refiere  tan  sólo  á  la  manera  con  que  ha  de  enmen- 
dar el  Notario  autorizante  los  daños  y  perjuicios  causados  por 
su  impericia  ó  por  su  abandono.  Impone  á  éste  la  obligación, 
de  que  si  no  se  inscribe  un  documento,  porque  en  él  ha  omitido 
algún  requisito  de  los  que  exige  la  Ley  Hipotecaria  para  inscri- 
birlo; extienda  otro  á  sus  costas,  si  es  posible,  en  el  que  com- 
prendía aquella  circunstancia  omitida,  y  á  esto  llama  subsanar 
la  omisión,  que  en  reaUdad  queda  subsanada  materialmente  por 
medio  de  la  nueva  escritura;  pero  no  quiso  dar  á  entender  que 
ese  defecto  que  había  podido  subsanarse  materialmente,  se  en- 
tendiesp  falta  subsanable  en  el  sentido  hipotecario ;  esto  es,  que 
el  documento  cuya  falta  se  había  subsanado  extendiendo  otro 
nuevo,  cualquiera  que  fuese  el  defecto  de  que  adoleciere,  había 
producido  efectos  sin  interrupción  desde  que  se  presentó  en  d 
Registro,  como  los  produce,  según  veremos,  el  que  sólo  adole- 
ce de  faltas  subsanables  en  el  sentido  hipotecario.  (V.  el  §  9.** 
de  este  Coment.) 
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§  5.0 


Folias  que  pueden  ser  subsanMes  ó  instésanables  según  los  ca- 
sos. —  Si  bieu  hemos  dicho  en  el  §  anterior,  que  las  faltas  en  la 
forma  extrínseca  que,  produciendo  nulidad  del  título,  son  in- 
subsanables; á  veces  han  de  considerarse  como  subsanables,  y 
esto  sucede  cuando  hay  motivo  racional  para  dudar  si  realmente 
existe  ó  no  el  defecto  de  que  á  primera  vista  adolece  el  docu- 
mentó.  Porque  el  no  constar  en  ima  escritura  aquella  circuns- 
tancia ó  cláusula,  cuya  omisión  impide  que  se  inscriba,  puede 
ser  motivado,  ó  por  no  existir  en  el  original,  ó  porque  existien- 
do, se  ha  omitido  en  la  copia  que  se  presenta  al  Registro.  En 
el  primea  caso ,  trasciende  á  la  vaUdez  del  título  ó  de  la  obUga- 
ciori  y  será  falta  insubsanable;  en  el  segundo,  la  obUgacion 
queda  incólume  é  igualmente  la  vaHdez  del  título,  y  la  falta 
recae  sólo  sobre  la  forma  externa  del  documento ;  pero  de  un 
modo  accidental  y  pasajero,  que,  como  susceptible  de  reforma 
y  enmienda,  ha  de  tenerse  por  falta  subsanable. 

Preséntase  una  escritura  de  venta:  el  Registrador  suspende 
la  inscripción  porque  no  se  copian  literalmente  las  cláusulas 
que  marcan  las  facultades  del  apoderado  y  califica  este  defecto 
de  subsanable:  se  presenta  el  poder,  no  tiene  facultades  el  apo- 
derado para  enajenar;  el  defecto  presumido  subsanable,  se 
convierte  en  insubsanable:  tiene  facultades;  el  defecto  era 
subsanable,  y  la  venta  se  inscribe.  Pero  es  necesario  para  que 
pueda  estimarse  como  defecto  subsanable;  ó  que  á  primera 
vista  aparezca  que  es  susceptible  de  enmienda,  ó  que,  si  á 
primera  vista  no  aparece,  haya  pié  y  fundamento  en  el  mis- 
mo título,  que  pueda  motivar  la  duda  del  Registrador;  por- 
que si  en  aquél  no  existiese  algo  diminuto  que  pudiese  ampUar- 
se,  si  faltara  totalmente  materia  que  indujese  á  formar  tal  juicio 
tí  Registrador;  la  falta  sería  insubsanable.  Se  presenta  una  es- 
critura en  la  cual  se  ha  omitido  el  pueblo  del  otorgamiento;  ha 
de  considerarse  defecto  subsanable,  porque  á  primera  vista 
Aparece  que  puede  adicionarse  y  enmendarse.  Y  sin  embarga 
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si  resultase  que  la  escritura  se  había  otorgado  fuera  del  distrito 
notarial  del  autorizante,  esa  falta  estimada  subsanablo  se  con- 
vertiría en  insubsanable,  á  causa  de  la  nulidad  que  entrañaba 
el  documento  autorizado  por  un  funcionario  incompetente. 

Se  dice  en  la  escritura  «lian  sido  testigos...»  y  se  olvida  con- 
tinuar los  nombres.  Consta,  es  verdad,  que  han  intervenido  tes- 
tigos; pero  como  ignorándose  quiénes  son,  es  como  si  no  hubie- 
sen intervenido;  en  rigor  de  derecho  el  documento  habría  de 
calificarse  de  nulo  é  ininscribible;  mas  como  el  Registrador, 
tiene  motivo  racional  para  presumir  que  esa  omisión  se  ha  pa- 
decido al  trasladar  la  copia  de  la  matriz;  en  virtud  de  esta  pre- 
sunción racional  y  motivada,  considera  el  defecto  por  de  pron- 
to, como  subsanable,  y  si  se  enmienda  y  reforma  el  documento 
porque  Iqs  nombres  constaban  en  la  matriz,  inscribirá;  y  por 
el  contrario,  denegará  la  inscripción,  si  en  la  matriz  tam(>oco 
constaban  los  nombres.  (V.  Resol,  de  28  de  May.  de  1863.) 

Lo  mismo  decimos  respecto  al  caso  de  no  expresarse  en  un 
testimonio  de  hijuela,  si  en  la  matriz  se  dá  fe  del  conocimiento 
de  los  otorgantes.  Como  el  testimonio  de  hijuela  es  válido  en 
tanto  que  lo  sea  la  matriz ,  si  en  ésta  no  apareciese  dada  la  fe  de 
conocimiento,  el  testimonio  sería  nulo;  si  por  el  contrario  se  dá, 
es  válido,  y  podrá  inscribirse  así  que  se  acredite  en  legal  forma. 

Pero  acontece  quo  en  la  escritura  registrable,  en  lugar  de 
esas  indicaciones  que  hacen  presumir  rma  errata  de  copia,  se 
omite  por  completo  la  cláusula  referente  á  la  presencia  de  los 
testigos;  de  manera  que  no  existe  rastro  de  que  hayan  interve- 
nido en  el  contrato :  como  entonces  el  Registrador  no  encuentra 
en  el  título  indicio  alguno  que  le  dé  pié  ni  le  sirva  de  fundamento 
para  presumir  que  asistieran  testigos ,  sin  cuya  intervención  el 
acto  ó  contrato  es  nulo;  ha  de  negarse  á  inscribirlo;  porque  la 
nuhdad  del  título  consta  sin  atenuaciones,  y  no  hay  términos 
hábiles  para  suponer  que  se  deba  á  que  la  copia  esté  diminuta. 

Lo  que  decimos  respecto  á  las  faltas  que  afectan  á  la  validez 
del  título  para  resolver  cuando  la  falta  es  subsanable  y  cuando 
es  insubsanable,  puede  aphcarse  á  las  faltas  que  produzcan  la 
nulidad  de  la  obligación.  Se  necesita  para  que  se  considere  falta 
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insubsanable,  que  la  nulidad  sea  clara;  pudiendo  considerarse 
subsanable,  cuando  el  defecto  aparente  es  susceptible  de  enmien- 
da por  la  reforma  del  título  ó  la  extensión  de  uno  nuevo  que 
lo  complete. 

Se  otorga  una  escritura  de  venta  por  un  menor:  no  se  expre- 
sa que  haya  comparecido  curador,  ni  que  la  venta  se  haya  he- 
cho con  la  licencia  judicial:  tiene  este  documento  una  falta  in- 
subsanable, por  la  de  capacidad  en  el  menor  para  enajenar  sin 
aquellos  requisitos ;  ya  que  del  título  no  aparece  dato  ningu- 
no que  haga  presumir  que  el  Curador  la  autorizó  y  que  el 
Juez  prestó  la  licencia:  el  Registrador  en  este  caso  denegará  la 
inscripción,  por  ser  insubsanable  el  defecto  de  que  adolece  la 
escritura.  Se  dice  en  ella  que  vende  el  menor  asistido  de  su  Cu* 
rador  y  previas  las  diligencias  judiciales  necesarias :  el  Regis- 
trador ignora  si  las  diligencias  judiciales  que  se  dicen  hechas, 
son  las  que  exige  la  ley;  pero  del  documento  consta  que  se  han 
hecho  algunas:  tiene  pues  aquí  pié  y  fundamento  para  no  dene- 
gar, sino  para  suspender  la  inscripción  hasta  que  se  le  presen- 
ten esas  diligencias  y  pueda  apreciar  si  son  bastantes  ó  no,  ins- 
cribiendo ó  negándose  á  inscribir,  según  el  resultado  del  examen. 
Se  presenta  una  partición  de  bienes  que  interesa  á  menores, 
y  no  aparece  que  la  haya  aprobado  el  Juez :  esta  falta  es  de  un 
requisito  que  sanciona  lo  hecho ,  pero  lo  hecho  que  en  sí  es  vá- 
lido. Como  la  aprobación  judicial  es  im  acto  posterior  y  com- 
plementario, el  defecto  de  que  adolece  la  partición  es  subsana- 
ble,  porque  el  Juez  puede  aprobarla;  mas  si  no  la  aprueba,  el 
defecto  se  convierte  en  insubsanable. 

Creemos  que  á  estas  doctrinas  ha  de  acomodarse  la  intehgen- 
cia  del  art.  19  de  la  Ley,  de  cuyo  contexto  parece  colegirse  que 
es  subsanable  la  falta  de  capacidad  de  los  otorgantes.  Se  caUfi- 
cará  así  y  se  practicará  cuanto  el  artículo  antedicho  previene,  si 
faltan  datos  para  estimar  bastante  justificada  la  capacidad;  mas 
no  cuando  realmente  carezca  de  ella  el  otorgante,  pues  entonces  la 
falta  ha  de  calificarse  de  insubsanable,  como  lo  declara  el  art.  57 
del  Reglamento  de  un  modo  explícito  y  conforme  á  los  princi- 
pios generales  del  derecho.  (V.  Resol,  de  28  de  May.  de  1863.) 
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Por  el  contrario,  algunas  faltas  subsanables  en  principio 
pueden  convertirse  en  insubsanables.  Ejemplo:  el  no  haberse 
aceptado  una  donación,  es  una  falta  subsanable;  mas  si  antes 
de  aceptar  muriese  el  donatario ,  se  convierte  en  insubsanable, 
y  en  vano  el  heredero  pretendería  inscribir  á  nombre  de  su 
causante  los  bienes,  porque  no  los  había  adquirido;  ni  al 
suyo,  porque  no  se  le  habrían  transmitido.  (V.  Sent.  de  23  de 
Dic.  de  1862.) 

A  este  principio  se  ajusta  el  art.  22  de  la  Ley,  al  determinar, 
que  el  Notario  subsane  la  omisión  que  haya  cometido  en  el 
instrvunento  por  él  autorizado,  extendiendo  otro  nuevo  si  fuese 
posible, 

*  Previendo  el  caso  la  R.  O.  de  23  de  Dic.  de  1862,  dictada  ¿ 
virtud  de  consulta  sobre  inscripción  de  documentos  antiguos, 
dispone:  que  se  consideren  como  faltas  insubsanables  Ifus  que 
afectan  á  la  vahdez  del  título,  según  las  leyes  que  determinaban 
la  forma  de  los  instrumentos  púbHcos  en  la  época  en  que  se 
hubiesen  otorgado;  en  el  caso  de  que  por  muerte  de  los  intere- 
sados ú  otra  causa,  no  pudieran  subsanarse  las  faltas.  (V.  el 
§  6.0  de  este  Coment.) 

§6.0 

Enumeración  de  varias  faltas  subsanables. —  Necesario  es  tener 
muy  presente  la  doctrina  que  se  expuso  en  el  §  anterior  de 
este  Comentario,  de  que  pueden  aparecer  en  la  copia  de  la  escri- 
tura ó  del  documento  que  se  presente  á  la  inscripción,  defectos 
que  no  existan  en  la  matriz  ó  en  el  original,  y  por  ello,  que 
cuando  haya  motivos  fundados  para  suponerlo  así ,  han  de 
considerarse  subsanablas  las  faltas  y  anotarse  el  documento, 
en  vez  de  negarse  rotundamente  la  inscripción;  negativa  que 
se  llevará  á  efecto,  cuando  resulte  que  la  falta  notada  en  la 
copia  existe  también  en  el  original. 

Ahora  prescindimos  de  este  caso  no  regular,  ni  frecuente,  y 
partimos  del  principio  de  que  la  omisión  es  real,  hallándose 
copia  y  matriz  conformes  de  toda  conformidad.  También  es  de 
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advertir,  que  para  juzgarlas,  sujetamos  nuestra  clasificación  de 
faltas  subsanables  y  no  subsanables  al  criterio  científico  expues- 
to en  los  anteriores  §§,  si  bien  incluimos  entre  las  unas  y  las 
otras,  las  declaradas  por  la  Dirección,  aimque  contraríen  nues- 
tro modo  de  apreciarlas. 

Contamos,  pues,  entre  las  faltas  subsanables: 

1  a  El  no  estar  eootendidas  las  escrituras  en  el  papel  sellado  co- 
rrespondiente, —  Las  disposiciones  sobre  el  uso  del  papel  sella- 
do que  incluimos  en  el  §  4.^  del  Comentario  al  art.  18,  han  sido 
derogadas  por  la  Ley  provisional  de  la  renta  del  timbre  del 
Estado,  de  31  de  Dic.  de  1881,  por  lo  que,  y  sin  perjuicio  de 
que  los  Registradores  tengan  aquéllas  presentes  al  calificar  los 
títulos  expedidos  con  anterioridad  á  1.^  de  En.  de  1882,  ex- 
tractamos las  disposiciones  de  aquella  que  les  importa  conocer. 

Según  el  art.  3.^,  el  timbre  estará  grabado  en  el  papel 
que  venda  el  Estado  ó  en  sellos  sueltos  é  móviles  y  podrá  ser 
reintegrado  en  metálico  ó  en  el  timbre  especial  de  pagos  al 
Estado. 

Art.  5.^    El  papel  timbrado  será  de  las  siguientes ; 


1.» 

2.a  

....  100  pesetas. 
....     76        > 

CLAÍ 

}ES. 

7.a  .... 
8.a  .... 
9.a  .... 

10  .... 

11  .... 

12  .... 

5  pe 

4 

3.a  

....     60        > 

3 

4.a  

....     25        > 

2 

6.a  

....     16        > 

1 

6.a  

....     10        » 

076 

Timbre  de  oficio,  clase  13.*  0,10  cents. 

Art.  6  o  Los  timbres  móviles  serán  de  igual  valor  y  clase. 
Además  habrá  un  timbre  especial  móvil  de  10  cents,  que  lle- 
vará la  fecha  del  año  á  que  corresponda,  á  fin  de  comprobar 
su  empleo  dentro  del  mismo. 

Art.  8.^  El  papel  del  timbre  de  las  clases  1.»  á  la  12.*,  se 
estampará  únicamente  en  la  primera  hoja  de  cada  pliego.  El 
de  la  clase  13.*  lo  será  en  ambas,  pudiendo  éstas  usarse  sepa- 
radamente cuando  sea  una  suficiente  para  el  contenido  del  do- 
cumento. 
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Art.  11.  El  primer  pliego  de  las  copias  que  se  saquen  de 
los  protocolos ,  de  escrituras  públicas  que  tengan  por  principal 
objeto  cantidad  ó  cosa  valtiable,  deberá  extenderse  en  papel  tim- 
brado con  arreglo  á  la  siguiente  escala  gradual: 


CUANTÍA  DEL  DOCUMENTO. 

Valor  y  clase  del 
timbre. 

Hasta    100 

pesetas 

0'76  clase  12 

De  más  de     100  á 

200 

1 

>       11 

200  á 

600 

2 

>       10 

>              500  á 

1.000 

3 

>         9 

>           1.000  á 

1.600 

4 

>         8 

1.600  á 

2.000 

5 

>         7 

>           2.000  á 

2.500 

10 

>         6 

>           2.600  á 

6.000 

16 

>         6 

5.000  á 

7.600 

25 

>         4 

>           7.600  á 

10.000 

50 

>         3 

>         10.000  á  20.000 

75 

>         2 

20.000  á  60.000 

100 

>         1 

Cuando  la  cuantía  sea  superior  á  50.000  pesetas,  se  exten- 
derá el  primer  pUego  en  el  papel  timbrado  de  la  clase  primera, 
pero  antes  de  entregar  las  escrituras  á  los  interesados,  se  pre- 
sentarán en  la  Oficina  liquidadora  de  derechos  reales,  á  fin  de 
pagar  0,50  céntimos  por  cada  1.000  pesetas  que  quede  sin 
fracción,  contándose  siempre  ésta  por  1.000  pesetas,  y  al  lado 
del  timbre  pondrá  el  Liquidador:  «Visado  »  núm...  fecha  y  su 
sello. 

'  Las  copias  de  las  escrituras  relativas  á  emisión  de  acciones  y 
obügaciones  otorgadas  por  Bancos  y  Sociedades  se  extenderán 
en  papel  del  timbre  de  primera  clase,  y  no  devengarán  más  de- 
rechos, aunque  exceda  su  cuantía  de  50.000  pesetas.  (Art.  12.) 

Servirá  de  tipo  regulador: 

En  el  contrato  de  compra-venta  y  cesiones  á  título  oneroso» 
el  precio. 

En  las  permutas,  el  importe  de  las  partes  de  más  valor. 

En  las  adjudicaciones  para  pago  de  deudas ,  el  valor  de  los 
bienes  adjudicados. 

En  las  cesiones  á  título  gratuito,  el  valor  de  los  bienes  cedi- 
dos. (Art.  13.) 
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En  las  ventas  y  redenciones  de  censos  y  gravámenes  de  esta 
naturaleza ,  la  cantidad  en  que  éstos  se  vendan  ó  rediman.  (Ar- 
tículo 14.) 

En  los  actos  y  contratos  relativos  á  servidumbre,  cuando  su 
Talor  no  conste,  se  determinará  el  timbre  que  ha  de  emplearse 
por  la  cuarta  parte  del  valor  de  la  propiedad  plena,  excepto  en 
el  usufructo  vitalicio ,  que  se  apreciará  por  la  mitad  del  valor 
de  la  propiedad.  La  misma  base  servirá  de  tipo  regulador  en 
la  transmisión  del  usufructo  voluntario,  cuando  no  conste  el 
valor.  (Art.  15.) 

En  los  arriendos  y  subarriendos  de  todas  clases ,  la  suma  de 
la  renta  ó  alquiler  de  un  año.  (Art.  16.) 

En  la  constitución  de  hipotecas,  novación  ó  extinción  de  las 
mismas ,  el  valor  de  la  obligación  principal.  (Art.  17.) 

En  la  hijuela  que  se  expida  á  cada  interesado  en  una  parti- 
ción, el  primer  pUego  será  del  timbre  correspondiente  al  valor 
líquido  de  los  bienes  que  le  hubiesen  sido  adjudicados,  y  si  no 
consta,  servirá  de  base  el  de  la  capitalización  déla  riqueza  ün- 
poniblo  al  5  por  100.  (Art.  19.) 

En  las  copias  de  las  escrituras  adicionales  hechas  para  sub- 
sanar defectos  ú  omisiones  en  otras  escrituras,  ó  para  aclarar 
alguna  de  sus  cláusulas  ó  conceptos,  se  usará  del  timbre  en 
que  se  haya  otorgado  la  primera  escritura ;  pero  no  se  deven- 
gará cantidad  alguna  por  el  exceso  de  valor  superior  á  50.000 
pesetas,  estando  por  tanto  exceptuadas  de  lo  dispuesto  en  el 
art.  12. 

Si  el  defecto  subsanable ,  habiendo  varias  fincas  comprendi- 
das en  una  escritura ,  afectase  á  una  sola  que  fuera  objeto  de 
ln  adicional,  se  empleará  el  papel  timbrado  que  corresponda  al 
valor  de  dicha  finca,  haciendo  constar  el  Notario  al  final  del 
dociunento  esta  circunstancia  (1).  (Art.  20.) 

Se  empleará  el  timbre  de  10  pesetas,  clase  6.^,  en  el  primer 


(1)     Aplaudimos  esta  disposición ,  cuya  justicia  sosteníamos  en  la  pág.  189, 
tomo  n ,  al  ocuparnos  de  la  R.  O.  de  28  de  Marzo  de  1865. 


Digitized  by  VjOOQ IC 


288  COMENTARIO 

pliego  de  las  copias  de  las  escrituras  que  se  refieran  á  objeto 
no  váluable^  con  las  excepciones  siguientes: 

1.^    Timbre  de  50  pesetas,  clase  3.^  Los  testamentos  cerra- 
dos que  se  protocolicen  después  de  su  apertura. 
,  5.*    Timbre  de  5  pesetas,  clase  T.»  En  los  poderes  de  todas 
clases  y  en  las  licencias  maritales. 

6>  Timbre  de  3  pesetas ,  clase  9.*  En  las  substituciones  y 
revocaciones  de  éstos. 

1,^    Timbre  de  dos  pesetas;  clase  10. 

(b)  Las  copias  de  las  escrituras  de  reconocimiento  de  censos, 
derechos  reales  y  demás  imposiciones  análogas. 

(d)    Las  de  subastas  extrajudiciales  de  bienes  inmuebles. 

Los  despachos  de  apremios  por  débitos  de  contribuciones. 
(R.  Ó.  de  7  de  Jul.  de  1882.) 

Timbre  de  una  peseta,  clase  11.* 

(a)  Las  informaciones  y  certificaciones  de  posesión  á  que  se 
refieren  los  arts.  397  al  404  de  la  Ley  Hipotecaria  y  las  copias  de 
las  mismas  expedidas  por  los  Notarios  cuando  aquéllas  se  pro- 
tocolicen (1). 

(b)  Las  relaciones  de  los  bienes  que  se  presenten  para  la 
inscripción  de  los  testamentos  anteriores  á  la  Ley  Hipotecaria. 

Timbre  de  75  céntimos,  clase  12. 

(c)  El  2.^  y  siguientes  pHegos  en  las  copias  de  las  escrituras. 

(d)  El  necesario  para  la  legalización  que  extienden  los  No- 
tarios y  para  la  nota  de  los  Liquidadores  y  Registradores,  cuan- 
do no  quede  espacio  suficiente  en  el  papel  en  que  se  halle  ex- 
tendido el  documento. 

Timbre  de  10  céntimos ,  clase  13.  Las  copias  de  las  escritu- 
ras otorgadas  á  nombre  del  Estado,  ó  en  asuntos  del  servicio 
púbhco,  siempre  que  no  haya  parte  interesada  á  quien  cor- 
responda pagarlas.  Los   índices  de  los  documentos  sujetos  á 


(1)  Como  según  el  art.  328  del  Reglamento,  los  expedieLtes  de  información 
posesoria  han  de  archivarse  en  la  Secretaría  del  Juzgado  en  que  se  instruyeron, 
suponemos  que  á  esos  funcionarios ,  no  á  los  Notarios ,  se  refiere  esa  dispo- 
sición. 


Digitized  by  VjOOQ IC 


ARTS.  65,  66  Y  67,  §  6.0  289 

inscripción  otorgados  ante  Notario,  que  éste  ha  de  remitir  cada 
trimestre  á  los  Registradores.  Las  copias  de  los  instrumentos  á 
cargo  de  Ips  pobres  de  solemnidad  (art.  21) ,  y  los  expedientes 
de  apremio  para  el  pago  de  contribuciones,  sin  perjuicio  del 
reintegro  del  importe  del  papel  del  sello  12.  (R.  O.  de  7  de  Ju- 
Ho  de  1882.) 

Se  empleará  timbre  suelto  de  10  céntimos. 

7.0  En  los  recibos  que  se  soliciten  de  la  presentación  de 
instancias  ó  documentos  en  las  Oficinas  públicas,  que  inutiliza- 
rán los  encargados  de  los  Registros  (art.  31),  incurriendo  si  no 
lo  exigen,  en  la  multa  de  10  pesetas  por  cada  timbre ,  y  en  el 
reintegro  de  éste.  (Art.  33.) 

Timbre  de  una  peseta,  clase  11. 

1.^    Las  certificaciones  que  expidan  los  Registradores. 

2.0  Las  notas  adicionales  para  la  rectificación  de  los  asien- 
tos defectuosos  en  los  antiguos  Registros.  (Art.  58.) 

Timbre  de  75  céntimos,  clase  12.  Todos  los  memoriales, 
instancias  y  solicitudes  que  se  presenten  ante  cualquiera  Auto- 
ridad no  judicial.  (Art.  74.) 

Desde  l.o  de  Enero  de  1882,  queda  abolido  el  impuesto  ti- 
tulado de  guerra.  (Art.  198.) 

Queda  derogada  igualmente  toda  la  legislación  anterior  so- 
bre la  renta  del  papel  sellado  y  timbre  de  guerra.  (Art.  199.) 

Mientras  no  se  establezca  la  unificación  tributaria ,  ó  el  Go- 
bierno no  acuerde  otra  cosa,  seguirán  rigiéndose  las  Provin- 
cias Vascongadas  por  lo  dispuesto  en  el  R.  D.  de  28  de  Febre- 
ro de  1878;  no  siendo  aplicable  la  Ley  dentro  de  su  circuns- 
cripción ;  pero  sí  cuando  los  documentos  hayan  do  surtir  efectos 
fuera  deeUa,  con  arreglo  á  la  R.  O.  de  26  de  Abril  de  1879, 
que  queda  vigente.  (Art.  201.)  (V.  el  §  4.^  del  Com.  al  art.  18.) 

No  encontramos  en  la  Ley  de  31  de  Diciembre  de  1881,  nin- 
guna disposición  análoga  á  la  contenida  en  el  art.  73  del  R.  D. 
de  12  de  Setiembre  de  1861,  respecto  á  reintegro  del  papel  em- 
pleado en  los  documentos  expedidos  en  el  extranjero  por  fun- 
cionarios españoles.  (V.  el  §  4.o,  Com.  al  art.  18.)  Creemos,  sin 
embargo,  que  no  ha  entrado  en  el  ánimo  del  Legislador  conce- 
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der  efectos  á  esos  documentos  extendidos  en  papel  común ,  y 
que  los  Registradores  han  de  suspender  su  inscripción  hasta 
que  se  una  el  papel  de  reintegro  correspondiente. 

Expuestas  ya  las  principales  disposiciones  sobre  uso  del  papel 
sellado  en  las  escrituras  públicas,  corresponde  ahora  determi- 
nar, si  el  haberse  extendido  en  papel  de  timbre  diferente,  cons- 
tituye falta  que  impida  inscribirla.  La  Dirección  en  8  de  Abril 
de  1863  y  18  de  En.  de  1864,  sentó  la  doctrina,  de  que  era  falta 
subsanable,  que  impedía  se  inscribiese,  y  la  de  26  de  Ag.  de 
1863,  que  afectaba  á  las  formas  extrínsecas  del  documento. 

Posteriormente,  en  31  de  May.  de  1878,  declaró:  que  aunque 
el  indicado  defecto  no  es  de  los  que  según  la  Ley  Hipotecaria 
impiden  la  inscripción  definitiva  del  documento,  el  Registrador 
en  concepto  de  lAquidador ,  debió  abstenerse  de  practicar  la  Hqui- 
dacion,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  88  del  R.  D.  de  12  de  Se- 
tiembre de  1861,  y  dar  parte  á  las  Autoridades  de  Hacienda 
para  que  se  decidiera  si  había  ó  no  defraudación.  Y  no  sólo  el 
artículo  88  citado  prescribía  que  no  se  admitiesen  en  las  Ofici- 
nas los  documentos  extendidos  en  el  papel  sellado  no  corres- 
pondiente, sino  que  el  art.  72  de  la  Instrucción  de  26  de  Oc- 
tubre de  1861,  aprobada  en  10  de  Noviembre,  previno  á  los 
Escribanos-Registradores  de  hipotecas,  se  abstuviesen  bajo  su 
responsabilidad  de  tomar  razón  de  las  escrituras  y  documentos 
que  se  les  presentasen  en  papel  de  distinta  clase;  siendo  de  ex- 
trañar que  en  la  citada  Resol,  de  31  de  May.  de  1878,  no  se 
mencionara  dicho  artículo. 

A  propósito  hemos  usado  al  principio  la  frase  t  extensión  del 
documento  en  papel  de  timbre  diferente]y>  porque  era  la  que  em- 
pleaba el  art.  72  de  la  Inst.,  motivando  la  duda,  de  si  debería  re- 
chazarse lo  mismo  la  escritura  extendida  en  papel  del  sello  in- 
ferior ,  que  la  que  lo  estuviere  en  pHegos  de  clase  superior  á  la 
correspondiente.  Aunque  hoy  ya  no  rige  el  art.  72  citado,  cree- 
mos, que  no  obstante  él,  procedía  la  inscripción  de  las  escritu- 
ras extendidas  en  papel  superior,  fundándonos  en  las  siguien- 
tes razones:  l.o  En  que  no  hay  defraudación  para  la  Hacien- 
da. 2.^  En  que  castigándose  por  regla  general  las  infracciones 
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del  R.  D.  de  12  de  Set.  de  1861  con  el  reintegro  de  la  cantidad  en 
que  se  haya,  perjtidicado  á  la  Hacienda  y  con  multa  equivalente 
al  cuadruplo  de  su  importe  (art.  79) ;  no  habiendo  perjuicio, 
sino  beneficio;  no  puede  haber  reintegro  ni  multa;  y  no  pudién- 
dose imponer  estas  penas  á  los  que  usaron  el  papel  sellado  su- 
perior, menos  podrán  imponerse  á  los  funcionarios  que  autori- 
zasen ó  diesen  curso  á  los  documentos  respectivos.  3.^  En  que 
lo  que  abunda  no  daña  y  supuesta  la  legitimidad  del  papel,  no 
vemos  razón  alguna  que  abone  el  rechazar  el  instrumento  ex- 
tendido en  el  de  clase  superior.  Esta  doctrina  encuentra  apoyo 
en  la  misma  Instrucción  al  determinar  en  el  art.  16,  que  á  los 
testamentos  cerrados  extendidos  en  papel  común  ó  sellado  in- 
ferior á  la  clase  señalada ,  se  acompañe  el  reintegro  correspon- 
diente; sin  que  prevea  el  caso  de  que  se  use  papel  de  sello  su- 
perior, ni  le  imponga  penalidad  alguna. 

Además ,  podemos  citar  en  pro  de  esta  doctrina,  la  Resol,  de 
8  Ab.  de  1863,  que  para  declarar  inscribibles  títulos  que  com- 
prendan dos  ó  más  contratos,  cuando  se  hallan  extendidos  en 
el  papel  que  corresponde  al  de  mayor  cuantía;  se  funda  en  que 
no  hay  perjuicio  para  la  Hacienda,  ni  para  los  particulares. 
Podrá  la  razón  ser  falsa;  pero  el  espíritu  que  informa  la  Reso- 
lución confirma  la  verdad  de  nuestras  opiniones. 

No  es  ciertamente  más  claro  el  art.  23  de  la  Ley  de  31  de  Di- 
ciembre de  1881.  Declara  responsable  al  Registrador  que  des- 
pués de  recibir  un  documento  extendido  en  el  papel  de  timbre 
que  no  proceda ,  no  lo  comunique  á  la  Administración  Econó- 
mica, en  término  de  tercero  día  para  que  se  subsane  el  defecto 
con  el  pago  de  reintegro  y  multa ;  circunstancia  indispensable 
para  llevar  á  cabo  la  inscripción ;  pero  como  las  razones  antes 
expuestas  son  apUcables,  lo  mismo  á  dicho  art.  23,  hoy  vigente, 
que  al  72  de  la  Instrucción  aprobada  en  10  de  Nov.  de  1861, 
insistimos  en  que  no  debe  rechazarse  la  escritura  autorizada  en 
papel  de  timbre  de  superior  clase  al  correspondiente. 
Resumiendo  <  el  estar  extendido  un  documento  en  papel  de 

timbre  inferior  al  que  le  corresponda,  no  es  falta  subsanable 

ni  insubsanable,  en  el  sentido  aceptado  por  el  art.  65  de  la 

TOMO   111  16 
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Ley;  pero  sí  es  defecto  que  produce  el  que  se  suspenda  la  ins- 
cripción, porque  respecto  de  los  anteriores  á  1.^  de  Enero 
de  lfe82,  el  art.  88  del  R.  D.  de  12  de  Set.  de  1861,  prohibía  en 
general  que  se  admitieran  en  ninguna  Oficina  los  documentos 
que  no  se  hallaran  extendidos  en  el  papel  correspondiente;  y  el  72 
de  la  Instrucción  de  26  de  Oct.  del  mismo  año,  prevenía  á  los 
Escribanos-Registradores  de  hipotecas  se  abstuviesen  de  tomar 
razón  de  ellas.  Respecto  de  los  otorgados  después  de  31  deDic.  de 
1881,  el  art.  23  de  la  Ley  de  esta  fecha,  declara  que  es  circims- 
tancia  indispensable  para  llevar  á  efecto  la  inscripción  de  docu- 
mentos no  extendidos  en  el  papel  de  timbre  que  proceda,  el 
previo  pago  del  reintegro  y  la  multa;  pero  aunque  la  inscrip- 
ción no  se  verifique,  como  el  defecto  es  susceptible  de  subsa- 
nacion ,  puede  anotarse  preventivamente. 

Por  R.  O.  de  11  de  Junio  de  1881,  se  declaró  vigente  el  ar- 
tículo 72  del  R.  D.  de  12  de  Set.  de  1861,  que  prohibe  habili- 
tar el  papel  común  ó  el  de  un  sello  por  otro ;  salvo  en  los  casos 
de  urgente  necesidad  en  que  los  Tribunales  ó  el  Gobernador  de 
la  respectiva  Provincia  pueden  autorizar  la  habilitación  del^que 
hiciese  falta,  dando  cuenta  al  Gobierno. 

Tenemos  por  cierto,  que  tanto  la  R.  O.  como  el  art.  72  están 
derogados  y  que  hoy  no  cabe  habiUtacion  de  papel ;  pero  con 
arreglo  al  art.  26  de  la  repetida  Ley  de  31  de  Dic.  de  1881, 
cuando  no  haya  en  la  locaüdad  papel  del  timbre  que  sea  nece- 
sario, y  no  sea  fácil  proporcionárselo  en  otra,  los  Notarios,  en 
caso  de  urgencia,  lo  harán  constar  de  una  manera  auténtica  en 
el  mismo  documento,  en  descargo  de  su  responsabilida3;  sin 
perjuicio  del  reintegro  por  quien  corresponda. 

Ese  mismo  art.  26  nos  autoriza  á  creer  que  está  derogada  la 
R.  O.  de  17  de  Dic.  de  1875,  que  imponía  á  los  Notarios  el 
deber  de  adquirir  el  papel  sellado  en  determinadas  expendedu- 
rías y  el  de  expresar  en  los  testimonios  y  copias  la  numeración 
de  los  pliegos  en  que  se  expidiesen;  deber  que  algunos  Regis- 
tradores, contra  nuestra  opinión,  creyeron  de  imprescindible 
cumplimiento,  para  ser  inscritos,  los  respectivos  títulos. 

2,*    La  de  no  constar  acreditada  la  capacidad  en  los  otorgafües 
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que  covUratan  por  otros.  Según  Resol,  de  28  de  May.  de  1863, 
cuando  contratan  por  los  incapacitados  los  que  pueden  ser  con 
anreglo  á  la  ley  sus  representantes,  y  no  se  acredita  la  repre- 
sentación, ha  de  considerarse  el  defecto  subsanable;  lo  mismo 
que  cuando  no  se  acredita  en  debida  forma  la  personalidad  del 
vendedor,  según  Resol,  de  29  de  Jul.  de  1866,  y  cuando  no  se 
inserta  el  poder  en  la  escritura,  según  la  de  14  de  Jul.  de  1867; 
y  la  razón  es,  que  pueden  acreditar  aquella  representación. 

¿Será  indispensable  que  se  acompañe  ó  se  inserte  Integro  el 
poder?  La  Resol,  de  13  de  May.  de  1880,  declara  que  basta  que 
el  Notario  dé  fe  de  que  existe  el  poder  y  que  se  describa  éste,  de 
modo  que  puedan  apreciarse  bien  las  facultades  del  apoderado. 
Parécenos  algo  expuesto  que  el  Registrador  se  satisfaga  sólo 
con  la  descripción  del  poder  hecha  por  el  Notario;  porque  está 
dentro  de  lo  posible ,  que  se  omita  alguna  circunstancia  intere- 
sante para  apreciar  la  extensión  y  límites  del  poder.  Por  ello 
estimamos  más  sana  la  doctrina  que  en  general,  y  conforme 
con  la  práctica,  sienta  la  Resol,  de  11  de  Nov.  de  1880,  de  que 
para  apreciar  la  capacidad  legal  del  que  obra  en  nombre  ajeno  ó 
emo  cama-habiente  de  otra  persona,  es  indispensable  que  los  do- 
cumentos que  la  acreditan  resulten  en  la  misma  escritura  ó  se  " 
presenten  con  ella. 

Como  consignamos  en  el  §  2.^,  el  no  dar  fe  el  Notario,  de  la 
capacidad  legal  de  los  otorgantes ,  no  se  reputa  falta.  (Resol,  de 
18  Ab.  1879.) 

3.*  El  no  constar  la  aceptación  del  adquirenie.  Esta  falta  se- 
gún Resols.  de  19  de  Jun.  de  1863,  9  y  23  de  Mar.  de  1864,  y 
3  de  Mar.  de  1868,  es  subsanable  y  basta  presentar  la  escritura 
en  que  conste  la  aceptación.  Con  arreglo  á  la  de  23  de  Mar.  de 
1864,  no  se  inscribirá  el  documento  en  que  se  constituye  hipo- 
teca á  favor  del  Estado,  mientras  no  conste  su  aceptación  por 
los  representantes  de  la  Hacienda,  lo  que  equivale  á  declarar 
que  es  defecto  subsanable;  pues  si  bien  la  Hacienda  califica  de 
nulo  el  documento,  la  Dij^ccion  no  lo  dice,  ciñéndose  á  disponer 
como  debía,  que  no  se  inscribiera.  Este  caso  puede  considerarse 
excepcional,  porque  las  hipotecas  siempre  se  inscriben  aunque 
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no  conste  la  aceptación  del  acreedor;  por  más  que  esto  no  8e 
compadezca  bien  con  los  principios  generales  que  reinan  en  ma- 
teria de  contratos.  De  esto  trataremos  con  la  necesaria  exten- 
sión en  los  Coments.  al  Tít.  v,  de  la  Ley.  Sobre  la  aceptación 
(Je  los  contratos.  (V.  las  Besols.  de  25  de  Jun.  de  1877,  29  de 
Dic.  de  1880  y  la  Sent.  de  9  de  Diciembre  de  1864.) 

á.^  La  de  omitirse  alguna  de  las  circunstancias  que  exigen,  en 
la  descripción  de  Uis  fincas,  el  art  9P  de  la  Ley  y  d  25  dd  Begla- 
mentó.  Aunque  no  se  trate  de  la  primera  inscripción  del  do- 
cumento ha  de  describirse  la  finca,  no  bastando  que  se  haga 
referencia  á  la  respectiva  inscripción,  folio  y  tomo  en  que  apa- 
rezca hecha;  ni  aun  añadiendo  que  no  han  variado  su  natura- 
leza y  linderos.  Así  se  resolvió  en  23  de  Jun.  de  1874,  y  como 
en  realidad,  la  descripción  estaba  hecha  en  el  Registro  y  podía 
extenderse  la  anotación  en  el  respectivo  asiento  especial ,  y  lo 
único  que  faltaba  era  la  fórmula  de  la  enumeración  de  las  cü^ 
cunstancias  en  el  mismo  documento,  había  de  considerarse  co- 
mo falta  subsanable,  la  que  en  otro  caso  calificamos  de  falta 
insubsanable. 

Dispone  el  núm.  1.^  del  art.  9.^  de  la  Ley,  que  en  toda  ins- 
cripción se  exprese  la  naturaleza  de  la  finca,  manifestando  según 
la  regla  1.a  del  art.  25  del  Reglamento,  si  es  rústica  ó  urbana  y 
el  nombre  con  que  las  de  su  clase  son  conocidas;  pero  como  la 
falta  de  esta  circunstancia  no  produce  necesariamente  la  nuli- 
dad de  la  inscripción;  porque  para  eso  sería  menester  que  se 
hubiesen  omitido  todos  los  demás  requisitos  que  comprende  el 
número,  es  evidente  que  el  no  determinarse  en  el  título  la  na- 
turaleza de  la  finca,  es  falta  subsanable.  ¿Pero  es  necesario  que 
se  exprese  materialmente  si  la  finca  es  rústica  ó  urbana?  Basta 
á  nuestro  juicio  que  en  el  título  consten  datos  suficientes  para 
que  el  Registrador  aprecie  su  naturaleza.  Así  por  ejemplo,  si  en 
la  escritura  se  dice  cortijo,  viña,  oUvar,  casa  sita  en  poblado,  etc., 
aunque  no  se  califique  de  rústica  ó  urbana  no  se  suspenderá  la 
inscripción;  pero  si  solo  se  dice:  t Finca  situada  en  tal  parte  que 
linda  etc.,»  procede  que  se  suspenda  hasta  que  se  determine 
su  naturaleza.  Es  necesario,  sin  embargo,  que  el  Registrador 
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adquiera  completa  seguridad  de  la  naturaleza  de  la  finca,  eu  aten- 
ción á  que  muchas  veces  un  terreno  puede  ser  finca  urbana  y  un 
edificio  finca  rústica.  En  caso  de  que  exista  la  menor  duda,  ñe 
ha  de  estimar  falta  subsanable,  como  se  desprende  de  la  Reso- 
lución de  21  de  Jul.  de  1863,  dictada  con  motivo  de  una  consulta 
del  Registrador  de  Cangas  de  Tineo,  que  considera  así  dicha 
falta  y  la  de  no  designarse  los  linderos  por  los  puntos  cardinales 
de  Norte,  Sur,  Este  y  Oeste;  sino  por  arriba,  abajo  y  ambos  la- 
dos, en  razón  á  ser  muy  común  en  los  pueblos  aplicar  aquellos 
nombres  según  el  curso  de  las  aguas  ó  la  elevación  del  terreno; 
denominación  peculiar  de  localidad  sólo  conocida  por  sus  ha- 
bitantes, variable  en  cada  punto  y  ocasionada  por  lo  tanto  á 
confusiones  en  el  Registro. 

Hay  quien  sostiene  que  la  falta  de  imo  ó  de  dos  de  los  Hnde- 
ros  no  es  motivo  para  que  se  suspenda  la  inscripción,  y  se  fun- 
dan, en  que  á  tenor  del  art.  32  de  la  Ley,  si  la  omisión  no  es 
de  todas  las  circunstancias  comprendidas  en  uno  de  los  núme- 
ros del  art.  9.^,  sólo  se  declarará  la  nulidad,  en  el  caso  de  que 
se  llegue  á  producir  el  error  ó  el  perjuicio.  Carece  de  fuerza  este 
argumento,  porque  desde  el  punto  en  que  el  art.  9.^  de  la  Ley 
y  25  del  Reglamento  exigen  que  las  inscripciones  contengan 
los  linderos  de  los  inmuebles ;  aun  cuando  la  falta  de  ellos  no 
sea  causa  de  uuUdad  de  la  inscripción,  ni  del  título;  es  falta  de 
la  perfección  de  éste  y  del  complemento  de  la  inscripción,  y  si 
bien  á  no  haberlo  exigido  la  Ley  Hipotecaria,  no  se  considera- 
ría falta,  sino  en  el  orden  civil;  exigiéndolo,  el  no  cumplirlo  ha 
de  estimarse  falta;  y  no  atacando  la  validez  del  título,  ni  la  de 
la  obligación,  falta  subsanable.  La  R.  Ó.  de  7  de  Oct.  de  1867, 
confirma  esta  doctrina,  al  considerar  como  subsanable  la  falta 
de  los  linderos.  (V.  el  §  4.^  del  Coment.  al  art.  9.<^  y  la  Resol,  de 
22  de  Jul.  de  1874.) 

Según  Resol,  de  20  de  Ab.  de  1864,  si  en  el  título  se  omite  el 
nombre  del  riego,  partido  ó  sitio  donde  radiquen  las  fincas,  pro- 
cede anotar,  á  no  ser  que  se  exprese  que  aquel  sitio  no  es  cono- 
cido con  ningún  nombre  particular,  en  cuyo  caso  ha  de  ins- 
cribirse. 
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Contraria  á  esta  Resolución ,  nos  parece  la  de  18  de  Mar.  de 
1867,  según  la  cual  basta  para  determinar  la  situación  de  la  fin- 
ca, y  por  consiguiente,  para  que  pueda  ser  inscrito  el  título  en 
que  conste,  que  se  indique  el  término  en  que  se  halla  y  sus  lin- 
deros por  los  cuatro  puntos  cardinales.  Estimamos  que  esta 
Resolución  es  la  que  más  se  ajusta  á  l$eS  prescripciones  de  la  Ley 
Hipotecaria. 

También  se  consideran  faltas  subsanables  por  afectar  á  la 
descripción  de  la  finca,  el  que  no  conste  á  cuál  de  las  que 
comprende  el  documento  presentado ,  grava  la  servidumbre  de 
camino.  (Resol,  de  4  de  Set.  de  1863.)  El  no  expresarse  el  nú- 
mero y  calle  donde  está  sita  la  casa.  (Resol.  10  Nov.  1865.)  La 
equivocación  material  del  pueblo  donde  radica  la  finca.  (Reso- 
lución de  5  de  Jul.  de  1866.)  La  falta  de  expresión  de  la  situa- 
ción y  lindes  de  unas  canteras  en  arriendo.  (Resol.  29  Nov.  1870.) 

Réstanos  advertir  que  si  se  trata  de  bienes  adquiridos  por 
herencia,  será  necesario  que  se  describan  según  hemos  consig. 
nado  en  el  §  3.o  del  Coment.  al  art.  21. 

Respecto  á  cuando  las  faltas  de  la  descripción  de  las  fincas 
constituyen  defectos  insubsanables,  véase  lo  que  decimos  en  el 
§  7.^  de  este  Comentario. 

5.*  El  fw  constar  la  licencia  ó  atUorízacion para  contratar^  de  la 
persona  que  debe  prestarla. 

(a)  Cuando  el  heredero  instituido  con  la  cláusula  resoluto- 
ria, de  que  si  muere  sin  hijos  ha  de  pasar  la  herencia  al  substitu- 
to, dispone  de  las  fincas  heredadas,  sin  la  intervención  ni 
anuencia  de  éste;  la  escritura  adolece  de  defecto  subsanable, 
según  la  Resol,  de  27  de  Oct.  de  1863,  contrariada  por  la  de  22 
de  Feb.  de  1864,  que  expone  la  verdadera  doctrina,  respecto  á 
enajenaciones  de  fincas  poseídas  con  esta  condición ,  y  de  la  que 
trataremos  en  el  Comentario  al  art.  109  de  la  Ley  Hipotecaria. 
La  Resol,  de  26  de  Mar.  de  1867,  acepta  los  principios  de  la  de 
1864  y  resuelve  según  los  de  la  de  1863;  puesto  que  exige  para 
que  se  inscriba  la  redención  de  un  censo  otorgada  por  el  here- 
dero, que  se  acredite  la  aprobación  de  la  usufructuaria,  y  al 
mismo  tiempo  resuelve  que  se  inscriba  en  la  forma  prevenida 
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en  la  Resol,  de  22  de  Feb.  que  declara  no  ser  necesario  que  cons- 
te la  aprobación  del  favorecido  por  la  condición  resolutoria. 
(V.  el  §  7.0  de  este  Coment.) 

(h)  Es  falta  subsanable  la  que  contienen  los  contratos  otor- 
gados, sin  licencia  del  marido,  por  una  mujer  casada.  La  Direc- 
don  la  declara  insubsanable  en  sus  dos  Resoluciones  de  4  y  13 
de  Jun.  de  1879;  no  porque  fuese  su  opinión,  tratándose  de  mu- 
jeres casadas  en  Cataluña,  sino  rindiendo  tributo  á  la  jurispru- 
dencia establecida  por  el  Tribunal  Supremo,  que  en  su  concep- 
to declara  nulos  esos  contratos. 

La  cuestión  es  importante  y  merece  detenido  examen.  El 
fundamento  para  sostener  que  la  falta  es  insubsanable,  puede 
reducirse,  á  que  el  art.  49  de  la  Ley  de  Matrimonio  civil  prohi- 
be contratar  á  la  mujer  sin  licencia  del  marido;  que  el  50  de- 
clara nulos  estos  actos,  sino  fueran  ratificados  expresa  ó  tácita- 
mente por  el  marido ,  y  que  las  Sentencias  del  Tribunal  Supre- 
mo, se  hallaban  también  conformes  con  esta  doctrina. 

Cuatro  son  las  que  se  citan :  las  de  25  de  Nov.  y  9  de  Diciem- 
bre de  1864,  la  de  12  de  May.  de  1866  y  la  de  9  de  Jul.  de  1874. 
Prescindiendo  de  la  primera,  que  apenas  presta  algún  débil  ar- 
gumento de  inferencia;  de  la  segunda,  que  no  hemos  encontrado 
en  la  Colección,  y  de  la  cuarta  que  más  bien  es  contraria  que 
favorable  á  la  opinión  que  combatimos;  pues  sienta  la  doctrina 
de  que  las  leyes  especiales  de  Cataluña  autorizan  á  la  mujer 
casada  para  administrar  y  disponer  hbremente  de  los  bienes 
parafernales  con  independencia  del  marido ,  y  que  los  Tribuna- 
les deben  fundar  sus  fallos  en  esas  leyes  especiales  y  no  en  las 
de  Castilla  que  sólo  son  supletorias  en  aquel  país;  nos  fijaremos 
en  la  Sent.  de  12  de  May.  de  1866,  principal  apoyo  de  la  Di- 
rección, y  que  se  pronunció  con  motivo  de  cuestiones  suscita- 
das sobre  bienes  parafernales,  sitos  también  en  Cataluña. 

Declárase  en  ella,  que  si  bien  con  arreglo  al  espíritu  de  la 
Ley  22,  Tít.  xxx,  Lib.  vi  de  las  Constitticiones  de  Cataluña,  en 
armonía  con  lo  dispuesto  en  la  Ley  17,  Tít.  xi,  Part.  4.a,  corres- 
ponde á  la  mujer  casada  el  señorío  y  administración  de  los 
bienes  parafernales;  se  halla  limitada  esta  facultad,  ó  es  sin 
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perjuicio  de  la  prohibición  consignada  en  la  Ley  11,  Tít.  i,  Li- 
bro X,  de  la  Nov.  Recop.,  que  dispone,  que  la  mujer  no  pueda 
contratar  sin  licencia  de  su  marido  (1). 

Pero  esta  Ley  no  ha  de  estudiarse  sola:  forma  un  todo  con 
la  14.*  que  establece  que  el  marido  puede  ratificar  lo  hecho  sin 
su  licencia;  como  lo  declara  la  Sent.  de  10  de  Oct.  de  1861;  y 
como  lo  que  es  nulo  no  puede  ratificarse,  se  ha  de  convenir  en 
que  la  nulidad  no  es  absoluta,  no  es  radical,  sino  condicional 
y  relativa;  pendiente  de  la  ratificación  del  marido. 

Doctrina  es  además  corriente,  que  cuando  el  consentimiento 
es  'pro  forma,  ha  de  ser  anterior  al  acto  y  el  no  obtenerlo  lleva 
consigo  su  nulidad;  pero  que  cuando  no  q^  pro  forma,  sino  para 
evitar  perjuicios  al  que  lo  ha  de  prestar;  como  sucede  en  este 
caso;  entonces  el  acto  en  sí  no  puede  reputarse  nido,  sino  sus- 
ceptible de  nulidad.  Y  aun  en  la  opinión  de  los  Comentadores, 
Covarrubias,  Matienzo,  Gómez  y  Sancho  Llamas,  los  contratos 
hechos  por  la  mujer  sin  licencia  marital,  son  váUdos  si  la  favo- 
recen, y  en  este  sentido  se  hallan  las  Sents.  de  14  de  Nov.  de 
1862  y  27  de  Junio  de  1866. 

Si  bien  es  cierto  que  el  art.  50  de  la  Ley  de  Matrimonio  civil 
declara  que  los  contratos  que  otorgue  la  mujer  sin  licencia  del 
marido,  son  nulos  y  no  producen  acción  ni  obhgacion,  si  no 
fueran  ratificados  por  el  marido;  ha  de  interpretarse  este  pre- 
cepto, según  dejamos  dicho;  porque  en  nada  ha  variado  los  de 
las  leyes  antiguas  que  también  declaraban  inválidas  semejantes 
obligaciones.  Esa  nulidad,  repetimos,  está  en  suspenso;  porque 
si  desde  el  nacimiento  del  contrato  existiera,  no  podría  conva- 
lidarse por  hechos  posteriores:  lo  nulo  no  se  convalida.  Durante 
el  tiempo  en  que  el  contrato  permanece  sin  ratificarse,  no  pro- 
duce acciones  ni  obhgaciones  respecto  á  la  mujer;  es  una  especie 
de  contrato  que  lleva  envuelta  en  sí  la  condición  tácita,  de  si  el 
marido  lo  ratifica:  de  eso  pende  su  validez  y  su  fuerza. 

No  es  nulo  ipsofacto,  sino  en  virtud  de  hechos  posteriores,  de 
la  desaprobación  marital,  quedando  mientras  obligado  el  que 


(1)     V.  el  §  32  del  Coment.  al  art.  18. 
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contrata  con  la  mujer,  porque  no  le  permiten  las  leyes  que  reclame 
la  nulidad;  reclamación  reservada  sólo  al  marido  y  á  sus  here- 
deros por  el  art.  55:  luego  en  tanto  que  esta  nulidad  no  se  pida 
por  los  únicos  que  están  facultados ,  mientras  no  se  declare  por 
Juez  competente;  el  acto  es  válido.  Sent.  de  30  de  En.  de  1872. 
Sutilizando  puede  decirse,  que  el  acto  adolece  de  nulidad  vir- 
tual; pero  no  actual,  y  esa  virtualidad  desaparece  por  medio 
de  la  ratificación  expresa,  ó  presunta  del  marido  que  no  se  opo- 
ne. Y  como  esta  ratificación  siempre  ha  de  ser  posterior  y  pue- 
de otorgarse  de  palabra,  por  escrito  ó  por  hechos,  y  hacerse  cons- 
tar por  medio  de  un  documento  que,  reunido  al  antiguo,  forme 
un  todo  completo;  el  defecto  ha  de  considerarse  subsanable. 
(V.  el  §  32  del  Coment.  al  art.  18.) 

Útil  consideramos  la  advertencia  de  que  en  Cataluña  la  mu- 
jer puede  contratar  Hbremente  sobre  sus  bienes,  y  que  la 
Ley  11,  Tít.  i,  Lib.  x,  de  la  Nov.  antes  citada,  no  rige. en  Cata- 
luña por  ser  anterior  al  Decreto  de  nueva  planta,  ni  el  art.  49 
de  la  Ley  de  Matrimonio  civil,  por  estar  exceptuados  de  su 
observancia  los  países  forales,  según  el  art.  l.o  de  la  de  18  de 
Jun.  de  1870,  promulgándola. 

Otra  cosa  dice  Gutiérrez  en  su  obra  Códigos  ó  estudios  funda- 
mentales  sobre  él  derecho  civil  español;  (1)  pero  más  que  á  opinión 
reflexionada,  lo  atribuimos  á  inadvertencia,  de  la  que  nos  pa- 
rece que  no  se  eximió  el  Tribunal  Supremo  al  dictar  el  fallo 
que  hemos  examinado  de  12  de  May.  de  1866. 

(c)  La  falta  de  aprobación  del  Juez,  de  la  partición  de  bie- 
nes en  que  tengan  interés  menores,  ó  de  cualquier  acto  inscri- 
bible que  la  necesite. 

La  falta  de  ucencia  del  dueño  directo  para  enajenar  el  do- 
minio útil  de  una  finca,  la  contaríamos  entre  las  faltas  subsana- 
bles  por  las  razones  antedichas  y  las  que  expusimos  en  el  §  68 
del  Comentario  al  art.  2P\  pero  la  Dirección  la  consideró  falta  in- 
subsanable y  entre  ellas  la  hemos  colocado. 


(1)    Tom.  I,  Lib.  I,  Cap.  8.o,  Sec.  1.»,  §  3.o  y  Tom.  vi,  Lib.  i.  Cap.  3.o, 
Sec.  2.»,  §  8.0 
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B.a-  La  omisión  de  cargas.  Aunque  existe  la  Resol,  de  3  de 
Mar.  de  1868,  que  declara  bien  suspendida  la  inscripción  de 
una  escritura  en  que  no  se  determinaban  las  cargas;  se  halla 
contradiqha  por  las  muchas  Resoluciones  que  hemos  citado  en  el 
§  2P\  siendo  de  notar  especialmente,  la  de  26  de  Oct.  de  1863 
que  rebate  la  interpretación  que  se  había  dado  á  la  de  25  de  Ju- 
nio del  mismo  año  y  de  la  cual  podía  inferirse  la  doctrina  sus- 
tentada en  la  de  3  de  Marzo. 

7. a-  La  expresión  colectiva  del  valor  de  dos  ó  más  fincas.  En 
22  de  Dic.  de  1862,  18  y  20  de  Ag.  de  1863,  resolvió  la  Direc- 
ción que  era  defecto  subsanable,  y  en  4  de  Set.  del  mismo  año, 
que  nó;  «porque  aun  cuando  se  había  declarado  defecto  subsa- 
nable; antes  de  que  rigiese  la  Ley  Hipotecaria;  se  había  modi- 
ficado este  acuerdo  por  el  de 4  de  Junio»  No  hemos  encontrado 
la  Resol,  de  4  de  Jun.,  ni  aun  encontrándola  podría  salvarse  la 
antinomia;  pues  la  de  20  de  Ag.  antes  citada,  es  posterior,  y  en 
ella,  rigiendo  la  Ley  Hipotecaria,  se  reitera  lo  preceptuado  en  el 
año  1862.  Entendemos  sin  embargo,  que  si  bien  la  omisión  del 
precio  no  ha  de  considerarse  defecto  subsanable  con  sujeción  ala 
regla  6.8-  del  art.  25  del  Reglamento,  que  expresa  que  se  mencio- 
ne el  valor  de  la  finca  ó  derecho  si  constare  dd  titulo;  ha  de  en- 
tenderse Umitado  al  caso  de  que  en  él  se  exprese  que  se  ha  sa- 
tisfecho todo  el  precio ;  pues  si  el  pago  de  éste  se  aplazase  en  su 
totalidad  ó  en  parte,  ha  de  constar  necesariamente  el  aplaza- 
miento ó  la  parte  satisfecha.  (V.  el  §  13  del  Coment.  al  art.  9.o) 

8.^  El  que  no  se  haya  hecho  la  distribución  de  la  cantidad  que 
se  adeuda,  entre  las  fincas  hipotecadas  (Art.  119  de  la  Ley,  99  del 
Reglam.  y  Resol,  de  29  de  Set.  de  1877,)  ó  se  haya  hecho  por 
el  deudor,  sin  intervención  del  acreedor;  (Resol,  de  7  de  Julio 
de  1863),  no  comprendiéndose  en  la  obhgacion  de  distribuir  el 
gravamen  entre  las  fincas  gravadas»,  los  capitales  de  censos  an- 
teriores á  1863.  (Resol,  de  11  de  Ag.  de  1863.) 

Cuando  se  trata  de  embargos,  el  no  haberse  distribuido  el 
importe  de  la  obhgacion  entre  las  fincas  embargadas,  no  es  falta 
que  impida  que  se  anote  el  mandamiento.  (Resol,  de  18  de  Juüo 
de  1*863.) 
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A  primera  vista  parece  que  confirma  esta  doctrina,  la  Reso- 
lución de  17  de  Ag.  de  1863,  que  después  de  declarar  que  pro- 
cede la  anotación  de  los  embargos,  aunque  no  conste  el  precio 
délas  fincas  embargadas,  añade:  «y  aunque  no  se  fije  en  el 
mandamiento  la  cuantía  del  embargo.»  Porque  si  procede  la 
anotación  del  embargo,  cuando  no  consta  su  cuantía;  más  ha 
de  proceder  cuando  consta,  aunque  no  se  distribuya.  Motivo 
hay  sin  embargo ,  para  dudar  de  la  exactitud  del  texto,  que  está 
tomado  de  la  Legislación  Hipotecaria  de  Moragas.  En  la  Gaceta 
de  Begistradores  y  Notarios,  periódico  oficial  entonces  de  la  Di- 
rección, aparece  del  modo  siguiente:  «se  ha  consultado  si  debe- 
rá anotarse  un  embargo  en  que  no  consta  el  precio  de  las  fincas 
embargadas,  ni  se  fija  la  cuantía  en  que  afecta  d  embargo  á  cada 
ma  de  dios.  Se  ha  resuelto  con  fecha  17  de  Ag.  (de  1863)  (1), 
que  se  anote  preventivamente  en  los  términos  prevenidos  en 
la R.  Ó.  de  11  de  Mayo  último;»  lo  que  indica  que  no  se  manda 
la  anotación  simplemente,  sino  con  sujeción  á  las  reglas  que  en 
la  R.  Ó.  se  previenen. 

Pero  acontece  que  la  R.  Ó.  de  11  de  Mayo,  nada  dice  respecto 
á  precio  de  fincas  embargadas ,  ni  cuantía  del  embargo  que  las 
afecte,  limitándose  á  dar  reglas  para  lo  que  debe  hacerse  cuando 
las  fincas  embargadas  no  están  inscritas  á  nombre  del  ejecutado 
6  no  lo  están  á  nombre  de  nadie;  mandando,  entre  otras  cosas, 
que  en  el  primer  caso  se  deniegue  la  anotación,  por  existir  un 
defecto  insubsanable,  y  que  en  el  segundo  se  suspenda  la  anota- 
ción del  embargo ,  y  en  su  lugar  se  tome  ima  anotación  preven- 
tiva de  la  suspensión ;  poi  causa  de  ser  subsanable  el  defecto. 

No  tiene  pues  aplicación  en  su  letra  la  R.  Ó.  de  11  de  Mayo 
de  1863  al  caso  presente;  pero  si  nos  elevamos  al  principio  que 
la  informa,  de  que  los  defectos  insubsanables  impiden  la  ano- 
tación en  absoluto,  y  los  subsanables  producen  una  anotación 
de  suspensión;  parece  probable  que  lo  que  ha  querido  expresar 
la  Resol,  de  17  de  Ag.  de  1863,  es  que,  si  en  el  mandamiento 
de  embargo  no  constan  el  precio  de  las  fincas  ni  la  cuantía  en 


(1)    Golea,  en  sa  Prontuario,  le  señala  la  fecha  equivocada  de  11  de  Agosto. 
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que  afecta  el  embargo  á  cada  una  de  ellas;  como  estos  son  de- 
fectos subsanables ,  se  ha  de  extender  una  anotación  de  suspen- 
sión de  anotación. 

Corrobora  nuestro  parecer,  la  Resolución  de  17  de  En.  de 
1877,  que  declara,  adolecer  de  defecto  subsanable  el  manda- 
miento de  embargo  que  no  exprese  la  cantidad  aproximada  de 
que  ha  de  responder  la  finca  por  las  costas  que  se  ocasionen 
hasta  el  abono  del  crédito,  porque  es  una  de  las  obligaciones 
que  necesariamente  ha  de  garantir  el  embargo,  y  que  deter- 
mina la  misma  Ley  de  Enj.  civ.;  mientras  que  no  lo  es  la  omi- 
sión del  importe  de  los  intereses;  porque  esta  obligación  nó 
nace  del  precepto  legal,  sino  de  la  exclusiva  voluntad  de  los 
contratantes,  que  pueden  fijarlos  según  acuerden. 

Si  en  lugar  de  nuestra  opinión  se  aceptase  la  de  que  las  fel- 
tas  mencionadas  no  impiden  que  se  anote  definitivamente  el 
mandamiento  de  embargo,  se  establecería  una  doctrina  que 
entraña  inconvenientes  no  despreciables.  En  el  Registro  han  de 
constar  todos  los  gravámenes  de  la  finca,  para  que  quien  desee 
adquirirla  sepa  hasta  donde  alcanza  su  responsabilidad.  Cuan- 
do aparece  solo  el  dato  del  embargo  de  la  finca,  los  detalles  se 
ignoran ,  y  podría  suceder  que  bienes  cuantiosos  sujetos  á  ga- 
rantir una  pequeña  cantidad,  no  encontrasen  comprador  ni 
prestamista,  por  la  incertidumbre  de  la  suma  que  aseguraba. 
Más  bien  se  comprendería  que  el  no  expresar  el  mandamiento 
el  importe  ^e  la  obügacion  causa  del.  embargo ,  no  se  conside- 
rase defecto  que  impidiera  la  anotación;  porque  al  que  desea 
adquirir  la  finca  ó  prestar  sobre  ella,'  le  es  indiferente  saber  á 
cuanto  asciende  el  crédito  del  acreedor;  lo  único  que  le  interesa 
es  tener  certidumbre  de  la  parte  del  crédito  á  cuyo  pago  está 
afecta  la  finca  embargada. 

9.8-  El  no  constar  en  las  h^udas  (no  en  el. protocolo)  la  fecha 
del  testamento,  nombre  dd  Notario,  herederos  6 fecha  defallecimiento 
del  testador:  (Resol,  de  23  de  Jul.  de  1863)  doctrina  apücable  al 
caso  de  no  constar  si  el  Notario  dio  fé  de  conocer  á  los  otorgan- 
tes, y  al  de  no  expresarse  otras  circunstancias  cuya  omisión  en 
el  protocolo  pudiera  ser  defecto  insubsanable. 
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10.*  El  no  constar  en  una  escritura  de  constitución  de  censo,  nada 
fnás  qtée  d  importe  de  la  pensión  y  el  nombre  del  censualista.  (Reso- 
lución de  5  de  Mar.  de  1863.)  Suponemos,  aun  cuando  no  lo 
dice  la  Resolución  que  se  expresaría  la  finca  sobre  la  cual  gra- 
vitaba el  censo;  porque  de  lo  contrario  habría  de  reputarse 
defecto  insubsanable,  faltando  todos  los  requisitos  de  la  cir- 
cunstancia primera  del  art.  9.°  de  la  Ley. 

11.a  La  omisión  de  la  edad,  apellido  materno,  estado  dvü  y  ve- 
cindad de  los  otorgantes.  En  el  §  10  del  Comentario  al  art.  9.^,  ex- 
pusimos nuestro  dictamen  sobre  estas  faltas.  Sólo  advertiremos 
ahora,  que  la  Resol,  dé  21  de  Jul.  de  1863  (1),  confirma  en 
absoluto  la  que  emitimos ,  respecto  á  considerar  como  falta  sub- 
sanable  la  de  no  expresarse  la  edad  actual  de  los  otorgantes: 
que  si  bien  opinamos  entonces,  y  seguimos  opinando,  que  la 
omisión  en  el  título  del  apellido  materno  no  es  motivo  de  que 
se  suspenda  por  ello  la  inscripción;  se  resolvió  en  23  de  Junio 
de  1874,  que  era  defecto  subsanable,  contra  la  doctrina  esta- 
blecida en  la  de  29  de  Jul.  de  1871.  (V.  el  §  2.^  de  este  Co- 
mentario.) 

12.a  El  no  aparecer  en  el  documento^  citada  la  inscripción 
del  titulo  de  dominio  del  inmueble  que  se  transfiere  ó  grava. 
Mucho  se  ha  discutido  sobre  si  constituye  ó  no  defecto  para 
inscribir  un  título ,  la  infracción  de  lo  dispuesto  en  el  art.  7.^ 
de  la  Inst.  de  9  de  Nov.  de  1874,  no  expresando  el  libro  y  folio 
en  que  resulta  hecha  la  inscripción  del  dominio  á  favor  del  que 
transmite.  Consecuentes  con  nuestra  teoría  respecto  á  las  que 
deben  considerarse  faltas  subsanables  y  no  subsanables;  enten- 
demos que,  descrita  la  finca,  el  Registrador  ha  de  hacer  de  ofi- 
cio la  busca,  si  no  se  le  señala  el  foHó  y  hbro  del  asiento;  y 
como  esta  designación  se  ordena  únicamente  para  su  mayor 
comodidad,  ahorrándole  el  tiempo  que  de  otro  modo  ha  de 
invertir  en  la  busca;  pero  no  es  requisito  que  si  se  omite 


( 1 )  Citada  en  la  pág.  98  del  tomo  ii^  al  hablar  de  la  Omisión  de  la  pro- 
fesión ,  domicilio  y  vecindad  de  los  otorgantes  y  que  debió  citarse  especialmente 
en  la  pág.  94  al  tratar  de  la  Omisión  de  la  edad,  etc. 
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produzca  nulidad  en  la  obligación,  ni  en  el  instrumento,  ni  se 
exige  por  la  Ley  hipotecaria;  no  puede  considerarse  falta  sub- 
sanable  ni  insubsanable.  La  contamos,  sin  embargo,  entre  las 
primeras,  porque  la  Dirección  declaró  en  15  de  Set.  de  1863, 
que  era  motivo  bastante  para  suspender  la  inscripción  de  una 
escritura,  el  no  aparecer  citada  en  ella  la  del  título  de  dominio. 

13  a  El  no  expresarse  en  una  certificación  posesoria  librada  por 
el  Administrador  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado ,  el  nombre 
de  la  Corporación  de  la  cual  se  había  adquirido  el  inmueble  y  d 
tiempo  que  se  llevaba  de  posesión.  (Resol,  de  19  de  Feb.  de  1868.) 

14.»  El  que  los  testigos  de  un  ea^ediente  posesorio,  no  acrediten 
ser  vecinos  ni  propietarios  de  los  pueblos  donde  radican  las  fincas 
poseídas.  (Resol,  de  11  de  Ag.  de  1863.)  Si  realmente  no  lo  fue- 
ran, la  falta  sería  insubsanable. 

15.»  El  no  constar  el  importe  de  la  obligación  en  él  mandamien- 
to de  embargo.  (Resol,  de  18  de  Jul.  de  1863.)  (V.  lo  que  deci- 
mos antes  al  tratar  de  la  8.»  falta  subsanable.) 

16.a  El  no  insertarse  literalmente  d  auto  en  que  se  manda  In 
anotación  del  embargo.  (Resol,  de  3  de  Ag.  de  1864.) 

17.»  La  falta  de  fecha  y  firma,  dd  funcionario  que  autorice  d 
titulo.  Impide  la  inscripción  por  las  razones  que  expusimos  en 
los  §§  6.^  y  14.^  del  Comentario  al  art.  18;  y  aun  cuando  la  falta 
de  firma  es  por  su  naturaleza  insubsanable,  sin  embargo,  el 
Registrador  deberá  suspender,  no  denegar  la  inscripción;  por- 
que hay  motivo  para  presumir  que  es  descuido  padecido  en  la 
copia.  Si  el  dociunento  fuera  original  y  único,  la  falta  sería  insub- 
sanable, porque  ni  aun  tendría  la  autoridad  de  un  documento 
privado.  (V.  la  Resol,  de  11  de  Ag.  de  1863,  en  que  se  declara 
falta  subsanable  la  omisión  de  la  fecha  en  un  mandamiento  de 
embargo,  y  lo  que  se  dice  en  el  §  7.*^  de  este  Comentario.) 

18.8-  La  falta  de  legalización  de  los  documentos.  Aun  que  no 
afecta  á  la  validez  del  título,  ni-á  la  del  contrato,  es  causa  de 
que  se  suspenda  la  inscrip'cion;  porque  carece  el  documento  de 
la  autenticidad  necesaria  para  ser  inscribible.  (V.  el  §  7.^  del 
Coment.  al  art.  18.) 

19.»    El  no  dar  fe,  él  Notario,  cuando  no  conoce  á  las  partes,  de 
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haberse  asegurado  del  dicho  de  los  testigos  y  espesar  que  conoce  á 
éstos  personalmente.  No  siempre  es  posible  que  los  que  intenten 
otorgar  una  escritura  encuentren  Notario  que  les  conozca,  y  sería 
por  demás  injusto  negarles  los  medios  necesarios  para  realizar 
su  deseo.  Previendo  este  caso  el  art.  23  de  la  Ley  del  Notariado 
establece,  que  la  falta  de  conocimiento  pueda  suplirse  por  el 
dicho  de  los  testigos  instrumentales  ó  de  otros  dos  que  les  co- 
nozcan. 

Pero  sin  esfuerzo  se  comprende,  que  si  el  Notario  no  conoce 
á  los  testigos  que  firman  ser  el  otorgante  la  persona  misma 
que  dice;  en  último  resultado  la  fe  que  diese  para  verificar  la 
personalidad  del  otorgante,  carecería  de  todo  elemento  de  segu- 
ridad, y  los  males  que  la  Ley  ha  querido  evitar,  quedarían  en 
todo  su  vigor.  Por  eso,  si  bien  el  art.  23  de  la  Ley  se  limitó  á 
prevenir  que  se  asegurasen  los  Notarios  del  conocimiento  de 
las  partes  jpor  el  dicho  de  dos  testigos  que  los  conozcan;  el  artí- 
culo 68  del  Reglamento  exige,  que  el  Notario  dé  fe  de  que  cono- 
ce á  los  testigos  de  conocimiento:  en  la  verdad  de  éstos,  descansa 
la  verdad  del  contrato.  Atendidas  estas  razones ,  del  mismo  modo 
que  la  escritura  adolecería  de  nulidad,  si  el  Notario  no  diese  fe 
del  conocimiento  del  otorgante;  ha  de  adolecer  si  no  dá  fe  del 
conocimiento  de  los  que  le  aseguran  su  identidad. 

Aun  cuando,  según  nosotros,  este  defecto  es  de  los  insub- 
sanables, está  declarado  subsanable  por  Resolución  de  3  de 
Agosto  de  1864,  en  la  cual  nos  ocuparemos  al  tratar  en  el  §  7. o 
de  la  omisión  en  dar  fe  el  Notario  del  conocimiento  de  los 
otorgantes. 

20.*  El  no  concurrir  todos  los  interesados  en  una  testamentaria 
concursada,  al  convenio  adjudicando  los  bienes  de  la  herencia  á  un 
tercero  para  pago  de  deudas.  (Resol,  de  21  de  Jun.  de  1882.)  Esta 
doctrina  es,  en  nuestro  sentir,  aplicable  á  los  casos  en  que,  sien- 
do Varios  los  interesados  en  una  cosa  común;  áe  cede  ó  tras- 
pasa toda,  y  falta  el  consentimiento  de  alguno. 

21.*  La  ambigüedad  y  contradicción  de  las  cláustdas  no  esencia- 
les del  contrato:  como  por  ejemplo,  las  que  recaigan  sobre  si  el 
precio  habría  de  satisfacerse  en  uno  ó  en  dos  plazos,  ó  sobre  si 
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se  modifica  ó  se  deja  subsistente  una  hipoteca.  (V.  la  Resol,  de 
26  de  Noviembre  de  1881.)  Esta  doctrina  puede  deducirse  de  la 
R.  ó.  de  23  de  Diciembre  de  1862  que,  en  su  regla  4.*,  reputa 
faltas  subsanables  las  que  consisten  en  no  expresar  con  la  cla- 
ridad suficiente  cualquiera  de  las  circunstancias  que  según  la 
Ley  deba  contener  la  inscripción ,  siempre  que  d  documento  sea  vá- 
lido. La  prudencia  y  el  tacto  del  Registrador  han  de  suplir  en 
mucho  la  obscuridad  y  contradicciones  de  la  legislación ;  procu- 
rando siempre  no  declarar  insubsanables  las  faltas  que  conten- 
gan los  documentos,  mientras  no  resulten  de  todo  punto  inso- 
lubles  las  ambigüedades  y  las  dudas. 

Advertimos  que  al  tratar  de  esta  materia  en  el  §  12  del  ar- 
tículo 18,  dijimos,  que  el  expresar  sin  la  debida  claridad  las 
circunstancias  cuya  omisión  anula  las  inscripciones,  era  falta 
subsanable;  acomodándonos  á  los  términos  impropios  que  usa 
la  Dirección  en  las  Resoluciones  que  allí  citamos.  (V.  el  §  7.® 
de  este  Comentario.) 

§  7.« 

Enumeración  de  varias  faltas  insubsanables.  —  Para  proceder 
con  algún  método ,  necesario  es  clasificarlas. 

Pueden  referirse: 

A  las  personas  que  autorizan  el  título. 

A  los  defectos  que  afectan  á  la  validez  de  la  obligación,  por 
su  naturaleza,  por  sus  condiciones  ó  por  la  calidad  de  las  per- 
sonas que  las  otorgan. 

A  los  que  afectan  á  la  forma  extema  del  documento  y  son 
motivo  de  su  nulidad. 

A  circunstancias  ajenas  al  documento  que  impiden  su  ins- 
cripción, en  virtud  de  disposiciones  especiales  de  la  Ley  Hipo- 
tecaria. 

De  las  tres  primeras  trataremos  en  este  §;  de  las  últimas  en 
el  siguiente. 
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Primero.  —  faltas  insubsanables  que  se  refieren  á  las  per- 
sonas que  AUTORIZAN  EL  TÍTULO. 

1.a  La  falta  de  competencia  de  la  Aidoridad  6  funcionario  qm 
mdoñza  el  documento.  Esta  incompetencia  puede  nacer,  ó  de 
que  ha  practicado  el  acto  en  punto  donde  carece  de  jurisdic- 
ción, en  cuyo  caso  el  título  no  es  instrumento  público,  ni  autén- 
tico; sino  documento  privado  é  ininscribible,  ó  porque  la  ma- 
teria objeto  del  acto  ó  contrato  no  cae  bajo  su  jurisdicción.  La 
sentencia  de  un  Juez  pronunciada  fuera  de  su  partido;  la 
escritura  extendida  por  un  Notario  en  punto  que  no  compren- 
diese su  distrito  notarial,  donde  únicamente  tiene  fe  pública 
según  los  arts.  8.^  de  la  Ley  y  26  del  Reglamento  del  Nota- 
riado; el  fallo  de  un  Juez  eclesiástico  sobre  el  dominio  de  una 
finca ;  la  escritura  de  un  préstamo  autorizada  por  un  Escriba- 
no, adolecen  de  vicio  radical  que  impide  su  inscripción  y  ano- 
tación en  el  Registro.  En  esta  doctrina  se  apoya  la  Resol,  de  28 
Set.  1876,  decidiendo,  que  los  Jueces  municipales  no  tienen  com- 
petencia para  otorgar,  en  rebeldía  del  demandante,  la  escritura 
de  venta  convenida  en  un  juicio  verbal,  y  menos,  cuando  el  va- 
lor de  la  cosa  excede  de  la  cantidad  prefijada  para  los  juicios 
verbales. 

Respecto  á  las  anotaciones  de  mandamientos  de  embargo  ex- 
pedidos por  los  Comisionados  de  apremio ,  véase  lo  que  se  ex- 
puso en  el  §  25  del  Coment.  al  art.  18. 

A  veces,  el  funcionario  que  autoriza  el  documento,  tiene 
competencia  por  razón  del  lugar  y  de  la  materia,  mas  sin  em- 
bargo, la  ley  niega  validez  á  sus  actos,  por  razones  de  alta  mo- 
ralidad y  por  ello  han  de  estimarse  también  faltas  insubsana- 
bles las  siguientes : 

2.8'  Contener  el  título,  disposición  en  favor  del  Notario  atitori- 
mnte.  Declara  el  art.  27  de  la  Ley  del  Notariado  la  nulidad  de 
tales  escrituras,  y  aun  cuando  pudiera  decirse  que  la  obligación 
6  el  acto  en  sí  eran  válidos;  porque  producirían  efectos  si  se  ex- 
tendiese otro  documento  que  no  autorizase  el  Notario  favoreci- 
do; ya  hemos  dicho  antes  que  la  obUgacion  volvería  á  contraerse 
de  nuevo;  pero  mientras  constase  sólo  en  la  escritura  defectuosa, 
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no  tendría  fuerza  coactiva,  ni  el  documento  que  la  contuviese 
podría  ser  anotado,  ni  subsanado:  se  inscribiría  el  otro  cuando 
se  presentase,  hecha  completa  abstracción  del  primero. 

¿Afecta  la  nulidad  á  todas  las  disposiciones  que  contenga 
el  instrumento  ó  sólo  á  las  hechas  á  favor  del  Notario?  Según 
el  precepto  del  art.  22  y  las  palabras  del  27  de  la  Ley  del  Nota- 
riado, la  nuhdad  es  total  y  lo  confirma  la  diferencia  de  re- 
dacción que  se  observa  entre  éste  y  el  art.  28:  sin  embargo, 
no  encontramos  en  principio  razón  eficaz  y  directa  para  ello, 
pareciéndonos  que  debían  limitarse  los  efectos  de  la  nulidad  del 
instrumento,  á  las  disposiciones  favorables  al  Notario  autori- 
zante; así  como  cuando  se  declara  ineficaz  el  testamento  poste- 
rior en  que  se  instituye  heredero  á  alguno  por  haberse  creido 
muerto  al  instituido  en  el  anterior,  ó  cuando  se  rompe  ó  anula 
por  causa  de  preterición  ó  desheredación;  quedan  subsistentes 
las  mandas  de  los  testamentos  rotos  ó  nulos,  y  la  ineficacia  ó 
nuhdad  se  limita  á  la  institución. 

3  *  Adquirir  d  Notario  autorizante  alg^m  derecho  en  concepto  de 
administrador,  representante^  apoderado  ó  mandatario  de  un  tercero 
ó  aceptar  una  venta  en  nombre  del  comprador.  Sobre  esto  liltimo, 
existen  como  hemos  dicho  las  Resols.  de  9  de  Mar.  de  1864  y 
25  de  En.  de  1877,  que  la  declaran /afta  subsanable,  y  en  la  se- 
gunda además,  nulo  el  documento  con  arreglo  al  art.  27  de  la 
Ley  del  Notariado.  En  el  §  42  del  Comentario  al  art.  18,  demos- 
tramos lo  improcedente  de  esta  declaración. 

En  la  actuahdad  hay  que  tener  en  cuenta  lo  dispuesto  en  el 
art.  20  del  R.  D.  de  20  de  En.  de  1881  que  prohibe  al  Notario 
autorizar  escrituras  en  que  adquiera  derechos  como  adminis- 
trador, representante,  apoderado  ó  mandatario  de  un  tercero,  y 
en  virtud  de  este  precepto  juzgamos  que  la  contravención  ha  de 
reputarse  falta  insubsanable;  porque  realmente  el  defecto  de  la 
escritura  produce  su  nuhdad  y  la  de  la  obhgacion  en  ella  con- 
tenida. 

Según  el  art.  20  referido,  el  Notario  no  puede  autorizar  tales 
escrituras ,  y  esta  prohibición  surte  el  efecto  de  que  carezca 
de  fe  púbUca  para  darla  en  contratos  semejantes:  si  carece  de 
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fe  pública  la  escritura  que  autorice  infringiendo  este  mandato 
es  nula:  si  es  nula,  la  obligación  que  contenga  queda  privada 
de  eficacia:  si  se  quiere  dársela  por  medio  de  otra  escritura  au- 
torizada por  Notario  distinto,  el  contrato  es  nuevo,  como  lo  es  el 
documento,  que  tendrá  fuerza  propia,  no  recibida  del  antiguo;  al 
que  no  convalida. 

Nuestros  principios  en  esta  materia  ya  los  dejamos  expues- 
tos: que  la  aceptación  de  la  venta  por  el  Notario  que  la  autori- 
za no  es  falta  con  arreglo  á  los  principios  legales ;  pero  que  apli- 
cándole los  de  la  Dirección  que  reputa  falta  tan  grave  que  causa 
la  nulidad  del  instrumento ,  no  puede  contarse  entre  las  subsa- 
nables. 

4.a  Ser  él  Notario  pariente  dentro  del  cuarto  grado  civil  de  con- 
sanguinidad (1)  6  segundo  de  afinidad^  del  otorgante  á  cuyo  favor 
contenga  d  tíMo  derechos  ó  disposiciones.  Dudoso  es  si  tal  falta  ha 
de  comprenderse  entre  las  subsanables  ó  entre  las  insubsana- 
bles. El  art.  22  de  la  Ley  del  Notariado  prohibe  en  absoluto  al 
Notario,  autorizar  contratos  en  que  alguno  de  los  otorgantes 
sea  pariente  suyo  dentro  de  los  grados  que  se  mencionan.  Pero 
esta  prohibición  se  halla  limitada  por  el  art.  75  del  Reglamento 
que  peymite  la  autorización  de  la  escritura  en  que  los  otorgantes 
sean  parientes  del  Notario,  cuando  sólo  se  establecen  obligacio- 
nes; de  lo  cual  resulta,  que  en  realidad  no  tiene  el  Notario  pro- 
hibición de  autorizar  documentos  en  que  figuren  sus  parientes; 
sino  de  autorizar  contratos  en  favor  de  sus  parientes. 

Aun  cuando  ni  el  art.  27  ni  ningún  otro  de  la  Ley  notarial 
declaran  expresamente  nulo  el  contrato  que  se  celebre  con  in- 
fracción del  22;  el  28  consigna,  que  no  producirán  efecto  las 
disposiciones  á  favor  de  los  parientes.  Y  como  toda  disposición 
que  no  produce  efectos  ni  puede  producirlos,  es  nula  por  fuer- 
za; la  falta  de  haber  autorizado  la  escritura  el  pariente  Notario, 
ha  de  estimarse  insubsanable.  Pero  como  la  nulidad  sólo  es  re- 
lativa, esto  es,  sólo  afecta  alas  disposiciones  que  conténganlos 


(1)     El  art.  22  de  la  Ley  del  Notariado  solo  dice  cuarto  grado  civil ;  pero  debe 
entenderse  de  consanguinidad.  (V.  la  Resol,  de  27  de  En.  de  1S77.) 
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instrumentos  públicos  en  favor  délos  parientes,  puede  dudarse 
si  las  obligaciones  de  los  mismos,  que  consten  en  el  instrumen- 
to, quedan  en  su  fuerza  y  vigor  y  son  inscribibles. 

Si  el  contrato  es  bilateral,  como  los  derechos  y  obligaciones 
son  correlativos  y  consecuencia  éstas  de  aquéllos ;  para  nosotros 
es  indudable,  que  no  inscribiéndose  los  derechos  porque  se 
consideran  nulos ,  no  han  de  inscribirse  tampoco  las  obligacio- 
nes. Si  A.  pariente  del  Notario  permuta  una  casa,  por  un  campo 
de  B.;  no  pudiendo  inscribirse  la  adquisición  del  campo  por  no 
producir  efectos  las  disposiciones  que  constasen  en  el  instru- 
mento á  favor  de  A.;  tampoco  podría  inscribirse  la  trasla- 
ción de  dominio  de  la  casa  adquirida  por  B",  en  virtud  de  la 
obligación  de  A.  El  contrato  es  uno  y  en  tanto  la  obligación  de 
A.  permanece  eficaz,  en  cuanto  permanece  vivo  su  derecho. 
Además  de  que  la  justicia  lo  aconseja  así,  se  infiere  del  contex- 
to del  mismo  art.  75  del  Reglamento  notarial,  que  da  fuerza,  nó  á 
la  escritura  en  la  parte  en  que  contiene  obügaciones  de  los  pa- 
rientes del  Notario  autorizante;  sino  á  la  escritura  que  sólo  con- 
tiene obhgaciones  de  los  parientes;  por  ejemplo:  una  confesión 
de  deuda  otorgada  por  el  pariente  en  favor  de  un  tercero.  Si  el 
documento  en  que  existen  esas  disposiciones  favorables  al  pa- 
riente comprendiera  además  contratos  entre  otras  personas; 
como  si  se  vendiera  una  finca  por  sextas  partes  á  seis  compra- 
dores, délos  cuales  uno  fuera  hermano  del  Notario;  el  docu- 
mento sería  inscribible  respecto  de  las  cinco  sextas  partes  ad- 
quiridas por  los  extraños;  pero  no  respecto  á  la  sexta  parte 
restante  adquirida  por  el  hermano,  porque  la  adquisición  de 
éste  adolecía  de  una  falta  insubsanable.  Así  parece  deducirse 
de  lo  prescrito  en  el  art.  28  de  la  Ley  del  Notariado  de  28  de  Ma- 
yo de  1882. 

Si  bien  el  art.  22  de  ésta,  sólo  habla  de  parientes  dentro  del 
cuarto  grado  civil  de  consanguinidad  ó  segundo  de  afinidad  y 
en  rigor  la  cónyuge  no  está  comprendida  en  ese  parentesco, 
opinamos  que  la  prohibición  alcanza  á  los  contratos  otorgados 
por  la  mujer  del  Notario  autorizante. 

La  Resol,  de  27  En.  1877,  declara  que  no  es  apücable  el 
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artículo  28  de  dicha  Ley,  á  las  escrituras  otorgadas  aixte  Notario 
pariente  del  apoderado  de  una  de  las  partes;  si  no  se  establecen 
derechos  á  favor  del  pariente,  ni  al  de  su  poderdante.  Es  de 
interés  esta  Resolución,  porque  en  sus  considerandos  se  determi- 
na: 1.0  Que  la  declaración  de  ser  ineficaces  las  disposiciones  esti- 
puladas á  favor  de  los  parientes  del  Notario  autorizante,  no  es 
sancionar  la  nulidad  del  instrumento,  ni  del  contrato;  doctrina 
rechazada  por  nosotros  que  consideramos  nulo  el  contrato,  en  la 
parte  en  que  favorece  á  los  parientes.  2.^  Que  los  contratos  de 
venta  en  que  no  se  reserva  ningim  derecho  el  vendedor,  puede 
autorizarlos  el  Notario  pariente  suyo,  no  siéndole  aplicable  el 
precepto  contenido  en  el  art.  28  de  la  Ley  del  Notariado. 

5.*  Salir  fiador  un  Notario  en  garantía  de  los  contratos  que 
a«/mce.*  obligación  que  le  prohibe  el  art.  28  del  Reglamento  del 
Notariado.  Hay  sin  embargo  que  distinguir:  el  contrato  de  fian- 
za siempre  es  accesorio  de  otro  principal;  y  si  bien  éste  podrá 
inscribirse  porque  no  adolece  de  falta  ninguna;  el  de  fianza,  nó, 
y  en  cuanto  á  él,  será  insubsanable  el  defecto. 

Segundo. — faltas  insubsanables,  por  afectar  1  la  valtoez 

DE  la  obligación  por  SU  NATURALEZA  Ó  CONDiaONES. 

Dice  el  art.  65  de  la  Ley,  que  son  faltas  no  subsanables  las 
que  producen  necesariamente  la  nulidad  de  la  obligación;  y  el 
57  del  Reglamento,  que  esta  nulidad  puede  ser  causada  por  la 
naturaleza  ó  condiciones  de  la  obügacion ,  caUdad  de  las  per- 
sonas que  las  otorgan,  ú  otra  causa  semejante:  aceptando  esta 
clasificación,  examinémoslas  detalladamente. 

a)    OBLIGACIONES  NULAS  POR  SU  NATURALEZA.  Sou  las  principales: 

1.a    La  venta  de  una  succesion  futura. 

2.»  La  de  bienes  litigiosos.  (Resol.  29  de  Nov.  de  1870.)  Di- 
fícil es  sostener  esta  Resolución  con  arreglo  á  los  principios  de  la 
Ley  Hipotecaria,  porque  la  cualidad  de  ser  los  bienes  litigio- 
sos consta  en  la  escritura,  ó  en  el  Registro,  ó  no  consta.  Si 
no  consta,  el  Registrador  no  puede  negarse  á  inscribir:  si 
consta,  porque  en  el  Registro  se  ha  anotado  la  demanda,  ó 
porque  se  expresa  én  la  escritura;  el  comprador  ya  sabe  que  se 
expone  á  perder  los  bienes,  como  se  expone  cuando  los  compra 
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con  cualquier  condición  resolutoria,  y  es  principio  aceptado 
que  al  que  sabe  y  quiere  una  cosa  no  se  le  causa  injuria.  Ade- 
más, el  art.  71  y  el  107  declaran  la  capacidad  de  los  bienes  li- 
tigiosos para  ser  vendidos  ó  gravados,  y  por  consiguiente  ha  des- 
aparecido respecto  al  Registro  la  nulidad  que  la  Ley  13,  Tít.  vn, 
Part.  3.*  imprime  alas  enajenaciones  de  bienes  litigiosos;  puesto 
que  si  se  considerara  nulo  el  contrato,  no  sería  inscribible  ni 
anotable,  ni  produciría  efecto  alguno. 

3.*  La  venta  de  bienes  vinculados,  cuando  no  habiéndose  hecho 
previamente  formal  tasación  y  división^  se  otorga  sin  haber  interveni- 
do el  inmediato  succesoróel  Síndico.  (Sent.  de  9  de  Oct.  de  1861.) 

4  *    La  obligación  de  dar  una  cosa  que  no  existe  ni  puede  existir. 

5.^  La  de  entregar  una  cosa  sagrada,  santa  ó  religiosa,  salvo 
cuando  sea  accesoria  de  un  todo  que  esté  en  d  comercio  de  los  hom- 
bres. (V.  Resol,  de  12  de  Feb.  de  1868.) 

6.*    Las  donaciones  excesivas  no  insinuadas,  en  lo  que  excedan. 
(V.  el  §  30  del  Coment.  al  art.  2.^) 
.7.a    La  obligación  que  reconoce  por  causa  el  pacto  de  cuota  litis. 

8.a  La  que  traiga  origen  del  podo  para  que  d  sobreviviente  he- 
rede todos  los  bienes  dd  que  primero  muera;  á  no  ser  entre  milita- 
res, en  peligro  inminente,  y  no  revocándola  después.  En  Cata- 
luña este  pacto,  para  el  caso  de  fallecer  una  de  las  partes  intes- 
tadas, es  común,  y  se  reputa  válido. 

9.a  La  obligaron  contraida  en  virtud  de  convenios  que  hayan 
hecho  los  legatarios  sobre  lo  que  se  les  deja  en  d  test^imento^  antes  de 
abrirlo. 

10.a    La  que  reconozca  por  causa,  pérdidas  en  juegos  prohibidos. 

11.a  j^fj^  adjudica^n  de  bienes  gananciales  sin  que  en  la  previa 
liquidación  de  la  sociedad  conyugal  hayan  intervenido  d  cónyuge 
sobreviviente  j  los  hijos  emancipados  ó  el  curador  ad-lites,  si  eran 
menores,  ni  se  hubiese  obtenido  en  este  caso  la  aprobación  judicial. 
(Resol,  de  23  de  Octubre  de  1872.) 

12.a  La  liquidación  de  la  sociedad  conyugal  practicedla  durante 
el  matrimonio,  señalándose  cada  cónyuge  los  bienes  que  han  de  co- 
rresponderle  en  pleno  dotninio.  Siendo  la  sociedad  entre  ma- 
rido y  mujer  puramente  legal,  la  convención  que  la  destruye 
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es  nula  por  su  naturaleza,  y  además  si  se  cediera  el  usufructo 
á  la  mujer,  contrariaría  también  el  derecho  exclusivo  del  mari- 
do á  usufructuar,  administrar  y  disponer  de  los  bienes  adquiri- 
dos durante  la  sociedad  conyugal,  que  no  puede  dejar  de  exis- 
tir mientras  exista  el  matrimonio,  salva  la  renuncia  de  ganan- 
ciales que  haga  la  mujer  en  los  casos  que  las  leyes  permiten. 
(V.  la  Sent.  de  11  de  En.  de  1859  y  el  §  32  del  Coment.  al  ar- 
tículo 2.0) 

En  el  campo  de  Tarragona  donde  no  existe  la  sociedad  legal 
de  los  cónyuges,  suelo  ponerse  en  las  capitulaciones  matrimo- 
niales la  cláusula  de  que  los  futuros  consortes  se  asocian  á  to- 
dos los  aumentos,  ganancias  y  mejoras  que  durante  el  matri- 
monio se  hiciesen.  A  veces  durante  el  matrimonio,  Hquidan  la 
sociedad,  y  se  señalan  á  la  mujer  los  bienes  que  por  ganancias 
la  corresponden  y  aun  suele  pactarse  el  reconocimiento  de  una 
cantidad  alzada  por  las  que  pueda  haber  en  lo  futuro.  ¿Es  regis- 
trable  esta  üquidacion?  Aun  cuando  en  este  caso  no  es  efecto 
de  la  sociedad  legal,  sino  de  la  sociedad  convencional;  estando, 
según  la  doctrina  corriente,  prohibidas  las  donaciones  entre  ma- 
rido y  mujer,  constante  el  matrimonio,  y  pudiendo  esa  liquida- 
ción estimarse  comprendida  entre  aquéllas;  puesto  que  hasta  la 
disolución  de  la  sociedad  no  puede  saberse  si  habrá  ganancias 
ó  pérdidas;  nos  inclinamos  á  que  no  es  inscribible.  En  este  sen- 
tido resolvió  el  Presidente  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  una 
con.sulta  elevada  por  el  Registrador  de  Falset  en  21  de  Junio 
de  1877;  aun  cuando  no  llegó  á  recaer  acuerdo  de  la  Dirección, 
por  no  haber  tenido  duda  el  Presidente,  y  ser  su  fallo  ejecutorio 
con  arreglo  al  art.  276  de  la  Ley  Hipotecaria. 

13.*  La  venta  ó  hipoteca  otorgada  por  un  viudo,  antes  de  hacerse 
la  liquidación  de  la  sociedad  conyiAgal,  de  fincan  que  adquirid  á  título 
oneroso  constante  el  matrimonio.  En  el  Comentario  al  art.  18  ma- 
nifestamos, que  por  Resolución  de  8  de  En.  de  1878  se  había 
declarado:  que  disuelta  la  sociedad  conyugal,  no  puede  conside- 
rarse al  marido  sino  como  un  condueño,  que  sólo  podía  hipote- 
car la  mitad  pro  indiviso;  doctrina  apücable  al  contrato  de  venta 
y  á  la  cual  debían  atenerse  los  Registradores. 
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De  nuevo  hemos  de  tratar  este  asunto,  dándonos  pié  para 
ello  las  Sentencias  de  2  de  Mar.  de  1881  y  4  de  Ab.  de  1882, 
publicadas  posteriormente. 

De  la  primera  resulta,  que  Doña  Florentina  Santana,  viuda, 
y  sus  hijos  mayores,  vendieron,  entre  otras  fincas,  la  de  Guanar- 
teme,  á  D.  Marcial  Mehan,  marido  de  Doña  Carlota  Chiappi.  En 
24  de  Nov.  de  1866  falleció  Doña  Carlota  Chiappi;  y  en  2  de 
Oct.  de  1867  el  viudo  D.  Marcial  Mehan,  hipotecó  los  bienes 
antedichos  á  D.  Francisco  del  Rio,  inscribiéndose  la  escritura 
en  el  Registro.  Con  posterioridad,  el  mismo  D.  Marcial  Melian, 
viudo,  rehipotecó  la  finca  de  Guanarteme  á  otros  deudores,  quie- 
nes las  inscribieron  ó  anotaron  por  falta  de  índices ,  manifes- 
tando D.  Marcial  en  el  último  contrato,  que  dicha  finca  la  había 
adquirido  por  compra  á  Doña  Florentina  Santana  y  sus  hijos,  y 
que  aun  cuando  la  había  verificado  en  su  primer  matrhnonio 
con  doña  Carlota  Chiappi,  sus  hijos  nada  tenían  que  ver  con 
ella,  toda  vez  que  al  fallecimiento  de  aquélla  no  existían  ga- 
nanciales, según  se  había  demostrado  en  el  expediente  de  juris- 
dicion  voluntaria,  instruido  en  el  año  1870. 

Don  Luis  Mehan,  hijo  de  D.  Marcial,  y  cesionario  de  uno  de 
los  acreedores,  demandó  ejecutivamente  á  su  padre,  embargán- 
dole la  finca  de  Guanarteme.  Sohcitando  prelacion,  interpusie- 
ron tercerías  D.  Francisco  del  Río  y  demás  acreedores,  hasta 
que  en  10  de  Enero  de  1872  se  presentó  en  concurso  volunta- 
rio D.  Marcial  Mehan. 

En  15  de  Dic.  de  1873  el  mismo  ejecutante  D.  Luis  Meliau, 
promovió  el  juicio  de  abintestato  de  su  madre  Doña  Carlota 
Chiappi,  siendo  declarado  heredero  con  los  demás  hijos,  Don 
José,  D.  Marcial  y  D.  Antonio  Mehan  y  Chiappi. 

El  Curador  de  D.  José  Mehan,  menor  entonces,  dedujo  de- 
manda en  4  de  Set.  de  1877,  para  que  se  declarasen  nulos  los 
contratos  de  hipotecas  accesorios  á  los  de  préstamo  hecho  con 
posterioridad  á  la  muerte  de  Doña  Carlota  Chiappi,  y  se  cance- 
lasen las  inscripciones;  fundóse  en  que,  adquirida  la  finca  de 
Guanarteme  durante  el  matrimonio,  la  mitad  correspondía  á 
su  madre,  y  por  muerte  de  ésta  á  sus  hijos;  por  lo  que  su  padre 
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D.  Marcial  no  pudo  disponer  de  ella  ni  hipotecarla  después  de 
disuelto  el  matrimonio;  y  en  que,  según  el  art.  33  de  la  Ley  Hi- 
potecaria, la  inscripción  no  convalidaba  los  actos  ó  contratos 
nulos,  y  si  bien  el  34  dispone,  que  los  realizados  por  persona  que 
en  el  Registro  aparezca  con  derecho  para  ello,  no  se  invaliden 
en  cuanto  á  tercero  una  vez  inscritos,  como  en  el  Registro  apa- 
recía que  D.  Marcial  Mellan  era  casado  cuando  adquirió  la  finca 
de  Gimnarteme,  y  por  lo  tanto  que  carecía  de  derecho  para  hipotecar- 
la siendo  viudo;  el  Registrador  no  debió  hacer  la  inscripción  de 
los  contratos  hipotecarios. 

Los  acreedores  se  opusieron  y  el  Juez  y  la  Audiencia  les  ab- 
solvieron de  la  demanda. 

Entablado  el  recurso  de  casación  por  D.  José  Mellan  y  Chia- 
ppi,  citó  como  infringidas,  entre  otras,  las  leyes  de  la  Novísima 
sobre  gananciales;  varias  Sentencias  del  Supremo  que  estable- 
cen la  doctrina  de  que  ha  de  preceder  á  cualquier  acto  domini- 
cal del  cónyuge  supérstite,  la  partición  de  bienes  y  adjudi- 
cación del  caudal  ganancial;  los  arts.  33,  79  y  126  de  la  Ley 
Hipotecaria,  en  cuanto  no  concedían  á  la  inscripción  la  cuali- 
dad de  convahdar  los  actos  ó  contratos  que  fueran  nulos  con 
arreglo  á  las  leyes,  y  el  34  en  cuanto  se  había  aplicado  la  ex- 
cepción que  el  mismo  contenía,  á  pesar  de  constar  en  el  Begistro 
que  había  variado  el  estado  civü  de  D.  Marcial  Melian,  y  desapare" 
cido  su  capacidad  jurídica  para  seguir  ejercitando  derechos  ab- 
solutos sobre  los  bienes  encomendados  á  su  gestión,  únicamente 
durante'la  existencia  del  matrimonio. 

El  Tribunal  Supremo  no  dio  lugar  al  recurso;  considerando: 
«que  no  han  sido  infringidos  los  artículos  que  se  citan  de  la  Ley 
Hipotecaria,  porque  si  bien  conforme  al  art.  33,  la  inscripción 
no  convalida  los  actos  ó  contratos  que  sean  nulos  con  arreglo 
alas  leyes,  los  demandados  se  hallan  en  el  caso  de  excepción 
del  art.  34;  puesto  que  contrataron  con  la  persona  que  en  el 
Registro  aparecía  con  derecho  para  gravar  los  bienes  que  hi- 
potecaba y  no  obsta  que,  al  verifi^carh,  fuese  su  estado  civü  distinto 
dd  que  tenía  al  hacer  la  inscripción  de  propiedad;  porque  la  Ley 
no  estima  esta  circunstancia,  como  causa  bastante  para  privar 


Digitized  by  VjOOQ IC 


266  COMENTARIO 

á  terceros  interesados  por  título  oneroso ,  de  la  garantía  legal 
que  les  daba  el  Registro.» 

Otra  es  la  doctrina  que  se  invoca  en  la  Sentencia  de  28  de 
Abril  de  1882. 

En  28  de  Jul.  de  1843 ,  D.  Juan  Aguado,  marido  de  Doña 
María  Perote,  adquirió  una  casa.  En  31  de  Oct.  de  1859  falle- 
Ueció  aquélla,  y  en  2  de  Mar.  de  1864  se  tuvo  por  prevenido 
el  juicio  de  testamentaria ,  continuando  el  viudo  como  adminis- 
trador. En  1.^  de  Mayo  de  1865,  tomó  un  préstamo  de  D.  Fer- 
min  Salcedo,  hipotecando  en  su  garantía  la  casa  mencionada. 
En  21  de  Ab.  de  1871  se  aprobó  la  partición  de  los  bienes  de 
Doña  María  Perote,  adjudicándose  á  sus  hijas  Doña  Asunción  y 
Doña  Adela  la  mitad  de  la  casa,  considerada  como  ganancial, 
por  no  haber  sido  adquirida  con  capitales  propios  de  uno  de 
los  cónyuges. 

Habiéndose  procedido  ejecutivamente  por  el  acreedor  contra 
la  mitad  de  dicha  casa  para  hacer  efectivo  el  préstamo  hipote- 
cario consignado  en  la  escritura  de  l.o  de  Mayo  de  1865,  inter- 
pusieron las  dos  hermanas  demanda  civil  ordinaria,  preten- 
diendo que  se  declarase  nula  la  obUgacion  en  cuanto  se  refería 
á  su  media  casa;  porque  cuando  su  padre  la  hipotecó  era  ad- 
ministrador judicial  de  los  bienes  déla  sociedad  conyugal,  exis- 
tentes al  fallecimiento  de  su  mujer  Doña  María  Perote,  entre 
los  que  se  hallaba  dicha  finca,  y  por  ello  era  evidente  que  el 
contrato  fué  ineficaz  y  la  obügacion  nula;  sin  que  la  convali- 
dase la  inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad. 

El  Juez  faUó  en  favor  de  la  demandante ,  pero  la  Audiencia 
revocó  absolviendo  al  demandado.  Doña  Asunción  y  Doña 
Adela  interpusieron  recurso  de  casación,  citando  como  infringi- 
dos, entre  otros,  los  arts.  33,  34  y  139  de  la  Ley  Hipotecaria: 
el  33,  porque  la  hipoteca  sobre  la  media  casa  fué  nula  y  la  ins- 
cripción no  convaüda  los  actos  ó  contratos  que  sean  nulos: 
el  34,  por  haberse  aplicado  indebidamete,  suponiendo  tercero 
al  que  no  lo  era;  y  el  139 ,  porque  sólo  se  permite  hipotecar  al 
dueño,  y  D.  Juan  Aguado  no  lo  era  de  la  media  casa  que  hipotecó. 
El  Tribunal  Supremo  dio  lugar  al  recurso,  y  casó  la  sentencia, 
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considerando:  Que  según  los  arts.  138  y  139  de  la  Ley  Hipote- 
caria, las  hipotecas  sólo  pueden  ser  constituidas  válidamente 
por  el  dueño  de  los  bienes  hipotecados  que  tenga  su  libre  ad- 
ministración, y  caso  de  no  tenerla,  que  se  halle  autorizado 
para  ello  con  arreglo  á  las  leyes;  sin  que  puedan  aquéllas  surtir 
efecto  en  otro  caso : 

Que  cuando  por  la  escritura  de  1.^  de  May.  de  1865,  hipotecó 
D.  Juan  Aguado  la  casa  en  garantía  del  crédito  de  D.  Fermin 
Salcedo,  no  tenía  la  libre  administración  de  la  misma,  por  hallar- 
se sujeta  á  las  resultas  del  juicio  de  testamentarla  de  su  difunta 
consorte,  incoado  anteriormente,  ni  fué  autorizado  para  ello  por 
los  demás  interesados,  ni  por  el  Juzgado  que  conocía  de  dicho 
juicio,  ni  era  dueño  de  toda  la  casa;  porque  habiéndola  com- 
prado durante  el  matrimonio,  le  pertenecía  en  común  con  los 
herederos  de  su  difunta  mujer,  á  quienes  fué  adjudicada  la  mitad 
que  es  objeto  de  este  pleito,  en  la  partición,  aprobada  después 
en  el  juicio  antes  expresado,  é  inscrita  en  el  Registro  como  de 
la  propiedad  de  los  recurrentes,  y  por  consiguiente  conforme  á 
la  doctrina  legal  antes  expuesta,  fué  nula  é  ineficaz  y  no  puede 
surtir  efecto  la  hipoteca  por  aquél  constituida  sobre  la  mitad 
de  la  casa  que  no  le  pertenecía: 

.  Que  la  inscripción  en  el  Registro  no  podía  darle  vahdez  y 
eficacia,  según  el  precepto  terminante  del  art.  33,  de  que  la  ins- 
cripción no  convaüda  los  actos  ó  contratos  que  son  nulos  con 
arreglo  á  las  leyes;  y  que  si  bien  conforme  al  art.  34  « los  con- 
tratos que  se  otorguen  por  persona  que  en  el  Registro  aparezca 
con  derecho  para  ello,  una  vez  inscritos  no  se  invalidarán  en 
cuanto  *á  tercero;  aunque  después  se  anule  ó  resuelva  el  derecho 
del  otorgante  en  virtud  de  título  euaterior  no  inscrito  ó  de  cau- 
sas que  no  resulten  claramente  del  mismo  Registro;  esta  excep- 
ción no  puede  favorecer  al  demandado;  porqm  habiendo  consti- 
tuido Aguado  la  hipoteca  de  toda  la  casa,  siendo  ya  viudo,  según  resul- 
ta de  la  escritura,  no  aparecía  en  el  Registro  con  derecho  para  ello, 
mediante  á  que  no  constaba  que  le  hubiese  sido  adjudicada  en  la  liqui- 
dación de  la  sociedad conguyal.m^oáisL  constar,  porque  aún  esta- 
ba pendiente  del  juicio  de  testamentaría  de  su  difunta  consorte. » 
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Antes  de  que  emitamos  nuestro  juicio  áobre  estos  fallos,  exa- 
minaremos las  diferencias  que  existen  entre  ambos ,  para  dedu- 
cir si  por  ellas  puede  salvarse  la  contradicción  en  que  aparece 
á  primera  vista  que  incurren. 

Según  la  Sentencia  de  2  de  Mar.  de  1881 ,  cuando  el  viudo 
D.  Marcial  Mellan  hipotecó  la  finca,  no  se  había  instaurado  el 
juicio  de  testamentaría:  según  la  de  28  de  Ab.  de  1882  ya  esta- 
ba instaurado  por  los  herederos  de  Doña  María  Perote  y  nom- 
brado, el  viudo  administrador  del  caudal  relicto.  Según  ésta  se 
habían  declarado  bienes  gananciales  adjudicándose  á  las  dos 
hermanas  en  1871:  segmi  aquélla,  por  un  auto  de  jmísdiccion 
voluntaria,  se  probó  que  no  existían  gananciales  al  tiempo  de  la 
defunción  de  la  consorte.  En  la  de  1882,  se  citó  como  infringido 
el  art.  34,  porque  se  había  apHcado  indebidamente,  suponiendo 
tercero  al  que  no  lo  era:  en  la  de  1881,  la  infracción  del  art.  34 
consistía  en  haberse  apUcado  indebidamente  la  excepción  en  el 
mismo  contenida. 

Respecto  á  la  primera  diferencia,  el  que  el  juicio  de  testa- 
mentaría estuviese  instaurado  ó  no  lo  estuviese  al  hipotecarse 
la  finca,  no  podía  influir  en  el  éxito  del  recurso ;  porque  no  era 
el  nombramiento  de  administrador  judicial  de  los  bienes  que 
tenía  D.  Juan  Manuel  Aguado  (carácter  que  reconoce  á  Don 
Marcial  Mellan  la  Sentencia  de  1881),  lo  que  le  impedía  ena- 
jenarlos; sino  el  que  mientras  que  por  la  adjudicación  no  se 
determine  lo  que  á  cada  uno  de  los  partícipes  corresponda, 
todos  son  dueños  pro  indiviso,  sin  señalamiento  material  ni 
intelectual  de  partes;  de  todas  y  de  cada  una  de  las  fincas  déla 
herencia,  y  un  condueño  no  puede  disponer  de  ellas  sin  per- 
miso é  intervención  de  los  otros.  Instaúrese  ó  no  el  juicio  de 
testamentaría,  nómbrese  ó  no  al  viudo  administrador,  la  indi- 
visión subsiste  y  los  derechos  singulares  permanecen  íntegros 
en  la  masa  hereditaria.  Pero  no  estando  anotado  el  juicio,  ni 
constando  el  carácter  de  administrador  judicial  en  el  Registro, 
la  época  en  que  se  incoase  la  testamentaría  no  tiene  influencia 
para  decidir  una  cuestión  hipotecaria. 

La  segunda  diferencia,  á  saber,  que  en  una  de  las  testamenta- 
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rías  se  siguió  el  juicio  por  todos  sus  trámites,  resolviéndose  que 
eran  bienes  gananciales  los  vendidos ;  mientras  que  en  la  otra, 
por  un  acto  de  jurisdicción  voluntaria  se  declaró  que  no  exis- 
tían, tampoco  puede  tenerse  en  cuenta  para  el  fallo;  porque 
aquellas  declaraciones  tuvieron  lugar  mucho  después  de  habei'se 
otorgado  el  contrato  de  hipoteca,  y  su  nulidad  ó  validez  ha  de 
arrancar  del  punto  del  otorgamiento:  si  era  entonces  válido,  un 
suceso  posterior  no  podía  convertirlo  en  nulo;  si  nulo,  el  tras- 
curso del  tiempo  no  podía  convalidarlo. 

La  tercera  diferencia,  que  consiste  en  que  uno  de  los  recurren- 
tes citó  como  infringido  el  art.  34,  porque  se  había  apUcado  in- 
debidamente suponiendo  tercero  al  que  no  lo  era;  y  el  otro  por- 
que se  había  aplicado  la  excepción  en  él  contenida;  en  nada 
influyó;  pues,  si  bien  se  alegó  la  errónea  interpretación  de  la 
palabra  tercero;  la  Sentencia  de  1882,  no  tomó  en  cuenta,  ni  si- 
quiera mencionó  en  los  Considerandos  este  motivo  de  casación. 

Se  demuestra  por  lo  dicho  que  las  diferencias  del  gaso ,  no 
han  podido  motivar  la  diversidad  de  los  fallos ;  porque  todas 
aquellas  se  refieren  á  hechos  ajenos  á  la  cuestión  fundamental. 

Como  dice  muy  bien  la  Sentencia  de  2  de  Mar.  del  81,  la  que 
en  ella  se  trataba  (y  lo  mismo  en  la  de  28  de  Ab.  de  1882),  no 
era  sólo  la  de  calificar  los  actos  legítimos  ó  abusivos  del  admi- 
nistrador legal  del  caudal  común,  «sino  también  y  principalmen- 
te, la  de  la  validez  ó  nulidad  de  los  contratos  que  con  él  cele- 
braron terceras  personas,  con  las  formalidades  y  garantías  que 
aseguran  su  estabilidad. »  En  efecto,  si  sólo  se  tratase  de  resolver 
si  la  hipoteca  inscrita  adolecía  ó  no  de  nulidad,  la  cuestión  no 
hubiese  pasado  de  ser  una  cuestión  de  derecho  civil;  porque  si 
no  era  nula,  en  este  derecho  encontraría  el  hipotecario  su  defen- 
sa, sin  necesidad  de  apoyarse  en  la  Ley  Hipotecaria,  y  si  lo  era, 
se  hallaba  en  el  mismo  caso,  ya  que,  según  el  art.  33,  la  inscrip- 
ción no  convalida  los  actos  ó  contratos  que  sean  nulos  con  arre- 
glo á  las  leyes.  Pero  como  las  disposiciones  hipotecarias  estable- 
cen casos  en  que,  á  pesar  de  las  civiles,  esas  hipotecas  nulas 
producen  efectos,  al  citarse  como  infringidos  los  artículos  hipote- 
carios, el  problema  que  había  de  resolverse  y  que  en  efecto  se 
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resolvió  era,  no  el  de  si  la  hipoteca  adolecía  ó  no  adolecía  de 
nulidad;  sino  el  de  si,  supuesta  esta  nulidad,  la  obligación  mo- 
ría como* si  no  se  hubiera  contraído  ó  producía  efectos  en  virtud 
de  haber  sido  otorgada  por  persona  que,  sin  tenerlo,  aparecía 
en  el  Registro  con  derecho  para  ello.  Planteada  así  la  cuestión, 
el  punto  concreto  que.  había  de  fallarse;  puesto  que  ambas  Sen- 
tencias reconocen  la  eficacia  de  los  mismos  artículos;  era  el  si- 
guiente: ¿Continúa  apareciendo  en  el  Registro  con  derecho  para 
disponer  de  una  finca,  el  viudo  que  la  adquirió  estando  casado, 
si  constan  ambas  circunstancias?  Y  aquí  es  donde  el  criterio 
del  Tribunal  Supremo  ha  seguido  distintos  rumbos.  Del  Regis- 
tro resultaba:  que  tanto  D.  Marcial  Mehan  como  D.  Juan  Agua- 
do, compraron  la  íinca  inscrita  á  su  favor  siendo  casados:  en 
las  escrituras  de  hipoteca  que  también  se  inscribieron,  resultaba 
igualmente,  que  otorgaron  los  contratos  siendo  ya  viudos; 
cuando  en  reahdad  aquellos  bienes  inscritos  á  su  nombre,  y 
de  los  que  podrían  disponer  constante  el  matrimonio,  no  les 
pertenecían  ya;  porque  formando  parte  de  los  que  poseía  la 
sociedad  conyugal,  habían  pasado  á  ser  del  dominio  indiviso 
del  viudo  y  de  los  herederos. 

La  Sentencia  del  81  afirma:  que  aun  cuando  aparecía  en  la 
escritura  de  hipoteca  que  el  estado  civil  del  hipotecante  era  dis- 
tinto del  que  tenía  al  hacer  la  inscripción  de  propiedad,  esto  es, 
que  en  el  Registro  aparecía  como  casado  y  en  el  instrumento 
como  viudo;  la  Lfcy  no  tenía  esta  circunstancia  como  causa  bas- 
tante para  privar  á  terceros  interesados,  por  título  oneroso,  de  la 
garantía  legal  que  les  daba  el  Registro;  y  consecuente  con  estos 
principios,  declara  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación.  En- 
tendemos que  en  esta  Sentencia  se  considera  que  el  derecho  del 
que  aparece  con  él,  eti  el  Registro,  no  sufre  alteración  ni  limi- 
tación, aunque  conste  su  mudanza  de  estado. 

La  Sentencia  del  82  afirma  á  su  vez,  que,  resultando  en  la 
inscripción  de  propiedad  que  se  había  adquirido  la  finca,  duran- 
te el  matrimonio;  al  constituir  el  inscribiente  la  hipoteca  de  la 
casa,  siendo  ya  viudo,  no  aparecía  en  el  Registro  con  derecho 
para  ello;  mediante  á  que  no  constaba  que  le  hubiese  sido 
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adjudicada  en  la  sociedad  de  la  liquidación  conyugal;  de  mane- 
ra que  según  la  una,  la  declaración  del  estado  de  viudez,  priva 
de  capacidad  al  viudo  para  disponer  de  los  bienes  que  adquirió 
como  casado  y  esta  incapacidad  perjudica  al  que  con  él  con- 
trata; mientras  que  por  la  otra  se  afirma,  que  la  Ley  no  estima 
esta  circunstancia  como  causa  bastante  para  privar  á  terceros 
interesados  por  título  oneroso,  de  la  garantía  legal  que  les  daba 
el  Registro. 

Son,  pues,  estas  Sentencias,  por  lo  que  se  nos  alcanza,  anti- 
téticas y  contradictorias  en  este  punto.  Y  pues  que  hemos  de 
manifestar  nuestra  opinión,  parécenos  más  conforme  con  los 
buenos  principios  la  de  1882.  Desde  el  momento  en  que  resulta 
del  Registro  que  la  adquisicipn  se  ha  hecho  por  el  marido,  re- 
sulta también  explícitamente,  que  sólo  puede  disponer  de  la 
finca  mientras  que  continúe  en  su  estado  marital:  cuando 
concluye  el  matrimonio  por  la  muerte  de  la  esposa,  la  sola 
expresión  de  ser  viudo  declara  su  incapacidad  de  disponer 
como  dueño  de  los  bienes  conyugales,  y  ni  el  Notario  debe 
autorizar  la  escritura  en  que  los  enajena  ó  grava  sin  el  permiso 
de  los  herederos,  ni  el  Registrador  inscribirla. 

Y  siguiendo  el  rigor  de  los  principios  pudiera  sostenerse  que 
ni  aún  de  la  mitad  de  las  fincas  adquiridas  durante  el  matri- 
monio puede  disponer  el  viudo;  porque  su  dominio  no  es  defi- 
nitivo hasta  que  hecha  la  Uquidacion,  resulte  que  están  cubier- 
tos los  derechos  preferentes  de  la  mujer;  y  por  la  adjudicación 
desaparezca  el  obstáculo  que  le  impedía  enajenarlos  y  ejercer 
todas  las  facultades  que  por  el  dominio  pleno  y  definitivo  goza 
con  arreglo  á  l&s  leyes.  (V.  el  §  35  del  Coment.  al  art.  18  y  las 
Sents.  de  22  de  Oct.  de  1857,  y  29  de  Dic.  de  1873.) 

14>  Las  ventas  de  fincas  enfiiétUicaSy  sin  el  previo  requeri- 
miento del  dueño  directo  ^  y  d  penniso  para  celebrar  la  enajenación, 
(Resol,  de  29  de  Ab.  de  1872.  V.  lo  que  se  dice  en  el  §  6P  de 
este  Coment.  y  en  el  68  del  art.  2.^) 

15.a  La. reserva  que  haga  un  padre  de  la  administración  y  usu- 
fructo de  fincas  que  adquiere  con  difiero  de  sus  hijas  inayores  de  edad 
y  para  ellas,  (Resol,  de  7  de  Julio  de  1882.) 
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16  *  La  venta  judicial  en  que  no  consten  la  naturaleza  y  alcance 
de  una  condición  resolutoria^  sin  que  pueda  adicionarla  el  Begistra- 
dor ,  por  no  serle  lícito  cambiar  la  naturaleza  y  condiciones  del  de- 
recho que  se  inscribe,  (Resol,  de  17  de  Nov.  de  1879.)  (V.  el  Co- 
mentario al  art.  109.) 

h)    Obligaciones  nulas  por  sus  condiciones. 

1.a  Las  contraidas  bajo  condiciones  imposibles  ó  contrarias  á  las 
leyes  ó  alas  buenas  costumbres  (Resol,  de  24  de  Agosto  de  1868); 
advirtiendo  que  no  anulan  los  testamentos,  en  los  cuales  se 
consideran  como  no  puestas. 

2.^  Las  contraidas  con  condición  de  no  hacer  una  cosa  contraria 
á  las  leyes  ó  buenas  costumbres.  Se  ha  de  entender  esto,  cuando 
la  causa  motiva  de  la  celebración  del  contrato  fuera  esa  misma 
condición  ó  de  ella  dependiese  su  existencia;  de  otro  modo,  no 
lo  viciaría,  ni  la  falta  que  entrañaba  habría  de  considerarse  in- 
subsanable; puesto  que  no  afectaría  á  la  validez  de  la  obligación. 

3.*  El  pacto  de  retroventa  por  tiempo  indefinido,  (Sent.  de  12 
de  May.  de  1875.)  Es  dudoso  si  tal  pacto  sólo  adolecerá  de 
nulidad  por  lo  que  hace  al  tiempo  que  exceda  de  los  veinte 
años,  siendo  válido  durante  este  período.  En  este  supuesto,  si 
la  escritura  que  lo  contuviese  se  presentase  al  Registro  des- 
pués de  los  veinte  años  de  otorgada;  como  el  derecho  de  re- 
traer estaría  ya  prescrito  por  ministerio  de  la  lej'' ,  sería  inins- 
cribible ;  é  inscribible,  si  la  escrítura  se  presentara  antes  de  los 
veinte  años.  En  Cataluña  vale  este  pacto  reconocido  por  el  de- 
recho romano  y  por  la  Ley  de  Partida. 

4.^  El  pacto  comisorio  de  quedarse  con  la  finca  hipotecada,  á 
no  se  hubiese  pagado  á  cierto  tiempo  la  cantidad  que  se  tornó  en 
préstamo, 

5.a  El  pacto  de  que  responda  la  finca  por  el  importe  de  los  in- 
tereses acumulados  por  medio  dd  anatocismo. 

c)  Obligaciones  nulas  por  la  calidad  de  las  personas  que 
LAS  otorgan. 

En  esta  clase  se  comprenden: 

1.a  Las  que  emanen  de  contratos  hechos  por  menores ,  pró^^ 
declarados  tales,  interdichos  civil  ó  criminalmente  para  enajenar ^  ges- 
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hres,  apoderados,  ttUores^  curadores  ó  mandatarios  de  otros;  sin  que 
m  el  documento  aparezca  vestigio  de  su  autorización ,  para  cele- 
brar el  acto  ó  contrato  que  se  pretende  inscribir.  (V.,  sobre  estos 
y  los  otorgados  por  mujeres  casadas,  el  §  6.  de  este  Coment.) 

2  a  Las  ventar  hechas  al  fxido  á  hijos  no  e>nancipados  (salvo 
ios  casos  de  excepción  comprendidos  en  la  Ley  4.*^,  Tít.  i,  Par- 
tida 5.^),  á  menores  sin  licencia  de  stw  guardadores  y  á  mayores  que 
se  hayan  comprometido  apagar  cuando  se  casen,  hereden  ó  succedan 
en  algún  vínculo  d  tuviesen  más  renta  b  hacienda. 

3.*    Las  fianzas  de  labradores  en  favor  de  los  que  no  lo  sean. 

4  a  Las  de  las  mujeres,  salvas  las  excepciones  de  la  Ley  3>, 
Tit.  xn  Part.  5  a. 

5  a  Las  de  las  mujeres  casadas  en  favor  de  sus  maridos  y  las 
tMigadones  mancomunadas  de  marido  y  mujer.  Téngase  presente  la 
expuesto  en  el  §  33  del  Coment.  al  art.  48  y  la  Resolución  de 
14  de  Feb.  de  1878. 

6  a    La  renuncia  que  con  motivo  de  un  préstamo  al  marido  haga 
la  mujer,  de  laprelacion  de  dote  é  hipoteca  tácita  general  que  le  cor- 
responde sobre  los  bienes  hipotecados,  á  la  seguridad  dd  préstamo, 
por  considerarse  equivalente  á  salir  fiadora  por  su  marido.  Así 
lo  ha  resuelto  el  Tribunal  Supremo  en  Sentencia  de  3  de  Dic. 
de  1881,  interpretando  extensivamente  la  letra  de  la  Ley  61  de 
Toro.  Con  fecha  de  21  de  May.  de  1869,  firmaron  en  Granada 
un  documento  privado,  D.  Martin  CaUís,  D.  Miguel  García  Vied- 
ma  y  su  mujer  Doña  Dolores  Funes,  en  el  que  declararon  ha- 
ber convenido  en  que  ésta  daría  su  consentimiento  y  expresaría 
no  hacer  uso  en  época  alguna  de  sus  derechos  preferentes  para 
el  pago  de  70.800  reales  que  Viedma  adeudaba  á  Callís,  hipo- 
tecándole dos   fincas,  segim  constaba   en  escritura   pública; 
con  tal  que  se  le  cumpliesen  ciertas  condiciones  que  se  detalla- 
ban. A  consecuencia  de  este  convenio ,  se  otorgó  otra  escritura 
en  27  de  May.  de  1869,  entre  D.  Martin  Callís,  D.  Joaquín 
Masó  y  Pujol,  y  los  consortes  D.  Miguel  García  Viedma  y  Doña 
Dolores  Funes,  en  la  que  otorgaron:  Callís,  que  cedía,  renun* 
ciaba  y  traspasaba  en  favor  de  Masó  el  crédito  de  70.800  reales 
que  tenía  contra  Viedma  en  virtud  de  escritura  pública,  con  las 

TOMO  111  18 


Digitized  by  VjOOQ IC 


274  COMENTARIO 

hipotecas  que  lo  garantizaban:  Masó,  que  aceptaba  la  cesión 
en  la  forma  que  se  le  hacía:  García  Viedma,  que  renunciaba 
el  derecho  que  pudiera  ostentar,  para  que  se  le  notificase  dicha 
cesión  en  la  forma  establecida  por  la  ley ;  y  Doña  Dolores  Fu- 
nes, con  licencia  marital,  que,  constándole  la  certeza  del  expre- 
sado crédito,  y  que  su  importe,  cuando  lo  recibió  su  marido, 
se  invirtió  en  provecho  y  utilidad  de  ella,  se  obUgaba  á  no  opo- 
nerse á  su  cobro,  por  la  preferencia  que  pudiera  alegar  para  el 
reintegro  de  sus  bienes  dótales  ó  parafernales,  ú  otros  derechos 
de  prelacion  que  las  leyes  le  concedieran;  pues  antes  por  el  con- 
trario, los  renunciaba  expresamente,  así  como  la  hipoteca  tá- 
cita legal  que  le  competía  sobre  los  bienes  hipotecados  á  dicho 
acreedor,  y  si  alguna  acción  tuviere  deducida  con  tal  objeto, 
se  separaba  de  ella  respecto  al  citado  crédito,  prometiendo  rea- 
lizar la  separación  siempre  que  se  le  exigiera,  y  jurando  con- 
forme á  derecho,  que  esta  renuncia  la  hacía  libremente  sin  que 
por  su  marido  se  la  hubiese  obhgado,  violentado ,  inducido,  ni 
engañado;  antes  por  el  contrario,  le  había  consultado  detenida- 
mente para  satisfacer  sus  deseos  y  conciencia. 

A  pesar  de  esta  renuncia,  promesa  y  jureunento,  Doña  Dolo* 
res  Funes  en  1870,  dedujo  demanda  con  objeto  de  que  se  decla- 
mase nula  la  renuncia  que  había  hecho  en  la  escritura  ántés 
mencionada,  por  no  habérsele  cumphdo  las  condiciones  estipu- 
ladas: seguido  el  pleito,  la  sentencia  recaída  se  casó,  por  haber 
fallado  la  Audiencia  sobre  punto  que  no  había  sido  objeto  de 
la  controversia.  Habiendo  fallecido  Doña  Dolores  Funes,  sus  hi- 
jos y  herederos  incoaron  nueva  demanda  para  que  se  declarase 
que  la  obUgacion  y  renuncia  que  hizo  su  madre  en  la  escritura 
de  cesión  de  27  de  May.  de  1869,  á  favor  de  D.  Joaquín  Masó; 
era  nula,  de  ningún  valor  ni  efecto  y  que  se  declarase  asimis- 
mo, que  como  herederos  de  su  madre  tenían  mayor  derecho 
que  Masó,  para  reintegrarse  con  las  dos  fincas  hipotecadas  y 
sus  rentas  y  frutos,  del  importe  total  á  que  ascendían  los  bie- 
nes dótales  y  parafernales  aportados  por  aquélla  á  su  matrimo- 
nio con  D.  Miguel  García  Viedma;  alegando  en  su  apoyo  y  en 
cuanto  era  pertinente,  que  al  renunciar  Doña  Dolores  Funes  sus 
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derechos  en  la  citada  escritura ,  constituyó  una  verdadera  fian- 
za, por  deuda  de  su  marido ;  porque  tal  renuncia,  era  la  única 
garantía  que  en  aquellas  circunstancias  pudo  recibir  el  acree- 
dor. Contestó  á  esta  demanda  D.  Joaquín  Masó,  pues  el  marido 
no  compareció  en  el  pleito,  que  la  renuncia  de  derechos  que 
hizo  Doña  Dolores  Funes,  no  abrazaba  obUgacion  ninguna  de 
pago  por  parte  de  aquélla  en  primero  ni  segundo  término,  y 
faltando  esta  circunstancia,  no  podía  sostenerse  que  existiese  la 
fianza  que  se  alegaba  y  era  \m  error  calificarla  de  tal;  y  que  la 
mujer  casada  puede  renunciar  las  hipotecas  del  marido  en  ga- 
rantía de  sus  bienes  dótales  y  parafernales,  lo  cual  reforzaba  la 
validez  y  eficacia  de  la  renuncia. 

La  Audiencia  falló  en  favor  de  los  demandantes,  confir- 
mando la  sentencia  del  Juez  de  primera  instancia,  en  que  de- 
claraba que  era  nula  y  de  ningún  valor  ni  efecto  la  obügacion 
contraída  por  Doña  Dolores  Funes.  Masó,  para  la  casación  enta- 
bló el  recurso  procedente,-  citando  como  infringidas  entre  otras 
leyes,  las  comprendidas  en  los  siguientes  motivos  que  tienen 
relación  directa  con  la  renuncia. 

€  4.0  La  Ley  1.^  Tít.  xii,  Part.  5.^  que  define  al  fiador  como 
€  ome  que  da  su  fe  ó  promete  á  otro  de  dar  ó  facer  alguna  cosa 
por  mandado  ó  ruego  de  aquel  que  lo  mete  en  la  fiadura,  »  y 
que  le  considera  obligado  como  al  deudor  principal,  aunque 
subsidiariamente;  y  la  jurisprudencia  establecida  en  la  Senten- 
cia de  casación  de  8  de  Mar.  de  1862,  que  considera  contraída 
la  fianza  en  los  mismos  términos  y  con  la  propia  extensión  que 
la  obligación  principal,  cuando  expresamente  no  se  ha  Umitado 
6  restringido ;  por  cuanto  la  sentencia  recurrida  aprecia  y  caH- 
fica  de  fianza  lo  que  no  lo  es,  lo  que  tan  sólo  es  una  renuncia 
de  derechos  m'ás  ó  menos  ciertos  que  favorece  al  acreedor;  pero 
que  no  obligaba  á  Doña  Dolores  Funes  á  pagar  el  crédito  sub. 
ridiaria,  ni  principalmente;  infringiendo  así,  no  sólo  la  Ley  y 
jurisprudencia  citadas,  sino  las  Leyes  6.*^,  7.*  y  8.»  del  n^smo 
Tít.  XII,  Part.  5.*,  que  fijan  la  naturaleza  de  la  fianza,  estable- 
ciendo la  manera  en  que  puede  ser  fecha  la  fiadura,  su  exten- 
sión y  la  fuerza  que  tiene. » 


Digitized  by  VjOOQ IC 


276  GOMBNTARIO 

« 5.0  La  Ley  3.*,  Tít.  xi,  Lib.  10  de  la  Nov.  Recop.,  ó  sea  la 
61  de  Toro;  así  como  la  jurisprudencia  establecida  en  las  Sen- 
tencias de  22  de  May.  de  1862,  16  de  Feb.  de  1866,  2  de  Junio 
de  1865,  15  de  Nov.  de  1871  y  10  de  Ah.  de  1878,  en  el  con- 
cepto de  que  se  aplica  aquella  Ley  al  presente  caso ;  á  pesar  de 
que  Doña  Dolores  Funes  no  salió  fiadora  de  su  marido  ni  se 
obligó  mancomunadamente  con  él,  sino  que  consignó  una  re- 
nuncia sencilla  de  las  que  las  leyes  no  prohiben,  contrayendo 
una  obligación  con  la  licencia  marital  permitida  en  derecho.» 

«  6.®  La  Ley  1.a  Tít.  i,  Lib.  10,  de  la  Nov.  Recop.,  que  san- 
ciona las  obligaciones  en  la  forma  y  manera  en  que  parezca 
que  quisieron  contraerlas  las  partes  interesadas;  toda  vez  que 
se  declara  nula  la  contraída  por  Doña  Dolores  Funes  en  la  es- 
critura susodicha  de  27  de  May.  de  1869,  puramente  y  sin  re- 
serva; por  no  atenerse  la  Sala  sentenciadora  á  la  forma  y  modo 
en  que  se  contrajo  y  por  entrar  en  suposiciones  gratuitas ,  refi- 
riéndolas á  un  contrato  distinto  é  independiente  como  el  priva- 
do de  21  del  mismo  mes  sobre  voluntades  presuntas ,  que  la  Ley 
invocada  no  quiere  que  se  tomen  en  cuenta  cuando  aparecen 
y  se  consignan  las  voluntades  expresas;  con  lo  cual  se  infringía 
además  la  citada  escritura  al  apreciar  la  prueba  que  ofi^ece. » 

« Y  7.0  Los  arts.  169  de  la  Ley  Hipotecaria  j»^  121  del  Regla- 
mento para  su  ejecución,  que  autoriza  la  renuncia  de  la  mujer 
casada  á  exigir  del  marido  que  la  hipoteque  bienes  á  la  seguri- 
dad de  la  dote,  lo  cual  supone  el  derecho  de  la  mujer  casada  ¿ 
renunciar  la  preferencia  al  cobro  de  sus  bienes  dótales  y  parafer- 
nales, cuyas  renuncias  se  han  considerado  siempre  eficaces  y  va- 
lederas; sobre  todo,  después  del  art.  24  de  la  Hipotecaria,  según 
el  cual,  los  títulos  inscritos  surtirán  su  efecto  aun  contra  los 
acreedores  singularmente  privilegiados  por  la  legislación  co- 
mún, siendo  notorio  el  gravamen  de  las  fincas  hipotecadas  por 
Viedma  á  favor  del  recurrente ,  por  las  escrituras  que  demues- 
tran su  crédito,  cuya  inscripción  no  puede  postergarse  á  nin- 
gún otro  que  no  ha  sido  inscrito. » 

El  Tribunal  Supremo  desechó  el  recurso  sin  más  razones  que 
las  de  los  considerandos  que  siguen: 
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cQue  la  sentencia  recurrida  no  infringe  las  leyes  y  doctrinas 
invocadas  en  los  motivos  4.^,  5.^  y  6.^,  porque  la  Sala  senten- 
ciadora, atendiendo  no  sólo  á  la  letra,  sino  al  espíritu  y  alcance 
del  contrato  de  préstamo  contenido  en  la  escritura  antes  cita- 
da, ha  estimado  que  existía  una  verdadera  fianza  prohibida  por 
la  ley;  puesto  que  sin  la  intervención  de  Doña  Dolores  Funes 
renunciando  los  derechos  preferentes  que  tenía  sobre  los  bienes 
Me  su  marido,  por  los  que  ella  aportara  al  matrimonio;  el  prés- 
tamo no  se  hubiera  verificado,  y  por  tal  concepto,  realmente  se 
constituía  fiadora  de  su  marido  ó  aseguraba  el  resultado  del  con- 
trato que  en  esencia  es  lo  mismo : » 

cQue  es  infundada  la  cita  del  art.  169  de  la  Ley  Hipotecaria; 
porque  en  el  mismo  se  establecen  los  derechos  de  la  mujer  ca- 
sada; pero  sin  expresar  nada  respecto  á  la  renuncia  de  esos  de- 
rechos, que  es  el  supuesto  en  que  se  dice  infringido.  » 

Grave  es  la  decisión  del  Tribunal:  resolver  que  es  lo  mismo 
renunciar  derechos,  que  contraer  obligaciones;  dar  interpreta- 
ción extensiva  á  leyes  dictadas  en  épocas  en  que  las  condicio- 
nes sociales  de  la  mujer  eran  completamente  diversas  de  las 
que  son  hoy  día,  y  contra  el  espíritu  de  la  moderna  legislación 
y  el  de  las  mismas  Sentencias  del  Tribunal  Supremo  (1)  que 
las  restringen;  prestar  alas  á  la  mala  fe  de  los  cónyuges  que 
explotan  aun  acreedor;  hacer  despreciables  los  compromisos 
más  sagrados,  el  juramento,  las  manifestaciones  solemnes  de 
una  mujer  mayor  de  edad,  no  sorprendida,  sino  consciente  de 
un  modo  indudable;  puesto  que  los  actos  en  que  reconoció  la 
deuda  y  en  que  desistió  de  su  derecho  fueron  varios  y  en  diver- 
sos tiempos;  y  todo  esto  cuando  la  ley  no  lo  dice  de  un  modo 
expreso,  merecía  fundarse  largamente.  Porque  si  la  renuncia 
de  un  derecho  se  declara  que  en  este  caso  es  una  verdadera 
fianza,  mañana  se  afirmará  en  otro  que  la  renuncia  de  cual- 
quier derecho  es  una  donación,  y  se  considerará  fraudulenta  en 
un  concurso,  contra  lo  que  se  ha  sentido  y  defendido  de  común. 


(1)    y.  las  Sents.  de  2  de  Jan.  de  1365;   16   Feb.  de  1866;  6  de  Jul.  de 
1872  7  10  de  Ab.  de  1878. 
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Y  no  es  razón  el  que  el  préstamo  no  se  hubiera  verificado  sin 
la  renuncia  de  Doña  Dolores,  y  que  por  ello,  esencialmente  es 
lo  mismo  constituirse  fiadora  del  marido,  que  asegurar  el  resul- 
tado del  contrato  del  marido;  porque  puede  venirse  á  un  fin, 
por  distintos  medios  de  contraria  naturaleza. 

Y  lo  dicho  se  evidencia  más,  si  en  vez  de  mujer  casada  se 
aplica  esta  doctrina  á  cualquier  otro  acreedor.  Tiene  Juan  ga- 
rantido su  derecho  por  diez  fincas  que  el  deudor  le  ha  hipote- 
cado; solicita  éste  un  nuevo  préstamo  de  Pedro  que  exige  para 
otorgárselo  que  se  le  hipotequen  dos  fincas  de  las  ya  hipoteca- 
das y  que  renuncie  Juan  á  la  preferencia  que  le  da  el  ser  pri- 
mer hipotecario;  conviene  éste  y  aquellas  dos  fincas  perecen; 
Pedro  pierde  su  crédito;  Juan  de  nada  responde.  Pero  en  lugar 
de  la  prelacion,.  logra  Peáro  que  Juan  salga  fiador  de  su  présta- 
mo: se  arruinan  las  fincas  que  lo  garantizan;  Juan  ha  de  abo- 
nar de  sus  bienes  el  importe  de  la  deuda  que  no  puede  satisfa- 
cer el  deudor  principal.  No  es,  pues,  cierto,  que  porque  de  am- 
bos modos,  renunciando  su  derecho  el  primer  acreedor  ó  cons- 
tituyéndose en  fiador,  se  verifique  el  segundo  préstamo,  sean 
ambos  contratos  esencialmente  idénticos ;  porque  si  lo  fueran, 
los  efectos  serían  esencialmente  iguales  y  como  hemos  demos- 
trado, los  producen  completamente  distintos. 

Ni  tampoco  nos  parece  que  la  infracción  alegada  del  artículo 
169  de  la  Ley  y  121  del  Reglamento  hipotecario  se  haya  reba- 
tido en  la  Sentencia.  En  el  Considerando  que  de  ella  trata,  fiján- 
dose sólo  en  las  disposiciones  del  primero,  se  dice:  «  que  es  infun- 
dada su  cita,  porque  en  él  se  establecen  los  derechos  de  la  mujer 
casada  y  nada  se  expresa  respecto  á  la  renuncia  de  esos  derechos 
que  es  el  s\;ipuesto  en  que  se  dice  infringido.»  Verdad;  pero  se 
prescinde  en  absoluto  del  artículo  reglamentario  que  también 
se  cita,  y  que  es  el  que  en  caso  había  de  haberse  quebrantado. 
En  él  se  establece,  que  « la  mujer  mayor  de  edad  que  sea  dueña 
de  los  bienes  que  hayan  de  darse  en  dote  y  tenga  la  Ubre  dis- 
posición de  ellos,  podrá  no  exigir  al  marido  la  obUgacion  de  hi- 
potecar que  tiene  en  favor  de  la  dote;»  es  decir,  que  la  Ley 
reconoce  la  hcitud  de  la  renuncia  que  haga  la  mujer  de  su 
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privilegio  dotal;  y  como  aun  cuando  el  art.  188  permite  á  la 
mujer  gravar  los  bienes  é  hipotecarlos,  se  entiende  que  este  per- 
miso no  la  despoja  del  privilegio  de  no  quedar  obligada  por  las 
fianzas  que  otorgue  por  su  marido;  se  convendrá  en  que  no  pue- 
den confundirse  ambos  contratos,  á  los  que  aplica  la  Ley  mo- 
derna disposiciones  distintas. 

Por  lo  dicho,  no  hubiéramos  reputado  por  ocioso,  que  el  Tri- 
bunal, haciéndose  cargo  de  estas  razones,  hubiera,  al  emitir  su 
opinión  contraria,  explanado  las  que  para  ello  le  asistían;  ya  la 
de  que  el  artículo  del  Reglamento  se  refiere  á  la  dote  que  ha  de 
constituirse,  no  á  la  ya  constituida;  ya  que  sólo  es  aplicable  á 
dotes  posteriores  al  planteamiento  de  la  Ley  Hipotecaria,  y  la 
de  Doña  Dolores  Funes  era  anterior;  ya  que  Uevando  la  renun- 
cia envuelta  en  sí,  la  pérdida  de  la  dote,  y  siendo  el  objeto  de 
la  Ley  61  evitarlo,  no  debe  permitirse  que  por  un  medio  se  lle- 
gue al  resultado  que  por  otro  se  prohibe.  Pero  prescindir  por 
completo  de  una  de  las  fases  de  la  cuestión,  contestar  á  un  an- 
tecedente del  argumento  y  pasar  por  alto  el  argumento  mismo, 
como  si  no  se  hubiera  planteado;  es  dejar  irresuelta  la  duda  que 
suije  de  los  preceptos  hipotecarios  y  dar  pié  para  que  se  renue- 
ven pleitos  que  hubieran  podido  evitarse. 

7.a  Las  donaciones  inter  vivos  entre  marido  y  mujer.  Ley  4.*, 
Tít.  XI,  Part.  4.a  (V.  el  §  32  del  Coment.  al  art.  2.o) 

8.a  La  confesión,  del  marido  de  haber  vendido  U&nes  de  su  mujer, 
que  la  reintegra  cediéndole  otros,  (V.  ídem.) 

9.a  La  constitución  de  hipoteca  Jwchapor  el  marido  en  favor  de 
la  mujer,  por  dote  ó  parafernales  confesados  en  escritura  pública,  no 
constando  que  se  entrega/ron  los  bienes  al  marido.  { Resol,  de  17  de 
En.  de  1876.) 

Disentimos  de  la  doctrina  que  se  emite  en  esta  Resolución 
que  vamos  á  analizar.  Doña  María  Ignacia  Gómez  de  Liaño 
heredó  de  su  padre  en  1836,  xma  cantidad,  según  consta  de  su 
hijuela.  D.  Mauricio  Martínez  de  Céspedes,  su  marido,  reconoce 
en  escritura  de  4  de  Oct.  de  1871,  que  su  esposa  aportó  al  ma- 
trimonio la  cantidad  mencionada,  que  se  había  invertido  en 
bienes  inmuebles  comprados  por  su  padre  y  él,   en  nombre 
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propio,  y  aseguró  con  hipoteca  la  dote  así  reconocida  y  confe- 
sada, cuya  obligación  aceptó  Doña  María  Ignacia. 

Esta  confesión  se  hallaba  corroborada  por  la  Uquidacion  de 
los  bienes  del  padre  de  D.  Mauricio  en  20  de  Dic.  de  1848  (aun- 
que no  se  elevó  á  escritura  púbhca)  en  la  cual  se  adjudicaron  á 
éste ,  parte  de  los  bienes  inmuebles  que  su  padre  había  compra- 
do con  el  capital  de  Doña  María  Ignacia  su  nuera,  y  otros  que 
el  D.  Mauricio  había  adquirido  con  el  importe  de  los  bienes 
de  ésta. 

El  Registrador  deniega  la  inscripción  por  carecer  la  dote  con- 
fesada de  la  solemnidad  de  haberse  entregado  bajo  la  fe  de  No- 
tario y  no  reunir  por  otra  parte  los  requisitos  prevenidos  en  el 
art.  171  de  la  Ley  Hipotecaria;  por  cuya  razón  no  tenía  Doña 
María  Ignacia  derecho  para  exigir,  ni  su  marido  capacidad  para 
constituir  la  hipoteca.  Habiendo  recurrido  Martínez  Céspedes, 
la  Dirección  en  17  de  En.  de  1876: 

Considerando,  en  cuanto  á  la  obligación  consignada  en  aquel 
documento,  que  hallándose  prohibidos  por  la  legislación  civil 
común,  según  ha  declarado  el  Tribunal  Supremo  en  las  Sen- 
tencias de  23  de  Oct.  de  1857  y  11  de  En.  de  1859;  los  conve- 
nios entre  marido  y  mujer,  fuera  de  los  casos  expresamente  ex- 
ceptuados, es  necesario  examinar  previamente  si  entre  éstos  se 
halla  comprendido  el  celebrado  por  los  mencionados  consortes, 
constituyendo  el  marido  y  aceptando  la  mujer  una  hipoteca  á 
la  seguridad  de  los  bienes  que  esta  última  adquirió  por  heren- 
cia de  sus  padres  después  de  contraído  el  matrimonio;  para  ca- 
hficar,  en  su  consecuencia,  su  validez  ó  nulidad,  al  efecto  de 
admitir  ó  negar  su  inscripción  en  el  Registro: 

Considerando :  que  si  bien  los  arts.  352,  354,  355  y  356  de 
la  Ley  Hipotecaria,  autorizan  al  marido  para  constituir  hipo- 
tecas especiales  en  substitución  de  las  generales  tácitas  que, 
según  la  legislación  anterior  al  1.*^  de  Enero  de  1863,  existían 
á  favor  de  las  mujeres  casadas ,  por  la  dote  y  parafernales  que 
hubiesen  entregado  á  los  maridos;  es  necesario,  sin  embargo, 
acreditar  esta  última  circunstancia  que,  según  la  jurisprudencia 
del  Tribunal  Supremo,   consignada  en  Sentencias  de  10  de 
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Junio  de  1871,  27  de  Marz.,  14  de  Ab.  y  17  de  Jun.  de  1874;  es 
de  todo  punto  esencial  para  que  la  mujer  adquiera  la  hipoteca 
tácita  sobre  los  bienes  del  marido  antes  de  la  citada  fecha,  y 
por  consiguiente  para  que  se  consideren  permitidos  los  conve- 
nios otorgados  por  los  cónyuges,  con  virtiendo  ó  substituyendo 
una  hipoteca  general  tácita  en  otra  especial  ó  expresa: 

Considerando:  que  ni  la  confesión  del  marido  de  haber  reci- 
bido los  bienes  heredados  por  su  mujer,  hecha  después  de  trein- 
ta y  chico  años  de  celebrado  el  matrimonio,  ni  la  circunstancia 
de  haber  intervenido  aquél  en  las  operaciones  de  liquidación  y 
participación  del  caudal  de  donde  procedían  dichos  bienes,  cons- 
tituyen una  prueba  concluyente  de  que  éstos  se  dieron  al  mari- 
do señaladamente  para  qtie  los  poseyese  y  administrase,  y  de  que 
hayan  sido  enajenados  con  el  consentimiento  de  ambos  cónyu- 
ges entrando  su  importe  en  poder  del  marido;  que  son  los  casos 
en  que,  según  las  leyes  y  las  doctrinas  del  Tribunal  Supremo, 
adquiere  la  mujer  hipoteca  legal  sobre  los  bienes  del  marido; 
por  lo  cual,  y  mientras  no  se  acredite  en  debida  forma  dicha 
entrega,  debe  reputarse  nulo  el  convenio  celebrado  por  los  nom- 
brados esposos,  y  negarse  en  su  virtud  la  inscripción  del  mismo 
en  el  Registro  por  defecto  insubsanable,  conforme  á  lo  dispues- 
to en  los  arts.  65  de  la  Ley  Hipotecaria  y  57  del  Reglamento  ge- 
neral dictado  para  su  ejecución;  acordó  confirmar  la  negativa 
del  Registrador  de  la  propiedad  de  Ledesma  á  inscribir  la  escri- 
tura otorgada  por  los  cónyuges  D.  Mauricio  Martínez  y  Doña 
María  Ignacia  Gómez,  en  4  de  Oct.  de  1871,  por  adolecer  di- 
cho documento  de  defectos  insubsanables  y  por  no  aparecer  lí- 
cita ó  autorizada  por  las  leyes,  la  obhgacion  contenida  en  el 
mismo. 

Notamos  por  de  pronto,  que  aun  cuando  los  otorgantes,  el 
Notario  y  el  Registrador  califican  el  contrato  de  confesión  de 
dote,  asegurada  con  hipoteca;  la  Dirección  se  abstiene  de  darle 
ese  nombre,  y  en  su  lugar  usa  la  perífrasis  de  «hipoteca  cons- 
tituida á  la  seguridad  de  los  bienes  que  la  mujer  adquirió  por 
herencia  de  sus  padres  »  Esta  manera  de  expresarse  deja  los 
términos  de  la  cuestión  indecisos,  porque  esa  clase  de  bienes, 
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10  mismo  puede  considerarse  dote  ó  aumento  de  dote,  que  pa- 
rafernales; dependiendo  tan  sólo  del  concepto  y  forma  en  que 
el  marido  los  reciba,  en  lo  que  ha  de  estarse  á  las  manifesta 
clones  de  los  interesados  en  escritura  pública.  Sin  embargo, 
de  los  términos  empleados  en  la  Resolución,  se  infiere,  que  más 
bien  se  consideraron  los  bienes  como  parafernales ,  que  como 
dótales. 

Reconociendo  que  la  solución  que  da  el  Centro  directivo  se 
halla  ingeniosamente  combinada,  no  creemos  que  sea  igual- 
mente sólida.  Sienta  como  antecedente,  que  las  Sentencias  de 
23  de  Oct.  de  1857  y  11  de  En.  de  1859  declaran  prohibidos  los 
convenios  entre  marido  y  mujer  fuera  de  los  casos  exceptuados 
por  la  ley. 

La  Senteúcia,  no  del  23  de  Oct.  de  1857,  sino  del  22,  aunque 
pubKcada  el  23 ;  es  la  única  que  sienta  este  principio ,  pues  la  de 

11  de  En.  de  1859  no  es  mías  que  su  aplicación  á  un  caso  par- 
ticular ,  distinto  del  que  analizamos.  Pero  como  la  doctrina  es 
inconcusa,  lo  que  se  ha  de  examinar  es ,  si  entre  los  contratos 
prohibidos  por  la  ley,  se  halla  el  de  constituir  el  marido  y  acep- 
tar la  mujer  una  hipoteca  á  la  seguridad  de  la  dote  ó  los  para- 
fernales confesados. 

Para  sostener  esto  liltimo,  la  Dirección,  como  hemos  visto, 
arguye  de  esta  manera:  si  bien  los  arts.  352,  354,  355  y  356 
de  la  Ley  Hipotecaria  autorizan  al  marido  para  constituir  hi- 
potecas especiales  en  substitución  de  las  generales  que  antes 
existían  en  favor  de  las  mujeres  por  su  dote  y  parafernales; 
para  considerar  permitido  el  convenio  de  los  cónyuges  llevando 
á  efecto  dicha  Hipoteca,  es  indispensable  que  se  justifique  la  en- 
trega al  marido,  de  los  bienes;  como  se  consigna  en  las  Senten- 
cias de  10  de  Jun.  de  1871 ,  22  de  Mar.,  14  de  Ab.  y  17  de  Junio 
de  1874;  por  lo  que,  mientras  no  se  acredite  en  debida  forma 
dicha  entrega,  debe  reputai*se  nulo  el  convenio. 

De  los  artículos  citados,  sólo  el  355  y  356  son  pertinentes:  en 
ellos  se  autoriza  al  marido  para  substituir  con  una  hipoteca  es- 
pecial, la  general  de  la  mujer  por  su  dote  y  parafernales  que 
le  hayan  sido  entregados;  mas  de  esto  no  se  infiere  que  para 
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que  esa  hipoteca  especial  sea  válida,  se  necesite  una  previa  jus- 
tificación cumplida  y  acabada,  además  de  su  confesión;  de  que 
realmente  se  le  entregaron  los  bienes.  El  art.  355  respeta  por 
completo  los  derechos  creados  por  la  legislación  anterior  á  1863, 
sólo  varía  la  forma  de  garantirlos,  substituyendo  una  hipoteca 
por  otra.  Por  ello,  para  saber  cuándo  puede  el  marido  hipo- 
tecar, no  hay  que  dar  tormento  alas  nuevas  disposiciones,  hay 
que  atenerse  á  las  antiguas.  ¿  Tenía  la  mujer  hipoteca  legal 
sobre  los  bienefe  de  su  marido  por  la  dote  confesada?:  pues  la 
tiene  ahora.  ¿Se  daba  por  probada  la  entrega  de  la  dote,  por  la 
confesión  del  marido?:  pues  por  entregada  se  tiene  ahora  res- 
pecto al  marido.  ¿Podía  éste  hipotecar  para  garantir  la  dote 
coi;ifesada?:  pues  puede  hipotecar  ahora.  Sólo  una  cosa  se  ha 
mandado  de  nuevo,  como  consecuencia  precisa  del  pensamiento 
que  domina  en  la  Ley  Hipotecaria:  al  marido  se  le  concede  el 
derecho  de  constituir  hipoteca  especial  contra  la  voluntad  de  la 
mujer;  á  ésta  se  le  niega  el  derecho  de  obligar  al  marido  á  que 
substituya  la  general  tácita  que  le  corresponde,  por  la  especial 
que  establece  la  Ley. 

Respecto  á  las  Sentencias,  no  dicen  en  absoluto  lo  que  afirma 
la  Resolución.  La  de  10  de  Jun.  de  1871,  recaída  en  im  juicio  de 
concurso ,  establece,  que  una  dote  confesada  no  perjudica  á 
terceros  acreedores,  no  justificándose  la  entrega. 

La  de  27  de  Mar.  de  1874  (1),  dada  también  con  motivo  de 
una  tercería  en  que  una  mujer  reclamaba  la  preferencia  á  los 
bienes  embargados  por  haberle  vendido  su  marido  los  parafer- 
nales, resuelve  sólo;  que  no  tiene  preferencia  su  crédito  al  del 
embargante;  porque  no  había  justificado  que  el  marido  hubiese 
recibido  el  importe  de  la  venta. 

La  de  14  de  Ab.  del  74,  versa  sobre  lo  mismo :  en  un  embargo 
de  bienes  del  marido,  entabla  la  mujer  tercería  de  dominio  de 
parte  de  los  bienes  y  de  mejor  derecho  respecto  á  otros ,  por  la 
preferencia  del  importe  de  su  dote  que  recibió  su  marido  en 


(1)    Es  de  28  de  Marzo,  segati  la  Colección  legislativa  que  la  inserta  con  esta 
fecha. 
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frutos,  alhajas,  etc.:  niégasele  el  recurso,  porque  no  justifica  la 
constitución  de  la  dote  ni  la  entrega  al  marido. 

La  de  17  de  Jun.  de  1874  es  inconducente.  Doña  Agustina 
Montalvo,  hereda  varios  bienes  por  su  legítima  paterna,  y  que 
por  hallarse  ausente,  recibió  su  marido  D.  Lorenzo  Barreno  en 
calidad  de  parafernales  inestimados.  Reclamó  ella  la  admims- 
tracion  que  le  fué  concedida  por  Sent.  de  12  de  Dic.  de  1872,  y 
habiendo  recurrido  Barreno,  declaró  el  Tribunal  Supremo,  que 
para  que  el  señorío  de  los  bienes  parafernales  de  la  mujer  pase 
durante  el  matrimonio  al  marido ,  y  pueda  por  consiguiente 
exigirse  á  éste  la  responsabihdad  que  la  ley  le  impone ,  es  in- 
dispensable probar  que  la  mujer  se  los  entregó  señaladamente 
y  con  intención  de  que  los  poseyera  y  administrara  como  los 
dótales,  y  que  no  habiéndose  probado  esto,  se  confirmábala 
sentencia  recurrida  declarando  corresponder  á  Doña  Agustina 
Montalvo  la  administración  de  los  bienes  objeto  del  pleito. 

Del  extracto  hecho,  resulta:  que  ninguna  de  las  sentencias 
citadas  declara  nulo  el  contrato  en  que  el  marido  confiesa  que 
ha  recibido  dote  ó  parafernales  de  su  mujer  é  hipoteca  bienes 
en  garantía  que  esta  acepta;  aunque  no  se  justifique  la  entrega  de 
los  bienes. 

Que  las  tres  primeras ,  apUcan  la  doctrina  común  y  enseñada 
por  todos,  de  que  tales  confesiones  no  perjudican  á  tercero]  sino 
se  justifica  que  el  marido  recibió  los  bienes  dótales  ó  parafer- 
nales. 

Que  la  de  17  de  Jun.  de  1874  no  se  refiere  á  una  confesión 
del  marido  en  favor  de  la  mujer ,  sino  por  el  contrario,  á  un 
pleito  en  que  aquél  pretendía  que  se  le  habían  entregado  los 
bienes  parafernales  para  su  administración,  lo  que  negaba  ésta, 
y  el  marido  no  justificó. 

Pero  al  tratarse  de  dote  y  parafernales,  existe  una  particu- 
laridad, y  es,  que  en  los  contratos  ordinarios,  la  confesión  es 
prueba  plena  contra  el  que  confiesa,  y  es  prueba  además  para 
todos,  de  manera  que  al  que  compra  una  finca,  bástale  que  el 
vendedor  confiese  en  la  escritura  que  ha  recibido  el  precio,  para 
que  el  contrato  sea  váhdo  y  eficaz,  y  si  algún  acreedor  enten- 
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diera  que  la  enajenación  que  le  perjudica  ha  sido  fraudulenta, 
á  él  le  toca  justificar  el  fraude.  En  dotes  y  parafernales,  por  la 
confesión  contrae  el  marido  una  obligación  válida  que  la  mujer 
puede  exigir  contra  él;  sin  necesidad  de  probar  que  le  ha  en- 
tregado los  bienes;  y  la  hipoteca  que  aquél  otorgue  en  seguri- 
dad del  pago,  es  un  contrato  igualmente  válido  y  registrable 
justifiqúese  ó  no  se  justifique  la  entrega :  pero  esta  confesión 
que  tiene  fuerza  por  si  sola  contra  el  marido,  no  la  tiene  con- 
tra terceros  acreedores;  porque  la  Ley,  atenta  á  que  el  interés  de 
los  cónyuges  es  uno  y  contrario  al  de  aquellos;  recela  estar 
hecha  la  confesión  del  marido  á  favor  de  la  mujer  con  el  objeto 
de  defraudarlos  y  exije  entonces,  como  prueba  de  la  ver- 
dad de  la  existencia  de  la  dote  confesada,  que  se  justifique  la 
entrega  real  y  verdadera  al  marido  de  los  bienes  que  la  com- 
ponían. El  acreedor  no  necesita  probar  nada:  no  es  que  la  con- 
fesión de  dote  sea  un  contrato  nulo,  es  que,  como  la  confesión 
es  al  mismo  tiempo  contrato  y  prueba  del  hecho  causa  del  con- 
trato, la  ley  le  niega,  cuando  perjudica  intereses  ajenos,  la  fuer- 
za probatoria,  y  ha  de  demostrarse  el  hecho  por  otros  medios, 
y  si  así  no  se  hace,  la  confesión  cae,  no  por  nula ,  sino  por  in- 
justificada. Y  como  la  hipoteca  es  un  contrato  accesorio  cuya 
existencia  depende  de  la  existencia  del  principal ,  no  probándose 
éste,  la  hipoteca  muere  por  no  haber  contrato  principal  que 
garantice. 

La  Ley  Hipotecaria  reconoce  que  la  confesión  de  dote  cuya 
entrega  no  consta,  produce  ima  acción  personal :  luego  no  es 
contrato  nulo.  Y  si  todo  contrato  que  contiene  una  obUgacion 
personal,  tiene  condiciones  para  que  se  asegure  con  hipoteca, 
no  puede  este  contrato  accesorio  adolecer  de  la  nulidad  de  que 
no  adolece  el  principal  celebrado  entre  las  mismas  personas. 

La  Sentencia  de  26  de  May.  de  1857 ,  terminantemente  expo- 
ne: que  la  doctrina  de  que  la  dote  confesada  no  tiene  fuerza  más 
que  para  perjudicar  al  marido,  sólo  puede  entenderse  legal, 
cuando  haya  motivo  fundado  para  creer  que  la  confesión  se  hizo 
en  fraude  de  terceros  interesados.  Es  pues  un  contrato  legíti- 
mo, válido,  eficaz  y  sujeto  sólo  á  la  rescisión,  si  no  se  prueba  la 
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verdad  del  hecho  confesado,  si  resulta  que  se  hizo  en  fraude  de 
acreedores;  como  se  rescinden  las  ventas,  las  donaciones,  todos 
los  actos  fraudulentos  que  puedan  perjudicar  á  terceros. 

La  Sent.  de  27  de  Jun.  de  1864,  fijando  la  inteligencia  que 
ha  de  darse  á  la  Ley  5.^  Tít.  xxiv,  Lib.  x  de  la  Nov.  Rec.  que 
declara  preferentes  los  créditos  que  constan  en  escritvira  pú- 
blica, á  los  meramente  personales  y  quirografarios,  establece: 
♦que  no  quiere  decirse  en  la  Ley  que  tal  preferencia  alcance  tam- 
bién á  una  escritura  de  dote  solamente  confesada  por  el  marido 
ó  destituida  de  la  prueba  de  entrega;  pues  semejantes  escritu- 
ras no  contienen  obligaciones  perfectas  en  daflo  de  tercero:» 
luego  las  contienen  imperfectas,  y  las  obUgaciones  imperfectas 
no  pueden  confundirse  con  las  nulas. 

Para  concluir,  citaremos  la  de  16  de  Set.  de  1864  en  que 
claramente  se  marca  la  naturaleza  y  efectos  de  la  dote  confe- 
sada. « La  escritura  de  confesión  de  dote  otorgada  por  el  ma- 
rido constituye  pmeba  contra  él;  pero  no  contra  un  tercero  que 
contrató  de  buena  fe  con  él.»  Si  es  cierto  que  la  confesión  del 
marido  produce  siempre  efectos  contra  él,  un  contrato  que  pro- 
duce efectos  no  puede  llamarse  nulo.  Si  se  admite  que  cuando 
se  acredita  la  entrega,  perjudica  á  tercero;  se  ha  de  reconocer, 
que  hasta  que  llega  el  caso  de  que  haya  necesidad  de  esta  justi- 
ficación, no  puede  saberse  si  se  ha  cumpHdo  ó  no  con  lo  dis- 
puesto por  la  ley:  luego  respecto  á  terceros,  lo  más  que  podría 
concederse  es,  que  no  se  puede  afirmar  si  al  tiempo  de  contraer- 
se la  obügacion,  era  eficaz  ó  no  lo  era:  no  que  era  eficaz,  porque 
si  no  se  probaba  la  entrega,  no  producía  efectos:  no  ineficaz, 
porque  si  se  probaba,  los  producía;  pero  nunca  puede  afirmarse 
que  la  obligación  fuera  nula,  porque  si  lo  fuese  no  podía  conva- 
Udarse  por  un  hecho  posterior:  quodin  principium  ntdlum  est, 
tracto  tempore  convaiescere  nequit. 

'  Si  pues  la  obUgacion  no  es  nula,  pero  no  puede  asegiurarse 
ni  negarse  que  tendrá  eficacia ,  es  evidente  que  participa  de  la 
condición  de  todas  las  obligaciones  condicionales  de  futuro,  y 
que  el  efecto  del  contrato  está  suspendido  hasta  el  tiempo  en 
que  se  verifique  la  condición  ó  haya  transcurrido  el  en  que 
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debía  verificarse,  sin  que  se  haya  verificado.  Y  como  circunstan- 
cia cuyo  cumplimiento;  bien  dependa  déla  casualidad,  bien  de 
un  hecho  ftituro  voluntario;  suspende  la  obligación,  es  en  rea- 
lidad condicional,  y  toda  obligación  condicional  es  inscribible, 
cancelándose  ó  afirmándose  según  el  resultado;  la  confesión  del 
marido  de  que  ha  recibido  la  dote  ó  los  parafernales,  por  su  na- 
turaleza es  inscribible,  y  la  hipoteca  que  vigoriza  y  garantiza 
esta  obHgacion  condicional  para  el  caso  de  que  se  cumpla  el 
hecho  futuro  que  la  complementa,  es  iguahnente  inscribible 
Quede  pues  sentado  que  la  confesión  de  dote  no  es  un  con- 
trato cuya  validez  depende  de  que  se  justifique  ó  no  la  entrega; 
«no  que  es  un  contrato  válido  que  por  sí  mismo  prueba  contra 
el  marido  la  entrega  de  los  bienes;  pero  que  para  perjudicar  á  im 
tercero  necesita  justificarse  esa  entrega  por  otros  medios. 

A  cuanto  llevamos  dicho  ha  de  añadirse  lo  acordado  en  la 
Resol,  de  11  de  Ag.  de  1863 ,  contraria  á  la  que  combatimos  y 
en  nuestro  concepto  basada  en  sóKda  doctrina  y  que  por  su 
importancia  transcribimos  íntegra. 

« Vista  la  comunicación  del  Registrador  de  Olmedo,  manifes- 
tando que  no  cree  inscribible  la  escritura  de  constitución  de 
hipoteca  especial  á  la  seguridad  de  la  dote  confesada  antes  del 
matrimonio  por  D.  Gregorio  Román  en  favor  de  Doña  Eugenia 
Ruiz ;  en  razón  á  que  la  dote  confesada  no  produce  más  que 
obligación  personal,  y  porque,  sise  diera  fuerza  á  tales  hipotecas, 
habría  un  medio  muy  fácil ,  simulando  dotes ,  de  burlar  los 
derechos  de  los  acreedores,  y  hasta  los  de  los  hijos  á  sus  legíti- 
mas; dando  de  este  modo  á  las  dotes  cor\fesadas  los  efectos  le- 
gales en  perjuicio  de  tercero,  sin  que  el  examinar  estas  nulida- 
des pueda  creerse  oficiosidad  en  el  Registrador,  á  quien  por  el 
artículo  57  del  Reglam.  está  encomendado  calificar  la  vaUdez 
de  la  obligación  consignada:  i 

« Vista  la  Resolución  de  la  Regencia  acordando  que  no  debe 
tomarse  razón  de  tal  documento,  mientras  la  mujer  no  cumpla 
con  lo  prevenido  en  el  art.  171  de  la  Ley,  y  que  compete  al 
Registrador,  según  el  art.  57  del  Reglamento,  calificar  la  vaUdez 
délos  documentos,  según  sus  formas  extrínsecas,  y  también 
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por  la  naturaleza  de  la  obligación,  condiciones  y  demás  cir- 
cunstancias necesarias  para  que  aquélla  no  sea  nula:  > 

€  Considerando  que  el  contrato  de  confesión  dotal  es  válido  y 
reconocido  por  las  leyes: » 

€  Que  si  .bien  es  cierto  que  no  produce  más  que  acción  perso- 
nal ,  y  por  eso  no  puede  inscribirse;  la  hipoteca  especial  con 
que  se  garantízala  devolución  de  la  dote,  produce  un  derecho 
real,  y  es,  por  lo  tanto  inscribible:» 

«  Que  esto  se  confirma  con  lo  mandado  en  el  art.  178  de  la 
Ley  Hipotecaria,  según  el  cual,  las  arras  y  donaciones  esponsa- 
licias, no  ofrecidas  como  aumento  de  dote,  sólo  producen  una 
obügacion  personal,  y  sin  embargo,  pueden  asegurarse  con 
hipoteca:» 

«  Que  no  necesita  la  hipoteca  especial  de  que  se  trata  la  previa 
justificación  de  la  existencia  de  los  efectos  dótales  que  marca  el 
artículo  171  de  la  Ley;  porque  este  artículo  sólo  consigna  tal 
diligencia  para  que  la  mujer  pueda  exigir,  y  el  marido  esté 
obUgado  á  prestar  la  hipoteca,  y  en  el  caso  presente  ni  la  mu- 
jer exige  ni  el  marido  otorga  por  obUgacion  legal ,  sino  por  pro- 
pia y  espontánea  voluntad: » 

«Que  el  valor  legal  de  las  dotes  confesadas,  cuando  chocan 
con  derechos  de  terceros  ó  se  otorgan  en  fraude  de  acreedores 
ó  en  perjuicio  de  las  legítimas,  no  corresponde  apreciarlo  á  los 
Registradores,  por  ser  de  la  exclusiva  competencia  de  los  Tri- 
bunales: » 

«Que  si  bien  el  Registrador  está  facultado  por  el  art.  57  del 
Reglamento  para  caüficar  la  vahdez  de  la  obhgacion,  es  cuan- 
do ésta  sea  nula  por  su  naturaleza,  condiciones  ó  caüdad  de 
las  personas  otorgantes;  no  por  nuUdades  posibles  que  no  cons- 
tan en  el  título  ni  provienen  de  la  naturaleza  del  contrato,  sino 
de  hechos  distintos  que  pueden  afectarle  cuando  lo  declare  así 
ima  sentencia  judicial ; » 

«Esta  Dirección  general  ha  resuelto:  que  la  hipoteca  especial 
otorgada  por  D.  Gregorio  Román  á  favor  de  su  esposa  Doña 
Eugenia  Ruiz,  es  inscribible ,  y  que  la  nuhdad  que  pueda  en- 
trañar la  escritura  de  dote  confesada,  por  ser  en  fraude  de  los 


Digitized  by  VjOOQ IC 


ABTS.  66,  66  T  67,  §  7.«  2ñ 

acreedores,  perjudicar  legítimas  ó  lesionar  de  cualquier  modo 
derechos  de  terceros;  nulidad  que  ni  aparece  del  título,  ni  sobre 
la  que  ha  recaído  sentencia  judicial;  no  está  comprendida  en- 
tre las  que  toca  calificar  á  los  Registradores,  con  arreglo  al  ar- 
tículo 57  del  Reglamento  general  para  la  ejecución  de  ía  Ley- 
Hipotecaria.» 

De  cuanto  va  dicho ,  sacaremos  por  consecuencia ,  que  la  hi- 
poteca otorgada  por  D.  Mauricio  Martínez  de  Cepeda  á  favor  de 
Doña  María  Ignacia  Gómez  de  Liafio,  para  garantizar  una 
dote  recibida  antes  del  planteamiento  de  la  Ley  Hipotecaria, 
era  válida  é  inscribible.  (Y.  Sents.  de  10  de  Dic.  de  1872  y  20 
de  Dic.  de  1876.) 

Réstanos  ahora  la  cuestión,  de  si  hoy  día  en  que  por  la  Ley 
Hipotecaria  se  ha  declarado  que  la  confesión  de  dote  cuya 
entrega  no  conste,  no  surta  más  efecto  que  la  de  las  obligacio- 
nes personales ,  será  inscribible.  Nuestra  opinión  es  que  ella  por 
sí  sola,  no  lo  es  (V.  Resol,  de  15  de  Enero  de  1881);  pero  que  si 
se  constituyese  hipoteca  á  su  seguridad,  ésta  sería  inscribible- 
En  el  Comentario  á  los  arts.  170  y  171  trataremos  de  algunas 
otras  cuestiones  que  pueden  suscitarse  sobre  esta  materia,  de 
tanto  interés  y  tan  debatidas  por  nuestros  Jurisconsultos.  (V.  el 
§  32  del  Coment.  al  art.  2.«  y  los  §§  32  y  43  del  Coment.  al  ar- 
tículo 18.) 

10.*  Los  contratos  de  enajenaciones  de  llenes  otorgados  por  Mon- 
jas en  clausura,  sin  el  permiso  del  Diocesano. 

Los  cánones  prohiben  estas  enajenaciones,  y  como  la  Ucencia 
se  e^ge  pro  forma,  el  contrato  que  de  ella  carece,  es  nulo. 

¿Alcanza  esta  prohibición  á  toda  clase  de  contratos  que  ce- 
lebren las  ReUgiosas  individualmente?  La  Ley  de  29  de  Jul.  de 
1837  y  el  R.  D.  de  25  de  Jul.  de  1868,  declararon  váHdos  y  sub- 
sistentes todos  los  que  las  Rehgiosas  hubiesen  otorgado  dentro 
de  aquel  término  y  tres  meses  más;  pero  hay  dos  Resoluciones, 
la  de  2  de  Set*.  de  1868  y  la  de  28  de  Ag.  de  1871,  discordes 
entre  sí,  y  basadas  en  fundamentos  erróneos. 

La  de  2  de  Set.  es  tan  diminuta,  que  quizá  la  condenemos 
por  falta  de  datos.  Parece  inferirse  de  ella,  que  Sor  Gabriela 
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Gosalvez,  Religiosa  profesa,  era  dueña  de  un  crédito  hipoteca- 
rio y  accedió  á  subrogar  la  hipoteca.  La  Dirección  resuelve,  que 
á  pesar  de  haberse  declarado  válidos  los  actos  y  contratos  cele- 
brados por  las  Religiosas  profesas,  en  el  R.  D.  de  25  de  Jul.  de 
aquel  año,  no  procedía  inscribir  la  escritura,  porque  no  había 
obtenido  autorización  del  Diocesano  para  celebrarla.  No  com- 
prendemos el  fundamento  de  esta  Resolución,  falta  de  antece- 
dentes; porque  declarando  válidos  y  legales  todos  los  actos  de 
dominio  que  las  Religiosas  profesas  hubieren  ejercido  durante 
el  tiempo  que  medió  entre  la  publicación  de  la  Ley  y  el  R.  D., 
que  no  exigen  que  se  hubiesen  otorgado  con  la  licencia  del 
Diocesano;  es  evidente  que  el  contrato  de  subrogación  de  hi- 
potecas, acto  de  dominio  que  ejerció  individualmente  la  moDJa 
Sor  Gabriela  Gosalvez,  era  inscribible. 

Distinto  fué  el  criterio  adoptado  en  la  Resol,  de  28  de  Ág. 
de  1871.  La  Abadesa  y  Religiosas  del  Convento  de  Santa  Clara 
otorgaron  unas  escrituras  de  préstamo  con  hipoteca:  el  Regis- 
trador creyó  que  no  procedía  inscribirlas  por  haberse  otorgado 
sin  el  consentimiento  del  Diocesano :  la  Dirección,  considerando 
que  esta  falta  no  podía  ser  calificada  de  insubsanable,  pues 
para  ello  sería  preciso  que  los  contratos  otorgados  por  la  Comu- 
nidad sin  la  aprobación  del  Diocesano,  estuviesen  declarados 
nulos  por  las  leyes,  y  no  podía  citarse  ningima  que  así  lo  es- 
tableciera, ni  tampoco  constituye  falta  subsanable  esta  omisión, 
porque  no  existe  ley  alguna  que  declare  la  nuHdad  de  los  actos 
ó  contratos  en  que  aquélla  se  advirtiese;  resolvió  que  eran  ins- 
cribibles las  escrituras  mencionadas.  Si  bien  esta  Resolución  es 
legal,  declarando  inscribibles  los  contratos,  objeto  de  la  con- 
sulta, nótase  en  ella,  si  no  hay  algún  error  en  el  texto,  una 
confusión  lamentable.  No  es  cierto  que  no  haya  ley  que  no 
declare  nulos  los  contratos  que  otorguen  las  Comunidades  sin 
la  aprobación  del  Diocesano:  adolecen  de  tan  .grave  defecto 
todos  los  de  enajenación  que  carezcan  de  semejante  requisito. 
Tampoco  es  doctrina  admisible,  que  si  las  leyes  declarasenda 
nulidad  del  contrato,  por  haberse  celebrado  sin  Ucencia  del 
Diocesano,  sería  esta  falta  subsanable  é  insubsanable  al  mismo 
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tiempo,  como  sienta  la  Dirección  con  gravísimo  error  de  con- 
cepto, ó  quizá,  y  es  lo  más  probable,  por  equivocación  ma- 
terial. 

Quede,  pues,  sentado  como  regla  á  que  deben  atenerse  los 
Registradores,  que  los  contratos  de  enajenación  de  bienes 
hechos  por  las  Comimidades  de  Monjas  sin  previa  autorización 
del  Diocesano,  son  nulos;  más  no  los  de  adquisición  y  adminis- 
tración; y  que  las  Monjas  individualmente  no  pueden  otorgar 
ninguna  clase  de  contratos  sin  aquella  licencia,  salvo  los  que 
hubiesen  hecho  desde  29  de  Jul.  de  1837  hasta  25  de  Oct.  de 
1868.  (V.  los  §§  20  y  21  del  Coment.  al  art.  18.) 

11.*  La  partición  hecha  sin  estar  declarados  herederos  los  que 
la  efectuaron.  (Resol,  de  6  de  Jul.  de  1867  contraria  á  la  de 
21  de  Ag.  de  1867.  Pueden  verse  también  sobre  este  punto  las 
antes  citadas  de  25  de  Ag.  de  1866,  23  de  Oct.  de  1872  y  15 
de  Oct.  de  1875.) 

12.a  Zja  partición  hecha  etüre  una  viuda  y  su  hijo  menor ,  en 
que  no  se  había  suplido  la  falta  de  consentimiento  de  éste  por  su  cu- 
rador ad  litem,  ni  haMa  obtenido  la  aprobación  judicial.  (Resol,  de 
9  de  Mar.  de  1875.)  Respecto  á  esta  última  falta,  véase  lo  que  se 
dice  en  los  §§  5.o  y  6.^  La  primera,  sin  género  de  duda,  ha  de 
contarse  entre  las  faltas  insubsanables. 

13.*  La  escritura  de  venta  de  bienes  de  un  menor  emancipado , 
por  no  haberse  obtenido  autoriza^don  jtidicial  en  la  forma  prevenida 
en  el  tit.  13,  Farte  2,^  (hoy  Tít.  xi,  Lib.  ni)  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento civü.  (Resol,  de  12  de  Mar.  de  1879.) 

Respecto  á  si  ha  de  considerarse  insubsanable  la  falta  de 
licencia  marital,  V.  el  §  6  o  de  este  Comentario. 

Véase  además  lo  que  al  principio  de  este  §  se  dice  respecto 
á  la  nulidad  de  ciertos  contratos,  por  causa  del  Notario  que  los 
autoriza. 

No  deja  de  oponer  dificultades  á  la  doctrina  de  que  la  falta 
de  capacidad  en  los  otorgantes  es  defecto  insubsanable ,  la  del 
artículo  19  de  la  Ley,  de  que  cuando  un  Registrador  notase 
falta  de  capacidad  en  los  otorgantes ,  ha  de  manifestarla  á  los 
que  pretendan  la  inscripción,  para  que  subsanen  la  falta,  y  si 
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no  la  subsanasen  á  su  satisfacción,  anotará  preventivamente 
según  el  núm.  8.^  del  art.  42.  A  pesar  de  esta  disposición  del 
art.  19,  como  los  arts.  65  de  la  Ley  y  57  del  Reglamento,  que 
tratan  exprofeso  de  esta  materia,  declaran  expresamente,  que  la 
falta  de  capacidad  de  los  otorgantes  es  motivo  de  nulidad,  lo 
cual  envuelve  en  sí  que  la  falta  es  insubsanable  y  el  título  in- 
capaz de  anotación ;  á  esto  debemos  atenemos.  Lo  prescrito  por 
el  art.  19 ,  ha  de  limitarse  á  cuando  no  se  acredite  suficiente- 
mente la  representación  legítima  de  los  que  contratan  por  los 
incapacitados ;  porque  cuando  contratan  a^^tos  por  sí  y  en  su 
propia  representación ;  como  por  Ja  ley  común  no  pueden  veri- 
ficarlo; es  indiscutible  que  el  contrato  adolece  de  falta  insub- 
sanable. (V.  Resols.  de  28  de  May.  de  1863,  29  de  Jul.  de 
1866  y  6  de  Jul.  de  1867,  y  los  §§  17  al  48  del  Coment.  al 
artículo  18.) 
Tercero.  —  Faltas  en  la  forma  externa  de  los  documentos, 

QUE  producen  su  NULmAD. 

Lo  son  las  que  siguen: 

1.*  El  no  ciar  d  Notario  fe  del  conocimiento  de  los  otorgantes. 
Es  una  falta  que  anula  el  instrumento.  El  conocer  á  los  otor- 
gantes y  el  dar  fe  el  Notario  de  ello,  es  la  garantía  de  la  verdad 
de  todo  el  contrato.  En  vano  que  tuviese  escrupulosa  exactitud 
en  reseñar  cuanto  ante  él  pasara,  extendiendo  con  cuidadosa 
nimiedad  las  cláusulas  del  convenio,  tal  como  se  las  dicta- 
sen los  interesados ;  si  no  constaba  de  un  modo  fehaciente  que 
los  que  disponían  de  sus  bienes ,  eran  los  que  figuraban  en  el 
instrumento  como  tales.  La  falta  de  este  requisito  lo  anula,  y 
según  dispone  el  art.  27  de  la  Ley  del  Notariado,  y  con  suje- 
ción á  las  doctrinas  que  sustentamos ,  ha  de  considerarse  falta 
insubsanable. 

Dos  Resoluciones  se  han  dictado  en  esta  materia ,  no  sobre 
la  clasificación  que  había  de  darse  á  la  falta  de  carecer  la  escri- 
tura del  requisito  de  dar  fe  el  Notario  del  conocimiento  de  los 
otorgantes ,  sino  de  la  que  merecía  el  no  darla  en  los  términos 
que  previene  en  el  art.  73  del  Reglamento  del  Notariado;  y 
los  fallos  han  sido  contradictorios. 
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Resol,  de  17  de  En.  de  1876.  El  Notario  al  dar  fe  del  cono- 
cimiento de  las  partes,  se  limitó  á  decir:  les  conozco  por  su  nom- 
bre, profesión  y  vecindad,  y  aunque  al  final  del  instrumento  dio 
fe  de  iodo  lo  contenido;  la  Dirección,  considerando  que  semejan- 
te frase  sólo  se  entiende  aplicable  á  las  palabras ,  estipulacio- 
nes y  condiciones  que  se  atribuyen  á  los  otorgantes ,  según  lo 
declara  el  art.  83  del  Reglam.  de  30  de  Dic.  de  1862 ,  y  de  ningún 
modo  puede  comprender  el  conocimiento  de  las  personas  que 
comparecen  ante  el  Notario,  respecto  del  cual  exige  la  ley  que 
dé  fe  concreta  y  especialmente ,  y  considerando  que  por  afectar 
tal  omisión  á  la  validez  del  instrumento  presentado,  adolece  de 
un  defecto  insubsanable;  confirmó  la  negativa  del  Registrador. 

Resol,  de  12  de  En.  de  1878.  Declara  que  es  defecto  subsa- 
náble  el  dar  fe  del  conocimiento  de  los  otorgantes  diciendo  sólo: 
hs  comparecientes  á  quienes  conozco,  identifican  su  personalidad  con 
las  cédulas,  etc.,  y  al  final:  y  de  todo  lo  contenido,  en  cuanto  es 
procedente,  yo  él  Notario  doy  fe.  Fúndase  la  Dirección  para  de 
clarar  subsanable  la  falta,  en  que  no  afecta  á  la  validez  del 
contrato. 

Ambas  Resoluciones  convienen  en  que  no  se  entiende  dada 
fe  del  conocimiento  de  los  otorgantes ,  aunque  el  Notario  afir- 
ma que  los  conoce  y  al  final  la  dé  de  todo  lo  contenido  en  gl 
documento ;  pero  disienten  en  si  es  defecto  subsanable  ó  insub- 
sanable. Examinaremos  los  fundamentos  de  tan  palmaria  con- 
tradicción. 

En  la  primera  se  sostiene  la  teoría  expuesta  por  nosotros,  de 
que  la  nulidad  dd  título  es  defecto  insubsanable;  porque  si  bien 
la  obligación  contraída  podrá  no  ser  nula,  no  producirá  efecto 
ninguno,  mientras  no  aparezca  consignada  y  justificada  en 
otra  forma,  y  como  la  materialidad  de  la  inscripción  recae 
sobre  el  documento  y  en  él  han  de  hacerse  constar  estas  opera- 
ciones del  Registro,  no  pueden  practicarse  en  un  documento 
nulo.  ¿  Qué  razón  habría,  de  lo  contrario,  para  rechazar  la  ins- 
tnipcion  de  im  documento  privado  que  tiene  más  fuerza,  ó  por 
lo  menos  tanta  como  un  documento  nulo  ?  El  art.  3.^  de  la  Ley 
dispone,  que  sólo  pueden  inscribirse  los  actos  y   contratos 
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consignados  en  documentos  públicos  y  auténticos,  j  la  escri- 
tura que  adolece  de  nulidad,  ni  tiene  fuerza  como  pública,  ni 
como  auténtica. 

La  segunda  Resolución  se  apoya  en  la  doctrina  que  hemos 
combatido,  de  que  las  faltas  del  título  que  producen  su  nulidad, 
mas  no  la  de  la  obligación,  son  faltas  subsanables,  seguu  se 
declara  en  el  art.  65  de  la  Ley ;  doctrina  que  puede  apoyarse  en 
la  Resol,  de  3  de  Ag.  de  1864,  que  explícitamente  declara,  que 
cuando  no  contenga  el  título  las  circunstancias  de  dar  fe  de 
haberse  asegurado  del  conocimiento  de  las  partes  por  el  dicho 
de  los  testigos  y  de  expresar  que  conoce  á  éstos  personalmente; 
debe  anotarse  preventivamente  por  defecto  subsanahle.  Otra  Reso- 
lución de  4  de  Agosto  de  1863  dice,  sin  embargo,  que  siempre 
que  no  dé  fe  el  Escribano  (Notario  debió  decir)  de  conocer  á  los 
contratantes,  no  puede  atestiguar  ó  atestigua  falsamente,  sobre 
su  capacidad ,  y  resultando  esto  de  la  escritura ,  el  Registrador 
no  inscribirá  el  documento  falso. 

Además  de  lo  que  dejamos  expuesto  sobre  la  insubsanabüidad 
de  la  falta  de  conocimiento  ,  ¿qué  vicio  del  título  puede  produ- 
cir la  nulidad  de  la  obUgacion,  su  ineficacia  original,  si  no  la 
produce  el  que  anula  el  mismo  título?  No  lo  alcanzamos  y  ven- 
dría á  establecerse,  siguiendo  esta  doctrina,  que  en  principio  no 
habría  ninguna  falta  insubsanable  por.  defectos  del  título,  y  solo 
se  considerarían  tales,  aquellas  en  que  fiíera  imposible  por  cir- 
cunstancias externas  practicar  la  subsanacion. 

Si  se  estimara  fundado  en  la  Ley  el  punto  de  partida  de 
ambos,  á  saber:  el  de  que  el  no  dar  fe  del  conocimiento  de  los 
otorgantes  en  los  términos  prevenidos  por  el  art.  73  del  Regla- 
mento ,  produce  la  nuüdad  de  la  escritura ,  la  doctrina  acepta- 
ble sería  la  que  expone  la  Resol,  de  1876 ;  pero  en  nuestro  con- 
cepto debe  rechazarse  el  principio  en  que  ambas  convienen  y 
considerarse  que  no  es  falta  para  los  efectos  de  la  Ley  Hipote- 
caria. 

El  art.  23  de  la  del  Notariado  exige,  que  se  dé  fe  de  conocer 
á  las  partes,  de  su  vecindad  y  de  su  profesión.  El  27  declara 
nulas  las  escrituras  en  que  el  Notario  no  dé  fe  del  conocimiento 
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de  los  Otorgantes.  El  73  del  Reglamento  determina,  que  no  es 
preciso  que  el  Notario  de  fe  en  cada  cláusula,  de  las  estipula- 
ciones ó  circunstancias  que  según  las  leyes  exijan  este  requisito. 
Después  de  este  precepto  general  y  terminante  que  compren- 
de todas  las  cosas  sobre  las  que  debe  dar  fe  el  Notario ,  añade: 
«bastará  que  consigne  al  final  de  la  escritura  la  siguiente  ó  pa- 
recida fórmula:  «Y  yo  el  Notario  doy  fe  de  conocer  álos  otor- 
gantes y  de  todo  lo  contenido  en  este  instrumento  público,  con 
cuya  fórmula  ü  otra  parecida  es  entenderá  dada  fe  en  el  ins- 
triunento  de  todas  las  cláusulas,  condiciones,  estipulaciones  y 
demás  circunstancias  que  exijan  este  requisito  según  las  leyes.» 

Hay,  pues,  un  requisito  esencial  que  si  falta,  produce  la 
nulidad  del  instrumento;  que  es  el  dar  fe  el  Notario  del  cono- 
cimiento de  los  otorgantes. 

Hay  una  fórmula  consignada  como  ejemplo  ^  y  yo  d  Notario 
ioyfe  de  conocer  á  los  otorgantes^  fórmula  que  puede  substituirse 
por  cualquiera  otra  parecida. 

Hay  una  declaración,  de  que  con  esta  fórmula  ú  otraparecida^ 
se  entenderá  dada  fe  de  todo  lo  comprendido  en  el  instrumento 
de  que  exigen  las  leyes  que  se  dó  fe. 

En  ninguna  pai'te  dice  el  Reglamento,  ni  podía  decirlo;  que 
no  usándose  esa  fórmula  determinada,  que  pone  como  por  ejem- 
plo, para  hacer  constar  el  conocimiento  de  los  otorgantes ,  se  pro- 
dujera la  nulidad  de  la  escritura.  No  parece  por  lo  tanto  ajus- 
tado á  las  reglas  de  una  hermenéutica  racional,  el  declarar  nulo 
un  documento,  porque  no  se  ajusta  á  la  fórmula  propuesta,  pero 
variable  y  substituible.  Ni  es  tampoco  deducción  legítima  de  los 
principios  legales,  que  no  son  fórmulas  parecidas  las  que  usan  los 
Notarios  en  las  escrituras  objeto  de  los  recursos.  Conociendo  á 
las  personas,  expresándolo  en  la  escritura,  dando  fe  después  de 
todo  lo  contenido  en  el  documento,  y  declarado  que  no  se  ne- 
cesita dar  fe  parcial  del  contenido  de  cada  cláusula ;  ha  de  en- 
tenderse que  la  fe  final  comprende  la  del  conocimiento  de  los 
otorgantes. 

Estimando,  como  estimamos  toda  la  importancia  que  debe 
darse  á  la  fe  del  conocimiento  de  los  otorgantes,  parécenos  que 
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en  los  dos  casos  que  motivaron  las  Resoluciones  de  1876  y 
1878,  no  podía  dudarse  que  el  Notario  dio  fe  del  conocimiento 
de  las  partes.  La  fórmula  que  establece  el  art.  73  del  Reglamento 
no  es  exclusiva,  admite  cualquiera  otra  que  se  le  asemeje,  y 
con  ella  se  entenderá  dada  fe  en  la  escritura  de  todas  las  cir- 
cunstancias que  exigen  este  requisito,  según  las  leyes.  Pues 
bien,  desde  el  momento  en  que  el  Notario  afirma  que  conoce 
á  las  partes,  y  añade  al  final  que  en  cnanto  sea  procedente  y  da 
fe  de  todo  lo  contenido  en  el  contrato;  como  es  procedente 
darla  del  conocimiento,  tenemos  por  indudable  que  está  cum- 
plida la  prescripción  del  art.  73  del  Reglamento  que  hoy  rige. 
Lejos  de  hacernos  vacilar  el  83  del  de  30  de  Dic.  de  1862 ,  su 
lectura  an-aiga  nuestra  convicción,  de  que  no  es  necesaria  esa 
especialidad  que  exigen  las  citadas  Resoluciones;  puesto  que  se 
dice  que  bastará  que  el  Notario  consigne  una  vez  en  cada  ins- 
trumento público,  que  da  fe  de  todo  lo  contenido  en  el  mismo; 
para  que  tal  consignación  se  entienda  apUcada  á  todas  las  pa- 
labras, etc.,  contenidas  en  el  instrumento.  Si,  pues,  el  Notario 
afirma  que  conoce  á  las  partes,  y  dáfeáQ  todo  lo  contenido  en 
aquél,  no  hay  razón  para  tener  por  excluidas  de  ella,  las  pala- 
bras, á  quienes  conozco. 

Esta  opinión  nuestra  la  confirma  la  Sentencia  que  en  14  de 
Jun.  de  1881  pronunció  la  Sala  2.a  de  la  Audiencia  de  Madrid, 
en  un  juicio  ejecutivo  incoado  por  D.  Ignacio  Sabater  en  el 
Juzgado  de  la  Liclusa. ,  Como  título  suficiente  para  despachar 
la  ejecución ,  presentó  la  primera  copia  de  una  ascritura  en  la 
que,  al  atestiguar  el  Notario  la  personaüdad  de  las  partes,  ex- 
presaba textualmente :  «  ambos  son  mayores  de  edad  y  de  esta 
vecindad,  les  conozco  por  tales  nombres  y  circunstancias  consigna- 
das, que  en  parte  constan  de  sus  citadas  cédulas,  »  y  el  Juez^ 
€  Considerando  que  el  Notario  autorizante  ha  debido  dar  fe 
concreta  y  especialmente  del  conocimiento  de  los  otorgantes...: 
Considerando  que  por  no  haberlo  hecho  así,  el  instrumenta 
otorgado  por  él  y  presentado  como  título  ejecutivo,  es  nulo  se- 
gún el  art.  27  de  la  Ley  del  Notariado; »  falló  no  haber  lugar 
á  despachar  la  ejecución  solicitada. 
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La  Sala  2>,  «Considerando  que  el  art.  73  del  Reglamento  del 
Notariado  dispone  que  no  es  preciso  que  el  Notario  de  fe  en  cada 
cláusula  de  las  estipulaciones  ó  circunstancias  que  según  las  le- 
yes exigen  este  requisito ,  bastando  quQ  consigne  al  final  la  fór- 
mula que  dicho  artículo  establece  ú  otra  parecida :  Consideran- 
do que  en  su  consecuencia,  habiéndose  dicho  por  el  Notario  en 
el  principio  de  la  escritura  que  conocía  á  ambos  otorgfintes ,  y 
concluyendo  ésta  dando  fe  de  todo;  era  indudable  que  del  co- 
nocimiento de  los  otorgantes ,  como  de  todo  lo  demás,  dio  fe: 
Considerando  que  estando  cumplido  el  art.  23  de  la  Ley  del 
Notariado,  que  establece  que  los  Notarios  den  fe  en  los  instru- 
mentos públicos,  de  que  conocen  á  las  partes,  en  una  fórmula 
parecida  ala  que  establece  el  art.  73  del  Reglamento;  no  es 
nula  la  escritura  presentada  con  arreglo  al  art.  27  de  dicha 
Ley,  porque  no  carece  del  expresado  requisito;»  revocó  el  auto 
apelado,  declarando  haber  lugar  á  despachar  la  ejecución  soli- 
citada. 

Hay,  pues,  en  la  Sala  2.*  de  la  Audiencia  de  Madrid  un  cri- 
terio opuesto  al  que  domina  en  las  Resoluciones  analizadas,  y 
aunque  el  faUo  transcrito  no  forma  jurisprudencia,  ha  de  tener- 
se presente  por  si  otros  la  determinan. 

En  resumen,  no  hay  más  que  una  cosa  esencial:  que  el  No- 
tario conozca  á  los  otorgantes  y  lo  atestigüe  en  el  documento: 
la  forma  de  atestiguarlo  es  materia  puramente  reglamentaria  y 
mientras  no  exista  disposición  terminante  y  expresa  (en  la  Ley, 
no  en  el  Reglamento),  que  haga  depender  la  validez  de  la  escri- 
tura de  esa  manera  especial  de  dar  fe,  convirtiendo  en  requisito 
substancial  y  de  forma  interna,  uno  que  por  su  naturaleza  sólo  lo 
es  de  forma  accidental  y  extema;  sus  variaciones  no  pueden 
producir  nulidad  en  el  documento,  sino  imperfección  cuando 
más  en  el  orden  civil  y  notarial.  Y  como  no  basta  para  impedir 
la  inscripción  que  el  defecto  de  que  adolezca  la  escritura  lo  sea 
reahnente  en  el  orden  civil  y  notarial,  sino  que  ha  de  tener 
este  carácter  en  el  orden  hipotecario;  y  como  el  de  que  se  trata, 
si  se  acepta  que  no  anula  el  título,  no  es  defecto  que  impide  la 
inscripción;  el  Registrador  no  ha  de  hacer  mérito  de  él,  ni  ha 
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de  considerarlo  como  causa  de  supension ,  ni  denegación  del 
asiento.  (Sobre  esta  materia  V.  la  Resol,  ^e  27  de  Ab.  de  1878, 
según  la  cual,  no  es  aplicable  el  art.  27  de  la  Ley  del  Notariado 
á  los  actos  de  última  voluntad.) 

El  art.  23  de  la  Ley  del  Notariado,  da  reglas  para  los  casos 
graves  3'  extraordinarios  en  que  no  se  pueda  comprobar  con 
exactitud  la  identidad  de  los  otorgantes.  En  el  §  8.^  del  Comen* 
tario  al  art.  18,  expusimos  nuestra  opinión  respecto  á  las  dudas 
que  podían  ocasionar  las  disposiciones  del  art.  23  combinadas 
con  las  del  69  del  Reglamento  del  Notariado:  decíamos  allí,  que 
era  de  suponer  se  adoptase  alguna  medida,  fijando  los  casos  que 
se  habían  de  tener  por  graves  y  extraordinarios  para  los  efectos 
del  art.  69;  pero  hasta  hoy  no  se  ha  realizado  aquella  suposición, 
por  más  que  después  se  dictó  el  R.  D.  de  20  de  En.  de  1881, 
en  el  que  tenía  natural  cabida.  Cuando  escribimos  el  Comenta- 
rio al  art.  18  no  se  había  publicadojaún  la  Resol,  de  19  de  Abril 
de  1880,  inserta  en  la  Gaceta  de  6  de  Oct.  Como  en  ella  se  sienta 
la  misma  doctrina  que  en  la  de  17  de  Feb.  de  1880,  anahzada 
por  nosotros ;  creemos  excusado  repetir  lo  entonces  dicho. 

Respecto  á  la  fe  de  conocimiento  de  las  Religiosas  en  clau- 
sura, V.  la  R.  O.  de  10  de  Mar.  de  1867;  y  en  cuanto  á  la  de 
los  que  otorgan  disposiciones  testamentarias,  la  de  27  de  Abril 
de  1878. 

2.»'  La  de  figurar  como  testigos  los  parientes  de  los  otorgantes  6 
del  Notario  en  cuarto  grado  civü  de  consanguinidad  ó  segundo  de 
afinidad,  ó  los  escribientes  ó  criados  del  mismo  Notario;  entendién- 
dose para  este  efecto,  por  escribiente  ó  amanuense,  dependiente 
ó  criado ;  el  que  presta  sus  servicios  mediante  un  salario  ó  re- 
tribución y  \dve  en  la  casa  del  Notario;  no  los  pasantes.  (Art.  70 
del  Reglam.  del  Notariado  y  Resol,  de  12  de  En.  de  1863.)  Decla- 
rados nulos  tales  instrumentos  por  el  art.  27  de  la  Ley  del  No- 
tariado, ha  de  considerarse  insubsanable  la  falta.  (V.  el  §  10 
del  Coment.  al  art.  18,  advirtiendo  que  por  un  error  material  se 
dijo  en  la  pág.  200,  tomo  11,  que  debería  suspenderse  la  inscrip- 
ción, en  lugar  de  decir  denegarse,) 

3.»    La  de  no  aparecer  en  el  protocolo  las  firmas  de  los  otorgantes 
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y  testigos.  Siendo  nulo  á  tenor  del  art.  27  de  la  Ley  del  Notaria- 
do, el  instrumento  que  ñolas  contenga,  el  Registrador  conside- 
rará esa  falta  como  insubsanable;  teniendo  presente  al  calificar 
el  documento  lo  que  disponen  los  arts.  64  y  66  del  Reglamento 
del  Notariado.  (V.  el  §  9.«  del  Coment.  al  art.  18.) 

4  »  La  de  no  constar  la  fecha,  firma  y  signo  del  Notario  ó  del 
qf4e  autorice  el  tUido;  porque  estas  faltas  producen  la  nulidad  del 
instrumento.  Téngase  muy  presente  cuanto  sobre  este  particu- 
lar se  dijo  en  el  §  6.^  del  Coment.  al  art.  18  y  en  el  6.°  del  pre- 
sente. 

Por  Resolución  de  15  de  Jun.  de  1868,  se  declaró  defecto 
subsanable  la  falta  de  firma  de  im  Cura  fallecido  ya,  que  había 
autorizado  un  testamento.  Fundóse  el  Centro  directivo  en  que 
los  Tribunales  podían  declararlo  válido  por  las  razones  que 
exponía  la  interesada,  y  que  por  ello  debía  tomarse  anotación 
preventiva.  Nos  parece  que  esta  Resolución  se  desvía  de  los 
buenos  principios.  El  Registrador  califica  las  escrituras  por  lo 
que  resulta  de  ellas  mismas ,  y  por  sí  mismo,  el  testamento  era 
nulo.  La  validez  que  pudiera  adquirir  el  acto  por  la  declaración 
de  los  Tribunales,  nacería  de  esta  declaración  que  se  haría  cons- 
tar en  una  sentencia;  documento  judicial  distinto  de  la  escritu- 
ra, suficiente  por  sí  sólo  para  inscribirse  y  que  declaraba  la  va- 
lidez de  la  disposición  testamentaria,  no  la  validez  del  instru- 
mento que  carecía  de  la  firma  del  Cura-Notario.  En  nada  se 
perjudicaban  por  ello  los  derechos  ni  los  intereses  del  instituido; 
porque  ó  la  herencia  permanecía  yacente  y  al  declarar  el  Tri- 
bunal válido  el  testamento  la  inscribiría  á  su  nombre;  ó  en  vir- 
tud de  un  testamento  anterior  se  inscribirían  á  nombre  del  he- 
redero en  él  nombrado,  y  en  tal  hipótesis,  tenía  los  30  años  de 
la  petición  de  herencia  para  reclamar  contra  los  inscribientes,  y 
los  5  desde  la  inscripción,  contra  los  terceros  que  adquiriesen 
bienes  hereditarios;  tiempo  suficiente  para  resolver  la  cuestión 
de  la  vaüdez  ó  nulidad  del  testamento. 

d.^  La  de  no  (asistir  á  los  contratos  ó  actos,  los  testigos  necesarios 
y  con  la  aptitud  necesaria  en  cada  caso,  según  su  naturaleza,  A 
08ta  falta  puede  referirse  la  de  no  ser  los  testigos,  que  en  los 
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expedientes  de  posesión  atestiguan  la  que  lleva  el  interesado; 
vecinos  propietarios  del  término  municipal  donde  radican  los 
bienes  poseídos. 

6.^  La  declaración  de  derechos ,  hecha  en  un  juicio  improcedenie. 
Con  sujeción  á  esta  regla  ha  de  negarse  la  inscripción  de  una 
sentencia  recaída  en  un  expediente  de  jurisdicción,  voluntaria  ó 
adperpetuam  en  que  se  declaran  herederos  abintestaio  los  parien- 
tes del  difunto,  en  el  grado  y  en  las  circunstancias  que  se  ex- 
presan en  el  §  4.o  del  Comentario  al  art.  21;  pues  si  bien  por  Re- 
soluciones de  25  de  Ag.  de  1866  y  21  de  Ag.  de  1867  se  declaró: 
que  tales  expedientes  eran  bastantes  para  justificar  el  derecho 
de  los  herederos;  y  por  la  de  23  de  Oct.  de  1872,  variando  aque- 
lla jurisprudencia,  que  si  bien  adolecían  de  defecto,  era  defecto 
subsanable,  «siefnpre  que  el  interesado  promoviese  el  corrres- 
pondiente  juicio  abintéstato;»  fijóse  la  doctrina,  hasta  entonces 
vacilante,  en  la  Resolución  de  15  de  Oct.  de  1875  que  confirmó  la 
nota  del  Registrador  de  Aracena,  que  se  había  negado  á  inscribir 
ima  declaración  de  heredero  abintestato,  por  el  defecto  insubsana 
ble  de  haberse  hecho'en  un  expediente  de  jurisdicción  voluntaria. 

7.*  El  omitir  en  absoluto  la  descripción  del  inmueble^  ó  el  des- 
erUnrlo  con  tal  inexactitud,  que  no  pueda  venirse  en  conocimiento  de 
qué  finca  es  la  que  se  traslada  ó  grava,  (Resol,  de  16  de  Set.  de 
1863. )  Es  de  advertir,  que  aun  cuando  las  Resols.  de  28  de  JuUa 
de  1863  y  22  de.Jul.  de  1874,  califican  esta  falta  de  subsanable, 
es  en  el  sentido  expuesto  de  que  puede  enmendarse  material- 
mente, extendiendo  una  nueva  escritura,  y  no  en  el  de  que  pro- 
duzca una  anotación  preventiva,  y  lo  mismo  puede  decirse  de 
la  de  23  de  Jun.  de  1874  de  que  después  tratamos. 

Para  que  se  repute  falta  insubsanable,  es  necesario  que  la 
omisión  sea  absoluta,  de  manera  que  ni  por  ella  misma,  ni  por 
las  referencias  que  haga,  pueda  identificarse  la  finca;  porque  si 
la  escritura  se  refiere  á  otros  documentos  auténticos,  en  los  cuales 
consten  las  circunstancias  descriptivas  que  se  echan  de  menos; 
no  habrá  falta  subsanable  ni  insubsanable.  Será,  pues,  inscribi- 
ble una  escritura  en  la  que  se  enajenen  todas  las  fincas  que  el 
vendedor  adquirió  por  herencia  de  su  padre  en  tal  pueblo,  aun- 
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que  falte  su  descripción;  si  á  esa  escritura  acompaña  la  hijuela 
en  que  se  describan,  y  consten  inscritas  á  su  favor  en  el  Registro. 

Se  opone  á  esta  doctrina  la  de  la  Resol,  de  23  de  Jun.  de 
1874,  que  estima  indispensable  que  en  el  título  cuya  inscripción 
se  pretenda,  se  describan  las  fincas,  no  bastando  que  para  desig- 
narlas se  indique  el  folio  y  tomo  donde  constan  los  asientos. 
Fúndase  este  acuerdo,  no  sólo  en  lo  que  dispone  la  Instrucción 
sobre  la  ufanera  de  redactar  los  instrumentos  públicos  sujetos  á 
registro;  sino  en  que  elart.  28  del  Reglamento  Hipotecario  lo  co- 
rrobora al  declarar,  que  puede  omitirse  la  descripción  déla  fin- 
ca ,  siempre  que  de  los  títulos  presentados  resultase  que  se  de- 
signaban de  igual  manera,  el  nombre,  la  situación,  la  medida 
superficial,  los  linderos  ú  otra  circunstancia  importante;  lo  que 
su{)one  necesariamente  la  descripción  de  la  finca  en  todos  los  tí- 
tulos que  en  lo  succesivo  se  otorguen,  á  fin  de  que  el  Registra- 
dor pueda  comprobarla  con  lo  que  aparece  del  Registro,  y  pres- 
cindir ó  no  de  hacerla  nuevamente,  según  el  resultado  de  dicha 
comprobación. 

No  creemos  que  sea  ésta  la  recta  interpretación  del  art.  28 
del  Reglamento,  cuyo  único  y  exclusivo  objeto  es  determinar  la 
forma  de  la  inscripción  y  no  las  circunstancias  que  han  de  con- 
tener los  títulos:  negamos,  pues,  que  sea  suposición  necesaria  de 
tal  artículo,  la  de  que  todos  los  títulos  contengan  la  descripción 
de  la  finca.  Propúsose  no  sobrecargar  las  inscripciones  con  da- 
tos inútiles,  repitiendo  los  que  ya  constasen  (V.  Resol,  de  14 
de  Mar.  de  1876),  y  para  ello  dispone,  que  sólo  se  expresen  las 
circunstancias  que  hayan  variado,  haciéndose  una  simple  refe- 
rencia de  las  demás;  de  manera,  que  si  en  la  escritura  se  ma- 
nifiesta que  las  circunstancias  descriptivas  de  la  finca  objeto  del 
contrato,  son  las  mismas  que  constan  en  su  inscripción;  debe- 
ría tenerse  la  finca  por  descrita,  y  como  del  documento  no  apa- 
recía que  hubiese  variación  ninguna,  sería  inútil  el  comprobarla 
con  los  asientos. 

Además,  según  la  doctrina  de  la  Resolución  que  analizamos, 
si  las  circunstancias  de  la  finca  no  hubiesen  variado,  se  exigi- 
rían por  el  Registrador  como  indispensables  en  el  documento, 
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las  que  después  no  haría  constar  en  la  inscripción,  y  no  pa- 
rece que  puede  considerarse  como  indispensable  para  un  fin, 
aquello  que  omitido,  no  impide  que  el  ñn  se  realice.  Pero,  aun 
concediendo  que  el  art.  28  del  Reglamento  dijese  lo  que  la  Re- 
solución afirma,  no  es  aplicable  como  doctrina  general :  contra 
ella  tenemos,  además  de  lo  que  dispone  el  núm.  1.^  del  art.  64 
del  mismo  Reglamento,  acerca  de  las  circunstancias  que  han 
de  contener  las  anotaciones,  el  precepto  claro  y  terminante  del 
art.  21  de  la  Ley  Hipotecaria,  según  el  cual,  aunque  los  títulos 
universales  ó  singulares  no  describan  los  bienes ,  pueden  inscri- 
birse ,  si  de  otro  documento  fehaciente  resulta  que  están  com- 
prendidos en  aquellos  títulos.  Será  por  lo  tanto  viciosa  la  escri- 
tura, cuando  sólo  en  ella  falten  algunas  ó  todas  las  circustandas 
de  la  descripción,  ó  se  expresen  con  inexactitud  ú  oscuridad^  y 
no  pueda  suplirse  este  vacío  por  otros  documentos  auténticos 
que  se  acompañen ;  habiendo  de  reputarse  falta  subsanable  ó 
insubsanable ,  según  que ,  ó  quede  la  inscripción  manca  ó  im- 
perfecta ,  por  no  poder  consignarse  en  ella  todos  los  extremos 
que  la  Ley  Hipotecaria  exige  que  consten ,  ó  no  pueda  absolu- 
tamente identificarse  la  finca.  (V.  los  §§  3.^  al  7.*^  del  Coment. 
al  art.  9.o,  el  §  l.<>  del  Coment.  al  art.  21,  y  el  §  6.^  del  presente. 

El  omitirse  en  la  escritura  el  término  del  pueblo  donde  ra- 
dica la  finca,  es,  en  nuestro  concepto,  igual  á  describirla  con  tal 
inexactitud  que  no  pueda  venirse  en  conocimiento  de  cuál  es  la 
trasladada  ó  gravada.  Llevándose  el  Registro  por  hbros,  y  en 
cada  uno  de  ellos  los  contratos  que  afectan  á  bienes  de  un  pue- 
blo determinado;  ignorándose  en  cuál  está  sito  el  inmueble, 
le  sería  imposible  al  Registrador  extender  anotación  preventiva. 
(V.  el  §  9.^  de  este  Coment.)  A  este  defecto  puede  también  refe- 
rirse, el  de  no  expresarse  en  una  escritura  en  que  colectiva- 
mente se  enajenan  varias  fincas,  cuál  era  la  que  estaba  tenida 
auna  servidumbre.  (Resol,  de  4  de  Set.  de  1863.)  Como  en  ella 
se  declara  que  esta  falta  puede  subsanarse  por  otro  documento 
público,  véase  lo  que  sobre  la  inteligencia  de  la  palabra  st^sa- 
nar  decimos  en  el  §  9.o  de  este  Comentario. 

8.*     Idioma  en  qt4e  está  redactado  d  instrumento.  En  el  §  5.« 
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del  Comentario  al  art.  18,  expusimos  la  necesidad  de  que  los 
títulos  sujetos  á  inscripción  otorgados  en  España,  se  redactasen 
en  el  idioma  castellano,  según  previenen  el  art.  25  de  la  Ley  del 
Notariado  y  el  601  de  la  de  Enjuiciamiento  civil.  Ahora  bien; 
la  infracción  de  este  mandato,  ¿puede  considerarse  como  falta 
insubsanable  ó  subsanable,  ó  que  no  lo  es  para  los  efectos  de  la 
Ley?  No  conocemos  disposición  alguna  que  declare  la  nulidad 
délas  obligaciones,  ni  tampoco  la  del  instrumento,  y  parece 
que  no  estando  el  caso  comprendido  en  el  art.  65 ,  no  debe- 
ría rechazarse  la  inscripción  de  uno  extendido  en  lengua  dis- 
tinta de  la  castellana.  Nuestro  dictamen,  á  pesar  de  estas  razo- 
nes, es  contrario.  Si  se  redacta  el  instrumento  en  idioma 
extranjero,  aunque  parece  inscribible,  acompañado  de  la  tra- 
ducción que  determina  el  art.  9.*^,  en  realidad  no  lo  es :  este  se 
refiere  á  los  documentos  otorgados  en  el  extranjero ,  y  á  ellos 
sólo  debe  aplicarse. 

Tampoco  son  contrarias  á  nuestra  opinión  las  R.  O.  de  5  do 
Mar.  y  de  1.^  de  Jun.  de  1863,  al  declarar  que  los  documentos 
escritos  en  latin  ó  en  el  dialecto  que  se  usa  en  el  país  donde 
han  de  registrarse,  pueden  inscribirse  acompañando  la  corres- 
pondiente copia  castellana  hecha  por  el  interesado  ó  por  quien 
éste  quiera,  en  papel  común  sin  más  requisitos;  y  que  los  escri- 
tos en  idiomas  extranjeros  ó  en  dialectos  distintos  del  que  se 
usa  en  el  país  donde  han  de  registrarse,  pueden  ser  igualmente 
inscritos  después  de  estar  traducidos;  pero  aqueUa  Real  orden 
se  refiere  á  los  documentos  antiguos  anteriores  al  1.*^  de  En.  de 
1863,  y  no  parece  por  lo  tanto  aplicable  á  los  otorgados  con 
posterioridad.  Y  aun  de  estas  Reales  órdenes  se  deduce  lógica- 
mente, que  si  bien  no  está  declarada  de  un  modo  oficial  la  nu- 
lidad del  instrumento  redactado  en  España  por  funcionarios  es- 
pañoles en  idioma  Í3xtranjero  ó  dialecto  provincial,  no  es,  sin 
embargo,  inscribible;  porque  no  siéndolo  por  sí  solos  los  anti- 
guos, menos  lo  han  de  ser  los  modernos;  y  aunque  no  com- 
prendido el  caso  dentro  de  la  letra  del  art.  65  de  la  Ley ,  con- 
ceptuamos falta  insubsanable  el  no  estar  extendido  el  docu- 
mento en  castellano,  y  por  ello,  para  que  pueda  hacerse  constar 
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en  el  Registro  el  contrato  á  que  se  refiera,  deberá  extenderse 
otro  en  dicho  idioma.  Si  el  documento  está  otorgado  en  el  ex- 
tranjero y  extendido  en  castellano,  ¿será  inscribible?  Hay  que 
distinguir:  si  se  otorgó  ante  el  Cónsul  de  España,  será  inscribi- 
ble; pero  si  lo  fué  ante  Notario  del  país,  habrá  que  estarse  á 
lo  que  disponga  la  legislación  vigente  en  el  mismo,  respecto  del 
idioma  en  que  han  de  extenderse  para  hacer  fe. 

Este  es  el  derecho  estricto;  pero  nos  parece  que  si  se  presen- 
tase en  el  Registro  una  escritura  otorgada  en  el  extranjero  par 
Españoles,  en  vulgar  romance;  sería  difícil  rechazarla,  pues  que 
siendo  su  defecto  el  de  no  estar  extendido  en  el  idioma  del  país 
del  otorgamiento ,  esto  que  en  dicho  país  sería  una  falta  que 
allí  produciría  sus  naturales  efectos,  deja  de  serlo  en  España; 
mucho  más,  cuando  si  el  mismo  documento  se  extendiese  de 
nuevo  en  el  idioma  extranjero  requerido,  habría  de  acompañar- 
se la  traducción  en  castellano,  idéntica  al  original  no  inscribible 
y  á  cuyo  contexto  habría  de  atenerse  el  Registrador.  Añadiendo 
á  estas  razones,  la  de  que  no  tiene  obligación  de  conocer  las  so- 
lemnidades de  forma  que  exigen  líis  leyes  de  cada  país  en  los 
documentos  púbhcos,  ni  los  efectos  que  sus  transgresiones  pue- 
den producir  en  la  validez  de  la  escritura,  que  en  último  término 
habrían  de  calificar  los  Tribunales;  aparecerá  más  fundada  núes 
tra  opinión.  Aun  cuando  como  probable  la  damos,  reconocemos 
que  si  las  legislaciones  extranjeras  exigen  para  la  validez  del 
documento  que  las  que  aUí  se  otorguen  hayan  de  serlo  en  el 
idioma  del  país;  es  más  seguro  negarles  la  inscripción,  atendien- 
do á  lo  general  del  precepto  de  la  regla  3.»  del  art.  600  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  cuyo  alcance  y  excepciones  sólo 
pueden  declararse  por  los  Tribunales  (V.  el  §  3.o  del  Coment.  al 
art.  5.^  y  el  §  5.«  del  Coment.  al  18). 

9.^    Ambigüedad  y  contradicción  en  l^is  cláusulas  del  contrato. 

Por  regla  general,  puede  decirse,  que  éste  es  defecto  subsana- 
ble  ;  no  en  el  sentido  de  que  materialmente  no  pueda  enmen- 
darse, sino  en  el  de  que  el  docmnento  que  se  presenta  no  es 
susceptible  de  anotación,  y  por  consiguiente  no  produce  efec- 
tos, debiendo  extenderse  otro  para  que  el  contrato  se  inscriba. 
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Téngase  esto  muy  presente,  porque  las  Resoluciones  de  22  de 
Dic.  de  1875, 10  de  Mar.  y  29  de  Nov.  de  1878,  y  26  de  Nov.  de 
1881,  usan  la  palabra  subsanable,  ya  en  el  sentido  lato  ó  vul- 
gar, ya  en  el  técnico;  motivo  de  confusión  que  obliga  á  prescin- 
dir de  la  materialidad  de  las  palabras  y  atenerse  únicamente  á  la 
esencia  del  mandato. 

En  la  de  22  de  Dic.  de  1875,  el  Registrador  deniega  la  ins- 
cripción por  la  ambigüedad  de  una  cláusula  de  la  escritura  y  la 
Dirección  confirma  la  negativa  del  Registrador  por  adolecer  del 
defecto  subsanable  de  ambigüedad  y  contradicción  en  la  redac- 
ción, cuyo  defecto,  dice,  deberá  subsanarse  extendiéndose  una 
nu&:a  escritura,  si  fuera  posible.  Como  denegar  la  inscripción  no 
cabe  cuando  el  defecto  es  subsanable,  ha  de  entenderse,  que  si 
bien  no  podía  anotarse  el  título,  y  en  tal  concepto  era  insubsa- 
nable la  falta  en  sentido  hipotecario;  en  el  vulgar,  podía  subsa- 
narse el  defecto  aclarando  en  otra  escritura  las  cláusulas  ambi- 
guas y  contradictorias. 

En  la  de  10  de  Mar.  de  1878  resulta,  que  el  Registrador  sus- 
pendió la  inscripción,  entre  otros  defectos,  por  no  determinar 
con  claridad  la  naturaleza  de  la  finca  y  derechos  que  trataban 
de  inscribirse.  La  Dirección  resuelve,  que  la  escritura  adolece 
del  defecto  subsanable  de  no  determinar  con  claridad  y  preci- 
sión la  naturaleza^  extensión,  condiciones  y  cargas  del  derecho  que 
el  Estado  quería  inscribir,  y  que  en  su  cou secuencia,  no  proce- 
día la  inscripción  de  dicho  documento.  No  se  expresa  en  la  Re- 
solución si  se  anotó  la  escritura,  y  como  la  fórmula  de  no  pro- 
ceder la  inscripción,  lo  mismo  puede  aplicarse  al  documento  que 
adolezca  de  faltas  subsanables,  que  al  que  adolezca  de  faltas 
insubsanables;  pues  ambas  la  impiden;  quédanos  la  duda,  de 
si  el  ánimo  del  Centro  Directivo  fué,  como  parece,  declarar 
faltas  subsanables  en  el  sentido  técnico  las  expresadas.  Si  tal 
filé ,  contraría  al  principio  general  que  estimamos  indiscutible, 
de  que  cuando  se  omiten  ó  expresan  sin  la  claiidad  suficien- 
te, que  es  lo  mismo,  según  el  art.  37  del  Reglamento,  todos  los 
requisitos  de  una  circunstancia  ó  número  del  art.  9.^  de  la  Ley; 
como  sucede  en  este  caso  en  que  faltan  todos  los  del  núm.  2.^; 
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el  defecto  es  insubsanable,  porque  produce  la  nulidad  de  la  ins- 
cripción. 

En  la  de  29  de  Nov.  de  1878  sube  de  punto  la  duda:  el  Re- 
gistrador deniega  la  inscripción  del  título;  de  lo  que  se  deduce 
que  consideraba  los  defectos  como  insubsanables:  el  Juez  y  el 
Presidente  declararon  que  no  lo  eran :  la  Dirección ,  llamada  á 
resolver  entre  ambíis  calificaciones,  revoca  la  providencia  ape- 
lada; esto  es,   declara  que  son  insubsanables,  pero  añade  al 
mismo  tiempo,  que  es  improcedente  la  inscripción  de  la  escri- 
tura; porque  adolece  de  los  defectos  subsanables  de  no  expresar 
con  claridad  el  derecho  que  cedían  unos  otorgantes ,  y  el  que 
adquiría  el  otro,  y  de  ser  nula  la  hipoteca  constituida;  y  por  fin 
dispone,  que  se  subsanen  estos  defectos  por  medio  de  una  nueva 
escritura.  Repetimos  lo  dicho  antes:  aquí  por  defecto  subsanable 
ha  de  entenderse,  no  el  que  suspende  la  inscripción  y  permite  que 
el  título  se  anote,  que  es  el  defecto  verdaderamente  subsanable; 
sino  aquel  que,  si  bien  materialmente  pue<ie  enmendarse  por 
d  otorgamiento  de  otra  escritura,  es  causa  de  que  la  presen- 
tada no  produzca  efectos  hipotecarios  y  se  le  deniegue  la  ins- 
cripción y  la  anotación;  declarándose  de  este  modo  indirecto, 
que  el  defecto,  hipotecariamente  considerado,  es  insubsanable. 

Respecto  á  la  de  26  de  Nov.  de  1881,  como  sólo  se  refiere  á 
la  ambigüedad  de  una  cláusula  del  contrato ,  está  en  su  lugar 
la  calificación,  según  se  dice  en  el  §  6.®  de  este  Comentario,  en 
el  que  se  trata  de  cuándo  la  ambigüedad  y  contradicción  han 
de  tenerse  por  falta  subsanable. 

§8.0 

Faltas  que  reconocen  su  origen  exclusivamente  en  los  preceptos  de 
la  Ley  Hipotecaria,  —  En  los  arts.  9  y  siguientes  de  la  Ley,  25 
y  64  del  Reglalnento  y  en  algún  otro,  se  marcan  los  requisitos  que 
han  de  contener  las  inscripciones  y  anotaciones  y  que  han  de 
tomarse  de  los  documentos  que  se  presenten  en  el  Registro.  Eli 
que  consten  en  las  inscripciones  y  anotaciones,  lo  mándala  Ley 
Hipotecaria;  el  que  consten  en  los  instrumentos,  lo  mándala 
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Instrucción,  de  manera  que  el  precepto  se  sanciona  por  ambas 
legislaciones.  Pero  no  basta  para  que  los  títulos  se  registren,  que 
estén  extendidos  con  arreglo  á  ellas-^  es  necesario  además, 
que  coexistan  otros  requisitos  y  circunstancias,  ajenas  al  título 
aunque  tengan  relación  con  él,  y  que  si  faltan,  impiden  que  se 
registre;  aunque  esté  adornado  de  todos  los  requisitos  que  las 
leyes  exigen  para  su  validez. 

La  omisión  de  dichas  circunstancias,  más  que  faltas  pueden 
llamarse  impedimentos,  si  bien  en  sus  resultados  se  equiparan 
á  aquélla;  porque,  como  las  faltas,  por  la  omisión  de  unas  se 
suspende  la  inscripción,  mientras  que  por  la  de  otras  se  denie. 
ga  en  absoluto.  Por  ello  y  sólo  en  este  sentido,  les  aplicaremos 
el  nombre  de  faltas  subsanables  é  insubsanables. 

Enumeraremos  las  que  se  hallan  mencionadas  expresamente. 

1.a  El  no  estar  inscrito  d  dominio  del  transf érente.  La  falta 
de  inscripción  del  dominio  de  la  finca  ó  derecho,  del  que  lo 
transfiere  ó  grava  á  favor  de  otra  persona,  es  falta  subsanable; 
é  insubsanable  si  se  halla  inscrito  á  favor  de  persona  distinta 
del  trasferente;  entendiéndose  que  no  está  inscrito,  aun  cuando 
el  dueño  hubiera  antes  gravado  el  dominio  y  apareciese  regis- 
trado el  gravamen  en  los  libros  antiguos,  y  por  lo  tanto  recono- 
cido indirectamente,  como  señor  de  la  finca  gravada.  Así  lo  de- 
clara la  Resolución  de  13  de  Ag.  de  1863,  que  no  está  completa- 
mente acorde  con  la  de  20  de  Junio  del  mismo  año.  (V.  art.  20 
de  la  Ley  y  Resols.  de  14  de  Feb.,  2  y  26  de  Ag.  de  1863.) 

Si  se  trata  de  la  inscripción  de  un  testamento  y  no  están  re- 
gistrados los  bienes  de  la  herencia,  se  necesitan  los  títulos  sin- 
gulares de  adquisición  del  testador,  y  á  falta  de  títulos,  una 
información  posesoria.  (Resol,  de  2  de  Mar.  de  1864.) 

En  realidad ,  el  no  especificarse  las  fincas  en  un  testamento, 
no  es  falta  subsanable  ni  insubsanable;  porque  ninguna  ley 
exige,  como  circunstancia  para  su  validez,  que  se  determinen  en 
él  los  bienes  de  la  herencia;  pero  es  un  documento  deficiente 
para  inscribir  las  traslaciones  de  dominio  por  última  voluntad, 
con  arreglo  á  la  Ley  Hipotecaria;  en  razón  á  no  existir  térmi- 
nos hábiles  para  determinar  los  inmuebles  á  que  afecta  el 
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derecho  hereditario,  cuando  no  están  inscritos  á  nombre  del  cau- 
sante. 

Así  han  de  entenderse  las  Resoluciones  de  2  de  Mar.  de  1864, 
fundamental  en  la  materia,  que  afirma  que  la  falta  de  especi- 
ficación de  fincas  no  puede  constituir,  en  un  testamento,  de- 
fecto que  dé  motivo  á  la  anotación  preventiva;  y  la  de  13  de  Jul. 
de  1863  que  expresa,  que  si  se  presenta  un  testamento  en  que 
se  designe  el  heredero,  pero  no  las  fincas  de  la  herencia;  se  haga 
el  asiento  de  presentación  con  arreglo  al  art.  186  del  Reglamen- 
to antiguo,  hasta  que  se  subsane  el  defecto  de  folia  de  designación  de 
las  fincas.  En  el  fondo  ambas  convienen  en  que  se  necesita  para 
inscribir  los  bienes  de  la  herencia  á  favor  del  heredero,  de  otros 
documentos  particulares  ó  supletorios;  porque  el  testamento  por 
sí,  da  tan  solo  derecho  general  é  indeterminado  á  los  bienes  he- 
reditarios; demuestra  la  trasmisión,  la  continuaron  de  la  per- 
sonaHdad  jurídica  del  testador  en  el  heredero,  respecto  á  la  por- 
ción de  bienes  en  que  sea  instituido;  pero  no  demuestra  por  sí 
solo,  el  dominio  y  los  derechos  del  testador,  ni  por  consiguiente 
los  de  su  heredero,  respecto  á  bienes  especiales  y  determinados. 

Lo  mismo  ha  de  decirse  de  los  inventarios  que  han  de  acom- 
pañarse con  el  testamento,  cuando  se  desea  inscribir  las  heren- 
cias adquiridas  antes  de  que  rigiera  la  Ley  Hipotecaria;  pero 
si  se  trata  de  bienes  registrados  ya  á  nombre  del  testador,  si 
bien  no  pueden  inscribirse  las  hijuelas  parciales  de  los  herede- 
ros, sin  el  testamento;  la  no  presentación  de  éste  juntamente 
con  aquéllas,  sólo  se  considera  como  defecto  subsanable;  por- 
que el  derecho  del  inscribiejite  está  acreditado  en  la.  hijuela, 
aunque  no  del  modo  solemne  y  necesario  para  que  conste  en  el 
Registro.  (V.  la  Resol.  de*l.<^  de  Ag.  de  1864  en  que  se  aplica 
el  mismo  criterio  á  una  donación  en  que  no  se  especifican  los 
bienes.) 

2.a  FaMa  de  presentación  simtdtánea  en  él  Begistro  de  otros  do- 
cumentos con  d  que  se  pretende  inscribir, 

a)  Estimamos  también  impedimento  que  no  permite  inscribir 
un  título  de  adquisición  por  herencia  ó  legado,  el  no  presentar 
la  partida  de  defunción  del  causante,  siempre  que  no  haya 
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mediíido  providencia  judicial ;  porque  es  requisito  que  exige  el 
artículo  48  del  Reglamento:  dudoso  os,  si  esta  falta  da  lugar  á  la 
denegación  ó  á  la  suspensión.  El  artículo  citado  sólo  dice,  que 
siempre  que  sin  mediar  providencia  judicial  se  pidiere  la  inscrip- 
ción ó  anotación  preventiva  de  bienes  heredados,  se  presente 
la  certificación  del  fallecimiento  del  causante,  y  como  mientras 
no  se  acredita  el  fallecimiento  de  una  persona,  la  presunción 
legal  es  que  vive;  nos  inclinamos  á  que  ha  de  negarse  el  regis- 
tro del  testamento,  equiparando  esta  falta  á  las  insubsanables. 

Conveniente  es  que  los  Registradores  se  fijen  en  que  no  bas- 
ta que  se  inserte  la  partida  mortuoria,  sino  que  ha  de  archivar- 
se, y  que  recuerden  la  Resol,  de  15  de  Nov.  de  1876,  según  la 
cual,  constando  ya  en  el  Registro  el  fallecimiento  del  causante, 
no  es  preciso  presentar  otra  vez  el  certificado  que  lo  acredite. 

Cuando  se  pretende  inscribir  bienes  adquiridos  por  título  de 
mayorazgo,  testamento  ú  otro  universal  ó  singular  que  no  los 
describa  individualmente;  será  obstáculo  que  impida  su  ins- 
cripción ,  el  no  acompañar,  además  del  documento  que  acredite 
su  derecho,  otro  justificativo  de  que  se  hallan  comprendidos  en 
él  aquellos  bienes.  (V.  el  Coment.  al  art.  21.) 

No  se  considera  documento  bastante  para  acreditar  el  dere- 
cho ó  bienes  de  un  mayorazgo,  la  escritura  de  fundación  y  el 
testamento  de  un  poseedor  en  que  declara  (^j^uién  es  el  que  ha 
de  succederle  con  arreglo  á  la  voluntad  del  fundador.  (Sent.  de 
27  de  Junio  de  1882.)  Es  preciso,  según  la  Resol,  de  16  Nov. 
de  1882,  si  no  se  acompaña  también  testimonio  del  auto  recaí- 
do en  juicio  de  tenuta,  el  de  aprobación  del  expediente  de  infor- 
mación adperpetuam,  instruido  con  arreglo  alo  preceptuado  en 
el  tít.  1.0,  üb.  3.^  de  la  vigente  Ley  de  Enj.  civ. 

Para  inscribir  los  heredamientos  preventivos ,  es  también  ne- 
cesario, además  de  la  escritura  en  que  conste,  los  documentos 
que  acrediten :  IP  Que  se  ha  cumpüdo  la  condición  ó  llegado  el 
caso  que  implica  la  institución  preventiva  del  heredero;  2.*^  Que 
el  soHcitante  es  la  persona  llamada  en  primer  lugar ;  todo  lo  que 
se  justificará  con  las  correspondientes  certificaciones  de  naci- 
miento y  defunción  y  por  medio  de  información  de  jurisdicción 
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voluntaria  ante  elJuez  municipal.  (R.  O.  de  24  deOct.  de  1871.) 

h)  El  no  presentarse  en  los  expedientes  posesorios,  el  recibo 
del  pago  de  contribución,  ó  certificado  de  que  la  correspon- 
diente á  la  finca  poseída  se  satisface  englobada  en  la  de  otros 
inmuebles  de  la  propiedad  del  poseedor.  (Resols.  de  6  de  Jul.  y 
11  de  Ag.  de  1863,  Ley  de  17  de  Jul.  de  1877,  y  R.  D.  de  20 
de  May.  de  1878.) 

3.»  El  no  constar  en  él  aliento  de  una  finca,  nota  de  haberse 
cumplido  la  condición  resolutoria.  (Resol,  de  2  de  Jun.  de  1866.) 

4.*  La  anotación  de  un  tUuio  por  faltas  subsanables,  caducada^ 
por  él  transcurso  del  plazo  concedido ,  sin  que  se  haya  subsanado  el 
defecto.  La  Resol,  de  4  de  Set.  de  1872,  declara,  que  en  este  caso 
si  se  presenta  el  título  de  nuevo,  no  se  extenderá  ni  aun  el 
asiento  de  presentación:  la  de  30  de  Mar.  de  1878,  concede  el 
asiento  de  presentación,  pero  determina  que  ha  de  denegarse  la 
anotación  preventiva.  Esta  nos  parece  más  ajustada  á  la  Ley, 
pues  según  los  arts.  14,  178  y  179  del  Reglamento,  en  el  acto  de 
ser  presentado  un  título,  ha  de  extenderse  el  asiento;  sin  que 
en  ningún  caso  pueda  excusarse  este  deber,  aunque  al  título  le 
falte  algún  requisito  legal ;  y  no  distinguiendo  entre  la  primera 
y  las  succesivas  presentaciones ,  tampoco  hemos  de  distinguir. 

Al  dictarse  la  Resolución  de  4  de  Set.,  el  Negociado  opinó  de 
distinta  manera :  no  sólo  pretendía  que  era  procedente  extender 
el  asiento  de  presentación  cuantas  veces  se  llevase  el  título  al 
Registro;  sino  que  debía  anotarse,  aun  cuando  nunca  se  sub- 
sanara el  defecto  subsanable  que  impedía  inscribirlo.  De  haber- 
se adoptado  esta  determinación,  fuera  inútil  señalar  plazo  á  los 
efectos  de  las  anotaciones;  puesto  que  antes  de  concluir  los 
60  días  podría  presentarse  de  nuevo  el  título  y  exigirse  una 
nueva  anotación;  repetirla  antes  de  cumplirse  el  nuevo  plazo  y 
así  en  lo  succesivo;  sin  que  llegara  nunca  á  subsanarse  el  defec- 
to de  que  adoleciese  el  título ,  é  impidiendo  de  esta  manera  la 
inscripción  de  otros  títulos  perfectos. 

5.*  El  no  justificarse  él  pago  del  impuesto.  El  art.  245  de  la 
Ley  y  el  15  del  Reglamento  prohiben  que  se  inscriba  ni  anote 
ningún  título,  sin  que  conste  el  previo  pago  del  impuesto,  y  en 
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este  mismo  sentido  se  han  dado  varias  Resoluciones  que  ex- 
pondremos en  el  Comentario  al  art.  245. 

También  impide  la  inscripción  del  título  que  no  devengue  im- 
puesto, el  UQ  expresarse  esta  circunstancia,  que  ha  de  cons-, 
tar  en  las  inscripciones  concisas ,  según  establece  el  art.  26  del 
Reglamento.  No  siendo  lógico  que  una  falta  que  impide  la  ins- 
cripción menos  solemne  y  más  escasa  de  datos,  no  impida  la  más 
solemne  y  más  abundosa  de  detalles;  hemos  de  creer  que  el  no 
expresarse  en  el  título  por  nota  del  Liquidador,  que  el  contrato 
no  devenga  el  impuesto;  es  motivo  suficiente  para  impedir  lo 
mismo  las  inscripciones  concisas  que  las  extensas;  aunque  nada 
diga  el  art.  9.^  de  la  Ley  que  consigna  las  circunstancias  que 
han  de  reunir  las  últimas. 

Como  este  requisito  no  se  refiere  á  la  vahdez  del  contrato  ni 
á  la  de  la  forma  del  instrumento,  sino  que  es  una  medida  ren- 
tística á  cuya  realización  coadyuva  la  Ley  Büpotecaria  en  un 
interés  puramente  fiscal,  no  se  ajusta  al  molde  de  sus  disposi- 
ciones, ni  con  arreglo  á  sus  principios  puede  calificarse  de  falta 
subsanable,  ni  insubsanable;  pero  atendiendo  á  sus  efectos  se  ha 
de  contar  entre  aquéllas,  pues  no  se  deniega  la  inscripción,  sino 
que  se  suspende  según  el  art,  246  de  la  Ley.  (V.  el  §  12  del  Co- 
mentario á  los  arts.  42  y  43.) 

6.**  La  presentación  á  un  misnio  tiempo  de  dos  títulos  relativos  á 
una  finca;  cuyas  inscripciones  sean  incompatibles.  (V.  el  §  12  del 
Coment.  al  art.  42  y  43.) 

§  9.0 

Modo  de  subsanar  las  faltas  subsanabhs  y  las  no  siíbsanábles, — 
Contradictorio  parece  este  epígrafe,  al  enunciar  el  modo  de 
subsanarse  las  faltas  que  calificamos  de  insubsanables,  y  pudie- 
ra decirse  que  si  tales  son,  no  hay  forma  de  subsanarlas,  y  si 
liay  forma  de  subsanarlas,  no  son  insubsanables.  Realmente  es 
así  en  el  rigorismo  científico;  pero  se  ha  de  tener  presente, 
según  ya  hemos  hecho  notar,  que  la  Dirección  y  aun  tam- 
bién la  Ley  y  el  Reglamento,  al  tratar  de  las  faltas,  usan  de 
las  palabras  subsanable  y  subsanar  en  dos  sentidos.  Unas  veces. 
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en  el  genérico  y  vulgar  que  expresa  la  posibilidad  de  la  en- 
mienda material  de  los  defectos ,  de  cualquier  modo  que  se 
verifique;  aun  cuando  para  ello  haya  de  extenderse  un  nuevo 
título  que  substituya  en  absoluto  al  defectuoso,  quedando  éste 
tan  inútil  como  si  nunca  hubiera  existido;  ó  haya  de  traerse 
otro  en  que  conste  la  circunstancia  que  falta  al  primero;  y 
sea  tan  indispensable,  que  sin  ella  no  haya  posibilidad  de  ins- 
cribir el  derecho.  Otras  veces  emplean  las  palabras  stésanar  y 
suhsanable  en  el  sentido  técnico,  restringiendo  su  significación 
á  los  casos  en  que  la  enmienda  puede  efectuarse ,  adicionando 
en  el  documento  defectuoso  la  circunstancia  que  se  echa  de 
menos,  que  no  impUca  la  nulidad  necesaria  de  la  obligación 
ni  del  título;  ó  extendiendo  ó  aportando  otro  documento  nuevo, 
ó  antiguo  supletorio  que  complete  el  anterior;  ó  presentando  el 
interesado  notas  que  contengan  las  circunstancias  omitidas. 
Cuando,  la  palabra  subsanar  se  toma  en  el  primer  sentido,  el  tí- 
tulo no  es  inscribible,  ni  anotable;  porque  adolece  de  nulidad: 
cuando  se  usa  en  el  segundo ;  el  título  es  inscribible  en  pí;  pero 
por  el  defecto,  en  lugar  de  inscribirse,  se  anota.  En  el  primer 
caso  hay  falta  insubsfanable  en  el  sentido  hipotecario;  y  el  asien- 
to de  presentación  del  título,  con  la  nota  de  haberse  devuelto 
por  adolecer  de  falta  insubsanable,  no  produce  efecto  contra 
tercero:  en  el  segundo  hay  falta  subsanable;  es  decir,  la  presen- 
tación perjudica  á  tercero,  si  se  enmienda  el  defecto  en  el  plazo 
que  la  Ley  señala. 

Podríamos  citar  ejemplos  de  esto:  la  Resolución  de  28  de  Jul. 
de  1863  decide,  que  es  subsanable  la  falta  de  no  expresarse  en  el 
título  de  redención  de  un  censo  la  finca  liberada,  añadiendo  á 
seguida:  «que  faltando  todas  las  circunstancias  contenidas  en 
el  núm.  1.^  del  art.  9.o  de  la  Ley  Eüpotecaria,  no  podía  verifi- 
carse la  inscripción;»  y  la  de  4  de  Set.  del  mismo  año  declara, 
«que  la  falta  de  no  consignarse  cuál  de  las  fincas  que  se  venden 
juntas,  es  la  que  está  sujeta  á  una  servidumbre  de  paso,  ha  de 
subsanarse  por  medio  de  otro  documento  público. 

Ahora  bien ,  la  falta  de  expresión  de  la  finca  librada  del  cen- 
so ó  gravada  con  la  servidumbre,  impide  que  ninguno  de  los  dos 
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actos  pueda  materialmente  hacerse  constar  en  el  registro  espe- 
cial del  predio  á  que  respectivamente  afectan ;  y  aunque  la  omi- 
sión se  subsane  por  otras  escrituras  en  que  se  determine  la  fin- 
ca que  sufre  ó  se  libra  del  gravamen;  hasta  la  presentación  do 
estos  nuevos  documentos,  nada  consta  en  el  Registro,  ni  la 
presentación  de  los  defectuosos  ha  podido  producir  efectos  hi- 
potecarios ;  siendo  consecuencia  precisa,  que  si  bien  las  Resolu- 
ciones mencionadas  -dicen  que  el  defecto  puede  subsanarse,  no 
por  ello  ha  de  entenderse  que  es  falta  subsanable. 

Robustece  esta  doctrina  la  misma  Resolución  citada  de  28  de 
Julio  de  1863,  que  al  tiempo  que  declara  falta  subsanable  la  de  no 
constar  la  finca  que  se  redime  del  censo,  añade:  que  si  faltan 
todas  las  circunstancias  contenidas  en  el  núm.  1.^  del  art.  9P 
de  la  Ley  Hipotecaria,  no  puede  verificarse  la  inscripción;  pero 
que  siendo  defecto  subsanable,  para  anotarla  preventivamente, 
se  presente  la  nota  de  todas  las  circunstancias  que  falten  con 
arreglo  á  lo  preceptuado  en  el  art.  74  de  la  Ley;  pifes  en  otro  caso 
sería  imposible  verificarla.  Es  decir,  que  si  se  presenta  la  escritu- 
ra defectuosa,  ha  de  denegarse  la  inscripción;  pero  si  se  presen- 
ta juntamente  con  la  nota  expHcativa,  se  procederá  á  la  anota- 
ción. Aclara  aún  más  este  concepto  la  Resolución  de  16  de  Setiem- 
bre de  1863  al  disponer,  que  cuando  no  conste  el  término  del 
pueblo  en  que  radica  la  finca,  se  devuelva  el  título  al  interesa- 
do, á  fin  de  que  se  reforme  ú  otorgue  otro  de  nuevo,  pero  sin 
hacer  anotaxAon,  la  que  no  podría  negarse  si  se  considerara  el 
defecto  subsanable.  Si  así  no  se  entendiera,  lícito  nos  sería  pre- 
guntar: no  constando  qué  finca  es  objeto  del  contrato  ¿dónde 
se  extiende  la  anotación  si  la  pide  el  interesado?  ¿Cómo  se  sabe 
si  el  que  enajena  es  ó  no  dueño  del  predio  que  transmite;  si  está 
inscrita  la  finca  á  su  nombre  ó  al  de  otro;  si  tiene  cargas  ó  no 
las  tiene? 

Habrá  quien  de  lo  dicho  deduzca;  que  si  la  subsanacion  de 
la  falta  insubsanable  no  produce  efectos  hipotecarios,  es  indife- 
rente que  se  le  conceda  ó  se  le  deniegue,  y  en  eso  andaría  equi- 
vocado. Porque  si  el  defecto  grave  de  la  escritura  que  impide 
su  anotación,  se  declara  subsanable  por  medio  de  otra  escritura 
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Ó  en  cualquiera  otra  forma  que  indique  la  Dirección;  enmen- 
dado el  defecto  puede  inscribirse  el  contrato;  mientras  si  se 
declara  insubsanable  material  y  legalmente,  no  hay  medio  nin- 
guno de  que  se  inscriba:  sucede  lo  primero,  cuando  la  nulidad 
radica  en  la  escritura;  sucede  lo  segundo,  cuando  la  nulidad  es 
del  contrato.  Ejemplo:  se  presenta  un  título  por  el  que  aparece 
que  el  Alcalde  de  un  pueblo  vende  una  finca  de  Propios ,  no 
exceptuada  de  la  desamortización:  esta  escritura  encierra  un  de- 
fecto insubsanable  material  y  legalmente;  porque  ni  que  pre- 
sente notas,  ni  que  aporte  documentos  antiguos,  ni  que  otorgue 
nuevas  escrituras,  puede  purgarla  de  la  nulidad  originaria  de 
que  adolece  el  contrato.  Pero  se  presenta  un  instrumento  que  au- 
toriza un  Notario  pariente,  dentro  del  cuarto  grado  civil,  de  las 
personas  á  quienes  favorece  la  obligación  contraída:  en  este  ca- 
so, el  defecto  puede  subsanarse  materialmente  repitiendo  el  con- 
trato en  otra  escritura,  ante  distinto  Notario  que  no  tenga  esa 
incompatibilidad;  y  lo  mismo  sucede  cuando  las  circunstancias 
extrínsecas  que  faltan  en  una  escritura  son  de  aquellas  que  cau- 
san su  nulidad  y  no  pueden  añadirse  en  ella;  habiendo  de  veri- 
ficarse la  subsanacion  por  medio  de  una  nueva  escritura:  sub- 
sanado el  defecto  de  esta  manera,  el  contrato  contenido  en  el 
nuevo  título  es  inscribible.  (V.  las  Resols.  de  16  de  Jul.  de  1863 
y  16  de  En.  de  1882.) 

Hay  personas  versadísimas  en  la  Ley,  que  sostienen  que  al- 
guno de  los  defectos  hipotecarios  insubsanables,  pueden  subsa- 
narse por  medio  de  escrituras  adicionales;  como  por  ejemplo: 
la  falta  de  expresar  la  fe  del  conocimiento  de  los  otorgantes, 
que  puede  suplirse  haciendo  constar  el  mismo  Notario  en  otra 
escritura  otorgada  por  y  ante  sí,  que  conocía  á  las  partes  y  que 
de  ello  da  fe  en  los  términos  prevenidos  para  suplir  aquel  de- 
fecto. Disentimos:  las  escrituras  de  contratos  han  de  versar  so- 
bre convenios  por  los  que  se  adquieran  derechos  ó  se  impongan 
obligaciones:  la  declaración  del  Notario  no  es  materia  de  lo  uno 
ni  de  lo  otro:  sería  simplemente  objeto  de  una  acta  notarial,  si 
se  refiriese  á  otras  personas;  refiriéndose  á  él,  no  es  más  que 
una  declaración  de  un  acto  propio,  que  no  puede  servir  ni  per- 
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judicar  á  los  que  en  el  acto  no  intervienen.  Si  se  estima  como 
adición  de  la  escritura,  el  Notario  no  puede  haceria,  sino  sal- 
vándola al  pié  de  la  matriz  con  aprobación  expresa  de  las  partes 
y  con  las  firmas  necesarias:  si  se  estima  como  nueva  escritura, 
exige  las  mismas  solemnidades  que  la  escritura  antigua.  Es  por 
lo  tanto  nuestro  dictamen,  que  la  nueva  escritura  subsanatoria 
de  la  defectuosa  ha  de  ser  repetición  de  ésta,  otorgándose  de 
nuevo  el  contrato ,  ineficaz  por  la  nulidad  del  documento. 

Las  faltas  subsanables  han  de  enmendarse,  bien  adicionando 
el  documento,  bien  haciendo  constar  por  medio  de  otro  anterior 
ó  posterior,  la  circunstancia  aquella  cuya  omisión  ha  sido  causa 
de  que  el  Registrador  haya  suspendido  la  inscripción.  No  nos 
ocurre  caso  ninguno  en  que  sea  necesario  extender  una  nue- 
va escritura  que  substituya  por  completo  á  la  suspendida,  de 
modo  que  ésta  quede  inútil  é  ineficaz;  porque  si  tal  remedio 
faese  necesario  de  toda  necesidad,  puede  asegurarse  que  el  de- 
fecto de  que  adolecía  era  insubsanable.  Como  los  que  pueden 
corregirse  sin  que  mientras  se  considere  ineficaz  el  documento; 
861o  han  de  afectar  á  las  circunstancias  accidentales  de  la  forma 
extrfnseca-que  exige  la  Ley  para  que  reúna  las  garantías  nece- 
sarias de  autenticidad;  es  obvio,  que  si  hubiere  omisión  de  al- 
guna de  ellas,  ha  de  poder  enmendarse,  sin  que  sea  preciso 
que  se  extienda  un  nuevo  título  completo,  sino  limitado  á  la 
circunstancia  que  se  echa  de  menos;  porque  ni  la  validez  del 
que  se  presentó,  ni  la  validez  de  la  obligación  en  él  contenida 
han  sufrido  menoscabo.  Si  por  ejemplo,  falta  expresar  un  linde 
de  la  finca  vendida,  el  contrato  de  venta  no  ha  perdido  por  ello 
su  vigor;  la  finca  puede  ser  conocida  por  las  demás  lindes  y  se- 
ñales con  que  se  describe;  más  como  la  Ley  exige  que  en  la  es- 
critura consten  todos  los  linderos ,  y  como  esta  medida  se  ha 
adoptado,  porque  muchas  veces  podría  resultar  confusión  de 
fincas  é  incertidumbre  en  el  dominio;  existe  un  defecto  en  la 
forma  extema  de  la  escritura,  que  puede  enmendarse;  bien  ex- 
tendiendo otra  en  la  cual  se  haga  constar  el  linde  que  se  omi- 
tió; bien  por  medio  de  una  nota,  en  los  términos  que  prescri- 
ben las  leyes  hipotecarias. 
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Lo  mismo  decimos  cuando  la  falta  que  aparece  en  el  docu- 
mento se  presume  hija  de  la  negligencia  del  que  la  ha  extendido; 
pues  entonces,  con  hacer  constar  en  él,  que  no  se  ha  omitido 
en  realidad;  queda  subsanado  el  defecto  de  forma,  en  los  tér- 
minos que  hemos  dicho  en  el  §  5.o  de  este  Coment. 

Cuando  el  defecto  consiste  en  que  la  obligación  que  en  el 
título  se  contiene  no  se  halla  definitivamente  constituida,  sino 
que  necesita  de  actos  ó  manifestaciones  posteriores  que  la  san- 
cionen, dándole  el  vigor  é  irrevocabilidad  de  que  carece;  como 
ni  la  obUgacion  ni  el  instrumento  son  nulos,  como  sólo  falta 
que  se  haga  constar  la  existencia  del  hecho  omitido ;  la  subsa- 
nacion  ha  de  verificarse  por  medio  de  otro  instrumento  público 
que  no  inutiliza  al  que  contiene  la  obligación,  sino  que  le  com- 
pleta; considerándose  ambos  como  uno  solo  para  los  efectos 
hipotecarios.  (Resol,  de  31  de  Ag.  de  1863.)  Tal  sucede  cuando 
falta  la  aceptación  de  un  derecho  que  se  otorga  en  una  escri- 
tura pública,  ó  la  licencia  que  se  exige,  no  pro  forma,  sinoco 
uiUitate,  para  la  eficacia  de  ciertos  contratos. 

Si  la  falta  subsanable ,  exclusivamente  procede  de  algún 
precepto  de  la  Ley  Hipotecaria,  la  subsanacion  se  verifica  con- 
signando en  el  Registro  la  circunstancia  omitida ,  ó  trayendo 
el  documento  que  se  echa  de  menos ,  á  fin  de  completar  el  pre- 
sentado. 

Imposible  consignar  en  cada  caso  la  manera  en  que  ha  de 
subsanarse  la  falta;  citaremos,  sin  embargo,  algunos  que  sir- 
van al  Registrador  para  hacer  las  aplicaciones  según  su  criterio 
le  inspire. 

Se  subsanan  las  faltas  por  adiciones  en  él  mismo  documento. 

Resol,  de  16  de  Jul.  de  1863.  —  Cuando  pueden  material- 
mente añadirse,  como  la  firma  que  se  ha  omitido  en  la  copia 
de  la  escritura,  etc. 

Resol,  de  19  de  Feb.  de  1868.  —  Cuando  en  una  certificación 
posesoria  de  Bienes  del  Estado,  faltan  algunas  circunstancias, 
y  no  se  expresa  que  en  la  Administración  no  existen  otros 
datos. 

Se  subsanan  extendiendo  un  nuevo  documento. 
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Resol,  de  28  de  May.  de  1863. — Cuando  no  se  halla  bastante- 
mente justificada  la  representación  del  que  contrata  por  otro. 

Resol,  de  19  de  Jun.  de  1863.  —  Cuando  falta  la  aceptación 
del  comprador.  Lo  mismo  se  establece  en  la  de  27  de  Marzo 
de  1878. 

Resol,  de  9  de  Mar.  de  1864.  —  Cuando  falta  la  aceptación 
del  donatario. 

Si  bien  la  Resolución  de  16  de  Jul.  de  1863,  declara,  que  cuando 
la  falta  del  documento  recae  sobre  circunstancias  extrínsecas 
que  causan  la  nulidad  de  la  escritura  y  no  pueden  añadirse  en 
la  misma,  se  subsanan  por  medio  de  otro  documento,  y  lo 
mismo  se  dice  en  la  de  23  de  üct.  de  1872,  respecto  á  la 
declaración  de  heredero  abintestato,  no  obtenida  en  el  juicio 
correspondiente;  esta  subsanacion  es  simplemente  material, 
porque  los  títulos  que  de  tales  defectos  adolecen,  no  son  ano- 
tables. 

La  reforma  del  documento  presentado  ó  la  extensión  del  nue- 
vo en  su  caso ,  tiene  obligación  por  lo  general  de  practicarla  el 
funcionario  que  autorizó  el  defectuoso.  Siendo  culpa  de  la  per- 
sona que  autoriza  el  documento  la  omisión  de  la  circunstancia 
que  debía  y  no  se  ha  hecho  constar  en  él,  es  evidente  que  á  él 
le  toca  enmendar  el  perjuicio ;  mas  pueden  ocurrir  dos  casos: 
que  la  falta  esté  solo  en  la  copia ,  ó  en  esta  y  en  la  matriz. 
Cuando  se  limita  á  la  copia ,  entendemos  que  podrá  reformarla 
añadiendo  las  palabras  que  se  hayan  omitido  y  salvándolas 
después  en  debida  forma;  mas  si  fuese  en  las  matrices,  habrá 
de  otorgarse  un  nuevo  instrumento  y  Ubrarse  nueva  copia,  sin 
que  pueda  lo  añadido  adicionarse  á  la  matriz  primitiva;  porque 
el  art.  26  de  la  Ley  del  Notariado  que  permite  las  adiciones 
antes  de  que  las  partes  inscriban  el  instrumento ;  nada  dice  de 
adiciones  posteriores. 

Lo  que  hemos  dicho,  no  es  afirmar  que  cuando  llegue  el 
caso  de  tener  que  extenderse  \ma  nueva  escritura,  forzosa- 
mente haya  de  serlo  por  el  Notario  que  autorizó  la  defectuosa: 
ante  cualquiera  puede  otorgarse;  mas  esto  será  libre  voluntad 
de  los  interesados ,  en  aquél,  obUgacion  si  se  lo  exigen. 
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Se  subsanan  presentando  otros  documentos. 

Resol,  de  5  de  Mar.  de  1863.  —  La  falta  de  no  estar  inscritos 
los  bienes  adjudicados,  se  subsana  con  los  títulos  de  adquisición. 

Resol,  de  28  de  May.  de  1863.  —  La  falta  de  justificación 
del  carácter  con  que  se  representa  á  algún  incapacitado,  con 
los  documentos  que  lo  acrediten, 

Resols.  de  6  de  Jul.  y  4  de  Set.  de  1863.  —  Los  expedientes 
posesorios  en  que  no  se  justifica  el  pago  de  contribución;  con 
el  recibo  ó  con  certificación  de  que  no  la  pagan. 

Resol.  >de  13  de  Jul.  de  1863.  —  Los  testamentos  anteriores 
á  1863  que  no  especifican  los  bienes  inmuebles,  con  los  inven- 
tarios. 

Se  subsanan  por  notas. 

Resol,  de  16  de  Jul.  de  1863.  — Cuando  carece  la  escritura 
de  alguna  circunstancia  que  no  la  invalida. 

Resol,  de  23  de  Jul.  de  1863.  —  Cuando  un  mandamiento 
de  embargo  adolece  de  defectos  subsanables  por  omisión  de 
algunas  circunstancias. 

Resols.  de  18  y  20  de  Ag.  de  1863. — Cuando  ha  de  dividirse 
un  solo  precio  entre  varias  fincas  vendidas  ó  hipotecadas. 

Resol,  de  15  de  Set.  de  1863.  —  Cuando  no  se  cita  en  la  es- 
critura la  inscripción  del  título  de  dominio. 

Resol,  de  10  Nov.  de  1865.  —  Cuando  no  consta  el  número 
y  calle  de  los  edificios. 

Al  denegar  el  Registrador  la  inscripción  de  un  título,  ha  de 
verificarlo  por  todos  los  defectos  insubsanables  que  contenga, 
expresando  además  los  subsanables  que  encuentre.  Así  lo  de- 
clara la  Resol,  de  3  de  Feb.  de  1867 ,  sin  duda  para  evitar  que 
si  se  denegase  la  inscripción  por  uno  solo,  y  para  subsanarlo 
se  otorgara  un  nuevo  documento;  se  señalasen  nuevas  faltas 
por  el  Registrador,  que  imposibilitaran  el  inscribirlo,  con  pér- 
dida de  tiempo,  dinero  y  quizá  del  mismo  derecho  que  podría 
transmitirse  mientras  á  un  tercero. 
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§10. 


Derechos  de  los  interesados  en  el  caso  de  contener  el  título  faltas 
subsancíbles,  —  Concedido  al  Registrador  un  plazo  de  quince 
días  para  inscribir  los  títulos ,  y  habiendo  de  preceder  su  cali- 
ficación, es  claro  que  el  presentante  no  tiene  derecho  á  exigir 
que  en  el  acto  se  le  diga  si  contienen  ó  no  defectos  y  cuáles 
sean.  Por  esto  la  Dirección  resolvió  en  28  de  Juho  de  1863 ,  que 
si  la  calificación  no  puede  hacerse  en  el  acto,  lo  manifieste  el 
Registrador  al  interesado  para  que  soHcite,  si  juzga  convenirle, 
la  anotación  preventiva.  Parécenos  muy  atinada  esta  preven- 
ción ,  porque  es  el  medio  de  asegurar  el  derecho  que  se  preten- 
de inscribir:  si  el  título  contuviera  algún  defecto  subsanable; 
aconsejamos  á  los  Registradores,  que  no  sólo  enteren  de  ese  de- 
recho á  los  interesados,  sino  que  les  indiquen  aproximadamente 
cuándo  pueden  volver  á  enterarse  de  la  calificación  que  hagan. 

Conocida  ya  por  aquéllos,  si  el  Registrador  atribuye  al  título 
faltas  subsanables,  que  impiden  que  se  inscriba;  y  si  se  confor- 
man con  esa  calificación,  tienen  derecho: 

•  1.0  A  recoger  el  título  y  subsanar  las  faltas  en  el  término 
de  treinta  días  que  duran  los  efectos  del  asiento  de  presenta- 
ción. (V.  la  Resol,  de  27  de  Feb.  de  1864.)  Si  durante  ese  plazo 
quedan  subsanadas,  el  Registrador  debe  proceder  á  la  inscripción; 
pero  ocurre  la  duda  de  si  en  el  caso  de  presentarse  notas  ó  nuevas 
escrituras,  con  el  objeto  de  subsanar  las  faltas,  habrá  de  hacer 
nuevo  asiento.  Creemos  que  no,  y  nos  fundamos  en  que  siendo  el 
fin  principal  del  asiento  de  presentación,  hacer  constar  el  instante 
en  que  ha  tenido  ingreso  en  el  Registro  el  título  que  ha  de  ins- 
cribirse; porque  desde  entonces  nacen  los  derechos  con  refe- 
rencia á  tercero;  si  los  nuevos  documentos  de  subsanacion  se 
presentan  dentro  del  plazo  de  los  treinta  días  en  que  está  en 
vigor  el  primitivo  asiento,  es  no  solo  innecesario,  sino  hasta 
ocasionado  á  confusiones,  extender  otro  nuevo;  ya  que  habien- 
do de  considerarse  como  fecha  de  la  inscripción,  la  del  asiento 
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del  título  que  la  origina ,  podría  dudarse  cuál  era  la  verdadera. 
Por  esto;  porque  la  legislación  vigente  no  sólo  no  lo  ordena 
de  im  modo  expreso,  sino  que  en  el  art.  178  del  Reglamento  se 
previene  que  se  razone  en  el  Diario  todo  título  que  se  pre- 
sente en  solicitud  de  inscripción  ó  de  anotación,  y  los  do  que 
tratamos  son  títulos  que  se  presentan ,  no  para  que  se  inscri- 
ban, sino  para  facilitar  la  inscripción  del  defectuoso;  y  porque 
en  el  párr.  2.^  del  art.  182,  se  prohibe  hacer  más  de  un  asiento 
de  presentación,  aunque  sean  varios  los  títulos  presentados  para 
una  misma  inscripción;  nos  parece  que  el  Registrador  no  debe 
asentar  los  nuevos  documentos,  sin  que  por  eso  deje  de  cum- 
plir con  lo  establecido  en  el  núm.  11  del  art.  29  del  Reglamen- 
to, refiriéndose  á  ellos,  si  son  pertinentes,  en  la  inscripción  del 
inmueble  de  que  se  trate.  Corroboran  nuestra  opinión  las  Reso- 
luciones de  28  de  Jul.  de  1863  y  11  de  May.  de  1871 ,  y  la  con- 
traría, la  de  27  deFeb.  de  1864. 

2.*^  A  pedir  anotación  preventiva  durante  los  treinta  días 
que  surte  efecto  el  asiento  de  presentación,  y  á  que  se  le  dé 
copia  de  aquélla ,  segim  lo  prevenido  en  el  art.  67  de  la  Ley. 

La  anotación  subsistirá,  lo  dispone  el  art.  96,  sesenta  dias 
prorogables  hasta  ciento  ochenta;  debiendo  contarse  estos  plazos 
desde  la  fecha  de  la  anotación  y  no  desde  la  del  asiento  en  el 
Diario.  (Resol,  de  21  de  May.  de  1881.) 

Si  ajuicio  del  Registrador  queda  subsanado  el  defecto,  se 
convertirá  la  anotación  en  inscripción  definitiva,  sin  necesidad 
tampoco  de  nuevo  asiento  en  el  Diario,  por  ser  apUcables  á 
este  caso  las  razones  expuestas  respecto  del  anterior.  Si  pasado 
el  plazo  sin  haberse  subsanado  los  defectos ,  volviera  á  presen- 
tarse el  mismo  título  y  el  interesado  soHcitare  nueva  anotación 
preventiva,  el  Registrador  la  denegará  con  arreglo  á  lo  que 
decimos  antes.  (V.  el  §  4.o  del  Coment.  al  art.  19.) 

La  copia  á  que  el  interesado  tiene  derecho  según  el  art.  267, 
puede  extenderse  en  papel  común,  y  por  ella  no  devenga 
honorarios  el  Registrador.  . 
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§11 


Becurso  gubernativo  interpuesto  por  los  interesados,  contra  la  ca- 
lyicacion  de  títulos  no  expedidos  por  la  Autoridad  judicial  (1). — Atri- 
buida á  los  Registradores  la  facultad  de  calificar,  bajo  su  res- 
ponsabilidad, los  títulos  inscribibles,  su  decisión  no  es  defi- 
nitiva. La  Ley  tiene  establecidos  los  reciu^os  que  pueden 
utilizarse  contra  la  calificación,  ya  para  declarar  inscribible  el 
título ,  ya  para  obtener  indemnización  de  los  daños  y  perjui- 
cios que  haya  causado  la  calificación  desacertada. 

Estos  recursos  son:  1.^,  el  gubernativo,  interpuesto  por  los 
mismos  interesados;  2.o,  el  gubernativo  interpuesto  por  los  No- 
tarios; 3.0,  el  judicial;  4.^,  el  de  responsabilidad  civil  ó  criminal. 

Trataremos  ahora  del  interpuesto  por  los  interesados  contra 
la  calificación  de  títulos  no  expedidos  por  Autoridad  judicial. 

a)  Cuando  procede  este  recurso.  El  |art.  66 ,  sólo  dice  que  los 
interesados  podrán  reclamar  gubernativamente  contra  la  cai^ica- 
cum  del  título  hecha  por  el  Registrador ,  y  aunque  á  juzgar  por 
esas  palabras ,  pudiera  sostenerse  que  lo  mismo  siendo  adversa 
que  favorable,  procedía  el  recurso  gubernativo,  tenemos  por 
cierto  que  sólo  corresponde  cuando  se  suspenda  ó  niegue  la 
operación  que  se  solicita. 

Nos  fundamos : 

l.o  En  que  no  se  concibe  que  el  interesado  en  un  título  se 
oponga  á  la  calificación  del  Registrador,  cuando  ésta  sea  favo- 
rable. Una  de  dos,  ó  ese  interesado  es  el  mismo  que  pide  la  ins- 
cripción, y  no  es  por  tanto  posible  que  se  oponga  á  que  se  veri- 
fique, ó  no  es  el  mismo  que  acudió  al  Registro ,  y  tampoco  pue- 
de impedir  que  se  inscriba  el  título ,  porque  la  Ley  Hipotecaria 
concede  (art.  6.o)  á  todo  el  que  tenga  interés  en  asegurar  xm 
derecho,  el  de  pedir  su  inscripción,  y  el  Registrador  el  ineludible 


(1)  Téngase  presente  la  R.  O.  de  23  de  Jun.  de  1881  declarando  que  los 
Registradores  no  pueden  calificar  los  títulos  en  que  tengan  interés,  confir- 
mando la  opinión  expuesta  en  el  §  2. o  del  Coment.  al  art.  18. 

TOMO  ni  21 
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deber  de  practicarla,  si  la  cree  procedente,  haya  ó  no  quien  se 
oponga  á  ella.  Lo  que  sí  se  concibe  es  que  el  mismo  que  pre- 
tende la  inscripción  se  oponga,  después  de  calificado  el  título, 
á  que  se  inscriba  en  unos  ó  en  otros  términos,  ó  á  que  después 
de  inscrito  se  conserve  la  inscripción  cual  se  ha  puesto,  si  al 
extenderla  se  ha  cometido  algún  error,  ó  si  adolece  de  faltas 
que  producen  su  nulidad ;  pero  en  ninguno  de  estos  casos  pro- 
cede el  recurso  gubernativo.  La  Ley  establece  para  el  prime- 
ro, el  de  pedir  minuta  del  asiento  que  haya  de  practicarse 
(Art.  252);  para  el  segundo,  el  de  pedir  rectificación  (Tít.  7.^), 
y  para  el  tercero,  el  de  reclamar  la  nulidad.  (Arts.  30  y  si- 
guientes de  la  Ley  y  38  y  siguientes  del  Reglam.) 

2.^  En  que  la  redacción  del  art.  66,  colocado  inmediata- 
mente después  del  65  que  se  ocupa  en  las  faltas  subsanables  é 
insubsanables;  lo  que  demuestra  su  íntima  relación;  autoriza  á 
creer  que  el  Legislador  quiso  que  el  recurso  gubernativo  sólo 
se  diese  en  los  casos  de  suspensión  ó  denegación ,  únicos  de  que 
se  trata;  porque  si  hubiera  querido  extenderlo  al  caso  de  veri- 
ficar el  asiento  pretendido,  seguramente  se  habría  ocupado 
también  en  éste. 

3.^  En  que  en  el  art.  57  del  Reglamento,  y  en  el  R.  D.  de 
3  de  En.  de  1876,  se  dice  de  un  modo  terminante,  que  el  re- 
curso gubernativo  procede  en  todos  los  casos  en  que  el  Re- 
gistrador suspenda  ó  niegue  la  anotación,  y  si  bien  no  expresan 
que  no  procede  cuando  inscriba,  lo  natural  es  que  si  el  pro- 
pósito hubiera  sido  conceder  también  el  recurso  en  este  caso,  se 
hubiese  consignado  así. 

4.^  En  que  la  Resolución  de  31  de  Mar.  de  1876  recaída  en 
recurso  interpuesto  para  qtde  se  d^ara  sin  efecto  cierta  inscripción, 
declara,  que  el  recurso  gubernativo  no  es  el  procedimiento  ade- 
cuado para  esa  clase  de  reclamaciones. 

Por  lo  dicho  creemos  que  el  recurso  gubernativo  no  se  dá 
cuando  la  calificación  del  Registrador  es  favorable  á  que  se 
practique  el  asiento  que  se  soHcita,  y  que  si  con  notorio  error 
se  interpusiera,  el  Juez  delegado  debería  rechazarlo  por  im- 
procedente. 
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b)  Plazo  para  interponerlo.  Ni  la  Ley  ni  el  Reglamento  lo 
fijan,  y  así  puede  interponerse  antes  ó  después  de  finalizados 
los  plazos  durante  los  que  surten  efecto  el  asiento  de  presenta- 
ción ó  la  anotación  preventiva,  si  ésta  se  hubiere  tomado.  Así 
se  declara  en  Resoluciones  de  12  de  Nov.  de  1874, 29  de  Set.  de 
1879  y  28  de  May.  de  1881. 

Los  efectos  son,  sin  embargo,  distintos:  si  se  interpone  pa- 
sados los  plazos;  como  han  debido  cancelarse  los  respectivos 
asientos,  aunque  el  recurso  se  resuelva  en  sentido  favorable  á 
la  inscripción ,  no  tiene  el  interesado  derecho  á  que  se  extienda, 
si  durante  la  sustanciacion  del  recurso  se  ha  inscrito  otro  tí- 
tulo referente  á  la  misma  finca,  que  ya  impida  la  inscripción 
acordada;  mientras  que  sise  interpone  antes  de  espirar  los  plazos, 
quedan  en  suspenso ,  según  el  art.  66,  y  si  en  definitiva  se  re- 
suelve que  procede  la  inscripción  soUcitada;  al  practicarse,  se 
retrotraerá  á  la  fecha  del  asiento  de  presentación. 

En  cuanto  á  la  manera  de  computar  los  términos  existe 
harta  confusión,  nacida  de  la  diversidad  en  los  preceptos  hipo- 
tecarios y  de  su  divergencia  con  los  del  derecho  civil.  El  art.  17 
de  la  Ley  concede  efectos  á  los  asientos  de  presentación  y  ano- 
tación durante  treinta  y  sesenta  días  respectivamente,  contados 
desde  su  fecha.  Supongamos  que  el  Registrador  no  inscribe, 
porque  el  título  adolece  de  defectos  subsanables,  y  que  el  in- 
teresado recurre  á  los  cinco  días  de  la  fecha  del  asiento  de 
presentación  del  título:  en  aquel  momento,  según  el  párra- 
fo 4.^  del  art.  66,  se  suspende  el  curso  del  término  quedando  de 
él  veinticinco  días;  confirmase  la  nota  del  Registrador  y  cesa 
la  suspensión  desde  la  fecha  en  que  se  resuelve:  con  arreglo  á 
dicho  artículo,  se  le  comunica  al  Registrador  y  según  el  186 
del  Reglamento  los  interesados  han  de  subsanar  el  defecto 
dentro  de  los  quince  días  útiles  siguientes  al  de  la  fecha  de  la 
Resolución  si  asi  no  lo  hiciesen,  el  Registrador  ha  de  cancelar 
de  oficio  el  asiento.  Do  aquí  las  siguientes  dudas: 

1.*  Al  entablarse  el  recurso,  se  suspenden  los  términos:  ¿se 
entenderá  la  suspensión  de  los  términos  en  toda  su  integridad 
6  sólo  de  los  días  que  quedaban  al  recurrirse  ?  La  letra  del 
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artículo  66  dice  que  se  suspende  el  término  desde  el  día  en  que 
se  interponga  el  recurso;  por  lo  tanto  el  interesado,  en  el  caso 
propuesto,  tendrá  sólo  los  veinticinco  días  que  restaban,  no 
los  treinta  íntegros:  porque  cinco  hablan  transcurrido  ya,  el 
día  en  que  se  entabló  el  recurso. 

2.a  El  curso  del  término  para  subsanar  ¿corre  desde  la  fe- 
cha de  la  Resolución,  como  se  infiere  de  la  Ley,  ó  desde  la  fecha 
en  que  se  le  comunique  oficialmente  al  Registrador,  según  expre- 
sa el  Reglamento?  Parece  que  desde  ésta,  porque  siendo  disposi- 
ción puramente  reglamentaria  y  declaratoria  del  artículo  de  la 
Ley,  ha  de  estarse  á  la  disposición  reglamentaria.  Además,  en 
la  Ley  sólo  se  dice  que  el  término  estará  suspendido  hasta  la 
resolución  del  expediente:  lo  que  ha  de  suceder  después,  no  lo 
expresa,  y  el  Reglamento  es  el  encargado  de  suplir  el  vacío  de 
la  Ley. 

Aun  aceptando  esta  solución  como  más  benigna,  no  quedan 
garantidos/ los  derechos  de  los  recurrentes.  El  art.  186  del  Re- 
glamento señala  como  punto  de  partida  para  que  continúe  el 
curso  del  término ,  la  fecha  en  que  se  comunique  la  resolución  al 
Registrador.  No  parece  equitativo  el  criterio  de  que  se  compu- 
ten los  términos  desde  la  fecha  del  faUo,  ni  desde  la  de  la  comuni- 
cación al  funcionario  que  ha  de  ejecutarlos.  Los  términos  corren 
tan  sólo  desde  que  la  providencia  se  notifica  al  que  ha  de  utili- 
zarlos ó  á  quien  su  lapso  irroga  perjuicio.  Se  dirige  desde  Ma- 
drid la  resolución  del  Centro,  y  como  al  Registrador  no  se  le  im- 
pone el  deber  de  comunicarla  al  interesado,  transcurren  los 
quince  días  y  se  cancela  el  asiento ,  sin  que  aquél  sepa  ni  sospe- 
che siquiera  que  el  expediente  se  ha  resuelto.  Retárdase  por  ne- 
gligencia el  envío  de  la  orden  firmada,  en  el  rodeo  que  sufi^  de 
ir  de  la  Dirección  al  Presidente,  al  Juez ,  al  Registrador  y  U^a  á 
manos  de  éste  un  día  antes,  el  mismo  día  en  que  termina  el  plazo; 
el  interesado  pierde  su  derecho.  Es  el  Registrador  persona  pru- 
dente y  bien  inclinada:  aunque  sin  obligación,  oficia  al  intere- 
sado que  reside  en  un  pueblo  del  interior:  la  falta  de  medios  de 
comunicación,  las  nieves,  las  avenidas,  los  extravíos  casuales 
impiden  que  llegue  el  oficio  á  su  destino  y  el  interesado  no 
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comparece  y  se  cancela  el  asiento.  Esto  no  debe  ser:  contra 
ignorantes  é  impedidos  no  corren  los  términos,  sino  en  casos 
especialísimos  declarados  expresamente  por  las  leyes:  en  los 
demás,  sólo  desde  el  día  de  la  noticia:  á  die  vera  notüia. 

Por  estas  razones,  por  la  de  que  en  el  art.  57  del  Reglamento 
se  marca  expresamente  que  los  ocho  días  para  apelar  á  la  Direc- 
ción han  de  contarse  desde  que  se  notifica  la  providencia  del 
Presidente;  mandato  que  se  repite  en  el  art.  6.^  del  R.  D.  de 
3  de  En.  de  1876;  sostenemos:  que  la  resolución  final  debe  tam- 
bién notificarse  á  los  interesados.  Si  nuestro  ruego  pudiera  in- 
fluir, lo  elevaríamos  á  la  Dirección  para  que,  oyéndose  al  Con- 
sejo de  Estado,  se  declarase  terminantemente,  interpretando  ó 
modificando,  si  necesario  fuere,  el  art.  186  del  Reglamento;  y  en 
el  ínterin,  que  al  comunicar  á  los  Registradores  la  resolución 
final,  se  les  impusiera,  bajo  su  más  estrecha  responsabilidad,  la 
obligación  de  ponerla  en  conocimiento  de  los  recurrentes,  sin 
demora  ni  excusa. 

3.*  El  plazo  de  quince  días  que  señala  el  Reglamento  para 
subsanar  las  faltas,  ¿es  tan  absoluto  que  comprenda  lo  rbismo 
al  que  al  entablar  el  recurso  le  quedaban  más  de  esos  quince 
días  de  término,  que  al  que  le  quedaban  menos?  Nuestra  de- 
cisión es  negativa:  si  un  reglamento  modifica  las  prescripciones 
de  la  Jey  de  un  modo  benigno  en  favor  de  los  interesados ,  puede 
aceptarse;  mas  no  ha  de  prevalecer  cuando  destruye  ó  cercena 
derechos  civiles  que  aquélla  les  concede.  El  pensamiento  que  se 
destaca  entre  tanto  artículo  discordante,  parece  ser,  el  de  que 
los  recurrentes;  cualquiera  que  sea  el  día  en  que  recurrieron,  aun 
cuando  fuese  el  último  del  término;  tengan  quince  días  para 
subsanar  las  faltas;  porque  de  otro  modo  hubiera  sido  estéril 
el  recurso.  Lo  entablan  á  los  veintisiete,  á  los  treinta  días  de 
la  fecha  del  asiento  de  presentación;  pues  ganándolo,  no  ten- 
drían tiempo  material  (aun  suponiéndoles  noticiosos  del  fallo) 
para  subsanar  el  defecto.  Por  ello  cuando  el  recurrente  tiene 
mayor  término  con  arreglo  á  la  Ley,  no  ha  de  entenderse  que 
es  apUcable  el  artículo  del  Reglamento  que  no  puede  derogarla. 

c)     Quienes  pueden  interponer  el  recurso.  El  art.  66  dice  que 
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los  interesados;  y  es  obvio  que  lo  son,  todos  los  que  pueden  pe- 
dir la  inscripción  con  arreglo  al  6.0  de  la  Ley;  puesto  que  el  re- 
curso no  tiene  otro  objeto;  mas  no  es  indispensable  que  lo 
interponga  el  mismo  que  solicitó  la  inscripción:  puede  éste 
aquietarse  con  la  nota  desfavorable  del  Registrador  y  sin  em- 
bargo haber  otros  interesados  que  quieran  interponer  el  re- 
curso. Así  se  resolvió  en  4  de  Juí.  de  1881. 

No  se  opone  ciertamente  á  esta  doctrina  la  Resolución  de  21 
de  En.  de  1875,  en  que  se  declara  no  haber  lugar  á  resolver  un 
recurso  gubernativo,  interpuesto  en  nombre  propio  por  una 
persona  distinta  de  la  que  solicitó  la  inscripción.  En  él  caso  que 
motivó  el  acuerdo ,  el  recurrente  no  manifestó  que  tuviera  in- 
terés en  ella,  y  no  podía  por  lo  tanto  considerársele  compren- 
dido en  el  art.  6.^  de  la  Ley;  de  modo  que  lo  que  en  rigor  se 
decidió  fué,  que  los  no  interesados  más  ó  menos  directamente 
en  la  inscripción,  no  tienen  personalidad  para  interponer  el  re- 
curso. 

Una  Resolución  hay,  sin  embargo,  que  contradice,  al  parecer, 
nuestra  teoría,  y  es  la  de  31  de  Mar.  de  1876.  Entablado  recur- 
so por  persona  distinta  de  la  que  solicitó  la  inscripción ,  el  Cen- 
tro directivo,  á  pesar  de  que  los  recurrentes  alegaron  el  inte- 
rés que  tenían  en  el  documento  inscrito,  declaró:  que  no  había 
lugar  á  resolver  el  expediente;  porque  no  eran  interesados,  en 
razón  á  no  ser  ellos  los  que  habían  presentado  al  Registro  la 
escritura  de  que  se  trataba;  pero  hay  que  tener  pr^ente  el 
caso  que  motivó  ese  acuerdo. 

La  Marquesa  de  Ciutadilla  había  inscrito  una  séptima  parte 
indivisa  de  un  coto  ó  término  redondo;  después,  en  escritura 
pública  confiesa,  que  sólo  tiene  la  octava  parte;  presenta  la  es- 
critura al  Registrador,  la  inscribe  y  cancela  parcialmente  la 
inscripción  primitiva.  Los  dueños  pro  indiviso  del  resto  de  la 
finca  y  arrendatarios  de  la  parte  de  la  Marquesa  acuden  pre- 
textando, que  si  bien  les  favorece  la  inscripción  de  la  cancela- 
ción parcial,  porque  aumenta  la  parte  suya,  era  de  presumir 
que  les  privase  de  algún  derecho,  porque  la  Marquesa  carecía 
de  título  de  propiedad:  que  en  la  escritura  se  notaban  las  faltas 
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de  lindes  y  otras  circunstancias  que  afectaban  d  los  intereses 
<ie  los  reclamantes  y  aun  de  terceros;  y  por  lo  tanto  pedían, 
que  se  d^ase  sin  efecto  la  inscripción  de  la  escritura  de  que  se 
trata  y  se  acordase  en  su  lugar ,  que  la  otorgante  subsanara  los 
defectos  de  que  adolecía. 

Como  se  ve,  aquí  no  se  trata  de  una  negativa  ó  suspensión 
de  inscripción  por  defectos,  único  caso  en  que  como  hemos  de- 
mostrado se  concede  el  recurso;  sino  de  anular  una  inscripción 
hecha. 

Tampoco  los  dueños  pro  indiviso  eran  interesados  en  el  sen- 
tido en  que  usa  esta  palabra  el  art.  6.*^  Por  su  examen  se  de- 
muestra ,  que  el  interés  ha  de  ser  del  que  lo  tenga  en  asegurar 
el  derecho  que  se  inscriba,  y  el  derecho  que  se  inscribía  era  el 
de  la  octava  parte  de  la  finca  que  pertenecía  á  la  Marquesa  de 
Ciutadilla  y  en  cuya  seguridad  ninguno  era  el  interés  de  los 
recurrentes. 

Quizá  en  el  caso  contrario,  hubiera  podido  oírseles:  si  el  Re- 
gistrador se  negara  á  cancelar  la  inscripción,  entonces,  sí;  por- 
que de  continuar  la  antigua  inscripción  resultaba  tener  la  Mar- 
quesa una  parte  más  en  el  coto,  de  la  que  se  les  privaba  á  ellos. 

En  realidad,  de  lo  que  se  trataba  en  el  fondo,  era  de  echar 
abajo,  no  sólo  la  inscripción  moderna,  sino  la  antigua:  aquella 
no  era  en  resumen  más  que  una  disminución  de  los  derechos 
que  en  ésta  se  la  consagraban,  y  lo  que  se  pretendía,  no  era  que 
se  declarase  que  no  debía  constar  en  el  Registro  la  disminución 
del  dominio  de  la  Marquesa;  sino  que  el  resto  era  dudoso  que 
le  perteneciese,  por  carecer  de  título  de  propiedad. 

Creemos  pues  en  su  lugar  esta  Resolución,  y  que  no  contradice 
á  nuestra  teoría,  porque  no  se  entabló  el  recurso  contraía  nega- 
tiva, sino  contra  la  aquiesciencia  del  Registrador;  porque  no 
eran  interesados  los  recurrentes  en  el  sentido  del  art.  6.*^,  sino 
contrarios  á  los  interesados,  y  porque  tratándose  de  cancelar 
una  inscripción,  habían  de  emplear  medios  judiciales  directos 
en  lugar  de  recursos  gubernativos  indirectos. 

¿Podrá  interponer  recurso  el  mandatario  verbal  para  solicitar 
la  inscripción  denegada  ó  suspendida?  Creemos  que  no,  porque 
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si  bien  el  art.  11  del  Reglamento  para  la  ejecución  de  la  Ley 
Hipotecaria  autoriza  que  el  interesado  en  que  se  practique  una 
inscripción  pueda  ser  representado  por  mandatario  verbal  ó 
tácito,  es,  según  el  párrafo  2.^  de  dicho  artículo,  para  los  efec- 
tos de  presentar  títulos  y  solicitar  que  se  inscriban. 

Como  esto  es  una  excepción,  de  la  ley  que  exige  poder  á  fin 
de  acreditar  la  personalidad  de  la  persona  representada,  no 
debe  extenderse  á  más  casos  que  á  los  que  taxativamente  se  ex- 
presan, entre  los  cuales  no  está  el  de  interponer  recurso  guber- 
nativo. El  mandato  para  presentar  documentos  y  solicitar  su  ins- 
cripción, se  supone  en  el  mero  hecho  de  entregarlos  á  la  persona 
que  los  lleva;  pero  ese  solo  hecho  no  puede  servir  de  funda- 
mento para  suponer  que  el  mandato  sea  extensivo  á  apreciar 
las  razones  en  que  se  funde  la  negativa  del  Registrador  y  á  de- 
cidir por  sí  la  interposición  del  recurso ,  que  puede  defender 
bien  ó  mal,  obligando  de  todos  modos  á  gastos  que  no  consta 
en  debida  forma  que  quiera  hacer  el  interesado. 

Por  lo  expuesto  no  estamos  conformes  con  la  Resolución  de  13 
deNov.  de  1880,  emanada  del  Ministerio  de  Ultramar,  que  de- 
clara procedente  la  admisión  de  un  recurso  interpuesto  por  el 
mandatario  verbal. 

d)  Ante  quien  se  interpone  y  trámites  hasta  su  resolución  d^im- 
Uva.  En  armonía  el  art.  57  del  Reglamento  con  la  Ley  provisio- 
nal sobre  organización  del  poder  judicial,  determina  que  se 
acuda  al  Presidente  del  Tribunal  del  partido ,  hoy  Juez  de  pri- 
mera instancia.  Si  cada  Registro  correspondiese  á  la  demarca- 
ción de  un  Juzgado ,  no  podría  dudarse  de  cuál  sería  el  compe- 
tente para  entender  en  el  recurso;  pero  como  hay  R-egistros  en 
cuya  demarcación  existe  más  de  imo,  surgió  esa  duda,  que  ya 
no  lo  es,  desde  que  la  Dirección  resolvió  en  2  de  Diciembre 
de  1880,  que  el  Juez  competente  para  entender  en  los  recursos 
gubernativos,  era  el  Delegado  del  Presidente  de  la  Audiencia. 

También  se  disputaba  si  sería  apHcable  á  la  interposición  del 
recurso  gubernativo,  el  art.  210  del  Reglamento  que  permite 
optar  entre  el  Presidente  de  la  Audiencia  y  el  Juez  cuando 
ambos  residen  en  el  mismo  pueblo,  ya  que  así  lo  disponía 
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la  R.  O.  de  17  de  Mar.  de  1874;  pero  la  Dirección,  de  confor- 
midad con  la  Junta  de  Oficiales ,  resolvió  en  30  de  Jun.  de 
1880,  que  en  todo  caso  debía  interponerse  ante  el  Juez  de  pri- 
mera instancia. 

Con  respecto  á  si  en  un  mismo  expediente  puede  recurrir- 
se  en  ^'ía  gubernativa,  contra  la  calificación  de  dos  ó  más  títulos, 
la  Dirección  en  28  de  Jul.  de  1881,  declaró  que  no  había  obs- 
táculo legal  en  que  ^í  se  hiciese.  En  24  de  Nov.  de  1882, 
resolvió  también  que  no  podían  sustanciarse  en  los  expedien- 
tes de  recursos  gubernativos,  los  de  queja  contra  los  Registra- 
dores; sino  que  deben  instruirse  separadamente. 

La  tramitación  de  estos  recursos  es  sencillísima.  Interpuesto 
ante  el  delegado,  se  pasa  á  informe  del  Registrador,  á  quien  no  se 
ha  señalado  plazo  para  que  lo  evacué,  siendo  de  desear  que  se 
fije,  para  evitar  cuestiones  entre  Jueces  y  Registradores  y  los 
perjuicios  consiguientes  á  las  partes. 

Si  el  recurso  lo  interponen  los  interesados  por  defectos  en  el 
instnimento,  debe  oírse  además  al  Notario  autorizante,  quien 
extenderá  su  informe  en  papel  común  ó  de  oficio,  pues  aunque 
no  está  comprendido  en  la  R.  O.  de  29  de  Ab.  de  1867 ,  hay  la 
misma  razón  para  que  sea  aplicable.  Devuelto  el  expediente, 
dicta  el  Juez  providencia,  que  se  notifica  á  las  partes;  y  si 
éstas  se  conforman  con  ella,  es  ejecutoria.  Si  el  interesado  ó 
el  Registrador,  ó  uno  y  otro,  no  se  conforman,  pueden  ape- 
lar en  el  plazo  de  ocho  días  para  ante  el  Presidente  de  la  Au- 
diencia, quien  resuelve  sin  necesidad  de  nuevo  informe.  De  su 
acuerdo  puede  también  apelarse  en  el  mismo  plazo  para  ante 
la  Dirección  de  los  Registros,^  siendo  el  acuerdo  de  ésta  de- 
finitivo en  vía  gubernativa,  sin  que  contra  él  proceda  el  re- 
curso contencioso  administrativo,  según  R.  O.  de  20  de  Mayo 
de  1878,  estando  dispuesto  por  la  de  18  de  Junio  de  1874  que 
las  Resoluciones  de  la  Dirección  sean  fundadas,  consignándose 
en  párrafos  separados  los  hechos  y  doctrinas  legales  que  las 
motivan  y  que  se  publiquen  en  la  Gaceta. 

Tanto  el  Juez,  como  el  Presidente  y  la  Dirección,  pue- 
den pedir,  para  mejor  resolver,  los  datos*  y  antecedentes  que 
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juzguen  oportunos;  así  como  los  interesados  presentar  documen- 
tos que,  á  su  juicio,  puedan  contribuir  á  la  más  acertada  resolu- 
ción. Esto  no  está  dispuesto  expresamente;  pero  tampoco  está 
prohibido,  y  en  la  práctica  se  viene  haciendo  con  buen  resul- 
tado siguiéndose  los  preceptos  de  la  ley  civil  que  lo  permite  á 
los  Tribunales. 

Con  el  doble  objeto  de  que  la  Dirección  pueda  ejercer  la  alta 
inspección  y  vigilancia  que  en  todos  los  Rastros  la  compete, 
según  el  art.  267  de  la  Ley,  y  conocer  y  apreciar  las  dificultades 
que  la  aplicación  de  ésta  y  del  Reglamento  origina,  se  dispuso 
por  R.  O.  de  16  de  En.  de  1873,  hacer  extensivo  á  las  provi- 
dencias dictadas  en  recursos  gubernativos ,  lo  prevenido  en  el 
artículo  223  del  Reglamento  respecto  de  las  que  recaigan  en  ex- 
pedientes de  consulta ,  y  en  su  virtud  los  Jueces  y  R'esideiites 
están  obligados  á  remitir  á  la  Dirección,  copia  de  las  providencias 
tan  luego  como  sean  ejecutorias;  sin  que  por  esto  pierdan  eete 
carácter,  ni  pueda  la  Dirección  modificar  el  acuerdo,  aunque  sí 
adoptar  las  disposiciones  que  crea  convenientes,  si  estima  equi- 
vocada la  doctrina ,  para  evitar  que  se  aplique  en  lo  succesivo. 

Papd  que  ha  de  usarse  y  derechos  que  se  devengan.  Según  el 
artículo  28  del  R.  D.  de  12  de  Set  de  1861,  modificado  por  el 
de  12  de  Set.  de  1870,  en  los  recursos  gubernativos  se  usaba 
papel  del  seUo  de  una  peseta,  y  cincuenta  céntimos  más,  por  el 
impuesto  de  guerra;  pero  tanto  los  informes  de  los  Registrado- 
res como  los  de  los  Jueces  de  primera  instancia  y  Presidentes 
de  las  Audiencias,  podían  extenderse  en  papel  del  sello  de  ofi- 
cio, ó  en  el  común  de  hilo,  timbrado  únicamente  con  el  sello 
del  Registro,  Juzgado  ó  Audiencia,  según  lo  dispuesto  en 
R.  O.  de  29  de  Ab.  de  1867.  Aunque  ésta  habla  de  informes; 
como  en  los  recursos  gubernativos  no  informan,  sino  que  re- 
suelven los  Jueces  y  Presidentes;  se  entendió  que  se  habían 
querido  comprender  las  providencien  que  aquellos  funcionarios 
dictan,  de  modo  que  el  papel  sellado  sólo  se  usaba  en  los  es- 
critos de  los  interesados ,  y  en  •  las  diligencias  de  tramitación. 
Hoy,  con  arreglo  al  art.  59  de  la  Ley  de  31  de  Dic.  de  1881» 
ha  de  emplearse  el  timbre  de  2  pesetas,  clase  10;  pero  respecto 
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á  informes,  creemos  vigente  la  R.  O.  de  29  de  Ab.  de  1867. 

Devénganse  en  los  recursos  gubernativos  interpuestos  por  los 
particulares  los  derechos  señalados  en  los  Aranceles  judiciales 
vigentes ,  si  bien  cuando  la  cuantía  de  la  finca  ó  derecho  á  que 
se  refiere  el  título  objeto  del  recurso  no  excediere  de  500  pese- 
tas y  pasare  de  250,  sólo  se  exigirá  la  mitad:  si  excediendo  de 
125  no  pasa  de  250,  la  cuarta  parte:  si  de  50  pesetas,  pero 
sin  llegar  á  125,  se  devengarán  en  cada  instancia  dos  pesetas, 
y  cuando  no  exceda  de  50  pesetas,  una  sola  en  cada  instancia. 
(R.  D.  de  25  de  Octubre  de  1875.) 

Nada  se  dice  en  la  parte  dispositiva  respecto  á  quien  debe 
satisfacer  los  gastos  del  expediente,  que  si  bien  no  de  gran 
monta;  siempre  es  un  gravamen  del  que  suelen  lamentarse  los 
particulares,  sobre  todo  cuando  la  Dirección  resuelve  de  con- 
formidad con  lo  que  pretendieron.  Sensible  es,  en  efecto,  que 
si  hay  derecho  para  que  se  inscriba  un  título ,  tenga  el  particu- 
lar que  satisfacer  para  conseguirlo,  no  sólo  los  honorarios  del 
R^strador,  sino  también  los  gastos  ocasionados  en  las  diligen- 
cias. A  pesar  de  eUo,  en  el  preámbulo  del  R.  D.  citado,  se  dice 
que  como  en  esos  expedientes  no  hay  interés  directo  por  parte 
de  la  Administración,  el  particular,  que  es  el  verdaderamente 
interesado,  debe  satisfacer  los  derechos  que  se  devenguen  en  la 
tramitación  de  los  mismos. 

No  nos  convence  la  razón  del  interés  del  que  promueve  el  re- 
curso ,  para  imponerle  la  obUgacion  de  satisfacer  en  todo  caso 
esos  gastos ;  ni  tampoco  la  de  que  el  Registrador  se  limita  á 
ejercer  las  atribuciones  que  la  Ley  Hipotecaria  le  confiere, 
que  se  alega  en  la  Resolución  de  3  de  Junio  de  1876 ;  pero  es  lo 
cierto  que  esa  es  la  doctrina  constante  de  la  Dirección;  y  como 
tampoco  nos  parece  equitativo  que  el  Registrador  lo  satisfaga 
en  todo  caso :  creemos  que  lo  más  acertado  seria  facultar  á  los 
Jueces,  á  los  Presidentes  y  á  la  Dirección  para  que  al  resolver 
los  recursos,  y  teniendo  en  cuenta  los  fundamentos  de  las  notas 
de  los  Registradores,  decidiesen  si  éstos  ó  los  interesados  ha- 
bían de  satisfacer  los  gastos;  entendiéndose  por  tales  única- 
mente, los  del  papel  sellado  y  derechos  que  se  devenguen,  según 
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los  Aranceles  judiciales  y  el  R.  D.  de  25  de  Octubre  de  1875. 
Esto  partiendo  del  principio  de  que  se  abonen  los  derechos  de 
arancel.  En  nuestro  concepto  los  recursos  habrían  de  tramitar- 
se gratuitamente:  en  ninguna  clase  de  negocios  gubernativos 
cobran  los  funcionarios  por  las  gestiones  que  entablan  los  in- 
teresados para  redimirse  de  una  vejación  ó  para  que  se  revo- 
que im  acuerdo  administrativo  que  le  perjudica  en  sus  dere- 
chos. Enhorabuena  que  cuando  particulares  disputen  entre  sí 
derechos  privados,  satisfagan  á  los  curiales  lo  que  según  el  aran- 
cel les  corresponda ;  pero  pagar  porque  un  funcionario  les  im- 
pida el  ejercicio  de  un  derecho  ó  les  exija  caprichosamente  la 
práctica  de  diligencias  á  que  no  están  atenidos  por  la  ley ;  es 
injustísimo  y  desacostumbrado.  Por  eso  aplaudimos  el  art.  79 
del  Reglamento  de  Puerto-Rico  y  el  82  del  de  Cuba,  que  expre- 
samente declaran  que  se  instruirán  de  oficio ,  y  sin  devengar 
derechos  arancelarios,  los  recursos  gubernativos,  ya  sean  pro- 
movidos por  los  particulares,  ya  por  los  Notarios. 

§12. 

Recursos  contra  la  calificación  de  documentos  eoopedidos  por  la 
Autoridad  judicial,  —  En  el  §  45  del  Comentario  al  art.  18,  di- 
lucidamos la  facultad  de  los  Registradores  para  calificar  las 
sentencias  y  actos  judiciales,  no  reconocida  de  un  modo  ex- 
preso hasta  que  se  dio  la  Orden  de  24  de  Nov.  de  1874 ,  que 
permite  á  los  interesados  promover  contra  la  calificación  el  re- 
curso gubernativo  según  al  art.  57  del  Reglamento. 

Con  posterioridad  se  dictó  el  R.  D.  de  3  de  En.  de  1876 ,  es- 
tableciendo la  tramitación  que  había  de  darse  á  esos  recursos. 
Ordena  en  su  art.  l.o  que  los  Registradores  califiquen  todos 
los  documentos  expedidos  por  la  Autoridad  judicial;  sin  que 
contra  su  calificación  se  den  más  recursos  que  los  señalados  en 
la  Ley  Hipotecaria,  ni  los  Jueces  y  Tribunales  puedan  obligar 
en  otra  forma  á  los  Registradores  á  que  inscriban,  anoten  ó 
cancelen  en  virtud  de  documentos  judiciales. 

En  el  2.^  dispone,  que  cuando  los  Registradores  suspendan  6 
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denieguen  la  inscripción,  devuelvan  el  dociunento  á  la  Autori- 
dad judicial  con  manifestación  de  las  razones  que  hubiesen 
tenido  para  ello. 

En  el  3.^  establece,  que  si  el  defecto  fuese  subsanable,  y  el 
Juez  ó  Tribunal  estimare  fundada  la  oposición,  acoixiará  lo  que 
proceda  para  que  desaparezca  el  obstáculo  que  impida  exten- 
der el  asiento  definitivo  y  que  si  estimasen  el  defecto  insubsana- 
ble ó  infundada  la  oposición,  den  traslado  por  tercero  dia  á  las 
partes  y  al  Ministerio  público,  si  en  la  inscripción  solicitada 
estuviesen  interesados  menores,  incapacitados  ó  el  Estado,  y 
cuando  tuviese  por  objeto  asegurar  las  responsabilidades  pecu- 
niarias en  un  juicio  criminal. 

En  el  4.^,  que  la  reclamación  gubernativa  deberá  entablarse 
ante  el  Presidente  de  la  Audiencia  en  cuya  demarcación  esté 
situado  el  Registro,  siendo  obligatorio  para  el  Ministerio  Fis- 
cal promoverla  en  los  casos  previstos  en  el  artículo  anterior, 
acudiendo  al  Presidente  de  la  Audiencia  por  conducto  del  Fis- 
cal de  la  misma. 

Según  el  5.^  y  6.^,  el  Presidente,  oido  el  Juez  y  el  Registra- 
dor, dictará  providencia  que  hará  saber  á  éstos  y  notificará  al 
recurrente ;  y  todos  podrán  apelar  para  ante  la  Dirección  gene- 
ral dentro  del  plazo  de  ocho  días. 

El  7.*^  concede  á  los  Registradores  recurso  de  queja  al  Presi- 
dente de  la  Audiencia,  contra  los  apremios  que  los  Jueces  y 
Tribunales  les  hicieren  para  que  extiendan  algún  asiento,  que 
según  ellos  no  proceda.  El  Presidente,  previo  informe  del  Juez 
ó  Tribunal  (que  suspenderá  todo  procedimiento)  y  oido  el  Fis- 
cal, providenciará;  observándose  después  los  trámites  marca- 
dos en  los  arts.  5.^  y  6.o 

El  8.0  previene,  que  los  recursos  promovidos  por  el  Ministerio 
público  contra  la  calificación  del  documento  y  los  de  queja  del 
Registrador,  se  instruyan  de  oficio  y  sin  derechos. 

Gratuitos  debieran  ser  todos  los  recursos ,  como  dejamos  ex- 
puesto, pasando  esto  que  ahora  es  excepción,  á  regla  general. 
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§  13. 

Recurso  gubematiw  interpuesto  por  el  Notario  autorizafde.  — 
Con  el  objeto  de  que  los  Notarios  pudieran  defender  en  la  vía 
gubernativa  la  validez  de  los  títulos  ante  ellos  otorgados ,  se 
declaró  por  R.  O.  de  6  de  En.  de  1866,  que  en  caso  de  suspen- 
derse ó  denegarse  la  inscripción  por  defectos  en  el  instrumento, 
pueden  promover  el  oportuno  expediente ,  no  para  pedir  que 
aquel  se  inscriba,  sino  para  que  se  declare  que  se  halla  exten- 
dido con  arreglo  á  las  formalidades  y  prescripciones  legales;  y 
si  así  se  resol  viere,  el  interesado,  sin  necesidad  de  promover 
nuevo  expediente,  podrá  obtener  en  su  caso  la  inscripción. 

Tal  precepto  forma  hoy  parte  del  art.  57  del  Reglamento,  en 
el  que  se  expresa  que  los  trámites  son  los  mismos  establecidos 
para  los  recursos  interpuestos  por  los  interesados,  disponiéndose 
en  el  art.  2P  del  R.  D.  de  25  de  Oct.  de  1875,  que  tales  expe- 
dientes se  instruyan  de  oficio  y  sin  costas,  cualquiera  ^ue  sea  la 
resolución  que  se  dicte. 

Esta  frase  no  ha  de  entenderse  tan  en  absoluto,  que  aunque 
se  resuelva  que  el  Notario  no  podía  interponer  el  recurso  por 
falta  de  personaUdad  para  ello,  se  le  ha  de  eximir  del  pago  de 
los  derechos .  devengados.  Así  se  establece  en  Resol,  de  20  de 
May.  de  1879. 

Es  digna  de  tenerse  en  cuenta  la  de  10  de  May.  de  1878,  en 
que  se  declara,  que  no  obstante  híJlarse  ya  inscrita  una  escri- 
tura por  haberse  subsanado  los  defectos  atribuidos  á  la  misma 
por  el  Registrador;  puede  el  Notario  autorizante  interponer 
recurso  contra  la  caUficacion  hecha  por  este  fiíncionario,  si  al 
extender  la  segunda  escritura  se  reservó  ese  derecho. 

Parécenos  útil  esta  interpretación  algo  extensiva  del  art.  57 
del  Reglamento;  porque  si  bien  el  objeto  principal,  que  es  la  ins- 
cripción, ya  está  conseguido ;  lógrase  por  medio  del  recurso, 
que  el  Notario  pueda  defender  su  acto  profesional  contra  la  ca- 
lificación del  Registrador  que  tanto  puede  influir  en  su  crédito, 
y  determinar  si  la  negativa  era  ó  no  fundada;  sabiendo  así  Re- 
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gistradores  y  Notarios  á  qué  han  de  atenerse  en  casos  análogos. 

Difícil  es  precisar  cuándo  el  Notario  es  competente  para 
interponer  el  recurso ;  porque  en  definitiva  casi  siempre  podrá 
sostenerse  que  la  denegación  es  por  defecto  en  el  título,  y  como 
se  observará,  pocas  veces  se  ha  desestimado  el  recurso  por  falta 
de  personalidad  en  el  Notario. 

Para  que  pueda  formarse  juicio ,  indicaremos  los  defectos 
atribuidos  por  los  Registradores,  contra  cuya  calificación  inter- 
pusieron recurso  los  Notarios  autorizantes;  distinguiendo  los 
casos  en  que  se  ha  estimado  competente  al  Notario,  de  los  en 
que  se  ha  declarado  no  haber  lugar  á  resolver  por  falta  de  per- 
sonalidad para  interponerlo. 

Defectos  consignados  para  no  admitir  la  inscripción  de  un  tthüo 
cuya  procedencia  se  sostuvo  por  d  Notcmo  autorizante,  reconociendo 
la  Dirección  que  era  competente  para  interponer  el  recurso: 

IP  Falta  de  descripción  de  las  fincas  afectas  á  un  presta^ 
mo,  y  no  expresar  el  segundo  apellido,  edad,  estado  civil  y  pro- 
fesión del  apoderado.  (Resol.  23  Jun.  1874.) 

2.0  No  ser  dueño  de  ima  finca,  según  el  Registro,  el  que 
constituyó  hipoteca  sobre  la  misma,  cuando  otorgó  la  escritura. 
(Resol.  1.^  Oct.  1874.)  Siéntase  la  doctrina  de  que  afectando 
la  falta  atribuida  ala  validez  de  la  obügacion,  sería  notoriamen- 
te injusto  negar  á  los  Notarios  el  derecho  de  defenderlos  contra- 
tos que  autoricen,  del  vicio  de  nulidad  de  que  se  les  redarguye. 

iP  No  constar  la  entrega  de  presente  de  la  cantidad  pres- 
tada en  un.  acta  notarial  que  se  levantó  con  objeto  de  cancelar 
ima  inscripción  de  hipoteca.  (Resol.  20  Oct.  1875.) 

4.®  Ambigüedad,  confusión  ó  contradicción  en  el  modo  de 
expresar  las  condiciones  del  contrato.  (Resol.  22  Dic.  1875,  dos 
de  27  En.  1879  y  18  Feb.  1879.) 

5.^  No  acreditar  la  autorización  judicial  para  que  se  cance- 
lase un  crédito  hipotecario  de  menores.  (Resol.  30  Ag.  1876.) 

6.*^  Ser  el  Notario  autorizante,  hermano  del  apoderado 
del  vendedor.  (Resol.  27  En.  1877.) 

7.*^  No  dar  fe  del  conocimiento  de  los  otorgantes  en  la  for- 
ma prevenida.  (Resol.  12  En.  1878,  17  Feb.  y  19  Ab.  1880.) 
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8.^  No  haber  concurrido  al  otorgamiento  de  una  escritura 
de  declaración  de  bienes  hereditarios,  hecha  por  la  heredera 
usufructuaria,  los  interesados  en  la  mera  propiedad.  (Resol.  14 
Feb.  1878.) 

9.^  Ser  el  Notario  que  autorizó  una  escritura  de  cancela- 
ción, padre  de  la  otorgante.  (Resol.  25  Feb.  1878.) 

10.  No  estar  inscrita  la  finca  á  nombre  del  transiéronte,  ni 
poderse  inscribir  la  certificación  de  posesión  á  favor  del  mismo. 
(Resol.  26  Ab.  1878.)  Aunque  no  nos  parece  que  el  caso  está 
comprendido  en  el  art.  57  del  Reglamento,  la  Dirección  reco- 
noció implícitamente  la  competencia  del  Notario  para  interpo- 
ner el  recurso,  en  el  mero  hecho  de  haberlo  resuelto  en  el  fondo. 

11.  No  acreditar  que  un  marido  menor  de  edad,  obtuviese 
autorización  judicial  para  constituir  hipoteca  á  favor  de  la  mu- 
jer en  seguridad  de  la  dote.  (Resol.  3  May.  1878.) 

12.  Considerar  como  una  sola  finca  varias  suertes  de  tierra 
no  lindantes  entre  sí,  y  no  distribuir  entre  las  mismas  el  capital 
prestado.  (Resol.  10  May.  1878  y  18  Ab.  1879.) 

13.  No  haberse  extendido  la  escritura  en  el  papel  sellado 
correspondiente.  (Resol.  31  May.  1878.) 

14.  No  tener  derecho,  según  el  Registro,  los  otorgantes  de 
una  escritura  de  venta  y  no  aparecer  comprobada  la  identidad 
de  las  fincas.  (Resol.  8  Jul.  1878.) 

15.  No  determinar  en  la  escritura  el  estado  ci\dl  del  adqui* 
rente,  ni  expresarse  que  lo  adquirido  formara  parte  de  su  pecu- 
lio, ni  la  clase  de  éste  á  que  corresponde,  ni  consignar  las  fa- 
cultades del  apoderado.  (Resol.  12  Ag.  1878.) 

16.  No  tener  capacidad  legal  bastante  el  que  otorga  una  es- 
critura de  cancelación  y  no  constar  en  ésta  que  se  haya  con- 
cedido autorización  escrita  por  los  mandantes.  (Resol.  8  No- 
viembre 1878.) 

17.  Haberse  traducido  por  el  mismo  Notario  un  poder  in- 
serto en  la  escritura.  (Resol.  20  Feb.  1879.) 

18.  Existir  contradicción  entre  el  apellido  con  que  se  de- 
signa al  causante  en  una  escritura  de  adjudicación  y  el  que 
tiene  según  el  Registro.  (Resol.  28  Feb.  1879.) 
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19.  No  consignarse  en  la  escritura  de  venta  de  bienes  de 
menores,  lo  mandado  terminantemente  en  el  art.  1.405  (hoy  el 
2.015)  de  la  Ley  de  Enj.  civ.  (Resol.  12  Mar.  1879.) 

20.  No  dar  fe  de  la  vecindad  y  profesión  de  los  otorgantes 
ni  hacer  constar  que  tienen  á  juicio  propio,  la  capacidad  ne- 
<jesaria.  (Resol.  18  Ab.  1879.) 

21 .  No  haberse  hecho  constar  debidamente  la  representación 
<íon  que  interviene  uno  de  los  otorgantes.  (Resol.  28  May.  1879.) 

22.  Falta  de  capacidad  en  la  otorgante,  por  no  constar  el 
permiso  del  marido.  (Resol.  13  Jun.  1879.) 

23.  No  constar  de  un  modo  expreso  en  el  poder,  en  vir- 
tud del  que  se  otorga  una  escritura  de  cancelación,  la  facultad 
de  extinguir  derechos  reales.  ( Resol.  19^  Jul.  1879.) 

24.  No  haber  intervenido  los  herederos  en  una  escritura 
de  división  y  adjudicación,  otorgada  sólo  por  los  albaceas. 
{Resol.  25  Ag.  1879.) 

25.  No  haberse  obtenido  autorización  judicial  para  decla- 
rar extinguida  una  obUgacion  de  pago  á  los  menores,  cuyo 
padre  otorgó  la  escritura  presentada  al  Registro.  (Resol.  10 
Oct.  1879.) 

26.  No  haberse  obtenido  autorización  judicial  para  la  ena- 
jenación de  bienes  de  menores.  (Resol.  14  Nov.  1879.) 

27.  No  acreditarse  el  fallecimiento  de  uno  de  los  institui- 
dos herederos,  ni  si  el  postumo  que  se  menciona  en  el  testa- 
mento nació  ó  no  y  si  vive  ó  falleció,  y  no  expresarse  nominal- 
mente  á  quién  se  adjudica  una  finca.  (Resol.  22  Nov.  1879.) 

28.  No  haber  sido  representada  por  su  curador  en  ima  es- 
critura de  partición  de  bienes,  una  mujer  casada  menor  de  edad 
asistida  de  su  marido.  (Resol.  3  Nov.  1879  y  4  Jul.  1881.) 

29.  No  acreditarse  en  forma  legal  el  carácter  de  apoderado 
del  otorgante  de  una  escritura.  (Resol.  17  May.  1880.) 

30.  No  haber  obtenido  autorización  judicial  para  prestar 
«u  consentimiento  en  una  hipoteca  constituida  por  su  esposa, 
el  marido  menor  de  edad.  (Resol.  26  May.  1880.) 

31.  No  describirse  la  finca  regada  por  media  hora  de  agua, 
cuya  venta  era  objeto  de  la  escritura.  (Resol.  6  Jun.  1880.) 

TOMO  III  22 
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32.  No  haber  concurrido  al  otorgamiento  de  una  escritura 
de  venta,  el  condueño  de  la  finca  vendida,  y  existir  contradic- 
ción ó  inexactitud  respecto  de  las  personas  que  transfieren. 
(Resol.  28  JuL  1880.) 

33.  Falta  de  capacidad  en  la  otorgante,  para  cancelar  una 
hipoteca.  (Itesol.  9  Oct.  1880.) 

34.  No  acreditarse  en- forma  legal  el  carácter  de  heredero 
que  ostentad  otorgante  de  una  escritura.  (ResoL  11  Nov.  1880. 

35.  No  constar  la  aceptación  de  los  herederos  ni  la  sitúa, 
cion  de  la  finca.  (Resol.  16  Nov.  1880.) 

36.  No  constar  si  las  fincas  que  se  dividen  fueron  adquiri- 
das antes  de  1863.  (Resol.  7  En.  1881.) 

37.  No  determinarse  en  una  escritura  de  confesión  de  dote, 
la  naturaleza  de  ésta.  (Resol.  15  En.  1881.) 

38.  No  haberse  obtenido  aprobación  judicial  de  unas  parti- 
ciones en  que  hay  interesados  menores.  (Resol.  15  Feb.  1881.) 

39.  No  constar  inscrita  á  favor  del  heredero,  la  finca  le- 
gada cuya  inscripción  á  favor  del  legatario  se  solicitaba,  y  no 
hacer  el  heredero  la  tradición.  (Resol.  7  Set.  1881.) 

40.  Estar  inscrita  la  finca  á  nombre  de  la  mujer  casada, 
como  adquirida  durante  el  matrimonio,  sin  que  conste  que  es 
en  concepto  de  do  tal  ó  parafemal,  y  otorgar  el  marido  por  sí 
solo  la  escritura  de  venta.  (Resol.  8  Nov.  1882.)  En  el  4.o  Consi- 
derando de  esta  Resolución  se  expresa  que  los  Notarios  tienen 
competencia  para  interponer  recurso,  cuando  éste  tiene  por  ob. 
jeto  defender  su  propia  calificación  acerca  de  la  capacidad  de  los 
otorgantes,  contra  la  hecha  por  el  Registrador. 

Befedos  consignados  para  no  admitir  la  inscripción  de  un  tihdo, 
cuya  procedencia  se  sostuvo  por  él  Notario  autorizante ,  negándole  la 
Dirección  personalidad  para  interponer  d  recurso. 

1.0  No  hallarse  previamente  inscrito  el  derecho  del  otorgan- 
te. (Itesol.  20  May.  1879,  4  Feb.  1881  y  7  Jul.  1882.) 

2.0  Aparecer  anotado  el  derecho  que  se  vende  á  favor  de 
persona  distinta  del  enajenante.  (Resol.  6  Jul.  1879.) 

Fúndase  esta  Resolución  en  que  el  art.  57  del  Reglamento 
prohibe  expresamente  á  los  Notarios  promover  el  recurso,  cuando 


Digitized  by  VjOOQ IC 


ARTS.  65,  66  T  67,  §  14  Ul 

la  n^ativa  del  Registrador  no  se  apoya  en  defectos  ó  vicios 
atribuidos  al  mismo  instrumento  ,  y  que  importa  mantener  esa 
prohibición  en  beneficio  del  Estado  y  dé  los  curiales  que  se 'ha- 
llan interesados  en  que  sólo  gocen  los  Notarios  de  las  exencio- 
nes que  concede  el  art.  2.o  del  R.  D.  de  25  de  Oct.  de  1875 ,  si 
tienen  derecho  á  interponer  el  recurso. 

Conformes  con  este  razonamiento,  haremos  observar,  que  si 
en  muchos  délos  casos  enumerados  antes,  se  hubiese  tenido 
presente,  se  habría  declarado  la  falta  de  personalidad  del  No. 
tario.  Esto  nos  demuestra  la  marcada  tendencia  de  la  Dirección 
á  ampliar  el  derecho  concedido  á  los  Notarios  para  interponer 
recurso  cuando  el  Registrador  califica  de  no  inscribible  el  ins- 
trumento por  ellos  autorizado,  y  en  verdad  quisiéramos  que 
llegara  á  modificarse  en  ese  sentido  el  art.  57  del  Reglamento, 
porque  el  Notario,  antes  de  autorizar  el  contrato,  debía,  á  ser 
posible,  cerciorarse  de  que  no  hay  obstáculo  legal  para  su  ins- 
cripción. 

3.0  Transmitir  dos  socios,  sin  acreditar  su  representación, 
una  finca  que  constaba  inscrita  á  nombre  de  una  Sociedad. 
(Res.  de  30  de  May.  de  1862.) 

Entre  las  Resoluciones  núms.  10  y  39,  de  las  que  conceden 
personalidad  á  los  Notarios  y  las  del  núm.  1.^  de  las  que  se  la 
niegan ,  parece  no  existir  completa  armonía,  ni  tampoco  entre 
la  del  núm.  2.®  de  aquéllas,  y  el  2.®  de  éstas. 

§  14. 

Becurso  jtídicial,  —  Ademas  de  la  vía  gubernativa,  utilizable 
contra  la  calificación  del  Registrador,  pueden  los  interesados 
ventilar  y  contender  entre  sí  y  ante  los  Tribunales  acerca  de  la 
validez  ó  nuUdad  de  los  títulos  ó  de  la  obügacion.  Ni  el  art.  66 
de  la  Ley,  ni  el  57  del  Reglamento ,  determinan  en  qué  forma  se 
ha  de  acudir ,  ni  la  tramitación  hasta  obtener  sentencia ;  pero 
por  lo  mismo  que  no  tiene  señalado  procedimiento  especial ,  es- 
timamos por  cierto  que  se  observará  el  establecido  para  el  jui- 
cio ordinario  declarativo  (Art.  481,  Ley  de  Enj.  civil),  según 


Digitized  by  VjOOQ IC 


842  COMENTARIO 

se  indica  en  la  Exposición  del  R.  D.  de  3  de  En.  de  1876. 

Ha  sido  ya  objeto  de  discusión  en  los  Tribunales,  si  con 
arreglo  al  art.  66  de  la  Ley,  pueden  los  interesados  entablw 
demanda  contra  el  mismo  Registrador ,  para  que  se  declare  la 
validez  del  título  ó  de  la  obligación  ,  y  como  recayó  sentencia, 
que  fué  ejecutoria,  conviene  que  la  examinemos  con  algún  de- 
tenimiento. 

Solicitóse  en  el  Registro  de  Falencia  la  inscripción  de  una 
escritura  de  fianza  hipotecaria ,  que  otorgó  una  mujer  en  ga- 
rantía de  la  gestión  de  su  marido ,  Recaudador  de  contribucio- 
nes nombrado  por  la  Delegación  del  Banco  de  España,  y  que 
denegó  el  Registrador  por  estimar  la  obligación  nula :  el  Dele- 
gado, no  sólo  interpuso  recurso  gubernativo,  sino  que  promo- 
vió al  mismo  tiempo  demanda  contra  el  citado  funcionario 
para  que  se  declarase  válida,  eficaz,  subsistente  y  obligatoria 
la  hipoteca  y  se  acordase  su  inscripción  con  las  costas,  daños  y 
perjuicios.  Conferido  traslado ,  el  Registrador  pidió  que  se  de- 
clarase nula  la  demanda,  fundándose  en  que  estaba  prohibida 
su  admisión  por  la  Ley  Hipotecaria :  desestimó  el  Juzgado  esta 
pretensión ,  si  bien  en  definitiva  falló ,  no  haber  lugar  á  decla- 
rar válida ,  ni  inscribible  la  escritura,  fundándose  entre  otras 
razones,  en  que  contra  la  calificación  del  Registrador  no  cabe 
entre  éste  y  el  interesado  otro  recurso  que  el  gubernativo ,  con- 
forme al  considerando  11.*^  de  la  Orden  de  24  de  Nov.  de  1874. 

Interpuesta  apelación,  alegó  el  demandante,  que  como  á  dicho 
considerando  no  seguía  una  disposición  obligatoria ,  no  tenía 
más  fuerza  que  la  de  una  indicación  doctrinal ,  más  ó  menos 
autorizada,  sin  aplicación  forzosa:  que  el  art.  66  de  la  Ley 
facultaba  á  los  interesados  para  reclamar  gubernativamente, 
sin  perjuicio  de  acudir  á  los  Tribunales:  que  no  puede  soste- 
nerse que  este  recurso  á  los  Tribunales  se  concede  sólo  á  las 
partes  para  que  discutan  entre  sí  la  validez  de  la  obligación  ó 
del  título;  porque  si  la  parte  no  es  más  que  una,  ó  siendo  más, 
todas  opinan  que  es  válida  la  obligación  ó  el  título,  no  hay  po- 
sibilidad de  que  contiendan  ;  de  donde  se  deduce  que  la  deman- 
da puede  dirigirse  contra  el  Registrador :  que  el  art.  341  de  la 
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misma  Ley  Hipotecaria ,  demuestra  claramente  la  legitimidad 
y  procedencia  de  la  demanda  contra  la  calificación  del  Regis- 
trador, aclarando  el  sentido  y  aplicaciones  del  art.  66 :  que  ha- 
biendo resuelto  la  Dirección  en  15  de  Junio  de  1878  que  que- 
dara en  suspenso  el  recurso  gubernativo  por  la  circunstancia 
de  estar  conociendo  del  asunto  los  Tribunales  y  porque  no  se 
podían  seguir  á  un  mismo  tiempo  los  dos  recursos  que  la  Ley 
concede;  era  lógico  deducir  que  aquel  Centro  directivo  esti- 
maba procedente  la  demanda  contra  el  Registrador. 

Replicó  el  demandado ,  que  no  sólo  el  art.  66  de  la  Ley  Hi- 
potecaria ,  y  la  citada  Orden  de  24  de  Nov.  de  1874,  convencen 
de  la  improcedencia  de  la  demanda,  sino  el  art.  57  del  Regla- 
mento, que  de  un  modo  expreso  dice,  que  en  el  juicio  sobre  vali- 
dez ó  nulidad  no  será  parte  el  Registrador,  contra  quien  no 
procederá  reclamación  judicial ,  sino  en  el  caso  de  que  se  entable 
contra  él  formal  demanda  para  exigirle  la  responsabilidad  civil 
ó  criminal  á  que  por  sus  actos  haya  podido  dar  lugar:  que  esta 
doctrina  se  confirma  por  el  preámbulo  del  R.  D.  de  3  de  Enero 
de  1876 ,  en  el  que  se  declara,  que  mientras  no  haya  partes  que 
entre  sí  contiendan ,  no  puede  en  rigor  existir  procedimiento 
judicial,  pudiendo  resolverse  por  la  vía  gubernativa  únicamente 
la  cuestión  que  se  promueva  por  negarse  á  inscribir  el  Regis- 
trador. 

Tales  razones  no  fueron  apreciadas  por  la  Sala  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Valladolid,  que  en  el  fallo  declaró  que  el  De- 
legado del  Banco  de  España  había  tenido  personalidad  bastante 
para  promover  el  litigio;  que  era  válida  é  inscribible  la  escri- 
tura, y  que  se  librara  mandamiento  al  Registrador  para  que 
procediese  á  su  inscripción. 

El  fundamento  de  derecho  para  la  primera  de  estas  declara- 
ciones se  formula  en  el  2.o  Considerando,  que  afirma  cque 
si  contra  la  calificación  que  los  Registradores  hagan  de  los 
títulos  presentados  á  la  inscripción  procede  y  se  ejercita  de 
ordinario  la  vía  gubernativa,  es  incuestionable  la  competen- 
cia de  los  Juzgados  y  Tribunales  para  conocer  de  las  deman- 
das que,  como  la  présente,  se  hayan  deducido  para  exigir 
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directa  y  personalmente  de  un  Registrador  la  responsabilidad 
de  los  perjuicios  causados  por  la  denegación  de  inscripción  de 
la  escritura  de  fianza  otorgada  á  favor  del  Banco  de  España 
por  D...  y  su  esposa  Doña...,  y  así  ha  venido  á  reconocerlo  la 
Dirección  general  del  Registro  en  la  comunicación  de  15  de 
Junio  de  1878,  que  obra  en  autos,  suspendiendo  la  resolución 
del  expediente  gubernativo,  incoado  también  por  el  Delegado 
del  Banco  de  España,  mientras  este  no  se  separase  voluntaria- 
mente del  pleito.» 

Interpuesto  recurso  de  casación,  se  apartó  de  él  el  Registra- 
dor ,  quedando  así  ejecutoriada  la  Sentencia. 

Como  esta  sólo  resuelve  el  caso  para  que  se  dio,  y  como  el 
Tribunal  Supremo  llamado  á  fijar  la  jurisprudencia  no  llegó  á 
pronunciar  su  fallo;  como  la  cuestión  es  de  suyo  importantísi- 
ma ,  y  como  disentimos  de  las  doctrinas  sentadas  por  d  Tribu- 
nal y  del  acuerdo  de  la  Dirección;  por  obligados  nos  tenemos 
á  demostrar  las  razones  de  nuestro  disentimiento. 

En  el  Considerando  transcrito  se  dice  que  es  incuestionable 
la  competencia  de  los  Juzgados  y  Tribunales  para  conocer  de 
las  demandas,  que  como  la  que  origina  el  fallo,  se  hayan  de- 
ducido para  exigir  directa  y  personalmente  de  un  Registrador 
la  responsabiüdad  de  los  perjuicios  causados  por  la  denegación 
de  inscripción  de  la  fianza.  Como  para  probar  que  es  incuestio- 
nable, se  aduce  la  comunicación  de  15  de  Junio  de  1878,  que 
acuerda  suspender  el  dictar  resolución,  mientras  el  pleito  con- 
tinúe; necesario  es  que  estudiemos  lo  resuelto  por  la  Dirección 
y  por  la  Audiencia. 

De  lo  resuelto  por  ambas,  pueden  sacarse  los  siguientes  co- 
rolarios : 

1.^  El  interesado  á  quien  se  deniega  la  inscripción  de  su 
título  por  adolecer  de  defectos  insubsanables,  tiene  derecho  de 
acudir  ante  el  Tribunal  contra  el  Registrador,  para  que  inscriba 
la  escritura  que  ha  caUficado  de  ininscribible. 

2.^  Este  recurso  puede  promoverse  por  el  interesado  antes 
ó  al  mismo  tiempo  que  el  gubernativo. 

3.^    Si  se  promueve  al  mismo  tiempo,  ha  de  suspenderse  el 
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recurso  gubernativo,  mientras  el  interesado  no  desista  volun- 
tariamente del  judicial,  antes  que  recaiga  sentencia  ejecutoria. 
Expondremos  los  argumentos  que  nos  ocurren  contra  estos 
teoremas. 

Contra  d  primero. ^\  art.  66  de  la  Ley,  base  y  fundamento 
del  recurso  judicial,  dice:  «que  los  interesadas  podrán  recurrir 
gubernativamente  contra  la  calificación  del  título  hecha  por  el 
Registrador,  sin  perjuicio  de  acudir,  si  quieren,  á  los  Tribuna- 
les de  justicia  para  ventilar  y  contender  entre  sí^  acerca  de  la 
validez  ó  nulidad  de  los  documentos  ó  de  la  obligación.»  Con 
arreglo  á  este  precepto,  el  litigio  ante  los  Tribunales  ha  de  ser 
entre  los  interesados,  no  se  concede  con  el  Registrador,  se  le 
excluye;  porque  al  limitar  el  derecho  de  los  interesados  á  con- 
tender enire  sí  sobre  la  validez  de  la  obligación,  se  les  priva  del 
derecho  de  contender  con  otros. 

Aunque  esta  es  la  interpretación  genuina  y  recta  del  art.  66 
de  la  Ley ,  el  57  del  Reglamento  excluye  toda  duda.  Después  de 
repetir  que,  independientemente  de  la  expresada  reclamación 
gubernativa,  podrán  los  interesados  acudir  á  los  Tribunales 
para  ventilar  y  contender  entre  sí,  acerca  de  la  validez  y  consi- 
guiente inscripción  de  las  escrituras,  así  como  de  la  nulidad  ó 
validez  de  la  obligación  en  ellas  contenida,  añade:  «en  el  jui- 
cio que  con  estos  objetos  se  siga  entre  los  interesados,  no  será 
parte  d  Registrador,  contra  quien  no  procederá  reclamación  jtidicial 
con  arreglo  á  la  Ley,  sino  en  el  caso  de  que  se  entable  contra  él 
personalmente,  formal  demanda  para  exigirle  la  responsabilidad 
civil  ó  criminal  á  que  por  sus  actos  haya  podido  dar  lugar.»  El 
precepto  es  explícito,  terminante,  no  sujeto  á  interpretaciones  ni 
evasivas;  la  contención  ante  los  Tribunales  ha  de  sostenerse 
por  los  interesados  entre  sí;  en  esos  juicios  no  será  parte  e 
Registrador;  contra  éste  no  procede  reclamación  judicial,  más 
que  cuando  se  le  demanJe  personal  y  formalmente  para  exi- 
girle la  responsabilidad  civil  ó  criminal. 

Y  esta  ha  sido  la  doctrina  constante  de  la  Dirección  y  del 
Gobierno:  la  R.  O.  de  17  de  Mar.  de  1864,  dada  en  vista  del 
dictamen  de  la  Comisión  Codificadora,  de  2  de  En.  del  mismo 
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aHo ;  después  de  repetir  los  preceptos  del  art.  66  de  la  Ley  y  57 
del  Reglamento,  previene :  que  si  á  su  publicación  se  estuviese 
siguiendo  algún  juicio  entre  los  interesados  y  los  Registradores, 
sobre  inscripción  ó  cancelación  á  virtud  de  documentos  califi- 
cados por  estos  de  defectuosos ;  los  Beyistradores  deberán  remm- 
ciar  á  su  defensa  y  acudir  á  los  Regentes,  sometiéndoles  en  forma 
de  consulta  el  caso  que  haya  dado  lugar  á  la  cuestión ,  y  lle- 
vando á  efecto  la  resolución  que  éstos  ó  la  Dirección  general 
en  su  caso  dictaren.  Si  no  con  tanta  claridad,  también  la  R.  Ó. 
de  24  de  Nov.  de  1874,  lo  dispone  al  autorizar  tan  sólo  el  recurso 
gubernativo,  sin  que  sea  argumento  el  de  que  por  no  seguir  á  los 
considerandos  una  disposición  obligatoria,  no  tenía  más  fuerza 
que  la  de  una  indicación  doctrinal ;  porque  en  este  punto  no 
era  la  R.  Ó.  preceptiva,  sino  declarativa,  explicatoria  de  los 
principios  sancionados  en  la  Ley,  en  el  Reglamento  y  en  la 
R.  Ó.  de  1864.  En  los  mismos  principios  se  informa  el  R.  D. 
de  3  de  En.  de  1876. 

Ciertamente  que  estas  disposiciones  presentan  dificultades 
prácticas  y  dejan  lamentables  lagunas;  pero  aun  así,  las  dificul- 
tades de  ejecución  y  las  lagunas  para  determinados  casos,  po- 
drán ser  motivo  de  declaraciones,  de  interpretaciones,  de  nue- 
vas medidas;  pero  nunca  autorizarán  el  que  se  desobedezcan 
por  completo  los  preceptos  existentes;  más  aún,  que  se  autori- 
ce lo  que  aquellas  prohiben;  que  se  concedan  acciones  contra 
personas  á  quienes  expresamente  se  declara  que  están  fuera  de 
su  alcance. 

La  objeción  única  que  merece  refutaree  seriamente  (pues  de 
la  que  se  funda  en  el  contexto  del  art.  341  puede  prescindirse 
por  lo  inofensiva),  es  la  de  que  si  se  entendiera  que  la  Ley  con- 
cedía á  los  interesados  el  derecho  de  contender  sobre  la  validez 
de  la  escritura  ó  del  contrato,  sólo  entre  si;  no  podría  apUcarse 
esta  disposición  á  los  casos  de  ser  ima  sola  la  parte,  ó  de  que 
siendo  más ,  todas  opinasen  que  era  válida  la  obligación  ó  d. 
título ,  porque  no  hay  entonces  posibilidad  de  que  contiendan; 
de  donde  deducen ,  que  la  demanda  puede  dirigirse  contra  el 
Registrador.  La  consecuencia  no  lo  es  de  los  antecedentes: 
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cierto  que  cuando  no  haya  más  que  un  interesado,  ó  todos 
opinen  lo  mismo,  no  podrán  contender  entre  sí;  mas  de  que 
no  puedan  contender  entre  sí  no  se  deduce  que  tengan  acción 
para  contender  con  el  Registrador;  el  derecho  para  reclamar 
contra  éste  ha  de  nacer  en  absoluto  del  precepto  legal  que  lo 
permita,  no  del  accidente  de  que  á  todos  los  interesados  les 
parezca  injusto  el  acuerdo  del  Registrador,  ni  de  que  sus  efec- 
tos alcancen  á  una  ó  más  personas. 

Y  no  es  exacto  que  cuando  sean  varios  los  interesados  y 
todos  estén  conformes  en  la  validez  del  título  no  pueda  utili- 
zarse el  recurso  judicial;  porque  la  Ley  no  dice  que  han  de  acu- 
dir á  contender,  sino  á  contender  y  verUüar,  y  si  están  todos 
conformes,  no  contenderán ,  pero  ventilarán  la  vahdez  de  la  es- 
critura rechazada,  y  si  judicialmente  manifiestan  todos  su 
aquiescencia,  y  el  Tribunal,  vistos  los  antecedentes  y  entre 
ellos  las  razones  y  fallos  recaídos  en  el  expediente  gubernativo, 
declara  la  validez  de  la  escritura  ó  de  la  obligación  y  la  senten- 
cia resulta  firme;  el  Registrador  inscribirá  sin  dificultad  nin- 
guna. Sucederá  lo  mismo  que  sucedería  si  hubiese  oposición 
por  parte  de  algunos  que  sostuvieran  la  nulidad  de  la  escritura, 
defendiendo  el  acuerdo  del  Registrador,  y  que  al  replicar,  se 
apartasen  del  pleito;  el  Juez  fallaría  en  pro,  la  sentencia  se  de- 
clararía consentida  y  el  documento  inscribible.  El  párrafo  2.^  del 
artículo  66  de  la  Ley  parece  que  no  lo  repugna,  al  consignar  lo  que 
ha  de  hacerse  cuando  el  interesado  « propusiera  demanda  ante 
los  Tribunales  de  justicia  para  que  se  declare  la  validez  del  tí- 
tulo ó  de  la  obligación:»  modo  genérico  de  hablar  que  no  ex- 
cluye el  que  se  entienda,  que  puede  solicitarse  en  absoluto  de 
los  Tribunales  la  declaración  de  vahdez ;  aun  cuando  no  exis- 
tan opositores.  De  este  modo  se  cumplen  las  prescripciones  le- 
gales, no  se  priva  á  los  interesados  del  recurso  á  los  Jueces, 
únicos  que  pueden  fallar  resolutoriamente  sobre  derechos  civi- 
les ,  y  se  evitan  los  perjuicios  que  de  otro  modo  pudieran  origi- 
narse ;  puesto  que  cuando  todos  convienen  en  la  vaUdez  del  tí- 
tulo ó  sólo  se  presenta  el  que  soücita  la  inscripción,  sin  que 
nadie  acuda  á  sostener  el  acuerdo  del  Registrador;  los  daños 
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que  se  les  irroguen  nacerán  de  su  descuido  ó  de  su  connivencia. 
Y  en  esto  disentimos  de  la  Comisión  Codificadora  que  en  su  dic- 
tamen, á  que  antes  nos  referimos,  sostiene:  que  sí  es  una  sola  la 
parte,  no  puede  acudir  á  la  vía  judicial,  entendiéndose  definitivo 
y  sin  ulterior  recurso  el  fallo  que  recaiga  en  la  vía  gubernativa. 

Lo  mismo  puede  decirse  cuando  se  deniega  la  inscripción  de 
bienes  adquiridos  por  testamento:  si  el  instituido  pretende  su 
inscripción,  el  traslado  ha  de  entenderse  con  los  herederos 
abintestato  ó  con  los  instituidos  en  otra  disposición  testamenta- 
ria, y  si  notificados  no  se  oponen  al  pleito,  seguirá  su  curso  na- 
tural, aun  cuando  el  testamento  interesase  á  uno  solo,  por  ejem- 
plo; si  un  tío  instituye  heredero  á  su  sobrino  carnal  que  reúna 
en  sí  las  dos  cualidades  de  serlo  testamentario  y  abintestato: 
en  este  caso ,  es  verdad  que  no  puede  pleitear  consigo  mismo; 
pero  sí  promover  el  juicio  de  abintestato  é  inscribir  la  decla- 
ración de  heredero. 

Quizá  para  garantir  los  derechos  de  personas  ignoradas  ó 
ausentes  que  pudieran  perjudicarse  por  la  declaración  de  vali- 
dez del  título,  convendría  que  cuando  el  que  reclamara  ante 
los  Tribunales  fuera  uno  solo,  ó  siendo  varios,  todos  estuviesen 
conformes  en  la  validez  del  documento  no  admitido  á  registro, 
se  entendiera  la  demanda  con  el  Ministerio  fiscal.  No  puede 
fundarse  este  dictamen  en  ningún  precepto  explícito  de  la 
ley,  que  sólo  exige  la  intervención  del  Ministerio  público^ 
cuando  media  interés  de  personas  que  están  bajo  la  tutela  so 
cial,  menores,  mujeres,  incapaces  y  ausentes  cuya  existencia 
conste;  pero  tampoco  hay  disposición  que  lo  prohiba,  y  ade- 
más el  Ministerio  fiscal  defendería  los  fallos  de  la  Dirección  ge- 
neral de  los  Registros  que,  como  rama  de  la  Administración 
pública,  tiene  en  aquel  su  legítimo  representante. 

No  es  obstáculo  lo  que  se  indica  en  el  preámbulo  del  R.  D.  de 
3  de  En.  de  1876,  al  advertir,  que  si  no  se  facultase  á  los  Regis- 
tradores para  calificar  las  providencias  de  los  Jueces  mandan- 
do inscribir  ó  anotar  algún  título,  c  se  autorizaría,  con  perjui- 
cio de  tercero,  la  inscripción  de  cualquier  documento  obtenido 
por  el  fácil  medio  de  un  acto  de  jurisdicción  voluntaria  ó  de 
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una  providencia  diclada  de  plano  á  instancia  de  una  sola  parte  ;> 
porque  en  el  caso  que  discutimos ,  si  no  se  aceptase  la  represen- 
tación fiscal  que  se  indica;  si  bien  se  dictaba  providencia  á  ins- 
tancia de  ima  sola  parte;  no  la  dictaba  el  Juez,  de  plano,  esto 
es,  sin  conocimiento  de  causa,  sino  con  profundo  conocimiento 
de  ella,  completamente  ilustrado,  teniendo  ala  vista  todas  las 
razones  de  la  negativa  del  Registrador  y  de  su  confirmación  por 
el  Centro  dii-ecüvo. 

Parécenos  demostrado,  que  según  la  Ley  no  cabe  obligar 
al  Registrador  á  sostener  en  pleito  ordinario  la  procedencia  de 
su  negativa. 

La  Audiencia  de  Valladolid ,  confundiendo  varias  disposicio- 
nes de  la  Ley  Hipotecaria,  sienta  un  principio,  á  medias  ver- 
dadero y  á  medias  falso :  es  incuestionable  la  competencia  de 
los  Jueces  y  Tribunales  para  conocer  de  las  demandad  que  se 
hayan  deducido  con  objeto  de  exigir  directa  y  personalmente  de 
un  Registrador,  la  responsabilidad  ciml  á  que  por  sus  actos  haya 
podido  dar  lugar;  pero  no  es  incuestionable,  ni  siquiera  sostenible, 
la  competencia  de  los  Juzgados  y  Tribunales  para  conocer  de 
las  demandas  deducidas  al  efecto  de  exigir  directa  y  personal- 
mente de  un  Registrador,  la  responsabilidad  de  los  perjuicios 
ocasionados  por  denegar  una  inscripción. 

Si  el  ílegistrador  respondiese  de  toda  clase  de  perjuicios  que 
se  irrogasen  por  cualquiera  de  sus  actos ,  tendría  razón  la  sen- 
tencia; pero  sólo  responde  (además  de  los  que  origine  por  un 
delito),  de  los  que  cause  con  aquellos  actos  que  por  declaración 
déla  Ley  le  sujetan  á  responsabilidad  civil,  y  que  taxativa- 
mente determina  en  su  art.  313;  todos  ellos  se  refieren  á  in- 
exactitudes y  errores  cometidos  en  los  asientos;  á  no  extenderlos 
en  los  plazos  prescritos  por  la  Ley ;  á  no  cancelar  sin  causa  fun- 
dada, ó  á  cancelar  sin  el  título  y  requisitos  que  exige  la  Ley:  en 
ninguno  de  ellos  se  halla  comprendido  el  caso  de  denegarse  la 
inscripción  por  contener  las  escrituras  defectos  subsanables.  Ni 
puede  ser  otra  cosa:  cuando  inscribe,  suspende  ó  niega,  obra 
en  virtud  de  sus  facultades  discrecionales  y  del  juicio  que  forma, 
según  su  criterio  científico,  de  la  validez  del  contrato  ó  del 
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título.  Si  se  equivoca,  el  Juez,  el  Presidente  de  la  Audiencia,  la 
Dirección  general  están  sobre  él  para  enmendar  y  corregir  la 
calificación  equivocada.  No  permite  la  Ley  demandas  contra 
los  Registradores  sin  que  hayan  cometido  una  falta,  y  no  la 
hay  en  apreciar  la  validez  de  un  contrato  ó  de  un  documento: 
así  se  infiere  de  todos  los  artículos  del  Tit.  xi  de  la  Ley.  Lo» 
males  que  pueden  seguirse  de  una  apreciación  equivocada, 
pueden  enmendarse  y  corregirse  con  providencias  gubernativas: 
en  los  casos  de  responsabilidad  del  Registrador,  los  daños  que 
se  infieran  á  los  interesados  no  pueden  evitarse  por  los  Superio- 
res, y  él  debe  sufrir  las  consecuencias.  El  no  sujetarle  á  respon- 
sabilidad en  otros,  consiste  en  que  el  daño  es  evitable  por  los 
Superiores  jerárquicos,  y  en  último  término  por  la  incoación 
de  la  demanda  judicial  anotada  cuando  proceda.  Cierto  que  ten- 
drá el  demandante  el  gasto  de  las  costas;  pero  achaque  es  ge- 
•  neral  de  todo  el  que  pide  justicia,  y  que  no  desaparecerá  hasta 
que  sea  gratuita  (cosa  más  daseable  que  practicable),  y  aqué- 
llas se  impongan  sólo  como  castigo  al  ütigante  temerario. 

Dos  cuestiones  nos  restan  aún  sobre  este  asunto:  1.* ¿Puede 
interponerse  el  recurso  judicial  contra  la  calificación  del  Re- 
gistrador suspendiendo  la  inscripción  del  título  por  faltas  sub- 
sanables? 

Sostenemos  que  no:  ante  los  Tribunales  sólo  se  ventila  el 
derecho  civü  á  inscribir,  del  que  no  puede  despojarse  á  ningún 
ciudadano  sin  sentencia  acabada:  la  suspensión,  consecuencia 
de  las  faltas  subsanables ,  no  prohibe  aquel  derecho ,  única- 
mente lo  demora  por  causas  que  sin  pleito  ninguno  y  sin  per- 
juicio de  sus  intereses,  puede  evitar  ó  enmendar  el  mismo  in- 
teresado. Asaz  garantido  queda  con  el  conocimiento  del  n^o- 
cio  y  fallos  del  Juez,  del  Presidente  y  de  la  Dirección.  Es  esta 
materia  puramente  gubernativa,  no  declara,  ni  perjudica  dere- 
chos permanentes  y  absolutos:  esencialmente  formularia,  hade 
conocerse  y  resolverse  definitivamente  por  Autoridades  guberna- 
tivas. Esta  misma  opinión  sostuvieron  el  Centro  directivo  al  emi- 
tir dictamen  sobre  la  consulta  del  Regente  de  la  Audiencia  de 
Sevilla,  preguntando  el  procedimiento  que  había  de  seguirse 
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para  reclamar  contra  las  decisiones  de  los  Registradores ,  y  la 
Comisión  Codificadora  en  su  informe  de  2  de  En.  1864. 

2>  cuestión.  ¿Procede  el  recurso  judicial  contra  la  denegación 
del  Registrador  cuando  ésta  no  se  funde  en  la  nulidad  del  título 
ó  de  la  obligación,  edno  en  otros  motivos? 

Evidentemente  no :  el  art.  66  de  la  Ley,  lo  mismo  que  el  57 
del  Reglamento,  sólo  dan  derecho  á  los  interesados,  si  el  Regis- 
trador deniega  el  asiento  pretendido,  para  ventilar  ante  los 
Tribunales  la  validez  ó  nulidad  de  los  títulos  ó  de  la  obligación, 
y  por  tanto,  sólo  cuando  califique  de  nulos  el  título  ó  la  obliga- 
ción, procede  el  recurso  judicial.  Concederlo  en  otros  casos,  no 
sólo  constituiría  una  transgresión  de  la  Ley,  sino  que  daría  por 
supuesto  que  á  los  Tribunales  de  Justicia  compete  el  conocer 
de  asuntos  que  no  caben  dentro  de  su  esfera  de  acción. 

Así,  pues,  las  notas  denegatorias  que  se  funden  en  el  art.  20 
6  en  el  245  de  la  Ley,  como  todas  las  demás  que  no  se  refieran 
á  la  nulidad  de  la  obligación  ó  del  título  en  que  se  consigna;  no 
son  impugnables  ante  los  Tribunales  de  Justicia.  Urge ,  pues, 
con  urgencia,  el  que  recaigan  disposiciones  que  hagan  cesar  de 
una  vez  tanta  incertidumbre  en  materia  que  afecta  derechos 
importantísimos  de  los  propietarios. 

Argumentos  contra  el  aegundo  teorema.  Difícil  es  también  la 
cuestión  de  si  el  recurso  judicial  puede  promoverse  por  el  inte- 
resado, antes  ó  al  mismo  tiempo  que  el  gubernativo.  Sostenerlo, 
lo  estimamos  por  grave  error:  el  recurso  á  los  Tribimales  es 
siempre  el  medio  de  reparar  la  injusticia  gubernativa  y  el  daño 
definitivo  que  se  irrogue  por  este  procedimiento.  El  acuerdo  del 
Registrador  no  es  ejecutorio :  el  perjuicio  que  ocasione  negán- 
dose á  inscribir  no  existe  legalmente  hasta  que  la  Dirección 
confirme ,  porque  si  revoca,  nada  se  ha  hecho,  y  el  perjuicio  no 
ha  llegado  á  inferirse.  Sería  un  contrasentido  acudn*  á  los  Tri- 
bunales para  que  enmendasen  por  medio  de  una  declaración 
firme  ó  irrevocable  de  dei*echos ,  un  daño  no  realizado.  Jamás 
se  acude  á  la  vía  judicial,  sino  cuando  está  apurada  la  guberna- 
tiva: por  lo  tanto  ni  antes  de  ésta  ni  mientras  dura  ésta,  puede 
entablarse  el  recurso  judicial.  Y  esta  doctrina ,  sancionada  por 
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el  derecho,  aplicada  en  todo  asunto  contencioso-administrati- 
vo,  que  dicta  la  luz  natural;  se  proclama  también  en  la  Comu. 
nicacion  de  15  de  Junio  de  1878  (cuyo  original  hemos  visto), 
en  la  que  se  sostiene  lo  anómalo  de  entablar  una  demanda  or- 
dinaria contra  un  funcionario  público  por  actos  de  que  sólo 
debe  responder  ante  sus  Superiores  jerárquicos. 

El  R.  D.  de  3  de  En.  de  1876,  al  declarar  que  cabe  también  el 
recurso  gubernativo  contra  las  providencias  judiciales,  expresa 
en  sus  considerandos :  que  al  someter  la  calificación  que  el  Re- 
gistrador haya  hecho  de  ellas  al  Presidente  de  la  Audiencia  y  Á 
la  Dirección,  sólo  intervienen  éstos  en  un  asunto  puramente 
administrativo,  siendo  extraños  al  debate  judicial;  puesto  que 
siempre  queda  á  los  interesados  el  juicio  ordinario,  en  el  qi:^e  en 
definitiva  se  habría  de  fallar  sobre  la  validez  ó  nulidad  de  los 
títulos.  Si  queda  ese  recurso,  antes  han  de  haberse  utilizado  los 
otros:  si  falla  en  definitiva,  antes  ha  de  haberse  fallado  interi- 
na, provisional  ó  interlocutoriamente. 

Y  no  se  diga  que  la  frase  de  que  los  interesados  podrán  re- 
clamar gubernativamente,  sin  perjuicio  de  acudir  si  quieren  ¿ 
los  Tribunales  de  Justicia  y  el  precepto  del  art.  36  de  que  el 
recurso  gubernativo  «  no  impedirá  ni  prejuzgará  el  juicio  que 
pueda  seguirse  en  los  Tribunales, »  indican  que  no  hay  incom- 
patibilidad entre  el  recurso  gubernativo  y  el  judicial ,  y  que 
pueden  interponerse  simultáneamente,  ó  el  rmo  antes  que  el 
otro;  porque  lo  único  que  indican  es  que  no  hay  incompatibi- 
lidad entre  los  dos  recursos :  que  al  interesado  no  se  lé  cierra 
una  vía  por  acudir  á  la  otra:  que  la  resolución  administrativa 
queda  sujeta  al  fallo  judicial ;  pero  nada  dicen  ni  declaran  en  lo 
que  toca  al  tiempo  en  que  pueden  interponerse  ambos  recui-sos. 

Cuando  la  ley  calla,  la  explicación  ha  de  buscarse  en  otras 
disposiciones  y  en  los  principios  generales  que  informan  el  pro- 
cedimiento judicial  y  administrativo,  el  objeto  que  se  proponen 
\m  recurso  y  otro,  y  la  manera  de  que  ambos  sean  eficaces 
y  produzcan  efectos  en  la  órbita  respectiva  de  su  jurisdicción. 

Argumentos  contra  el  tercer  teorema.  No  es  menos  censura- 
ble lo  resuelto  por  la  Dirección  en  15  de  Junio  de  1878*  Aun 
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cuando  los  interesados  promoviesen  al  mismo  tiempo  los  dos 
recursos,  uno  gubernativo  contra  el  Registrador  para  que  ins- 
cribiese; otro  judicial  entre  ellos  ó  por  sí  solos,  para  que  se  de* 
clarase  la  validez  del  contrato  ó  título;  jamás  la  marcha  guber- 
nativa de  un  expediente,  que  versa  sobre  materia  reconocida- 
mente administrativa,  puede  suspenderse,  porque  se  incoe  un 
procedimiento  judicial.  Sostener  la  incompetencia  de  los  Tribu- 
nales de  Justicia  para  conocer  en  el  negocio  basta  que  resolu* 
toriamente  se  hubiese  fallado  por  la  Dirección,  era  lo  proceden- 
te; además  de  las  razones  antedichas,  porque  al  recurrir  el 
interesado  á  la  vía  judicial,  y  aun  concediendo  que  á  ella  pu- 
diera ser  arrastrado  el  Registrador,  no  habría  de  privársele  de 
las  garantías  que  moral  y  legalmente  le  da  la  probable  apro- 
bación de  su  conducta  por  su  Superior  jerárquico,  que  asume 
la  responsabihdad  de  los  acuerdos  que  sanciona,  que  al  menos 
libra  á  aquél  de  toda  sombra  de  maUcia  en  sus  actos,  y  que  po- 
dría utilizar  victoriosamente  en  su  defensa.  La  marcha  de  los 
expedientes  y  la  vía  que  procede  no  pueden  quedar  á  la  volun- 
tad del  interesado,  ni  á  su  capricho  han  de  moverse  las  ruedas 
de  las  máquinas  administrativa  y  judicial ,  funcionando  ambas 
á  un  tiempo,  parándose  la  una  ó  suspendiéndose  la  otra,  se- 
gún que  incoase  ó  no  incoase  ambos  procedimientos  y  siguiese 
ó  se  separase  á  placer  de  cualquiera  de  ellos. 

En  resumen :  el  derecho  constituido  expresa  ó  doctrinalmen- 
te,  entendemos  que  puede  encerrarse  en  estas  reglas: 

1  *  Contra  la  calificación  del  Registrador  caben  dos  recur- 
sos :  el  gubernativo  y  el  judicial. 

2.a  El  gubernativo  se  ejercita  contra  el  Registrador,  cuan- 
do suspende  ó  deniega  la  inscripción,  por  adolecer  el  título  de 
faltas  subsanables  ó  insubsanables. 

3.a  El  judicial  sólo  cabe  entre  los  mismos  interesados ,  cuan- 
do ,  denegada  la  inscripción  del  título  por  faltas  insubsanables, 
uno  sostenga  la  vaüdez  y  otro  la  nuUdad  del  título ,  ó  de  la 
obligación;  ó  cuando,  si  todos  están  conformes  en  la  validez  ó 
el  interesado  es  uno  solo,  se  solicite  del  Tribunal  la  declaración 
necesaria  para  que  se  inscriba. 
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4*  El  Üegistrador ,  no  puede  ser  parte  en  estos  juicios; 
salvo  si  se  entabla  contra  él  personalmente,  formal  demanda 
para  exigirle  la  responsabilidad  civijl  ó  criminal  de  sus  actos. 

5.a  La  responsabilidad  criminal  puede  exigírsele  por  todos 
los  que  infiinjan  las  disposiciones  penales ;  la  civil,  sólo  por  los 
motivos  consignados  en  el  Tít  xi  de  la  Ley  Hipotecaria. 

6.*  Los  perjuicios  que  pudiera  causar  por  la  no  inscrip- 
ción de  \m  documento  que  contenga  á  su  juicio  faltas  insubsa- 
nables ,  no  le  sujeta  á  responsabilidad  civil  judicial;  y  por  con- 
siguiente ni  á  comparecer  ante  los  Tribunales  en  el  juicio  que 
pudiera  incoarse  para  declarar  la  validez  del  título  ú  obliga- 
ción y  la  del  Registrador  á  inscribir  el  título. 

7.*  El  recurso  gubernativo  y  el  judicial  no  pueden  ser  si- 
multáneos, ni  éste  anterior  á  aquél;  sino  que  como  enmenda- 
torio  y  definitivo,  ha  de  aguardarse  para  entablarlo,  á  que 
apurada  la  vía  gubernativa,  se  haya  resuelto  definitivamente 
por  la  Dirección. 

8.a  Si  el  interesado  interpone  los  dos  simultáneamento  ó  el 
judicial  antes  que  el  gubernativo,  la  Dirección  debe  sostener  su 
competencia  exclusiva  de  conocer  en  el  asunto,  hasta  que  re- 
recaiga  resolución  final  en  el  expediente. 

§  15 

Ultramar, — Los  arts.  73,  74  y  75  de  la  Ley  de  Puerto-Rico 
y  79 ,  80  y  81  de  la  de  Cuba,  están  copiados  de  los  65 ,  66 
y  67  de  la  de  la  Península. 

Los  arts.  75  al  81  inclusives  del  Reglamento  de  Cuba  y  72 
al  78  del  de  Puerto-Rico ,  están  copiados  del  57  del  que  rige 
en  la  Península. 

Art.  82  del  Beglamento  de  Cuba  y  79  de  Puerto-Rico. 

Los  recursos  gubernativos  promovidos  por  los  intere- 
sados contra  la  calificación  del  título  hecha  por  los  Re- 
gistradores ,  ó  contra  la  negativa  de  éstos  á  inscribir  ó 
anotar  cualquier  documento,  se  instruirán  de  oficio  y  sin 
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devengar  derechos  algunos  arancelarios.  Asimismo  se 
iostruirán  de  oficio  y  sin  devengar  derechos ,  los  expe- 
dientes gubernativos  formados  á  instancia  de  los  Nota- 
rios en  solicitud  dé  que  se  declare  que  el  documento  no 
inscrito  por  defectos  en  el  mismo,  se  halla  extendido  con 
arreglo  á  las  prescripciones  y  formalidades  legales,  cual- 
quiera que  sea  la  resolución  que  se  dicte. 

La  primera  parte  del  artículo  que  precede,  es  contraria  al  ar- 
tículo 3.^  del  R.  D.  de  25  de  Octubre  de  1875,  y  merece  nuestro 
aplauso,  lamentando  que  en  la  Península  se  perciban  derechos 
por  la  instrucción  de  los  recursos  gubernativos  interpuestos  por 
particulares.  La  segunda  parte  está  conforme  con  lo  dispuesto 
en  el  art;.  2.^  del  citado  R.  D. 

'^ArL  83  de  Cuba  y  80  de  Puerto-Rico, 

Cuando  los  Registradores,  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  el  último  párrafo  del  art.  27  de  la  ley,  suspendan  ó 
nieguen  la  inscripción ,  anotación  ó  cancdacion  de  docu- 
mentos expedidos  por  la  Autoridad  judicial  por  defec- 
tos en  los  mismos,  ó  por  algún  obstáculo  legal  que  pro- 
ceda del  Registro,  devolverán  aquéllos  al  Juez  ó  Tribu- 
nal que  \d  hubiere  autorizado  con  la  oportuna  comuni- 
cación ,  en  la  que  manifestarán  las  disposiciones  legales 
en  que  se  fundaren  para  acordar  dicha  suspensión  ó  ne- 
gativa. 

*Art.  84  de  Cuba  y  81  de  Fuerto-Bico. 

La  comunicación  del  Registrador  con  el  documento 
que  la  acompañe  se  unirá  á  Jos  autos  de  que  este  proce- 
diere.^ Si  el  defecto  fuere  subsanable ,  y  el  Juez  ó  Tribu- 
nal estimaren  fundada  la  oposición  del  Registrador,  acor- 
darán lo  que  proceda  para  que  desaparezca  el  obstáculo 
que  impidiere  extender  el  correspondiente  asiento  defini- 


Tomado  del  R.  D.  del  3  de  Enero  de  1876. 
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tivo.  Cuando  la  consideraren  infundada  ó  el  defecto  fue- 
re insubsanable ,  darán  traslado  por  tercero  día  á  las  par- 
tes, y  siempre  que  en  la  inscripción  solicitada  estuvie- 
sen interesados  los  menores,  los  incapacitados  ó  el  Estado, 
ó  cuando  tuviere  por  objeto  asegurar  las  responsabilida- 
des pecuniarias  en  un  juicio  criminal,  darón  también 
traslado  por  igual  término  al  Ministerio  público. 

*Art.  85  de  Chiba  y  82  de  Puerto-Rico, 

La  reclamación  gubernativa  contra  la  suspensión  ó 
negativa  de  los  Registradores  á  inscribir  ó  anotar  un  do- 
cumento expedido  por  Autoridad  judicial ,  deberá  enta- 
blarse ante  el  Presidente  de  la  Audiencia  en  cuya  demar- 
cación estuviese  situado  el  Registro.  El  Ministerio  fiscal 
promoverá  necesariamente ,  en  los  casos  previstos  en  el 
artículo  anterior,  el  correspondiente  recurso  gubernativo, 
formalizándolo  el  Fiscal  del  Juzgado  ó  Tribunal  que  hu- 
biere expedido  el  documento,  con  la  oportuna  solicitud 
al  Presidente  de  la  Audiencia ,  que  dirigirá  por  conducto 
del  Fiscal  de  la  misma. 

*ArL  86  de  Cuba  y  83  de  Puerto-Rico. 

El  Presidente,  después  de  oir  al  Juez  ó  Tribunal  que 
hubiere  expedido  el  documento  y  al  Registrador,  dictará 
la  providencia  que  proceda ,  la  cual ,  además  de  ponerse 
en  conocimiento  de  estos  funcionarios ,  se  notificará  al 
recurrente. 

*Art,  87  de  Cuba  y  84  de  Puerto-Rico, 

De  la  decisión  del  Presidente  podrán  apelar  para  ante 
la  Dirección  general  del  Ministerio  de  Ultramar,  dentro 
del  plazo  señalado  para  los  demás  recursos  gubernativos, 
los  Jueces  y  Tribunales ,  los  Registradores  y  los  recur- 
rentes. 


♦  Tomado  del  R.  D.  del  3  de  Enero  de  1876. 
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*Art.  88  de  Cuba  y  85  de  Puerto-Rico,  • 

Los  Registradores  deberán  acudir  al  Presidente  de  la 
Audiencia  respectiva  en  queja  de  los  apremios  que  los 
Jueces  ó  Tribunales,  al  conocer  de  algún  negocio  civil  ó 
criminal,  les  hicieren  para  inscribir  ó  anotar  un  docu- 
mento, ó  extender  en  los  libros  cualquiera  asiento  que 
dichos  funcionarios  hubieren  estimado  improcedente.  El 
Presidente,  en  vista  de  la  queja  del  Registrador,  pedirá 
informe  al  Juez  ó  Tribunal  que  hubiere  dado  motivo  á 
ella.  Una  vez  evacuado  el  informe,  oirá  al  Fiscal  y  dic- 
tará la  resolución  que  proceda  observándose  los  demás 
trámites  señalados  en  los  dos  artículos  anteriores. 

El  Juez  ó  Tribunal  á  quien  el  Presidente  hubiere  pe- 
dido informe  suspenderá  todo  procedimiento  contra  el 
Registrador  hasta  la  resolución  definitiva  del  recurso, 
la  cual  mandará  cumplir  y  ejecutar. 

*Art.  89  de  Cuba  y  86  de  Puerto-Rico. 

Los  recursos  gubernativos  promovidos  por  el  Ministe- 
rio público  contüa  la  calificación  de  un  documento  judi- 
cial, hecha  por  los  Registradores ,  y  los  de  queja  de  que 
trata  el  articulo  anterior,  se  instruirán  de  oficio  y  sin 
devengar  derechos  algunos  arancelarios. 

*Art.  90  de  Cuba  y  87  de  Puerto-Rico, 

Las  resoluciones  definitivas  que  la  Dirección  general 
del  Ministerio  de  Ultramar  dicte  en  todos  los  recursos 
gubernativos,  se  publicarán  en  las  Gacetas  de  Madrid  y 
de  la  isla. 


'  Tomado  del  R.  D.  de  3  de  Enero  de  1876. 
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ARTICULO  68. 

Las  providencias  decretando  ó  denegando  la  anotación 
preventiva  en  los  casos  primero,  quinto  y  sexto  del  ar- 
tículo 42,  serán  apelables  en  un  solo  efecto. 

En  el  caso  sétimo  del  mismo  artículo,  será  apelable  en 
ambos  la  providencia,  cuando  se  haya  opuesto  á  la  ano- 
tación el  que  tuviere  á  su  favor  algún  derecho  real  an- 
terior sobre  el  inmueble  anotado. 

SUMARIO. 

§  1.  Efectos  de  la  apelación   de  las  providencias  decretando  6  denegando  la 
anotación  preventiva. — §  2.  Ultramar. 

'      COMENTARIO 


§  1.^ 

Efectos  de  la  apelación  de  las  providencias  decretando  ó  denegan- 
do la  anotación  preventiva.  —  La  disposición  del  artículo  que 
comentamos,  corresponde  más  bien  que  á  la  Ley  Hipotecaria 
á  la  de  Enjuiciamiento  civil,  y  no  hubiera  holgado  en  ésta  la 
reproducción  de  aquel  precepto.  De  todos  modos,  el  art,  383 
declara  que  las  apelaciones  se  admitirán  en  un  solo  efecto  eu 
todos  los  casos  en  que  no  se  halle  prevenido  que  se  admitan 
Ubremente  en  ambos.  Puede  por  tanto  considerarse  compren- 
dida la  primera  parte  del  art.  68  de  la  Ley  Hipotecaria  en  el 
383  de  la  de  Enjuiciamiento  civil. 

Respecto  de  las  demás  anotaciones  no  comprendidas  en  dicho 
artículo  68  que  se  practiquen  en  virtud  de  mandamiento  judi- 
cial, no  son  apelables  porque  la  anotación  no  es  más  que  una 
diligencia  para  que  el  auto  de  embargo  ó  secuestro  ó  -la  senten 
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cia  qu  e  lo  origina  no  queden  frustrados ;  y  este  auto  ó  senten- 
cia es  lo  que  en  caso  había  de  haberse  apelado. 

Consentido  el  auto  ó  sentencia,  se  entienden  consentidos 
todos  los  procedimientos  para  que  tenga  efecto  los  que  natural- 
mente deben  producir  según  las  Leyes. 

§  2.0 

Ultramar,  —  El  art.  82  de  la  Ley  Hipotecaria  de  Cuba,  y  el 
76  del  dé  la  de  Puerto-Rico,  están  copiados  del  68  de  la  que 
rige  en  la  Península. 
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ARTICULO  69. 

El  que  pudiendo  pedir  la  anotación  preventiva  en  un 
derecho,  dejase  de  hacerlo  dentro  del,  término  señalado 
al  efecto ,  no  podrá  después  inscribirlo  á  su  favor  en  per- 
juicio de  tercero  que  haya  inscrito  el  mismo  derecho, 
adquiriéndolo  de  persona  que  aparezca  en  el  Registro  con 
facultad  de  trasmitirlo. 

Concuerda  con  el  siguiente  del  Reglamento : 

Art.  65.  El  que  pudiendo  pedir  la  anotación  preven- 
tiva de  un  derecho  dejare  de  hacerlo ,  no  podrá  después 
inscribirlo  á  su  favor,  en  perjuicio  de  tercero  que  haya 
adquirido  é  inscrito  el  mismo  derecho  con  las  circuns- 
tancias contenidas  en  el  art.  34  de  la  Ley. 

SUMARIO. 

§  L^  Consecaencias  de  no  pedir  en  tiempo  oportuno  la  anotación  prerentiTa 
de  los  derechos.  —§  2.^  Ultramar. 

COMENTARIO 


§  1.^ 

Consecuencias  de  no  pedir  en  tiempo  oportuno  la  amiacion  pre- 
ventiva de  los  derechos.  —  Hasta  el  artículo  anterior,  la  Ley  con- 
signa disposiciones  especiales  para  cada  uno  de  los  casos  que 
forman  el  42 :  en  el  que  comentamos  las  establece  gen^^es 
para  todos  ellos.  Debe  por  lo  tanto  estimarse  errata  material  el 
decir  «el  que  pudiendo  pedir  la  anotación  preventiva  en  un 
derecho  dejase  de  hacerlo;»  que  parece  Hmitar  la  disposición 
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del  artículo  al  que  quiere  anotar  un  derecho  que  recae  sobré 
otro  derecho;  en  vez  de  cel  que  pudiendo  pedir  la  anotación 
preventiva  de  un  derecho  dejase  de  hacerlo;»  que  abraza  todas 
las  anotaciones  que  puedan  reclamarse  sobre  derechos  ó  bienes. 
Así  lo  persuade  el  sentido  de  la  disposición  del  artículo  y  el 
texto  del  65  del  Reglamento  que  con  algunas  variantes  la  repite. 

Admitida  en  el  Registro  de  la  propiedad  la  anotación  pre- 
ventiva ,  como  medio  de  asegurar  en  perjuicio  de  tercero  los 
.  derechos  que  ya  por  ser  dudosos,  ya  por  otro  motivo  cualquie- 
ra, no  pueden  desde  luego  ser  inscritos,  la  Ley  seftala  en  cier- 
tos casos  un  término  dentro  del  que  la  persona  que  los  tiene 
en  esas  condiciones ,  ha  de  hacerlos  públicos. 

Pero  así  como  en  los  arts.  23  y  25  se  declara  que  los  títulos 
no  inscritos  no  pueden  perjudicar  á  tercero,  y  que  los  inscritos 
sólo  perjudican  desde  la  fecha  de  la  inscripción,  asi  el  69  pro- 
clama que  el  que  dentro  del  plazo  señalado ,  no  use  de  la  fa- 
cultad de  pedir  anotación  preventiva,  aunque  después  la  tenga 
para  inscribir,  no  pueda  hacerlo  en  perjuicio  de  tercero  que  hu- 
biere inscrito  ya  el  mismo  derecho,  adquiriéndolo  de  persona 
que  según  el  Registro,  lo  tenga  para  trasmitirlo. 

En  su  virtud  el  legatario,  el  acreedor  refaccionario,  el  que, 
teniendo  un  título  inscribible,  no  pueda  inscribirlo  por  conte- 
ner algún  defecto  subsanable  ó  por  falta  de  previa  inscripción, 
y  en  general  todo  el  que  tenga  señalado  un  término  para  pedir 
anotación,  ha  de  saber  que  si  lo  deja  transcurrir,  se  expone  á 
perder  en  absoluto  el  derecho  ó  á  perder  la  preferencia  de  prio- 
ridad, si  otra  persona  logra  inscribirlo  á  su  favor. 

A  juzgar  por  la  letra  del  art.  69,  su  precepto  es  aplicable 
solo  al  caso  de  inscribirse  el  mismo  derecho  que  pudo  anotarse 
y  no  se  anotó  en  tiempo  oportuno ;  pero  es  indiscutible  que 
aunque  no  se  trate  del  mismo  derecho ,  no  podrá  hacerse  la 
inscripción,  si  se  ha  inscrito  otro  que  lo  contradiga. 

Ejemplo:  Juan  compra  un  censo  de  José;  presenta  la  escri- 
tura que  no  puede  inscribirse  por  contener  una  falta  subsana- 
ble,  y  deja  transcurrir  los  treinta  días  en  que  el  asiento  de 
presentación  surte  efectos ,  sin  solicitar  anotación  preventiva- 


Digitized  by  VjOOQ IC 


362  comentario' 

enmienda  la  falta ,  y  cuando  solicita  inscribir  definitivamente  el 
título,  s€)  encuentra  con  que  Antonio  ha  inscrito  ya  el  mismo 
censo  que  le  há  vendido  Juan  posteriormente;  según  la  letra 
del  art.  69,  ya  no  podrá  Juan  inscribir  en  perjuicio  de  Antonio, 
porque  éste  ha  inscrito  el  mismo  derecho  que  Juan  pudo  anotar 
y  no  anotó.  Mas  si  en  lugar  de  tratarse  del  mismo  derecho  se 
tratase  de  un  derecho  distinto,  aunque  por  la  letra  del  art.  69 
no  se  impide  la  inscripción  del  derecho  de  Juan,  es  indudable 
que  tampoco  podrá  ser  inscrito  en  perjuicio  de  ese  otro  dere- 
cho. Juan,  acreedor  hipotecario  de  Pedro ,  presenta  su  título  en 
el  Registro:  suspendida  la  inscripción  por  defectos  subsanables, 
no  solicita  que  se  anote ,  y  subsanados  lo  vuelve  á  presentar 
después  de  los  treinta  días.  Antonio  ha  inscrito  ya  otra  hipo- 
teca, y  aun  cuando  la  de  Juan  se  haya  constituido  y  presen- 
tado al  Registro  antes ,  su  inscripción  no  perjudica  á  la  prefe- 
rencia adquirida  por  la  hipoteca  posterior  de  Antonio. 

Tal  es  el  espíritu  del  art.  69  en  armonía  con  lo  dispuesto  en 
el  17  debidamente  interpretado,  en  eí  23  y  en  el  25  de  la  Ley.. 

Aunque  á  primera  vista  parece  que  el  art.  65  del  Reglamento 
es  solo  una  repetición  del  69  4©  la  Ley,  nótanse  sin  embargo, 
algunas  diferencias.  El  69  se  refiere  sólo  á  aquellos  derechos  que 
para  anotarse  tienen  señalado  un  término  al  efecto;  el  65  com- 
prende todos  los  derechos  anotables.  El  art.  69  trata  de  los  de- 
rechos adquiridos  de  quien  aparezca  en  el  Registro  con  facul- 
tad de  traamitirlos ,  y  parece  que  se  concreta  á  aquellos  dere- 
chos que  no  adolecen  de  nuüdad ;  mientras  el  art.  65  se  Umita 
^  los  que,  pudiendo  anularse  en  virtud  del  precepto  del  art.  33 
de  la  Ley ,  se  convaüdan  por  medio  de  las  notificaciones  man- 
dadas en  el  34. 

La  apUcacion  de  ambas  disposiciones  es  dificilísima  á  veces, 
y  en  otras  de  muy  corta  utilidad,  puesto  que  su  doctrina  no  es 
más  que  la  repetición  del  principio  fundamental  de  la  Ley  Hi- 
potecaria, respecto  á  inscripciones ,  apücado  á  las  anotaciones; 
título  no  inscrito  ni  anotado,  no  produce  efectos  contra  tercero 
que  ha  adquirido  de  quien  tiene  inscrito  su  título ,  y  aparece 
en  el  Registro  como  dueño. 


Digitized  by  VjOOQ IC 


ART.  69,  §  2.0  363 


§  2: 


Ultramar.  -^  El  art.  83  de  la  Ley  de  Cuba  y  el  77  de  la  de 
Puerto-Rico,  están  copiados  del  69  de  la  que  rige  en  la  Pe- 
nínsuJa. 

El  art.  177  del  Reglamento  de  Cuba  y  el  162  del  de  Puerto- 
Rico,  están  también  copiados  del  65  del  vigente  en  la  Pe- 
nínsula. 
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ARTÍCULO  70. 

Cuando  la  anotación  preventiva  de  un  derecho  se  con- 
vierta en  inscripción  definitiva  del  mismo ,  surtirá  ésta 
sus  efectos  desde  la  fecha  de  la  anotación. 

SUMARIO. 

§  1.*^  Desde  cuándo  surte  efecto  la  conversión  de  la  anotación  en  inscripción  de- 
finitiva.—§  ^.0  Ultramar. 

COMENTARIO 

§  1:^ 

Desde  cuándo  surte  efecto  la  conversión  de  la  anotación  en  ins- 
cripción definitiva.  —  Para  evitar  las  dudas  que  pudieran  ocurrir 
acerca  de  la  fecha  en  que  empieza  á  surtir  efecto  la  inscripción 
en  que  se  ha  convertido  la  anotación  preventiva,  determina  el 
artículo  que  comentamos  que  sea  la  de  la  anotación;  pero  queda 
en  pié  la  dificultad  de  determinar  cuál  es  esa  fecha,  sí  la  en  que 
materialmente  se  extendió,  ó  la  del  respectivo  asiento  de  presen- 
tación. 

En  el  §  2.0  del  Comentario  al  art.  26,  dijimos  que,  á  nuestro 
juicio,  este  artículo  no  era  aplicable  á  las  anotaciones,  expo- 
niendo los  fundamentos  de  esa  opinión;  pero  ya  indicábamos  al 
final  de  dicho  §,  que  cuando  la  anotación  se  convertía  en  inscrip- 
ción definitiva ,  era  apUcable  el  precepto  del  26  y  el  del  28,  que 
declaran  fecha  de  la  inscripción  la  del  asiento  de  presentación. 

En  lo  que  entonces  opinábamos,  insistimos  ahora,  y  de  ahí 
que,  en  nuestro  concepto,  la  fecha  á  que  se  refiere  el  art.  70,  es 
la  del  asiento  de  presentación  del  título  anotado ,  no  la  de  la 
anotación  que  se  convierte  en  inscripción. 
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Cualquiera,  sin  embargo,  que  sea  el  parecer  que  se  adopte, 
no  se  olvide  que  los  efectos  de  la  inscripción  no  perjudican  á 
los  que  anotaron  con  igual  derecho,  aunque  inscriban  posterior- 
mente, como  puede  suceder  en  el  caso  de  que  dos  legatarios 
anoten  unos  mismos  bienes,  con  arreglo  al  art.  51  déla  Ley;  e^ 
uno  al  mes  de  la  muerte  del  testador  y  el  otro  á  los  cinco  meses, 
y  ambos  inscriban  al  año  de  la  fecha  de  la  anotación. 

La  inscripción  en  que  se  ha  convertido  la  anotación  del  pri- 
mero, no  le  da  derecho  preferente  contra  el  que  aún  tiene  ano- 
tados aquellos  bienes,  y  el  derecho  de  inscribirlos  antes  de  que 
transcurra  el  año  de  la  anotación. 

§  2.0 

Ultramar.  —  El  art.  84  de  la  Ley  de  Cuba  y  el  78  de  la  de 
Puerto-Rico,  son  iguales  al  70  de  la  que  rige  en  la  Península. 
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ARTICULO  71. 

Los  bienes  inmuebles  ó  derechos  reales  anotados  po- 
drán ser  enajenados  ó  gravados  pero  sin  perjuicio  del  de- 
recho de  la  persona  á  cuyo  favor  se  haya  hecho  la  ano- 
tación. 

SUMARIO. 

§  i. o  Efectos  de  la  enajenación  de  un  inmueble,  respecto  de  la  persona  que  ob- 
tuvo su  anotación. — §  2.^  Ultramar. 

COMENTARIO 


§  l.« 


Efectos  de  la  enajenación  de  un  inmtíeble,  respecto  á  la  persona 
que  obtuvo  su  anotación,  —  Es  consecuencia  del  carácter  provisio- 
nal de  las  anotaciones,  ol  que  en  general  no  impidan  que  la 
persona  que  ha  inscrito  á  su  favor  el  inmueble  ó  derecho  ano- 
tado, pueda  ejercer  los  actos  de  dominio  que  tenga  por  conve- 
niente; si  bien,  aunque  esos  actos  se  inscriban  en  el  Registro, 
no  perjudicarán  el  derecho  anotado.  Así  parece  que  lo  ha  que- 
rido proclamar  el  art.  71;  pero  no  lo  expresa  de  un  modo  termi- 
nante, puesto  que  se  Umita  á  consignar  que  los  bienes  anotados 
pueden  enajenarse  ó  gravarse  (y  no  dice  que  pueda  inscribirse 
la  enajenación  ó  el  gravamen),  sin  perjuicio  del  derecho  de  la 
persona  á  cuyo  favor  se  hizo  la  anotación. 

No  obstante  esta  falta  de  expresión,  tenemos  por  cierto  que 
con  arreglo  al  art.  71,  pueden  inscribirse  los  actos  de  dominio 
relativos  á  bienes  anotados,  si  bien  el  asiento  que  se  practique 
no  perjudicará  el  derecho  adquirido  por  el  que  obtuvo  la 
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anotación.  Esta  regla  general  no  es  tan  absoluta  que  no  sufra 
excepciones. 

Dispone  el  art.  762  de  la  Ley  de  Enj.  civ.,  que  si  se  declara 
en  rebeldía  un  demandado,  se  embarguen  sus  bienes  inmue- 
bles, debiendo  expedirse,  según  el  764,  el  correspondiente  man- 
damiento al  Registrador ,  para  que  extienda  anotación  preven- 
tiva con  prohibición  absoluta  de  venderlos,  gravarlos  ni  obli- 
garlos. ¿Será,  á  pesar  de  esto,  aplicable  el  art.  71  déla  Ley  Hi- 
potecaria, al  caso  en  que  el  declarado  rebelde  enajene  ó  grave 
los  inmuebles  anotados? 

Por  una  parte,  parece  que  no  debería  haber  inconveniente  en 
que  se  aplicara  el  art.  71;  primero,  porque  la  enajenación  ó  el 
gravamen  no  podían  perjudicar  el  derecho  del  mandante,  á  que 
en  su  día  se  cumpHese  la  sentencia,  á  tenor  del  mismo  art.  71, 
que  así  lo  establece;  segundo,  porque  así  quedaba  cumphdo  el 
objeto  de  la  anotación;  tercero,  porque  si  ningún  perjuicio 
puede  resultar  de  que  se  enajenen  los  bienes  anotados,  pueden 
originársele  al  propietario  que  acaso  venza  en  el  juicio,  si  mien- 
tras éste  dura  no  se  le  permite  la  enajenación. 

Para  sustentar  el  parecer  contrario  se  alega:  l.o,  que  si  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  prohibe  en  ese  caso  que  se  vendan  ó  graven 
los  bienes  anotados ,  es  infringirla  manifiestamente ,  admitir  á 
inscripción  títulos  de  esa  clase,  luego  que  se  ha  dado  pubUci- 
dad  á  la  providencia,  prohibiendo  la  enajenación  y  gravamen. 
2.^,  que  si  á  pesar  de  lo  que  dice  el  art.  764,  fuesen  inscribibles 
aquellos  títulos,  no  habría  diferencia  entre  el  embargo  que  no 
lleva  consigo  la  prohibición  de  enajenar,  y  el  que  se  ordena  con 
esa  prohibición. 

Nos  adherimos  á  esta  opinión  ajustada  á  la  letra  de  fa  Ley, 
mucho  más  si  se  atiende  á  que  estos  mandamientos  contienen 
dos  partes:  una,  anotar  el  derecho  del  ejecutante  para  que  no 
le  perjudiquen  contratos  posteriores;  otra,  anotar  la  prohibición 
de  la  venta  por  las  razones  que  estime  el  Juez  y  que  no  puede 
apreciar,  ni  caüficar,  ni  desobedecer  el  Registrador. 

Aunque  en  rigorosos  principios  parece  que  debiera  bastar 
con  lo  primero ,  no  es  improbable  ni  aun  desacostumbrado  el 
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que  una  venta  posterior  y  traslaciones  succesivas  maliciosas 
hagan  difícil  y  costoso  el  ejercicio  del  derecho  del  ejecutante, 
recayendo  la  propiedad  en  ausentes ,  menores  ó  personas  sin 
responsabilidad,  y  aun  perjudicial,  puesto  que  los  succesivos 
dueños,  de  tal  modo  podrían  abusar  de  las  fincas  y  defender  el 
libre  ejercicio  de  sus  derechos  dominicales,  que  esterilizasen  el 
preferente  anotado,  aunque  tras  un  litigio  costoso  se  mandara 
la  entrega  de  la  finca  al  embargante.  (V.  Resol,  de  25  de  No- 
viembre de  1875.) 

Tenemos,  pues,  que  de  la  regla  general,  y  que  parece  absoluta, 
del  art.  71  de  la  Ley  Hipotecaria,  está  exceptuado  el  caso  á  que 
se  refiere  el  764  de  la  de  Enjuiciamiento  civil. 

También  por  razones  análogas  estimamos  que  no  podrán 
enajenarse  los  bienes  pertenecientes  á  un  abintestato ,  cuando 
el  Juez,  haciendo  uso  de  las  facultades  que  le  concede  el  ar- 
tículo 959  de  la  última  Ley  citada,  ordene  que  se  tome  anota- 
ción sobre  los  que  resulten  inventariados,  para  impedir  que  se 
enajenen  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  1.030.  (V.  los  §§  4.<* 
y  6.0  del  Coment.  al  art.  42.) 

De  manera,  que  puede  sentarse  como  principio,  que  sólo  han 
de  inscribirse  las  prohibiciones  de  enajenar  cuando  fuesen  dic- 
tadas enjuicio  ordinario,  ó  estuviesen  expresamente  mandadas 
por  la  Ley,  pudiendo  el  Registrador,  en  los  demás  casos,  dene- 
gar, segim  decimos  en  la  pág.  107. 

Ha  de  tenerse  en  cuenta  que  para  que  las  anotaciones  no  se 
perjudiquen  por  la  enajenación,  han  de  ser  anteriores  á  la  trans- 
ferencia de  dominio,  y  al  derecho  real  inscrito  cuya  realización 
se  verifique  por  la  transferencia.  Dos  Resoluciones  hay  sobre 
eáto  que  no  dejan  lugar  á  duda,  la  de  8  de  Jun.  de  1876  y  la  de 
3  de  En.  de  1881. 

Resulta  de  la  primera,  que  incoado  en  la  ciudad  de  Méjico 
juicio  de  abintestato  de  los  bienes  reUctos  al  fallecimiento  de 
D.  Antonio  Algara,  el  representante  defensor  del  abintestato 
vendió  una  finca  en  13  de  Mar.  de  1868  con  autorización  y 
aprobación  judicial.  Al  ser  presentada,  se  negó  el  Registrador 
á  inscribirla  por  aparecer  inscrita  la  posesión  de  la  finca  á 
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nombre  de  D.  José  Benito  de  la  Ballina;  pero  incoado  pleito  con- 
tra éste,  recayó  sentencia  ejecutoria  condenándole  á  restituir  la 
finca,  y  ordenando  que  previa  la  cancelación  de  la  inscripción 
posesoria,  se  inscribiese  la  escritura  de  venta. 

Expedido  mandamiento  para  que  la  ejecutoria  tuviera  efecto, 
el  Registrador  canceló  la  inscripción  posesoria,  pero  volvió  é 
denegar  la  de  la  escritura  de  venta;  porque  sobre  la  finca  ob- 
jeto de  ésta,  se  habia  tomado  en  2  de  Dic.  de  1874,  anotación 
preventiva  de  secuestro  ordenada  en  el  juicio  de  abintestato  in- 
coado en  el  Juzgado  de  ViUaviciosa,  á  virtud  del  fallecimiento 
de  D.  Antonio  Algara. 

Con  tales  antecedentes ,  la  Dirección,  considerando:  que  la 
negativa  del  Registrador  se  fundaba  en  que  la  anotación  del 
secuestro  de  una  finca  impide  su  libre  enajenación;  que  la  doc- 
trina del  Registrador  acerca*  de  los  efectos  del  secuestro  es  in- 
aplicable al  caso,  porque  no  se  trataba  de  una  enajenación  veri- 
ficada despides  del  secuestro  por  persona  extraña  ó  por  algún  in- 
teresado, sin  autorización  alguna;  sino  de  una  venta  otorgada 
por  el  defensor  del  abintestato,  con  autorización  del  Tribunal 
de  Méjico  que  de  él  conocía,  algunos  años  antes  que  el  Juzgado 
de  ViUaviciosa,  que  á  su  vez  conocía  del  mismo  abintestato, 
hubiese  ordenado  el  secuestro;  declaró  improcedente  la  nega- 
tiva del  Registrador.  De  esta  Resolución  se  deduce  que  las  ena- 
jenaciones verificadas,  aunque  no  inscritas,  antes  que  se  anote 
el  secuestro,  son  inscribiblea,  si  después  de  hecha  la  anotación, 
Ée  presentan  en  el  Registro  los  oportunos  títulos. 

Aunque  á  primera  vista  parece  que  con  tal  doctrina  se  con- 
culca el  principio  de  que  los  títulos  no  inscritos  no  pueden  per- 
judicar á  tercero ,  nosotros  la  creemos  aceptable  porque  la  ano- 
tación del  secuestro  tiene  por  objeto  impedir  que  se  enajenen  los 
bienes  que  se  supone  pertenecen  al  abintestato,  y  no  que  se 
inscriban  los  enajenados  en  época  en  que  no  existía  la  prohi- 
bición. 

La  Resol,  de  3  de  En.  de  1881,  sienta  la  doctrina  de  que  la 
anotación,  prohibiendo  enajenar  bienes,  no  impide  que  se  inscri- 
ba la  venta  posterior ,  cuando  ésta  es  consecuencia  de  hipoteca 
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constituida  é  inscrita  antes  de  verificarse  la  anotación;  alegando 
como  fundamento,  que  de  no  aceptarse  esa  doctrina  se  haría 
ilusorio  el  derecho  del  acreedor  hipotecario. 

Parécenos  ajustada  dicha  Resolución  á  los  arts.  989  y  990  de 
la  Ley  de  Enj.  civ.  antigua,  (1.514  y  1.515  de  la  hoy  vigente) 
y  20  y  105  de  la  Hipotecaria  que  en  aquélla  se  citan,  y  que  ga- 
rantizan la  realización  del  derecho  del  acreedor  hipotecario;  así 
como  también  á  la  Sent.  de  17  de  Jim.  de  1875. 

De  todo  lo  dicho  deducimos  que  excepto  las  indicadas  ano- 
taciones, todas  las  á  que  se  refiere  el  núm.  4.^  del  art.  42  de  la 
Ley,  están  comprendidas  en  el  71. 

Digna  es  también  de  estudio^  por  su  íntima  relación  con  este 
artículo,  la  Resol,  de 25  de  Nov.  de  1875. 

El  caso  que  la  motivó  filé  el  siguiente:  En  10  de  Jun.  de  1854 
se  dictó  auto  de  interdicción  de  una  casa  perteneciente  á  Doña 
María  de  la  Soledad  Gómez  Melilla,  en  virtud  de  acción  enta- 
blada por  el  Marqués  de  Guadalcazar,  sin  que  de  ese  auto, 
aunque  fué  notificado  al  Contador  de  Hipotecas,  se  tomara 
razón  en  los  hbros  respectivos. 

Practicada  diligencia  de  embargo  de  la  misma  casa,  se  tomó 
razón  de  ella  en  l.o  de  Set.  de  1854. 

En  14  de  Nov.  de  1864  se  otorgó  entre  dicho  Marqués  y  Doña 
María  de  la  Concepción  Custodio,  escritura  de  convenio  en  vir- 
tud de  la  que  ésta  se  obligó  á  pagar  á  aquél,  el  crédito  que  te- 
nía contra  Doña  María  de  la  Soledad,  para  cuya  realización  se 
ordenó  el  embargo,  y  el  Marqués  cedió  á  Doña  María  de  la  Con- 
cepción los  derechos  y  acciones  que  le  correspondían  con  rela- 
ción al  citado  crédito. 

Es  de  advertir  que  esta  cesión  no  se  hizo  constar  en  el  Re- 
gistro ;  como  hubiera  podido  hacerse  indirectamente ,  aunque 
lo  cedido  fuera  un  derecho  personal ;  acudiendo  al  Juzgado  para 
que  en  vista  de  la  cesión ,  pusiera  en  conocimiento  del  Regis- 
trador que  el  embargo  se  entendiese  hecho  á  favor  del  ce- 
sionario. 

En  23  de  En.  de  1869  se  inscribió  en  el  Registro  la  venta  de 
la  casa  hecha  por  Doña  María  de  la  Soledad ,  á  favor  de  su  her- 
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inano  D.  íYancisco,  en  escritura  de  21  de  Dic.  de  1868,  y  otra 
de  rectificación  y  aclaratoria,  de  21  de  En.  de  1869. 

Seguida  la  ejecución  contra  Doña  María  de  la  Soledad,  por 
Doña  María  de  la  Concepción,  como  cesionaria  del  Marqués  de 
Guadalcázar,  obtuvo  la  adjudicación  de  la  casa,  y  en  rebeldía  de 
la  ejecutada,  se  formalizó  por  el  Juzgado  el  correspondiente  ins- 
trumento público  en  6  de  Dic.  de  1870,  negándose  el  Registra 
dor  á  inscribirlo,  *por  corresponder  la  propiedad  de  la  casa  á  D. 
Francisco  Gómez,  y  no  á  la  persona  en  cuyo  nombre  se  hizo  la 
venta. 

Entablóse  recurso  gubernativo  contra  la  calificación  del  Re- 
'  gistrador  y  alegó  el  interesado,  entre  otras  razones  que  no  es  del 
caso  examinar  ahora;  que  el  Tribunal  Supremo,  de  conformi- 
dad con  el  art.  71  de  la  Ley  Hipotecaria  tenía  declarado,  que 
la  enajenación  de  las  fincas,  embargadas  posteriormente  á  la 
anotación,  no  puede  perjudicar  al  ejecutante. 

•El  Registrador  insistió  en  su  negativa,  fundándose  en  que 
ningún  obstáculo  existía  en  el  Registro  que  hubiese  impedido 
la  inscripción  de  la  escritura  de  venta  otorgada  por  Doña  María 
de  la  Soledad;  pues  el  embargo  no  es  causa  bastante  para  dene- 
gar una  inscripción:  que  verificada  ésta,  nada  más  legal  que 
negar  la  de  la  escritura  otorgada  por  el  Juzgado ,  puesto  que 
éste  vendía  en  nombre  de  Doña  María  de  la  Soledad  lo  que  ya 
no  la  pertenecía,  y  que  no  estando  inscrita  en  los  antiguos  libros 
la  interdicción  decretada  en  10  de  Junio  de  1854,  no  pudo  tener- 
se en  cuenta  al  verificar  la  inscripción  de  23  de  En.  de  1869. 

Confirmada  por  el  Juez  y  el  Presidente  de  la  Audiencia  la 
negativa  del  Registrador,  la  Dirección;  vistos  los  arts.  20,  77, 
79,  82  y  83  de  la  Ley  Hipotecaria  y  20  y  38  del  Reglamento; 
considerando:  que  con  arreglo  al  art.  20  de  la  Ley,  es  motivo 
bastante  para  denegar  la  inscripción,  el  hallarse  inscrito  el  domi- 
nio de  un  inmueble  á  favor  de  persona  distinta  déla  que  lo  trans- 
fiera ó  grave:  que  las  razones  alegadas  por  el  recurrente  se  dirigen 
á  demostrar  que  fué  ilegal  la  venta  atendidos  los  efectos  del  em- 
bargo, y  tales  razones  no  pueden  ser  apreciadas  por  el  Registra- 
dor; porque  carece  de  competencia  para  declarar  la  nulidad  de 
TOMO  ni  24 
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ps  contratos  autorizados  en  escritura  pública  y  la  de  las  inscrip- 
ciones de  los  mismos  hechas  en  el  Registro;  todo  lo  cual  es  propio 
y  exclusivo  de  los  Tribunales  en  el  correspondiente  juicio,  y  que 
mientras  no  se  cancele  la  inscripción  hecha  á  favor  de  D.  Fran- 
cisco, existe  un  obstáculo  que  impide  la  pretendida^  por  Doña 
María  de  la  Concepción;  confirmó  la  providencia  apelada. 

Como  se  ve,  la  Dirección  al  resolver  el  recurso,  ateniéndose 
sólo  al  art.  20  de  la  Ley,  prescindió  en  absoluto  del  71,  no  obs- 
tante haberse  citado  por  el  recurrente,  como  fundamento  de  su 
derecho ,  para  obtener  la  inscripción  de  la  venta  de  los  bienes, 
cuyo  embargo  se  anotó  preventivamente. 

Por  ello  pretenden  algunos  que  esta  Resolución  declara  que 
la  anotación  de  embargo,  uo  sólo  no  produce  el  efecto  de  impe- 
dir que  se  vendan  los  bienes  embargados,  sino  que  si  se  ins- 
cribe la  venta,  esta  inscripción  perjudica  el  derecho  de  la  per- 
sona que  obtuvo  la  anotación;  sobreponiendo  el  precepto  del 
art.  20,  que  prohibe  inscribir  los  bienes  que  constan  en  el  Re- 
gistro á  nombre  de  persona  distinta  del  enajenante;  al  absoluto 
del  71,  que  salva  el  derecho  del  que  anota.  No  se  ha  de  negar 
que  fuera  mejor  se  exceptuara  el  embargo  del  mandato  ge- 
neral del  art.  71 ,  declarándose  que  impide  la  enajenación: 
esto  era  lo  que  disponían  las  antiguas  leyes,  y  éste  era  el  pro- 
pósito de  los  Autores  de  la  Hipotecaria,  como  claramente  ex- 
presan en  la  Exposición  de  motivos.  Al  hablar  de  la  antigua  vía 
de  asentamiento,  dicen:  que  la  Comisión  que  redactó  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil  autorizó  al  Juez  para  que  desde  el  mo- 
mento en  que  se  declarase  la  rebeldía  del  demandado  pudiese 
decretar  el  embargo  de  los  bienes  inmuebles  en  cuanto  fuera 
necesario  para  asegurar  el  éxito  del  juicio;  es  decir:  que  consti- 
tuyó una  hipoteca  judicial  sobre  la  propiedad  raíz,  que  lleva 
consigo  la  prohibición  absoluta  de  vender^  gravar  ú  obligar  las  pro- 
piedades sobre  que  recae.  (Pág.  72  del  tomo  1.^) 

Poco  después  añade:  «  por  esto  la  Comisión  ha  creido  que  á 
la  denominación  antigua  de  hipoteca  judicial,  debía  sustituir  la 
de  anotación  preventiva  para  indicar  aquellas  prohibiciones  de  ena- 
jenar^ cuyo  objeto  es  que  en  su  día  la  sentencia  teüga  ejecución 
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cumplida...  El  derecho  del  acreedor,  por  la  hipoteca  judicial  no 
86  ha  modificado,  no  ha  cambiado  de  carácter:  sólo  ha  adqui- 
rido mayor  seguridad  bajo  el  punto  de  vista  de  quitar  al  deu- 
dor los  medios  de  destruir  la  cosa,  de  enajenarla  y  de  consti- 
tuirse el  mismo  en  insolvente.  > 

Por  estos  textos  explícitos  y  repetidos  creemos  que  la  facultad 
que  concede  el  art.  71  para  enajenar  los  bienes  anotados,  se  re- 
fiere únicamente  á  aquellas  anotaciones  «  de  derechos  reales 
que  aún  no  han  llegado  á  su  perfección  ni  están  consumados, 
ó  que  son  eventuales  ó  transitorios,  ó  que  por  falta  de  alguna 
circunstancia  legal  requieren  subsanarse  antes  de  ser  inscritos 
definitivamente  en  los  Registros.  » 

Confesamos,  sin  embargo,  que  es  otra  la  interpretación  que  á 
la  Ley  se  ha  dado  y  que  constantemente  desde  que  rige,  no 
se  ha  excluido  del  precepto  general  del  art.  71  á  los  embargos. 
Pero  aun  así,  sostenemos  que  la  Resolución  se  halla  estricta- 
mente arreglada  á  los  preceptos  legales :  que  si  bien  declara  qué 
la  venta  de  la  finca  embargada  hecha  por  el  dueño ,  impide  la 
inscripción  de  la  venta  judicial;  no  por  eso  se  perjudica  el  dere- 
dio  del  embargante,  que  permanece  íntegro  contra  el  com- 
prador. Este  queda  responsable  de  la  cantidad  que  garantiza  la 
finca  y  contra  él  se  seguirá  el  procedimiento,  y  si  resistiese  el 
pago,  los  Tribunales  le  condenarán  en  virtud  del  precepto  del 
art.  71;  con  las  costas  y  gastos.  Si  la  negativa  del  Registrador  á 
inscribir  la  venta  judicial  implicase  la  pérdida  del  derecho  del 
anotante,  y  la  transmisión  del  dominio  de  la  finca,  Ubre  y  des- 
embarazada de  toda  responsabihdad  á  favor  del  que  inscribió  la 
venta  privada;  tendrían  razón,  pero  no  sucede  esto:  el  gravamen 
sigue  siempre,  y  el  derecho  del  anotante  se  conserva  en  toda  su 
integridad;  aunque  el  realizarlo  ha  de  costarle  la  molestia  de  otro 
pleito  que  pudo  evitar ,¡]si  al  pedir  el  embargo  hubiera  solicitado 
del  Juez  que  prohibiese  la  enajenación  de  la  finca. 

Otros,  creyendo.jque  la  Resol,  de  25  de  Nov.  de  1875,  al  reco- 
nocer la  validez  de  la  primera  venta  y  la  necesidad  de  que  los 
Tribunales  declaren  ineficaz  su  inscripción  para  que  pueda  can- 
celarse, ha  tenido  por  antinómicos  los  arts.  20  y  71;  optando 
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por  el  primero;  con  imponderable  sutileza  tratan  de  demostrar, 
que  la  Dirección  pudo  evitarlo  interpretando  en  su  verdadero 
sentido  el  de  ambos  artículos. 

€  También  entenderíamos  nosotros,  dicen,  que  la  inscripción 

>  de  la  venta  hecha  por  el  deudor  perjudica  el  derecho  de  la 
»  persona  que  obtuvo  la  anotación,  fundándonos,  como  el  Cen- 

>  tro  Directivo,  en  el  art.  20;  si  no  fiíera  porque  el  71  es  tan  obH- 
» gatorio  como  aquél,  y  como  no  hay  razón  para  crmaplir  d 
»  uno  prescindiendo  del  otro,  lo  que  ha  de  aclararse  es  si  son 

>  compatibles  los  preceptos  de  ambos. 

»  Nosotros  opinamos  por  la  afirmativa.  El  art.  20  establece 
» la  regla  general  de  que  para  que  una  persona  pueda  transmi- 
» tir  ó  gravar  un  inmueble  se  requiere  que  lo  tenga  inscrito  á 

>  su  favor.  El  71  permite  también,  en  general,  la  enajenación  y 
»  gravamen  de  los  bienes  anotados;  pero  sin  perjuicio  del  dere- 
»  cho  de  la  persona  que  obtuvo  la  anotación.  Si  en  virtud  de  lo 

>  que  este  artículo  determina,  el  dueño  de  los  bienes  anotados 
»  los  transmite  á  un  tercero ;  al  hacerse  la  inscripción  á  favor 
»  de  éste,  ya  cuidará  el  Registrador  de  hacerla,  expresando  que 
»  es  sin  perjuicio  del  derecho  adquirido ,  por  quien  obtuvo  la 

>  anotación. 

>  Si  esa  persona  lo  tiene  á  que  el  que  aparecía  como  dueño  al 
»  hacerse  la  anotación,  ó  en  su  nombre  la  Autoridad  judicial  le 
»  enajene  la  finca;  es  evidente,  que  para  ese  efecto  sea  hade  tener 
»  por  no  hecha  la  inscripción  á  favor  del  tercero,  sin  necesidad 
»  de  que  se  cancele,  pues  su  extinción  resulta  claramente,  desde 
»  que  se  enajena  en  provecho  del  que  anotó,  y  supuesta  esa  er- 
» tinción ,  vuelve  á  figurar  como  dueño  en  el  Registro  el  que 
»  enajenó  el  inmueble,  y  ya  puede,  con  arreglo  al  art.  20  inscri- 
»  birse  la  transmisión.  De  modo  que,  segim  esta  teoría,  el  tercero 
» que  adquiere  bienes  anotados,  es  dueño  del  inmueble  respecto 
»  de  todos,  menos  de  la  persona  que  obtuvo  la  anotación,  para 
»  la  cual  se  reputa  dueño  el  que  lo  era  al  hacerse  ésta. 

»  Así  creemos  que  se  armonizan  y  tienen  debido  cmnplimien- 
» to  los  arts.  20  y  71  de  la  Ley,  y  aunque  esta  opinión  parece 
»  que  la  contradice  la  Resol,  de  25  de  Nov.  de  1875,  que  hemos 
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»  analizado,  se  halla  expresamente  confirmada  por  la  de  10  de 
»  Ag.  de  1878,  en  cuyo  último  considerando  se  dice,  que  por  la 
»  inscripción  de  una  escritura  de  dación  en  pago  no  quedan  per- 
»  judicados  los  derechos  de  los  acreedores  del  cedente,  que  hayan 
»  obtenido  la  anotación  del  correspondiente  mandamiento  judi- 

>  cial;  cuyos  derechos  podrán  hacerse  efecÚYos^á pesar  de  dicha 
»  inscripción,  sobre  los  bienes  cedidos,  del  mismo  modo  que  si 
»  continuasen  en  poder  del  deudor,  con  arreglo  á  la  doctrina 

>  consignada  en  el  art.  71  de  la  Ley  Hipotecaria,  y  téngase  en 
»  cuenta  que  entre  los  Vistos  de  esa  Resolución  se  encuentra  el 
9  art.  20.» 

Ingeniosísima  es  la  manera  de  armonizar  los  arts.  20  y  71, 
pero  ya  hemos  demostrado  que  no  se  necesita;  porque  no  hay 
inarmonía  entre  ellos  y  son  ambos  perfectamente  compatibles: 
aun  cuando  no  lo  fueran,  habría  de  desecharse  la  interpreta- 
ción mencionada. 

No  permiten  los  principios  de  derecho  civil  que  la  enajena- 
don  de  un  inmueble,  hecha  por  persona  con  capacidad  legal 
para  ello,  no  produzca  sus  efectos  naturales  respecto  al  que 
compra  y  sí  respecto  á  otros.  Si  la  venta  es  váUda  (y  esto  no 
puede  negarse)  su  efecto  es  que  el  comprador  adquiera  el  domi- 
nio respecto  á  todos  y  contra  todos  pueda  defenderlo. 

No  permiten  los  principios  de  derecho  hipotecario  que  la  ins- 
cripción de  una  venta,  cuya  validez  declara  expresamente;  pue- 
da cancelarse,  no  por  nulidad  del  contrato  ni  del  título;  sino 
porque  otra  escritura  posterior,  otorgada  por  el  mismo  enaje- 
nante (puesto  que  el  Juez  lo  representa  en  rebeldía),  transmita 
á  otra  persona,  lo  que  consta  en  el  Registro  que  no  es  suyo. 

No  permiten  las  leyes  de  procedimiento ,  que  cuando  hay  cho- 
que de  derechos  ó  de  intereses  privados,  pueda  resolverse  la  le- 
gitimidad del  título  de  dominio  del  uno  y  la  nuUdad  del  título 
que  se  le  opone,  sin  que  sea  éste  vencido  en  juicio  plenario. 

No  permiten  las  leyes  que  marcan  las  atribuciones  de  los 
funcionarios  púbUcos,  que  los  Registradores  por  sí  y  ante  sí 
resuelvan  cuestiones  de  dominio  que  están  reservadas  á  los  Tri- 
bunales; ni  que  cancelen  una  inscripción  de  un  contrato,  por 
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la  manifestación  de  una  sola  de  las  partes,  en  otro  contrato 
que  contradice  al  primero. 

No  permiten  los  preceptos  de  los  mismos  arts.  20  y  71  que 
en  virtud  de  los  de  aquél,  se  deroguen  los  de  éste,  cuando  giran 
en  órbita  independiente,  declarando  el  primero  que  el  dominio 
no  puede  transmitirse  por  quien  no  resulte  dueño,  y  limitándose 
el  segundo  á  estatuir:  que  el  gravamen  sobre  ese  dominio  per- 
manece vivo,  aun  cuando  el  dominio  se  transfiera. 

Si  se  adoptara  esa  doctrina,  ¿por  qué  no  habría  de  aplicarse 
igualmente  á  las  ventas  de  las  fincas  hipotecadas?  ¿Por  qué  si 
las  vendiera  el  dueño,  en  lugar  del  procedimiento  marcado  en 
los  arts.  127  y  siguientes,  no  habría  de  declararse  ineficaz  la 
venta  respecto  eJ  hipotecario,  aun  cuando  se  reconociese  válida 
con  relación  á  los  demás? 

Y  para  confirmar  cuanto  decimos,  estudíense  las  Sentencias 
.del  Tribunal  Supremo  que  extractamos :  en  todas  ellas  se  res- 
peta la  transmisión  de  dominio  en  favor  del  adquirente;  en 
todas  ellas  se  declara  que  el  único  efecto  de  la  anotación  de 
embargo,  es  la  subsistencia  del  gravamen,  aun  cuando  la  finca 
se  enajene:  en  todas  ellas,  que  la  anotación  no  lastima  los  de- 
rechos que  puedan  tener  terceras  personas. 

Por  Sentencia  de  22  de  En.  de  1869  se  resuelve:  que  anotado 
el  embargo  de  una  finca,  si  se  enajena  después,  no  la  recibe 
libre  el  comprador,  sino  con  el  gravamen  del  embargo. 

La  de  28  de  May.  de  1874:  que  si  bien  el  art.  71  no  impide 
que  los  bienes  anotados  se  enajenen ;  no  dá  fuerza  á  las  enaje- 
naciones nulas. 

La  de  17  de  Jun.  de  1875:  que  líts  anotaciones  preventivas 
que  se  hacen  para  asegurar  las  consecuencias  de  un  juicio,  no 
alteran  la  índole  y  naturaleza  de  la  obligación  cuyo  cumpli- 
miento se  quiere  asegurar,  ni  lastiman  los  derechos  que  sobre 
la  finca  puedan  tener  terceras  personas. 

La  de  30  de  Dic.  de  1876,  verdaderamente  ininteligible  por 
falta  de  los  datos  principales;  se  refiere  al  siguiente  caso:  Doña 
Juana  González  ejecuta  á  D.  Víctor  Somoza  y  embarga  una 
casa  en  25  de  Nov.  de  1868.  D.  Mariano  Somoza  hijo  de  Don 
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Víctor,  entabló  tercería  de  dominio,  para  que  se  declarase  la 
casa  de  su  propiedad,  se  levantase  el  embargo  y  se  cancelase  la 
anotación  preventiva.  En  apoyo  de  su  demanda  alegó  que  le 
pertenecía  por  habérsela  cedido  su  padre  para  que  le  sirviese  de 
congrua  y  título  de  patrimonio,  según  escritura  registrada  en  la 
antigua  Contaduría  de  hipotecas  en  19  deNov.  de  1851.  Doña 
Juana  González,  entre  otras  razones,  opuso:  que  según  una  cer- 
tificación presentada  en  autos,  la  casa  estaba  sin  cargas,  y 
s^un  otra,  respondía  á  un  censo:  que  D.  Víctor  la  había  cedido 
y  vendido  á  su  hijo,  sin  que  apareciera  cjl  precio  de  presente,  y 
que  esto  y  otros  hechos  hacían  sospechar  que  las  rentas  las 
cobraba  el  ejecutado  y  no  D.  Mariano  Somoza. 

La  Sala  en  12  de  Oct.  de  1874 ,  confirmando  la  sentencia  del 
inferior,  declaró:  que  la  casa  pertenecía  en  propiedad  á  D.  Ma- 
riano Somoza,  mandando  en  su  virtud  se  alzase  el  embargo  y 
se  cancelase  la  anotación  preventiva. 

Interpuesto  recurso  citando  como  infringidos  los  arts.  71  y  72 
de  la  Ley  Hipotecaria,  «  porque  no  cabe  la  enajenación  del  pre- 
dio urbano,  qtie  la  declaración  de  corresponder  en  propiedad  y 
dominio  al  tercer  opositor,  burlando  así  los  respetables  y  sa- 
grados derechos  de  la  recurrente  (1).» 

El  Tribunal  Supremo  no  dio  lugar  al  recurso  fundándose  en 
que  no  se  han  infringido  los  arts.  71  y  72  de  la  Ley  Hipoteca- 
ria... porque  si  bien  el  primero  de  aquéllos  declara  I  >',  á 
los  traspasos  de  fincas  anotadas,  ha  de  ser  sin  perjuicio  del  dere- 
cho de  la  persona  á  cuyo  favor  está  hecha  la  anotación,  que  es 
lo  respetado  por  la  Sala  sentenciadora;  puesto  que  la  ha  declara- 
do preferente  el  derecho  que  consta  en  la  escritura  oportunamen- 
te registrada,  teniendo  en  cuenta  el  art.  24  de  la  Ley  Hipotecaria. 

Como  en  los  Resultandos  no  se  dice  si  el  préstamo  era  hipo- 
tecario, ni  cuándo  tuvo  lugar  la  inscripción  de  la  escritura,  ni 
está  claro  el  fundamento  del  recurso ,  ni  al  extractar  la  sen- 
tencia de  la  Sala  se  menciona  la  preferencia  del  crédito  de  Doña 


(1)    Así  aparece  en  la  Colección  Legislativa  oficial.  Tal  vez  quiera  decir: 
porque  no  cabe  la  enajenación  del  predio  urbano,  ni  la  declaración,  etc. 
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Juana,  á  que  se  refiere  la  del  Tribunal  Supremo,  ni  hay  dato 
ninguno  de  donde  pueda  inferirse  qué  relación  tenga  el  art.  24 
de  la  Ley  que  trata  de  los  efectos  de  la  inscripción  contra  los 
acreedores  singularmente  privilegiados,  con  la  cuestión  del  plei- 
to que  resuelve  que  una  finca  no  es  del  ejecutcuio  sino  de  un 
tercero;  huelga  el  comento,  que  podría  inducir  á  error  por  falta 
de  términos  hábiles  en  que  fundarlo.  Se  trasluce,  no  obstante, 
que  la  idea  del  Supremo  Tribunal  ha  sido  la  de  confirmar  la 
doctrina  del  art.  71,  de  que  los  bienes  anotados  pueden  enaje- 
narse; pero  que  la  enajenación  no  perjudica  los  derechos  que  so 
anotaron. 

Sin  embargo,  la  Sentencia  de  14 de  Nov.  de  1874,  indica  que 
las  anotaciones  preventivas  para  asegurar  la  ejecución  de  las 
sentencias  llevan  necesariamente  consigo  la  prohibición  de  ena- 
jenar las  fincas  anotadas,  en  perjuicio  del  derecho  de  la  persona 
á  cuyo  favor  se  hubiese  hecho  la  anotación;  así  como  un  em- 
bargo, hecho  judicialmente  con  las  formaUdades  debidas,  lleva 
consigo  la  prohibición  de  enajenar  sin  conocimiento  y  autori- 
zación del  Juez  que  lo  decretó.  La  redacción  es  ambigua,  pues 
estimado  el  conjunto ,  no  está  bastante  claro  si  el  Tribunal  ha 
querido  expresar  que  las  fincas  anotadas  tienen  prohibición  ab- 
soluta de  enajenarse,  ó  si  esta  enajenación  no  perjudica  los  de- 
rechos de  un  tercero.  Como  esta  Sentencia  se  dio  en  un  negocio 
procedente  de  Cuba  donde  aún  no  regía  la  Ley  Hipotecaria; 
como  el  objeto  sólo  filé  decidir  sobre  el  embargo  judicial  de  una 
finca  con  arreglo  á  la  antigua  legislación;  como  las  demás  Sen- 
tencias que  hemos  extractado  todos  convienen  en  que  la  ena- 
jenación es  hcita  con  arreglo  al  art.  71;  ha  de  entenderse  que 
la  de  14  de  Nov.  de  1874  no  se  aparta  de  esta  doctrina. 


§2.0 

Ultramar.  —  El  art.  85  de  la  Ley  de  Cuba  y  el  de  79  la  de 
Puerto-Rico,  están  copiados  del  71  de  la  vigente  en  la  Penín- 
sula. 
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Las  anotaciones  preventivas  comprenderán  las  circuns- 
tancias que  exigen  para  las  inscripciones  los  arts.  9,  10, 
11 ,  12  y  13,  en  cuanto  resulten  de  los  títulos  ó  docu- 
mentos presentados  para  exigir  las  mismas  anotaciones. 

Los  (1)  que  deban  su  origen  á  providencia  de  embargo 
ó  secuestro ,  expresarán  la  causa  que  haya  dado  lugar  á 
ellos,  y  el  importe  de  la  obligación  que  los  hubiere  ori- 
ginado. 

Concuerda  con  el  siguiente  del  Reglamento. 

Art.  64.  Las  anotaciones  preventivas  contendrán,  se- 
gún los  casos,  las  circunstancias  siguientes: 

1.^  Descripción  de  la  finca  objeto  de  la  anotación,  ó 
gravada  con  el  derecho  que  ha  de  anotarse ,  en  los  tér- 
minos prescritos  para  las  inscripciones ,  bien  por  constar 
del  documento  presentado  para  la  anotación ,  ó  de  la  ins- 
cripción anterior  de  la  finca  ó  derecho ;  pero  expresando 
en  este  último  caso ,  si  el  documento  los  omite ,  los  lin- 
deros ,  la  situación ,  el  número ,  la  medida  ú  otra  circuns- 
tancia especial  é  importante  del  inmueble. 

2.^  Indicación  de  las  cargas  reales  de  la  finca,  las 
cuales,  si  constaren  inscritas,  se  expresarán,  citando  so- 
lamente el  número ,  folio  y  libro  donde  se  hallen ;  y  si 
no  estuvieren  inscritas  se  mencionarán  las  que  aparezcan 
del  título  presentado. 

3.^  El  nombre  y  apellido  del  poseedor  de  la  finca  ó 
derecho  sobre  que  verse  la  anotación ,  estado ,  edad ,  do- 
micilio y  profesión  de  aquel ,  así  como  su  título  de  ad- 
quisición, si  constasen. 


(1)  Indudablemente  debe  ser  errata,  no  salvada,  en  las  ediciones  de  1870  y 
1871,  decir  los  en  vez  de  las;  no  sólo  porque  ha  de  referirse  á  anotaciones;  sino 
porque  asi  aparece  en  la  1.^  edición  oficial  de  la  Ley  de  1861. 
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4.°    Si  se  pidiese  la  anotación  habiendo  fallecido  el 

goseedor  de  la  finca  ó  derecho  sobre  que  verse  y  antes  de 
aberse  inscrito  á  favor  de  quien  le  suceda  en  la  misma 
finca  ó  derecho ,  se  expresará  la  fecha  del  fallecimiento, 
la  del  testamento,  si  lo  hubiese,  el  nombre  del  Notario 
ante  quien  se  haya  otorgado  y  el  del  heredero ,  y  en  otro 
caso,  referencia  de  haberse  incoado  procedimiento  judi- 
cial para  declarar  herederos ;  y  si  estuviere  hecha  la  de- 
claración ,  los  nombres ,  apellidos  y  vecindad  de  los  he- 
rederos y  fecha  de  la  ejecutoria  en  que  hubiesen  sido  de- 
clarados tales. 

5.^  Si  se  pidiese  anotación  de  demanda  de  propiedad, 
se  expresará  la  fecha  del  auto  de  su  admisión,  el  objeto 
de  la  misma  y  los  nombres  del  demandante  y  deman- 
dado. 

6.^  Si  se  hiciese  á  consecuencia  de  mandamiento  de 
embargo  ó  secuestro ,  ó  en  cumplimiento  de  alguna  eje- 
cutoria ,  se  expresará  así ,  manifestando  el  importe  de  lo 
que  se  trate  de  asegurar  y  los  nombres  del  que  haya  ob- 
tenido la  providencia  á  su  favor  y  de  aquel  contra  quien 
se  haya  dictado. 

7.°  Si  se  hiciese  á  virtud  de  providencia  prohibiendo 
temporalmente  la  enajenación  de  bienes  determinados, 
se  hará  constar  el  fundamento  y  objeto  de  ella  y  el  nom- 
bre del  que  la  haya  obtenido. 

8.°  Si  se  hiciese  á  virtud  de  demanda  pidiendo  que  se 
declare  la  incapacidad  civil  de  alguna  persona ,  se  expre- 
sará la  calificación  que  á  ésta  se  diere ,  la  especie  de  in- 
capacidad cuya  declaración  se  solicite ,  la  fecha  del  auto 
de  la  admisión  de  la  demanda  y  el  nombre  del  deman- 
dante. 

9.°  Si  la  anotación  fuese  de  legado ,  se  determinará 
la  clase  de  éste ,  su  importe ,  sus  condiciones ,  la  circuns- 
tancia de  haber  sido  aceptada  la  herencia  por  el  herede- 
ro sin  promover  juicio  de  testamentaría,  la  de  no  haberse 
hecho  partición  de  bienes ,  la  de  haber  ó  no  trascurrido 
hasta  la  presentación  de  la  solicitud  de  anotación  los  ciento 
ochenta  días  que  para  hacerlo  concede  la  ley,  y  la  de 
hacerse  la  anotación ,  bien  por  providencia  judicial ,  6 
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bien  por  mutuo  acuerdo  entre  el  legatario  y  el  heredero. 

10.  Si  la  anotación  tuviere  por  objeto  algún  crédito 
refaccionario ,  se  indicará  brevemente  la  clase  de  obras 
que  se  pretenda  ejecutar ,  el  contrato  celebrado  con  este 
fin  y  sus  condiciones ,  expresión  de  no  tener  la  finca 
carga  alguna  real ,  y  en  caso  de  tenerla ,  cuánto  valor  se 
haya  dado  á  la  finca  en  su  estado  actual  con  citación  de 
los  interesados  en  las  mismas  cargas ,  así  como  si  esto  se 
ha  hecho  por  escritura  pública ,  y  en  qué  fecha ,  ó  por 
expediente  judicial,  con  indicación  de  la  providencia 
que  en  él  haya  recaido. 

11.  El  acta  de  constitución  de  la  anotación  preven- 
tiva á  nombre  del  que  la  haya  obtenido. 

12.  Expresión  del  documento  en  cuya  virtud  se  hi- 
ciere la  anotación,  su  fecha,  y  si  fuere  mandamiento  ju- 
dicial ,  el  nombre  y  residencia  del  Juez  ó  Tribunal  que 
lo  haya  dictado ,  el  del  Secretario  que  lo  autorice  y  nú- 
mero con  que  quede  archivado  en  el  Registro  uno  de  los 
duplicados  del  mandamiento. 

13.  Si  el  documento  fuese  privado ,  manifestará  ade- 
más el  Registrador  que  las  partes  han  concurrido  á  su 
presencia  personalmente  ó  por  medio  de  apoderado ,  dan- 
do fe  de  que  las  conoce  y  de  que  son  auténticas  las  firmas 
puestas  al  pié  de  la  solicitud  que  la  hubiesen  presentado; 
y  no  conociendo  el  Registrador  á  los  interesados  ó  á  sus 
apoderados ,  firmarán  con  ellos  la  solicitud  en  que  se  pi- 
da la  anotación,  dos  testigos  conocidos,  que  concurrirán 
al  acto  y  asegurarán  la  certeza  de  las  firmas  de  aquéllos. 

14.  Expresión  de  la  fecha,  libro,  folio  y  número  del 
asiento  de  presentación  del  documento  en  el  Registro. 

15.  Conformidad  de  la  anotación  con  los  documentos 
á  que  se  refiera ,  fecha ,  firma  y  honorarios. 

Si  pedida  una  nota  marginal  de  las  que  no  sean  conse- 
cuencia necesaria  de  una  inscripción  ó  anotación,  no 
pudiera  hacerse  por  algún  defecto  del  titulo ,  se  pondrá 
nota  marginal  preventiva,  si  se  solicita,  expresando  lo 
que  se  tratare  de  acreditar  con  el  documento  presentado 
y  el  motivo  de  la  suspensión,  en  esta  forma  : 

«  Las...  pesetas  aplazadas  del  precio  en  que  D.  A... 
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compró  á  D.  B...  la  casa  de  este  número,  como  consta  de 
la  inscripción  adjunta ,  aparecen  pagadas  según  escritu- 
ra de  recibo ,  otorgada  por  D.  A. . .  y  D.  B. . .  en. . .  el  día. . . 
ante  el  Notario  D.  L... ,  cuya  copia  primera  ha  sido  pre- 
sentada en  este  Registro  el  día...  á  la  hora  de...  según 
resulta  del  asiento  de  presentación  número...  al  folio... 
del  libro...  del  Diario... 

Pero  como  dicha  copia ,  adolece  del  defecto...  suspendo 
la  extensión  de  la  nota  de  pago  y  devuelvo  el  título  para 
que ,  en  el  plazo  legal ,  subsanen  las  partes,  si  pudieren, 
el  expresado  defecto ,  tomando  entre  tanto  y  á  instancia 
verbal  del  D.  A...  esta  nota  preventiva.  (Fecha,  media 
firma  y  honorarios,)» 

Si  pedida  una  inscripción  de  cancelación  no  pudiere 
hacerse  por  mediar  defecto  subsanable,  se  hará  un  asien- 
to análogo  al  de  la  cancelación  pretendida ,  expresando 
qué  asiento  aparece  cancelado ;  los  nombres  de  las  perso- 
nas á  cuyo  favor  estuviese  hecho  el  asiento  y  de  los  in- 
teresados en  que  se  haga  la  cancelación ;  la  forma  en  que 
se  hubiese  extinguido  el  derecho ;  fecha  del  documento; 
funcionario  que  lo  hubiese  autorizado ;  su  presentación; 
defecto  de  que  adolezca ;  plazo  para  subsanarlo ;  que  se 
toma  la  anotación  á  instancia  verbal  del  interesado;  fecha^ 
firma  y  honorarios. 

Todas  las  anotaciones  preventivas  que  se  tomen  por 
suspensión  de  las  inscripciones  solicitadas ,  se  extende- 
rán en  la  misma  forma  que  se  harían  las  inscripciones 
respectivas ,  con  sólo  las  variaciones  siguientes : 

1.*  En  vez  de  acta  de  inscripción ,  se  consignará  que 
es  acta  de  anotación. 

2.*  Después  de  expresar  la  conformidad  del  asiento 
con  los  documentos  á  que  se  refiere,  se  añadirá:  «  obser- 
vando que  existe  el  defecto...  »  «  ó  los  defectos  (se  ex- 
presarán  todos  los  qice  se  noten)  suspendo  la  inscripción 
pretendida ,  y  devuelvo  el  título  para  que  en  el  plazo  de... 
subsanen  las  partes,  si  pudieren,  los  expresados. defec- 
tos, tomando  entretanto  esta  anotación  preventiva,  á 
instancia  verbal  del  interesado.  (Fecha,  firma  y  hono- 
rarios.) 
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Cuando  en  un  mandamiento  se  ordene  tomar  una  ano- 
tación preventiva  y  no  pueda  efectuarse  por  motivo  fun- 
dado ,  se  extenderá  en  la  misma  forma  que  habría  de  ha- 
cerse la  anotación  decretada,  con  la  sola  diferencia  de 
que,  en  vez  de  acta  de  constitución  de  anotación,  se  ex- 
presará haberse  mandado  tomar  la  anotación.  Después  de 
consignar  la  conformidad ,  se  hará  mención  del  defecto 
hallado ,  de  que  se  suspende  la  anotación  ordenada  y  de 
que  se  toma  anotación  de  suspensión. 

Para  que  se  tomen  las  referidas  anotaciones  preventi- 
vas de  suspensión ,  no  será  necesaria  la  solicitud  verbal 
de  interesado  alguno,  cuando  se  trate  de  embargos  por 
causas  criminales  ó  sea  el  Estado  interesado  en  aquéllas. 

SUBÍÁRIO 

§  1.  Circunstancias  que  han  de  contener  las  anotaciones  preventivas  en  general. 
—  §2.  Circunstancias  especiales  de  algunas  anotaciones.  —  §  S,  Notas  mar- 
ginales. —  §4.  Notas  marginales  preventivas.  —  §5,  Anotaciones  por  sus- 
pensión de  cancelación ,  por  suspensión  de  inscripción  y  por  suspensión  de 
anotación.  —  §6,  Ultramar. 

COMENTARIO 


§l.« 


Circunstancias  que  han  de  contener  las  anotaciones  preventivas 
en  general.  —  A  pesar  de  disponer  el  art.  72  que  las  anotaciones 
preventivas  contengan  las  circunstancias  que  para  las  inscrip- 
ciones exigen  los  arts.  9,  10, 11,  12  y  13  de  la  Ley,  á cuyo  Co- 
mentario remitimos  al  lector;  creyóse  conveniente  expresar  di- 
chas circunstancias  en  el  art.  64  del  Reglamento,  que  compren- 
de las  generales  á  toda  anotación  y  las  especiales  que  algimas 
deben  contener. 

Son  generales  las  circunstancias  La-,  2.*,  3.*,  4.*,  11 ,  12,  14 
y  15  del  art.  64  del  Reglamento,  de  las  cuales,  la  1.a,  3.*,  4.»  11, 
12  y  15  se  prestan  á  algunas  observaciones. 
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La  1.*  versa  sobre  la  descripción  de  la  finca  objeto  de  la  ano- 
tación ó  gravada  con  el  derecho  que  ha  de  anotarse ,  y  por 
cierto  que  advertimos  una  contradicción  entre  el  núm.  1.^  del 
art.  64  y  el  28  del  Reglamento.  Dispone  éste  que  hecha  la  descrip- 
ción de  una  finca  en  su  inscripción  de  propiedad,  no  se  repetirá 
en  las  demás  inscripciones  ó  anotaciones  que  se  hagan ,  relativas 
á  la  misma ,  si  del  título  presentado  resultase  descrita  de  igual 
manera ,  y  el  núm.  l.o  del  art.  64  no  sólo  exige  la  descripción  de 
la  finca,  aunque  ya  esté  descrita  en  la  inscripción  anterior, 
sino  que  dispone,  que  si  el  documento  los  omite  se  expresen  los 
Hnderos,  la  situación,  el  número,  la  medida  ú  otra  circunstan- 
cia especial  é  importante  del  inmueble. 

Ante  la  contradicción  de  ambos  artículos  optamos  porque  se 
cimipla  el  28 ,  ya  porque  no  hay  motivo  que  justifique  repetir 
la  descripción  del  inmueble  en  las  anotaciones  preventivas ;  ya 
porque,  apUcando  ese  artículo,  resulta  el  púbUco  beneficiado. 

La  3.*  es  la  del  nombre  y  apelüdo  del  poseedor  de  la  finca 
6  derecho  sobre  que  verse  la  anotación,  estado,  edad,  domici- 
lio y  profesión  de  aquél ,  así  como  su  título  de  adquisición,  si 
constasen.  Esta  última  frase  no  se  refiere,  en  nuestro  concepto, 
al  nombre  y  apellido  del  poseedor  de  la  finca,  que  siempre  debe 
constar;  sino  á  las  demás  circunstancias. 

En  la  4.a  se  previene  el  caso  de  que  pudiera  pedirse  la  ano- 
tación preventiva  sobre  bienes  cuyo  poseedor  hubiera  fallecido 
antes  de  haber  inscrito  el  heredero,  y  se  exige  que  se  exprese  la 
fecha  en  que  falleció ,  la  del  testamento ,  el  nombre  del  Notario 
que  lo  autorizó  y  el  del  heredero,  y  que  si  no  hubiese  disposi- 
ción testamentaria,  se  haga  referencia  de  haberse  incoado  el 
procedimiento  judicial  para  declarar  herederos,  ó  si  ya  estuvie- 
se hecha  la  declaración,  que  se  expresen  sus  nombres,  apelli- 
dos y  vecindad,  y  la  fecha  de  la  ejecutoria. 

Aplaudimos  esta  disposición  del  Reglamento,  que  facihta  las 
anotaciones  preventivas,  prescindiendo  del  rigor  de  la  regla  1.* 
de  su  art.  42  y  del  art.  20  de  la  Ley  y  llamamos  la  atención  de 
los  que  soHciten  que  se  anote  algún  derecho  y  de  los  Jueces  que 
lo  ordenen,  sobre  la  necesidad  de  que  en  el  escrito  pidiéndolo  y 
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en  el  mandamiento  al  Registrador,  se  contengan  todos  estos 
datos. 

Inútil  es  advertir  que,  según  el  art.  48  del  Reglamento  no 
será  necesario  presentar  la  fe  de  óbito,  ya  que  media  providen- 
cia judicial.  (V.  Resol,  de  20  de  Ag.  1863.) 

La  11.^  circunstancia  del  art.  64  del  Reglamento  no  es  de 
fácil  inteligencia.  Breve  y  obscura,  quizá  quiera  decir  con  la  frase 
acia  de  constíiiunon  de  la  anotcunon  ^ -qne  han  de  constar  en  el 
asiento ,  loa  términos  en  que  el  Juez  manda  la  anotación  ó  los 
en  que  la  han  convenido  los  particulares ;  expresándose  tam- 
bién el  nombre  del  que  la  haya  logrado. 

La  12.^  exige  que  se  haga  constar  el  documento  que  se  anota 
y  su  fecha,  y  además,  si  fiíere  mandamiento  judicial,  que 
se  exprese  el  nombre  y  residencia  del  Tribunal  que  lo  haya 
dictado  y  el  del  Secretario  que  lo  autorice.  Este  precepto,  que 
parece  ümitado  por  el  art.  64  á  las  anotaciones  practicadas  en 
virtud  de  mandamiento  judicial,  no  puede  menos  de  ser  exten- 
sivo á  las  que  se  hagan  por  otra*clase  de  títulos,  porque  es  cir- 
cunstancia precisa  en  las  inscripciones  (7.^  del  art.  9.®)  el  nombre 
y  residencia  del  Tribunal ,  Notario  ó  funcionario  que  autorice 
el  título.  Lo  que  sí  es  pecuUar  á  las  anotaciones  de  mandamien- 
tos judiciales,  es  la  expresión  del  número  con  que  se  archiva  el 
duplicado  que  ha  de  presentarse. 

La  15.*  dispone  que  en  laa  anotaciones  se  exprese  la  fecha, 
firma  y  honorarios.  En  el  §  20  del  Comentario  al  art.  9.^  hici- 
mos notar,  que  aunque  ni  éste  ni  el  25  y  29  del  Reglamento  lo 
mandaban,  tenía  el  Registrador  el  deber  de  fechar  y  firmar  las 
inscripciones  y  expresar  al  pié  los  honorarios  devengados.  El 
Reglamento,  más  previsor  respecto  de  las  anotaciones,  que  lo 
fué  al  exponer  las  circunstancias  de  las  inscripciones,  evita 
cualquiera  duda  que  pudiera  surgir  acerca  de  la  necesidad  de 
que  las  anotaciones  estén  fechadas  y  firmadas  por  el  Registrador 
y  tengan  á  su  pié  la  expresión  de  los  honorarios. 
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§  2.0 

Circunstancias  especiales  de  algunas  anotaciones.  —  Las  circiing- 
tancias  especiales  que  se  exigen  para  algunas  anotaciones  son 
la  5  a,  6.a  7.^  8.a,  9.^  10  y  13  del  art.  64  del  Reglamento. 

Es  de  notar  que  tanto  en  éste  como  en  el  9.^  de  la  Ley,  lláma- 
se circunstancia  á  un  grupo  de  requisitos  comprendidos  en  un 
número. 

La  5.^  circunstancia,  así  entendida,  se  reñere  á  las  demandas 
de  propiedad:  la  6.a,  á  los  embargos:  la  7.a,  á  la  prohibición  de 
de  enajenar:  la  8.a,  á  las  demandas  de  incapacidad :  la  9.a,  á  los 
legados:  la  10.*,  á  los  créditos  refaccionarios:  la  13,  á  loa  docu- 
mentos privados. 

Por  lo  general,  esas  circunstancias  especiales  se  reducen  á 
que  conste  el  nombre  del  anotante  y  del  dueño  de  los  bienes 
anotados,  el  objeto  de  la  demanda  ó  de  la  providencia  en  que 
se  decrete,  la  fecha  de  ésta  y  el  importe  del  crédito  que  se  trata 
de  asegurar. 

Aun  cuando  el  art.  72  de  la  Ley  limita  las  circunstancias  exi- 
gibles  para  las  anotaciones,  á  las  que  para  la  inscripción  mar- 
can los  arts.  9 ,  10,  11 ,  12  y  13 ;  en  el  artículo  reglamentario  ae 
consignan  otras  que  no  se  encuentran  en  aquéllos.  Por  ejemt)lo: 
en  la  anotación  del  legado  ha  de  constar  haber  sido  aceptada 
la  herencia  por  el  heredero,  sin  promover  juicio  de  testamen- 
taría; el  no  haberse  hecho  partición  de  bienes;  el  haber  ó  no 
transcurrido  hasta  la  presentación  de  la  soUcitud  de  la  anotación, 
180  días;  requisitos  que  se  previenen  en  el  art.  45  y  siguientes 
de  la  Ley:  en  la  anotación  de  un  crédito  privado  se  ha  de  ma- 
nifestar, que  las  partes  han  concurrido  personalmente  á  presen- 
cia del  Registrador  que  ha  dar  fe  de  que  los  conoce,  y  de  que 
son  auténticas  las  firmas,  y  otras  circunstancias  que  en  vano  se 
buscarán  en  los  arts.  9,  10,  11,  12  y  13  de  la  Ley,  y  que  están 
mandadas  en  el  art.  405. 

También  es  de  advertir,  que  si  bien  el  art.  72  dice  que  las 
anotaciones  han  de  contener  las  circunstancias  del  art.  13,  es 
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manera  impropia  de  hablar;  porque  este  artículo  no  enuncia 
circunstancia  ninguna  que  deba  contener  la  inscripción,  sino 
que  previene  tan  solo  que  los  de  servidumbre  se  hagan  constar 
en  la  hoja  destinada  al  predio  dominante  y  en  la  del  sirviente; 
lo  cual  no  es  circunstancia  de  la  anotación,  sino  repetir  el  asiento 
en  dos  puntos  distintos,  sin  añadirle  por  ello  á  la  anotación 
ningún  requisito  ni  circunstancia. 


§3.0 


Notas  marginales.  —  Además  de  los  asientos  principales  de 
inscripción,  anotación  y  cancelación  que  se  extienden  en  los 
libros  del  Registro ,  pueden  figurar  en  éstos  las  notas  margina- 
les de  las  que  hasta  ahora  sólo  nos  hemos  ocupado  incidental- 
mente.  Esas  notas,  ó  son  consecuencia  necesaria  de  una  inscrip- 
ción, ó  son  independientes,  aunque  siempre  relacionadas  con 
las  inscripciones  ó  anotaciones  á  cuyo  margen  se  extienden. 
•  Pertenecen  al  primer  grupo : 

l!**  Las  que  según  el  art.  18  del  Reglamento ,  han  de  ponerse 
al  margen  de  las  inscripciones  de  fincas  comprendidas  en  un 
mismo  título. 

En  el  art.  18  del  Reglamento  antiguo,  sólo  se  decía,  que  cuan- 
do en  un  mismo  título  se  enajenasen  ó  gravasen  diferentes 
fincas,  se  hiciese  la  correspondiente  inscripción  en  la  hoja  desti- 
nada á  cada  una  de  ellas;  indicándose  en  cada  inscripción  las 
demás  fincas  comprendidas  en  el  título.  Según  la  letra  del  ar- 
tículo, en  el  asiento  mismo  de  inscripción  de  cada  finca,  habían 
de  comprenderse  los  pormenores  de  las  demás;  pero  el  art.  98 
aclaraba,  aunque  indirectamente,  su  inteügencia;  puesto  que  al 
disponer  que  cuando  se  hipotecasen  varias  fincas  de  im  mismo 
dueño  se  comprendiesen  todas  en  una  sola  inscripción,  añadía: 
pero  poniendo  en  la  de  propiedad  de  cada  una  la  nota  marginal 
correspondiente,  según  lo  prevenido  en  el  art,  18;  de  donde  se 
deducía  que  las  circunstancias  de  refer^icia  que  en  este  artículo 
se  dice  que  habían  de  indicarse  en  la  inscripción,  procedentes 
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de  un  mismo  título,  habían  de  hacerse  constar,  no  en  el  cuerpo 
de  ellos,  sino  por  nota  al  mái*gen. 

Pero  se  había  tropezado  con  la  dificultad  de  que  si  en  el  tí- 
tulo se  contenían  muchas  fincas  y  las  referencias  de  todas  ha- 
bían de  incluirse  en  la  nota  marginal  de  cada  inscripción,  re- 
sultaba aquélla  tan  extensa,  que  llenaba,  no  sólo  el  márgeu 
correspondiente  á  la  inscripción ,  sino  el  de  las  inscripciones 
posteriores.  Y  aun  podría  acontecer  que  en  herencia  que  com- 
prendiese mil  ó  dos  mil  fincas,  como  eídsten  en  Provincias  donde 
.el  suelo,  más  que  dividido,  está  pulverizado;  se  llenase  todo 
el  margen  de  las  hojas  calculadas  para  el  registro  especial  de 
cada  finca. 

Para  evitarlo,  en  la  reforma  de  1869  se  adicionó  el  art.  18  y 
al  mismo  tiempo  que  se  dieron  modelos  para  las  notas,  se  dis- 
tinguió entre  títulos  que  comprendiesen  dos  ó  tres  fincas  y  los 
que  comprendiesen  más:  en  los  primeros  se  hacía  en  la  nota 
marginal  de  cada  una  de  ellas  la  indicación  de  las  demás;  en 
los  segundos  la  indicación  se  refería  á  las  notas  marginales  del 
asiento  de  presentación,  como  ya  se  previno  en  la  Resolu- 
ción de  23  de  Ag.  de  1863.  (V.  además,  las  de  6  y  23  de  Jul.  del 
mismo  año.) 

2.0  Las  notas  de  quedar  cancelada  ima  inscripción  ó  ano- 
tación. (Art.  414  de  la  Ley  y  91  del  Reglam.) 

Cuando  haya  de  cancelarse  una  hipoteca  inscrita  en  los  Ubros 
antiguos,  se  trasladará  á  los  libros  nuevos  el  asiento  antiguo,  y 
se  cancelará  poniéndose  nota  marginal  de  cancelación  en  el 
asiento  de  hipoteca  que  consta  en  el  übro  antiguo.  (Resol,  de  18 
y  22  de  Ag.  1863.) 

Corresponden  al  segundo  grupo: 

1.0  Las  de  cancelación  al  margen  de  las  inscripciones  con- 
cisas, cuando  el  título,  en  cuya  virtud  se  pide  aquélla,  compren- 
de varios  derechos  reales  ó  bienes  inmuebles.  (Art.  91  del  Re- 
glamento y  R.  O.  de  20  de  Ab.  de  1871.) 

2.0  Las  de  pago  del  precio  aplazado  y  cumplimiento  de  con- 
diciones suspensivas ,  resolutorias  ó  rescisorias,  entre  las  que  fi- 
guran las  de  consumación  de  la  venta  hecha  con  pacto  de  retro. 


Digitized  by  VjOOQ IC 


ART.  72,  §  3  -889 

(Resolución  de  2  de  Jun.  1866,  Art.  16  Ley  y  R.  O.  de  27  de 
Setiembre  de  1867.) 

3o.     Las  de  liberación.  (Art.  34,  Ley.) 

4.^  Las  de  haberse  entablado  demanda  de  nulidad  de  una 
inscripción  ó  de  ineficacia  de  una  cancelación.  (Arts.  38,  39  y 
92delReglam.) 

5.0  Las  de  haberse  cumpHdo  la  obUgacion  futura  ó  sujeta 
á  condiciones  suspensivas ,  asegurada  con  hipoteca.  (Arts.  143 
de  la  Ley  y  114  Reglam.) 

A  esta  clase  corresponde  la  que  se  pone  al  margen  de  la  ins- 
cripción de  hipoteca  constituida  en  garantía  de  préstamos, 
hechos  por  el  Banco  Hipotecario;  establecimiento  de  crédito  que, 
según  el  art.  73  de  los  Estatutos  reformados,  que  se  aprobaron 
por  R.  D.  de  12  de  Oct.  de  1875,  no  puede  realizar  préstamos 
hasta  que  esté  completamente  garantizado  con  hipoteca. 

6.^  Las  de  aceptación  de  hipoteca  constituida  á  favor  del 
Estado,  Corporaciones  civiles  ó  entidades  colectivas,  si  no  consta 
en  la  escritura.  (Art.  112  Reglam.) 

7.^  Las  de  entrega  de  finca  al  marido  en  caUdad  de  dote  in- 
estimada. (Arts.  173  de  la  Ley  y  126  Reglam.) 

8.*^  Las  de  pertenecer,  según  fuero  ó  costumbre ,  á  la  comu- 
nidad conyugal,  los  bienes  inscritos  á  favor  de  uno  de  los  cón- 
yuges. (Art.  130  Reglam.) 

9.®  Las  de  tener  los  bienes  la  calidad  de  reservables.  (Ar- 
tículo 139  Reglam.) 

10.  Las  de  haberse  entregado  para  su  administración  al 
tutor  ó  curador  bienes  de  menores  ó  incapacitados.  (Art.  152 
Reglam.  y  Resol,  de  17  Jun.  de  1864.) 

Además ,  en  los  libros  antiguos  han  de  ponerse  notas  margi- 
nales: de  cancelación  de  los  asientos  no  trasladados  á  los  libros 
nuevos  (Art.  414  Ley)  y  de  traslación  á  éstos  de  los  de  propie- 
dad hechos  en  los  antiguos.  (Resol,  de  12  de  Ag.  de  1863.) 

Las  notas  marginales  del  primer  grupo,  las  de  Hberacion  y 
las  de  traslación  á  los  nuevos  libros  de  los  asientos  de  propiedad 
hechos  en  los  antiguos,  deberán  extenderse  de  oficio  por  los  Re- 
gistradores. 
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Las  demás  que  hemos  enumerado,  se  extenderán  á  petícioii 
de  parte  ó  por  mandato  judicial. 

Reservamos  para  el  Comentario  á  los  respectivos  artículos» 
el  tratar  en  cada  uno  de  las  indicadas  notas. 

§  4.0 

Notas  marginales  preventivas.  —  El  art.  64  del  Reglamento,  con 
el  fin  de  asegurar  el  derecho  dd  anotante,  dispone:  que  si  por 
defectos  en  el  título  no  fiíera  posible  extender  alguna  de  las 
notas  expresadas  en  el  §  anterior,  en  su  lugar  se  ponga,  si  el 
interesado  lo  solicita,  una  nota  marginal  preventiva. 

No  dice  el  Reglamento  cuánto  tiempo  han  de  subsistir  estas 
notas,  ni  cómo  se  cancelan  ni  cómo  pueden  convertirse  en 
notas  marginales  d^nitivas,  digámoslo  así;  pero  como  las  notas 
preventivas  son  á  las  definitivas,  lo  que  las  anotaciones  por  de- 
fecto á  las  inscripciones,  estimamos  por  cierto,  que  sólo  sub- 
sisten durante  el  plazo  que  señala  el  art.  96  de  la  Ley ;  que  si 
transcurre  éste  sin  haberse  subsanado  el  defecto,  procede  poner 
al  pié  otra  nota  cancelatoria ,  y  que  si  dentro  del  plazo  se  sub- 
sana el  defecto,  habrá  de  ponerse  otra  de  conversión  en  nota 
definitiva. 

También  suponemos  que  el  art.  64  del  Reglamento,  aunque 
no  distingue,  se  refiere  tan  sólo  al  caso  en  que  el  título  contenga 
defectos  que  puedan  subsanarse,  y  no  cuando  éstos  sean  insub- 
sanables con  arreglo  al  art.  65  de  la  Ley. 

§5.0 

Anotaciones  por  suspensión  de  cancelación,  por  suspensión  de 
inscripción  y  por  suspensión  de  anoUmon.  —  Los  últimos  párra- 
fos del  art.  64  del  Reglamento  expresan  las  circunstancias  que 
han  de  contener  las  llamadas  anotaciones  de  suspensión ,  y  á 
ellos  han  de  atenerse  los  Registradores  cuando  por  contener 
algún  defecto  subsanable  el  título,  en  virtud  del  que  se  pida  ú 
ordene  una  cancelación,  inscripción  ó  anotación,  no  pueda  efec- 
tuarse. 
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ART.  72,  §  6  391 

Aunque  el  peniiltimo  párrafo  de  dicho  artículo  dispone  que 
la  anotación  de  suspensión  se  tome  siempre  que  por  motivo  fun- 
dado no  pueda  efectuarse  la  ordenada  en  un  mandamiento, 
creemos  que  cuando  el  motivo  sea  un  defecto  insubsanable,  no 
debe  extenderse  ni  la  anotación  de  suspensión ,  porque  lo  pro- 
hibe el  art.  65  de  la  Ley. 

Téngase  muy  presente  que  para  extender  las  anotaciones  de 
suspensión  de  las  de  mandamientos  de  embargo  en  causas  cri- 
minales, ó  en  que  el  Estado  tenga  interés,  no  es  necesaria  soli- 
citud; de  donde  se  deduce  que  lo  es  en  los  demás  casos,  á  pesar 
de  los  términos  imperativos  de  la  regla  2  a  del  art.  42,  y  pár- 
rafo 2.^  del  caso  2.^  del  art.  63  del  Reglamento. 

§6.0 

Ultramar,  —  El  art.  86  de  la  Ley  de  Cuba  y  el  80  de  la  de 
Puerto-Rico,  están  copiados  del  72  de  la  que  rige  en  la  Pe- 
nínsula. 

Los  arts.  172,  173,  174,  175  y  176  del  Reglam.  de  Cuba, 
sólo  se  diferencian  del  64  del  que  rige  en  la  Península,  en  que 
el  núm.  10  del  172  del  Reglam.  de  Cuba  se  ha  adicionado  con 
lo  que  sigue:  «cuando  tuviere  por  objeto  la.  refacción  á  fincas 
rxisticas ,  la  anotación  contendrá  los  extremos  que  señala  el  ar- 
tículo 161  de  este  Reglamento.  » 

Los  arts.  157,  158,  159,  160  y  161  del  de  Puerto-Rico,  están 
copiados  del  64  del  vigente  en  la  Península. 
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artículos  73  Y  74. 

Art.  73.  Todo  mandamiento  judicial,  disponiendo 
hacer  una  anotación  preventiva ,  expresará  las  circuns- 
tancias que  deba  ésta  contener,  según  lo  prevenido  en 
el  articulo  anterior,  si  resultasen  de  los  títulos  y  docu- 
mentos que  se  hayan  tenido  á  la  vista  para  dictar  la  pro- 
videncia de  anotación. 

Cuando  la  anotación  deba  comprender  todos  los  bienes 
de  una  persona,  como  en  los  casos  de  incapacidad  y 
otros  análogos ,  el  Registrador  anotará  todos  los  que  se 
hallen  inscritos  á  su  favor. 

También  podrán  anotarse  en  este  caso  los  tienes  no 
inscritos ,  siempre  que  el  Juez  ó  el  Tribunal  lo  ordene  y 
se  haga  previamente  su  inscripción ,  á  favor  de  la  per- 
sona gravada  por  dicha  anotación. 

Art.  74.  Si  los  títulos  ó  documentos ,  en  cuya  virtud 
se  pida  judicial  ó  extrajudicialmente  la  anotación  pre- 
ventiva, no  contuvieren  las  circunstancias  que  esta  ne- 
cesite para  su  validez,  se  consignarán  dichas"  circuns- 
tancias por  los  interesados  en  el  escrito  en  que  de  común 
acuerdo  soliciten  la  anotación.  No  habiendo  avenencia, 
el  que  solicite  la  anotación  consignará  en  el  escrito  en 
que  la  pida  dichas  circunstancias,  y  previa  audiencia 
del  otro  interesado  sobre  su  exactitud ,  el  Juez  ó  el  Tri- 
bunal decidirá  lo  que  proceda. 
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SUMARIO 


§  1.  Circunstancias  qae  han  de  contener  los  mandamientos  jadiciales  orde- 
nando hacer  una  anotación:  si  pueden  registrarse  los  que  no  las  contengan.  — 
§  2.  Si  el  art.  74,  aplicable  á  las  anotaciones  extrajudicialee ,  ee  extensivo  á  las 
que  se  soliciten  por  defectos  del  título.  —  §3.  Anotaciones  de  todos  los  bienes 
de  una  persona.  —  §4.  Ultramar. 

COMENTARIO 


§1.^ 


Circunstancias  que  han  de  contener  los  mandamientos  judiciales 
ordenando  una  anotación:  si  pueden  registrarse  los  que  ñolas  con- 
tengan. —  Según  el  art.  73,  han  de  ser  las  mismas  que  el  72 
exige  que  consten  en  las  anotaciones,  si  bien  á  juzgar  por  los 
términos  en  que  está  redactado  aquél,  parece  que  si  las  cir- 
cunstancias no  resultan  de  los  títulos  ó  documentos  que  s^ 
hayan  tenido  á  la  vista  para  dictar  la  providencia  de  anota- 
ción, no  pueden  comprenderse  en  el  mandamiento,  á  no  ser 
que  á  tenor  de  lo  que  dispone  el  art.  74,  los  interesados  de 
común  acuerdo  consignen  las  que  falten  en  aquellos  títulos,  y 
sean  necesarias  para  la  vaUdez  de  la  anotación.  Tal  creemos 
sea  el  espíritu  del  art.  74.  Del  mismo  se  infiere,  que  si  los  intere- 
sados en  la  anotación  no  estuvieran  acordes;  á  soUcitud  del  que 
la  pide  y  pre\'ia  audiencia  del  que  ha  de  sufrirla,  el  Juez  acorda- 
rá las  circunstancias  que  se  han  de  insertar  en  el  mandamiento. 

Raro  será  el  caso  que  hoy  se  presente  en  que  haya  de  apli- 
carse el  art.  74;  pero  si  ocurriere,  creemos  que  debe  dársele 
la  indicada  interpretación;  teniendo  presente,  que  según  se 
deduce  de  la  Resol,  de  27  de  En.  de  1864,  aun  después  de 
expedido  el  mandamiento ,  puede  solicitarse  que  se  adicionen 
las  circunstancias  que  en  él  falten  y  sean  necesarias  para  la  va- 
Udez de  la  anotación. 

Ni  en  la  Ley  ni  en  el  Reglamento  encontramos  precepto  al- 
guno en  que  directamente  se  impida  la  anotación  de  los  man- 
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daiuientos  que  no  contengan  las  circunstancias  necesarias  para 
la  validez  de  aquella,  y  en  cambio  la  Resol,  de  18  de  Jul.  de 
1863,  cuyo  original  no  hemos  podido  encontrar,  y  de  la  que 
solo  conocemos  el  extracto  (1),  declara:  que  pueden  registrarse 
los  mandamientos  de  embargo ,  aunque  falten  las  circunstan- 
cias á  que  alude  el  art.  72,  y  que  procede  se  suspendan  aque- 
llos en  que  no  conste  el  importe  de  la  obligación.  Como  no 
sabemos  si  el  caso  que  motivó  la  Resolución  citada  sería  la 
falta  de  circunstancias  necesarias  para  la  validez  de  la  anota- 
ción, ó  de  otras,  que  aunque  deban  comprenderse  en  estas  no 
son  necesarias;  nos  abstenemos  de  entrar  en  su  examen  críti- 
co, pero  sí  consignaremos  nuestra  opinión  contraria  á  que  esa 
Resolución  se  aplique  en  los  casos  en  que  las  circunstancias 
que  falten  en  el  mandamiento  sean  necesarias  para  la  validez 
de  la  anotación.  (V.  el  §  5.*^  del  Com.  al  art.  72  y  la  Resol,  de 
27  de  En.  de  1864.) 

Consecuencia  legítima  parece  de  la  Resol,  de  10  de  Noviem- 
bre de  1876,  el  que  la  anotación  haya  de  practicarse  atenién- 
dose el  Registrador  á  lo  que  resulte  del  mandamiento ;  aunque 
el  interesado  acredite  en  el  Registro,  con  otros  documentos,  que 
hay  en  aquél  omisiones  ó  defectos,  los  que  habrán  de  suplirse 
acudiendo  al  Juez  el  interesado. 

Además  de  los  requisitos  á  que  se  refiere  el  art.  72  de  la  Ley 
y  su  concordante  el  64  del  Reglamento,  á  cuyo  Comentario  re- 
mitimos al  lector,  los  Jueces  han  de  cuidar  de  que  en  los  manda- 
mientos se  inserte  literalmente  el  particular  de  la  providencia  en 
que  se  hayan  dictado  y  su  fecha;  mas  no  es  necesaria  la  inser- 
ción de  todos  los  antecedentes.  (Art.  45  del  Reglam.,  Resolucio- 
nes de  31  de  Ag.  de  1863,  y  3  de  Ag.  y  19  de  Oct.  de  1864.) 

En  algún  Registro  hemos  visto  rehusar  una  anotación  de  de- 
manda, por  no  insertarse.  Uteral  en  el  mandamiento,  que  sólo 
contenía  un  ligero  extracto.  Como  en  ninguna  disposición  que 
sepamos,  se  exige  esa  copia,  entendemos  que  basta  con  que  se 


(1)    Se  publicó  en  la  Gaceta  de  Regütradores  y  Notarios,  órgano  oficial 
entonces  de  la  Dirección,  en  el  número  correspondiente  al  80  de  Jal.  de  1868. 
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extracte  en  la  parte  necesaria,  si  la  providencia  en  que  se  acuer- 
de y  que  ha  de  insertarse  literalmente  no  contiene  todos  los 
particulares  indispensables  para  que  se  conozca  lo  que  se  de- 
manda; debiendo  advertir,  que  carece  de  facultades  el  Regis- 
trador para  denegar  la  anotación  de  una  demanda;  aun  cuando 
crea  que  no  se  halla  comprendida  en  el  núm.  IP  del  art.  42. 
Resol,  de  19  de  En.  de  1877. 

En  el  mandamiento  de  embargo  no  se  necesita  que  se  expre- 
se si  la  finca  está  inscrita  ó  no  á  nombre  de  la  persona  contra 
quien  se  procede;  porque  este  dato  á  menudo  no  consta  en  las 
diligencias  procesales:  esto  no  quiere  decir  que  el  Registrador 
haya  de  anotar  el  mandamiento,  con  desprecio  de  dato  tan  prip- 
cipal:  por  el  contrario,  el  Registrador  examinará  si  la  finca  se 
halla  ó  no  inscrita  á  nombre  del  deudor  ó  procesado,  anotando 
ó  no,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  42  del  Reglam.  y 
R.  Ó.  de  11  de  May.  de  1863. 

Declara  ésta  en  su  núm.  3.^,  que  tal  anotación  no  está  com- 
prendida en  el  art.  96  de  la  Ley  de  1861  vigente  entonces,  pues- 
to que  según  el  20  la  falta  que  la  produce  podía  subsanarse  en 
cualquier  tiempo.  Variado  el  art.  20  en  la  Ley  de  1869,  ocurría 
la  duda  de  si  después  de  promulgada  continuaban  vigentes 
aquellas  anotaciones  ó  habían  caducado  á  los  60  días  desde  que 
empezó  á  regir.  En  el  §  26  del  Com.  al  art.  20  expusimos  y 
fundamos  nuestro  parecer  de  que  tales  anotaciones  seguían  vi- 
gentes ,  no  obstante  las  Resols.  en  que  se  declaraba  lo  contrario, 
y  la  R.  ó.  de  17  de  May.  de  1882,  ha  venido  á  darnos  la  razón 
en  el  mero  hecho  de  disponer  en  su  núm.  1.^  que  se  cancelen  de  ?**^ 

oficio  por  los  Registradores,  si  los  interesados  en  ellas  dejasen 
transcurrir  60  días,  á  contar  desde  la  pubücacion  de  la  mis- 
ma (1),  sin  soUcitar  su  conversión  en  inscripciones  definitivas. 

En  rigor  esta  R.  ó.  viene  á  fijar  la  intehgencia  del  art.  318 
del  Reglamento  limitando  á  60  días  el  plazo  indefinido  que  en 
éste  se  concedía  para  convertir  en  inscripciones  definitivas  las 
anotaciones  tomadas  con  arreglo  al  art.  20  de  la  antigua  Ley. 


(l)     Gaceta  de  26  de  Mayo  de  1882. 
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Por  eso,  sin  duda,  se  oyó  al  Consejo  de  Estado,  cuya  consulta, 
por  lo  que  se  refiere  al  art.  318  del  Reglamento,  dice  así: 

«El  art.  318  del  Reglamento  vigente  modifica  las  disposicio- 
nes del  §  2.^  del  art.  20  de  la  Ley  de  1861,  al  disponer  que  la 
conversión  de  las  anotaciones  preventivas  de  la  antigua  Ley  en 
inscripciones  definitivas  se  verifiquen  en  virtud  de  la  presenta- 
ción de  los  títulos  anotados  y  llenando  las  condiciones  que  exi- 
ge el  art.  20  de  la  nueva  Ley. 

»La  razón  de  esta  diferencia  es  obvia,  á  juicio  de  la  Sección: 
facilitar  las  inscripciones  sin  título  al  plantearse  el  sistema  hi- 
potecario, hubiera  sido  una  imprudencia:  no  permitirlas  des- 
pués de  estar  vigente  la  Ley,  por  el  número  suficiente  de  años 
para  que  se  hayan  inscrito  todos  los  derechos,  sería  proteger  á 
los  morosos  en  el  cumplimiento  de  las  disposiciones  legales,  con- 
tra los  que  trataren  de  llenar  las  obligaciones  que  ésta  impone. 

»Y  si  el  espíritu  de  la  Ley  es  el  mismo,  consignar  claramente 
los  derechos  que  no  constan  anteriormente  inscritos  y  la  con- 
versión de  las  anotaciones  preventivas,  tomadas  con  arreglo  á 
la  Ley  de  1861,  ha  de  hacerse,  no  ya  con  arreglo  á  los  preceptos 
de  aquel  artículo ,  sino  de  conformidad  con  lo  que  previene  el 
que  lleva  el  mismo  número  en  la  de  1869,  y  parece  natural  que 
después  de  reconocer  y  consignar,  como  no  puede  monos  de 
reconocerse,  que  dichas  anotaciones  están  vigentes  y  que  lejos 
de  oponerse  á  su  duración  el  último  párr.  del  art.  318  del  Re- 
glamento, reconoce  la  subsistencia  indefinida  que  les  concedía 
la  Ley  de  1861;  se  declare  que  ha  llegado  el  caso  de  limitar 
ésta,  puesto  que  ya  no  se  exigen  las  mismas  formalidades  que 
en  aquel  artículo  se  consideraban  indispensables,  y  equipararla 
á  la  que  tienen  en  la  actualidad  todas  las  anotaciones  preven- 
tivas, incluso  las  que  se  toman  por  la  misma  causa.  > 

En  virtud  de  dicha  R.  Ó.  no  subsisten  ya  las  anotaciones 
preventivas  tomadas  con  arreglo  al  art.  20  de  la  Ley  de  1861, 
y  ha  de  entenderse  modificado  en  ese  particular  el  núm.  3.^  de 
la  R.  Ó.  antes  citada  de  11  de  May.  de  1863,  de  la  que  se  tomó 
parte  del  art.  42  del  Reglamento  vigente. 

Sobre  la  excepción  de  la  regla  general,  de  que  se  suspenda 
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la  anotación,  si  el  inmueble  consta  inscrito  á  favor  de  persona 
distinta  del  deudor  ó  procesado,  cuando  la  finca  esté  inscrita  á 
nombre  del  causante,  véase  el  §  7.®  del  Com.  al  art.  42. 

Los  exhortes  de  los  Jueces  y  Tribunales  extranjeros  para  el 
embargo  de  bienes  en  España  se  han  de  dirigir  por  la  vía  di- 
plomática en  la  forma  establecida  por  los  Tratados,  y  á  falta  de 
éstos,  en  la  que  determinen  las  disposiciones  generales  del  Go- 
bierno, como  disponen  los  arts.  194  y  195  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento criminal  y  300  de  la  de  Enjuiciamiento  civü,  han  de 
remitirse  por  las  Autoridades  6  Tribunales  extranjeros,  con  las 
firmas  legalizadas  por  el  Cónsul  ó  Embajador,  al  Ministerio  de 
Estado  para  que  de  este  pasen  al  de  Gracia  y  Justicia. 

Si  estuviesen  extendidos  en  idioma  extranjero,  han  de  tradu- 
cirse por  la  Interpretación  de  lenguas  ó  por  Intérpretes  jurados. 

Si  los  embargos  fueren  para  asegurar  el  resultado  de  causa  ó 
pleito,  los  cumplirá  el  Registrador  viniendo  en  la  forma  ante- 
dicha y  por  el  conducto  debido. 

Si  tuvieran  por  objeto  ciunplir  sentencias,  han  de  llenarse 
antes,  las  formahdades  consignadas  en  la  Sec.  2.»  Tít.  vin,  Li- 
bro n,  art.  951  y  siguientes  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Los  exhortes  con  mandamientos  de  embargo  que  procedan 
de  los  Tribunales  fi^anceses,  no  han  de  cumplirse  como  digimos 
en  el  §  4.<>  del  Com.  á  los  arts.  42  y  43. 

Tampoco  los  de  Portugal  por  la  misma  causa.  (R.  ó.  de  26 
de  Mar.  de  1857.) 

Si  algún  Juez  por  inadvertencia  remitiese  al  Registrador 
para  que  lo  anotase  algún  mandamiento  de  embargo  de  bienes 
de  Españoles,  procedente  de  las  Naciones  antedichas;  devolve- 
rá el  mandamiento  sin  extender  la  anotación,  por  estar  prohi- 
bida en  las  citadas  disposiciones. 

§2.0 

Si  el  art,  74,  aplicable  á  lus  anotaciones  extrajudidales ,  es  exten- 
sivo á  las  que  se  soliciten  por  defectos  del  tíitdo,  —  Cuando  la  ano- 
tación sea  extrajudicial,  el  escrito  en  que  han  de  constar  las 
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circunstancias  que  falten  en  el  documento,  precisamente  ha  de 
ser  el  en  que  los  interesados  pidan  al  Registrador  la  anotación; 
como  puede  inferirse  de  la  Resol,  de  28  de  Jul.  de  1863 ,  deci- 
diendo varias  dudas  del  Registrador  de  Pravia. 

Atendido  el  concepto  general  del  art.  74 ,  no  parece  com- 
prender la  anotación  que  se  pida  por  faltas  subsanables  del  tí- 
tulo ,  y  que  sólo  produce  efectos  suspensivos  hasta  la  enmienda 
de  las  faltas  en  el  término  legal,  sino  de  los  que  aseguran  un 
derecho  definitivamente,  hasta  que  se  realice,  ó  se  resuelva  que 
no  existe,  ó  transcurra  el  tiempo  marcado  para  convertirlo  en 
inscripción  definitiva.  Tal  es  la  inteligencia  que  ha  de  darse  al 
artículo  74 ,  por  más  que  se  haya  apheado  en  sentido  opuesto 
en  la  Resol,  de  28  de  Jul.  de  1863 ,  recaída  á  consulta  del  Re- 
gistrador de  Cangas  de  Tinco. 

§3.o 

Anotación  de  todos  los  bienes  de  una  persona.  —  Lugar  más 
oportuno  que  en  el  art.  73,  hubieran  tenido  los  dos  últimop 
párrafos  en  el  42 ;  porque  sus  preceptos  no  se  refieren  á  las 
circunstancias  que  han  de  contener  los  mandamientos,  materia 
del  §  1.®  del  73,  sino  á  las  anotaciones  que  pueden  practicar- 
se, en  que  se  ocupa  el  42. 

Cuando  el  Juez  ó  Tribunal  ordenen  la  inscripción  de  los  bie- 
nes que  hayan  de  anotarse,  se  verificará  con  arreglo  á  los  trá- 
mites marcados  en  los  arts.  397  y  404  de  la  Ley,  á  instancia 
del  interesado  en  los  pleitos  civiles,  y  de  oficio  ó  á  solicitud  del 
Ministerio  Fiscal  en  las  causas  criminales,  ó  en  aquellas  civiles 
en  que  se  trate  del  interés  de  personas  cuya  representación  y 
defensa  le  están  encomendadas  por  las  leyes.  (V.  los  §§  5.o,  6.o 
y  8.odelCom.  al  art.  2.o) 

§4.0 

Ultramar,  —  Los  arts.  87  y  88  de  la  J^ey  de  Cuba  y  81  y  82 
de  la  de  Puerto-Rico ,  están  copiados  del  73  y  74  de  la  que  rige 
en  la  Península. 
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ARTICULO  75 

Las  anotaciones  preventivas  se  harán  en  el  mismo  libro 
en  que  correspondería  hacer  la  inscripción ,  si  el  derecho 
anotado  se  convirtiere  en  derecho  inscrito. 

SUMARIO 
§  1.  Inutilidad  de  este  apticulo.  —§  2.  Ultramar. 

COMENTARIO 


§1.^ 


Inutilidad  de  este  artículo.  —  El  art.  75,  que  tenía  razón  de 
ser  en  la  primitiva  Ley,  puesto  que  según  ella,  se  registraban 
los  títulos  en  dos  clases  de  libros,  unos  de  la  propiedad  y  otros 
de  hipotecas;  huelga  en  la  vigente,  á  virtud  de  cuyas  disposicio- 
nes fueron  suprimidos  los  libros  de  hipotecas.  No  existiendo  hoy 
más  que  una  sola  clase ,  no  cabe  la  duda  que  antes  podían  tener 
los  Registradores  respecto  al  libro  donde  habrían  de  extender  la 
anotación. 

§2.0 

Ultramar.  —  El  art.  89  de  la  Ley  de  Cuba  y  el  83  de  la  de 
Puerto-Rico  están  copiados  del  que  figura  al  frente  de  este 
Comentario,  y  como  según  aquellas  Leyes  no  se  lleva  más 
übro  que  el  del  Registro  de  la  propiedad,  debió  haberse  suprimi- 
do este  artículo  que  inadvertidamente  se  puso,  siguiendo  lo 
preceptuado  en  la  de  la  Península. 


^^^■^'. 
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ARTICULO  76 

La  anotación  preventiva  será  nula  cuando  por  ella  no 
pueda  venirse  en  conocimiento  de  la  finca  ó  derecho  ano- 
tado, de  la  persona  á  quien  afecte  la  anotación,  ó  de  la 
fecha  de  éste. 

SUMARIO 
§  1,  Caándo  son  nulas  las  anotaciones.  —  §  2.  Ultramar. 

COMENTARIO 

§  1.^ 

CiiÁndo  son  nulas  las  anotaciones.  —  Más  concisa  ha  estado  la 
Ley  al  declarar  en  el  art.  76  los  casos  en  que  son  nulas  las  ano- 
taciones, que  lo  fué  al  consignar  en  el  30  las  causas  de  nulidad 
de  las  inscripciones;  pero  realmente  el  precepto  de  ambas  con 
escasa  diferencia  es  el  mismo;  porque  para  no  poderse  venir 
en  conocimiento  de  la  finca  ó  derecho  anotado,  han  de  faltar 
las  circunstancias  1.^  2.a,  3.*  y  4.*  del  art.  9.o:  para  que  se  ig- 
nore la  persona  á  quien  afecte  la  anotación,  han  de  haberse 
omitido  las  circunstancias  5.»  y  6.^;  y  la  falta  de  fecha  puede 
referirse  á  la  8.*,  únicos  defectos  que  como  anuladores  reconoce 
el  art.  9.o  Pero  si  sobre  esto  hubiese  cuestión,  al  artículo  76, 
no  al  30,  habrán  de  atenerse  los  Jueces  ante  quienes  se  reclame 
la  nuHdad  de  las  anotaciones ,  siendo  en  nuestro  concepto  apli- 
cable á  éstas,  lo  que  de  las  inscripciones  dejamos  dicho  en  el 
§  6.0  del  Com.  al  art.  30. 

Dos  dudas  ocurren  al  leer  el  art.  76:  La  1.a  consiste  en  de- 
terminar á  quién  afecta  la  anotación.  ¿Será  á  aquel  á  cuyo  fa- 
vor ha  de  hacerse,  ó  será  al  que  es  dueño  del  inmueble  ó  dere- 
cho que  se  anota?  Gramaticalmente  interpretado  el  artículo, 
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parece  que  debe  ser  al  duefiq  del  inmueble  ó  derecho;  porque 
este  es  á  quien  especialmente  afecta  la  anotación,  dando  á  este 
verbo  su  propio  significado.  Extendiéndolo,  podría  decirse,  que 
comprende  lo  mismo  al  anotante  que  á  aquel  contra  quien  se 
anota;  porque  á  los  dos  interesa  el  asiento;  pero  aun  así  trope- 
zamos con  que  el  artículo  sólo  declárala  nulidad,  cuando  no  pue- 
de venirse  en  conocimiento  de  la  persona  á  quien  afecte  la  ano- 
tación, no  de  las  personas;  por  lo  que  parece  que  sólo  se  refiere 
á  uno  de  ellos ,  no  á  los  dos. 

Sostiénese  sin  embargo,  que  si  la  Ley  se  refiere  á  la  falta  de 
conocimiento  de  uno  solo,  ha  de  ser  del  anotante,  y  ale- 
gan en  su  defensa:  que  el  verbo  afectar  en  su  sentido  ordinario 
lo  mismo  se  apUca  al  que  tiene  el  derecho,  que  al  que  sufire  la 
obUgacion:  que  es  más  importante  que  conste  quien  puede  ejer- 
cer la  acción;  sin  lo  cual  el  asiento  es  baldío;  que  quien  respon- 
de del  graváinen,  puesto  que  no  es  la  persona,  sino  la  finca  la 
que  garantiza  el  derecho :  que  así  como  se  declara  la  nuUdad  de 
la  inscripción  hipotecaria  cuando  faltan  el  nombre  y  apellido 
de  la  persona  á  cuyo  favor  se  hace  la  inscripción,  y  no  cuando 
falta  el  nombre  y  apellido  de  la  persona  de  quien  proceden  los 
bienes  que  deben  inscribirse ;  por  paridad  de  razón  ha  de  apli- 
carse esta  doctrina  á  las  anotaciones:  finalmente,  que  el  no  po- 
derse venir  en  conocimiento  de  quien  sea  el  anotante  es  fácil 
con  sólo  que  el  Registrador  omita  el  nombre  que  conste  en  el 
documento  anotablo;  mientras  que  es  punto  menos  que  impo- 
sible el  que  no  pueda  venirse  en  conocimiento  del  anotado; 
puesto  que  para  ello  sería  precisa  idéntica  omisión  por  parte  del 
Registrador ,  y  además  qué  en  el  registro  particular  de  la  finca 
y  en  su  última  inscripción  no  constase  el  dueño  del  inmueble, 
ni  pudiera  averiguarse  por  su  contexto ;  y  las  leyes  se  dan  para 
los  casos  frecuentes ,  no  para  los  extraordinarios  y  exquisitos. 

Fuerza  tienen  las  precedentes  razones  y  á  esta  opinión  nos 
acercamos,  por  más  que  se  ajuste  menos  al  sentido  natural  de 
las  palabras  de  la  Ley>  y  que  en  absoluto  estimemos  que  el  ar. 
tículo  76  debería  haber  declarado  como  causa  de  nulidad  de  las 
anotaciones,  el  que  no  pueda  venirse  en  conocimiento  de  las 
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personas  &  quienes  interese  la  anotación.  (V.  §  1.®  del  Comenta- 
rio al  art.  30.) 

La  segunda  duda  consiste  en  si  es  nula  la  anotación  que  ca- 
rezca de  fecha.  No  basta  que  se  haya  omitido:  es  necesario  que 
no  pueda  venirse  en  conocimiento  de  ella  por  la  misma  anota- 
ción; de  manera  que  si  existen  datos  en  el  asiento,  por  los  cuales 
pueda  fijarse  la  fecha,  no  se  anulará  la  anotación.  Por  ejemplo: 
se  presenta  un  mandamiento  de  fecha  de  1.^  de  Mayo,  y  en  la 
anotación  se  dice,  que  se  extiende  en  virtud  del  mandamiento 
expedido  en  el  día  de  ayer:  aunque  no  se  ponga  fecha,  hay  un 
dato  en  el  asiento  por  el  cual  puede  fijarse,  que  el  día  en  que  se 
extendió  la  anotación  fué  el  2  de  Mayo. 

¿Qué  se  dirá  cuando  pueda  fijarse  la  fecha,  no  por  la  misma 
anotación,  sino  por  datos  que  existan  en  el  Registro?  Confesa- 
mos que  las  palabras  de  la  Ley  excluyen  pruebas  que  hayan  de 
buscarse,  fuera  del  asiento;  y  á  pesar  de  ello  nos  place  más  la 
opinión  contraria  que  salva  el  derecho  del  anotante,  sin  perjui- 
cio de  nadie.  Porque  si  consta  presentado  un  mandamiento  de 
embargo  el  día  l.o  de  Mayo  y  se  anota  en  el  registro  especial 
de  la  &ica,  omitiendo  la  fecha,  y  después  á  continuación  se  ins- 
cribe una  hipoteca  sobre  la  misma  finca  con  fecha  también  de 
1.0  de  Mayo;  no  cabe  duda  racional  de  que  la  anotación  del 
mandamiento  se  hizo  en  el  mismo  día  en  que  se  presentó:  ¿por 
qué,  pues,  sabiéndose  de  un  modo  inequívoco  la  fecha  en  que 
se  anotó  el  embargo;  solo  por  la  materialidad  de  que  los  datos 
no  consten  en  la  misma  anotación  no  ha  de  salvarse  de  que  se 
la  declare  nula? 

También  puede  cuestionarse  si  lo*  será  la  anotación  cuando 
se  omita  la  fecha;  pero  la  tenga  el  asiento  de  presentación.  Se 
ha  de  distinguir:  si  la  nulidad  se  reclama  antes  de  que  la  ano- 
tación se  convierta  en  inscripción,  será  nula;  porque  el  asiento 
de  presentación  no  determina  cuál  haya  podido  ser  la  fecha  del 
de  la  anotación;  pero  si  se  reclama  cuando  se  ha  convertido  ya 
en  inscripción,  no;  porque  la  anotación  ha  quedado  ya  cance- 
lada y  su  fecha  carece  de  importancia,  pues  que  ya  digimosen 
el  §  2.0  del  Comentario  al  art.  26  y  en  el  1.^  del  Comentario  al 
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70,  que  la  fecha  de  la  inscripción  ha  de  contarse  desde  la  del 
asiento  de  presentación. 

Con  arreglo  á  estos  principios  creemos  que  han  de  solventar- 
se las  dificultades  que  ocurran ,  teniéndose  muy  en  cuenta  la 
Resol,  de  7  de  Ag.  de  1863,  á  consulta  del  Registrador  de  Aya- 
monte,  según  la  cual,  está  exento  de  responsabilidad  el  que  con- 
signe en  la  anotación  las  tres  circunstancias  comprendidas  en 
el  art.  76. 

§  2.0 

Ul^'atnar.  —  El  art.  90  de  la  Ley  de  Cuba  y  el  84  de  la 
de  Puerto-Rico,  están    copiados  del  76  de   la  vigente  en  la      ./  '"  h* 
Península.  -*  V     í5<  ^ 
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TÍTULO  IV 


DE   LA    EXTINCIÓN   DE   LA   INSCRIPCIÓN   Y   ANOTAaON 
PREVENTIVA 

ARTÍCULOS  77  AL  80 

Art.  77.  Las  inscripciones  no  se  extinguen  en  cuanta 
á  tercero  sino  por  su  cancelación  ó  por  la  inscripción  de 
la  trasferencia  del  dominio  ó  derecho  real  inscrito  á  fa- 
vor de  otra  persona. 

Art.  78.  La  cancelación  de  las  inscripciones  y  anota- 
ciones preventivas  podrá  ser  total  ó  parcial. 

Art.  79.  Podrá  pedirse  y  deberá  ordenarse  en  su  caso 
la  cancelación  total: 

Primero.  Cuando  se  extinga  por  completo  el  inmue- 
ble objeto  de  la  inscripción. 

Segundo.  Cuando  se  extinga  también  por  completo 
el  derecho  inscrito. 

Tercero,  Cuando  se  declare  la  nulidad  del  título  en 
cuya  virtud  se  haya  hecho  la  inscripción. 

Cuarto.  Cuando  se  declare  la  nulidad  de  la  inscrip- 
sion  por  falta  de  alguno  de  sus  requisitos  esenciales,  con- 
forme á  lo  dispuesto  en  el  art.  30. 

Art.  80.  Podrá  pedirse,  y  deberá  decretarse ,  en  su 
caso ,  la  cancelación  parcial  : 
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Primero.  Cuando  se  reduzca  el  inmueble  objeto  de  la 
inscripción  ó  anotación  preventiva. 

Segundo.  Cuando  se  reduzca  el  derecho  inscrito  á  fa- 
vor del  dueño  de  la  finca  gravada. 

I 

Concuerdíin  con  los  siguientes  del  Reglamento : 

Art.  6Q.  Se  entenderá  extinguido  el  inmueble  objeto 
de  la  inscripción  para  los  efectos  del  número  1.°  del  ar- 
tículo 79  de  la  Ley,  siempre  que  desaparezca  completa- 
mente por  cualquier  accidente  natural  ordinario  ó  ex- 
traordinario ,  como  la  fuerza  de  los  rios ,  la  mudanza  de 
sus  álveos ,  la  ruina  de  los  edificios  cuyo  suelo  sea  de 
propiedad  ajena,  ú  otros  acontecimientos  semejantes. 

Art.  67.     Se  considerará  extinguido  el  derecho  real  ] 

inscrito ,  para  los  efectos  del  número  2.°  del  mismo  ar- 
tículo 79: 

1.°    Cuando  el  derecho  real  inscrito  sobre  un  inmne-  ' 

ble  deje  completamente  de  existir,  bien  por  renuncia  del  j 

que  lo  tenga  á  su  favor,  ó  bien  por  mutuo  convenio  en-  ; 

fare  los  interesados,  como  sucedería  si  el  dueño  del  predio  i 

dominante  renunciara  á  su  servidumbre,  ó  el  acreedor  á  I 

su  hipoteca ,  ó  si  el  censualista  conviniera  con  el  censa-  í 

tario  en  libertar  del  censo  una  finca  para  subrogarlo  en  i 

otra.  ? 

2.^    Cuando  deje  también  de  existir  completamente  ■! 

el  derecho  real  inscrito,  bien  por  disposición  de  la  Ley,  ^ 

como  sucede  en  la  hipoteca  legal  luego  que  cesa  el  mo-  ^^ 

tivo  de  ella ,  ó  bien  por  efecto  natural  del  contrato  que  *   J 

diera  causa  ala  inscripción,  como  se  verifica  en  la  hipo- 
teca cuando  el  deudor  paga  su  deuda,  en  el  censo  cuando 
lo  redime  el  censatario ,  en  el  arrendamiento  cuando  se 
cumple  su  término  y  en  los  demás  casos  análogos. 

Art.  68.     Las  cancelaciones  que  se  hagan  por  conse- 
cuencia de  declararse  nulos  los  títulos  inscritos,  surtirán  '^ 
sus  efectos  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  art.  34  de 
la  Ley.  . 

Art.  69.     Se  entenderá  reducido  el  inmueble  objeto  ? 


Digitized  by 


Gpogle         I 


406  ARTS.    77    AL   80 

de  la  inscripción,  para  los  efectos  del  número  1.**  del  ar- 
tículo 80  de  la  Ley ,  siempre  que  materialmente  dismi- 
nuyan su  cabida  ó  proporciones,  bien  por  obra  de  la  na- 
turaleza, como  los  accidentes  mencionados  en  el  art.  66, 
ó  bien  por  la  voluntad  del  propietario,  como  sucede 
cuando  éste  divide  su  finca  enajenando  una  parte  de 
ella. 

Art.  70.  Se  considerará  reducido  el  derecho  inscrito 
á  favor  del  dueño  de  la  finca  gravada ,  para  los  efectos 
del  número  2.°  de  dicho  art.  80: 

1.°  Cuando  se  disminuya  la  cuantía  del  mismo  dere- 
cho ,  por  renuncia  del  interesado ,  ó  convenio  entre  las 
partes,  como  si  el  acreedor  hipotecario  consintiere  en  re- 
ducir su  hipoteca  á  una  parte  del  inmueble  hipotecado, 
ó  si  el  usufructuario  renunciara  á  una  parte  del  predio 
usufructuado ,  ó  si  el  censualista  limitase  el  censo  á  una 
parte  de  la  finca  sobre  que  gravita. 

2.°  Cuando  se  disminuya  la  cuantía  del  derecho  ins- 
crito por  efecto  natural  del  contrato  que  diera  causa  á  la 
inscripción ,  como  sucede  cuando  el  deudor  hipotecario 
paga  una  parte  de  su  crédito ,  haciéndolo  constar  en  de- 
bida forma,  ó  cuando  el  censatario  redime  una  parte  del 
capital  del  censo,  ó  cuando  en  el  usufructo  vitalicio, 
constituido  por  dos  ó  más  vidas,  fallece  uno  de  los  usu- 
fructuarios. 

3.°  Cuando  se  disminuj'^a  la  misma  cuantía  del  dere- 
cho por  sentencia  judicial ,  como  sucede  siempre  que  se 
declare  nulo ,  en  parte  solamente,  el  título  en  cuya  vir- 
tud se  haya  hecho  la  inscripción. 
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SUMARIO. 

§  1,  Medios  de  extinguirse  las  inscripciones  respecto  á  tercero.  — §2.  Qué  se 
entiende  por  cancelación  y  de  cuántas  clases  puede  ser.  —  §3.  En  qué  casos 
precédela  cancelación  total. — §  4.  Cuándo  procede  la  cancelación  parcial. — 
§5.  Ultramar. 

COMENTARIO 


§1.0 

Medios  de  extinguirse  las  i)tscripciones  respecto  á  tercero,  — Me- 
nos dificultades  que  los  tres  primeros  Títulos  de  la  Ley  Hipo- 
tecaria, ofrece  el  IV,  que  contiene  los  preceptos  relativos  á  la 
extinción  de  las  inscripciones  y  anotaciones  preventivas.  Así  se 
consigna  en  la  Exposición  de  motivos ,  dando  por  razón  la  de 
que  ni>  se  introducen  cambios  tan  profundos  en  el  derecho  civil. 

Sin  embargo,  tal  como  está  redactado  el  art.  77,  es  induda- 
ble que  se  da  una  importancia  tan  excesiva  á  la  inscripción,  que, 
interpretado  literalmente,  pudiera  resultar  contrario  á  lo  que  de- 
mandan la  equidad  y  la  justicia.  Proclama  dicho  artículo,  y  lo 
corroboran  las  Resoluciones  de  10  de  Nov.  de  1865,  31  de  Marzo 
de  1875  y  17  de  Feb.  de  1877,  que  la  inscripción  no  se  extin- 
gue en  cuanto  á  tercero;  esto  es,  que  sigue  surtiendo  todos 
los  efectos  hipotecarios,  mientras  no  se  cancele  ó  mientras  no  se 
inscriba  la  transferencia  dd  dominio  ó  derecho  real  inscrito  á 
favor  de  otra  persona.  No  basta,  por  ianto ,  que  el  derecho  ins- 
crito se  haya  extinguido,  ó  se  estime  nulo,  ó  no  pertenezca  ya 
á  la  persona  á  cuyo  favor  se  inscribió,  para  que  deje  de  surtir 
efectos  la  inscripción:  si  ésta  no  aparece  cancelada,  ó  no  está 
inscrita  la  transferencia  del  dominio  ó  derecho,  siguen  subsistien- 
do éstos  para  los  terceros.  Pero  téngase  en  cuenta  que  sólo  se 
entiende  respecto  á  tercero,  según  expresamente  declara  el  ar- 
tículo 77 ;  porque  con  relación  al  interesado,  la  inscripción  se 
extingue  cuando  deja  de  tener  el  derecho  inscrito. 
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Así,  pues,  si  transmitido  un  inmueble  no  cuidase  el  adqui- 
rente  de  inscribir  la  transferencia,  y  el  transmitente  en  litigio 
con  él ,  quisiera  sostener  que  seguía  siendo  suyo ,  porque  así 
aparecía  del  Registro;  es  indudable  que  el  fallo  del  Tribunal  le 
sería  contrario;  pero  si  un  tercero  hubiese  adquirido  algún  de- 
recho sobre  el  inmueble,  en  vano  aquel  comprador  alegaría, 
para  negarse  á  reconocer  ese  derecho ,  que  el  inmueble  ya  no 
era  de  la  persona  que  se  lo  transmitió ;  porque  el  tercero  victo- 
riosamente contestaría  con  la  declaración  del  art.  77.  (V.  las 
Itesols.  de  31  de  Mar.  de  1875  y  17  de  Feb.  de  1877.) 

El  Tribunal  Supremo,  no  obstante  el  art.  77,  declaró  en  Sen- 
tencia de  12  de  Oct.  de  1881,  que  una  hipoteca  inscrita  y 
no  cancelada,  no  surtía  efecto  contra  un  tercero  que  con  poste- 
rioridad á  esa  inscripción  ha])ía  adquirido  el  inmueble  hipote- 
cado. 

Como  al  entablar  el  recurso  de  casación  no  se  citó  como  in- 
fringido el  art.  77,  sino  el  127,  el  128  y  el  129,  para  el  Comen- 
tario á  estos  reservamos  analizar  esa  importantísima  Sentencia. 

Dos  son,  como  queda  indicado,  los  medios  de  extinguir  las 
inscripciones  en  cuanto  á  tercero :  la  cancelación  y  la  transfe- 
rencia del  dominio  ó  derecho  real  á  favor  de  otra  persona,  y 
aunque  algunos  los  confunden ,  existen  rasgos  distintivos  entre 
ambos.  La  cancelación  es  simple  y  absoluta;  compleja  y  rela- 
tiva la  transferencia;  por  la  cancelación  se  extingue  un  dere- 
cho; por  la  transferencia  se  extingue  un  derecho  y  nace  otro; 
la  cancelación  tiene  directamente  por  objeto  borrar  la  inscrip- 
ción anterior ;  la  transferencia,  acreditar  que  el  dominio  ó  dere- 
cho pertenece  al  que  lo  inscribe;  y  como  consecuencia  de  esto, 
que  la  inscripción  anterior  en  que  constaba  que  pertene- 
cía al  que  lo  transfirió,  carece  ya  de  eficacia.  Ambas,  sin  em- 
bargo ,  convienen  en  que  extinguen  las  inscripciones  á  que  so 
refieren  y  las  extinguen  por  sí  mismas;  una,  por  el  hecho  abso- 
luto de  otorgarse;  otra,  por  la  imposibilidad  de  que  existan  á  la 
vez  dos  derechos  contrarios  é  incompatibles  sobre  \ma  misma 
cosa.  Tan  extinguida  queda  la  inscripción  de  propiedad  de  nn 
censo ,  cuando  se  cancela  porque  ha  perecido  la  finca  gravada. 
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como  cuando  el  dueño  lo  vende;  pero  hay  diferencia  respecto 
al  modo  de  hacerlo  constar :  sería  ocioso  después  de  extendido 
el  asiento  de  transferencia,  poner  nota  al  margen  de  la  inscrip- 
ción de  dominio  del  censualista,  de  haber  quedado  sin  efecto 
por  la  transferencia  subsiguiente ;  pero  cuando  se  extinga  el 
derecho  por  la  simple  cancelación,  ha  de  extenderse  nota  mar- 
ginal, según  previene  el  art.  91  del  Reglamento.  Esta  nos  pa- 
rece que  es  la  verdadera  interpretación  del  artículo  77  y  no 
la  de  que  se  refiere  en  su  última  parte  á  derechos  reales  no  ins- 
critos, que  se  cancelan  por  la  transferencia  del  dominio ,  como 
sostienen  algunos. 

Aunque  el  artículo  citado  sólo  reconoce  los  dos  medios  que 
indica,  de  extinción  de  las  inscripciones,  parécenos  que  puede 
con  propiedad  decirse,  que  también  se  extinguen  por  su  rectifi- 
cación con  arreglo  á  los  preceptos  legales;  y  tratándose  de  ins- 
cripciones posesorias,  por  otra  inscripción  de  dominio  hecha 
en  virtud  de  ejecutoria  declarando  con  mejor  derecho  á  la  pro- 
piedad, á  la  persona  á  cuyo  favor  se  inscribe.  (V.  Resol,  de  30 
deDic.  de  1878.) 

Dúdase  si  el  art.  77  es  apUcable,  lo  mismo  que  á  las  inscrip- 
ciones propiamente  dichas,  á  las  anotaciones.  Aun  cuando 
éstas  se  cancelan  también,  entendemos  que  la  Umitacion  de 
causas  para  extinguirlas  que  se  marca  en  dicho  artículo,  no 
comprende  á  las  anotaciones;  ya  porque  en  él  sólo  se  habla  de 
inscripciones,  ya  porque  hay  anotaciones  que  se  extinguen  en 
cuanto  á  tercero ,  no  sólo  por  su  canpelacion  expresa ,  y  por  la 
transferencia  del  derecho ;  sino  también  por  el  transcurso  del 
tiempo  y  por  su  conversión  en  inscripciones. 

§  ^.^ 

Qué  86  entiende  por  cancelación  y  de  cuántas  clases  puede  ser. — 
Entendemos  por  asiento  de  cancelación  en  general,  aquel  en 
que  se  hace  constar  en  los  übros  del  Registro  de  la  propiedad 
ó  del  Diario  la  extinción  en  todo  ó  en  parte  de  ima  inscripción, 
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anotación  preventiva,  nota  marginal  ó  asiento  de  presentación. 

Aunque  estrictamente  sólo  pueden  llamarse  cancelaciones 
las  de  las  inscripciones  ó  anotaciones  en  que  se  consignen 
el  dominio  y  derechos  reales  á  favor  de  una  persona,  por  ha- 
berse  extinguido  aquéllos ;  extendemos  su  significado  á  todas 
las  operaciones  del  Registro,  en  cuya  virtud  se  deja  sin  efecto 
otra;  fundándonos  para  ello  en  que  á  veces  se  les  da  ese  nombre, 
como  por  ejemplo,  en  el  art.  186  del  Reglamento  que  previene 
se  cancele  el  asiento  de  presentación  por  medio  de  una  nota 
cuando  hayan  transcurrido  30  días  desde  su  fecha,  y  en  el  39 
que  dispone  lo  mismo  respecto  de  una  nota  marginal. 

Prescindimos,  pues,  de  éstas  y  sólo  trataremos  de  la  cance- 
lación de  inscripciones  y  anotaciones  á  que  únicamente  se  con- 
traen los  artículos  que  comentamos. 

También  hacemos  presente,  que  no  ha  de  confundirse  el 
asiento  de  cancelación  con  el  que  tiene  por  objeto  hacer  cons- 
tar el  pago  de  alguna  cantidad  ó  el  cumplimiento  de  una  obli- 
gación personal  que  no  esté  garantida  con  hipoteca.  La  Ley, 
en  su  art.  16  establece;  que  tal  pago  ó  cumpUmiento  se  haga 
constar  por  nota  marginal;  pero  no  siendo  el  objeto  de  ésta,  la 
extinción  de  ningún  derecho  de  naturaleza  real  impuesto  sobre 
inmuebles ;  no  puede  en  rigor  comprenderse  entre  los  asientos 
de  cancelación.  (V.  Resol,  de  10  de  Oct.  de  1879.) 

Dedúcese  de  la  definición  que,  para  cancelar,  es  preciso  que 
antes  esté  inscrito^  ó  anotado  el  dominio  ó  derecho  que  ha  de 
declararse  extinguido.  Por  eso  la  Dirección  resolvió  en  18  de 
Mar.  de  1865,  que  era  improcedente  cancelar  un  censo  que  no 
tenía  inscripcion[[especial;  aunque  se  mencionaba  en  diversas 
inscripciones  de  la  finca  censida,  debiendo  sin  embargo  ponerse 
en  ellsis ,  nota  marginal  de  haberse  redimido :  en  5  de  Ab.  de 
1881,  que  no  procedía  cancelar  la  inscripción  de  venta  hecha 
por  el  Estado,  declarada  nula  por  éste;  porque  habiendo  el 
comprador  transmitido  su  derecho  á  tercero,  al  inscribir  esta 
transmisión  se  había  extinguido  la  inscripción  extendida  á  su 
favor  en  virtud  de  la  compra  al  Estado,  y  no  es  posible  cance- 
lar lo  que  no  existe.  En  24  de  Mar.  de  1863,  que  debía  h^icerse 
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constar  por  nota  marginal  la  solución  de  los  plazos  estipulados 
en  el  contrato  inscrito.  En  21  de  Jul.  siguiente  (1),  que  para 
cancelar  una  hipoteca,  era  preciso  que  estuviese  inscrita:  en  11 
de  Set.  del  mismo  año,  que  no  procedía  poner  notas  de  can- 
celación de  gravámenes  no  inscritos :  en  7  de  Dic.  de  1864  y  14 
de  Feb.  de  1871,  que  no  es  necesaria,  ni  aún  cuando  lo  fuera, 
podría  verificarse  la  cancelación  de  una  hipoteca  ó  censo  que  no 
constasen  inscritos. 

La  Resol,  de  31  de  Mar.  de  1864,  reconociendo  también 
que  no  procede  cancelar  un  gravamen  no  inscrito ,  decide  que 
para  ese  objeto,  puede  inscribirse  mediante  la  misma  escritura 
de  cancelación  que  se  presente  al  Registro;  porque  en  el  hecho 
de  convenir  en  cancelarlo  se  envuelve  el  reconocimiento  de  su 
existencia. 

Algo  de  anómalo  se  nota  en  esta  Resolución,  porque  permite 
que  se  inscriba  un  gravamen,  no  por  reconocimiento  y  anuen- 
cia de  la  persona  á  quien  afecta;  sino  por  la  manifestación 
de  la  persona  á  quien  favorece ,  que  es  la  que  cancela.  Puede 
excusarse  esta  desviación  de  los  principios  legales,  conside- 
rando que  la  inscripción  que  permite ,  se  reduce  á  una  forma- 
lidad establecida  por  la  Ley  Hipotecaria  para  el  buen  orden  y 
procedimiento  del  Registro,  que  exige  para  cancelar  que  cons- 
te en  forma  el  derecho  cancelable,  pero  que  no  puede  producir 
efecto  ninguno  ulterior,  porque  el  d^echo  que  al  censualista  da 
la  inscripción,  nace  y  se  extingue  en  el  mismo  acto.  (V.  tam- 
bién la  Resol,  de  4  de  Oct.  de  1869.) 

Aún  más  se  desvía  de  los  principios  que  informan  la  Ley 
Hipotecaria,  el  art.  6.^  del  Decreto  de  22  de  Dic.  de  1868,  ema- 
nado del  Ministerio  de  Híjcienda,  que  expresamente  permite 
se  haga  constar  la  redención  del  censo  aunque  no  se  halle  ins- 
crito ,  sin  exigir,  como  la  Resolución  antes  mencionada,  que  se 
haga  la  inscripción  previa  en  virtud  del  mismo  documento  en 
que  se  redime. 

Según  el  art.  78,  la  cancelación,  como  ya  se  indica  al  deíinir- 


(1)    En  nuestra  Colección  figura  equivocadamente  con  fecha  del  20. 
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la,  puede  ser  de  dos  clases;  total  ó  parcial.  Téngase  en  cuen- 
ta que  á  diferencia  del  77,  que  sólo  se  refiere  á  inscripciones; 
aquél  comprende  éstas  y  las  anotaciones,  y  l^  de  ambas  puede 
pedirse  cuando  se  extinga  ó  reduzca  el  inmueble,  cuando  se 
extinga  ó  reduzca  el  derecho  inscrito,  ó  cuando  se  declárela 
nulidad  del  título  ó  de  la  inscripción,  ó  anotación.  (Arts.  79  y  80 
de  la  Ley  y  Sents.  de  9  de  May.  y  23  de  Set.  de  1873.) 

§  3.0 

En  qué  casos  procede  la  cancelación  total. ---^n  cuatro,  según 
el  art.  79.  Es  el  1.^  el  de  extinción  completa  del  inmueble  objeto 
de  la  inscripción.  Innecesaria  es  la  frase  por  completo,  de  que  se 
valió  el  Legislador  en  dicho  artículo ,  ya  que  el  verbo  extinguir 
expresaba  perfectamente  la  idea  que  se  propuso  y  menos  necesa- 
rio aún  el  art.  66  del  Reglamento,  pues  sea  cualquiera  la  causa 
de  la  desaparición  del  inmueble,  procederá  la  cancelación  total. 

El  2.0  caso,  es  el  de  extinción  también  por  completo  del  dere- 
cho inscrito ;  siendo  aplicable  al  núm.  2. o  del  art.  79  de  la  Ley,  y 
al  67  del  Reglamento,  lo  que  dejamos  dicho  respecto  al  núm.  IP 
de  aquél  y  al  66  de  éste.  (V.  las  Resols.  de  10  y  31  de  Marzo 
de  1879,  y  8  de  Feb.  de  1877,  y  Sent.  de  9  de  May.  de  1873  (1). 

En  armonía  con  lo  dispuesto  en  los  arts.  79,  85,  86,  92  y  96 
de  la  Ley,  fija  el  74  del  Reglamento,  los  casos  en  que  procede  la 
cancelación  de  las  anotaciones  preventivas.  A  este  último  ar- 
tículo remitimos  al  lector,  creyendo  que  su  clara  redacción  no 
dará  á  lugar  á  dudas  de  importancia.  (V.  el  Coment.  á  los  ar- 
tículos 82  al  85.) 

Dos  dificultades  ocurren  respecto  á  los  dos  casos  de  cancela- 
ción total,  en  que  nos  hemos  ocupado.  Ifi  ¿Extinguido  un  edi- 
ficio procederá  la  cancelación  total  de  la  inscripción  en  que 
conste?  2.a  ¿Procederá  asimismo  la  cancelación  de  la  inscrip- 
ción de  hipoteca  sobre  él  constituida? 


(1)    En  la  Colección  legislativa  oficial,  lleva  el  núm .  137 ,  y  en  el  epígrafe,  por 
equivocación,  figura  con  fecha  de  29  de  Mayo. 


Digitized  by  VjOOQ IC 


ARTS.  77  AL  80,  §  4  413 

Respecto  á  la  1.a,  hay  que  distinguir.  Si  la  inscripción  del 
edificio  se  hizo  con  independencia  de  la  del  suelo ,  como  puede 
acontecer  cuando  uno  es  el  dueño  de  éste,  y  otro  el  de  aquél, 
y  cuando  se  edifica  después  de  inscrito  el  suelo ,  es  evidente  que 
procede  la  cancelación  total;  pero  cuando  la  inscripción  com- 
prende el  suelo  y  el  edificio,  la  cancelación  será  parcial,  con 
arreglo  al  art.  80. 

Respecto  á  la  2. a-,  también  hay  que  distinguir  si  la  hipoteca 
se  constituyó  sólo  sobre  el  vuelo ,  ó  sobre  éste  y  el  suelo.  Si  lo 
primero,  procede  la  cancelación  total;  pues  aunque  el  art.  67  no 
comprende  el  caso  de  extinción  del  derecho  inscrito  por  haberse 
extinguido  el  inmueble,  es  indudable  que  debe  cancelarse  la 
inscripción.  Si  lo  segundo,  ni  total  ni  parcial,  porque  con  arre- 
glo al  art.  122  de  la  Ley,  la  hipoteca  subsiste  íntegra  sobre  cual- 
quiera parte  de  la  finca  que  se  conserve ,  aunque  el  resto  haya 
desaparecido.  Es  más,  aunque  el  edificio  hipotecado  se  des- 
truyese ,  levantándose  después  otro ,  la  hipoteca  pesaría  sobre 
éste,  del  mismo  modo  que  sobre  el  que  existía  cuando  se  cons- 
tituyó. 

El  caso  3.^,  de  cancelación  total,  es  el  de  nuUdad  del  título 
en  cuya  virtud  se  hizo  la  inscripción.  Recibiendo  ésta  su  fuerza 
de  aquél,  y  declarándose  en  el  art.  33  que  la  inscripción  no  con- 
valida los  actos  nulos  con  arreglo  á  las  leyes,  es  lógico  que  de- 
clarada la  nulidad  del  título  se  cancele  aquélla;  pero  como  el 
artículo  33  tiene  su  excepción  en  el  34,  el  Reglamento  declara  en 
el  68 ,  que  la  cancelación  en  ese  caso  surtirá  sus  efectos  sin  per- 
juicio de  lo  que  dispone  dicho  art.  34.  (V.  el  Coment.  á  éste.) 

El 4.0  caso,  es  el  de  declararse  la  nulidad  de  la  misma  ins- 
cripción. Si  es  nula,  no  debe  surtir  efecto,  y  corresponde  que  se 
cancele.  (V.  el  §  4.o  de  este  Coment.) 

§4.« 

Cuándo  procede  la  cancelación  parcial.  —  Según  el  art.  80,  sólo 
en  los  dos  casos  que  expresa,  de  reducción  del  inmueble  ó  del 
derecho  inscrito  ó  anotado.  No  resistirían  tampoco  á    una 
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imparcial  crítica  los  términos  en  que  está  redactado  ese  artícido. 
A  juzgar  por  su  letra,  el  derecho  á  cuya  reducción  se  refiere,  ha 
de  ser  el  inscrito  á  favor  del  dueño  de  la  finca  gravada ,  y  es 
precisamente  todo  lo  contrario :  el  derecho  reducido  es  el  corre- 
lativo á  la  obligación  que  tiene  que  cumplir  el  dueño  de  la  fin- 
ca gravada  y  que  está  inscrito  en  contra  y  daño  suyo.  Por  ello 
estaría  más  lógicamente  claro  el  núm.  2.o  del  art.  80,  diciendo: 
€  cuando  el  derecho  real  inscrito  se  reduzca  á  favor  del  dueño 
de  la  finca  gravada.  » 

Los  arts.  69  y  70  del  Reglamento  determinan  lo  bastante  cuan- 
do se  consideran  reducidos  el  inmueble  y  el  derecho  inscrito; 
pero  en  el  art.  69  se  hubiera  explicado  mejor  el  concepto  con  la 
simple  enunciación  do  la  regla  general,  que  con  las  explanacio- 
nes posteriores:  con  aquella,  toda  disminución  de  la  cabida  de 
las  fincas,  cualquiera  que  fuese  la  causa,  estaba  incluida  en  su 
precepto ;  mientras  que  estableciendo  que  la  disminución  ha  de 
ser  debida  á  obras  de  la  naturaleza  ó  á  la  voluntad  del  propie- 
tario, se  excluyo  de  la  letra  del  artículo,  la  disminución  de  la  ca- 
bida de  la  finca  cuando  se  rectifica  el  error  de  figurar  el  inmue- 
ble con  más  extensión  que  la  verdadera. 

Lo  mismo  puede  decirse  respecto  al  art.  70 :  siempre  es  aven- 
turado determinar  taxativamente  los  casos ;  porque  se  corre  el 
peligro  de  que  no  siendo  posible  preverlos  todos,  si  ocurre  al- 
guno que  no  se  ajusta  al  marco  de  la  prescripción  legal,  se  en- 
gendren dudas  acerca  de  si,  por  no  estar  incluso  en  el  precepto, 
debe  entenderse  que  está  excluido  del  mismo.  Ejemplo  de  ésto 
nos  da  el  art.  67  del  Reglamento,  que  señala  sólo  dos  casos  en 
que  ha  de  considerarse  extinguido  el  derecho  real  inscrito ,  y ,  sin 
embargo,  en  el  179  del  que  rige  en  Cuba,  copia  de  aquél,  se 
añade  un  tercer  caso  que  pasó  inadvertido  en  el  67  de  la  Pe- 
nínsula (V.  §  5.^  de  este  Com.),  y  que  tiene  su  raiz  y  funda- 
mento en  la  Sentencia  del  Tribunal  Supremo,  de  6  de  Dic.  de 
1876,  al  declarar  que  la  venta  de  una  finca  hipotecada  hecha  ju- 
dicialmente pai-a  pagar  el  crédito  á  que  se  hallaba  afecta,  anu- 
la de  derecho  las  demás  inscripciones  que  la  gravaban  para 
garantía  de  otros  créditos  hipotecarios  también,  pasando  al 
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comprador  dicha  finca  libre  de  los  gravámenes,  por  la  incompa- 
tibilidad que  existe  entre  los  derechos  de  los  respectivos  acreedo- 
res hipotecarios,  para  perseguir  una  misma  finca  el  segundo, 
después  de  haberlo  hecho  el  primero  en  uso  de  su  derecho  per- 
fecto. 

No  será  fuera  de  propósito  recordar  que,  según  las  Resolucio- 
nas  de  5  de  Feb.  de  1878  y  27  de  Feb:  de  1879,  si  constituido 
un  crédito  hipotecario  á  favor  de  diversos  acreedores,  unos  con- 
sienten y  otros  no  en  la  cancelación ,  procede  respecto  de  los 
créditos  pertenecientes  á  las  personas  que  de  un  modo  expreso 
y  en  documento  auténtico  hubieren  consentido  en  ella. 

Puede  suceder  que  en  este  caso  de  cancelación  parcial,  la  hi- 
poteca se  haya  constituido  sobre  diversas  fincas,  fijando,  como 
es  consiguiente,  la  cantidad  de  que  cada  una  responde,  y  ocurre 
la  duda  de  si  podrá  cancelarse  totalmente  la  hipoteca  sobre 
las  fincas  que  garantizaban  la  devolución  de  una  cantidad  infe- 
rior ó  igual,  á  la  que  ya  se  supone  satisfecha,  ó  si  la  cancela- 
ción se  hará  sólo  haciéndose  constar  la  reducción  del  crédito. 

Opinamos  por  lo  último,  porque  todas  y  cada  una  de  las  fin- 
cas se  hipotecaron  á  favor  de  todos  y  cada  uno  de  los  acreedo- 
res ,  y  mientras  haya  uno  solo  que  no  preste  su  consentimiento, 
subsiste  su  derecho  sobre  todas  las  fincas ,  si  bien  solo  por  la 
cantidad  que  se  le  adeude. 

La  doctrina  de  la  Resol,  de  5  de  Feb.  de  1878,  es  en  nuestra 
creencia  aplicable ,  no  sólo  al  caso  qué  la  motivó ,  sino  también 
al  de  extinción  parcial  del  crédito  hipotecario  para  garantir 
obligaciones  endosables  ó  al  portador,  si  se  acredita  el  pago  de 
algunas  de  ellas  en  la  forma  prevenida  en  el  art.  82  de  la  Ley. 


§  5.0 

Ultramar.  —  Los  arts.  91,  92,  93  y  94  de  la  Ley  de  Cuba,  y 
85,  86,  87' y  88  de  la  de  Puerto-Rico,  están  copiados  de  los  de 
la  que  rige  en  la  Península  y  figuran  al  frente  de  este  Comen- 
tario. 
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Los  arts.  178 ,  180 ,  181  y  182  del  Reglamento  de  Cuba,  y  163, 
165 ,  166  y  167  del  de  Puerto-Rico ,  están  copiados  de  los  que 
figuran  con  los  números  66 ,  68 ,  69  y  70  del  vigente  en  la  Pe- 
nínsula. 

El  164  del  de  Puerto-Rico ,  también  está  copiado  del  67  del 
que  rige  en  la  Península.  En  el  179  del  Reglamento  de  Cuba, 
además  de  aparecer  copiado  todo  el  67,  se  añade  un  tercer  caso 
de  extinción  del  derecho  real  inscrito,  á  saber: 

«Tercero.  Cuando  vendida  judicialmente  la  finca  y  pagado 
el  primer  acreedor  hipotecario  no  quedase  residuo  para  aplicar 
á  los  demás  créditos  posteriormente  inscritos ,  conforme  á  lo  dis- 
puesto en  el  art.  139  de  la  Ley. » 

Extraño  es  que  no  figure  en  el  Reglamento  de  Puerto-Rico 
ese  último  caso  de  extinción  del  derecho  real,  siendo  así,  que  el 
artículo  139  déla  Ley  de  Cuba,  está  tomado  del  133  de  la  de 
aquella  Provincia,  y  sólo  debemos  atribuir  esa  diferencia  á  que, 
siendo  posterior  el  Reglamento  de  Cuba,  se  ocurriría  á  la  Co- 
misión que  figura  en  éste,  y  ya  no  era  posible  comprenderlo  en 
el  de  Puerto-Rico. 

Por  lo  demás,  aunque  no  se  exprese,  es  evidente  que  es  un 
caso  de  extinción  del  derecho  inscrito ,  el  de  destinar  todo  el 
precio  de  una  finca  hipotecada  para  responder  de  varios  crédi- 
tos, al  pago  del  primero.  (V.  el  Com.  al  art.  82.) 
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ARTICULO  81 

La  ampliación  de  cualquier  derecho  inscrito  será  obje- 
to de  una  nueva  inscripción ,  en  la  cual  se  hará  referen- 
cia de  la  del  derecho  ampliado. 

SUMARIO 

§  1,  Modo  de  hacer  constar  la  ampliación  de  nn  derecho  inscrito.  —  §2.  Ul- 
tramar. 

COMENTARIO 


§  1." 


Modo  de  hacer  constar  la  ampliación  de  un  dereclw  inscrito,  — 
No  parece  ciertamente  lugar  el  más  á  propósito  para  deter- 
minar la  operación  que  ha  de  practicarse  cuando  se  amplía  un 
derecho  inscrito,  el  Título  destinado  á  tratar  de  lo,  extinción  de 
las  inscripciones  y  anotaciones ;  pero  prescindiendo  de  esto,  sólo 
advertiremos  acerca  del  art.  81 ,  sino  que  la  inscripción  pri- 
mitiva del  derecho ,  queda  viva ,  no  obstante  hacerse  una  nue- 
va al  ser  ampUado.  Así  lo  convence  el  que  en  ésta  ha  de  ha- 
cerse referencia  de  la  del  derecho  que  se  amplía,  porque  siendo 
tan  importante  la  fecha  de  la  inscripción,  si  al  ampUarse 
un  derecho  se  hiciera  una  inscripción  de  modo  que  quedase  ca- 
ducada la  primitiva,  podría  sufrir  perjuicios  el  acreedor;  mien- 
tras que,  cumpüéndose  el  art.  81,  no  hay  perjuicio,  ni  para  el 
acreedor,  ni  para  un  tercero.  Si  éste  inscribió  ó  anotó  algún  de- 
recho después  de  inscrito  el  de  aquél,  y  antes  de  hacerse  cons- 
tar la  ampüacion,  este  nuevo  asiento  no  le  perjudicará,  pero  sí 
el  primero. 

§  2.0 

Ultramar.  —  Los  arts.  95  de  la  Ley  de  Cuba  y  89  de  la  de 
Paerto-Rico,  no  difieren  del  81  de  la  vigente  en  la  Península. 
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Art.  82.  Las  inscripciones  ó  anotaciones  preventi- 
vas ,  hechas  en  virtud  de  escritura  pública ,  no  se  can- 
celarán sino  por  providencia  ejecutoria  contra  la  cual  no 
se  halle  pendiente  recurso  de  casación ,  ó  por  otra  escri- 
tura ó  documento  auténtico ,  en  el  cual  exprese  su  con- 
sentimiento ,  para  la  cancelación ,  la  persona  á  cuyo  fa- 
vor se  hubiere  hecho  la  inscripción  ó  anotación ,  ó  sus 
causa- habientes  ó  representantes  legítimos. 

Las  inscripciones  ó  anotaciones ,  hechas  en  virtud  de 
mandamientos  judiciales ,  no  se  cancelarán  sino  por  pro- 
videncia ejecutoria  que  tenga  las  circunstancias  preve- 
nidas en  el  párrafo  anterior.  Las  inscripciones  de  hipote- 
cas, constituidas  con  el  objeto  de  garantizar  títulos  tras- 
misibles  por  endoso ,  se  cancelarán  presentándose  la  es- 
critura otorgada  por  los  que  hayan  cobrado  los  créditos, 
en  la  cual  debe  constar  haberse  inutilizado  en  el  acto  de 
su  otorgamiento  los  títulos  endosables;  ó  solicitud  firma- 
da por  dichos  interesados  y  por  el  deudor ,  á  la  cual  se 
acompañen  taladrados  los  referidos  títulos.  Si  algunos  de 
ellos  se  hubiesen  extraviado,  se  presentará,  con  la  escri- 
tura ó  con  la  solicitud,  testimonio  de  la  declaración  ju- 
dicial de  no  tener  efecto.  El  Registrador  deberá  asegu- 
rarse de  H  identidad  de  las  firmas  y  de  las  personas  que 
hubieren  hecho  la  solicitud. 

Las  inscripciones  de  las  hipotecas ,  constituidas  con  el 
objeto  de  garantizar  títulos  al  portador,  no  podrán  can- 
celarse sino  presentándose  testimonio  de  la  declaración 
judicial  de  quedar  extinguidas  todas  las  obligaciones  ase- 
guradas. 

En  el  caso  del  párrafo  anterior,  para  decretarse  la 
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declaración  judicial,  deberán  preceder  cuatro  llamamien- 
tos por  edictos  públicos  y  en  los  periódicos  oficiales ,  y 
tiempo  cada  uno  de  ellos  de  seis  meses,  á  los  que  tuvie- 
ren derecho  á  oponerse  á  la  cancelación. 

Art.  83.  Si  constituida  una  inscripción  ó  anotación 
por  providencia  judicial  convinieren  válidamente  los  in- 
teresados en  cancelarla ,  acudirán  al  Juez  ó  al  Tribunal 
competente  por  medio  de  un  escrito  manifestándolo  así, 
y  después  de  ratificarse  en  su  contenido ,  si  no  hubiere 
ni  pudiere  haber  perjuicio  para  tercero ,  se  dictará  pro- 
videncia  ordenando  la  cancelación. 

También  dictará  el  Juez  ó  el  Tribunal  la  misma  provi- 
dencia cuando  sea  procedente,  aunque  no  consienta  en  la 
cancelación  la  persona  en  cuyo  favor  se  hubiere  hecho. 

Si  constituida  la  inscripción  ó  anotación  por  escritura 
pública,  procediere  su  cancelación  y  no  consintiere  en 
ella  aquel  á quien  ésta  perjudique,  podrá  el  otro  intere- 
sado demandarlo  en  juicio  ordinario. 

Art.  84.  Será  competente  para  ordenar  la  cancelación 
de  una  anotación  preventiva  ó  su  conversión  en  inscrip- 
ción definitiva,  el  Juez  ó  Tribunal  que  la  haya  manda- 
do hacer  ó  el  que  le  haya  sucedido  legalmente  en  el  co- 
nocimionto  del  negocio  que  diera  lugar  á  ella. 

Art.  85.  La  anotación  preventiva  se  cancelará  no  sólo 
cuando  se  extinga  el  derecho  anotado,  sino  también 
cuando  en  la  escritura  se  convenga  ó  en  la  providencia 
se  disponga  respectivamente  convertirla  en  inscripción 
definitiva. 

Si  se  hubiere  hecho  la  anotación  sin  escritura  pública 
y  se  tratase  de  cancelarla  sin  convertirla  en  inscripción 
definitiva ,  podrá  hacerse  también  la  cancelación ,  me- 
diante documentos  de  la  misma  especie  que  los  que  se 
hubiesen  presentado  para  hacer  la  anotación. 

TOMO  III  27 
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Concuerda  con  los  siguientes  del  Reglamento : 

Art.  72.  La  misma  escritura  en  cuya  virtud  se  haya 
hecho  la  inscripción  de  una  obligación,  será  título  sufi- 
ciente para  cancelarla ,  si  resultare  de  ella,  ó  de  otro  do- 
cumento fehaciente ,  que  dicha  obligación  ha  caducado 
ó  se  ha  extinguido. 

En  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo  que  precede, 
las  cancelaciones  parciales  ó  totales  de  créditos  hipoteca- 
rios ,  podrán  hacerse  presentando  en  el  Registro  las  mis- 
mas escrituras  de  crédito  inscritas,  con  testimonio  de 
acta  notarial  de  .pago  ó  reducción,  puesto  á  continuación 
de  la  nota  de  inscripción ;  cuya  escritura  con  su  nota  y 
testimonio  se  podrán  presentar  acompañadas  de  copia 
simple  y  literal,  para  que  siendo  cotejada  y  resultando 
conformes ,  quede  archivada  en  el  Registro  la  copia ,  de- 
volviendo el  título  al  interesado. 

En  los  demás  casos,  sólo  será  necesaria  la  nueva  escri- 
tura para  la  cancelación  con  arreglo  al  art.  82  de  la  Ley, 
cuando  extinguida  la  obligación  por  la  voluntad  de  los 
interesados,  deba  acreditarse  esta  circunstancia  para 
cancelar  la  inscripción. 

Art.  73.  Los  Registradores  no  cancelarán  ninguna 
inscripción  procedente  de  hipoteca  legal  hecha  por  man- 
dato de  Juez  ó  de  Tribunal ,  sino  en  virtud  de  otro  man- 
damiento. 

Los  Jueces  ó  Tribunales  no  decretarán  dichas  cancela- 
ciones ,  sino  después  de  acreditarse  ante  ellos  la  extin- 
ción de  la  responsabilidad  asegurada  Con  la  hipoteca ,  ó 
el  cumplimiento  de  las  formalidades  que  con  arreglo  á  la 
Ley,  serán  necesarias  según  los  casos,  para  enajenar, 
gravar  ó  liberar  los  inmuebles  hipotecados. 

Cuando  la  hipoteca  legal  se  haya  inscrito  sin  mandato 
judicial ,  el  Registrador  no  la  cancelará  ni  hará  otra  ins- 
cripción por  cuya  virtud  quede  de  derecho  cancelada, 
sin  que  del  instrumento  público  que  para  ello  se  le  pre- 
sente, resulten  cumplidas  las  formalidades  á  que  alude 
el  párrafo  anterior. 

Art.  74.  Procederá  la  cancelación  de  las  anotaciones 
preventivas : 
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1 .°  Cuando  por  sentencia  ejecutoria  contra  la  cual  no 
se  haya  interpuesto  recurso  de  casación,  fuere  absuelto 
el  demandado  de  la  demanda  de  propiedad  anotada,  con- 
forme al  párrafo  primero  del  art.  42  de  la  Ley. 

2.°  Cuando  en  el  juicio  ejecutivo ,  causa  criminal  ó 
procedimiento  de  apremio  se  mandara  alzar  el  embargo 
ó  se  enajenare  ó  adjudicare  en  pago  la  finca  anotada. 

3.°  Cuando  se  mandare  alzar  el  secuestro  ó  la  prohi- 
bición de  enajenar. 

4.°  Cuando  ejecutoriamente  fuese  desestimada  la  de- 
manda propuesta  con  el  fin  de  obtener  alguna  de  las  pro- 
videncias indicadas  en  el  nüm.  4.**,  art.  2.°  de  la  Ley. 

5.°    Cuando  el  legatario  cobrare  su  legado. 

6.°    Cuando  fuere  pagado  el  acreedor  refaccionario. 

7.°  Cuando  la  anotación  se  convierta  en  inscripción 
definitiva  á  favor  de  la  misma  persona  en  cuyo  prove- 
cho se  hubiere  aquella  constituido  ó  su  causa-habiente. 

8.°  Cuando  caducare  la  anotación  por  el  trascurso  de 
los  plazos  señalados  en  los  arts.  86 ,  92  y  96  de  la  Ley. 

9.*"  Cuando  renunciare  á  su  derecho  la  persona  á  cu- 
yo favor  estuviere  la  anotación  constituida  si  tuviere 
para  ello  aptitud  legal. 

Art.  75.  La  renuncia  de  que  trata  el  último  párrafo 
del  articulo  anterior  se  hará  en  escritura  pública ,  si  se 
hubiese  constituido  en  igual  forma  la  obligación  inscrita 
ó  anotada  que  se  pretenda  cancelar.  Si  la  inscripción  ó 
anotación  se  hubiese  constituido  por  providencia  judi- 
cial ,  deberá  hacerse  la  renuncia  por  solicitud  escrita,  di- 
rigida y  ratificada  ante  el  mismo  Juez  ó  Tribunal  que 
haya  dictado  la  providencia. 

Si  se  tratare  de  cancelar  una  anotación  preventiva 
constituida  por  solicitud  dirigida  al  Registrador  por  los 
interesados ,  ó  sus  representantes  legítimos ,  bastará  que 
éstos  le  presenten  otra  consignando  en  ella  la  renuncia 
y  pidiendo  la  cancelación.  Kn  tal  caso  dispondrá  el  Re- 
gistrador que  el  renunciante  se  ratifique  en  su  presencia, 
y  se  asegurará  de  la  identidad  de  su  persona  y  de  su  ca- 
pacidad para  ejercer  el  derecho  de  que  se  trate. 

Art.  76.     La  anotación  preventiva  podrá  convertirse 
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en  inscripción ,  cuando  la  persona  á  cuyo  favor  estuviere 
constituida  adquiera  definitivamente  el  derecho  ano- 
tado. 

Esta  conversión  se  verificará  haciendo  una  inscripción 
de  referencia  á  la  anotación  misma,  en  la  cual  se  ex- 
prese: 

1.°    La  fecha,  folio  y  letra  de  la  anotación. 

2.^    Su  causa  y  objeto. 

3.^  El  modo  de  adquirir  el  derecho  anotado  la  perso- 
na á  cuyo  favor  se  hizo  la  anotación. 

4.°  Las  circunstancias  requeridas  para  la  inscripción 
en  los  núms.  3.^ ,  6.^ ,  7.°  y  8.^  del  art.  9.°  de  la  Ley. 

Art.  77.  Cuando  adquiera  un  tercero  el  derecho  ano- 
tado en  términos  que  éste  quede  legalmente  extinguido, 
deberá  extenderse  la  inscripción  á  favor  del  adquirente, 
si  procede ,  en  la  misma  forma  que  las  demás ,  pero  ha- 
ciendo en  ella  expresión  de  la  causa  y  de  quedar  cance- 
lada la  anotación. 

Hecha  la  cancelación,  se  hará  constar  por  nota  al  mar- 
gen de  la  anotación  cancelada. 
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COMENTARIO 


§  1.^ 

Documentos  necesarios  para  cancelar  las  inscripciones  ó  anota- 
dones  hechas  en  virtud  de  escritura  pública^  hasta  la  reforma 
de  1869.  —  Refiérese  el  primer  párrafo  del  art.  82  de  la  Ley,  á 
la  cancelación  en  general  de  las  inscripciones  ó  anotaciones 
hechas  en  virtud  de  escritura  pública,  y  como  pudiera  creerse, 
como  se  ha  creido  por  algunos,  que  en  él  estaban  también  com- 
prendidas las  anotaciones  tomadas  en  cumplimiento  de  los  ar- 
tículos 20  y  65  de  la  Ley,  quede  ante  todo  consignado,  que  para 
la  cancelación  de  éstas,  rige  el  art.  96  de  la  Ley,  á  cuyo  Comen- 
tario remitimos  al  lector. 

Para  que  pudieran  cancelarse  las  inscripciones  ó  anotaciones 
hechas  en  virtud  de  escritura  pública,  exigía  en  absoluto  el 
artículo  82  de  la  Ley  primitiva,  otra  escritura  ó  documento 
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auténtico,  en  que  expresase  el  consentimiento  para  la  cancelación, 
la  persona  á  cuyo  favor  se  hubiere  hecho  la  inscripción  ó  anota- 
ción, ó  sus  causa-habientes  ó  representantes  legítimos;  ó  pro-. 
videncia  ejecutoria  contra  la  cual  no  se  hallare  pendiente  recur- 
so de  casación.  Este  rigor  del  art.  82,  fué  modificado  por  el  72 
del  Reglamento  que  declaró  título  suficiente  para  cancelar 
la  inscripción  de  una  obligación,  la  misma  escritura  en  cuya 
virtud  se  hizo,  si  de  ella  ó  de  otro  documento  fehaciente  resul- 
tare que  había  caducado  ó  se  había  extinguido ;  añadiendo  que 
la  nueva  escritura  no  era  necesaria  para  cancelar  con  arreglo  al 
art.  82  de  la  Ley,  sino  cuando  extinguida  la  obligación  por  la 
voluntad  de  los  interesados ,  deba  ésta  acreditarse. 

En  armonía  con  este  precepto,  se  dictaron  las  Resoluciones 
siguientes;  algimas  délas  cuales  sólo  tienen  aplicación  respecto 
de  títulos  antiguos. 

En  25  de  Dic.  de  1862,  declarando,  que  si  de  las  mismas  es- 
crituras de  hipotecas  constituidas  á  favor  del  Estado,  ó  de  algua 
otro  documento  del  Gobierno,  fehaciente  según  el  art.  3.®  de  la 
Ley,  resultase  la  caducidad  de  aquéllas;  podían  cancelarse  las 
respectivas  inscripciones  en  virtud  de  esos  documentos,  sin  te- 
ner que  otorgar  otra  escritura. 

En  25  de  Feb.  de  1863,  que  las  hipotecas  constituidas  en  do- 
cumentos privados,  antes  de  empezar  á  regir  la  Ley  Hipoteca- 
ria, deben  cancelarse  mediante  escritura  pública. 

En  1.0  de  Abr.  de  1863  (1),  que  si  bien  no  basta  para  cance- 
lar, que  el  acreedor  firme  al  pié  de  la  escritura  el  recibo  de  la 
cantidad  prestada,  será  suficiente  el  mismo  recibo  si  lo  autoriza 
el  Notario. 

En  21  de  Jun.  de  1863,  que  debían  inscribirse  las  cancela- 
ciones hechas  por  los  Gobernadores ,  de  las  fianzas  de  los  jóve- 
nes que  recibían  Órdenes  sagradas  ó  marchaban  al  extranjero 
antes  de  los  25  años  de  edad,  sin  que  fuera  preciso  acompañar 
las  escrituras  á  que  se  refiere  el  art.  82.  Así  se  declaró  de  un 


(1)     Esta  fecha  es  la  verdadera,  aunque  está  citada  en  nuestra  Colecciofiy  con 
la  del.®  de  Octubre. 
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modo  más  terminante  en  otra  Resolución  de  7  de  Set.  de  1863. 

En  17  de  Jiil.  de  1863  y  5  de  Oct.  de  1864,  que  procedía  can- 
celar la  fianza  prestada  á  la  Hacienda  pública  por  im  particular 
ó  por  un  Administrador  de  Loterías,  constando  al  final  de  la 
escritiu'a  inscrita  en  el  primer  caso,  nota  puesta  por  el  Adminis- 
trador de  Hacienda,  expresiva  de  que  por  disposición  del  Go- 
bernador quedaba  cancelada,  y  en  el  segundo,  el  acuerdo  de 
cancelación  puesto  por  la  Dirección  de  Loterías. 

En  12  de  Dic.  de  1863,  que  vendida  por  un  marido,  por  sí  y 
en  virtud  de  poder  de  su  mujer,  una  finca  que  aquél  había  re- 
cibido como  dote  estimada,  quedando  hipotecada  á  favor  de 
ella,  podía  cancelarse  la  hipoteca  sin  necesidad  de  nueva  escri- 
tura; porque  el  hecho  de  dar  poder  para  la  venta,  da  á  enten- 
der que  la  mujer  remite  la  hipoteca.  Esta  cancelación,  sin  em- 
bargo, no  podrá  hacerla  de  oficio  el  Registrador,  sino  á  sohcitud 
de  parte  según  declara  la  misma  Resolución. 

En  3l  de  Mar.  de  1864,  que  para  cancelar  un  censo  basta  la 
escritura  de  cancelación,  aunque  no  esté  inscrita  la  de  imposi- 
ción. (V.  el  §  2.°  del  Coment.  á  los  arts.  77  al  80.) 

En  13  de  Ag.  de  1866  (1),  que  para  cancelar  una  inscripción 
de  crédito  hipotecario,  que  el  dueño  del  inmueble  había  subhi- 
potecado,  bastaba  que  el  deudor  presentase  la  carta  de  pago,  sin 
que  fuera  necesario  hacer  constar  el  consentimiento  del  acree- 
dor subhipotecario. 

En  18  de  En.,  y. 26  de  Oct.  de  1867  y  10  de  Ag.  de  1868,  que 
procedía  cancelar  una  inscripción  de  venta  de  una  finca  otor- 
gada por  el  Estado,  presentando  mandamiento  en  que  se  ordene 
y  se  haga  constar  en  él,  que  la  Junta  Superior  de  ventas  de  Bie- 
nes Nacionales  había  acordado  la  nulidad  de  aquella  venta  y 
que  se  pusiese  en  el  protocolo  nota  de  cancelación. 

Sobre  esta  materia  recayó  una  notable  Resolución  en  7  de 
Oct.  de  1882^  con  motivo  de  haberse  declarado  la  nulidad  de 
rma  venta  de  Bienes  Nacionales,  fundándose  en  que  no  per- 
tenecían al  Estado  los  que  había  vendido.    La   Dirección, 


( 1 )    Página  584  de  nuestra  Colección  legislativa  hipotecaria. 
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estableciendo  que  este  caso  había  de  resolverse  por  las  disposi- 
ciones del  E.  D.  de  11  de  Nov.  de  1864,  y  que  si  bien  en  este  no 
se  encontraba  ningún  artículo  referente  á  la  cancelación  de  ins- 
cripciones de  ventas  por  tal  motivo;  era  aplicable  por  analogía 
el  art.  24  que  se  refiere  al  caso  en  que,  rescindida  ó  anulada  la 
venta  de  una  finca,  haj^a  de  quedar  amortizada  ó  deba  ponerse 
nuevamente  en  venta:  que  con  sujeción  á  dicho  artículo  proce- 
día que  se  cancelase  la  inscripción  de  venta,  cuando,  declarada 
la  nulidad,  no  reclamara  el  interesado  dentro  del  plazo  legal; 
siendo  suficientes  para  acreditar  que  no  se  ha  interpuesto  recla- 
mación alguna  y  por  lo  tanto  que  la  declaración  de  nulidad 
es  firme  y  ejecutoria,  las  certificaciones  expedidas  por  la  Direc- 
ción general  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado,  y  los  man- 
damientos de  las  Administraciones  económicas,  para  que  se 
cancelen  las  inscripciones  de  ventas  y  en  los  cuales  consten  los 
extremos  mencionados. 

Téngase  presente  que  no  basta  que  por  incidencia  se  diga 
ó  se  de  á  entender  por  la  Dirección  ó  las  Administraciones 
económicas,  que  una  venta  se  ha  estimado  nula;  sino  que 
es  necesario  que  conste  de  un  modo  fehaciente  y  con  los  re- 
quisitos necesarios  la  declaración  de  nuUdad,  por  quien  corres- 
ponda. 

En  4  Oct.  de  1869,  que  para  cancelar  una  inscripción  de  cen- 
so vendido  al  dueño  de  la  finca,  pero  cuya  imposición  no  cons- 
taba inscrita,  había  de  inscribirse  primero  en  virtud  de  la  mis- 
ma escritura  de  venta,  que  lleva  envuelto  en  sí  el  reconocimiento 
del  gravamen,  y  después,  cancelarse. 

Además  de  las  Resoluciones  que  quedan  citadas,  favorables  á 
la  cancelación,  registramos  las  siguientes  que;  aunque  contra- 
rias á  ella;  se  inspiran  en  los  arts.  82  de  la  Ley  y  72  del  Regla- 
mento y  conviene  tenerlas  presentes  para  la  mejor  inteligencia 
de  éstos. 

De  14  de  Jul.  de  1863,  estableciendo  la  doctrina  de  que  no 
es  título  suficiente  para  cancelar  una  inscripción  de  hipoteca 
que  respondía  de  un  préstamo,  con  la  obligación  de  devolver  la 
cantidad  en  día  determinado ;  la  misma  escritura  que  sirvió  para 
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hacer  la  inscripción ,  si  no  se  acompaña  otro  documento  en  que 
conste  el  pago. 

De  21  de  Set.  de  1863,  declarando,  que  un  oficio  de  la  Direc- 
ción de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado  no  es  documento 
suficiente  para  cancelar  gravámenes  que  pesan  sobre  los  Bienes 
Nacionales.  No  contradicen  esta  Resolución,  las  de  21  de  Jun.,  17 
y  7  de  Set.  de  1863  y  5  de  Oct.  de  1864:  estas  se  refieren  á  can- 
celación de  fianzas  constituidas  por  disposiciones  administrati- 
vas que  por  otro  acto  de  la  Administración  pueden  dejarse  sin 
efecto.  La  de  21  de  Set.  de  1863,  se  refiere  á  gravámenes  im- 
puestos en  virtud  de  la  legislación  civil  y  que  han  de  cancelarse 
con  arreglo  á  ella.  En  el  primer  caso ,  la  Administración  obra 
como  Gobierno:  en  el  segundo,  como  persona  jurídica,  ha- 
ciendo uso  de  derechos  civües. 

De  10  de  Mar.  de  1866,  decidiendo,  que  no  puede  cancelarse 
una  inscripción  de  dominio  útil,  de  una  finca  dada  en  enfitéu- 
sis ,  aunque  sé  confiese  por  el  enfiteuta  que  la  había  abandona- 
do y  se  presente  la  escritura  de  establecimiento  en  que  se  pactó 
que  si  el  adquirente  dejaba  de  pagar  el  censo  durante  tres  años 
consecutivos,  podría  el  estabiliente  consoHdar  el  dominio;  por- 
que el  cumplimiento  de  la  condición  resolutoria  exige  nueva 
inscripción,  y  para  ello  nueva  escritura. 

De  21  de  Jun.  de  1867,  declarando,  que  para  cancelar  una 
hipoteca  constituida  á  favor  de  un  particular  por  una  Comuni- 
dad, no  bastaba  un  oficio  de  la  Dirección  de  la  Deuda,  aunque 
en  él  constase  que  se  había  expedido  &  nombre  del  acreedor  el 
mandamiento  de  pago  de  la  cantidad  prestada. 

De  6  de  Mar.  de  1868,  decidiendo,  que  no  basta  para  cancelar 
una  inscripción  de  hipoteca  constituida  en  escritura  púbUca, 
que  el  Juez  expida  mandamiento  en  que  ordene  la  cancelación, 
después  de  haber  transcurrido  el  plazo  concedido  al  acreedor 
para  oponerse,  sin  que  se  hubiera  opuesto. 

De  22  de  Jul.  de  1868,  estableciendo,  que  no  es  suficiente  para 
cancelar  cargas  eclesiásticas  inscritas  en  virtud  de  la  escritura 
de  fundación,  la  carta  de  pago  expedida  por  el  Diocesano. 

Tres  Resoluciones  hay  dictadas  con  anterioridad  á  la  fecha 


Google       ^^ 


Digitizedby  VjOOQ 


428  COMENTARIO 

en  que  empezó  á  regir  la  Ley  de  1869,  que  no  se  ajustan  al  prin- 
cipio generador  del  art.  72  del  Reglamento. 

Según  la  1.*,  de  23  de  Ag.  de  1867,  inscrita  una  hipoteca  para 
responder  de  cierta  cantidad ,  que  había  de  ser  entregada  á  Ma- 
nuel Antonio  García,  cuando  obtuviese  la  licencia  del  servicio 
de  marina  de  Clemente  Costa,  á  quien  se  comprometió  á  substi- 
tuir, y  presentada  una  certificación  del  Comandante  de  Marina 
en  prueba  de  que  García  no  fué  admitido  y  que  Costa  redimió 
en  metálico  su  primer  tumo  de  campaña,  la  Dirección  resolvió: 
que  no  procedía  cancelar  la  hipoteca,  porque  no  había  interve- 
nido García  en  el  documento ,  y  no  se  presentaba  escritura  pú- 
blica, ni  ejecutoria. 

La  2.8',  que  lleva  la  fecha  de  18  de  Oct.  de  1867,  declara: 
que  constituida  hipoteca  para  asegurar  el  cumplimiento  de  la 
obligación  de  hacer  efectivo  por  medio  de  substitutos  el  cupo 
de  soldados  correspondiente  á  tres  pueblos;  no  son  suficientes 
para  que  se  cancele  la  inscripción,  las  certificaciones  libradas 
por  los  respectivos  Alcaldes,  expresivas  de  que  fueron  admitidos 
en  Caja  los  substitutos,  y  que  habiendo  transcurrido  con  exceso 
el  tiempo  necesario  sin  haberse  hecho  reclamación  alguna,  que- 
daba el  deudor  libre  de  toda  obHgacion.  Como  fundamento  para 
declarar  insuficientes  los  certificados  se  alegó,  que  el  contrato 
no  se  había  celebrado  con  los  Ayuntamientos  sino  con  los  par- 
ticulares, por  lo  que  era  necesario  el  consentimiento  de  éstos. 

Por  la  3.*,  de  10  de  Jul.  de  1868,  se  decidió:  que  no  bastaba 
para  cancelar  una  inscripción  de  hipoteca  constituida  para 
garantir  el  buen  desempeño  del  cargo  de  cobrador  de  contribu- 
ciones, el  certificado  de  la  Administración  de  Hacienda  pública, 
por  el  que  constaba  no  resultar  deudor  de  cosa  alguna. 

Parécenos  que  las  tres  indicadas  Resoluciones,  por  ceñirse  á  la 
letra  del  art.  82,  prescindieron  de  su  espíritu  y  de  la  letra  del  72 
del  Reglamento;  ya  que  en  ninguno  de  los  tres  casos  era  nece- 
sario acreditar  la  voluntad  de  los  interesados,  para  tener  por  ex- 
tinguida la  obligación. 
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§  2.0 


Documentos  necesarios  para  cancelar  las  inscripciones  y  anotacio- 
nes hechas  en  virtud  de  escritura piiblica,  según  la  reforma  de  1869, — 
La  que  en  el  §  anterior  dejamos  enunciada,  era  la  jurisprudencia 
establecida  hasta  que  empezó  á  regir  la  Ley  de  1869 ,  respecto 
á  los  casos  en  que  se  estimaba  precisa  para  cancelar  inscrip- 
ciones hechas  en  virtud  de  escritura  pública,  otra  escritura  ó  do-- 
cumento  auténtico  en  que  constara  el  consentimiento  de  la  per- 
sona á  cuyo  favor  se  hubieran  hecho. 

El  art.  82  de  la  Ley  hoy  vigente,  aunque  ha  invertido  el 
orden  al  enumerar  los  documentos  necesarios  para  la  cancela- 
ción de  inscripciones  hechas  en  virtud  de  escritura  pública, 
exige  los  mismos  que  la  primitiva,  y  el  art.  72  del  Reglamento, 
á  la  par  que  conserva  los  dos  párrafos  de  que  constaba  el  antiguo, 
intercala  otro  en  el  que  se  establece,  que  las  cancelaciones  par- 
ciales ó  totales  de  créditos  hipotecarios  puedan  hacerse,  «pre- 
sentando en  el  Registro  las  mismas  escrituras  de  crédito  inscri- 
tas, con  testimonio  de  acta  notarial  de  pago  ó  reducción,  puesto 
á  continuación  de  la  nota  de  inscripción.» 

Téngase  en  cuenta  que  no  puede  en  manera  alguna  conside- 
rarse suficiente  para  la  cancelación,  como  en  algunos  Registros 
se  ha  considerado,  el  hecho  de  extender  al  margen  de  la  matriz 
una  nota  firmada  por  el  acreedor,  cancelar  el  signo  en  aquella 
y  en  su  copia  y  poner  al  final  de  esta  testimonio  de  la  cancela- 
ción hecha  en  forma.  El  art.  72  habla  sólo  de  acta  notarial,  y 
legalmente  sólo  se  da  tal  nombre  á  las  que  se  extienden  en  los 
términos  prevenidos  en  el  art.  91  del  Reglamento  del  Notariado. 

No  es  esto  que  aprobemos  la  disposición  del  art.  72  que  pre- 
supone, con  error  notorio,  que  puede  hacerse  constar  el  pago  ó 
la  reducción  de  un  crédito  en  un  acta  notarial.  Tienen  estas  su 
común  empleo  en  los  actos  requisitorios  que  se  refieren  á  simples 
hechos  sobre  los  cuales  es  llamado  el  Notario  para  que  los  pre- 
sencie y  dé  fe  de  ellos,  mediante  acta  que  levante  de  los  mis- 
mos; pero  cuando  su  intervención  tiene  por  objeto  autorizar 
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contratos,  esto  es,  convenios  de  los  particulares  que  crean,  tno- 
difican,  reconocen  ó  extinguen  obligaciones,  no  procede  un  acta, 
sino  una  escritura  pública. 

Estrechada  la  Dirección  entre  estos  principios  irrefragables 
y  la  letra  del  art.  72  del  Reglamento  que  los  contradice,  procuró 
^educir  las  consecuencias  que  de  e)la  se  deducen,  salvando  aquo- 
Uosen  lo  posible,  y  en  20  de  Oct.  de  1875  declaró:  que  para  que 
el  acta  notarial  surta  el  efecto  de  cancelar  la  inscripción  de  crédito 
hipotecario  era  preciso  que  constase  en  ella  que  el  Notario  daba 
fe  de  la  entrega  de  las  cantidades  al  acreedor,  no  bastando  que 
éste  confesara  haberlas  recibido.  El  fundamento  es  el  de  que  por 
las  actas  notariales  sólo  pueden  testificarse  los  hechos  y  circuns- 
tancias que  presencien  y  les  consten,  y  que  si  bien  se  hallan 
comprendidas  en  esta  disposición  las  entregas  de  cantidades 
que  el  deudor  haga  al  acreedor  en  pago  de  su  crédito ,  porque 
son  hechos  que  tienen  lugar  á  presencia  del  Notario  que  levanta 
el  acta;  no  se  encuentran  en  igual  caso  las  confesiones  solemnes 
que  los  acreedores  hagan  de  haber  recibido  el  capital  de  un 
crédito,  otorgando  cartas  de  pago  y  consintiendo  en  la  cance- 
lación de  hipotecas;  por  cuanto  lejos  de  ser  simples  hechos  ó 
circunstancias  que  ocurren  ante  la  presencia  del  Notario,  cons- 
tituyen declaraciones  relativas  á  derechos,  las  cuales  deben 
autorizarse  con  la  solemnidad  y  formalidades  establecidas  para 
las  escrituras  públicas,  aunque  no  sea  necesaria  la  comparecen- 
cia del  deudor. 

Si  bien  no  puede  negarse  que  la  Dirección  obró  cuerdamente 
limitando  el  alcance  del  precepto  del  art.  72  del  Reglamento, 
por  medio  de  una  interpretación  ingeniosa,  la  verdad  es  que 
las  razones  en  que  se  funda  carecen  de  solidez:  lo  mismo  puede 
considerarse  hecho  que  pasa  ante  el  Notario,  la  entrega  de  una 
cantidad,  que  la  manifestación  del  acreedor  que  confiesa  que 
la  ha  recibido.  Si  porque  una  confesión  constituye  declaracio- 
nes relativas  á  derechos,  deben  autorizarse  con  la  solemnidad 
debida;  los  hechos  que  llevan  en  sí  envuelta  la  destrucción  de 
los  derechos,  deben  autorizarse  con  iguales  solemnidades.  La 
entrega  material  del  dinero  no  produce  efectos  mayores  que  la 
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confesión  de  su  recibo,  cuando  el  que  puede  ser  perjudicado  es 
el  confesante;  así  es  que  en  las  escrituras  de  venta  se  advierte, 
que  confesado  el  recibo  del  precio,  quedan  las  fincas  libres  de 
toda  responsabilidad,  aun  cuando  se  justificase  no  ser  cierta  la 
entrega. 

Pero  aun  concediendo  más  eficacia  á  la  entrega  material  del 
dinero  que  á  la  confesión  de  haberlo  recibido,  sería  esto  causa 
bastante  para  exigir  que  aquella  se  revistiese  con  mayores  solem- 
nidades ;  no  para  que  se  prescindiese  de  ellas  en  la  entrega  y  se 
consideraran  indispensables  en  la  confesión.  El  error,  como  he- 
mos dicho,  nace  de  que  ni  la  entrega  material  del  dinero,  ni  la 
confesión  de  su  pago,  son  materia  de  un  acta;  sino  de  una  es- 
critura. 

A  pesar  de  ser  esa  nuestra  opinión,  no  creemos,  como  alguien 
ha  creido,  que  el  R.  D.  de  20  de  May.  de  1880,  derogue  en  esa 
parte  el  art.  72  del  Reglamento,  fundándose  en  que ,  según  el 
preámbulo,  cuando  la  subsistencia  del  derecho  inscrito  depende 
de  la  voluntad  de  las  partes,  ha  de  aplicarse  para  su  cancela- 
ción el  art.  82  de  la  Ley,  en  su  literal  rigorismo.  No  tienen,  á 
juicio  nuestro,  tal  alcance  esas  palabras,  que  sólo  se  refieren 
á  que  conste  la  voluntad  de  los  interesados,  y  no  á  la  forma 
en  que  ha  de  constar;  pero  aunque  lo  tuvieren,  es  sabido  que 
los  preámbulos  no  tienen  fuerza  de  obligar. 

Según  la  Resolución  de  20  de  Oct.  de  1875,  no  puede  excu- 
sarse la  fe  especial  del  conocimiento  del  que  promueve  el  acta. 
A  pesar  de  que  en  el  art.  82  de  la  Ley,  y  en  el  72  del  Regla- 
mento que  empezaron  á  regir  en  1.^  de  Enero  de  1?71  se  con- 
signan idénticas  disposiciones  á  las  contenidas  en  los  que  estu- 
vieron vigentes  hasta  esa  fecha;  en  las  Resoluciones  posterio- 
res, dictadas  antes  del  R.  D.  de  20  de  May.  de  1880;  se  observa 
que  se  aplica  con  rigor  la  letra  del  art.  82  y  se  prescinde  de  lo 
preceptuado  en  el  72,  en  lo  relativo  á  exigir  el  consentimiento 
para  cancelar,  cuando  la  subsistencia  de  la  obligación  no  de 
penda  de  la  voluntad  del  interesado. 

Ejemplo  de  esa  tendencia  á  interpretar  restrictivamente  el 
art.  82,  ofrece  la  Resolución  de  26  de  Jul.  de  1876,  confirmando 
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la  negativa  del  Registrador  á  cancelar  una  inscripción  de  hi- 
poteca constituida  para  asegurar  en  su  caso  el  cumplimiento  do 
la  sentencia  que  recayó  en  cierto  litigio;  porque  en  la  escritura 
de  venta  presentada,  sólo  se  indicaba  el  auto  en  que  se  declaró 
libre  de  todo  gravamen  la  finca  que  se  había  hipotecado.  Con- 
formes con  la  doctrina  de  esta  Resolución  en  cuanto  á  que 
no  era  bastante  esa  referencia;  no  lo  estamos  en  que  se  necesi- 
tara; además  del  testimonio  del  auto  y  de  acreditar  que  fué  eje- 
cutorio; que  constase  el  consentimiento  expreso  de  la  persona 
interesada  en  la  existencia  de  la  hipoteca;  ya  que  según  los  Re- 
sultandos aparecía  su  conformidad  en  percibir,  como  percibió, 
el  importe  equivalente  al  crédito  que  garantizaba. 

Curiosa  es  la  cuestión  que  se  resolvió  por  la  R.  Ó.  de  20  de 
Abr.  de  1867.  Habían  ocm'rido  dudas  á  varios  Registradores, 
acerca  de  si  debían  admitir  las  escrituras  públicas  de  confesión  de 
pago  de  un  crédito  hipotecario  para  la  cancelación  consiguiente 
de  la  hipoteca ;  otorgadas  por  los  herederos  antes  de  dividirse 
la  herencia  y  de  inscribir  el  título  y  derechos  hereditarios  ad- 
quiridos de  la  persona  á  cuyo  favor  se  había  constituido  é  ins- 
crito la  hipoteca;  ó  si  sería  necesario  que  á  la  cancelación  pre- 
cediese en  todo  caso  la  inscripción  del  crédito  hipotecario  á  fa- 
vor de  los  herederos. 

Dicela  R.  O.:  Considerando  que  el  principio  en  que  se  funda 
el  art.  20  do  la  Ley  Hipotecaria,  de  que  para  los  efectos  del  Re- 
gistro nadie  puede  transferir  ni  gravar  el  dominio  ó  un  derecho 
real  sin  que  se  halle  inscrito  á  su  favor;  no  es  ni  puede  ser  apli- 
cable á  las  cancelaciones  de  hipotecas ,  en  razón  de  que,  además 
de  no  estar  sujetos  á  la  regla  establecida  en  dicho  art.  20,  en 
vez  de  transferir  ó  gravar  la  propiedad,  producen  el  efecto  con- 
trario, ó  sea  el  do  hbrarla  de  un  gravamen. 

Considerando  que  quedando  extinguida  de  derecho  la  hipo- 
teca como  pacto  accesorio ,  por  el  hecho  personal  del  deudor  de 
pagar  la  deuda  á  que  servía  de  garantía ,  y  debiendo  verificarse 
en  tal  caso  la  cancelación,  por  reputarse  extinguido  el  derecho 
inscrito,  como  efecto  natural  del  contrato,  al  tenor  de  los  arts.  70, 
núm.  2.0  de  la  Ley  Hipotecaria  y  67 ,  también  núm.  2.^  de  su 
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Reglamento,  es  consecuencia  necesaria  el  que  los  herederos  en 
representación  de  su  causante  á  cuyo  favor  se  constituyó  la  hi- 
poteca, verificado  el  pago,  vengan  obligados  á  cancelarla;  sin 
que  este  requisito ,  cuya  omisión  perjudicaría  solamente  al  deu- 
dor, pueda  depender  de  la  voluntad  de  aquéllos,  como  sucede- 
ría si  necesariamente  hubiera  de  preceder  la  inscripción  del  tí- 
tulo hereditario. 

Y  considerando  que  esta  doctrina  se  halla  confirmada  además 
por  la  disposición  terminante  de  los  arts.  -82  y  98  en  el  ail.  4.^ 
de  la  citada  Ley,  pues  al  prescribir  que  la  escritura  para  la  can- 
celación puede  ser  otorgada,  no  sólo  por  la  persona  á  cuyo 
favor.se  constituyó  la  hipoteca;  sino  también  por  sus  causa-ha- 
bientes ó  representantes  legítimos,  sin  otro  requisito  en  este 
caso  que  el  de  acreditar  su  representación,  reconocen  que  pue- 
den verificarlo  los  herederos,  toda  vez  que  se  haUan  compren- 
didos legahnente  en  aquella  denominación  de  causa-habien- 
tes y  representantes  legítimos  del  difunto,  si  bien  deberán  acre- 
ditar la  calidad  de  tales  herederos  para  que  sea  válida  la  can- 
celación. 

De  conformidad  con  lo  propuesto  por  la  Dirección,  resolvió: 
que  mientras  permanezca  pro-indiviso  la  herencia,  pueden  los 
herederos  otorgar  válidamente  las  escrituras  necesarias  para  la 
cancelación  de  las  hipotecas  constituidas  é  inscritas  á  favor  de 
su  causante,  debiéndolas  admitir  los  Registradores  para  hacer 
en  su  virtud  la  cancelación  en  el  Registro ,  sin  necesidad  de  la 
inscripción  previa  del  título  hereditario ;  siempre  que  de  las  mis- 
mas escrituras  resulte  haber  acreditado  aquéllos  debidamente 
su  calidad  de  tales  herederos  y  el  fallecimiento  de  su  causante; 
pero  hecha  la  partición  de  la  herencia  é  inscrita  en  el  Regis- 
tro, no  podrá  otorgarse  la  escritura  para  la  cancelación,  sino 
por  el  heredero  ó  herederos  á  cuyo  favor  se  hubiera  adjudicado 
é  inscrito  el  crédito  hipotecario. 

No  está  demás  advertir  en  este  lugar,  que  el  art.  90  del  Re- 
glamento vigente,  aparece  adicionado  con  los  dos  últimos  pár- 
rafos que  no  figuraban  en  el  antiguo,  pero  que  están  tomados 
de  la  Circular  de  15  de  Ab.  de  1863,  y  que  tienen  por  objeto 
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armonizar  los  preceptos  que  exigían  que  se  conservase  en  el 
Registro  la  escritura  de  cancelación,  con  la  necesidad  que  hay 
de  presentarla  en  todos  los  Registros  en  que  tenga  que  sur- 
tir efecto.  A  este  fin  previenen  los  indicados  párrafos,  que  á 
la  escritura  se  acompañe  copia  en  papel  simple,  que  cotejará  el 
Registrador,  quedándose  con  ella  para  archivarla,  y  devolviendo 
la  original  con  la  nota  de  la  operación  practicada. 

En  el  mismo  sentido  se  modificó  el  art.  250  de  la  Ley  primi- 
tiva, y  con  arreglo  al  de  la  vigente;  aun  en  el  caso  de  que  la 
escritura  original  de  cancelación  no  haya  de  presentarse  nada 
más  que  en  un  Registro;  se  acompañará  una  copia  en  papel  co- 
mún, que  será  la  que  se  archive. 


§  3.0 

Si  para  cancelar  una  hipoteca  se  necesita  él  consentimiento  dd  siA- 
hipotecante.  —  Declaró  la  Resolución  de  29  de  Jul.  de  1878,  que 
no  procedía  cancelar  la  inscripción  de  cierta  liipoteca,  consti- 
tuida á  favor  de  una  persona,  aunque  ésta  consintiera  en  ello; 
porque  habiendo  subhipotecado  el  crédito,  se  hacía  preciso  ha- 
cer constar  también  el  consentimiento  del  acreedor  subhipo 
tecario. 

Tal  acuerdo  es,  á  nuestro  juicio,  opuesto  al  espíritu  y  aun  á 
la  letra  del  art.  82  de  la  Ley,  que  aparecía  cumplido  en  todas 
sus  partes,  ya  que  tratándose  de  cancelar  la  inscripción  verifi- 
cada á  favor  del  primer  acreedor,  constaba  en  escritura  pública 
su  consentimiento  para  que  se  cancelara;  no  obstante  lo  cual, 
el  Centro  directivo  exigía  que  además  constase  el  consentimien- 
to de  otra  persona  que  en  la  inscripción  que  se  pretendía  can- 
celar, no  tenía  consignado  ningún  derecho;  añadiendo  de  este 
modo,  un  requisito  no  comprendido  en  el  art.  82,  ni  en  ningu- 
na otra  disposición  legal. 

Cierto  que  después  adquirió  esa  otra  persona  el  derecho  de 
subhipoteca  sobre  el  mismo  crédito;  pero  en  caso  de  ser  necesa^ 
rio  hacer  constar  su  consentimiento,  hubiera  sido  para  cancelar 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


▲BTS.  82  AL  S5,  §  3  485 

la  inscripción  hecha  á  su  favor,  y  no  la  otra;  sin  que  tengamos 
como  razón  bastante  que  justifique  la  exigencia  del  consenti- 
miento, la  alegada  en  el  2.o  Considerando,  ó  sea  la  de  que  el 
deudor  había  coucurrido  al  otorgamiento  de  la  escritura  en  que 
se  subhipotecaba  el  crédito.  Eso  probaría  á  lo  sumo,  en  él,  la 
indiferencia  egoísta  del  que  no  quiere  tomarse  molestia  por  nada 
de  lo  que  directamente  no  le  interesa,  aun  cuando  con  escaso 
trabajo  pueda  evitar  un  mal  ajeno;  pues  sabiendo  que  su  acree- 
dor había  garantizado  con  el  mismo  crédito  el  pago  de  otra  obli- 
gación, no  procuró  advertir  al  segundo  acreedor,  que  iba  á  sol- 
ventar la  deuda,  á  fin  de  que  procurase  no  quedar  sin  garantía; 
pero  en  manera  alguna  puede  servir  de  argumento  para  sostener 
que  hecho  el  pago  al  legítimo  acreedor  subsiste  la  hipoteca  des- 
tinada á  garantizarlo,  y  que  expresando  éste  el  consentimiento 
para  la  cancelación,  no  procede  efectuar  la  del  asiento  de  esa 
hipoteca. 

Tampoco  nos  convence  la  razón  alegada  en  el  mismo  Consi- 
derando, de  que  habiendo  adquirido  el  segundo  acreedor  varios 
de  los  derechos  del  primero,  es  indispensable  que  consienta,  á 
fin  de  que  puedan  cumpUrse  los  efectos  que  producen  esa  clase 
de  garantías  (la  subhipoteca)  con  arreglo  á  la  Ley  Hipotecaria. 

Contra  esa  rotunda  afirmación  oponemos  el  art.  107  de  la 
Ley,  en  el  que  se  declara,  que  si  bien  puede  hipotecarse  el  de- 
recho de  hipoteca,  queda  pendiente  la  que  se  constituya  sobre 
él,  de  la  resolución  del  mismo  derecho;  de  donde  rectamente  se 
deduce,  que  los  efectos  de  esa  garantía  cesan  desde  luego  que 
■se  resuelve  el  derecho  del  que  la  constituyó,  siendo  también  in- 
dudable que  el  derecho  deja  de  existir  en  el  momento  en  que  el 
deudor  hace  el  pago  á  persona  legítima. 

Contralla  también  alo  dispuesto  en  el  art.  72  del  Reglamento, 
nos  parece  la  doctrina  que  contienen  los  Considei*andos  de  la 
Resolución  de  19  de  Jul.  de  1879:  decimos  los  Considerandos, 
porque  como  el  recurso  se  instauró  contra  la  nota  del  Registra- 
dor que  se  negó  á  inscribir  cierta  cesión  de  una  subhipoteca  ins- 
<5rita;  la  parte  dispositiva  recayó  sólo  sobre  si  procedía  ó  no 
Aquella  inscripción,  y  no  sobre  si  había  de  cancelarse  ó  no 
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a  de  subhipoteca ;  pero  como  la  negativa  de  aquel  se  funda- 
ba en  que  tal  inscripción  debía  conceptuarse  cancelada,  por  es 
tario  ya  en  legal  forma  la  del  derecho  de  hipoteca,  de  cuya  re 
solución  estaba  pendiente  la  subhipoteca;  natural  era  que  en  los 
Considerandos  se  expusieran  los  fundamentas  de  derecho  que 
podían  oponerse  á  los  que  tuvo  el  Registrador  para  denegar  la 
inscripción.  Nos  ocuparemos,  pues,  en  aquellos  pertinenteg 
á  nuestro  objeto. 

Plácenos  el  segundo  en  cuanto  á  la  doctrina  que  sienta^ 
de  que  la  subhipoteca  envuelve  necesariamente  una  cesión 
ó  transferencia,  durante  el  tiempo  que  subsiste  d  contrato,  de 
una  parte  de  los  derechos  que  corresponden  al  primer  acreedor; 
pero  lo  que  hay  que  averiguar  es  el  tiempa  que  subsiste  el  con- 
ttrao ,  para  saber  si  procede  que  se  inscriba  ó  no  la  cesión  de 
la  subhipoteca,  que  es  de  lo  que  se  trataba:  ese  tiempo  lo  de- 
termina claramente  el  núm.  8.0  del  art.  107  de  la  Ley ,  al  de- 
clarar que  la  hipoteca  que  se  constituya  sobre  el  derecho  de  hi- 
poteca, queda  pendiente  de  la  resolución  del  mismo  derecho. 
Extinguido  éste  y  hecho  constar  en  el  Registro ,  ya  no  subsiste 
el  contrato  de  subhipoteca  que  estaba  pendiente  de  una  con- 
dición resolutoria,  y  hé  ahí  como  el  segundo  Considerando  hu* 
biera  sido  oportuno,  tratándose  de  la  cesión  de  la  subhipoteca, 
mientras  esta  subsistía;  mas  no  cuando  ya  se  había  resuelto. 

En  el  tercer  Considerando  se  alega,  que  no  pudo  ser  cancela- 
da la  inscripción  primera  de  hipoteca;  porque  habiendo  adqui- 
rido algunos  derechos  sobre  ella  la  persona  á  cuyo  favor  se 
constituyó  la  subhipoteca,  era  necesario,  con  arreglo  al  art.  82 
el  consentimiento  de  esa  persona  para  la  cancelación,  y  como 
ya  al  examinar  la  Resolución  de  29  de  Jul.  de  1878  demos- 
tramos, que  el  art.  82,  ni  en  su  letra  ni  en  su  espíritu  exige  esa 
circimstancia ,  no  hemos  de  repetir  los  argumentos  que  allí  ex- 
pusimos. 

Según  el  cuarto  Considerando,  procedía  también  haber. de- 
negado la  cancelación  del  asiento  de  hipoteca;  porque  se  tratar 
ba  de  privar  y  despojar  á  un  tercero,  sin  conocimiento  suyo^  de 
un  derecho  real.  No  podemos  asentir  á  esta  afirmación.  Al 
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contentarse  el  acreedor  con  la  garantía  de  la  subhipoteca,  sabía 
ó  debía  saber  que,  con  arreglo  al  núm.  8. o  del  art.  107  de  la 
Ley,  se  vei*ía  privado  de  aquella,  tan  pronto  como  se  resolviera  el 
derecho  real  del  deudor,  que  era  á  su  vez  acreedor  de  otra  per- 
sona, y  no  debía  ignorar,  que  si  esta  pagaba  su  crédito  á  aque- 
lla con  quien  contrató ,  forzosamente  se  extinguía  la  obligación 
accesoria  que  garantizaba  el  suyo:  luego  no  puede  decirse,  con 
razón ,  que  al  cancelar  el  Registrador  la  primera  hipoteca,  priva- 
ba y  despojaba  á  un  tercero,  sin  conocimiento  myo^  de  un  dere- 
cho real. 

Por  eso  estimamos  más  acertada  la  Resolución  de  13  de 
Agosto  de  1866,  por  la  que  se  decidió  á  instancia  de  D.  Jaime 
Gallifa,  que  procedía  cancelar  una  inscripción  de  hipoteca  de 
un  crédito  subhipotecado ,  aunque  el  acreedor  subhipotecario 
no  prestaba  su  consentimiento. 

En  cuanto  al  Considerando  quinto ,  parécenos  está  en  armo- 
nía con  la  letra  de  los  arts.  77  y  122  de  la  Ley:  si  la  inscripción 
de  subhipoteca  no  estaba  cancelada,  debía  surtir  todos  sus  efec- 
tos, y  uno  de  ellos  es,  sin  disputa,  el  de  poder  transmitir  el  de- 
recho inscrito.  ¿Pero  debió  cancelarla  el  Registrador  al  ver  que 
estaba  cancel)ada.la  hipoteca  de  cuya  subsistencia  pendía  la 
subhipoteca?  Esta  es  la  cuestión.  El  rigorismo  del  art.  82  pare- 
ce que  lo  impide.  La  expresión  que  de  los  casos  en  que  procede 
apücar  este  artículo  hace  el  72  del  Reglamento,  autoriza  á  creer 
que  cuando,  como  sucede  en  el  que  dio  lugar  al  recurso,  la 
subsistencia  de  la  obhgacion  no  depende  de  la  voluntad  del  que 
tiene  inscrito  el  derecho  correlativo ,  puede  efectuarse  la  cance- 
lación, sin  que  conste  su  consentimiento. 

Mas  aunque  sea  así,  no  dejamos  de  reconocer,  que  tanto  la 
Ley  al  declarar  en  el  núm.  8.o  del  art.  107  que  el  derecho  del 
acreedor  subhipotecario,  sólo  subsiste  mientras  dure  el  del  que 
se  lo  dio  en  ¡garantía ;  como  el  72  al  consignar  que  en  ciertos 
casos  no  es  necesaria  para  la  cancelación  nueva  escritura,  es- 
tuvieron deficientes ;  pues  no  expresan  lo  que  se  necesitaba  ha- 
cer para  cancelar  las  inscripciones ,  cuando  no  procedía  apUcar 
el  art.  82. 
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Pudo  la  Dirección  para  llenar  ese  vacío,  hacer  uso  de  la  fa- 
cultad que  la  corresponde ,  según  el  art.  267  de  la  Ley,  propo* 
niendo  que  se  dictara  una  medida  de  carácter  general,  para 
determinar  lo  que  en  tal  caso  habría  de  practicarse,  y  así,  cum- 
pliendo su  alto  oficio,  hubiera  asegurado  la-  observancia  de  la 
Ley  y  el  Reglamento ;  pero  lejos  de  ello  se  limitó  á  decidir  el 
recurso,  ajustándose  á  la  letra  del  art.  82  y  prescindiendo  dd 
107  de  la  Ley  y  del  72  del  Reglamento.  Hoy,  con  arreglo  á.lo 
que  dispone  el  R.  D.  de  20  de  May.  de  1880,  se  cancelará  la 
inscripción  subhipotecaria  con  sólo  presentar  la  escritura  en 
que  conste  la  resolución  del  derecho  del  subhipotecante ;  siem- 
pre que  se  haya  constituido  sin  las  formalidades  que  para  las 
cesiones  de  créditos  hipotecarios  est^i-blecen  los  arts.  153  y  154 
de  la  Ley. 

Respecto  á  la  manera  de  cancelar  los  pactos  de  retro  venta  y 
condiciones  inscritas,  véase  lo  que  decimos  en  el  §  4.^  del  Com.  al 
artículo  16. 

§  4.0 

Si  la  venta  de  la  finca  hipotecada  hecha  por  el  primer  hipotecario^ 
es  causa  bastante  para  cancelar  las  hipotecan  posteriores.  — La  Re- 
solución de  22  de  Oct.  de  1879  (hoy  sin  fuerza  por  lo  dis- 
puesto en  el  R.  D.  de  20  de  May.  de  1880)  establece  la  doctri- 
na, de  que  no  obstante  haber  declarado  el  Tribunal  Supremo 
en  Sent.  de  6  de  Dic.  de  1876,  ser  causa  legal  de  cancelación 
de  las  segundas  inscripciones  de  hipotecas,  el  haberse  vendido 
judicialmente  la  finca  gravada,  si  resultaba  insuficiente  el  pre- 
cio obtenido  en  la  venta;  no  procede  efectuar  la  cancelación, 
mientras  no  se  cumplan  los  requisitos  señalados  en  los  artícu- 
los 82  y  83  de  la  Ley;  esto  es,  mientras  no  consientan  los  se- 
gundos acreedores  hipotecarios,  ó  no  recaiga  sentencia  ejecu- 
toria dictada  en  juicio  ordinario. 

Y  téngase  en  cuenta  que  esta  Resolución  se  dio,  no  obstante 
de  aparecer  en  el  expediente:  que  citados  los  segundos  acreedores 
en  el  juicio  ejecutivo  seguido  á  instancia  del  primer  acreedor. 
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para  que  se  entendieran  canceladas  las  hipotecas  á  su  favor  ins- 
critas ,  se  opusieron  á  ello :  que  desestimada  su  pretensión  por  el 
Juzgado,  apelaron  ante  la  Sala  de  Justicia  de  la  Audien- 
cia de  Las  Palmas,  que  confirmó  con  costas  el  auto  apelado 
y  declaró  extinguidas  todas  las  hipotecas  constituidas  sobre  los 
bienes  subastados,  ^ara  su  cancelación  en  el  Registro;  y  que  in- 
terpuesto recurso  de  casación,  declaró  el  Tribunal  Supremo  en 
Auto  de  15  deDic.  de  1877,  no  haber  lugar  á  admitirlo. 

La  interpretación  y  aclaración  que  del  art.  107  de  la  Ley  hace 
el  R.  D.  de  20  de  May.  de  1880,  ha  resuelto  este  punto  decisiva- 
mente en  el  mismo  sentido  que  lo  decidió  el  Tribunal  Supremo: 
vendida  la  finca ,  y  depositado  el  precio ,  con  el  simple  manda- 
miento del  Juez  en  que  ordene  la  cancelación,  se  harán  las  de 
todas  las  inscripciones  de  las  hipotecas  posteriores;  precepto 
que  se  repite  en  el  art.  1.518  de  la  Ley  de  Enj.  civ.  (V.  el  §  7. o 
de  este  Com.) 

§  oP 

Quiénes  tienen  capacidad  para  prestar  el  consentimiento,  áfin  de 
qne  se  cancelen  las  inscripciones,  —  Oportuno  es  recordar  que  no 
es  preciso  en  todos  los  casos,  que  el  consentimiento  para  que  se 
cancele  una  inscripción  ó  anotación,  se  preste-  por  la  misma 
persona  á  cuyo  £avor  aparezca  extendida. 

Según  el  art.  82  de  la  Ley,  la  Resol,  de  14  de  Jun.  de  1865  y 
la  R.  O.  de  20  de  Ab.  de  1867 ,  puede  prestarlo  el  causa-ha- 
biente ó  representante  legítimo  de  aquél,  sin  necesidad  de  la 
previa  inscripción  á  su  nombren  pues  basta  acompañar  al  tí- 
tulo cancelátorio  los  documentos  que  acrediten  su  personaUdad 
y  legítima  representación ;  y  la  de  7  de  Jun:  de  1876 ,  permite 
cancelar  una  anotación  de  suspensión  de  mandamiento  de  em- 
bargo, aunque  la  persona  que  consienta  sea  distinta  de  la  que 
había  pedido  la  anotación. 

Lo  que  sí  será  preciso ,  es  que  tenga  capacidad  legal  para 
ello,  por  lo  cual  los  Registradores  habrán  de  recordar  la  doc- 
trina expuesta  en  el  §  38  del  Comentario  al  art.  18  y  en  las 


Digitizedby  VjOOQ( 


440  COMENTARIO 

Resoluciones  de  18  de  Nov.  de  1867,  30  de  Ag.  de  1876  y 
R.  O.  de  28  del  mismo  mes  y  año,  sobre  cancelación  de  cré- 
ditos á  favor  de  menores :  en  la  de  20  de  Ab.  de  1867 ,  de- 
clarando que  los  herederos  están  obligados  á  cancelar  las  hi- 
potecas constituidas  á  favor  de  sus  cansantes,  mientras  per- 
manezca la  herencia  pro-indiviso,  sin  necesidad  de  la  previa 
inscripción  del  título  hereditario :  en  la  de  18  de  Oct.  de  1867i 
sobre  redención  de  censos  constituidos  á  favor  de  Comunidad^ 
Religiosas,  y  demás  casos  análogos:  en  la  Resol,  de  13  de  Junio 
de  1874,  que  niega  á  los  Albaceas  testamentarios,  facultades 
para  cancelar  créditos  pertenecientes  al  testador:  en  la  Ord.  de  21 
de  Nov.  del  mismo  año,  declarando  libres  cuantas  hipotecas  se 
habían  constituido  para  asegurar  las  subsistencias  del  matri- 
monio contraído  por  Oficiales  del  Ejército :  en  la  Resol,  de  30 
de  Oct.  de  1875,  respecto  á  la  capacidad  de  los  Prelados  para 
redimir  censos  impuestos  á  favor  de  Capellanías  y  otras  funda- 
ciones religiosas:  en  la  de  3  de  Jun.  de  1876,  relativa  á  la  capa- 
cidad del  Administrador  del  concurso  de  ima  Sociedad  para 
cancelar  hipotecas  que  aseguraban  sus  créditos:  en  la  de  11  de 
Dic.  de  1876,  declarando  que,  constituida  una  hipoteca  á  favor 
de  una  Sociedad,  no  puede  cancelarse  por  el  Gerente,  si  no 
acredita  en  forma  legal  ser  el  legítimo  representante  de  aque- 
lla; no  bastando  para  tener  por  acreditada  su  representación,  el 
haber  comparecido  con  tal  carácter  al  otorgamiento  de  la  escri- 
tura de  constitución  de  hipoteca ;  ya  porque  para  este  acto  no 
se  necesitaba  justificarlo ,  ya  porque  entonces  pudo  ser  repre- 
sentante y  haber  perdido  después  ese  carácter :  en  la  R.  O.  de 
13  de  Dic.  de  1876 ,  concediendo  á  los  Interventores  de  la  Ad- 
ministración Económica  de  las  Provincias  (1),  la  atribución  de 
expedir  certificaciones  de  la  total  solvencia  de  los  compradores 
de  Bienes  Nacionales,  y  de  que  elJefe  económico,  á  nombre  del 
Estado ,  consiente  en  la  cancelación  de  la  hipoteca  constituida 
para  garantizar  el  pago  del  precio  aplazado;  no  bastando  sin  la 
expresión  de  este  consentimiento,  acreditar  que  se  ha  satisfecho 


(1)     Hoy  á  los  Delegados  de  Hacienda. 
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en  su  totalidad  el  precio  en  venta  de  la  finca  subastada,  según 
declaró  la  Dirección  en  19  de  En.  de  1877 :  en  las  Resoluciones 
de  8  de  Nov.  de  1878  y  19  de  Jul.  de  1879,  refiriéndose  á  la  in- 
capacidad de  los  apoderados,  para  cancelar,  cuando  el  poder  no 
les  autoriza  expresamente  para  ello:  en  la  de  6  de  Set.  de  1879, 
relativa  á  la  facultad  de  los  Albaceas  para  otorgar,  en  el  caso  que 
se  expresa,  escritura  de  cancelación:  en  la  de  22  del  mismo  mes 
y  año,  que  declara  no  inscribible  una  escritura  de  cancelación 
de  hipoteca  constituida  á  favor  de  mujer  casada,  si  el  consenti- 
miento lo  presta  sólo  el  marido,  y  no  ambos  cónyuges  como 
dispone  el  art.  188  de  la  Ley:  en  la  de  9  de  Oct.  de  1880,  que 
declara  que  el  derecho  de  cancelación  no  es  inherente  al  de  ad- 
ministrar y  no  puede  por  tanto  ejercitarse  por  los  Adminis- 
tradores judiciales  de  las  testamentarías  ó  abintestatos ;  y  por 
último,  en  la  de  5  de  May.  de  1882,  que  sienta  la  doctrina  de 
que,  mendonada  en  ima  inscripción,  una  carga  á  favor  del  Es- 
tado; pero  que  en  realidad  pertenecía  á  ima  Capellanía;  no  bas- 
ta para  su  cancelación  que  consienta  el  Delegado  de  Cape- 
llanías. 

Merecen  también  citarse  dos  Resoluciones  dictadas  por  la  Di- 
rección de  Gracia  y  Justicia  en  el  Ministerio  de  Ultramar,  en 
11  de  Jul.  de  1882.  Declárase  en  una,  que  ostentando  algunos 
de  los  otorgantes  de  cierta  escritiura  de  cancelación  el  carácter 
de  apoderados  ó  representantes  de  otros,  y  no  acreditándose  en 
legal  forma  esta  cualidad,  no  procedía  su  inscripción;  y  en  la 
otra,  que  inscrita  una  hipoteca  á  favor  de  tres  Albaceas,  como 
representantes  de  una  testamentaría,  y  habiendo  fallecido  dos 
de  aquéllos ,  ha  de  estimarse  suficiente  para  la  cancelación,  el 
consentimiento  del  que  sobreviva. 

Se  ha  dudado  de  si  el  Gobernador  del  Banco  Hipotecario 
tiene  capacidad  para  consentir  en  la  cancelación  de  hipotecas 
constituidas  á  favor  de  aquel  Establecimiento  de  crédito,  y 
otorgar  la  correspondiente  escritura.  Fúndase  la  duda  en  que, 
según  el  art.  47  de  los  Estatutos  aprobados  en  12  de  Oct.  de 
1875,  el  Consejo  de  Administración  dehbera  y  falla,  entre  otros 
asuntos ,  sobre  abandono  de  los  derechos  reales  y  desistimien- 
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tos  de  hipotecas  y  privilegios;  por  lo  que  parece  necesario  que 
conste  el  acuerdo  del  Consejo.  No  somos  de  esta  opinión  El 
art.  37  de  dichos  Estatutos  confiere  al  Gobernador  la  facultad 
de  firmar  los  contratos  hechos  á  nombre  del  Banco,  y  la  de 
ejercitar  cuantas  acciones  judiciales  y  extrajudiciales  se  requie- 
ran; y  si  bien  el  47  atribuye  al  Consejo  la  deliberación  y  fallo 
sobre  levantamiento  de  inscripciones  hipotecarias ,  es  cuando 
no  hsiy  previo  pago :  luego  si  lo  hay,  el  Gobernador,  al  consen- 
tir en  nombre  y  representación  del  Banco  en  la  cancelación  de 
hipotecas,  mcíjiante  pago;  no  se  arroga  atribuciones  que  perte- 
necen al  Consejo,  sino  que  usa  de  la  facultad  que  el  art.  37  le 
concede  para  ejercitar  acciones  extrajudiciales. 


§6.0 

Si  es  indispensable  que  la  ejecutoria  que  se  exige;  caso  de  negativa 
á  prestar  él  consentimiento;  recaiga  en  un  juicio  ordinario.  —  Fuera 
de  los  casos  á  que  expresamente  se  refiere  el  R.  D.  de  20  de  May. 
de  1880,  de  que  después  trataremos,  ó  de  aquellos  á  los  que 
por  su  analogía  se  puede  apHcar;  no  podrán  cancelarse  las  ins- 
cripciones hechas  en  virtud  de  escritura  pública ,  si  en  ello  na 
consiente  el  interesado;  mas  que  por  providencia  ejecutoria, 
contra  la  cual  no  se  hallo  pendiente  recurso  de  casación;  doc- 
trina que  aplica  la  Sentencia  de  20  de  Marz.  de  1873.  Cuando 
se  ha  seguido  pleito  sobre  si  la  obUgacion  está  ó  no  extinguida 
y  se  resuelve  afirmativamente,  y  como  consecuencia  de  este 
fallo  se  manda  cancelar  la  inscripción;  ya  no  es  preciso  seguir 
contra  el  acreedor  que  se  niega  á  prestar  su  consentimiento  un 
nuevo  juicio  ordinario  especial  para  este  objeto,  porque  el  ar- 
tículo 83  de  la  Ley  Hipotecaria  que  así  lo  determina,  presupo- 
ne que  este  punto  no  ha  sido  objeto  de  controversia  jurídica, 
Sent.  de  7  de  Feb.  de  1868.  Para  obtener  la  ejecutoria,  declara 
el  art.  83  de  la  Ley,  que  habrá  de  ser  demandado  el  deudor 
en  juicio  ordinario  (V.  la  Sent.  de  20  de  Mar.  de  1873  antes 
citada),  y  fundándose   en  la  letra  de  este  artículo,  algunos 
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entienden  que  la  sentencia  dittada  en  pleito  de  tercería  de  domi- 
nio, absolviendo  al  demandado,  no  es  título  suficiente  para  can- 
celar la  inscripción  hecha  á  nombre  del  actor.  La  Dirección  de 
los  Registros,  inspirándose  en  el  espíritu  del  repetido  R.  D., 
teniendo  en  cuenta  que  la  sentencia  es  ley  para  el  caso  parti- 
cular en  que  se  dicta,  declaró  en  21  de  Nov.  de  1881,  que  pro- 
cedía la  cancelación  denegada  por  el  Registrador. 

También  se  ha  sostenido  con  empeño,  que  las  sentencias  re- 
caídas en  juicios  de  menor  cuantía  y  verbales,  no  eran  títulos 
suficientes  para  cancelar  inscripciones  hechas  en  virtud  de  es- 
critura púbhca ,  fundándose  en  que  el  art.  83  exige  sentencia 
en  juicio  ordinario.  Otro  es  nuestro  parecer.  Creemos  que  la 
Ley  al  referirse  al  juicio  ordinario,  no  quiso  excluirlos  que, 
como  él,  son  declarativos;  sin  que  concedamos  fuerza  al  argu- 
mento de  que  no  pudiendo  interponerse  recurso  de  casación  por 
ninguna  causa  en  los  juicios  verbales ,  ni  por  infracción  de  ley 
ó  doctrina  legal,  en  los  de  menor  cuantía;  no  es  posible  consi- 
derarlos comprendidos  en  la  letra  del  art.  82.  Este  artículo,  en 
nuestro  concepto,  se  Kmita  á  determinar  que  la  cancelación  se 
efectúe,  si  contra  la  providencia  no  hay  recurso  de  casación; 
pero  no  exige  que  la  providencia  sea  de  aquellas  contra  las 
que  éste  pueda  interponerse. 

¿Bastará  presentar  en  el  Registro  testimonio  de  la  ejecutoria 
ordenando  la  cancelación,  ó  será  preciso  también  mandamiento 
para  que  se  cumpla?  Aunque  la  ejecutoria  es  por  sí  sola  título 
inscribible  y  parece  de  todo  punto  innecesario  el  mandamiento, 
opinamos  que  ha  de  expedirse,  insertando  en  él  la  parte  disposi- 
tiva de  la  ejecutoria,  y  expresando  que  contra  ella  no  se  halla 
pendiente  recurso  de  casación,  requisito  indispensable  para 
cancelar. 

Véanse  las  Resols.  de  13.  de  Ab.  de  1874,  y  las  de  31  de 
Mar.  de  1864  y  22  de  Jul.  de  1874,  declarando  equivalente  á  la 
cancelación  la  redención  de  censos;  la  Órd.  de  31  de  Jul.  de  1874, 
que  resuelve  no  estar  en  las  atribuciones  del  Ministerio  de  Gracia 
y  Justicia  anular  ó  cancelar  los  asientos  extendidos  en  los  libros 
de  Registro ;  y  la  de  25  de  Feb.  de  1878 ,  decidiendo  que  no  basta 
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para  dar  por  cancelado  parcialmente  un  asiento  antiguo  de  hipo- 
teca, la  nota  puesta  al  pié  del  mismo ,  en  que  se  consigna  con  re- 
ferencia á  un  documento ^rarfo,  la  entrega  de  parte  del  crédito. 

§7.0 

Examen  del  R.  D.  de  20  de  Mayo  de  1880,  —  Tal  era  la  juris- 
prudencia establecida  antes  de  publicarse  el  R.  D.  de  20  de  Mayo 
de  1880,  que  tuvo  el  singular  privilegio  de  atraer  y  casi  absor- 
ber durante  muchos  días  la  atención  pública,  siendo  calurosa- 
mente discutido  en  las  Cortes,  en  la  prensa  política,  en  la  pro- 
fesional y  hasta  en  particulares  conversaciones. 

No  es  nuestro  propósito  hacernos  cargo,  ni  en  son  de  ataque 
ni  de  defensa,  de  todo  lo  que  en  aquellos  días  se  dijo  y  se  escri- 
bió acerca  del  citado  Decreto.  Trabajo  sería,  sobre  laborioso, 
verdaderamente  sin  utilidad  práctica.  Por  ello  nos  Umitaremos 
á  indicar  los  fundamentos  principales  de  sus  disposiciones ,  tan 
dura,  en  nuestro  concepto,  como  injustamente  censuradas. 

Exprésanse  aquéllos  en  la  Exposición  que  precede  al  R.  D.  y 
bueno  es  que  los  estudie  quien  haya  de  aplicarlo,  porque  inspi- 
rándose en  ellos  podrá,  con  más  facilidad  y  más  garantía  de 
acierto,  resolver  las  dudas  que  en  la  práctica  ocurran. 

Comienza ,  haciendo  constar  que  no  se  llega  al  fin  que  el  Le- 
gislador se  propuso,  aplicando  Uteral  y  aisladamente  determi- 
nados artículos  de  la  Ley  y  el  Reglamento ,  sino  concordándo- 
los entre  sí ,  y  aceptando  la  interpretación  más  favorable  para 
evitar  gastos  y  trámites  innecesarios^  y  para  fomentar  el  crédito 
temtorial;  sobre  todo,  cuando  esa  interpretación  está  en  armo- 
nía con  la  doctrina  sentada  por  el  Tribunal  Supremo.  Cual- 
quiera duda ,  pues,  que  ociurriese  en  la  aplicación  del  R.  D.,  se 
ha  de  decidir ,  no  perdiendo  de  vista  que  ese  fué  su  objeto  prin- 
cipal. 

Con  el  de  fijar  los  requisitos  necesarios  para  la  cancelación 
de  las  inscripciones,  hechas  en  virtud  de  escritura  pública,  las 
divide  en  dos  grupos.  En  el  primero,  se  comprenden  las  que  se 
relacionan  con  derechos  cuya  existencia  depende  de  la  voluntad 
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de  las  partes,  y  para  que  su  cancelación  pueda  efectuarse, 
.habrá  de  exigir  el  Registrador,  ó  documento  auténtico  en  que 
conste  el  consentimiento  del  interesado ,  ó  sentencia  ejecutoria 
ordenando  la  cancelación,  según  exige  el  art.  82  de  la  Ley.  En 
el  segundo  grupo  figuran  las  inscripciones  de  derechos ,  cuya 
existencia  tiene  un  límite  determinado  por  las  leyes.  Para  la 
cancelación  de  éstas ,  sería  absurdo  exigir  el  consentimiento  del 
interesado ,  porque  esto  equivaldría  á  dar  más  importancia  que 
á  la  ley,  que  declara  fenecido  un  derecho,  á  la  voluntad  del 
que  lo  adquirió  al  amparo  de  ella. 

Y  no  filé,  ciertamente,  arbitraria  esa  clasificación  que  tiene 
su  germen  en  el  art.  72  del  Reglamento ,  redactado  por  la  mis- 
ma Comisión  que  escribió  el  82  de  la  Ley,  y  que,  por  lo  tanto, 
en  su  esencia  no  contiene  novedad  que  altere  los  preceptos  de 
esta,  ni  los  de  aquél.  Declárase  de  un  modo  explícito  en  dicho 
art.  72,  que  la  nueva  escritura  á  que  se  refiere  el  82  de  la  Ley, 
ó  sea  la  en  que  se  exprese  el  consentimiento ,  «  solo  será  necesaria 
cuando  extinguida  la  obligación  por  la  voluntad  de  los  inte- 
resados, deba  acreditarse  esta  circunstancia  j)ara  cancelar  la 
inscripción: » luego  no  será  necesaria^  cuando  la  existencia  de  la 
inscripción  no  dependa  de  la  voluntad  del  interesado. 

Inspirándose  también  en  el  mismo  espíritu  que  el  art.  72 ,  y 
teniendo  sin  duda  presente  el  107  de  la  Ley,  dispuso  el  14 
de  la  de  12  de  Nov.  de  1869,  que  declarado  en  quiebra  el 
concesionario  de  un  camino  de  hierro ,  y  realizada  la  nueva 
subasta  y  constituido  el  depósito  del  precio  del  remate  á  dispo- 
sición del  Juez  ó  Tribunal  que  entendiera  en  ella,  pasara  libre 
de  gravámenes  al  nuevo  concesionario,  quedando  extinguida 
la  hipoteca  que  se  constituyó  sobre  el  camino ,  respecto  de  to- 
dos los  créditos  asociados. 

En  el  mismo  sentido  se  pronunciaba  la  jurisprudencia  del 
Tribunal  Supremo,  que  ya  en  6  de  Dic.  de  1876,  como  antes 
hemos  dicho,  había  declarado  «que  la  venta  de  una  finca  hi- 
»  potecada,  hecha  judicialmente  para  pagar  el  crédito  á  que 

>  se  hallaba  afecta,  anulaba  de  derecho  las  demás  inscripciones 

>  que  la  gravaban  para  garantía  de  otros  créditos  hipotecarios 
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»  también,  pasando  al  cx)mprador  dicha  finca,  libre  de  los  refe- 
»  ridos  gravámenes.  » 

Vése,  pues,  cómo  el  R.  D.  de  20  de  May.  de  1880,  no  in- 
trodujo en  realidad  derecho  nuevo,  sino  que  puso  en  claro  el 
que  rectamente  se  deducía  de  los  arts.  107  y  109  de  la  Lrey ,  y 
se  consignaba;  aunque  de  un  modo  incompleto;  en  el  72  del 
Reglatnento,  y  se  aplicaba  por  los  Tribunales.  Si  en  él  tuviéra- 
mos algo  que  censurar,  no  sería  ciertamente  que  contuviese 
preceptos  contrarios  á  la  Ley;  sino  que  siendo  su  principal  ob- 
jeto aclararla,  se  haya  limitado  en  el  art.  l.o  á  expresar  cuándo 
no  será  apUcable  á  las  inscripciones  el  art.  82  de  la  Ley,  y  no 
haya  hecho  extensiva  su  declaración  á  las  anotaciones,  cuya 
existencia  no  dependa  tampoco  de  la  voluntad  de  los  intere- 
sados. 

No  obstante  esta  deficiencia,  como  donde  existe  la  misma 
razón  ha  de  aplicarse  la  misma  disposición  de  derecho,  paréce- 
nos  inconcuso  que  pueden  invocarse  los  fundamentos  en  que 
descansa  el  R.  D.  de  20  de  May.  de  1880,  para  cancelar  sin 
necesidad  del  consentimiento  del  interesado,  ni  de  ejecutoria 
en  que  se  ordene;  toda  anotación  que  esté  extinguida  de  dere- 
cho, cuidándose  de  que  quede  cumpUdo  el  art.  84  de  la  Ley,  en 
los  términos  que  indicamos  en  el  §  siguiente. 

Completando  el  art.  1.^,  determina  el  2.o,  qué  documentos 
han  de  ser  los  que  en  substitución  de  los  que  previene  el  art.  82 
de  la  Ley,  han  de  presentarse  para  que  se  lleve  á  efecto  la  can- 
celación. Claras  y  precisas  las  reglas  que  establece,  no  exigen 
expUcaciones,  bastando  advertir,  que  si  ocurriera  algún  caso  no 
expresamente  comprendido  en  el  art.  2.^,  respecto  del  que  pro- 
ceda la  cancelación  según  lo  que  dispone  el  1.**;  el  Registrador, 
inspirándose  en  el  espíritu  de  aquél,  sólo  exigirá  el  documento 
que  acredite  que  la  inscripción  que  se  trata  de  cancelar ,  quedó 
extinguida  de  derecho.  Tal  sucede  en  los  casos  de  prescripción 
del  derecho  inscrito,  y  de  consoHdacion  del  dominio  de  una 
finca  gravada,  en  los  diversos  casos  que  pueden  ocurrir  de  re- 
fundirse en  una  persona  los  caracteres  de  acreedor  y  deudor. 
Ni  uno  ni  otro  caso  se  comprenden  en  el  art.  2.o ,  pero  .eviden- 
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temente  lo  están  en  el  l.o,  y  así  opinamos,  que  para  cance- 
lar, V.  gr.,  una  inscripción  de  hipoteca  constituida  sobre  finca 
que  pasa  á  ser  del  acreedor,  bastará  con  presentar  el  documen- 
to en  que  así  conste ,  como  se  resolvió  por  la  Dirección  en  31 
de  Mar.  de  1879,  respecto  de  una  hipoteca  de  que  se  tomó 
razón  en  la  antigua  Contaduría;  declarando  que  bastaba  para 
cancelar  el  asiento ,  la  escritura  de  venta  otorgada  á  favor  del 
acreedor,  antes  de  empezar  á  regir  la  Ley  Hipotecaria. 

Asimismo  creemos,  que  para  cancelar  una  inscripción  de 
dominio  ó  de  derecho  real  que  haya  prescrito,  sólo  se  necesita- 
rá presentar  la  ejecutoria  que  declare  la  prescripción ;  mas  tén- 
gase en  cuenta  que  no  basta  acreditar  que  ha  transcurrido  el 
tiempo  que  la  ley  exige ,  sino  que  es  indispensable  que  estt^ 
declarada  por  los  Tribunales,  como  se  resolvió  por  la  Dirección 
en  16  de  Marz.  de  1881. 

Análogo  también  á  los  casos  expresamente  comprendidos  en 
el  art.  2.®,  es  el  de  la  cancelación  de  hipoteca  constituida  para 
responder  déla  congrua  sustentación  de  un  Ordenando;  si  éste 
fallece  sin  haberse  llegado  á  espirituaUzar  las  fincas,  bastará 
presentar  con  la  partida  de  sepelio,  certificado  del  Diocesano  en 
que  así  conste. 

También  estimamos  procedente,  con  arreglo  al  espíritu  del 
R.  D.  en  que  nos  ocupamos ,  la  cancelación  de  una  inscripción 
de  arrendamiento  de  tiempo  determinado ,  ó  que  según  ella 
haya  de  entenderse  finido ,  si  el  colono  dejase  de  pagar  la  renta 
el  dia  estipulado,  y  se  presentase  testimonio  de  la  ejecutoria 
decretando  el  desahucio  por  la  falta  de  pago. 

Es  de  notar  que  el  art.  1.518  de  la  vigente  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  que  parece  inspirado  en  el  R.  D.  de  20  de  Mayo 
de  1880,  está  redactado  de  tal  modo,  que  puede  dar  lugar  á 
dudas.  Empieza  por  referirse  á  los  casos  comprendidos  en  los 
dos  artículos  anteriores,  y  como  estos  artículos  tratan  de  la 
ejecución  despachada  á  instancia  de  un  segundo  ó  tercer  acree- 
dor hipotecario ,  ó  en  virtud  de  títulos  al  portador ;  parece  que 
el  precepto  contenido  en  el  art.  1.518,  sólo  debe  aplicarse  en 
esos  y  no  en  otros  casos,  siendo  así  que  no  hay  razón  para  que  so 
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cancelen  las  demás  hipotecas,  si  la  ejecución  se  sigue  á  instan- 
cia de  un  segundo  ó  tercer  acreedor  hipotecario,  y  no  si  se 
despachó  á  instancia  del  primero.  Por  eso  nosotros  creemos 
aplicable  dicho  artículo  á  todo  caso  en  que  vendida  judicial- 
mente una  finca,  ó  adjudicada  al  acreedor,  pesen  sobre  ella 
otras  hipotecas. 

No  estará  demás  advertir ,  que  aunque  la  regla  2.*  del  art.  2.^ 
del  R.  D.,  sólo  se  refiere  á  las  segundas  y  posteriores  hipotecas, 
ha  de  ex,tenderse,  en  dictamen  nuestro,  á  todas  las  inscripciones 
de  derechos  reales,  como  arrendamientos,  servidumbres,  etc., 
constituidos  después  de  inscrita  la  primera  hipoteca. 

En  armonía  con  lo  dispuesto  en  el  R.  D. ,  se  han  dictado  las 
Resols.  de  13  de  Nov.  de  1880,  declarando  procedente  la  can- 
celación de  las  inscripciones  extendidas  á  favor  de  segundos  ó 
posteriores  acreedores;  si  la  solicita  el  que  resulte  dueño  del 
inmueble;  con  sólo  presentar  mandamiento  en  que  se  ordene, 
expresando  que  el  importe  de  la  venta  no  bastó  á  cubrir  el  cré- 
dito del  primero,  y  la  de  25  de  Enero  de  1882,  que  declara 
procedente  el  cancelar  una  inscripción  de  crédito  hipotecario, 
aunque  aparezca  anotado  su  embargo,  si  éste  no  se  notificó  en 
forma  al  deudor. 

§8.o 

Documentos  necesarios  para  cancelar  los  asientos  hechos  en  virttíd 
de  mandamiento  judicial.  —  En  justo  respeto  á  las  providencias 
de  los  Tribunales  de  Justicia,  exige  el  art.  82  de  la  Ley  para 
que  se  cancelen  las  inscripciones  y  anotaciones  hechas  en  virtud 
de  mandamientos  judiciales;  providencia  ejecutoria,  contra  la 
cual  no  se  halle  pendiente  recurso  de  casación.  Adviértase  que 
no  basta  para  la  cancelación  una  ejecutoria  declarando  que 
los  bienes  pertenecen  á  persona  distinta  del  embargado;  es  pre- 
ciso, y  así  lo  declara  la  Resol,  de  27  de  Ag.  de  1863,  que  en 
la  misma  ejecutoria  se  ordene  la  cancelación.  (V.  también  Re- 
solución de  5  de  Enero  de  1872.) 

El  precepto  del  art.  82  no  es  tan  absoluto  que  no  admita  ex- 
cepciones :  como  tal  puede  considerarse  la  cancelación  que  de 
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oficio  verifica  el  Registrador,  de  la8  anotaciones  tomadas  con 
arreglo  al  art.  96  de  la  Ley,  así  que  transcurre  el  plazo  durante 
el  que  subsisten;  aunque  se  haya  extendido  en  virtud  de  man- 
damiento judicial.  (Resol,  de  31  de  Jul.  de  1863  y  28  de  Enero 
de  1875.) 

Pueden  cancelarse  también,  sin  necesidad  de  ejecutoria  que 
lo  ordene,  las  anotaciones  de  embargo  practicadas  después  de 
inscrita  una  hipoteca,  para  cuyo  pago  se  vende  el  inmueble,  si 
se  hace  constar  en  el  Registro  que  el  precio  obtenido  se  aplicaba 
todo  al  pago  del  primer  acreedor  hipotecario. 

EquivaUendo  la  actued  anotación  de  embargo  á  la  antigua 
hipoteca  judicial ,  parécenos  aplicables  á  estos  asientos  (según 
indicamos  en  el  §  anterior)  el  art.  2.®  del  D.  de  20  de  May.  de 
1880,  que  declara  que  pueden  cancelarse  las  inscripciones  de 
hipotecas  constituidas  en  virtud  de  escritura  pública,  con  sólo 
presentar  mandamiento  en  que  se  ordene;  si  en  él  se  expresa 
que  enajenada  judicialmente  la  finca  para  pago  del  primer 
acreedor  hipotecario,  no  bastó  el  precio  á  cubrir  el  crédito  ó  se 
consignó  el  sobrante  á  disposición  de  los  que  los  tuvieran  pos- 
teriores. Como  donde  hay  la  misma  razón  procede  aphcar  el 
mismo  derecho,  no  vemos  el  menor  inconveniente  en  extender 
lo  expresamente  preceptuado  para  la  cancelación  de  inscripcio- 
nes de  hipotecas  á  la  cancelación  de  anotaciones  de  embargos, 
como  antes  indicamos;  pero  téngase  en  cuenta,  que  como  para 
mandar  que  se  cancele  una  anotación  sólo  tiene  competenda, 
según  el  art.  84  de  la  Ley,  el  Juez  ó  Tribunal  que  la  hubiese 
mandado  hacer  ó  el  que  le  haya  succedido  legalmente  en  el 
conocimiento  del  negocio  que  á  ella  dio  higar;  es  indispensable 
que  si  no  es  el  mismo  Juez,  exhorte  al  que  ordenó  la  anota- 
ción ,  para  que  mande  cancelarla. 

Puede  ocurrir  que  la  escritura  se  otorgue  en  cumplimiento 
de  una  providencia  del  Juez  y  que  se  inscriba  en  vhi;ud  de 
mandato  del  mismo,  como  por  ejemplo,  la  escritura  de  fianza 
que  exigen  los  Tribunales  al  Administrador  de  una  testamenta- 
ría ó  abintestato;  ó  la  que  presta  el  despojado  en  un  interdicto 
de  recobrar  sin  audiencia  del  despojante. 
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En  este  caso;  ¿basta  para  cancelar  la  inscripción  de  la  escri- 
tura de  fianza  el  mandamiento  judicial  sin  necesidad  de  otra 
escritura,  ó  son  necesarios  mandamiento  judicial  en  que  se  or- 
dene cancelar  la  inscripción  de  la  fianza  y  escritura  de  los  inte- 
resados en  que  manifiesten  su  consentimiento? 

Dos  son  las  Resoluciones  de  la  Dirección  en  sentido  diverso: 
la  de  7  y  la  de  9  de  Marz.  de  1864.  Por  la  primera  se  resuelve 
que  para  cancelar  una  hipoteca  constituida  por  escritura  públi- 
ca, en  virtud  de  mandamiento  judicial,  para  responder  de  la 
administración  de  los  bienes  de  una  testamentaría  judicial,  han 
de  preceder  nuevo  mandamiento  y  nueva  escritura.  Por  la  se- 
gunda que  puede  cancelarse  la  fianza  mediante  sólo  el  manda- 
miento judicial. 

La  razón  de  esta  diferencia  no  hemos  podido  encontrarla; 
mas  por  si  quizá  á  otros  les  ocurriere,  diremos:  que  en  las  dili- 
gencias que  motiváronla  Resolución  de  7  de  Mar.  aparecía  que  el 
Administrador  judicial  era  el  cónyuge  sobreviviente,  existían  hi- 
jos menores  representados  por  su  curador  ad  litem,  y  las  cuentas 
versaban  sobre  el  total  de  la  administración  al  concluirse  la 
testamentaria:  en  las  que  motivaron  la  de  9  de  Mar.  no  consta 
el  carácter  del  Administrador  judicial;  las  cuentas  se  dieron  por 
renuncia  de  la  administración  y  no  se  dice  si  existían  menores. 

También  es  de  notar,  que  los  Regentes  de  Canarias  y  Grana- 
da opinaron  unánimes ,  que  se  necesitaba  escritura  y  manda- 
miento judicial:  decía  el  primero,  que  la  fianza  hipotecaria  que 
se  constituyó  en  virtud  de  escritura  pública  y  que  tuvo  por  ob- 
jeto responder  de  la  administración  de  una  testamentaría,  si 
bien  fué  exigida  por  el  Juzgado  á  su  satisfacción ;  no  era  este  el 
que  tenía  interés,  porque  no  se  constituyó  á  su  favor,  sino  en 
garantía  de  unos  bienes  testamentarios;  que  por  ello  la  canee, 
lacion  no  podía  verificarse  sino  por  la  voluntad  de  ambos  inte 
resados  que  había  de  constar  en  escritura  pública ;  porque  la 
Ley  y  el  Reglamento  procuran  que  las  inscripciones  se  cancelen 
por  virtud  de  títulos  iguales  á  los  que  las  motivan ;  de  donde 
deducía,  que  se  necesitaba  escritura  pública,  no  bastando  para 
la  cancelación  el  mandato  judicial. 
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El  Regente  de  Granada,  considerando  que  por  el  art.  82  se 
necesita  de  escritura  pública  para  la  cancelación  de  la  hipoteca 
constituida  de  este  modo  y  que,  según  lo  determinado  en  la  Ley 
de  Enj.  civ.  (art.  402  de  la  antigua),  para  que  el  Administrador 
pueda  cancelar  la  fianza  prestada,  tiene  que  preceder  la  apro- 
bación de  cuentas  rendidas  por  el  mismo,  lo  cual  debe  por  ra- 
zón de  anedogía  hacerse  constar  por  medio  de  un  segundo 
.  mandamiento  judicial  que  así  lo  ordene;  acordó :  que  para  la 
cancelación  de  la  fianza,  habían  de  preceder  mandamiento  ju- 
dicial y  escritura  pública. 

En  nuestra  opinión  no  es  disputable  que  basta  el  manda- 
miento judicial ,  siempre  que  se  expida  á  consecuencia  de  ha- 
berse extinguido  la  obligación  creada  por  otro  mandamiento 
judicial:  otorgándose  la  escritura  de  fianza,  no  por  el  libre  ar- 
bitrio de  los  contratantes,  sino  forzosamente  por  el  precepto  del 
Juez,  y  no  teniendo  otro  objeto  que  el  de  garantir  obligaciones 
que  reconocen  su  origen  en  los  autos.  Desde  el  punto  en  que  la 
Autoridad  que  la  mandó  prestar,  declara  por  providencia  eje- 
cutoria que  la  obligación  está  cumplida,  ó  que  el  caso  hipoté- 
tico para  que  se  otorgó  la  fianza  no  ha  llegado;  la  cancelación 
es  imprescindible,  por  su  simple  mandamiento. 

Una  cosa  es  que  el  interesado  haya  de  ser  oido  en  los  autos, 
otra  que  sea  indispensable  su  consentimiento  en  escritura  pú- 
blica. Apreciadas  por  el  Juez  las  razones  que  alegue  el  favore- 
cido, y  fallando  sobre  ellas ,  es  inútil  que  exprese  su  consenti- 
miento; la  providencia  judicial  ejecutoria  y  ejecutable  es  bas- 
tante para  cancelar  como  previene  el  mismo  art.  82  de  la  Ley 
en  su  parte  primera  y  el  83  al  tratar  de  la  cancelación  de  ins- 
cripciones constituidas  por  providencia  judicial. 

El  Auto  de  23  de  Set.  de  1873,  por  el  que  el  Tribunal  Supre- 
mo denegó  la  admisión  de  cierto  recurso,  expresamente  declara: 
que  autorizando  el  artículo  83  á  reclamar  contra  una  inscrip- 
ción ó  anotación  constituida  por  providencia  judicial,  debe  el 
Juez  ó  Tribunal  dictar  la  cancelación  cuando  sea  procedente; 
aunque  no  consienta  en  ella  la  persona  á  cuyo  favor  se  hubiese 
hecho. 

TOMO  lU  29 
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No  tan  obvio  es  resolver,  si  bastará  para  cancelar  la  inscrip- 
ción de  una  escritura  de  fianza  otorgada  y  registrada  á  conse- 
cuencia de  auto  y  mandamiento  judicial  correspondiente,  otra 
escritura  privada  en  la  que  el  favorecido  por  la  inscripción  ma- 
nifiesta estar  conforme  con  que  se  cancele.  Estimamos  que  no: 
mandada  por  el  Juez  la  prestación  de  fianza  para  garantir 
obligaciones  que  él  determina,  nadie  más  que  él  puede  resolver 
si  están  ciunplidas  en  toda  su  extensión :  el  que  el  favorecido 
acceda  á  que  se  cancele,  sólo  prueba  que  sus  intereses  no  se 
perjudican;  pero  al  Juez  corresponde  declarar,  si  esos  son  los 
únicos  que  existen  en  el  proceso  y  á  los  que  se  halla  afecta  la 
fianza.  Debe  por  lo  tanto  el  fiador  acudir  al  Tribimal  con  la  es- 
critura y  pedir  que  en  vista  del  consentimiento  del  interesado, 
expida  mandamiento  al  Registrador  para  que  se  cancele. 


§9.^ 

Docufnentos  necesarios  para  caticelar  las  imcrípciones  de  hipóte- 
cas  constituidas  para  garantizar  íUtdos  transmisibles  por  e>tdoso. — 
Autorizadas  las  Sociedades  de  crédito  y  otras  para  emitir  obli- 
gaciones y  garantizar  su  cumplimiento  con  hipoteca,  y  dándose 
á  ésta  cabida  en  el  Registro;  necesario  era  establecer  el  proce- 
dimiento que  había  de  seguirse  para  obtener  la  cancelación 
después  de  efectuado  el  pago.  La  emisión  de  tales  obligaciones 
puede  hacerse  en  títulos  transmisibles  por  endoso,  ó  en  títulos 
al  portador.  Respecto  á  los  títulos  transmisibles  por  endoso, 
para  que  la  cancelación  se  verifique  reconoce  dos  medios  el 
art.  82:  escritura  otorgada  por  los  que  hayan  cobrado  los  cré- 
ditos, en  la  cual  conste  la  inutilización  de  los  títulos  endosa- 
bles,  ó  soUcitud  firmada  por  los  mismos  y  por  el  deudor,  á  la 
cual  se  acompañen  taladrados  los  referidos  títulos.  Medio  es 
este  último  que  puede  considerarse  como  excepción  de  lo  dis- 
puesto en  el  art.  3.*^  de  la  Ley,  ya  que  la  soUcitud  que  ha  de 
servir  de  título  de  extinción  del  derecho  real  de  hipoteca  no 
está  comprendida  en  dicho  artículo;  porque  si  bien  exige  el  82 
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que  el  Registrador  se  asegure  de  la  identidad  de  las  firmas  y  de 
las  personas  que  hubieren  hecho  la  solicitud,  esta  necesaria 
precauciou  no  basta  para  convertir  en  documento  púbHco  e\ 
privado,  ni  por  la  caüdad  del  autorizante  que  en  materia  de 
contratos  carece  de  fe  pública,  ni  por  las  formalidades  requeri- 
das que  no  ofrecen  más  garantías  que  un  acta  notarial  de  con- 
fesión del  cobro ,  que  no  se  ha  considerado  bastante  para  can- 
celar la  inscripción  del  crédito  hipotecario. 

No  expresan  la  Ley  ni  el  Reglamento,  de  qué  medios  se  ha  de 
valer  el  Registrador  para  cerciorarse  de  la  identidad  de  las  fir- 
mas y  de  las  personas;  pero  creemos  que  sin  perjuicio  de  que 
compare  aquéllas  con  las  de  las  cédulas  personales,  puede  exigir 
que  le  presenten  testigos  de  conocimiento  y  extender  su  decla- 
ración al  pié  de  la  misma  solicitud. 

En  poblaciones  mercantiles  hemos  \dsto  introducida  la  cos- 
tumbre de  expresar  en  las  escrituras  de  constitución  de  hipoteca 
en  garantía  del  pago  de  la  objjgacion  principal  en  diversos  pla- 
zos, mediante  pagarés  escalonados,  transmisibles  por  endoso; 
que  la  cancelación  podrá  efectuarse  presentando  estos  con  el 
recibí,  una  soücitud  firmada  por  el  deudor  y  la  persona  que 
reahzó  el  último;  y  los  Registradores,  aphcando  por  analogía 
lo  que  respecto  á  cancelación  de  las  hipotecas  constituidas  para 
garantir  títulos  transmisibles  establece  el  82,  tienen  por  bastante 
la  indicada  soücitud. 

Aun  cuando  de  desear  sería  que  se  diera  fuerza  á  documentos 
que  justifican  la  solución  de  la  deuda  con  tanta  seguridad  mo- 
ral, como  si  el  pago  se  confesara  en  escritura  púbhca;  atendidos 
los  principios  de  la  Ley,  no  puede  aceptarse  esta  doctrina.  El 
art.  82  dispone  que  el  pago  conste  por  documento  auténtico  y 
los  pagarés  son  documentos  privados;  el  72  del  Reglamento,  bajo 
la  denominación  de  documentos  fehacientes,  designa  los  mismos 
documentos  auténticos;  porque  ademas  de  que  otra  inteligencia 
se  opondría  á  la  prescripción  de  la  Ley,  el  ejemplo  que  cita  es 
el  de  acta  notarial,  comprendida  entre  los  documentos  auténti- 
cos; y  si  aún  esta  concesión  de  poderse  acreditar  el  pago  en 
virtud  de  acta  notarial  se  opone  á  los  principios  jurídicos  que 
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enseñan  que  la  disolución  de  contratos  escriturados  ha  de  de- 
clararse por  otra  escritura  ó  por  un  solemne  fallo  judicial,  y  se 
considere  como  una  excepción;  no  puede  admitirse  el  documento 
privado,  comprendido  en  la  prohibición  general.  Si  se  admitie- 
sen los  pagarés  con  el  recibí,  para  cancelar  en  parte  ó  en  todo 
el  crédito  hipotecario,  se  infringiría  el  mismo  art.  72  en  su  letra, 
que  8d  exigir  para  ese  efecto  actas  notariales,  excluye  imph'cíta- 
mente  cualquiera  documento  menos  solemne. 


§  10. 

Documentos  necesarios  para  cancelar  las  inscripciones  de  hipote- 
cas constituidas  para  garantizar  tüulos  al  portador.  —  La  cancela- 
ción de  las  inscripciones  constituidas  con  el  objeto  de  garanti- 
zar títulos  al  portador,  no  podrá  efectuarse,  según  el  art.  82, 
sino  presentando  el  testimonio  d|  la  declaración  judieial  en  que 
se  den.  por  extinguidas  todas  las  obligaciones  aseguradas,  de- 
biendo preceder  para  decretarse  cuatro  llamamientos,  cada  uno 
de  seis  meses  por  edictos  públicos  y  en  los  periódicos  oficiales, 
con  arreglo  á  lo  prescrito  en  el  párrafo  último  de  dicho  artículo. 

Muy  rígida  nos  parece  la  Ley  en  este  punto,  y  ciertamente 
no  coadyuva  al  desarrollo  del  crédito  territorial  si  ha  de  apli- 
carse en  todo  caso.  Dos  años,  por  lo  menos,  han  de  transcurrir 
desde  que  queden  extinguidas  todas  las  obUgaciones  al  porta- 
dor, garantizadas  con  hipoteca,  para  que  la  inscripción  de  ésta 
pueda  cancelarse,  y  esta  tardanza  ha  de  dificultar  operaciones 
para  cuya  realización  necesiten  las  Sociedades  utilizar  su  crédi- 
to; porque  si  después  de  satisfechas  y  recogidas  todas  las  obli- 
gaciones de  una  emisión,  no  puede  cancelarse  la  Iiipoteca  que 
garantizaba  su  cumpUmiento,  sin  que  pasen  dos  años;  no  po- 
drán durante  este  plazo  asegurar  con  primera  hipoteca  cual- 
quiera otra  emisión  que  intenten  hacer,  por  más  que  realmente 
esté  extinguida  la  anterior. 

Por  ello  y  porque  no  hay  una  razón  que  abone  exceptuar  la 
cancelación  de  las  inscripciones  de  hipoteca  que  garanticen 
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títulos  al  portador  de  la  regla  general  del  art.  72  del  Reglamento, 
que  permite  que  pe  cancélenlas  inscripciones  cuando  resulte  de 
cualquier  documento  fehaciente  que  la  obligación  ha  caducado 
ó  se  ha  extinguido,  creemos  que  los  dos  últimos  párrafos  del 
art,  82  han  de  referirse  al  caso  en  que  no  pueda  acreditarse  en 
el  Registro  la  extinción  completa  de  la  obligación,  como  suce- 
derá cuando  no  hayan  podido  recogerse  todos  los  títulos  expe- 
didos; pero  cuando  éstos  puedan  exhibh'se  ya  inutilizados,  y 
cuando  además  se  acredite  por  documento  fehaciente  que  se 
han  satisfecho  las  cantidades  que  representaban,  estimamos 
superfino  é  innecesario  esperar  para  que  se  cancele  la  hipoteca, 
la  declaración  judicial  de  que  han  quedado  extinguidas  todas 
las  obUgaciones. 

En  abono  de  esta  tesis ,  pueden  aducirse  razones  de  gran  va- 
lía. En  la  Exposición  que  precede  á  la  Ley  Hipotecaria  de  1869, 
al  manifestar  el  Ministro  que  la  subscribe,  las  razones  que  acon- 
sejaban la  reforma  del  art.  153,  dice  entre  otras  cosas:  que  «  si 
para  la  circulación  de  las  referidas  obligaciones  fiíese  precisa  la 
escritura  púbUca,  como  lo  es  para  constituir  la  hipoteca;  el  de- 
recho hipotecario  sería  ilusorio,  en  algunos  casos,  porque  no 
fuera  posible  otorgarse  dicho  documento,  y  en  otros  porque  se 
negaran  á  ello  los  interesados,  por  los  gastos  que  había  de  oca- 
sionarles.» Poco  después  afiade:  «pero  la  reforma  del  citado 
artículo  exige  la  adopción  de  algunas  medidas  para  que  tales 
hipotecas  no  puedan  cancelarse  perjudicándose  á  los  interesa- 
dos en  ellas,  ya  que  no  son  conocidos  por  el  Registro.»  Una  de 
esas  medidas  es  la  que  contienen  los  dos  últimos  párrafos  del 
art.  82  de  la  vigente  Ley,  y  por  las  palabras  transcritas  se  ve,  que 
su  objeto  fué  evitar  perjuicios  á  los  interesados  ep  las  obligacio- 
nes. De  aquí  es  lógico  deducir ,  que  no  entraba  én  el  ánimo  del 
Legislador  exigir  la  rigorosa  aplicación  de  dicho  aitículo  cuando 
no  pudiera  haber  perjuicio  alguno  para  los  interesados;  y  en 
efecto,  si  por  documento  auténtico,  como  lo  es  por  ejemplo  un 
acta  notarial,  se  hace  constar  que  la  Sociedad  ha  recogido  y 
conserva  y  exhibe  todas  las  obligaciones  originales ,  y  si  á  mayor 
abundamiento  resulta  acreditado  por  los  hbros  de  contabihdad 
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que  el  empréstito  está  totalmente  satisfecho,  ¿qué  objeto  puede 
ya  tener  el  cumplimiento  del  art.  82  de  la  Lej'?  ¿Cabe  supo- 
ner que  siendo  uno  de  los  fines  de  ésta  el  desarrollo  del  eré-" 
dito  territorial  le  oponga  inútiles  trabas?  Acertadísima  es  la 
disposición  del  art.  82,  en  el  caso  que  no  dejará  de  ofrecerse; 
dada  la  gran  circulación  que  en  España  y  quizá  más  en  el  ex- 
tranjero tienen  las  obligaciones  al  portador  garantizadas  con 
hipoteca;  de  que  no  sea  posible  recogerlas  y  presentarlas  todas. 
En  este  caso  sería  contraproducente  facilitar  la  cancelación, 
con  perjuicio  de  los  que  aún  las  conservasen  en  su  poder;  pero 
cuando  todas  se  han  satisfecho  y  recogido,  es  crear  sin  bene- 
ficio para  nadie  obstáculos  al  desarrollo  del  crédito  territorial. 
Si  para  obtener  la  cancelación  de  una  obUgacion,  que  eviden- 
temei;ite  se  ha  extinguido,  es  preciso  aún  esperar  lo  menos  dos 
años  para  que,  previos  los  necesarios  anuncios  y  el  desembolso 
consiguiente,  declare  el  Juez  que  procede  cancelar  la  hipoteca, 
es  seguro  que  si  durante  ese  tiempo  necesita  la  misma  Sociedcui 
hacer  nueva  emisión  de  obUgaciones  garantidas  con  la  misma 
liipoteca,  no  podría  anunciar  en  los  diversos  mercados  en  que 
generalmente  tienen  colocación,  que  la  finca  hipotecada  está 
libre  de  gravámenes;  porque  el  Registrador  no  podrá  expedir  la 
oportuna  certificación  en  esos  términos. 

Por  ello  creemos  que  no  cabe  dentro  del  espíritu  del  art.  82 
de  la  Ley  Hipotecaria,  ni  de  los  fines  de  ésta,  exigir  en  todo» 
caso,  para  la  cancelación  de  hipotecas  constituidas  para  garan- 
tizar obligaciones  al  portador,  la  declaración  judicial  de  que  se 
han  extinguido. 

Veamos  ahora,  si  cabe  dentro  de  la  letra  de  alguna  otra  dis- 
posición legal,  hacer  la  cancelación  de  las  referidas  hipotecas 
sin  presentar  dicha  declaración. 

El  art.  72  del  Reglamento^  aclaratorio,  ó  mejor  dicho,  com- 
plementario del  82  de  la  Ley,  declara  de  un  modo  explícito, 
que  no  deja  lugar  á  dudas ,  que  « la  misma  escritura  en  cuya 
virtud  se  haya  hecho  la  inscripción  de  ima  obligación  será 
título  suficiente  para  cancelarla,  si  resultare  de  ella,  ó  de  otro 
documento  fehaciente,  que  dicha  obligación  ha  caducado  ó  se  ha 
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extinguido. »  Pues  bien,  si  el  acta  notarial  es  documento  feha- 
ciente, si  en  ella  se  acredita  que  la  obligación  se  ha  extinguido, 
es  á  nuestro  juicio  inconcuso,  que  basta  para  cancelar  la  ins- 
cripción en  que  aquélla  se  consigne. 

No  es  argumento  decir  que  el  art.  72  es  apücable  sólo  á  la 
cancelación  de  las  inscripciones  á  que  se  refiere  el  primer  párra- 
fo del  art.  82  de  la  Ley,  y  no  á  las  comprendidas  en  los  dos  últi- 
mos.  El  art.  72  habla  en  general  de  las  inscripciones  hechas  en 
virtud  de  escritura  pública;  y  cómo  unas  y  otras  han  de  hacer- 
se de  este  modo ;  y  cómo  además ,  de  los  mismos  términos  pro- 
hibitivos se  vale  el  Legislador  en  el  primer  párrafo  qué  en  los 
dos  últimos  del  art.  82,  no  es  lícita,  ni  hay  razón  que  abone 
una  distinción  no  contenida  en  el  precepto  legal.  Tenemos, 
pues,  que  dentro  de  la  letra  del  art.  72  del  Reglamento, 
cabe  cancelar  inscripciones  de  hipoteca  para  garantizar  obli- 
gaciones al  portador,  sin  necesidad  de  la  declaración  judicial 
que  exige  el  art.  82  de  la  Ley,  con  sólo  presentar  la  misma 
escritura  inscrita,  y  documento  fehaciente  en  que  conste  haber- 
se extinguido  la  obHgacion. 

Agregúense  á  todo  lo  expuesto  los  principios  que  informan  el 
R.  D.  de  20  de  Mayo  de  1880,  favorables  á  la  cancelación,  siem- 
pre que  conste  de  un  modo  fehaciente,  ó  por  ininisterio  de  la 
ley,  que  ha  caducado  ó  se  ha  extinguido  la  obligación  inscrita, 
y  se  convendrá  en  que,  aun  siendo  el  caso  dudoso,  no  incur- 
riría en  responsabilidad  de  ningún  género  el  Registrador 
que  cancelase  una  inscripción  de  las  indicadas,  mediante  la 
presentación  de  documento  fehaciente  en  que  se  hiciese  constar 
que  estaban  satisfechas  y  recogidas  todas  las  obligaciones.  Abri- 
gamos la  creencia  de  que  si  oficialmente  se  provocara  una  de- 
claración respecto  á  la  inteligencia  de  los  dos  liltimos  párrafos 
del  art.  82  de  la  Ley  Hipotecaria,  no  habría  de  distar  .mucho 
de  la  que  nosotros  estimamos  por  más  acertada. 

Este  es  nuestro  parecer,  que  si  se  aparta  algo  de  la  letra  del 
art.  82,  no  es  dudable  que  cabe  dentro  de  su  espíritu  y  del  que 
claramente  se  revela  en  el  R.  D.  de  20  de  May.  de  1880. 

La  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  determina  en  su  art.  1.517 
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que  cuando  se  hubiera  despachado  la  ejecución  en  virtud  d© 
títulos  al  portador  con  hipoteca  inscrita  sobre  la  finca  vendida, 
si  existiesen  otros  títulos  con  igual  derecho,  se  proratee  centre 
todos  el  valor  líquido  de  la  venta,  entregando  al  ejecutante  lo 
que  le  corresponda  y  depositándose  la  parte  correspondiente  á 
los  demás  títulos  hasta  su  cancelación,  para  lo  cual  podrá  em- 
plearse el  procedimiento  establecido  en  el  art.  82  de  la  Ley  Hi- 
potecaria.» 

Esta  disposición  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  no  se  ha  meditado 
bastante.  Por  lo  común  se  emiten  títulos  al  portador  para  grandes 
empresas  y  en  gran  número,  ínil,  diez  mil  y  aún  más.  Si  el  que 
es  dueño  de  un  título  ejecuta  á  la  Sociedad  y  procede  contra  la 
finca  hipotecada  y  logra  sentencia  de  remate,  se  venderá  la  fin- 
ca que  valdrá  mil  quinientas  ó  quince  mil  veces  más  que  el  cré- 
dito reclamado.  Pero  vendida  la  finca  y  depositado  el  precio, 
¿cómo  ha  de  negarse  al  comprador  la  cancelación  del  grava- 
men? ¿Qué  necesidad  hay  de  que  se  declare  que  están  extin- 
guidas todas  la9  obUgaciones  aseguradas?  ¿Qué  resultará  si 
sólo  comparecen  de  los  mil  ó  los  diez  mil  tenedores  de  los  títu- 
los, ochocientos  ú  ocho  mil,  diciendo  que  los  suyos  aún  están 
vivos?  ¿Qué  procedimiento  sería  posible  si  hubiera  de  oirse  á 
todos?  ¿Cuál  seria  ^1  importe  de  las  costas  en  la  simple  compa- 
recencia en  los  autos?  Y  si  no  comparecían  y  se  declara- 
ban por  el  Juez  extinguidas  todas  las  obligaciones  asegura- 
das, ¿qué  sería  de  las  existentes?  ¿Cómo  podrían  los  obli- 
gacionistas acudir  después  á  reclamar  su  parte  alícuota  en  vir- 
tud de  títulos  caducados,  según  la  declaración  judicial?  Aun 
cuando  todos  nombrasen  un  representante  ó  una  Comisión  de 
representantes ,  ¿qué  de  los  ausentes  y  de  ignorado  paradero? 
¿Qué  de  los  impedidos?  ¿Qué  de  los  títulos  parte  de  herencias 
yacentes?  ¿Con  qué  derecho  se  forzaría  á  comparecer  en  juicio 
á  los  que  no  tenían  deseo,  facilidades,  medios,  ni  posibilidad 
siquiera  muchas  veces?  Y  si  demostraban  que  las  obligaciones 
aseguradas  por  la  hipoteca  no  estaban  extinguidas,  no  podría 
cancelarse  la  inscripción  y  todos  ellos  estarían  facultados,  pues- 
to que  las  inscripciones  no  canceladas  perjudican  á  tercero;  para 
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repetir  contra  la  finca,  cuyo  precio  total  había  sido  entregado 
por  el  comprador  y  estaba  á  disposición  del  Juez.  Esto  es  con- 
trario al  buen  sentido  y  á  los  principios  que  rigen  en  la  ma- 
teria. 

Puede  salvarse  esta  dificultad  atendiendo  á  que  la  Ley  de  En- 
juiciamiento no  prescribe  en  absoluto  que  se  proceda  por  esos 
trámites  para  cancelar  la  obligación:  dice,  qae podrá  emplearse 
el  medio  que  establece  la  Ley  Hipotecaria,  y  como  el  verbo  po- 
drá es  permisivo,  indica,  que  además  hay  otros  medios  para 
cancelar;  pues  el  que  pueda  hacerse  una  cosa,  no  impide  que 
puedan  hacerse  otras;  y  estos  otros  medios,  son  los  ordinarios. 

En  nuestro  concepto  desde  el  instante  en  que  la  finca  se  ven- 
da y  el  precio  se  deposite  ha  de  cancelarse  la  inscripción  hipo- 
tecaria en  virtud  del  mandato  judicial  en  que  consten  todas  es- 
tas.circunstancias,  sin  necesidad  de  llamamiento  de  los  demás 
acreedores;  porque  la  responsabilidad  de  la  finca  desapareció 
con  la  venta  y  los  derechos  de  los  tenedores  quedan  comple- 
tamente garantidos  con  el  depósito  del  precio  que  á  prorata  les 
corresponda. 

El  art.  82  sólo  es  aplicable,  en  nuestro  concepto,  cuando  no 
habiéndose  reclamado  judicialmente  por  ningún  tenedor  el  pa- 
go de  su  título;  el  hipotecario  afirmando ,  pero  no  probando  por 
documento  fehaciente,  que  los  tiene  satisfechos ,  trata  de  hberar 
la  finca.  La  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  al  extender  á  las  eje- 
cuciones la  ritualidad  marcada  por  la  Hipotecaria  para  cuando 
no  existe  ejecución,  ha  confundido  cosas  completamente  distin- 
tas y  sancionado  procedimientos  que  podrían  impedir  que  se 
presentasen  rematantes  de  las  fincas,  sujetas  á  condiciones  tan 
onerosas.  (V.  el  §  4.o  del  Com.  á  los  arts.  77  al  80  y  el  art.  14 
de  la  Ley  de  12  de  Nov.  de  1869.) 


§11 

Documentos  necesarios  para  cancelar  inscripciones  procedentes  de 
hipoteca  legal,  —  El  art.  73  del  Reglamento  distingue  las  efectua- 
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das  en  virtud  de  mandato  judicial,  de  las  practicadas  sin  ese  re- 
quisito; exigiendo  parala  cancelación  de  las  primeras,  otro  man- 
damiento que  los  Jueces  ó  Tribunales  no  deberán  expedir ,  sin 
que  previamente  se  acredite  la  extinción  de  la  responsabilidad 
asegurada  cori  la  hipoteca  ó  el  cumplimiento  de  lo  prevenido  en 
los  arts.  188 .  y  siguientes  de  la  Ley.  Si  para  la  inscripción  no 
hubiere  mediado  mandamiento  judicial,  deberán  constar  cum- 
plidas en  el  documento  que  se  presente  para  la  cancelación  las 
formalidades  exigidas  por  los  indicados  artículos. 


§   1^^ 

Documentos  necesarios  para  cancelar  las  anotaciones  tomadas  sin 
escritura  publica.  —  Teniendo  presente  el  art.  85  de  la  Ley,  que 
hay  anotaciones  que  se  toman  sin  escritura  pública,  previene 
que  su  cancelación  pueda  efectuarse,  mediante  documentos  de 
la  misma  especie  que  los  presentados  para  hacer  la  anotación. 
Así,  para  cancelar  la  de  crédito  refaccionario,  bastará  un  do- 
cumento privado,  ó  sea  una  solicitud  en  que  manifieste  el  acree- 
dor su  consentimiento  en  la  cancelación ,  debiendo ,  según  cree- 
mos, asegurarse  el  Registrador  previamente  de  la  identidad  de 
las  firmas  y  de  las  personas  que  hubiesen  hecho  la  soUcitud, 
como  para  otro  caso  dispone  el  art.  82. 


§   13 

Autoridades  competentes  para  ordenar  la  cancelación  de  una  ano- 
tación,— El  art.  84  de  la  Ley  atribuye  competencia  para  orde- 
nar la  cancelación  de  las  anotaciones  al  mismo  Juez  ó  Tribu- 
nal que  las  haya  mandado  hacer  ó  al  que  le  haya  succedido 
legalmente  en  el  conocimiento  del  negocio  que  hubiera  dado 
lugar  á  ellas:  así  pues,  en  los  casos  en  que  por  incoarse  un  jui- 
cio universal,  ó  por  decisión  de  competencia,  ó  por  supresión 
de  Tribunales,  ó  por  cualquier  otra  causa  análoga,  no  siga 
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conociendo  del  asunto  el  mismo  Juez  que  ordenó  la  anotación; 
habrá  de  contener  el  mandamiento  los  datos  indispensables  para 
que  el  Registrador  pueda  cerciorarse  de  si  el  que  manda  cance- 
lar es  el  que  le  ha  succedido  legalmente. 

Como  los  embargos  se  verifican  á  menudo  por  Jueces  distin- 
tos y  recaen  sobre  fincas  que  no  radican  en  su  partido  judicial, 
cuando  hayan  de  cancelarse,  el  Juez  que  mandó  la  anotación 
exhortará  al  del  partido  en  donde  radique  el  inmueble  á  fin  de 
que  para  llevar  á  efecto  la  cancelación  por  él  acordada,  expida 
el  oportuno  mandamiento  al  Registrador.  (V.  lo  que  decimos  en 
el§8.odeesteCom.) 


§14 

Cancelación  de  las  anotaciones  por  convertirse  en  inscripciones  de- 
finitivas. —  Los  Jueces  competentes  para  ordenar  que  se  cancele 
una  anotación  preventiva,  lo  son  también  para  ordenar  que 
se  convierta  en  inscripción  definitiva. 

Como  la  anotación  es  un  asiento  temporal  y  transitorio,  adop- 
tado por  la  Ley  para  salvar  interinamente  los  derechos  del  que 
acude  al  Registro,  hasta  que  una  inscripción  solemne  los  ponga 
á  cubierto  de  todas  las  eventualidades;  en  el  momento  en  que 
el  derecho  adquiere  toda  la  extensión  y  eficacia  que  necesita 
para  inscribirse  y  se  inscribe,  el  derecho  anotado  se  extingue  y 
el  asiento  de  anotación  se  cancela  en  virtud  del  hecho  de  la 
conversión. 

Declara  el  art.  76  del  Reglamento  que  puede  efectuarse  cuan- 
do la  persona  á  cuyo  favor  esté  constituida  adquiera  definitiva- 
mente el  derecho,  y  al  mismo  tiempo  detalla  el  modo  de  con- 
vertir la  anotación  en  inscripción :  es  de  advertir ,  que  si  aUí 
dice  que  en  la  conversión  se  expresen  las  circunstancias  reque- 
ridas en  los  números  3.o,  6.o,  7.o  y  8.®  del  art.  9.^  de  la  Ley,  no 
es  porque  las  circunstancias  de  los  otros  números  sean  inútiles; 
sino  porque  ya  constan  en  el  asiento  de  anotación  al  cual  se 
refiere  la  inscripción  convertida. 
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La  conversión  de  la  anotación  tomada  de  la  solicitud  del  he- 
redero pidiendo  que  se  inscriban  á  su  favor  los  bienes  heredita* 
nos  antes  de  los  180  días  desde  el  de  la  muerte  del  testador,  no 
puede  verificarse  basta  que  los  legatarios  hayan  renunciado 
expresa  ó  tácitamente  á  la  anotación  de  sus  liados.  ( Art.  49 
de  la  Ley.) 

No  es  obstáculo  para  que  se  verifique  la  conversión ,  el  que 
después  de  hecha  la  anotación  se  haya  enajenado  la  finca,  por- 
que si  bien  con  arreglo  al  art.  20  de  la  Ley,  parece  que  inscrita 
ya  á  nombre  de  persona  distinta  de  la  que  transfiere,  sólo  puede 
inscribirse  la  transmisión  que  esta  persona  efectúe;  hay  que  te- 
ner presente  que,  según  el  71,  aunque  pueden  enajenarse  ó 
gravarse  los  bienes  anotados,  es  sin  perjuicio  del  derecho  del 
que  obtuvo  la  anotación.  (Resol,  de  10  de  Set.  de  1881.) 

De  la  conversión  de  las  anotaciones  preventivas  por  falta  de 
índices  se  trató  en  el  §  12  del  Coment.  al  art.  42,  y  de  los  efec- 
tos de  las  conversiones ,  en  el  Coment.  al  art.  70.  . 

Hay  un  caso  en  que  una  anotación  se  cancela  por  otra  ano- 
tación contraria,  y  es  el  marcado  en  el  párr.  5.°  del  art.  49.  Si 
el  heredero  pide  que  se  inscriban  los  bienes  á  su  favor  antes  de 
los  180  días  desde  el  siguiente  al  de  la  muerte  del  testador,  eeta 
soUcitud  se  anota;  y  si  después  los  legatarios  solicitan  que  se 
anoten  sus  legados  sobre  algunas  de  las  fincas  de  la  herencia  á 
que  se  refería  la  solicitud  que  anotó  el  heredero;  se  cancela  res- 
pecto á  los  bienes  que  se  anoten  para  la  segmidad  de  los  le- 
gados. 

§16 

Gimo  ha  de  entenderse  d  o/rL  77  dd  Beglamenío.  —  La  inteligen- 
cia de  este  artícelo  es  dificil.  Dispone  que  cuando  adquiera  un 
tercero  el  derecho  anotado ,  en  términos  que  éste  quede  legal- 
mente  extinguido ,  deberá  extenderse  la  inscripción  á  favor  del 
adquirente,  si  procede. 

Nacen  las  dudas,  de  que  no  es  obvio  encontrar  casos  en  que 
puedan  reunirse  las  circunstancias  que  exige  el  artículo:  que  el 
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que  adquiera  sea  un  tercero;  que  por  la  adquisición  quede  ex- 
tinguido el  derecho  anotado,  y  que  proceda  que  se  inscriba  esa 
adquisición. 

Porque  la  adquisición  del  derecho  que  producen  las  anota- 
ciones de  los  números  l.o,  2.<>,  3.o,  4.<^,  5.o,  6.^  y  7.o  del  art.  42 
no  extingue  el  derecho  anotado,  sino  que  lo  traslada  del  ano- 
tante al  adquirente:  las  anotaciones  por  defectos  de  los  títulos, 
ni  se  extinguen  ni  se  cancelan  por  haberse  adquirido  el  inmue- 
ble anotado ,  sino  por  la  conversión  al  subsanarse  los  defectos 
ó  por  caducar  si  ha  transcurrido  el  plazo  sin  subsanarse. 

Quizá  quiera  decirse,  que  la  extinción  no  se  refiere  al  derecho 
en  sí,  sino  á  la  persona  que  anota;  por  ejemplo :  si  hecha  la 
anotación  de  un  legado,  adquiere  un  tercero  el  derecho  á  él, 
es  evidente  que  se  'extingue  para  el  anotante,  aunque  el*  dere- 
cho subsista  para  el  adquirente.  El  texto  del  artículo  rechaza 
esta  interpretación;  porque  nunca  semejante  extinción  produce 
el  efecto  de  cancelar  la  anotación  que  continúa  viva  y  subsis- 
tente. 

Quizá  la  solución,  difícil  y  trabajosa,  en  verdad,  pueda  en- 
contrarse en  la  palabra  tercero.  En  el  Comentario  al  art.  27  ex- 
pusimos cuan  inexacta  es  la  definición  que  de  ella  da  la  Ley 
Hipotecaria,  y  que  aún  en  ocasiones  llama  tercero  á  uno  de  los 
otorgantes  del  contrato ,  y  en  otras  á  todos  los  que  tienen  inte- 
rés ,  aunque  no  haya  contrato.  Creemos  que  aquí  por  la  pala- 
bra tercero  ha  de  entenderse  toda  persona  que  no  sea  la  que  ha 
anotado,  y  que  el  caso  de  aplicar  el  artículo  ha  de  ser  la  conso- 
lidación del  derecho  anotado  en  la  persona  en  cuyo  daño  se 
habia  hecho  la  anotación. 

Un  demandante  anota  su  demanda  sobre  propiedad  de  cier- 
tos bienes,  ó  el  embargo  conseguido  de  cierta  finca :  un  tercero, 
es  decir,  cualquier  persona,  adquiere  los  bienes  y  al  mismo 
tiempo  los  derechos  del  demandante  ó  ejecutante:  los  inmuebles 
se  inscriben  á  su  nombre,  y  el  derecho  anotado  queda  extin- 
guido, porque  los  del  demandante  y  del  demandado  se  han 
confundido  en  un  solo  duefio. 

A  un  comprador  de  una  finca  se  le  priva  de  ella  por  el  r^ 


Digitized  by  VjOOQ IC 


.464  COMENTARIO 

tracto  de  abolengo,  el  retrayente  tiene  que  comprometerse  á  no 
vender  la  finca  en  algunos  años ,  y  este  compromiso  se  anota, 
según  el  art.  1.618  y  1.628  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento.  Poco  , 
después,  un  tercero  compra  la  finca,  y  el  derecho  que  el  retraido 
tiene  á  que  no  se  venda:  en  este  caso ,  el  derecho  se  extingue  y 
la  anotación  ha  de  cancelarse  é  inscribirse  el  dominio  á  nombre 
del  adquirente. 

En  suma;  entendemos,  que  el  art.  77  sólo  quiere  decir,  que, 
así  como  cuando  el  duefto  de  una  finca  gravada  adquiere  el 
dominio  de  un  derecho  real  inscrito,  que  la  afecta,  queda  ex- 
tinguido el  gravamen ;  así  cuando  este  gravamen  no  es  de  los 
inscritos,  sino  de  los  anotados;  ha  de  inscribirse  la  adquisición 
de  este  derecho  de  la  misma  manera ,  expresándose  que  en  vir- 
tud de  ella  quede  cancelada  la  anotación,  por  haberse  extin- 
guido el  derecho.  Hemos  apuntado  las  dificultades ;  la  solución 
que  proponemos  no  ^nos  satisface  por  completo;  á  hombres  de 
ciencia  más  competentes  toca,  de  juro,  el  dársela  magistral  y 
resolutoria. 

§16 

Ultramar.  —  Los  arts.  96  ,  97 ,  98  y  99  de  la  Ley  de  Cuba, 
y  90,  91 ,  92  y  93  de  la  de  Puerto-Rico,  están  copiados  respec- 
tivamente, de  los  que  figuran  con  los  números  82 ,  83 ,  84  y  85 
en  la  de  la  Península. 


Art.  184  dd  Reglamento  de  Cuba, 

Los  Registradores  no  cancelarán  ningún  asiento  de  ins- 
cripción ó  de  anotación ,  sino  en  virtud  de  providencia 
judicial  ejecutoria,  dictada  con  audiencia  de  la  persona  á 
cuyo  favor  se  hubiere  hecho  dicho  asiento ,  ó  en  virtud 
de  documento  fehaciente  en  que  conste  el  consentimien- 
to  expreso  de  la  misma  persona  ó  de  sus  causa- habientes 
ó  representantes  legítimos,  salvo  los  casos  en  que  por 
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disposición  expresa  de  la  ley  ó  de  este  reglamento  deba 
practicarse  la  cancelación  de  oficio  por  el  Registrador. 


Art.  185  del  Ilegía>nento  de  Cuba  y  169  del  de  Puerto-Rico. 

Para  que  los  compradores  de  bienes  nacionales ,  una 
vez  satisfechos  todos  los  plazos ,  puedan  cancelar  las  hi- 
potecas constituidas  sobre  las  fincas  para  responder  del 
precio  en  que  se  vendieron ,  solicitarán  de  las  respectivas 
oficinas  de  Hacienda  certificación  de  su  total  solvencia, 
exhibiendo  al  efecto  las  cartas  de  pago  y  las  escrituras 
de  venta. 

Reconocidas  las  cartas  de  pago  y  los  libros  de  entrada 
de  caudales,  se  expedirá  desde  luego  la  certificación  en 
que  se  describan  las  fincas  y  conste  el  pago  de  todos  los 
plazos ,  y  el  día  en  que  ingresó  en  caja  el  importe  de  cada 
uno  de  ellos. 

En  la  certificación  mencionada  se  expresará  también 
clara  y  terminantemente  que  á  nombre  del  Estado  con- 
siente el  Jefe  respectivo  de  Hacienda  en  que  se  cancele 
la  hipoteca  que  existía  sobre  la  finca  hasta  la  total  sol- 
vencia de  las.  responsabilidades  que  el  comprador  con- 
trajo. 

La  certificación  se  entregará  sin  demora  al  comprador, 
devolviéndole  en  el  acto  las  cartas  de  pago  y  la  escritura, 
después  de  consignarse  en  ésta  nota  expresiva  de  haberse 
expedido  la  certificación  y  de  lo  que  en  ella  conste. 

Este  artículo  está  tomado  de  la  R.  O.  de  13  de  Diciembre 
de  1876. 

Art.  186  del  Reglamento  de  Cuba  y  170  del  de  Puerto-Rico, 
igual  al  73  del  que  rige  en  la  Península. 

Art.  188  del  Reglamento  de  Cuba  y  172  del  de  Puerto-Rico, 
igual  al  75  del  vigente  en  la  Península. 

Art.  189  del  Reglamento  de  Cuba  y  173  del  de  Puerto-Rico, 
copiados  del  76  del  de  la  Península. 

Art.  190  del  Reglamento  de  Cuba  y  174  del  de  Puerto-Rico, 
igual  al  77  del  vigente  en  la  Península. 
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Art,  207  dd  Beglammto  de  Cuba  y  190  del  de  Puerto-Bico, 

Si  después  de  enajenada  una  finca,  ó  de  redimido  un 
censo  y  otorgada  la  correspondiente  escritura,  se  rescin- 
diere ó  anulare  por  resolución  gubernativa  la  venta  ó  re- 
dención, se  pedirá  por  la  Administración  pública  una 
anotación  preventiva  de  esta  resolución ,  presentando  un 
certificado  de  ella  por  duplicado ,  en  el  cual  se  harán 
constar,  además,  las  circunstancias  necesarias  para  la 
anotación,  según  el  art.  86  de  la  ley. 

Si  transcurriere  el  término  en  que,  según  las  disposi- 
ciones vigentes ,  pueden  los  interesados  reclamar  contra 
estas  resoluciones  por  la  vía  contencioso-administrativa 
sin  hacerse  tales  reclamaciones,  el  Director  del  ramo  á 
que  corresponda  la  finca  ó  derecho  procurará  su  inscrip- 
ción de  dominio  á  favor  del  Estado  ó  de  la  corporación  á 
que  pertenezca,  si  hubiere  de  quedar  amortizado;  y  la 
cancelación  de  la  inscripción  del  contrato  anulado  sola- 
mente, si  dicha  finca  ó  derecho  debiera  enajenarse  con 
arreglo  á  las  leyes. 

Si  la  finca  declarada  en  quiebra  tuviese*  alguna  hipo- 
teca á  favor  de  un  tercero ,  sólo  se  podrá  cancelar,  conior- 
me  á  lo  prescrito  para  las  cancelaciones  en  la  Ley  Hipo- 
tecaria. 

Los  dos  primeros  párrafos  de  este  artículo  están  copiados  del 
24  del  R.  D.  de  11  de  Noviembre  de  1864.  El  último  no  tiene 
precedente  en  la  legislación  que  rige  en  la  Península,  y  tal  vez 
pudiera  ser  un  obstáculo  para  que  los  Registradores  de  las  An- 
tillas se  abstuviesen  de  aplicar  en  los  casos  respectivos  la  regla 
6  a  del  R.  D.  de  20  de  Maj^o  de  1880;  pero  considerado  este 
como  la  genuina  explicación  del  82  de  la  Ley  de  la  Península 
igual  al  90  de  la  de  Puerto-Rico  y  96  de  la  de  Cuba,  parécenos 
que  bien  pudieran  aquellos  funcionarios  inspirarse  en  las  pres- 
cripciones de  aquel  R.  D. 

El  art.  72  del  Reglamento  de  la  Península,  ha  sido  substituido 
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por  el  184  en  el  de  Cuba,  que  como  aquél  no  tiene  concor- 
dante en  el  de  Puerto-Rico.  Esto  no  obstante,  creemos  que  tan- 
to las  prescripciones  en  él  contenidas,  como  las  que  comprende 
el  R.  D.  de  20  de  Mayo  de  1880,  son  aplicables  á  Ultramar;  pues 
no  hay  una  razón  para  que  siendo  iguales  los  artículos  de  las 
ra'ípectivas  Leyes,  se  apliquen  de  distinto  modo,  y  tanto  más 
fundada  es  nuestra  creencia,  cuanto  que  en  el  art.  133  de  la  de 
Puerto-Rico  y  139  de  la  de  Cuba,  se  consigna  expresamente 
como  en  el  2.®  del  R.  D.  de  20  de  Mayo,  que  en  los  casos  de 
enajenación  de  una  finca  para  pago  de  tm  crédito  hipotecario, 
se  cancelen  todas  las  inscripciones  posteriores  de  hipoteca,  si 
el  precio  obtenido  no  hubiere  superado  al  de  la  hipoteca,  con 
sólo  presentar  mandamiento  judicial  en  que  conste  tal  extremo. 


TOMO   111  30 
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Art.  86.  La  anotación  á  favor  del  legatario  que  no  lo 
sea  de  especie,  caducará  al  año  de  su  fecha. 

Si  el  legado  no  fuere  exigible  á  los  diez  meses ,  se  con- 
siderará subsistente  la  anotación  preventiva  hasta  dos 
meses  después  en  que  pueda  exigirse. 

Art.  87.  Si  antes  de  extinguirse  la  anotación  preven- 
tiva resultare  ser  ineficaz  para  la  seguridad  del  legado, 
por  razón  de  las  cargas  ó  condiciones  especiales  de  los 
bienes  anotados ,  podrá  pedir  el  legatario  que  se  consti- 
tuya otra  sobre  bienes  diferentes ,  siempre  que  los  haya 
en  la  herencia  susceptibles  de  tal  gravamen. 

Art.  88.  El  legatario  de  rentas  ó  pensiones  periódi- 
cas, impuestas  por  el  testador  determinadamente  á  cargo 
de  alguno  de  los  herederos  ó  de  otros  legatarios,  pero  sin 
declarar  personal  esta  obligación,  tendrá  derecho,  dentro 
del  plazo  señalado  en  el  art.  86 ,  á  exigir  que  la  anota- 
ción preventiva  que  oportunamente  hubiere  constituido 
de  su  derecho ,  se  convierta  en  inscripción  hipotecaria. 

Art.  89..  El  heredero  ó  legatario  gravado  con  la  pen- 
sión deberá  constituir  la  hipoteca  de  que  trata  el  artículo 
anterior,  sobre  los  mismos  bienes  anotados,  si  se  le  ad- 
judicaren ,  ó  sobre  cualesquiera  otros  inmuebles  de  la  he- 
rencia que  se  le  adjudiquen. 

La  elección  corresponderá ,  en  todo  caso ,  á  dicho  here- 
dero ó  legatario  gravado ,  y  el  pensionista  deberá  admi- 
tir la  hipoteca  que  aquél  le  ofrezca ,  siempre  que  sea  bas- 
tante y  la  imponga  sobre  bienes  procedentes  de  la  he- 
rencia. 

Art.  90.     El  pensionista  que  no  hubiere  constituida 
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anotación  preventiva ,  podrá  exigir  también  en  cualquier 
tiempo  la  inscripción  hipotecaria  de  su  derecho ,  sobre 
los  bienes  de  la  herencia  que  subsistan  en  poder  del  he- 
redero ó  se  hayan  adjudicado  al  legatario  ó  heredero  es- 
pecialmente gravado ,  siempre  que  pudiera  hacerlo ,  me- 
diando anotación  preventiva  eficaz ,  conforme  á  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  anterior. 

Esta  inscripción  no  surtirá  efecto  sino  desde  su  fecha. 

Art.  91.  El  pensionista  que  hubiere  obtenido  anota- 
ción preventiva,  no  podrá  exigir  que  se  le  hipotequen 
otros  bienes  que  los  anotados,  si  éstos  fueren  suficientes 
para  asegurar  el  legado.  Si  no  lo  fueren,  podrá  exigir  el 
complemento  de  su  hipoteca  sobre  otros  bienes  de  la  he- 
rencia; pero  con  sujeción,  en  cuanto  á  estos  últimos,  á 
lo  dispuesto  en  el  segundo  párrafo  del  articulo  anterior. 

Concuerdan  con  los  siguientes  del  Reglamento : 

Art.  33.  Cuando  en  alguna  testamentaría  ó  concurso 
se  adjudiquen  bienes  inmuebles  á  uno  de  los  partícipes  ó 
acreedores ,  con  kt  obligación  de  emplear  su  importe  en 
pagar  deudas  ó  cargas  de  la  misma  herencia  ó  concurso, 
se  inscribirán  dichos  bienes  á  favor  del  adjudicatario, 
haciéndose  mención  literal  de  aquella  obligación. 

Art.  79.  Se  considerará  exigible  el  legado  páralos 
efectos  del  núm.  6.^  del  art.  42  de  la  Ley,  cuando  pueda 
legalmente  demandarse  en  juicio  su  inmediato  pago  ó 
entrega ,  bien  por  haberse  cumplido  el  plazo  ó  las  condi- 
ciones á  que  estaba  sujeto,  ó  bien  por  no  existir  ningún 
inconveniente  legal  que  impida  ó  demore  dicho  pago  ó 
entrega. 

Los  legados  que  consistan  en  pensiones  ó  rentas  perió- 
dicas se  considerarán  exigibles  desde  que  pueda  recla- 
marse en  juicio  la  primera  pensión  ó  renta. 

Art.  80.  La  hipoteca  de  que  tratan  los  artículos  88, 
89  y  90  de  la  Ley ,  deberá  constituirse  en  la  misma  par- 
tición correspondiente  á  aquel  á  quien  se  adjudique  el  iu- 
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mueble  gravado  con  la  pensión ,  y  á  falta  de  ella,  en  es- 
critura pública  otorgada  por  el  pensionista  y  el  legatario 
ó  heredero  gravado ,  ó  por  sentencia ,  si  éstos  no  se  avi- 
nieren en  la  manera  de  constituir  dicha  obligación. 

Cuando  se  haya  formado  juicio  de  testamentaría,  se 
sustanciará  y  decidirá  esta  cuestión  como  incidente  del 
mismo.  Cuando  no  se  haya  formado  dicho  juicio,  se  de- 
cidirá en  el  ordinario. 


SUMARIO 
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COMENTARIO 


§  !.• 

Caducidad  de  las  anotaciones  preventivas  de  legados.  —  En  el 
Comentario  al  art.  42  y  en  el  de  los  arts.  45  al  58,  tratamos  de 
las  anotaciones  de  los  legados :  tócanos  ahora  disquirir  cuándo 
caducan. 

Extraño  es  que  exigiéndose  la  anotación  del  legado  de  espe- 
cie por  los  arts.  45  y  46,  nada  se  diga  sobre  el  tiempo  que 
duran  sus  efectos ;  limitándose  el  art.  86  á  los  legados  que  no 
fueran  de  especie. 

Sin  embargo,  examinando  la  Exposición  de  motivos,  que  par- 
te del  principio  (que  no  admitimos)  de  que  la  enajenación  de 
la  especie  inmueble  legada  perjudica  al  legatario,  quien  para 
evitarlo  necesita  anotar  su  derecho  heista  que  por  la  entrega  de 
la  cosa  desaparezca  este  peligro;  se  deduce,  que  la  anotación 
del  legado  de  especie  diu^  tanto  como  demore  el  heredero  la 
tradición.  (V.  el  Coment.  al  art.  45.) 

Caprichoso  parece  el  precepto  del  art.  86  al  determinar,  que 
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si  no  es  exigible  el  legado  no  específico  á  los  diez  meses,  se 
considere  subsistente  la  anotación  preventiva,  hasta  dos  meses 
.después  en  que  pueda  exigirle  el  legado.  Parecía  más  natural 
que,  caducando  la^  anotación  al  año  de  su  fecha,  se  hubiera  se- 
ñalado este  plazo  y  no  el  de  diez  meses,  para  que  si  el  legado 
no  era  exigible  en  él,  la  anotación  produjese  efectos  hasta  los 
dos  meses  posteriores:  de  esta  manera  hubiese  habido  con- 
gruencia y  correlación  entre  ambos  párrafos  del  artículo.  Lo 
fundado  de  nuestras  observaciones  se  aquilata,  considerando 
que  en  la  Exposición  de  motivos  (pág.  106,  tomo  i)  al  tratar  de 
la  anotación  de  legados  se  dice :  c  Mas  estas  anotaciones  pre- 
ventivas, no  tienen  fuerza  indefinidamente:  el  transcurso  de 
un  año  bastará  para  quitársela,  á  no  ser  que  ni  aun  entonces  sea 
exigible  el  legado. i>  Ni  aun  entonces,  esto  es,  ni  aun  transcurrido 
el  año.  Lo  mismo  repite  (pág.  111)  al  exponer  los  fundamentos 
de  la  extinción  de  las  inscripciones  y  anotaciones  preventivas. 

Aun  cuando  á  veces  no  es  cosa  llana  fijar  el  día  desde  el  cual 
puede  exigirse  el  legado,  el  art.  79  del  Reglamento  establece 
como  regla  general,  que  se  considere  exigible  cuando  pueda 
legalmente  demandarse  en  juicio  su  inmediato  pago. 

Creeríase  que  esta  declaración  no  es  más  que  el  desarrollo 
del  art.  86  de  la  Ley,  ¿  fin  de  que  quedara  consignado  el  día 
desde  el  cual  principiaba  á  correr  el  plazo  de  los  dos  meses  en 
que  después  de  poderse  exigir  el  legado ,  aún  conservan  sus 
efectos  las  anotaciones  preventivas;  mas  no  es  así;  porque,  se- 
gún expresa  el  mismo  artículo ,  esta  declaración  tan  sólo  se 
hace  para  los  efectos  del  núm.  6.^  del  art.  42  de  la  Ley:  por 
más  que  examinamos  la  relación  de  ambos  preceptos,  no  en- 
contramos el  lazo  que  los  une. 

El  núm.  6.^  del  art.  42  dice:  t  que  el  legatario  puede  pedir 
anotación  preventiva  de  su  derecho,»  sin  que  sea  requisito 
necesario  para  usar  de  la  facultad  de  pedir  la  anotación,  el  que 
el  legado  sea  exigible  antes  ó  después  de  los  diez  meses.  Pero 
si  bien  es  verdad  que  el  plazo  en  que  pueda  reclamarse  el  lega- 
do en  nada  afecta  al  derecho  de  pedir  su  anotación,  afecta,  sí, 
á  la  duración  de  esa  misma  anotación ;  porque  el  art.  86  dispone 
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que  cuando  el  legado  no  es  exigible  á  los  diez  meses  de  haberse 
anotado,  la  anotación,  que  caduca  al  afio,  se  considere  sub- 
sistente los  dos  meses  posteriores  al  día  en  que  pueda  exigirse. 

Como  este  último  plazo  es  relativo ,  pues  si  el  legado  no  pue- 
de exigirse  hasta  el  año  conservará  la  anotación  su  fuerza  has- 
ta los  catorce  meses;  si  no  puede  exigirse  hasta  los  catorce  meses, 
la  conservará  hasta  los  diez  y  seis  y  así  succesivamente;  la  decla- 
ración del  art.  79  del  Reglamento  que  determina  cuándo  ha  de 
considerarse  exigible  el  legado,  para  fijar  cuando  concluyen 
los  dos  meses  en  que  se  considera  que  subsiste  la  anotación; 
clara  y  evidentemente  se  refiere  al  art.  86  y  no  al  42,  aunque 
otra  cosa  diga  el  79  del  Reglamento. 

Inconvenientes  no  pequeños  han  de  ocurrir  á  veces  para 
fijar  con  exactitud  el  día  en  que  el  legado  es  exigible;  pues  ni 
dicela  Ley  cómo  ha  de  justificarse  esto  ante  el  Registrador,  ni 
las  circuntancias  que  han  de  concurrir  para  que  pueda  cancelar 
la^anotacion  pasados  los  dos  meses.  Para  obviar  estas  dificulta- 
des, creemos  que  si  en  la  escritura  anotada  consta  cuando  em- 
pezó á  ser  exigible  el  legado,  cancele  la  anotación  con  arreglo 
al  art.  72  del  Reglamento ;  pero  si  depende  de  hechos  posterio- 
res y  extraños,  la  deje  subsistente  mientras  que  por  convenio 
escriturado  del  heredero  y  del  que  anotó  ó  por  declaración  del 
Juez,  no  se  determine  qué  ha  llegado  el  caso  de  cancelarse  la 
anotación  preventiva. 

En  el  caso  de  que  durante  el  tiempo  en  que  subsistan  sus 
efectos  resultase  que  la  finca  anotada  fuera  insuficiente  para  la 
seguridad  del  legado;  puede  solicitar  el  legatario  que  se  consti- 
tuya otra  sobre  bienes  distintos,  siempre  que  los  haya  en  la 
herencia  susceptibles  de  tal  gravamen.  (Art.  87.) 

Esta  facultad  del  legatario  ha  de  entenderse  subordinada  á  lo 
dispuesto  en  el  art.  47  de  la  Ley,  y  si  el  heredero  hubiera  acepta- 
do la  herencia  simplemente,  entendemos  que  también  puede 
exigir  el  legatario  que  se  constituya  la  anotación  sobre  los  bie- 
nes particulares  del  heredero  que  por  la  adición  quedaron  con- 
fundidos con  los  hereditarios  y  como  éstos,  sujetos  á  las  respon- 
sabilidades impuestas  por  la  voluntad  del  testador. 
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§  2.0 


Constitución  de  hipotecas  para  la  seguridad  de  los  legados  de  pen- 
siones ó  rentas.  —  Cuando  á  un  heredero  ó  legatario  le  manda  el 
testador  que  satisfaga  alimentos,  pensiones  ó  rentas;  puede 
hacerio ,  disponiendo,  que  se  considere  como  obligación  perso- 
nal, ó  como  carga  real,  que  pese  sobre  finca  determinada,  ó  so- 
bre todos  los  bienes  de  la  herencia  ó  del  legado  indeterminada- 
mente. 

Para  que  la  obligación  se  entienda  personal  del  heredero  6 
legatario,  es  preciso  que  el  testador  lo  exprese  así  (Exposición 
página  112);  y  aun  nosotros  entendemos  que  sin  expresarlo, 
toda  pensión  que  ha  de  satisfacerse  por  un  legatario  de  canti- 
dad ó  de  género  no  inmueble,  es  también  personal.  El  pensio- 
nista de  esta  clase  no  tiene  derecho  á  exigir  garantía  alguna 
en  virtud  de  los  preceptos  de  la  Ley ,  ni  sería  posible  anotar 
finca  alguna  déla  herencia;  puesto  que  al  legatario  habría  de 
satisfacérsele  su  crédito  en  dinero,  efectos,  semovientes  ó  co- 
sas muebles  y  fungibles. 

Pero  si  la  pensión  se  considera  gravamen  real ,  por  haberla 
manifestado  el  testador,  bien  expresamente,  bien  señalando  la 
finca  que  había  de  responder  del  pago,  bien  imponiéndola  al 
legatario  ó  heredero  de  inmuebles;  entonces  el  pensionista  tiene 
derecho  á  exigir  la  anotación  y  á  que  se  convierta  en  inscrip- 
ción hipotecaria  Uegado  el  plazo  que  prefija  el  art.  86.  Puede 
decirse  que  esta  inscripción  es  inherente  á  la  naturaleza  del 
legado  de  pensión;  porque  así  como  en  los  de  género  y  canti- 
dad entregada  la  cosa  concluye  el  legado ,  y  si  el  heredero  no  la 
entregó  puede  reclamársele  judicialmente  y  anotarse  la  deman- 
da; en  el  legado  de  pensión  no  sucede  lo  mismo.  Se  entrega  el  im- 
porte de  una  anuahdad,  por  ejemplo,  pero  como  la  deuda  es  de 
tracto  succesivo ,  aquella  entrega  no  ha  concluido  ni  disminuida 
la  obügacion,  que  queda  siempre  en  pié  respecto  al  pago  de  las 
pensiones  futuras.  De  aquí  que,  como  el  capital  no  puede  re- 
clamarse, y  como  la  conservación  de  la  renta  depende  de  que 
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se  conserve  el  capital,  es  derecho  incuestionable  del  pensionista 
que  se  señalen  é  inscriban  fincas  que  garanticen  la  existencia 
del  capital  generador  de  la  pensión,  cuyo  pago  quedaría  de  otro 
modo  á  merced  del  pensionario. 

Si  la  pensión  se  ha  impuesto  sobre  finca  determinada ,  se  se- 
guirán para  la  anotación  las  mismas  reglas  que  para  el  legado 
de  especie. 

Si  no  se  ha  designado  por  el  testador  finca  que  responda  á  la 
pensión,  se  anotarán  cualesquiera  bienes  de  la  herencia  á  elec- 
ción del  heredero ,  con  tal  que  aseguren  bastantemente  el  capi- 
tal que  corresponda  á  la  pensión  debida,  y  sobre  estos  mismos 
habrá  de  constituirse  la  hipoteca,  si  se  adjudicasen  al  pensio- 
nario ;  y  si  no  se  le  adjudicasen  sobre  los  que  se  le  hayan  adju- 
dicado, en  la  misma  forma  y  condiciones  con  que  se  hizo  la 
anotación.  (Art.  89  de  la  Ley.) 

Si  el  pensionista  no  hubiese  constituido  anotación  preventi- 
va, podrá  exigir  en  cualquier  tiempo  la  inscripción  hipotecaria 
sobre  los  bienes  de  la  herencia  que  subsistan  en  poder  del  pen« 
sionario;  mas  no  surtirá  efecto  sino  desde  su  fecha,  y  esto  mis- 
mo sucederá  cuando,  no  siendo  bastantes  los  bienes  anotados 
para  asegurar  la  pensión,  soKcita  el  legatario  que  se  le  hipote- 
quen otros  bienes  de  la  herencia.  (Arts.  90  y  91  de  la  Ley.) 

La  hipoteca  se  constituirá,  ó  en  la  misma  partición  de  bie- 
nes, ó  en  escritura  separada,  ó  por  sentencia  judicial  si  no  se 
aviniesen  los  interesados;  substanciándose  la  reclamación  como 
incidente,  si  se  ha  incoado  el  juicio  de  testamentaría;  y  cuando 
no,  en  el  ordinario.  (Art.  80  del  Reglam.) 

Si  el  heredero  hubiese  recibido  la  pensión  á  beneficio  de  in- 
ventario é  inscrito  como  suyos  los  bienes,  después  délos  ciento 
ochenta  días  y  vendídolos  como  Ubres,  por  no  haber  anotado  el 
pensionista  oportunamente  su  pensión,  ¿estará  obligado  apres- 
tar hipoteca  si  éste  la  reclama? 

No  siendo  específica  la  pensión;  es  decir,  no  estando  impuesta 
sobre  bienes  determinados ,  entendemos  qué  no :  la  anotación  y 
la  hipoteca  expresa  sobre  bienes  determinados  que  concede  la 
Ley  al  pensionista,  es  una  substitución  de  la  hipoteca  tácita 
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que  en  todos  los  bienes  hereditarios  les  reconocía  la  antigua  le- 
gislación;'y  como  esta  hipoteca  tácita  pesaba  sólo  sobre  los 
bienes  de  la  herencia,  si  se  han  enajenado  ^  no  hay  materia 
gravada  en  poder  del  heredero  que  le  obUgue  á  prestar  la  hi- 
poteca. 

Sólo,  en  nuestro  sentir,  le  quedaría  al  pensionista  el  derecho 
personal  contra  el  heredero,  y  si  viera  que  éste,  por  incuria  ó 
por  mahcia,  malrotaba  sus  bienes ,  temiendo  con  fundamento 
su  insolvencia;  podría  entablar  demanda  ante  el  Juzgado,  para 
que  el  heredero,  ó  presentara  fiador  ó  señalara  bienes  que  res- 
pondiesen, ó  se  le  prohibiese  la  venta  de  los  bastantes  para  la 
seguridad  del  pago ,  y  si  alcanzara  providencia  judicial,  deter- 
minándolo ,  podría  inscribirse  en  el  Registro. 

Si  la  pensión  estuviera  impuesta  sobre  finca  determinada,  aun 
cuando  el  pensionista  no  hubiese  sohcitado  la  anotación  en 
tiempo;  como  al  inscribir  el  heredero  á  su  favor  la  finca  grava- 
da, consta  el  gravamen  en  el  Registro;  entendemos  que  en 
cualquier  tiempo  puede  pedir  la  inscripción  de  su  derecho  real 
y  reclamar  contra  tercero;  pues  si  bien  el  art.  90,  previene  que 
las  inscripciones  pedidas  fuera  de  los  ciento  ochenta  días  sin  ha- 
berse anotado  el  derecho,  no  surten  efecto  sino  desde  su  fecha; 
es  cuando  por  no  haber  finca  designada,  la  pensión  gravita  so- 
bre todos  los  bienes  de  la  herencia ,  y  como  este  gravamen  ge- 
neral no  se  menciona  en  el  asiento  particular  de  ninguna  finca, 
y  solo  consta  desde  el  día  de  la  inscripción;  sólo  desde  entonces 
perjudica  á  tercero. 

Cancelación  de  la  cbligaciofi  impuesta  aun  heredero  ó  acreedor,  de 
emplear  él  importe  de  los  bienes  en  pago  de  deudas  ó  cargas  de  la  he- 
rencia ó  concurso, — En  el  §  2.^  del  Comentario  al  art.  29,  manifes- 
tamos, que  no  obstante  hacerse  mención  de  las  deudas,  en  las 
inscripciones  de  adjudicación  para  su  pago,  no  adquieren  el  ca- 
rácter de  derechos  reales  para  el  acreedor.  Sin  embargo  de  no 
serlo,  como  el  art.  33  del  Reglamento  exige  que  se  inserte  Uteral 
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la  obligación,  claro  es  que  surte  algún  efecto,  y  éste  es,  según 
consignamos  en  dicho  CJomentario,  el  de  la  rescisión ,  áün  con 
perjuicio  de  tercero.  Conviene,  por  tanto,  que  para  que  éstos 
puedan  contratar  sin  correr  ese  riesgo,  se  haga  constar  en  el 
Registro  el  cumpHmiento  de  la  obügacion. 

En  vano  se  busca  en  el  Título  que  comentamos  una  disposi- 
ción directamente  apUcable  al  caso  que  se  ventila;  pero  sí  lo 
es  la  del  art.  16 ,  que  preceptúa  se  haga  constar  por  nota  que 
equivaldrá  á  una  cancelación ,  y  para  la  cual  bastará  presentar 
documento  fehaciente  ó  mandato  judicial. 

§4.0 

ültrarmr.— Los  arts.  100,  101,  102,  103,  104  y  105  de  la 
Ley  de  Cuba  y  94,  95,  96,  97,  98  y  99  de  la  de  Puerto-Rico, 
están  copiados  de  los  que  dejamos  transcritos  de  la  que  rige  en 
la  Península. 

Los  arts.  136,  192  y  193  del  Reglamento  de  Cuba  y  130,  176 
y  177  del  de  Puerto-Rico,  son  iguales  á  los  señalados  con  los 
núms.  33,  79  y  80  del  que  rige  en  la  Península. 
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artículos  92  AL  95 

Art.  92.  La  anotación  á  favor  del  acreedor  refaccio- 
nario caducará  á  los  sesenta  días  de  concluida  la  obra  ob- 
jeto de  la  refacción. 

Art.  93.  El  acreedor  refaccionario  podrá  convertir  su 
anotación  preventiva  en  inscripción  de  hipoteca ,  si  al  es- 
pirar el  término  señalado  en  el  artículo  anterior  no  estu- 
viere aún  pagado  por  completo  de  su  crédito,  por  no 
haber  vencido  el  plazo  estipulado  en  el  contrato. 

Si  el  plazo  estuviere  vencido,  podrá  el  acreedor,  ó 
prorogarlo  mediante  la  conversión  de  la  anotación  de 
inscripción  hipotecaria ,  ó  exigir  el  pago  deáde  luego, 
para  lo  cual  surtirá  la  anotación  todos  los  efectos  de  la 
hipoteca.    • 

Art.  94.  Para  convertir  en  inscripción  hipotecaria  la 
anotación  de  crédito  refaccionario ,  se  liquidará  éste,  si 
no  fuere  líquido ,  y  se  otorgará  escritura  pública. 

Art.  95.  Las  cuestiones  que  se  susciten  entre  el  acree- 
dor y  el  deudor  sobre  la  liquidación  del  crédito  refaccio- 
nario ,  ó  sobre  la  constitución  de  la  hipoteca ,  se  decidirán 
en  juicio  ordinario.  Mientras  éste  se  sustancie  y  termine, 
subsistirá  la  anotación  preventiva  y  producirá  todos  sus 
efectos. 
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SUMARIO 


i.  Caducidad  de  la  anotación  del  crédito  refaccionaño.  —  §2,  Cómo  se 
convierten  en  inscripciones ,  las  anotaciones  de  un  crédito  refaccionario  ilí- 
quido. —  §3,  Cuándo  no  puede  convertirse  la  anotación  en  inscripción. — 
§  4.  ultramar. 

COMENTARIO 


§  1.^ 

Caducidad  de  la  anotaron  del  crédito  refaccionario.  —  Al  tratar 
de  las  anotaciones  de  créditos  refaccionarios,  se  expusieron  las 
principales  cuestiones  que  nacían  de  ellas;  ahora  nos  resta  exa- 
minar el  tiempo  y  forma  de  su  caducidad  y  cancelación. 

Como  el  anotar  el  crédito  refaccionario  no  tiene  más  objeto 
que  el  de  asegurar  el  derecho  real  que  el  acreedor  adquiere  por 
las  cantidades  que  va  adelantando,  sólo  conserva  su  fuerza  el 
asiento,  mientras  duran  las  obras  y  60  días  después.  Pasado  este 
respiro  que  concede  al  deudor  el  art.  92  de  la  Ley,  concluidas 
las  obras,  sabiéndose  ya  la  cantidad  total  de  que  la  finca  res- 
ponde; procede  trocar  la  garantía  provisional  de  la  anotación 
por  la  definitiva  de  la  inscripción.  (Resol,  de  11  de  Ab.  de  1876.) 

Para  evitar  cuestiones  respecto  á  la  fecha  de  la  conclusión  de 
las  obras,  que  es  la  que  sirve  para  contar  los  60  días  en  que 
produce  efectos  la  anotación,  convendrá  que  por  el  Arquitecto 
que  las  haya  dirigido  se  ubre  el  correspondiente  certificado  en 
que  se  fije  el  día. 

Al  espirar  los  sesenta,  ó  ha  satisfecho  el  deudor  el  crédito  ó 
no  lo  ha  satisfecho:  si  lo  primero,  se  cancelará  la  anotación;  si 
lo  segundo,  ó  no  está  vencido  el  plazo  en  que  debía  satisfacerlo, 
ó  lo  está :  si  no  lo  está ,  el  acreedor  refaccionario  puede  conver- 
tir su  anotación  en  inscripción  de  hipoteca;  si  lo  está,  puede 
prorogar  aquel  plazo  mediante  la  conversión  de  la  anotación 
en  (1)  inscripción  hipotecaria  ó  exigir  el  pago  desde  luego;  en 

1  Conversión  de  la  anotación  <  de  inscripción  hipotecaría ,  >  dice  equivocada- 
mente el  texto  del  art.  98. 
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cuyo  caso  la  anotación  surtirá  todos  los  efectos  de  la  hipoteca. 
(Art.  93  de  la  Ley.) 

Por  los  términos  del  artículo  parece  que  vencido  el  plazo  esti- 
pulado en  el  contrato  para  satisfacer  el  crédito  refaccionario ;  el 
simple  hecho  de  convertir  el  acreedor  la  anotación  en  inscrip- 
ción, lleva  envuelta  la  próroga  del  plazo.  Pero  ¿cuánto  dura  este 
plazo?  En  nuestro  concepto,  si  no  se  ha  expresado  por  medio  de 
ima  escritura  pública,  la  duración  es  indefinida  y  dependiente 
de  la  voluntad  del  acreedor,  que  en  cualquier  tiempo  podrá  re- 
clamar su  deuda. 

§2.o 

CwYio  se  convierten  en  inscripciones,  las  anotaciones  de  un  crédito 
refaccionario  ilíquido.  —  El  art.  60  de  la  Ley  advierte,  que  los  cré- 
ditos refaccionarios  que  se  anoten  pueden  ser  ilíquidos :  si  taj 
sucediera,  el  acreedor,  para  convertir  la  anotación  en  inscrip- 
ción hipotecaria  y  habría  de  liquidar  con  el  deudor  el  crédito;  y 
si  entre  el  acreedor  y  el  deudor  surgiesen  cuestiones  sobre  esto 
ó  sobre  la  constitución  de  la  hipoteca,  han  de  decidirse  enjuicio 
ordinario,  subsistiendo  mientras  se  substancie  y  termine,  la  ano- 
tación preventiva  que  producirá  todos  sus  efectos.  Pronunciada 
sentencia  ó  convenidos  sobre  el  importe  líquido  del  crédito  (en 
cuyo  caso  habrán  de  otorgar  escritura  pública),  se  convertirá  la 
anotación  en  inscripción  hipotecaria.  Como  el  art.  95  sólo  mar. 
ca  esta  tramitación  para  cuando  el  crédito  sea  ilíquido ;  si  fuere 
h'quido,  la  conversión  se  hará  sencillamente  por  el  Registra- 
dor ,  extendiendo  el  asiento  correspondiente ,  y  en  ambos  casos 
quedarán  canceladas  las  anotaciones.  • 

§  3.0 

Cuándo  no  puede  convertirse  la  anotación  en  inscripáon,  —  La 
liquidación  del  crédito  deberá  hacerse  durante  los  60  días  pos- 
teriores á  la  conclusión  de  la  obra;  de  manera  que  al  finali- 
zar aquéllos  pueda  el   acreedor,  ó  presentar  la  escritura  de 
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liquidación  para  que  se  convierta  en  inscripción  la  anotación, 
ó  el  testimonio  de  haber  entablado  el  juicio  ordinario ,  para  que 
la  anotación  no  caduque. 

¿Qué  sucedería  si  disputando  acreedor  y  deudor  se  descuidase 
aquél  y  transcurriesen  los  60  días  sin  acudir  al  Registro  con 
la  liquidación  ni  con  el  testimonio  de  la  demanda  hasta  algu- 
nos después?  Creemos  que  la  anotación  caducaría  y  habría  de 
cancelarse;  que  la  inscripción  podría  hacerse ,  sin  enibargo,  en 
virtud  de  la  nueva  escritura  de  liquidación,  si  en  ella  se  expre- 
saba la  hipoteca  de  la  finca;  pero  no  como  conversión  de  la 
anotación,  consecuencia  de  ésta  y  con  los  privilegios  de  prefe- 
rencia; sino  como  inscripción  ordinaria,  independiente  de  aqué- 
lla ,  y  con  la  simple  prelacion  de  antigüedad :  que  los  graváme- 
nes impuestos  á  la  ñnca  en  el  intermedio  de  la  caducidad  de  la 
anotación  y  el  asiento  de  la  inscripción,  serán  preferidos  al  cré- 
dito refaccionario,  y  que  si  no  se  presentase  la  escritura  de  li- 
quidación, sino  el  testimonio  de  haber  entablado  la  demanda; 
no  serviría  para  inscribir  el  crédito,  sino  tan  sólo  para  que,  ano- 
tado el  testimonio,  produjese  los  efectos  que  á  los  asientos  hechos 
en  virtud  de  lo  dispuesto  en  los  núms.  1.^  y  4.*^  del  art.  42  de  la 
Ley,  conceden  los  artg.  43  y  44. 

Para  evitar  estos  inconvenientes ,  debiera  haberse  conservado 
á  las  anotaciones  de  créditos  refaccionarios,  fuerza  de  hipoteca 
hasta  que  se  hubiesen  convertido  en  inscripciones ;  medida  que, 
sin  perjudicar  á  nadie,  evitaba  que  el  acreedor  perdiese  su  dere- 
cho privilegiado,  ya  por  leve  descuido,  ya  por  imposibilidad 
material  y  aun  por  buena  fe  y  bondad  de  corazón,  creido  en 
las  promesas  de  pronto  arreglo  de  que  son  tan  pródigos  los  deu- 
dores, y  con  el  laudable  deseo  de  evitarles  gastos.  (V.  el  Coment. 
álos  arts.  59  al  64.) 

§4.0 

Ultramar.  —  Los  arte.  106,  107 ,  108  y  109  de  la  Ley  de  Cuba, 
y  100,  101,  102  y  103  de  la  de  Puerto -Rico,  son  iguales  á  los 
que  figuran  al  frente  de  este  Comentario. 
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La  anotación  exigida  á  consecuencia  de  no  poderse  ve- 
rificar la  inscripción  por  defectos  subsanables  del  título 
presentado ,  caducará  á  los  sesenta  días  de  su  fecha. 

Este  plazo  se  podrá  prorogar  hasta  ciento  ochenta  días 
por  justa  causa ,  y  en  virtud  de  providencia  judicial. 

Concuerda  con  los  siguientes  del  Reglamento : 

Art.  81.  Para  prorogar  el  plazo  de  la  anotación  en  el 
caso  del  art.  96  de  la  Ley ,  presentará  el  interesado  una 
solicitud  al  Juez  ó  Tribunal ,  manifestando  la  causa  de 
no  haber  podido  subsanar  el  defecto  que  haya  dado  mo- 
tivo á  la  suspensión  de  la  inscripción  y  acompañando  las 
pruebas  documentadas  que  justifiquen  su  derecho.  El 
Juez  ó  el  Tribunal  dará  traslado  del  escrito  á  la  otra  par- 
te interesada ,  y  si  ésta  no  se  conformare ,  oirá  á  ambas 
en  juicio  verbal  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  art.  57 
de  la  Ley. 

Si  el  Juez  ó  el  Tribunal  creyere  subsanable  el  defecto 
y  probada  la  causa  que  se  haya  alegado  por  el  demandan- 
te ,  decretará  la  próroga ,  denegándola  en  caso  contrario. 

Art.  62.  Cuando  se  prorogase  el  plazo  de  una  anota- 
ción, conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  96  de  la  Ley,  se 
hará  esto  constar  en  el  registro  por  medio  de  una  nueva 
anotación. 
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SÜMAKIO 
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que  las  anotaciones  no  caducan,  aun  cuando  hayan  transcurrido  más  de  los  6O7 
180  días.  —  §5.  Varias  disposiciones  dictadas  aplicando  el  precepto  del  ar- 
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§  7,  Si  es  preciso  que  se  extienda  asiento  de  t^ancelacion  de  las  anotaciones, 
cuando  ha  transcurrido  el  plazo  por  el  que  subsisten.  —  §8,  Ultramar. 


COMENTARIO 


§1.^ 

Duración  délas  anotaciones  tomadas  por  defectos  subsanables  dd 
título  y  por  falta  de  previa  inscripción,  —  Determina  el  art.  96» 
que  el  plazo  durante  el  cual  subsisten  las  anotaciones  tomadas 
á  instancia  de  los  interesados  en  que  se  inscriba  un  título,  si 
por  contener  defectos  subsanables  no  procede  su  inmediata  ins- 
cripción, sea  el  de  60  días,  prorogables  hasta  180  por  justa  cau- 
sa y  en  virtud  de  providencia  judicial. 

Como  el  art.  20  se  refiere  al  96  para  fijar  el  tiempo  que  duran 
las  anotaciones  que  pueden  tomarse  por  falta  de  previa  inscrip- 
ción ;  la  doctrina  que  exponemos  en  el  presente  Comentario  es 
aplicable  á  éstas;  teniéndose  presente  que  deben  cancelarse  de 
oficio,  según  lo  declarado  en  R.  O.  de  28  de  En.  de  1875  y  Re- 
solución de  4  de  Jun.  de  187.7. 

También  lo  es  á  las  anotaciones  preventivas  de  suspensión  de 
anotaciones  de  embargos  que  previenen  la  Regla  2.a,  del  art.  42, 
el  párr.  2P  del  núm.  2P  del  art.  63,  y  el  penúltimo  del  art.  64 
del  Reglamento.  (V.  Resol,  de  25  de  Jun.  de  1873);  y  á  las 
que  con  arreglo  al  art.  83  del  mismo ,  procede  que  se  tomen 
cuando  el  Registrador  suspenda  la  cancelación  de  una  inscrip- 
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cion  Ó  anotación,  bien  por  calificar  de  insuficiente,  el  título  pre- 
sentado para  ello  ó  dudar  de  la  competencia  del  Juez  que  la 
haya  ordenado;  porque  todas  estas  anotaciones  están  en  el  mis- 
mo caso  que  las  comprendidas  expresamente  en  el  art.  96  de 
la  Ley. 

Respecto  á  la  cancelación  de  las  anotaciones  tomadas  con  ar- 
reglo al  art.  20  de  la  Ley  primitiva,  véase  lo  que  decimos  en 
el  §  1.0  del  Comentario  á  los  artículos  73  y  74. 

Advertimos,  por  último,  que  caducada  una  anotación  délas 
comprendidas  en  el  art.  96,  por  haber  transcurrido  los  plazos 
que  éste  señala,  sin  haberse  subsanado  los  defectos  que  la  mo- 
tivaron, no  puede  extenderse  otra  del  mismo  documento,  según 
expusimos  en  el  §  8.^  del  Comentario  al  art.  65. 


§  2.« 


Desde  qué  fecha  ha  de  contarse  el  plazo  que  duran  sin  caducar 
las  anotaciones, — En  el  §  2  o  del  Comentario  al  art.  26,  indicamos 
nuestra  opinión  de  que  para  determinar  la  preferencia  entre 
las  anotaciones  de  una  misma  fecha,  no  debía  atenderse  á  la 
hora  de  la  presentación  en  el  Registro,  de  los  títulos  respecti- 
vos; y  en  el  §  1.0  del  Comentario  al  art.  28,  manifestamos  tam- 
bién que,  cuando  las  anotaciones  se  convertían  en  inscripciones 
definitivas,  procedía  que,  con  arreglo  al  precepto  del  mismo  ar- 
tículo, que  se  considerase  como  fecha  de  la  anotación,  la  del 
asiento  de  presentación  del  título  en  el  libro  Diario. 

Creemos,  sin  embargo,  muy  conveniente  el  explanar  ahora 
la  misma  materia,  porque  hemos  observado  que  en  muchos  Re- 
gistros se  declaran  caducadas  las  anotaciones  comprendidas  en 
el  artículo  que  comentamos,  á  los  60  días  de  su  fecha,  enten- 
diendo por  ésta  la  del  asiento  del  Diario,  y  como  semejante  in- 
terpretación puede  originar  graves  perjuicios  á  los  interesados, 
y  en  consecuencia  exigirse  responsabilidad  al  Registrador;  he- 
mos de  insistir  en  lo  que  allí  expusimos,  añadiendo  nuevas 
razones  para  demostrar  que  los  60  días  se  han  de  contar 
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desde  la  fecha  de  la  anotación  y  no  desde  la  del  asiento  de 
presentación. 

En  primer  lugar,  los  términos  del  art.  96,  son  claros  y  su 
precepto  terminante:  «la  anotación  caducará  á  los  sesenta 
días  de  stii  fecha.  >  El  su,  sólo  puede  referirse  á  la  misma  ano- 
tación. La  Ley  quiere  que  el  interesado  tenga  60  días  para 
subsanar  los  defectos  que  indique  el  Registrador,  desde  que 
los  publique  en  el  Registro. 

Suponiendo  que  el  art.  96  diera  lugar  á  dudas,  éstas  se  des- 
vanecerían con  la  lectura  de  la  Eocposidon  de  motivos  (1).  «  Esta 
anotación,  dice,  refiriéndose  á  la  tomada  por  defectos;  sólo 
tiene  carácter  interino ;  á  los  interesados  corresponde  subsanar 
el  defecto  y  poner  su  derecho  á  cubierto  de  toda  objeción 
justa:  al  efecto  se  les  señala  el  término  de  60  días,  que  podrá, 
cuando  concurran  ciertas  causas;  prorogarse  hasta  160  (2)  por 
la  Autoridad  judicial.  El  que  se  descuida  ó  desprecia  el  precep- 
to legal,  queda  castigado  con  la  caducidad  de  la  anotación.» 
Estas  palabras  revelan  bien  claramente  el  deseo  del  Legislador 
de  dar  lo  menos  60  días  de  plazo  para  subsanar  faltas.  Aún 
hay  más:  el  art.  66  de  la  Ley  dice,  que  el  defecto  podrá  subsa- 
narse en  el  tiempo  que  la  anotación  subsiste,  según  el  art.  96, 
ó  sean  60  días;  luego  éstos  no  pueden  contarse  sino  desde  que 
empieza  á  subsistir:  el  art.  92  declara,  que  la  anotación  á  favor 
del  acreedor  refaccionario  caduca  á  los  60  días  de  conclui- 
da la  obra,  y  toma  este  punto  de  partida,  porque  hasta  enton- 
ces no  puede  convertir  en  inscripción  de  hipoteca  la  anotación 
preventiva,  ni  exigir  el  pago  estipulado;  lo  cual  revela  que 
quiere  que  tenga  ese  plazo  desde  que  puede  ejercitar  el  derecho, 
y  lo  mismo  debe  entenderse  respecto  de  la  anotación  tomada 
por  falta  subsanable. 

Siendo,  pues,  á  nuestro  juicio,  indiscutible  que  la  Ley  con- 
cede 60  días  para  subsanar  defectos,  ese  plazo  sería  en  parte 
ilusorio  si  se  tomara  como  punto  de  partida  la  fecha  del  asiento 


(1)  Tomo  I,  pág.  109. 

(2)  Debe  ser  una  errata ,  porqne  en  el  texto  del  art.  96 ,  se  dice  Í80. 
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de  presentación;  porque  el  Registrador,  que  quisiera  perjudi- 
car á  un  interesado,  podría  no  decir  los  defectos  que  el  título 
contiene  hasta  15  días  después,  y  en  este  caso  quedarían  redu- 
cidos á  45 ,  contra  la  letra  y  espíritu  de  la  Ley,  y  por  el  con- 
trario podría  favorecer  á  otro  que  acudiera  después,  diciéndole 
el  defecto  en  seguida  para  que  pudiese  utilizar  los  60  días  justos. 

A  esto  se  objeta,  que  también  queda  al  arbitrio  del  Registra- 
dor conceder  más  ó  menos  plazo,  si  se  cuentan  los  días  desde 
la  fecha  de  la  anotación,  porque  una  puede  extenderla  en  segui- 
da y  otra  al  espirar  los  30  días  que  duran  los  efectos  del  asien- 
to de  presentación;  en  cuyo  caso,  uno  tendrá  sólo  60  días  y  otro 
puede  tener  90.  Este  argumento  que  á  primera  vista  parece  de 
grande  importancia,  queda  á  nuestro  juicio ,  sin  ningima,  re- 
cordando tan  sólo  que  es  potestativo  en  el  que  tiene  interés 
solicitar  ó  no  anotación  preventiva,  y  que  asimismo  depende 
de  su  voluntad  pedirla  en  cualquiera  de  los  30  días  expresados: 
por  consiguiente,  si  sabidos  los  defectos,  comprende  que  no 
son  bastantes  los  60  días  para  subsanarlos,  puede  esperar 
al  mismo  día  en  que  espire  el  plazo  de  los  30  para  pedir  la 
anotación,  y  así  tendrá  60,  más  los  que  trascurran  desde  que 
se  le  comunicó  el  defecto  hasta  que  se  le  hizo  la  anotación. 

Por  todas  estas  razones  que  robustecen  las  expuestas  en  el 
Comentario  al  art.  26  y  al  28,  creemos  que  el  art.  96  debe  enten- 
derse al  pió  de  la  letra  y  que  en  su  virtud  subsisten  las  anota- 
ciones preventivas  hasta  pasados  60  días  desde  su  fecha,  viendo 
hoy  expresamente  confirmado  nuestro  parecer  por  la  Resolu- 
ción de  21  de  May.  de  1881. 

§  3.0 

Si  en  el  plazo  qm  transcurrido  cadman  las  anotaciones  han  de 
contarse  los  días  feriados.  —  Cuestionable  es  también  si  en  el 
indicado  plazo  se  cuentan  ó  no  los  días  feriados.  No  los  exclu- 
yen ni  la  Ley  ni  el  Reglamento  y  sólo  registramos  la  Resolu- 
ción de  22  de  Dic.  de  1862,  en  que  contestando  á  la  consulta 
que  formuló  el  Registrador  de  Andújar,  acerca  de  si  se  habían 
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de  incluir  ó  no  los  días  festivos  en  el  término  señalado  para  la 
caducidad  de  las  anotaciojies,  se  declaró  en  general,  que  los 
días  feriados  no  deben  contarse  para  la  liquidación  de  plazos. 

Fundóse  esta  decisión ,  en  que  declarando  el  art.  243  de  la 
Ley  primitiva,  nulas  las  inscripciones  hechas  en  días  feriados, 
podría  acontecer,  si  se  contasen  los  naturales  para  liquidar  los 
términos,  que  fuese  feriado  el  último^  y  nula  la  inscripción  que 
en  él  se  hiciese. 

Pudo  ser  esa  una  razón  mientras  estuvo  vigente  la  citada 
Ley;  pero  como  según  el  mismo  artículo  de  la  de  1869,  no  son 
nulas  las  inscripciones  hechas  en  días  feriados,  sino  sólo  los 
asientos  de  presentación,  carece  hoy  de  fuerza  el  argumento. 
(V.  el  Coment.  al  art.  243.)  Nosotros  creemos,  sin  embargo,  que 
han  de  descontarse  los  días  feriados:  1.^,  porque  el  silencio  de 
la  Ley  ha  de  interpretarse  en  sentido  favorable  al  derecho  del 
anotante;  2.<^,  porque  si  se  contaran,  como  en  esos  días  no  pue- 
den extenderse  asientos  de  presentación,  si  el  liltimo  del  plazo 
fuese  festivo  y  en  él  se  llevase  al  Registro  mandamiento  para 
prorogarlo,  por  ejemplo,  no  se  podría  hacer  constar  en  el  Diario, 
y  como  al  día  siguiente  ya  habían  transcurrido  los  60 ,  resulta- 
ría que,  á  pesar  de  haberse  obtenido  la  próroga  en  tiempo  hábil 
no  surtiría  efecto  en  el  Registro. 

La  práctica  generalmente  observada  en  los  de  la  Península 
es  la  de 'no  incluir  los  días  feriados,  constándonos  que  no  ha 
sido  objeto  de  censura  por  la  Dirección  en  las  visitas  giradas,  y 
respecto  á  los  Registros  de  Ultramar,  la  Dirección  de  Gracia  y 
Justicia  de  aquel  Ministerio  en  22  de  Set.  de  1881,  siéntala 
doctrina  de  que,  declarada  por  la  Ley  la  nulidad  de  los  asien- 
tos de  presentación  hechos  fuera  de  las  horas  en  que  debe  estar 
abierto  el  Registro,  implícitamente  excluye  los  días  feriados 
para  la  liquidación  de  los  plazos. 

§4.0 

Casos  en  que  las  anotaciones  no  caducan,  aun  cuando  hayan 
transcurrido  más  délos  60  y  180  días,  —  De  la  regla  general  que 
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establece  el  axt.  96  señalando  60  y  180  días  como  plazo,  para 
que,  transcurrido,  caduquen  las  anotaciones,  hay  alguna  ex- 
cepción. Ejemplo  de  ella  ofrece  la  Resolución  de  11  de  Abr.  de 
1876 ,  dictada  con  motivo  de  im  caso  que  puede  ser  frecuente. 
Anotado  en  el  Registro  un  crédito  refaccionario,  fué  cedido  á 
un  tercero,  quien  solicitó  se  inscribiera  ó  anotara  á  su  nombre: 
juzgó  el  Registrador  que  no  procedía  inscribir  ni  anotar,  por- 
que para  ello  exigía  el  art.  32  del  Reglamento  la  previa  ó  simultá- 
nea inscripción  á  favor  del  cedente ;  pero  como  puede  tomarse 
anotación  preventiva  por  esa  falta;  como  ateniéndose  al  art.  96, 
ésta  caduca  á  los  60  días;  y  como  era  posible  que  la  anota- 
ción de  crédito  refaccionario  no  pudiera  convertirse  en  inscrip- 
ción definitiva  dentro  de  ese  plazo,  el  Registrador  dudó  si  al- 
terminar  los  60  día»,  podría  cancelar  de  oficio  la  anotación 
tomada  por  no  estar  inscrito  el  crédito  cedido.  Con  notable 
acierto,  é  inspirada  en  el  espíritu  de  la  Ley,  resolvió  la  Direc- 
ción que,  si  las  obras  objeto  de  la  refacción  no  estaban  termina- 
das* 60  días  antes  de  presentarse  en  el  Registro  la  escritura  de 
cesión;  la  anotación  preventiva  que  de  ella  se  tomase,  por  no 
estar  inscrito  el  crédito  cedido ,  subsistiera  todo  el  término  se- 
ñalado en  el  art.  92. 

Si  casos  análogos  ofreciera  la  práctica,  creemos  que  acerta- 
rán los  Registradores  que  se  inspiren  en  los  fundamentos  de  la 
Resol,  de  11  de  Abr.  de  1876 ,  para  determinar  la  duración  de 
las  anotaciones. 

Uno  ha  ocurrido  ya,  y  como  su  repetición  puede  ser  frecuen- 
te, no  está  demás  su  examen.  Obtenido  mandamiento  de  em- 
bargo de  cierta  finca  no  inscrita  en  el  Registro,  se  tomó  la  pro- 
cedente anotación  de  suspensión,  y  se  obtuvo  la  próroga  hasta 
los  180  días.  Durante  este  plazo,  y  á  instancia  del  demandante, 
se  dictó  providencia  ordenando  al  reo  que  inscribiese  el  domi- 
nio dentro  de  30  días,  apercibido  de  que  en  su  defecto  lo  haría 
el  Juzgado.  Admitida  la  apelación  de  esta  providencia,  y  te- 
miendo el  demandante  con  razón  que  transcurriese  todo  el  plazo 
sin  que  recayera  ejecutoria;  porque  no  era  posible  practicar  la 
previa  inscripción  sin  que  se  decidiera  el  incidente ,  solicitó  y 
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obtuvo  de  la  Audiencia  un  auto  declarando  en  suspenso  el 
plazo  de  los  180  días  á  cuyo  efecto  se  libró  al  Registrador  el 
oportuno  mandamiento. 

No  reconocen  ciertamente  la  Ley  ni  el  Reglamento  facultad 
en  los  Tribunales  para  declarar  en  suspenso  ni  ese  ni  ningún 
otro  término ;  pero  no  nos  parece  fuera  de  su  espíritu  el  reco- 
nocérsela, teniendo  la  de  prorogarlo,  y  aun  nos  parece  lógica 
aplicación  de  los  principios  legales,  que  cuando  el  ejercicio  de 
un  derecho  se  impida  por  la  malicia  del  obligado,  puedan  los 
Tiibunales  que  conocen  del  fondo  del  litigio  dictar  medidas  que 
lo  aseguren:  no  encontramos  por  ello  inconveniente,  dadas  las 
circunstancias  del  caso,  en  que  se  pusiera  nota  de  haberse  sus- 
.pendido  el  término,  á  semejanza  de  lo  que  acontece  cuando  se 
suspende  el  de  la  duración  de  los  asientos  .en  el  Diario,  y  el  de 
las  mismas  anotaciones  cuando  se  interpone  recurso  guber- 
nativo. 


§  5.- 

Varias  disposiciones  dictadas  aplicando  d  precepto  del  art,  96, — 
Con  relación  al  art.  96,  se  han  dictado,  además  délas  Resolu- 
ciones citadas  especialmente,  las  que  siguen: 

En  5  de  Mar.  de  1863,  declarando  que  la  anotación  de  una 
escritura  de  constitución  de  censo  tomada  por  defectos  subsa- 
nables,  ha  de  cancelarse  de  oficio,  si  no  se  subsanan  en  60  días, 
y  que  las  tomadas  por  no  estar  concluidos  los  índices,  no  es- 
tán comprendidas  en  el  art.  96. 

En  5  de  Jun.  y  31  de  Jul.  de  1863  y  19  de  Feb.  de  1864,  de- 
cidiendo ,  que  cuando  se  presenta  un  título  con  defectos  subsa- 
nables  y  no  están  concluidos  los  índices,  no  se  haga  nada  más 
que  una  anotación  que  sólo  subsistirá  el  plazo  señalado  en  el 
artículo  96,  si  dentro  de  él  no  se  subsanan  los  defectos. 

Es  de  advertir  también  que  por  R.  O.  de  6  de  Jun.  de  1864 
se  dispuso,  que  las  anotaciones  preventivas  tomadas  por  falta  de 
índices ,  sin  que  previamente  se  hubiese  hecho  constar  el  pago 
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del  impuesto  hipotecario ,  se  cancelasen,  si  trascurridos  60  días, 
á  contar  desde  el  anuncio  de  la  terminación  de  aquéllos,  no  se 
acreditase  el  pago. 

§  6.0 

Prároga  del  plazo  de  duración  de  las  anotaciones  tomadas  por  de- 
fectos subsanables  óporno  estar  previamente  inscrito  el  inmiíéble. — 
El  art.  81  del  Reglamento,  determina  cómo  ha  de  precederse 
para  obtener  próroga  del  plazo  de  las  anotaciones  á  que  nos 
referimos  en  el  epígrafe;  pero  no  se  fija  qué  Juez  ó  Tribunal  ha 
de  considerarse  competente  para  concederla,  y  necesario  es  su- 
plir el  silencio  de  la  Ley. 

Dos  casos  pueden  ocurrir :  ó  la  anotación  suspendida  es  de 
un  mandamiento  judicial  que  adolece  de  defectos  subsanables, 
ó  que  no  puede  anotarse,  porque  la  fincad  que  se  refiere  no  está 
inscrita  previamente  á  favor  de  aquel  contra  quien  el  manda- 
miento se  expide;  ó  la  anotación  es  de  un  documento  no  judi- 
cial que  no  puede  inscribirse  por  iguales  motivos. 

Cuando  el  documento  es  judicial,  la  próroga  del  plazo  ha  de 
decretarla  el  Juez  que  conoce  del  negocio,  porque  ha  de  estimar- 
se incidente  del  de  la  anotación  decretada  por  el  mismo. 

Cuando  el  documento  que  se  anota  por  defectos  subsanables 
no  fuese  judicial,  el  Juez  competente,  para  prorogar  el  plazo  ha 
de  ser  el  que  tenga  jurisdicción  en  el  territorio  donde  radica  el 
partido  hipotecario,  cuyo  Registrador  haya  extendido  la  anota- 
ción. Entendemos  que  en  este  caso,  el  someterse  los  interesados, 
no  dará  competencia  á  un  Juez  extraño;  porque  la  próroga  del 
plazo  para  poder  subsanar  defectos  ó  efectuar  la  inscripción 
previa  cuando  del  asunto  principal  no  entienden  los  Tribimales, 
es  acto  meramente  gubernativo,  que  no  reconoce  su  origen  en 
el  carácter  judicial,  sino  en  el  encargo  especialísimo  de  la  Ley  á . 
Autoridad  determinada;  que  no  puede  prorogarse  por  volim- 
tad  de  los  interesados. 

¿Es  inapelable  la  providencia  denegando  la  próroga?  Si 
bien  el  silencio  de  los  arts.  96  de  la  Ley  y  81  del  Reglamento 
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inclinan  á  creer  que  sí,  habiendo  de  tramitarse  el  expediente 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  57  de  la  Ley ;  concediendo 
éste  el  derecho  de  apelar  de  las  providencias  que  recaigan,  pa- 
rece que  no  puede  negarse  ese  recurso  al  interesado. 

Como  apenas  habrá  caso  en  que  dentro  del  término  que  reste 
desde  que  se  solicita  la  próroga  se  decida  la  alzada,  creemos 
que  al  reclamar  aquélla,  deberá  ponerse  en  conocimiento  del 
Registrador,  para  que,  extendiendo,  nota  al  margen  de  la  anota- 
ción, impida  el  lapso  del  tiempo  hasta  que  se  resuelva  la  pro- 
cedencia de  la  soHcitud. 

En  el  art.  104  de  la  Ley  de  Puerto  Rico  y  110  de  la  de 
Cuba,  se  atribuye  la  facultad  de  prorogar  este  plazo  á  los  Presi- 
dentes de  las  Audiencias  en  virtud  de  acuerdo  gubernativo: 
aun  cuando  podría  aceptarse  este  temperamento  en  la  Penínsu- 
la, considerando  como  supletoria  la  Ley  Ultramarina;  eremos 
más  conforme  con  los  principios  legales  y  más  cómodo  para 
los  interesados  acudir  en  primer  término  al  Juez  de  prime- 
ra instancia  que  en  estas  materias  es  el  superior  inmediato  y  el 
encargado  por  la  Ley  Hipotecaria  y  por  la  civil  de  conocer  en 
cuantos  incidentes  ocurran  en  su  territorio  jurisdiccional  que  se 
refieran  á  intereses  privados. 

§7.0 

Si  es  preciso  que  se  extienda  asiento  de  cancelación  de  las  anota- 
ciones, cuando  ha  transcurrido  el  plazo  por  el  que  subsisten,  —  EJl 
artículo  96  sólo  dice  que  caduca  la  anotación,  y  no  ordena  que 
se  cancele;  pero  el  74  del  Reglamento  enumera  entre  los  casos 
en  que  procede  la  cancelación  de  las  anotaciones,  el  de  su  ca- 
ducidad por  el  transcurso  del  plazo  señalado  en  aquel  artículo: 
es  pues,  indudable,  que  procede  extender  asiento  de  cance- 
lación. 

Pero  si  no  se  extiende,  ¿seguirá  surtiendo  efecto?  El  art.  77 
dice  que  las  inscripciones;  y  lo  mismo  ha  de  entenderse  de  las 
anotaciones;  no  se  extinguen  en  cuanto  á  tercero,  sino  por  su 
cancelación  ó  por  la  inscripción  del  dominio  ó  derecho  real  á 
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favor  de  otra  persona:  es,  pues,  evidente,  que  la  anotación  ca- 
ducada y  no  cancelada  produce  efecto  contra  tercero,  pues  que 
en  cuanto  á  él  no  se  ha  extinguido  la  anotación. 

Más  ¿qué  efectos  produce?  ¿Serán  por  ventura  los  de  que 
los  contratos  que  se  hayan  otorgado  y  las  obligaciones  que  se 
hayan  contraído  en  oposición,  ó  afectando  á  los  derechos  ano- 
tados se  consideren  nulos  ó  pospuestos  á  ellos,  como  lo  serian 
si  la  anotación  conservase  su  fuerza?  En  nuestro  concepto, 
no:  declarada  por  la  Ley  la  caducidad  por  el  transcurso  del 
tiempo,  no  ha  de  estar  subordinado  el  precepto  del  Legislador  á 
que  se  extienda  ó  no  el  oportuno  asiento  de  cancelación  en  el 
Registro,  ni  de  esta  ritualidad  puede  depender  que  el  derecho 
ajeno  subsista  ó  no  subsista;  ni  un  asiento  caducado  que  ca- 
rece de  fuerza  esencial,  puede  destruir  derechos  civiles  de  un 
tercero.  Sus  efectos,  por  lo  tanto,  han  de  ser  puramente  nega- 
tivos, puramente  hipotecarios:  han  de  limitarse  á  impedir  la 
inscripción  de  otro  derecho  que  se  oponga  ó  anule  el  derecho 
qjie  consta  registrado  en  la  anotación  caducada  y  no  cancelada, 
mientras  no  se  cancele.  Fínjase  el  caso  de  que  se  ha  presentado 
un  mandamiento  judicial  para  que  se  anote  una  demanda  de 
propiedad  de  bienes  inmuebles,  y  que  se  ha  suspendido  la  ano- 
tación por  contener  el  documento  defectos  subsanables  y  se 
anote  la  suspensión:  transcurren  los  60  dias  sin  subsa- 
narse, y  la  anotación  caduca,  y  con  arrezo  al  art.  74  del  Re- 
glamento procede  su  cancelación;  pero  no  se  cumple  el  precepto 
del  artículo  y  se  presenta  una  escritura  de  compra  de  esos  bie- 
nes litigiosos :  si  la  anotación  no  hubiera  caducado  habría  de 
negarse  la  inscripción  por  ser  nulas  las  enajenaciones  de  bie- 
nes litigiosos;  pero  como  la  anotación  ha  caducado,  el  Regis- 
trador suspenderá  la  inscripción  hasta  que,  á  solicitud  de  parte, 
cancele  la  anotación  caducada ,  si  no  la  ha  cancelado  de  oficio, 
como  en  nuestro  concepto  puede  y  debe  hacerlo  en  el  instante 
en  que  advierta  el  transcurso  del  plazo,  sin  que  haya  desapare- 
cido la  falta  ú  obstáculo  por  el  que  suspendió  la  anotación  ó 
inscripción  del  documento. 

Es, pues, indispensable  extender  un  asiento  de  cancelación, 
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cuando  las  anotaciones  caducan  por  las  causas  indicadas,  sin 
necesidad  de  que  preceda  escritura ,  consentimiento  del  peiju- 
dicado,  ni  providencia  judicial  en  que  se  mande. 

§8.0 

Ultramar. — Art.  104  de  la  Ley  de  Puerto  Rico  y  119 
de  la  de  Cuba. — La  anotación  exigida  á  consecuencia 
de  no  poderse  verificar  la  inscripción  por  defectos  subsa- 
nables  del  título  presentado ,  caducará  á  los  sesenta  días 
de  su  fecha. 

Este  plazo  se  podrá  prorogar  hasta  ciento  ochenta  días 
por  justa  causa,  y  en  virtud  de  acuerdo  gubernativo  del 
Presidente  de  la  Audiencia  del  territorio,  ano  ser  cuando 
el  título  presentado  emane  de  providencia  judicial ,  en 
cuyo  caso  sólo  podrá  prorogarse  por  otra  de  igual  clase. 

Parécenos  acertado  que  se  haya  conferido  á  los  Presidentes 
de  las  Audiencias  la  facultad  de  conceder  la  próroga  en  virtud 
sólo  de  acuerdo  gubernativo,  cuando  el  título  no  emane  de  pro- 
videncia judicial;  porque  en  los  demás  casos  es  superfino  y  no 
reporta  ventajas  el  juicio  verbal. 

El  art.  178  del  Reglamento  de  Puerto  Rico  y  el  194  del  de 
Cuba  están  copiados  del  81  del  vigente  en  la  Península.  Su 
precepto  sólo  es  apHcable  al  caso  en  que  la  próroga  se  pida  para 
la  anotación  de  un  documento  emanado  de  Autoridad  judicial. 
En  los  demás  casos  bastará  solicitarlo  del  Presidente  de  la  Au- 
diencia alegando  las  razones  y  acompañando  los  documentos 
que  justifiquen  la  pretensión. 

Beglamenio  de  Cuba. 

Art.  195.  Los  Registradores  que  hubiesen  practicado 
alguna  anotación  preventiva  por  imposibilidad  de  ex- 
tender una  inscripción  definitiva,  podrán  solicitar  la 
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próroga  del  plazo  señalado  en  el  art.  110  de  la  Ley,  en 
los  términos  indicados  en  el  artículo  anterior. 

Nos  llama  la  atención  este  artículo,  que  no  tiene  concordante 
con  ninguno  de  los  de  los  Reglamentos  de  la  Península  y  Puerto 
Rico.  Dedúcese  de  él ,  que  la  anotación  tomada  por  imposibili- 
dad del  Registrador  sólo  subsiste  el  plazo  señalado  en  el  ar- 
tículo 110  de  la  Ley  de  Cuba;  pero  ni  en  éste  ni  en  ningún  otro 
de  la  misma  hay  precepto  alguno  que  limite  el  plazo  de  dura- 
ción de  tales  anotaciones  que,  como  acontece  en  la  Península,  en 
los  rarísimos  casos  que  ocurren,  deben  subsistir  mientras  con- 
tinúe la  imposibilidad  del  Registrador  de  que  no  puede  ser  res- 
ponsable el  público  á  quien  en  definitiva  perjudica  esa  limita- 
ción de  plazo.  Por  esa  razón,  y  por  la  antes  indicada  de  no 
contener  la  Ley  de  Cuba  precepto  alguno  que  declare  cadu- 
cadas, por  el  transcurso  del  tiempo,  esas  anotaciones ;  opinamos 
que  si  los  Registradores  de  aquella  Antilla  se  ven  precisados  á 
tomarlas,  pueden  consultar  á  la  Superioridad  acerca  del  valor  é 
inteligencia  en  su  caso,  del  art.  195  del  Reglamento. 
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Art.  97.  La  cancelación  de  las  inscripciones  ó  anota- 
ciones preventivas  sólo  extingue,  en  cuanto  á  tercero, 
los  derechos  inscritos  á  que  afecte ,  si  el  título  en  virtud 
del  cual  se  ha  verificado  no  es  falso  ó  nulo,  ó  se  ha  hecho 
á  los  que  puedan  reclamar  la  falsedad  ó  nulidad,  la  noti- 
ficación que  prescribe  el  art.  34,  sin  haberse  formalizado 
tal  reclamación ,  y  no  contiene  el  asiento  vicio  exterior 
de  nulidad  de  los  expresados  en  el  artículo  siguiente. 

Art.  98.     Será  nula  la  cancelación: 

Primero.  Cuando  no  dé  claramente  á  conocer  la  ins- 
cripción ó  anotación  cancelada. 

Segundo.  Cuando  no  exprese  el  documento  en  cuya 
virtud  se  haga  la  cancelación,  los  nombres  de  los  otor- 
gantes, del  Notario  y  del  Juez  ó  Tribunal  en  su  caso ,  y 
la  fecha  del  otorgamiento  ó  expedición. 

Tercero.  Cuando  no  exprese  el  nombre  de  la  persona 
á  cuya  instancia  ó  con  cuyo  consentimiento  se  verifique 
la  cancelación. 

Cuarto.  Cuando  haciéndose  la  cancelación  á  nombre 
de  persona  distinta  de  aquella  á  cuyo  favor  estuviere 
hecha  la  inscripción  ó  anotación,  no  resultare  de  la  can- 
celación la  representación  con  que  haya  obrado  dicha 
persona. 

Quinto.  Cuando  en  la  cancelación  parcial  no  se  dé 
claramente  á  conocer  la  parte  del  inmueble  que  haya 
desaparecido ,  ó  la  parte  de  la  obligación  que  se  extinga 
y  la  que  subsista. 

Sexto.  Cuando  habiéndose  verificado  la  cancelación 
de  una  anotación  en  virtud  de  documento  privado,  no 
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dé  fe  el  Registrador  de  conocer  á  los  que  lo  suscriban,  ó 
á  los  testigos  en  su  defecto. 

Sétimo.  Cuando  no  contenga  la  fecha  de  la  presenta- 
ción en  el  Registro  del  título  en  que  se  haya  convenido 
6  mandado  la  cancelación. 

Art.  99.  Podrá  declararse  nula  la  cancelación  con 
perjuicio  de  tercero,  fuera  del  caso  de  haberse  hecho  la 
notificación  del  art.  34: 

Primero.  Cuando  se  declare  falso,  nulo  ó  ineficaz  el 
título  en  cuya  virtud  se  hubiese  hecho. 

Segundo.  Cuando  se  haya  verificado  por  error  ó 
fraude. 

Tercero.  Cuando  la  haya  ordenado  un  Juez  ó  Tribu- 
nal incompetente. 

SUMARIO 

§  1,  Casos  en  que  la  cancelación  no  extingue,  en  cuanto  á  tercero,  los  derechos 
inscritos  á  que  afecta.  —  §2.  Nulidad  de  la  cancelación  hecha  en  virtud  de 
un  título  falso. — §  3.  Nulidad  de  la  cancelación  Hecha  en  virtud  de  un  titulo 
nulo.— §  4,  Nulidad  de  la  cancelación  hecha  en  virtud  de  un  título  ineficaz. — 
§  5.  Cuándo  no  perjudica  á  tercero  la  cancelación  anulada  por  habei*se  hecho 
eu  virtud  de  títulos  viciosos.  —  §6.  Nulidad  de  la  cancelación  por  defectos 
de  forma. — §  7.  Por  quién  ha  de  declararse  la  nulidad  de  las  cancelaciones. — 
%  8.  Ultramar. 

COMENTARIO 


§  l.« 


Casos  en  que  la  cancelación  no  eodingue,  en  cuanto  á  tercero^  los 
derechos  inscritos  á  que  afecta.  —  Los  casos  en  que  no  obstante 
aparecer  cancelado  un  asiento  perjudica  á  terceros,  esto  es,  no 
ha  extinguido,  respecto  á  eUos,  el  derecho  ó  carga  que  apare- 
clan  cancelados,  son: 
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1.^  Cuando  la  cancelación  se  ha  hecho  en  virtud  de  un 
título  falso. 

2.0    Ó  de  un  título  nulo. 

3.0    Ó  de  un  título  ineficaz. 

4.^  Ó  cuando  el  asiento  de  cancelación  contiene  algún  vicio 
exterior  de  nulidad. 

Los  artículos  97  y  99  emplean  diversa  frase:  dice  el  primero 
que  la  cancelación  de  las  inscripciones  sólo  extingue  en  cuanto 
á  tercero  los  derechos  inscritos  á  que  afecta;  si  el  título  en  cuya 
virtud  se  ha  verificado  no  es  falso  ó  nulo,  lo  que  equivale  á 
decir  que  si  la  cancelación  se  verifica  en  virtud  de  títulos  falsos 
ó  nulos,  no  extingue  en  cuanto  á  tercero  los  derechos  inscritos  á 
que  afecta;  y  el  99,  que  puede  declararse  la  cancelación  nula 
en  perjuicio  de  tercero,. cuando  el  título  en  cuya  virtud  se  ha 
hecho  se  declara  falso  ó  nulo;  lo  que  entendemos  que  es  decir 
lo  mismo  en  términos  distintos. 

Se  advierte  también  la  diferencia  importante  de  que  el  art.  97 
declara  que  el  derecho  cancelado,  sólo  se  extingue  respecto  á 
tercero  si  el  título  cancelatorio  no  es  falso  ó  ntdo,  y  el  99  declara 
que  la  cancelación  es  nula  en  perjuicio  de  tercero;  esto  es,  que 
tampoco  se  extingue  el  derecho  cancelado  respecto  á  tercero;  si 
el  título  es  ineficaz. 

El  art.  97,  tal  cual  se  redactó  en  la  Ley  de  1861,  lo  encon- 
tramos más  lógico  y  más  arreglado  á  los  principios  de  la  cien- 
cia, que  cual  queda  con  la  reforma  de  1869. 

Ck)n  estas  advertencias  trataremos  detalladamente  de  cada 
uno  de  los  casos  propuestos. 

§  2.0 

Nulidad  de  la  cancelación  hecha  en  virtud  de  un  tUubfcdso.  — 
Los  arts.  97  y  99  confirman  la  inteUgencia  que  dimos  al  33  en 
el  §  2.*^  de  su  Comentario,  comprendiendo  en  sus  preceptos  no 
sólo  los  títulos  nulos  que  menciona  expresamente,  sino  loa 
títulos  falsos,  sobre  los  que  nada  dice.  No  habría  razón  ningu- 
na, aun  limitándonos  á  las  puramente  de  orden  hipotecario, 
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para  sostener  que  la  inscripción  no  convalida  los  contratos 
nulos,  porque  así  lo  dispone  el  art.  33,  pero  que  sí  convalida 
los  contratos  falsos,  porque  sobre  ellos  nada  dispone;  y  que  se 
sostuviera  al  mismo  tiempo  que  cuando  se  tratara  de  un  título 
cuyo  objeto  fuera  cancelar  la  inscripción  del  contrato;  tan  in- 
eficaz era  la  inscripción  para  convalidar  el  título  nulo  como 
para  convalidar  el  falso ;  porque  á  uno  y  á  otro  los  mencionan 
los  arts.  97  y  99.  Es  por  lo  tanto  en  nuestro  concepto  indiscu- 
tible, que  las  mismas  reglas  existen  para  estimar  la  ineficacia 
de  las  inscripciones  de  adquisición  de  dominio  hechas  en  virtud 
de  un  título  falso  ó  nulo ,  que  para  estimar  la  ineficacia  de  la 
cancelación  de  la  inscripción  debida  á  títulos  que  adolezcan  de 
iguales  defectos. 

Cuando  el  documento  es  falso  esencialmente,  la  cancelación 
de  la  inscripción  del  derecho  no  extingue  éste  en  beneficio  de 
tercero;  porque  el  acto  cancelatorio  de  que  el  título  falso  es 
causa  y  prueba,  no  ha  existido  nunca  ni  ante  la  ley  ni  ante  la 
realidad  de  los  hechos.  Si  un  censualista  tiene  inscrito  su  dere- 
cho y  en  una  escritura  falsa  aparece  que  lo  vende  al  dueño  y 
éste  enajena  la  finca  como  libre;  hay  coUsion  de  derechos  hipo- 
tecarios; el  que  sanciona  que  los  actos  de  persona  que  aparece 
en  el  Registro  con  derecho  para  hacerlos  (y  con  derecho  apa- 
rece el  que  ha  inscrito  la  escritura  falsa  de  redención),  no  se 
invalidan  respecto  al  que  con  él  hubiere  contratado,  aunque  se 
anule  el  derecho  del  otorgante;  y  el  que  dispone  que  el  que 
inscribe  su  derecho  no  puede  perderlo  sin  un  acto  positivo  ó 
negativo  por  el  que  transmita  ó  abandone  su  derecho,  6  sin 
una  sentencia  que  declare  que  lo  ha  perdido.  Y  en  este  choque 
del  derecho  que  uno  tiene  en  virtud  del  legítimo  dominio,  y  del 
cumplimiento  de  los  preceptos  hipotecarios  para  hacerlo  valer 
ante  la  ley;  con  el  otro  derecho  que  si  ha  cumplido  con  éstos 
adolece  de  la  ilegitimidad  de  origen ,  pues  nace  de  un  delito; 
habiendo  imposibilidad  de  salvar  los  intereses  de  ambos,  es  evi- 
dente que  la  víctima  ha  de  ser  el  que  ha  ^nido  la  desgracia 
de  ser  engañado ;  el  que  ha  recibido  la  cosa  de  quien  no  era 
dueño;  el  que  no  tiene  acciones  civiles  y  criminales  para 
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indemnizarse  y  para  que  se  castigue  al  criminal;  el  que  sabiendo 
quién  era  el  que  figuraba  como  dueño  anterior  ha  podido 
prever  que  fuera  falso  el  título  del  enajenante  y  enterarse  y 
asegurarse  de  que  no  se  hallaba  comprendido  en  los  preceptos 
de  los  arts.  97  y  99. 

§  3.0 

Nulidad  de  la  cancdcunon  hecha  en  virtud  de  un  tüído  nulo,  — 
También  disponen  los  arts.  97  y  99  que  perjudique  á  tercero 
la  cancelación  hecha  en  virtud  de  un  título  nulo.  Aun  cuando 
parece  llano  el  precepto  y  simple  corolario  de  las  doctrinas 
sentadas  en  el  art.  33,  no  se  halla  exento  de  gravísimas  dificul- 
tades, por  no  haberse  tenido  en  cuenta  en  aquéllas  las  dispo- 
siciones del  art.  34  en  toda  su  integridad. 

Si  se  prescinde  de  éstas,  se  quebranta  la  Ley  Hipotecaria  en 
uno  de  sus  principios  cardinales.  En  la  necesidad  de  armoni- 
zarlos, vamos,  si  bien  con  desconfianza,  á  exponer  lo  que  para 
conseguirlo  nos  ocurre. 

La  nuUdad  del  documento  cancelatorio  puede  constar,  ó  no 
aparecer  rastro  de  ella  en  el  Registro.  Si  consta,  no  extingue 
en  cuanto  á  tercero  los  derechos  inscritos:  el  dueño  de  una 
finca  censida  redime  el  censo  que  pertenece  á  un  menor  sin 
que  conste  que  haya  precedido  Ucencia  judicial;  se  cancela  la 
inscripción  del  gravamen  y  el  dueño  de  la  finca  la  vende  como 
Ubre  á  un  tercero.  Habiéndose  cancelado  la  inscripción  del 
censo  en  vista  de  un  título  nulo,  cuya  nuUdad  constaba  en 
el  Registro,  el  censo  no  queda  extinguido  respecto  al  tercero 
y  podría  reclamarse  por  el  menor,  declarada  que  fuera  la  nu- 
Udad de  la  escritura  de  redención  que  sirvió  para  cancelarla. 

Pero  en  el  Registro  consta  que  la  redención  se  hizo  con  ü- 
cencia  judicial,  subasta  púbUca  y  demás  prescripciones  lega- 
les. El  menor,  porque  en  la  subasta  hubo  defectos  de  forma  ó 
connivencia  culpable  entre  el  curador  y  los  postores ,  ó  por 
causas  semejantes,  tras  empeñado  pleito,  logra  que  sé" declare 
la  nuUdad  de  la  redención :  esta  nuUdad  del  título  en  cuya 
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virtud  se  cancela  la  inscripción  no  impide  que  respecto  á  ter 
cero  se  haya  extinguido  el  censo  y  siga  poseyendo  la  finca 
como  libre;  porque  en  el  Registro  no  aparece  dato  ninguno 
de  donde  pudiera  deducirse  la  nulidad,  y  el  precepto  general 
del  art.  97,  de  que  la  del  título  cancelatorio  perjudica  al  terce- 
ro, está  subordinado  á  la  base  inmutable  de  publicidad  san- 
cionada en  los  arts.  34,  36,  37  y  38  de  la  Ley. 

También  es  de  meditar  el  alcance  del  art.  97,  cuando  el  que 
adquiere,  adquiere  por  título  gratuito.  En  el  caso  propuesto,  el 
dueño  de  la  finca  que  ha  redimido  el  censo  la  dona  Ubre  de 
toda  carga :  declarada  la  nulidad  de  la  redención  en  cuya  vir- 
tud se  canceló  el  gravamen,  entendemos  que  aun  cuando  la 
causa  no  constase  en  el  Registro,  el  censo  revive  y  afecta  al 
donatario;  porque  el  precepto  del  art.  97  se  halla  corroborado 
por  el  34,  generador  de  la  doctrina  hipotecaria,  según  la  cual 
no  basta  para  que  la  nuüdad  de  los  títulos  inscritos  no  afecte 
al  tercero ,  el  que  la  persona  de  quien  adquirió  aparezca  dueña 
según  el  Registro;  sino  que  es  necesario  además  que  el  título 
de  su  adquisición  sea  oneroso. 

Puede  también  ocmrrir  que  el  icenso  inscrito  á  favor  de  A.  lo 
venda  á  B.  quien  no  inscriba  su  derecho :  que  C,  dueño  de  la 
finca,  redima  después  el  censo  entregando  su  importe  á  A.  que 
continúa  apareciendo  dueño  del  gravamen  é  inscriba  y  cancele 
la  inscripción  hecha  á  favor  de  éste  y  venda  la  finca  á  D.  como 
libre.  Si  B.  consiguiera  que  se  declarase  la  nulidad  del  título 
cancelatorio  de  la  redención  hecha  por  A.,  que  ya  no  era  dueño, 
no  podría  hacer  valer  su  derecho  contra  D.,  que  compró  de 
quien  aparecía  serlo ;  porque  entonces  rige  la  doctrina  general 
del  art.  23,  que  establece  que  los  títulos  no  inscritos  no  po- 
drán perjudicar  á  tercero. 

Y  pues  que  la  ocasión  se  brinda,  aunque  sea  incidentalmente, 
no  podemos  menos  de  recordar  la  Sentencia  de  27  de  Jun.  de 
1882,  importantísima  en  la  materia. 

El  poseedor  de  un  vínculo  reconoció  com*o  succesor  á  su 
hijo,  quien,  al  morir  aquél,  inscribe  los  bienes  á  su  nombre 
presentando  el  testamento  en  que  se  le  declara  tal  y  una 
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descripción  de  los  bienes  del  mayorazgo.  Véndelos ,  y  un  pa- 
riente solicita  se  declare  su  mejor  derecho  al  vínculo  y  nulas 
las  enajenaciones;  porque  el  que  aparecía  dueño  en  el  Registro 
carecía  de  derecho  para  ello. 

El  Tribunal  Supremo,  en  discordia  con  los  inferiores,  consi- 
derando que  el  testarnento  del  poseedor  y  la  descripción  de  bie- 
nes ;  únicos  documentos  que  han  servido  para  la  inscripción; 
no  son  bastantes  para  acreditar  el  derecho  á  la  mitad  reserva- 
ble  del  vínculo,  pues  el  padre  no  estaba  facultado  para  hacer 
dicho  reconocimiento  con  perjuicio  de  tercero,  declara  que  se 
hizo  la  inscripción  sin  presentar  el  título  traslativo  del  dominio 
que  para  estos  casos  exige  el  párr.  2.o  del  art.  21  de  la  Ley  Hi- 
potecaria (1). 

Que  por  este  motivo  aparecía  en  el  Registro  que  el  que  otor- 
gó el  contrato  de  venta  de  tales  bienes  carecía  de  derecho  para 
ello;  por  lo  cual,  y  porgúelos  compradores  estaban  enterados  de  la 
procedencia  de  tales  bienes^  debía  apUcarse  la  regla  general  del  ar- 
tículo 33 ,  según  el  que  la  inscripción  no  convaUda  los  actos  y 
contratos  nulos  con  arreglo  á  las  Leyes;  sin  que  pudiese  favo- 
recerles la  excepción  del  art.  34,  mediante  á  no  haberla  alegado. 

Aun  cuando  este  último  aserto  carece  de  exactitud ,  pues  el 
art.  34  se  alegó  en  la  contestación  á  la  demanda,  y  se  citó  como 
fimdamento  del  recurso,  aceptándolo  como  verdadero,  y  por 
consiguiente,  que  no  ha  podido  aplicarse;  la  doctrina  que  se  de- 
duce de  este  fallo  es  que  al  constar  en  el  Registro  la  proceden- 
cia de  los  bienes,  y  por  ello  poderse  inferir  que  no  eran  trans- 
misibles por  herencia,  equivale  á  constar  la  nulidad  claramente. 

Como  el  título  especial  en.que  fundaba  su  derecho  el  vinculis- 
ta  era  el  testamento  de  su  padre,  no  resuelve  esta  Sentencia  la 
importantísima  cuestión  de  si  cuando  consta  en  el  Registro  que 
los  bienes  proceden  de  un  vínculo,  puede  estar  seguro  el  com- 
prador de  que  no  se  le  privará  de  ellos  si  los  adquiere  del  inme- 
diato succesor,  declarado  tal  judicialmente,  y  que  ha  inscrito  la 
fundación  y  el  fallo;  porque  ni  esa  declara  en  cada  succesion  la 


(1)    V.  la  Resol,  de  16  de  Nov.  de  1882. 
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persona  determinada  en  quien  radica  el  derecho ;  ni  este  tras- 
lada el  dominio  de  los  bienes  reservados  de  una  manera  defini- 
tiva, sino  interina  y  revocable,  puesto  que  los  confiere  al  que 
aparece  que  le  corresponden;  pero  sin  perjuicio  de  tercero  de 
mejor  derecho. 

A  pesar  de  esto ,  creemos  que  la  declaración  judicial  de  ser 
uno  el  succesor  de  la  parte  reservable  es  bastante  para  que  la 
declaración  posterior  del  derecho  en  favor  de  otro,  no  perjudi- 
que á  tercero;  porque  la  solemnidad  de  los  edictos,  por  medio 
de  los  cuales  se  ha  llamado  á  todos  los  que  pudieran  creerse 
con  derecho,  y  el  fallo  de  los  tribunales,  son  suficientes  para 
que  se  le  tenga  por  legítimo  dueño  y  se  halle  en  el  caso  pre- 
visto por  el  art.  34.  Así  lo  declaró  la  Dirección  en  el  caso  análo- 
go de  las  herencias  abintestato.  (Resol,  de  15  de  Oct.  de  1875.) 
A  la  nuhdad  de  las  cancelaciones  por  haberse  verificado  en 
virtud  de  un  título  nulo,  se  han  de  referir  las  enunciadas  en  el 
art.  99.  Si  se  cancela  una  inscripción  por  orden  de  un  Juez  ó 
Tribunal  incompetente;  el  mandamiento  en  cuya  virtud  se  haya 
cancelado  el  asiento  es  nulo,  porque  la  legitimidad  de  los  actos 
judiciales  nace  precisamente  de  la  competencia  del  Juez.  Sin 
eUa  nada  hace:  por  tanto,  declarado  en  los  arts.  97  y  99  que  el 
título  nulo  no  extingue  en  cuanto  á  tercero  los  derechos  cance- 
lados, no  era  necesario  consignar  que  causa  estos  efectos  la  in- 
competencia del  Juez  que  ordena  la  cancelación,  incompeten- 
cia que  no  es  más  que  vma  de  las  varias  causas  de  nuüdad  de 
los  títulos. 

Lo  mismo  ha  de  decirse  cuando  se  anulo  la  cancelación  por 
haberse  ejecutado  con  error  ó  fraude.  El  error  y  el  fraude  han 
de  ser  esenciales;  es  decir,  han  de  ser  causa  eficiente  de  la  can- 
celación; de  manera,  que  á  no  existir,  no  se  hubiera  cancelado 
la  inscripción. 

Pueden  ser  el  error  y  el  firaude  de  los  otorgantes  ó  del  Regis- 
trador :  en  este  segundo  caso  no  hay  dificultad  ninguna.  El  que 
tiene  inscrito  su  derecho,  no  puede  perderlo  porque  el  Regis- 
trador equivocada  ó  maliciosamente  cancele  la  inscripción  que 
se  lo  garantiza:  el  Registrador  responderá  al  tercero;  pero  á 
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éste  perjudica  la  declaración  de  nulidad  del  asiento  cancda- 
torio. 

Cuando  el  error  ó  el  fraude  es  de  los  otorgantes ,  la  senten- 
cia en  que  se  declare  ha  de  declarar  al  mismo  tiempo  la  nu- 
lidad ó  falsedad  del  título  extintivo  de  la  obligación  con  arre- 
glo al  cual  se  canceló  el  asiento,  y  han  de  seguirse  las  reglas 
expuestas  anteriormente. 

§4.0 

Nulidad  de  la  cancelación  hecha  en  virtud  de  un  titulo  in^icaz, — 
Advertimos  al  principio  de  este  Comentario ,  que  el  art.  99  con- 
signa que  podrá  declarse  nula  la  cancelación,  no  sólo  cuando 
se  haya  hecho  en  virtud  de  un  documento  falso  ó  nulo ;  sino 
también  cuando  lo  haya  sido  en  virtud  de  un  título  ineficaz. 
Aunque  realmente  todos  los  títulos  falsos  y  nulos  son  inefica- 
ces, como  no  todos  los  ineficaces  son  nulos  ó  falsos,  al  mencio- 
narlos la  Ley  singulai-mente  y  como  formando  clase  distinta, 
parece  indicar  que  trata  de  títulos  que  sin  adolecer  de  falsedad 
ni  de  nulidad,  carecen  sin  embargo  de  valor  y  fuerza. 

¿Deben  comprenderse  éntrelos  documentos  ineficaces  los  que 
constituyen  obligaciones  que  se  declaran  rescindidas  por  los 
Tribunales?  Así  se  sostiene  por  algunos  que  dan  bulto  y  reali- 
dad al  precepto  del  art.  99  con  este  ejemplo:  A.  dona  á  B.. el 
censo  que  tiene  impuesto  sobre  su  casa :  extinto  el  gravamen 
por  cónsoHdacion  del  dominio,  B.  cancela  la  inscripción  espe- 
cial y  vende  la  casa  Ubre  á  C.  Por  supervenencia  de  hijos,  A. 
logra  rescindir  la  donación :  atendiendo  á  lo  dispuesto  en  el  £ir- 
tículo  99,  la  cancelación  de  la  inscripción  del  censo  es  nula, 
porque  tuvo  lugar  en  virtud  de  una  donación  que  se  ha  de- 
clarado ineficaz:  el  derecho  del  censualista  revive,  y  C  com- 
prador queda  perjudicado. 

Aceptaríamos  esta  doctrina  si  el  art.  99  fuese  el  único  que 
hubiera  de  tenerse  presente  para  resolver  el  caso;  pero  siendo 
contraria  á  las  disposiciones  del  36  y  del  38 ;  necesario  es  bus- 
car solución  que  las  armonice.  El  art.  99,  opinamos  que  se 
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refiere  álos  títulos  ineficaces  desde  que  se  formalizan.  Así  como 
la  nulidad  de  la  cancelación  hecha  en  virtud  de  un  documento 
falso  ó  nulo  existe  latente  desde  el  pimto  en  que  se  extendió 
el  asiento  y  ante  la  Ley  el  derecho  cancelado  nunca  Uegó  á  ex- 
tinguirse; así  es  necesario ,  para  que  la  ineficacia  del  título,  no 
falso  ni  nulo^  sea  causa  de  la  nulidad  déla  cancelación,  que  esa 
ineficacia  para  cancelar  se  entrañe  en  él  desde  su  otorgamien- 
to, ó  por  condiciones  expresas,  ó  por  omisiones  de  que  adolez- 
ca. Una  finca  de  Bienes  Nacionales  se  vende  á  plazos ,  quedan- 
do hipotecada  á  su  seguridad.  Satisface  el  comprador  siete,  y 
presentadas  las  cartas  de  pago;  aun  cuando  en  ellas  no  se  ex- 
prese que  la  Hacienda  púbüca  consiente  en  la  cancelación  de 
la  hipoteca:  el  Registrador,  creyendo  que  el  documento  es  bas- 
tante; la  cancela  parcialmente.  El  comprador  enajena  la  finca 
con  la  obligación  hipotecaria ,  reducida  á  los  tres  últimos  pla- 
zos. Mas  el  pago  se  ha  hecho  en  moneda  falsa,  se  procesa  al 
primer  comprador ,  se  le  condena  al  reintegro  de  los  siete  pla- 
zos que  aparecían  ya  satisfechos:  carece  de  bienes  y  se  procede 
contra  la  finca,  opónese  el  actual  dueño  porque  la  hipoteca  re- 
ferente á  los  plazos  que  se  reclaman  se  halla  ya  cancelada:  por 
ejecutoria  se  declara  que  los  documentos  en  que  constaban  sa- 
tisfechos eran  ineficaces  para  cancelar,  por  ser  requisito  indis- 
pensable que  en  eUos  constase  el  consentimiento  de  la  Hacien- 
da ;  la  cancelación  se  declarará  nula,  y  este  fallo  perjudicará  al 
tercero ,  actual  poseedor  de  la  finca  enajenada. 

Pero  los  documentos  ineficaces  por  haberse  declarado  rescin- 
dida la  obUgacion  que  contenían,  como  al  otorgarse  eran  efica- 
ces, producen  efectos  desde  el  momento  en  que  se  inscriben  en 
el  Registro;  y  si  la  eficacia  la  pierden  después,  no  puede  el  faUo 
perjudicar  á  tercero  que  adquirió  el  derecho  cuando  éste  existía 
Tigoroso  y  potente. 

Así  acontece  por  ejemplo  cuando  se  redime  un  censo  con  los 
requisitos  necesarios  para  la  vahdez  de  la  redención ,  y  luego 
se  declara  que  hubo  lesión,  y  se  rescinde  el  contrato. 

A  estos  títulos  han  de  aplicarse  los  arts.  36  y  38;  á  aquéllos 
el  99. 
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§5.0 

Cuándo  no  perjudica  á  tercero  la  cancelación  anidada  por  ha- 
berse hecho  en  virtud  de  títulos  viciosos.  —  Hemos  sentado  en 
los  §§  anteriores,  que  las  cancelaciones  cuando  se  logran  por 
documentos  falsos,  nulos  ó  ineficaces  perjudican  á  tercero;  lo 
cual  puede  mirarse  como  excepción  de  la  regla  general  que 
determina  que  las  resoluciones  y  rescisiones  de  los  contratos 
por  causas  que  no  consten  en  el  Registro,  afectan  á  los  litigan- 
tes, pero  no  al  derecho  de  tercero. 

Desaparece  ésta  excepción,  y  las  cancelaciones  de  los  asien- 
tos hechos  en  virtud  de  títulos  falsos,  nulos  ó  ineficaces,  pro- 
ducen los  mismos  efectos  que  si  se  hubieran  verificado  en  vir- 
tud de  títulos  váüdos,  cuando  la  cancelación  se  ha  notificado 
en  la  forma  prevenida  en  el  art.  34,  á  los  que  puedan  reclamar 
la  falsedad,  nulidad  ó  ineficacia,  y  no  lo  hiciesen  en  los  plazos 
prescritos  en  el  mismo.  El  silencio  de  los  interesados  equivale 
á  su  asentimiento,  y  convalida  la  cancelación;  pero  sólo  res- 
pecto al  tercero  que  no  cometió  la  falsedad  ni  intervino  en  el 
acto  nulo  ó  ineficaz,  no  respecto  al  que  canceló  la  inscripción 
que  le  perjudicaba,  valiéndose  para  eUo  de  documentos  vicio- 
sos. Pero  aun  con  esta  Umitacion  jamás  aprobaremos  que  un 
título  falso  pueda  ser  origen  de  derechos,  ni  que  se  mantengan 
los  que  son  consecuencia  de  actos  criminales.  Lo  que  expusimos 
en  el  Comentario  al  art.  34  nos  excusa  de  esforzar  argumentos. 
A  lo  más,  y  como  concesión  forzada  al  crédito,  puede  admi- 
tirse esto  cuando  al  verdadero  dueño  se  le  hubiere  hecho  per- 
sonalmente la  notificación  y  manifestase  de  un  modo  solemne 
que  no  quería  entablar  reclamación  ninguna  ó  se  señalase  un 
término  tan  largo  para  incoarla,  quede  transcurrir  sin  hacerlo, 
se  presumiese  ^wm  et  de  jure  la  renimcia  de  su  derecho. 

§6.0 

Nulidad  de  la  cancelación  por  defectos  de  forma,  —  Lo  mismo 
que  las  inscripciones,  las  cancelaciones  exigen  para  su  validez 
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la  reunión  de  ciertas  circunstancias  que  se  enumeran  en  el 
artículo  98.  Como  estas  no  se  refieren  á  la  parte  intrínseca,  sino 
á  la  extrínseca,  lo  mismo  comprenden  á  las  cancelaciones  he- 
chas por  medio  de  documentos  verdaderos,  váhdos  y  eficaces 
que  á  las  hechas  por  medio  de  documentos  falsos,  nulos  ó  in- 
eficaces ,  si  contra  ellas  no  reclaman  los  interesados  á  quienes 
se  hubiesen  hecho  saber  con  arreglo  al  art.  34  de  la  Ley. 
Según  el  98 ,  el  asiento  de  cancelación  será  nulo : 
1.^  Cuando  no  dé  claramente  á  conocer  la  inscripción  ó  anota- 
ción cancelada.  La  obscuridad  en  este  punto  podía  ser  causa 
de  gravísimos  perjuicios  en  los  contratantes  inducidos  á  error 
por  los  mismos  datos  que  constaban  en  el  Registro. 

2.^  Cuando  no  exprese  d  documento,  en  cuya  virtud  se  haga  la 
cancelación,  los  nombres  de  los  otorgantes,  dd  Notario  y  del  Juez 
b  Tribunal  en  su  caso^  y  la  fecha  del  otorgamiento  ó  expedición. 
La  manera  de  estar  redactada  esta  circunstancia  es  origen  de 
dudas.  Por  su  contexto,  la  causa  de  la  nuüdad  de  la  cancela- 
ción no  es  que  en  ella  se  hayan  omitido  datos  tan  interesan- 
tes ,  sino  que  se  hayan  omitido  en  el  documento  que  la  ha  ori- 
ginado* Parécenos  que  no  ha  de  entenderse  así,  y  que  lo  que 
constituirá  la  nulidad  de  la  cancelación  es  que  en  el  asiento 
falten  aquellas  circunstancias ,  aunque  consten  en  el  documen- 
to. Y  muévenos  á  opinar  de  este  modo,  el  que  se  trata  de  vi- 
cios exteriores  de  nulidad  contenidos  en  el  asiento^  como  expresa 
el  art.  97 ,  y  el  que  el  documento  carezca  de  ciertos  requisitos 
no  es  falta  externa  del  asiento,  que  solo  puede  cometerse  por  el 
Registrador,  sino  falta  del  documento  que  ha  de  haberse  come- 
tido por  el  Notario.  Es  verdad  que  si  en  el  título  no  constan  tales 
requisitos,  no  constarán  en  la  cancelación;  pero  siguiendo  la 
letra  del  artículo ,  la  nuHdad  no  se  declarará  por  la  falta  en  el 
asiento,  sino  por  la  falta  en  el  título;  de  modo  que  si  en  la  can- 
celación no  constase  y  sí  constase  en  el  título ,  la  validez  de  la 
cancelación  se  mantendría.  Y  esto  no  puede  ser,  porque  la  nu- 
lidad de  la  cancelación  por  su  forma  extema  ha  de  entrañar- 
se en  el  asiento,  no  ha  de  resolverse  por  motivos  distintos; 
porque  los  defectos  que  entrañe,  han  de  cometerse  por  el 
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Eegistrador  que  es  ajeno  á  los  del  título ;  porque  si  éste  carece 
de  tales  circunstancias,  es  nulo,  y  el  art.  97  exige  para  la  validez 
de  la  cancelación ,  además  de  que  el  documento  no  sea  nulo, 
que  en  la  cancelación  consten  aquellas  circunstancias.  Basta, 
pues,  que  en  el  asiento  no  aparezcan,  para  que  sin  necesidad 
^del  examen  del  título  á  que  se  refiere,  se  declare  la  nulidad; 
porque  han  de  seguirse  en  casos  análogos  reglas  análogas,  y 
así  como  las  inscripciones  son  nulas  cuando  carecen  de  las 
circunstancias  esenciales  que  han  de  comprender,  como  pre- 
viene el  art.  30 ,  abstracción  hecha  de  que  en  el  documento 
consten  ó  no  consten;  lo  mismo  ha  de  estimarse  en  las  cance- 
laciones. 

3.0  Cuando  no  exprese  el  nombre  de  la  persona  á  cuya  instan- 
cia ó  con  cuyo  consentimiento  se  verifique  la  cancelación.  Suponien- 
do que  para  este  requisito  rige  el  precepto  del  anterior;  esto  es, 
que  la  falta  ha  de  estar  en  el  documento;  le  son  aplicables  las 
reñexiones  hechas  anteriormente. 

4.0  Cuando  haciéndose  la  cancelación  á  nombre  de  persona  dis- 
tinta de  aquella  á  cuyo  favor  estw;iere  hecha  la  inscripción  ó  anota- 
ción, no  residíase  de  la  cancelación  la  representaron  con  que  haya 
obrado  dicha  persona.  Este  precepto  confirma  cuanto  dijimos:  en 
él  se  expresa  que  la  omisión  ha  de  cometerse  en  el  asiento,  sin 
cuidarse  de  que  en  el  título  se  exprese  ó  no  se  exprese  la  cir- 
cunstancia. 

5.0  Cuando  en  la  cancda>cion  parcial  no  se  dé  claramente  á  co- 
nocer la  parte  del  inmueble  que  haya  desaparecido  ó  la  parte  de  la 
obligación  que  se  extinga  y  la  que  subsista.  Obsérvese  que  aquí  se 
usa  el  verbo  desaparecer  apHcándose  al  inmueble  y  el  de  extin- 
guirse, al  tratar  de  la  obhgacion;  con  mucha  m4s  propiedad 
que  en  el  art.  79  donde  se  emplea  solo  el  último,  tanto  al  refe- 
rirse á  los  inmuebles  como  á  los  derechos;  pues  si  bien,  extin- 
guirse equivale  en  su  sentido  metafórico  á  acabar  de  raiz  con 
una  cosa,  se  apüca  con  más  propiedad  á  las  inmateriales  que  á 
las  materiales. 

6.®  Cuando  habiéndose  verificado  la  cancelación  de  una  anota- 
ción en  virtud  de  documento  privado^  no  dé  fe  d  Begistrador  de 
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conocer  á  los  que  lo  suscriban  ó  á  los  testigos  en  su  defecto.  Entende- 
mos que  aun  cuando  la  regla  designa  vagamente  las  anotaciones 
en  general,  se  refiere  sólo  á  lá  anotación  por  crédito  refacciona- 
rio, única  que  puede  hacerse  en  virtud  de  documento  privado; 
tanto  porque  conforme  á  la  regla  de  derecho  todas  las  cosas  se 
deshacen  de  igual  modo  que  se  hacen,  cuanto  porque  si  no 
es  en  este  caso,  no  sabemos  qué  otra  anotación  podría  cance- 
larse por  documento  privado. 

Al  limitarse  este  precepto  á  la  cancelación  de  anotaciones, 
parece  que  se  excluye  la  cancelación  de  inscripciones,  y  sin 
embargo  creemos  que  se  ha  de  ampliar  á  las  que  de  esta  clase 
puedan  cancelarse  también  por  documento  privado.  En  el  ar- 
tículo 82  se  dice  que  las  inscripciones  de  hipotecas  constituidas 
con  el  objeto  de  garantizar  títulos  transmisibles  por  endoso,  se 
cancelarán  presentándose  solicitud  firmada  por  los  que  hayan 
cobrado  los  créditos  y  por  el  deudor,  debiendo  el  Registrador 
asegurarse  de  la  identidad  de  las  firmas  y  de  las  personas  que 
hubiesen  hecho  la  soHcitud.  Hó  aquí  pues  un  caso  de  inscrip- 
ción cancelable  en  virtud  de  un  documento  privado  y  que  si  en 
el  asiento  de  cancelación  no  diera  fe  el  Registrador  de  conocer 
á  los  que  le  suscriben  ó  á  los  testigos  en  su  defecto;  habría  mo- 
tivo indudable  de  nulidad. 

7.^  Guando  no  contenga  la  fecha  de  la  presentación  en  el  Regis- 
tro del  título  en  que  se  haya  convenido  ó  mandado  la  cancelación. 
Este  precepto  que  no  es  más  que  la  copia  de  la  circunstancia  8.*, 
que  para  las  inscripciones  consigna  el  art.  9.^,  parécenos  de  una 
severidad  extremada  por  lo  inútil  del  requisito  que  se  exige. 
Aparentemente  la  causa  motiva,  tiene  soUdez  y  fundamento. 
El  título  cancelatorio  no  extingue  derechos  respecto  á  tercero 
desde  que  se  otorga,  sino  desde  que  se  registra:  si  no  consta  la 
fecha  se  ignora  desde  cuándo  pioduce  efectos  el  asiento.  Pero 
no  se  ha  tenido  en  cuenta  que  la  presentación  del  título  consta 
en  el  Ubro  Diario  donde  se  extienden  por  orden  riguroso  de  an- 
tigüedad todos  los  que  entran  en  la  oficina  para  registrarse,  re- 
trotrayéndose la  fecha  de^la  cancelación  á  la  del  asiento  de 
presentación;  y  por  lo  tanto  carece  de  importancia  el  que  se 
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exprese  ó  no  se  exprese  en  la  cancelación  el  día  en  que  se  pre 
sentó  en  el  Registro  el  documento  que  la  origina;  porque  no 
s^rá  esta  formalidad  más  que  la  repetición  de  lo  que  ya  consta 
en  los  libros,  como  se  reconoce  en  el  núm.  3.®  del  art.  90  del 
Reglamento. 

Y  aun  fantaseando  que  la  regla  7>  haya  querido  prever  el 
caso  de  que  no  constare  en  el  asiento  de  cancelación,  ni  en  el 
libro  Diario;  cosa  punto  menos  que  imposible,  entonces  la  nu- 
lidad de  la  cancelación  arrancaría,  no  de  que  no  constase  en  ella 
la  fecha  de  la  presentación  del  título;  sino  de  que  no  constase 
en  ningún  asiento  del  Registro. 

No  menciona  tampoco  como  causa  de  nulidad  la  falta  de  la 
fecha  de  la  cancelación,  que  en  realidad  podía  serlo  bastante  para 
que  se  la  declarase  ineficaz,  puesto  que  no  constaría  si  se  había 
extendido  dentro  de  los  30  días  en  que  aún  tiene  fuerza  el  asien- 
to de  presentación,  ó  cuando  ya  éste  hubiera  caducado.  Paréce- 
nos,  pues,  que  si  llegara  este  caso  y  se  dudase  sobre  la  validez 
del  asiento ,  habría  de  fallarse  la  cuestión  por  los  Tribunales. 
(V.  lo  que  decimos  en  el  Coment.  al  art.  104.) 

§  7.0 

VoT  quién  ha  de  declararse  la  nulidad  de  las  cancelaciones. —  Da 
lugar  á  esta  cuestión  la  diversa  forma  con  que  se  han  redacta- 
do los  arts.  98  y  99:  según  el  primero,  «eró  wítZa  la  cancelación, 
cuando  el  asiento  contenga  alguno  de  los  vicios  externos  de  nu- 
Udad  que  comprende,  y  según  el  99^  podrá  declararse  nula  la  can- 
celación en  los  casos  que  enumera. 

La  diferencia  consiste  en  que  los  defectos  marcados  en  el  ar- 
tículo 98,  anulan  por  sí  la  cancelación  en  perjuicio  de  tercero, 
sin  que  haya  necesidad  de  examinar  las  condiciones  y  circims- 
tancias  del  título  y  aun  cuando  se  hayan  verificado  por  el  mé- 
todo que  prescribe  el  art.  34;  mientras  que  la  nulidad  de  la 
cancelación  en  perjuicio  de  tercero  ordenada  en  el  art.  99,  es 
consecuencia  de  la  declaración  de  nuhdad  del  título,  ha  de  re- 
clamarse especialmente  y  no  tiene  lugar  cuando  la  cancelación 
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se  haya  verificado  con  la  notificación  previa  que  determina  el 
art.  34.  Pero  en  ningún  caso,  por  evidente  que  sea  la  nulidad 
de  la  cancelación;  y  aun  cuando  contuviera  todos  los  defectos 
que  marca  el  art.  98,  puede  el  Registrador  declararla,  ni  exten- 
der asientos  que  ella  impida,  mientras  la  nulidad  no  se  resuel- 
va por  sentencia  ejecutoria  y  ejecutable,  ó  presente  escritura  ó 
documento  auténtico  en  el  cual  exprese  su  conformidad  la  per- 
sona en  cuyo  favor  se  hubiera  hecho,  siguiéndose  las  reglas  es- 
tablecidas para  el  mismo  caso  respecto  á  anotaciones  é  inscrip- 
ciones en  la  Resolución  de  31  de  Mar.  de  1875.  Y  aun  en  nues- 
tra opinión  es  necesario  también,  en  el  último  caso,  el  asenti- 
miento del  tercero  á  quien  se  perjudicaría,  si  en  su  daño  revi- 
viese el  derecho  que  por  la  cancelación  se  hubiera  extinguido. 
Como  la  nuUdad  de  las  cancelaciones  por  la  del  título,  ó  por 
su  ineficacia  visible,  ó  por  faltas  cometidas  en  la  extensión  del 
asiento,  ha  de  ser  motivada  por  culpa  del  Registrador,  ha  de 
responder  siempre  de  las  consecuencias;  no  así  cuando  la  nuli- 
dad reconoce  su  origen  en  la  falsedad  ó  en  causas  que  no  apa- 
recen en  el  documento  ni  en  el  Registro. 

§  8.° 

Ultramar.  —  Los  arts.  111,  112  y  113  de  la  Ley  de  Cuba, 
y  105,  106  y  107  de  la  de  Puerto-Rico,  están  copiados  de  los 
que  figuran  al  frente  de  este  Comentario. 
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Art.  100.  Los  Registradores  caKficarán,  bajo  su  res- 
ponsabilidad ,  la  legalidad  de  las  formas  extrínsecas  de 
las  escrituras  en  cuya  virtud  se  soliciten  las  cancelacio- 
nes y  la  capacidad  de  los  otorgantes,  en  los  términos 
prevenidos  respecto  á  las  inscripciones  en  los  artícu- 
los 18  y  19. 

Art.  101.  Los  Registradores  calificarán  también, 
bajo  su  responsabilidad,  la  competencia  de  los  Jueces  ó 
Tribunales  que  ordenen  las  cancelaciones ,  en  los  casos 
en  que  no  firmare  el  despacho  el  mismo  que  hubiere  de- 
cretado la  inscripción  ó  anotación  preventiva. 

Si  dudaren  de  la  competencia  del  Juez  ó  Tribunal, 
darán  cuenta  al  Presidente  de  la  Audiencia  respectiva, 
el  cual  decidirá  lo  que  estime  procedente. 

Art.  102.  Cuando  el  Presidente  declare  la  competen- 
cia del  Juez  ó  Tribunal ,  el  Registrador  hará  desde  luego 
la  cancelación. 

Cuando  no  lo  estime  competente ,  el  mismo  Registra- 
dor comunicará  esta  decisión  al  interesado ,  devolvién- 
dole el  despacho. 

Art.  103.  Contra  la  decisión  de  los  Presidentes  podrá 
recurrirse,  tanto  por  los  Jueces  y  Tribunales  como  por 
los  interesados,  á  la  Audiencia,  la  cual,  oyendo  á  las 
partes,  determinará  lo  que  estime  justo. 

Contra  el  fallo  de  la  Audiencia  procederá  el  recurso  de 
casación. 

Concuerdan  con  los  siguientes  del  Reglamento : 

Art.  82.  Lo  dispuesto  en  el  art.  37  respecto  á  la  ca- 
lificación que  hagan  los  Registradores  de  la  legalidad  de 
las  escrituras  en  cuya  virtud  se  pidan  las  inscripciones, 
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será  aplicable  á  la  calificación  hecha  por  los  mismos  de 
las  escrituras  en  cuya  virtud  deban  hacerse  las  cancela- 
ciones, conforme  á  lo  establecido  en  el  articulo  100  de 
la  Ley. 

Art.  83.  Cuando  el  Registrador  suspendiere  la  can- 
celación de  una  inscripción  ó  de  una  anotación,  bien  por 
calificar  de  insuficiente  el  documento  presentado  para 
ello ,  ó  bien  por  dudar  de  la  competencia  del  Juez  ó  Tri- 
bunal que  la  haya  ordenado,  conforme  á  lo  prevenido  en 
los  artículos  100  y  101  de  la  Ley,  lo  hará  constar  así  por 
medio  de  una  anotación  preventiva  si  se  solicita,  en  la 
cual,  se  exprese  la  inscripción  ó  anotación  cuya  cancela- 
ción se  pida,  el  documento  presentado  con  este  fin,  su  fe- 
cha, la  de  su  presentación  y  el  motivo  de  la  suspensión. 

Art.  84.  La  anotación  expresada  en  el  ari;ículo  ante- 
rior se  cancelará  de  oficio  por  el  Registrador : 

1.°  En  el  caso  del  art.  100  de  la  Ley,  á  los  sesenta 
días  de  su  fecha,  si  antes  no  se  subsanase  el  defecto  del 
documento  que  la  haya  originado. 

2.°  En  el  caso  del  art.  101  de  la  misma  Ley,  cuando 
se  declare  por  sentencia  firme  la  incompetencia  del  Juez 
ó  Tribunal  que  hubiere  ordenado  la  cancelación,  si  en 
los  treinta  días  siguientes  á  la  fecha  de  dicha  sentencia 
no  se  presentare  en  el  Registro ,  providencia  del  Juez  ó 
Tribunal  competente  ordenando  la  misma  cancelación. 

Art.  85.  Siempre  que  llegue  á  verificarse  la  cance- 
lación suspendida ,  antes  de  ser  cancelada  la  anotación 
de  suspensión ,  surtirá  la  cancelación  sus  efectos  desde 
la  fecha  de  dicha  suspensión. 

La  cancelación  en  este  caso  hará  precisamente  referen- 
cia de  la  anotación  mencionada. 

Art.  86.  Cuando  el  Registrador  suspenda  la  cance- 
lación por  dudar  de  la  competencia  del  Juez  ó  Tribunal 
que  la  haya  proveído,  lo  comunicará  por  escrito  á  la  par- 
te interesada  para  que  pueda  si  quiere ,  comparecer  ante 
el  Presidente  de  la  Audiencia  en  el  término  de  diez  días, 
presentándole  el  documento  en  cuya  virtud  haya  pedido 
dicha  cancelación. 

Art.  87.    Si  el  Presidente  creyese  necesaria  alguna 
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otra  noticia  del  Registro  para  dictar  su  resolución,  la 
pedirá  al  Registrador,  y  sin  más  trámites  decidirá  lo  que 
proceda. 

La  resolución  que  dictare  será  comunicada  al  Regis- 
trador por  medio  de  la  oportuna  orden,  y  notificada  al 
interesado  en  la  forma  ordinaria. 

Art.  88.  Cuando  los  interesados,  los  Jueces  ó  el  Tri- 
bunal de  partido  recurrieren  á  la  Audiencia  contra  la  de- 
cisión del  Presidente,  conocerá  del  asunto  la  Sala  de 
gobierno,  oyendo  al  recurrente  por  escrito,  una  sola  vez, 

{)revio  informe  del  Registrador,  y  pidiendo,  para  proveer, 
os  documentos  que  juzgue  necesarios. 

SUMARIO 

§  1.  Facultad  de  los  Registradores  para  calificar  la  capacidad  de  los  otorgantes 
y  los  títulos  en  cuya  virtud  se  soliciten  las  cancelaciones.  —  §2.  ídem  id,  la 
competencia  de  los  Jueces  y  Tribunales  que  las  ordenen.  —  §3.  Procedimien- 
to en  casos  de  duda  acerca  de  la  competencia  de  los  Jueces  y  Tribunales  que 
ordenen  las  cancelaciones.  —  §4.  ídem  cuando  se  califique  de  insuficiente  el 
título  presentado.  —  §5.  Desde  cuándo  surte  efecto  la  cancelación,  en  el  caso 
de  haberse  suspendido  primero.  —  §6.  Ultramar. 

COMENTARIO 


§  1.^ 

Facultad  de  los  Registradores  para  calificar  la  capacidad  de  los 
otorgantes  y  los  títulos  en  cuya  virtud  se  soliciten  las  cancelaciones. — 
Conferida  á  los  Registradores  por  el  art.  100  de  la  Ley,  en  los 
términos  prevenidos  respecto  á  las  inscripciones  en  los  ar- 
tículos 18  y  19,  remitimos  al  lector  al  Comentario  á  éstos,  en 
todo  aquello  que  pueda  ser  aplicable  á  los  documentos  que  se 
presenten  para  cancelar  alguna  inscripción  ó  anotación  pre- 
ventiva. 

No  hicimos  en  aquel  Comentario  distinción  alguna  entre  do- 
cumentos otorgados  en  España  y  en  el  extranjero,  para  el  efec- 
to de  estar  sometidos  á  la  calificación  de  los  Registradores; 
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porque  en  verdad  no  creíamos  dudoso  que  la  facultad  conferida  á 
estos  funcionarios  por  el  art.  18,  podían  y  debían  ejercería  lo  mis- 
mo respecto  de  unos  que  de  otros  documentos.  Después  de  publi- 
cado el  tomo  II,  hemos  sido  consultados  acerca  de  ese  particular, 
y  por  si  á  otros  ocurren  análogas  dudas,  expondremos  los  funda- 
mentos de  los  que  sostienen  que  los  Registradores  no  están  su- 
jetos á  responsabilidad  por  la  calificación  que  hagan  de  los  tí- 
tulos otorgados  en  el  extranjero ,  y  los  en  que  nosotros  nos  apo- 
yamos para  seguir  la  opinión  contraria. 

«  Ninguna  disposición  legal  existe,  dicen  aquéllos,  que  obli- 

>  gue  á  los  Registradores  al  conocimiento  de  las  legislaciones 

>  extranjeras,  y  sí  únicamente  al  de  la  de  España,  en  el  mero 
»  hecho  de  necesitarse,  para  el  ingreso  en  la  carrera',  el  título 

>  de  Abogado,  y  no  comprenderse  en  el  plan  de  estudios  el 

>  del  derecho  civil  extranjero,  así  como  tampoco  se  exige  en  los 

>  programas  para  las  oposiciones.  El  Registrador ,  por  tanto, 

>  cumple,  y  no  es  poco  cumplir,  conociendo  las  leyes  patrias: 
»  querer  aplicar  á  los  documentos  expedidos  en  el  extranjero  lo 
»  dispuesto  en  el  art.  18,  es  exigir  de  los  Registríuiores  un  im- 
»  posible,  porque  imposible  es  que  una  persona  haga  el  estudio 

>  que  es  necesario  de  todas  las  legislaciones  del  mundo,  y  como 
»  la  Ley  no  ha  de  querer  imposibles,  es  obvio  que  el  art.  18  de 
#  la  Hipotecaria  sólo  es. aplicable  á  los  documentos  otorgados 

>  en  España.  > 

No  desconocemos  la  fuerza  que  en  el  terreno  práctico  pueden 
tener  las  razones  alegadas  para  demostrar  que  es  en  extremo 
difícil  que  los  Registradores  conozcan  minuciosamente  las  le- 
gislaciones extranjeras;  pero  es  lo  cierto,  que  consideraciones 
de  un  orden  superior ,  predominaron  al  formularse  el  proyecto 
de  Ley  Hipotecaria ,  y  esas  mismas  consideraciones  reducidas 
hoy  á  preceptos  escritos  y  á  práctica  constante,  nos  obligan  á 
sostener  que  no  distinguiendo  el  art.  18 ,  entre  unos  y  otros 
documentos,  ha  de  ser  aplicable  á  todos. 

Corrobora  nuestro,  arraigado  parecer  el  art.  5.^  de  la  misma 
Ley,  al  declarar  inscribibles  los  títulos  otorgados- en  país  ex- 
tranjero, que  tengan  fuerza  en  España  con  arreglo  á  las  leyes  j  lo 
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cual  equivale  á  declarar  no  inscribibles  los  que  no  tengan 
fuerza  con  arreglo  á  las  leyes.  Ahora  bien ,  para  que  el  Regis- 
trador sepa  si  el  documento  otorgado  en  país  extranjero  tiene 
fuerza  en  España,  ha  de  tener  presente  el  R.  D.  de  17  de  Octu- 
bre de  1851;  que  exige  entre  otros  requisitos,  que  en  el  otor- 
gamiento se  hayan  observ'^ado  las  fórmulas  del  país  en  que  tu- 
viere lugar  y  que  los  contratantes  tengan  aptitud  y  capacidad 
con  arreglo  á  las  leyes  de  su  patria  (véase  el  §  2.^  del  Ck>m.  al 
art.  5.^),  y  para  saber  si  se  han  observado  esas  fórmulas  y  si 
los  contratantes  tienen  la  necesaria  capacidad,  es  indispensa- 
ble que  conozcan  la  legislación  del  respectivo  país,  y  que  con 
arreglo  á  eUa  califiquen  el  documento. 

También  se  ha  dudado  acerca  de  si  vista  la  dificultad  que 
hay  de  conocer  la  mayor  parte  de  las  legislaciones  extranjeras, 
sería  lícito  á  los  Registradores  consultar  con  la  Superioridad  si 
el  documento  era  ó  no  inscribible. 

Aunque  en  rigor  el  caso  no  está  comprendido  en  el  art.  276 
de  la  Ley,  parécenos  que  convencida  la  Dirección  de  esa  dificul- 
tad, y  contando  con  más  elementos  para  resolverla;  si  bien  es 
probable  que  no  decidiese  sobre  si  el  documento  era  ó  no  ins- 
cribible, caUficacion  que  exclusivamente  compete  al  Registra- 
dor, le  proporcionarla  los  datos  que  le  permitiesen  resolver 
con  más  conocimiento  de  causa. 

Por  si  esta  opinión  nuestra  fuera ,  más  bien  hija  del  deseo 
que  de  la  realidad  ,  queriendo  justificar  nuestros  propósitos  de 
contribuir  según  la  medida  de  nuestras  fuerzas ,  á  que  los  Re- 
gistradores desempeñen  con  menos  trabajo  su  difícil  tarea,  pro- 
pondremos á  su  consideración  algunas  reflexiones  que  quizá 
les  sirvan  de  base  y  fundamento  para  aumentar  con  su  caudal 
propio,  lo  escaso  de  nuestra  doctrina,  extendiendo  algo  lo  que 
expusimos  en  el  Comentario  al  art.  5.^ 

Documentos  eoctrajudiciales.  Los  instrumentos  públicos  otor- 
gados en  el  extranjero,  autorizados  por  nuestros  Vicecónsules, 
están  sujetos  á  las  mismas  formalidades  que  los  otorgados  en 
España. 

Los  otorgados  en  el  extranjero  ante  funcionarios  extran- 
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jeros,  son  inscribibles  si  reúnen  las  circunstancias  siguientes: 

1.*  Qm  d  asunto  ó  mcUeria  del  ocio  ó  contrcUo  sea  lícito  y  per_ 
muido  por  las  leyes  de  E^aña:  así,  si  se  presentara  una  es- 
critura amortizando  perpetuamente  bienes  raices,  no  sería 
inscribible.  No  debe  fijarse  el  Registrador  respecto  á  los  docu- 
mentos extrajudiciales  en  el  principio  de  reciprocidad,  pues  debe 
admitirlas  todos;  así  es  que  aun  cuando  en  muchos  paises  no 
se  considera  eficaces  los  contratos  otorgados  en  el  extranjero 
constituyendo  hipotecas ,  ha  de  admitirlos,  porque  no  están 
excluidas  y  se  comprenden  en  la  regla  general  de  contratos 
lícitos. 

2.*  Que  los  otorgantes  tengan  aptitiid  y  capacidad  legal  para 
obligarse  con  arreglo  á  las  leyes  de  su  país.  Por  regla  general  la 
capacidad  de  los  otorgantes  en  el  extranjero  se  regula  por  las 
mismas  reglas  que  en  España:  hay  que  advertir,  sin  embargo, 
que  por  ejemplo,  en  Francia,  Bélgica  y  otros  paises  que  se  rigen 
por  el  Código  Napoleón ,  la  mayor  edad  es  la  de  21  años ,  sin 
distinción  de  sexos:  que  ni  el  tutor,  ni  la  madre,  ni  tampoco 
el  padre,  pueden  enajenar  ni  hipotecar  los  bienes  inmuebles 
del  menor,  sin  licencia  del  Consejo  de  familia  autorizada  por  el 
Juez  y  en  subasta  pública. 

Que  los  maridos  si  han  contraído  matrimonio  bajo  el  régi- 
men de  comunidad  pueden  enajenar  é  hipotecar  los  bienes  que 
las  mujeres  llevaron  al  matrimonio ;  pero  no  donarlos  gratuita- 
mente: que  si  han  aceptado  el  régimen  dotal,  y  no  han  esta- 
blecido en  las  capitulaciones  la  libre  enajenación ,  ni  el  marido 
ni  la  mujer  pueden  vender  los  bienes  dótales:  sin  embargo,  la 
mujer  podrá  enajenarlos  con  licencia  del  marido  para  estable- 
cer á  sus  hijos  ó  mediando  providencia  judicial  para  librar  de 
prisión  al  marido  y  en  otros  casos  análogos. 

Cuando  dudase  el  Registrador  sobre  la  capacidad  de  los  otor- 
gantes, lo  más  prudente  es  suspender  la  inscripción  del  docu- 
mento para  que  los  interesados  la  justifiquen  por  los  medios 
convenientes. 

3.a  Que  en  d  otorgamiento  se  hayan  observado  las  formas  y  solem- 
nidades establecidas  en  el  país  donde  se  han  verificado  los  actos  ó 
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contratos.  Como  realmente  es  punto  menos  que  imposible  que 
el  Eegistrador  sepa  las  formas  7  solemnidades  establecidas  en  to- 
dos los  países  del  mundo,  parócenos  que  sólo  debe  fijarse 
en  aquellas  que  son  comunes  en  los  países  civilizados,  á 
saber :  que  se  asegure  la  realidad  del  otorgamiento  por  las  per- 
sonas que  figuran  en  el  contrato :  que  este  otorgamiento  se  haya 
hecho  ante  funcionario  púbUco^  y  que  se  justifique  por  el  testi- 
monio de  dos  personas  por  lo  menos. 

Respecto  á  testamentos,  con  leves  variantes  se  siguen  las  re- 
glas establecidas  en  el  derecho  romano,  debiéndose  tener  pre- 
sente que  en  Francia  y  Bélgica  se  reconocen  los  testamentos 
ológrafos  y  que  surten  efectos  en  España  como  dijimos  en 
el  §  47  del  Comentario  al  art.  2.°  Que  los  abiertoshsixi  de  otorgarse 
ante  dos  Notarios  y  dos  testigos  ó  ante  un  Notario  y  cuatro  tes- 
tigos ,  y  que  los  cerrados  necesitan  de  la  firma  del  Notario  y  seis 
testigos.  Estas  solemnidades  se  entienden  respecto  de  los  testa- 
mentos otorgados  por  extranjeros,  pues  si  el  testador  fuera  es- 
pañol ,  podrá  otorgarlo  en  el  extranjero  con  arreglo  á  la  legisla- 
ción española  en  atención  á  que  la  materia  de  testamentos  se 
rige  por  el  estatuto  personal. 

Aunque,  según  nuestro  derecho,  el  que  el  Notario  de  fe  del 
conocimiento  de  los  otorgantes  es  indispensable  para  la  validez 
de  los  contratos ,  no  sucede  así  por  regla  general  en  las  demás 
Naciones:  con  expresar  el  Notario  al  principio  del  documento 
que  comparecen  ante  él  D.  Fulano  y  D.  Zutano,  se  entiende 
que  da  fe  de  que  son  eUos  y  que  los  conoce.  No  exigirá,  por 
lo  tanto,  el  Registrador  en  las  escrituras  otorgadas  en  otros 
paises  la  fe  especial  del  conocimiento,  porque  esa  solemnidad 
no  la  exigen  para  la  vaUdez  de  aquéllos  las  legislaciones 
extranjeras. 

Sería  de  desear  que  se  recordase  y  aplicase  la  R.  O.  de 
9  de  Oct.  de  1783 ,  que  prevenía  que  cuando  los  instru- 
mentos púbhcos  se  hubiesen  otorgado  en  país  extranjero  y  hu- 
bieran de  presentarse  en  los  Tribunales  españoles ,  se  acom- 
pañaran con  una  certificación  del  Embajador ,  Cónsul  ú  otro 
representante  de  nuestra  Nación ,  que  expresara  que  el  documento 
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era  legitimo  y  estaba  expedido  de  conformidad  con  las  leyes  y  prácti- 
cas delpaís\  de  este  modo,  garantidala legalidad  del  instrumento, 
oficialmente  podrían  aceptarlo  los  Registradores  como  válido  y 
legal,  sin  necesidad  de  calificarlo  por  sí  con  escasa  convicción 
de  acierto  ó  teniendo  precisión  de  declarar  que  no  les  es  posible 
calificarlo  por  carecer  délos  conocimientos  necesarios  para  ello. 

4.»  Q^e  él  documento  contenga  la  legalización  y  los  demás  re- 
quisitos necesarios  para  su  autenticidad  en  España.  —  El  art.  600 
de  la  Ley  de  Enj.  civ.  de  3  de  Feb.  de  1881,  ha  variado  la  re- 
dacción del  282  de  la  anterior.  En  la  actual  se  expresa  que 
han  de  estar  legalizados,  lo  que  en  la  antigua  no  se  determina- 
ba, por  más  que  se  sobreentendiera,  y  en  tal  concepto  lo  expli- 
camos en  el  §  2.^  del  Comentario  al  art.  5.^ 

Cuando  se  hubiera  de  inscribir  un  derecho  reservado  en  un 
contrato  ú  acto  que  se  autorizase  en  el  extranjero,  el  Registra- 
dor no  considerará  auténtica  la  escritura  si  no  se  le  remite  por 
conducto  del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  según  se  dijo  en 
el  §  4.^  del  Comentario  al  art.  7. o 

Respecto  á  la  necesidad  de  la  traducción  de  los  documentos 
extranjeros  para  ser  admitidos  al  registro,  véase  lo  que  se  dice 
en  el  §  5.®  del  Comentario  al  art.  18-,  y  en  el  §  7.^  del  Comen- 
tario al  art.  65. 

Documentos  judiciales.  En  cuanto  á  éstos,  la  cuestión  es 
más  compleja;  ejerciendo  los  Jueces  actos  de  soberanía,  pues 
en  nombre  del  Soberano  administran  justicia,  cesa  su  jurisdic- 
ción en  las  fi'onteras,  y  sólo  pueden  aquéllos  tener  fuerza,  en 
virtud  de  la  sanción  del  Soberano  donde  el  acto  judicial  ha  de 
ejecutarse. 

Si  se  trata  de  sentencias  firmes  dictadas  por  Tribunales  ex- 
tranjeros, véaselo  que  decimos  en  el  §  4.^  del  Comentario  al  ar- 
tículo 5.0,  apoyándonos  en  la  Ley  de  Enj.  civ.,  ad virtiendo  que 
los  arts.  922,  923,  924  y  926,  que  aUí  citábamos,  correspon- 
den en  la  actual  de  1881,  al  951  y  siguientes  hasta  el  958. 

Cuando  el  documento  sea  un  exhorto  para  el  embargo  de 
bienes,  recuérdese  lo  que  tenemos  dicho:  siendo  de  embargo  ó 
secuestro ,  expedidos  por  Autoridades  francesas  ó  portuguesas, 
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no  se  les  da  cumplimiento  en  España;  porque  ni  en  Portugal 
ni  en  Francia  se  cumplen  los  de  las  Autoridades  españolas ,  y 
en  materia  judicial  subsiste  en  toda  su  fuerza  el  principio  vitu- 
perable de  la  reciprocidad. 

Respecto  á  las  declaraciones  abintestato,  véase  el  §  4.o  del 
Comentario  al  art.  21. 

§  2.0 

Facultad  de  hé  Begistradores  para  calificar  la  competencia  de  los 
Jueces  y  Tribunales  que  ordenen  las  cancelaciones.  —  Dando  la 
Ley  toda  la  importancia  que  tiene  á  la  cancelación  de  los  de- 
rechos inscritos  ó  anotados ,  concede  expresamente  el  art.  101 
á  los  Registradores  el  derecho  de  apreciar  la  competencia  del 
Juez  ó  Tribunal  que  la  ordene ;  pero  Umitándolo  al  caso  de  no 
firmar  el  despacho  el  mismo  que  hubiese  decretado  la  inscrip- 
ción ó  anotación;  siendo  obvio  que  por  d  mismo  se  entiende, 
no  la  misma  persona ,  sino  el  que  ejerza  el  mismo  cargo. 

Téngase  presente  la  Resolución  de  7  de  Jun.  de  1876,  según 
la  que  los  Registradores  deben  abstenerse  de  calificar  las  razo- 
nes ó  fundamentos  que  el  Juez  haya  tenido  para  reconocer 
como  parte  actora  á  persona  distinta  de  la  que  sohcitó  ó  ácuyo 
favor  se  extendiera  la  inscripción  ó  anotación  que  se  manda 
cancelar. 

§3.0 

Procedimiento  en  casos  de  duda  acerca  de  la  competencia  de  los 
Jueces  y  Tribunales  que  ordenen  las  cancelaciones. — Estableciendo 
una  excepción  de  la  regla  general ,  de  que  el  Registrador  cali- 
fica bajo  su  responsabihdad,  sin  que  le  sea  hcito  consultar  ofi- 
cialmente cuando  tenga  dudas;  permite  el  párr.  2.^  del  art.  101, 
que  si  versan  sobre  la  competencia  de  los  Jueces  y  Tribunales 
para  ordenar  la  cancelación,  suspendan  ésta  y  expongan  aqué- 
llas al  Presidente  de  la  Audiencia,  para  que  decida  lo  que 
proceda. 

Así  mismo  dispone  el  art.  86  del  Reglamento ,  que  el  Re- 
gistrador comunique  por   escrito  la  suspensión ,  á  la  parte 
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interesada,  para  que  acuda,  si  quiere,  á  dicha  Autoridad,  en  el 
término  de  10  dias ,  presentándole  el  documanto  en  cuya  virtud 
haya  pedido  la  cancelación. 

El  art.  83  del  Reglamento  le  concede  además  el  derecho  de 
pedir  anotación  preventiva ,  que  se  efectuará  según  el  mismo 
establece,  subsistiendo  como  dispone  el  84,  hasta  30  dias  des- 
pués que  se  dicte  sentencia  firme,  si  declarado  incompetente  el 
Juez  ó  Tribunal  no  se  presenta  otra  providencia  del  que  sea 
competente ,  á  juicio  del  Registrador,  para  ordenar  la  cance- 
lación. 

Si  el  Presidente  declara  la  competencia,  lo  comunicará  al 
Registrador  para  que  cancele,  y  aimque  el  art.  102  dispone 
que  sea  desde  luego  ^  no  creemos  que  esta  frase  tenga  por  objeto 
obligar  á  que  se  verifique  en  el  acto  de  recibir  el  despacho, 
sino  determinar  que,  no  cabiendo  ya  contra  esa  decisión  recurso 
alguno ,  cancele  el  Registrador  en  el  plazo  que  la  Ley  le  señala 
y  mientras  la  anotación  suspensiva  no  caduque,  puesto  que  des- 
de su  fecha  surte  efecto  la  cancelación  con  arreglo  á  los  artícu- 
los 36  y  85  del  Reglamento. 

Si  el  Presidente  declara  la  incompetencia,  podrán  los  Jueces 
y  Tribunales ,  así  como  los  interesados,  acudir  á  la  Sala  de  Go- 
bierno de  la  Audiencia  y  contra  su  fallo  al  Tribunal  Supremo 
en  recurso  de  casación.  (Art.  103  de  la  Ley.) 

Ha  de  fundarse  éste  en  alguna  de  las  causas  que  se  consignan 
en  el  art.  1.692  de  la  Ley  de  Enj.  civ.;  si  bien  como  la  cuestión 
se  Umita  á  que  se  declare  la  competencia  ó  incompetencia  del 
Juez  que  manda  cancelar,  no  es  presumible  que  el  fallo  ado- 
lezca de  los  defectos  que  en  la  mayor  parte  de  aquéllos  se 
comprenden. 

En  cuanto  al  recurso  de  casación  por  haberse  quebrantado 
las  formas  esenciales  del  juicio,  se  ha  de  tener  presente  que  se 
trata  de  un  procedimiento  extraordinario  y  anómalo  que  pode- 
mos llamar  gubernativo -judicial,  y  por  lo  tanto  que  las  causas 
que  se  mencionan  en  el  art.  1.693,  han  de  acomodarse  á  los 
preceptos  de  la  Ley  Hipotecaria.  Así ,  v.  g. ,  no  podrá  argüirse 
que  falta  el  emplazamiento  de  la  persona  que  hubiese  debido 
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ser  citada  á  juicio,  8Í  el  Registrador  ha  comunicado  por  escrito 
á  la  parte  interesada  que  ha  suspendido  la  cancelación;  aun 
cuando  no  la  emplace  para  que  recurra  al  Presidente  de  la 
Audiencia:  ni  que  ha  faltado  citación  para  alguna  dihgenciade 
prueba,  aunque  el  Presidente,  según  el  art.  87  del  Reglamento 
pida  al  Registrador  las  noticias  que  crea  necesarias  para  dictar 
su  fallo,  sin  que  cite  ni  dé  noticia  de  ello  al  interesado. 

La  calificación  que  hagan  los  Registradores  y  los  Presiden- 
tes de  la  competencia  de  los  Jueces  ó  Tribunales  que  ordenen 
las  cancelaciones,  se  entiende  hmitada  para  el  efecto  de  negar- 
las ó  admitirlas,  y  no  impide  ni  prejuzga  el  juicio  que  pueda 
seguirse  en  los  Tribunales,  sobre  incompetencia  del  Juez  que 
las  hubiera  mandado,  salvo  si  el  procedimiento  gubemativo- 
judicial  de  que  acabamos  de  hablar,  se  hubiese  seguido  por 
todos  sus  trámites  y  hubiera  recaído  sentencia  de  casación. 
(Art.  36  del  Reglam.) 

Aunque  el  art.  101  de  la  Ley  sólo  se  refiere  expresamente  al 
caso  en  que  el  Registrador  dudare  de  la  competencia  del  Juez  ó 
Tribunal  que  ordene  la  cancelación,  se  ha  declarado  en  3  de 
Oct.  de  1879,  que  no  procede  el  recurso  gubernativo  á  la  Di- 
rección contra  la  negativa  del  Registrador,  cuando  origine  la 
incompetencia  del  Juez.  Fúndase  este  acuerdo:  l.o,  en  que  los 
artículos  101,  102  y  103  de  la  Ley,  y  86,  87  y  88  del  Regla- 
mento ,  establecen  una  tramitación  especial  para  los-  recursos 
contra  la  suspensión  ó  denegación  de  cancelación,  si  la  falta  que 
la  motiva  es  la  de  incompetencia:  2.^,  en  que  habiendo  acudi- 
do la  interesada  en  uso  del  derecho  que  concede  el  art.  86  del 
Reglamento,  al  Presidente  de  la  Audiencia,  y  habiendo  decla- 
rado esta  Autoridad  que  no  era  competente  el  Juez ,  ha  debido 
la  recurrente  quejarse  ante  la  Sala  de  Gobierno,  con  arreglo  á  lo 
prescrito  en  el  art.  88  del  Reglamento. 

No  estamos  de  acuerdo  con  los  precedentes  Considerandos, 
porque  ninguno  de  los  citados  artículos  se  refiere  á  la  denega- 
ción por  creer  el  Registrador  incompetente  al  Juez,  y  sí  solo  á 
la  suspensión  por  dudar  acerca  de  esa  competencia.  Más  fuerza 
nos  hace  el  tercer  Considerando,  que  invoca  el  artículo  2.o  del 
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R.  D.  de  á  de  En.  de  1876 ,  en  prueba  de  que  la  Dirección  ca- 
rece de  atribuciones  para  resolver  sobre  el  fundamento  de  la 
negativa  del  Registrador,  ya  que  aquél  no  consistía  en  adolecer 
de  defectos  el  documento,  ni  en  que  hubiera  algún  obstáculo  en  d 
Begistro,  Creemos,  por  tanto,  que  en  lugar  de  los  dos  primeros 
Considerandos,  debería  haberse  puesto  otro  en  que  se  hubiese 
sentado  la  doctrina  de  que  los  preceptos  de  los  arts.  36,  101, 
102  y  103  de  la  Ley,  y  86,  87  y  88  del  Reglamento,  eran  apli- 
cables por  analogía  al  caso  de  denegarse  la  cancelación  por 
incompetencia  del  Juez  ó  Tribimal. 


§4.0 

Procedimienfo  en  d  caso  de  que  el  Begistrador  califique  de  insufi- 
ciente d  título  presentado.  —  Aunque  ninguno  de  los  artículos 
que  comentamos  se  refiere  al  65  y  66  de  la  Ley,  tenemos  por 
cierto  que  á  ellos  debe  atenerse  el  Registrador  al  caUficar  de 
subsanable  ó  insubsanable  la  falta  de  que  adolezca  el  docu- 
mento cancelatorio,  según,  refiriéndose  al  18  de  la  Ley,  se  ex- 
presa en  el  36  del  Reglamento.  Si  bien  el  83  consigna  que  el  Re- 
gistrador puede  suspender  la  cancelación,  siempre  que  califique 
el  documento  de  insuficiente^  en  cuya  calificación  podrían  esti- 
marse comprendidos,  tanto  los  que  adolezcan  de  faltas  insubsa- 
nables ,  como  los  que  adolezcan  de  faltas  subsanables,  ha  de  li- 
mitarse el  sentido  á  éstos,  ya  por  que  insuficiente  es  aquello,  que 
siendo  á  propósito  para  el  objeto,  no  es  sin  embargo,  comple- 
to, faltándole  algo  para  ser  suficiente;  lo  que  no  puede  aph- 
carse  á  los  documentos  nulos  que  carecen  de  base  legal,  y  no 
pueden,  por  lo  tanto,  completarse  y  convertirse  en  suficientes; 
ya  porque  es  principio  capital  de  la  Ley  no  permitir  anotación 
preventiva  más  que  de  los  títulos  que  contengan  obligaciones 
váUdas,  y  váhdamente  expresadas,  si  bien  faltos  de  algún  re- 
quisito que  puede  adicionarse,  suplirse  ó  enmendarse. 

Por  ello,  con  arreglo  álos  arts.  186 y  187  del  Reglamento,  el 
Registrador  denegará  la  cancelación  si  la  falta  es  insubsanable. 
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y  si  es  subsanable,  extenderá  anotación  en  los  términos  preveni- 
dos en  el  art.  83  del  mismo  y  circunstancia  15.»  del  64,  can- 
celándola de  oficio  á  los  60  días  de  su  fecha,  si  antes  no  so 
hubiese  subsanado  el  defecto. 


§5.0 

Desde  cuándo  surte  efecto  la  cancelación  en  él  caso  de  haberse  sus- 
pendido  primero. — El  art.  85  del  Reglamento  declara,  que  surte 
efecto  desde  la  fecha  de  la  suspensión,  y  nosotros  entendemos 
que  en  este  caso  se  considera  como  tal,  la  del  asiento  de  pre- 
sentación. 

Nos  autorizan  para  interpretar  así  el  artículo:  los  buenos 
principios  jurídicos,  y  los  efectos  que  al  asiento  de  presentación 
concede  la  Ley :  el  que  si  la  cancelación  no  produjese  efectos 
desde  la  presentación  del  documento ,  sino  desde  la  anotación 
preventiva  por  suspensión;  resultaría  que  el  asiento  de  presen- 
tación del  título  cancelatorio,  habría  producido  efectos  durante 
los  días  en  que  no  se  hubiera  hecho  la  anotación,  puesto  que 
por  fuerza  había  de  impedir  el  que  se  inscribiese  otro  título  que 
lo  contradijera,  y  sin  embargo,  después  de  convertida  la  ano- 
tación en  cancelación,  se  declaraba  que  en  aquellos  días  no 
había  producido  ningunos,  puesto  que  sólo  se  reconocían  efectos 
á  la  cancelación  desde  el  día  en  que  se  había  anotado:  que  sino 
se  reconociese  como  fecha  de  la  cancelación  la  del  asiento  d© 
presentación,  no  tenía  objeto  el  precepto  del  art.  104  de  la  Ley, 
que  exige  que  en  el  asiento  de  cancelación  conste  necesaria- 
mente la  fecha  en  que  se  presentó  el  documento  en  el  Registro, 
ni  el  83  del  Reglamento  que  exige  lo  mismo  en  el  asiento  de 
anotación  por  suspenderse  la  cancelación ;  ni  tendrían  razón  de 
ser  la  nuhdad  de  la  cancelación  en  que  se  omita  ese  requisito 
que  declara  el  art.  98,  ni  el  deber  que  impone  al  Registrador 
el  288,  de  que,  al  certificar  de  las  cancelaciones  de  las  inscrip- 
ciones hipotecarias,  según  el  art.  281,  certifique  también  de 
los  asientos  de  presentación  que  consten  en  el  Hbro  Diario; 
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y  en  fin ,  el  art.  36  del  Reglamento,  que  de  un  modo  expreso  de. 
termina  que,  cuando  seguido  juicio  se  declare  procedente  que 
se  cancele  una  inscripción  por  haber  calificado  mal  el  Registra- 
dor el  título  inscrito,  tome  el  nuevo  asiento  la  fecha  de  la  pre- 
sentación del  que  hubiese  dado  lugar  al  incidente,  y  si  asto  acon- 
tece en  caso  de  seguirse  juicio ,  la  misma  razón  hay  para  que 
suceda  cuando  se  resuelva  por  la  vía  gubernativa. 

§6.* 

ÜUramar. — Art.  108  de  la  Ley  de  Puerto-Rico  y  114 
de  la  de  Cuba.  — Los  Registradores  calificarán,  bajo  su 
responsabilidad ,  la  legalidad  de  las  escrituras  en  cuya 
virtud  se  soliciten  las  cancelaciones  y  la  capacidad  de 
los  otorgantes. 

Art.  109  de  la  de  Puerto-Rico  y  115  de  la  de  Cuba. 
Calificarán  en  igual  forma  y  para  el  único  efecto  de  eje- 
cutar ó  no  la  cancelación  de  algún  asiento  del  Registro, 
los  documentos  expedidos  por  la  Autoridad  judicial. 

Contra  estas  calificaciones  y  contra  las  que  establece 
el  artículo  anterior ,  podrán  utilizarse  los  recursos  á  que 
se  refiere  el  art.  74  de  esta  Ley.  (La  de  Puerto-Rico  y  80 
de  la  de  Cuba). 

Los  arts.  110  y  111  de  la  Ley  de  Puerto-Rico,  y  116  y  117 
de  la  de  Cuba,  están  copiados  de  los  señalados  con  los  núme- 
ros 102  y  103  en  la  de  la  Península. 

Los  arts.  179,  180,  181,  182,  183,  184  y  185  del  Reglamento 
de  Puerto-Rico,  y  196,  197,  198,  199,  200,  201  y  202  'del  de 
Cuba,  están  respectivamente  copiados  de  los  que  figuran  con 
los  números  82,  83,  84,  85,  86,  87  y  88  del  que  rige  en  la  Pe- 
nínsula. 
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ARTÍCULO  104 

La  cancelación  de  toda  inscripción  contendrá  necesa- 
riamente las  circunstancias  siguientes : 

Primera.  La  clase  de  documento  en  cuya  viriíud  se 
haga  la  cancelación. 

Segunda.  La  fecha  del  documento  y  la  de  su  presen- 
tación en  el  Registro 

Tercera.  El  nombre  del  Juez ,  Tribunal  ó  Autoridad 
que  lo  hubiere  expedido,  ó  del  Notario  ante  quien  se  haya 
otorgado. 

Cuarta.  Los  nombres  de  los  interesados  en  la  ins- 
cripción. 

Quinta.  La  forma  en  que  la  cancelación  se  haya 
hecho. 

Concuerda  con  los  siguientes  del  Reglamento: 

Art.  71.  Cuando  la  cancelación  fuese  parcial,  expre- 
sará claramente  la  parte  del  derecho  que  se  extinga ,  la 
de  la  finca  que  quede,  ó  la  de  la  carga  que  subsista ,  así 
como  el  motivo  de  su  reducción. 

Art.  78.  Cuando  la  anotación  se  cancele  para  que  el 
derecho  anotado  vuelva  libre  al  dominio  de  la  persona 
que  anteriormente  lo  tuviere  inscrito  á  su  favor,  se  hará 
mención  en  la  cancelación  de  esta  circunstancia. 

Art.  90.  La  cancelación  se  escribirá  en  el  libro  y  lu- 
gar correspondiente,  según  su  fecha,  y  expresará: 

1.®    El  mimero  de  la  inscripción  que  se  cancele. 

2.°  El  documento  en  cuya  virtud  se  haga  la  cancela- 
ción, expresando,  si  es  escritura,  los  nombres  de  los 
otorgantes ,  el  del  Notario  ante  quien  se  haya  otorgado 
y  su  fecha;  si  es  solicitud  escrita ,  los  nombres  de  los  fir- 
mantes ,  la  fecha ,  la  circunstancia  de  haberse  ratificado 
aquellos  en  presencia  del  Registrador ,  la  fe  de  conoci- 
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miento  de  las  personas,  y  de  no  resultar  del  Registro  que 
alguna  de  ellas  hubiese  perdido  el  derecho  que  le  hubiese 
dado  la  inscripción  cancelada ;  si  fuese  providencia  judi- 
cial ,  el  nombre  del  Juez  ó  Tribunal  que  la  haya  dictado^ 
su  fecha  y  el  nombre  del  Secretario  que  la  hubiese  auto- 
rizado. 

3.*^  El  día  y  hora  de  la  presentación  en  el  Registro, 
de  la  escritura ,  solicitud ,  mandamiento  ú  orden  judicial 
en  cuya  virtud  se  haga  la  cancelación,  con  referencia  al 
correspondiente  asiento  de  presentación. 

4.*^  La  expresión  de  quedar  archivado  en  el  legajo 
dorrespondiente  el  documento  presentado. 

5.°    La  fecha  de  la  cancelación. 

6.°    La  firma  del  Registrador. 

Cuando  tenga  que  registrarse  una  escritura  de  cancela- 
ción en  diferentes  Registros,  se  presentará  la  original  en  to- 
dos ellos  y  al  pie  de  la  misma  pondrán  los  Registrado- 
res por  el  orden  respectivo ,  el  asiento  correspondiente. 

El  interesado ,  al  presentar  en  cada  Registro  la  escri- 
tura, acompañará  una  copia  simple  de  ella,  extendida 
en  papel  común,  que  se  cotejará  por  el  Registrador;  y 
resultando  conforme,  se  pondrá  al  pié  de  la  misma:  Con- 
forme con  el  original  presentado  ^  luego  la  fecha ,  y  de- 
bajo firmará  la  persona  que  presente  el  documento,  ó  un 
testigo  si  ésta  no  pudiere  firmar,  quedando  dicha  copia 
archivada. 

Art.  91.  De  toda  cancelación  que  se  verifique,  pon- 
drá una  nota  el  Registrador  al  margen  de  la  inscripción 
ó  anotación  cancelada,  concebida  en  estos  términos: 

«Cancelada  la  inscripción  (ó  anotación)  adjuntas,  nú- 
mero  en  el  tomo de  este  Registro,  folio asien- 
to número »  (Fecha  y  media  firrna  del  Registrador.) 

Art.  92.  Siempre  que  se  litigue  sobre  la  ineficacia  de 
alguna  cancelación ,  se  observará  lo  dispuesto  acerca  de 
las  inscripciones  en  los  arts.  38 y  39  de  este  Reglamento. 

La  nota  de  la  demanda  de  ineficacia  se  pondrá  al  mar- 
gen de  la  cancelación  que  la  misma  demanda  tenga  por 
objeto  y  en  los  demás  asientos  en  donde  se  hubiese  refe- 
rido dicha  cancelación. 
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COMENTARIO 


§1.^ 

Circunstancias  que  ha  de  contener  la  cancelación  de  toda  inscrip- 
ción y  la  redención  de  censos.  —  Los  artículos  que  comentamos 
determinan  con  la  suficiente  claridad ,  para  que  su  aplicación 
no  ofrezca  dudas ,  las  circimstancias  que  ha  de  contener  necesa- 
riamente Ib,  cancelación,  y  además  pueden  los  Registradores 
acudir  á  los  Modelos  oficiales  núms  6  y  7  ;  pero  observamos 
que  ni  en  aquellos  artículos  se  exige,  ni  en  los  Modelos  se  ex- 
presa la  circunstancia  de  haberse  satisfecho  el  impuesto  sobre 
transmisión  de  bienes  y  derechos  reales;  y  como  según  la  re- 
gla 10  del  art.  25  del  Reglamento,  tal  circunstancia,  así  como 
la  fecha  y  número  de  la  carta  de  pago,  ha  de  expresarse 
en  toda  inscripción  de  actos  ó  contratos  sujetos  á  ese  im- 
puesto, entendemos  que  no  ha  de  omitirse  en  los  asientos  de 
cancelación. 

Diversa  ha  sido  la  práctica  observada  acerca  de  si  para  ha- 
cer constar  en  el  Registro  la  redención  de  censos ,  había  de 
extenderse  una  inscripción  con  las  circunstancias  expresadas 
en  el  art.  9.o,  ó  un  asiento  de  cancelación  con  la»  prevenidas 
en  el  104.  Acertadamente  la  Dirección  resolvió  en  31  de  Marzo 
de  1864  y  22  de  Jul.  de  1874,  que  teniendo  por  objeto  la  re- 
dención cancelar  un  derecho,  debía  extenderse  un  asiento  de 
cancelación.  (V.  la  Resol,  de  27  de  Jun.  de  1863,  hoy  de  esca- 
sa importancia,  por  referirse  á  la  duda  de  cuál  sería  el  libro 
correspondiente,  mencionado  en  el  art.  90  del  Reglamento,  si 
el  del  Registro  de  la  propiedad  ó  el  de  hipotecas.) 
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Con  sujeción  al  art.  90  del  Reglamento  cuando  tenga  que  re- 
gistrarse una  escritura  de  cancelación  en  diferentes  Registros, 
se  presentará  la  original  en  todos  ellos,  y  al  pié  de  la  misma 
pondrán  los  Registradores  el  asiento  correspondiente,  quedan- 
do archivada  en  el  Registro  copia  simple  extendida  en  papel 
común ,  á  cuyo  pié  el  Registrador  pondrá  su  conformidad  con 
el  original  presentado,  la  fecha,  y  debajo  firmará  la  persona  que 
la  presente,  ó  un  testigo  si  no  pudiera  firmarla. 

Con  harta  impropiedad  de  lenguaje  se  ha  redactado  la  dis- 
posición transcrita :  en  las  escrituras  originales  que  se  presen- 
tan al  Registro,  no  se  ponen  asientos  de  ninguna  clase;  lo  úni- 
co  que  se  pone  son  notas  de  relación  de  los  que  producen,  á 
fin  de  que  conste  que  están  registradas  y  se  sepa  el  tomo  y 
folio  donde  se  encuentra  el  asiento,  así  como  cuando  se  sus- 
pende la  cancelación,  se  pone  en  aquéllas  nota  de  haberse  sus- 
pendido. (Art.  89  del  Reglam.) 

No  alcanzamos  el  por  qué  de  la  exigencia  de  la  Ley,  de  que  se 
entregue  copia  de  la  escritura  que  h§iya  de  inscribirse  en  varios 
Registros,  y  de  que  quede  archivada  en  ellos.  No  es  más  im- 
portante la  cancelación  de  un  derecho  que  su  constitución,  re- 
serva ó  transferencia,  y  sin  embargo,  cuando  tales  escrituras 
han  de  presentarse  en  más  de  un  Registro ,  ni  se  exigen  copias, 
ni  se  archivan.  (Arts.  12  y  17  del  Reglam.)  Podría  excusarse 
esta  singularidad  si  la  cancelación  se  hiciese  por  documento 
privado ,  á  fin  de  prevenir  la  pérdida  del  dociunento  linico ,  no 
porque  se  tratase  de  una  cancelación. 

§2.0 

Divergencias  entre  el  art,  104  y  el  98,  —  Resulta  cierta  redun- 
dancia, si  no  contradictoria,  divergente,  si  se  compara  el  artícu- 
lo que  comentamos  con  el  98 ;  porque  si  la  cancelación  de  toda 
inscripción  ha  de  contener  necesariamente  las  cinco  circunstan- 
cias que  establece  el  primero ;  la  cancelación  que  las  reúna  ha 
de  ser  válida,  por  más  que  le  falte  alguna  otra  accidental.  Pero 
el  art.  98  al  mencionar  los  vicios  extemos  que  entrañan  la 
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nulidad  de  las  cancelaciones,  señala  adenjás  de  los  consignados 
en  el  104:  el  no  dar  á  conocer  la  inscripción  que  se  cancela,  ó 
el  nombra  del  que  insta  ó  consiente  la  cancelación,  ó  la  repre- 
sentación con  que  obra  el  que  cancela,  cuando  es  persor^a  dis- 
tinta de  la  que  tiene  á  su  favor  la  inscripción,  ó  la  parte  de  oMi- 
gacion  ó  inmueble  que  se  extinga  en  las  parciales,  y  por  fin  el 
no  dar  fe  de  conocimiento  de  los  que  suscriben,  ó  atestiguan  el 
documento  privado  cancelatorio.  Si,  pues,  cualquiera  de  estas 
omisiones  es  causa  de  nulidad ,  las  circunstancias  mencionadas 
han  de  constar  también  necesariamente  en  el  asiento  de  can- 
celación. 

Los  ai-ts.  71  y  90  del  Reglamento,  subsanan  en  parte  la 
deficiencia  del  104,  exigiendo  que  consten  en  la  cancelación 
algunos  de  los  requisitos  prevenidos  en  el  98  y  olvidados  en 
aquél;  pero  ni  los  mencionan  todos,  ni  los  exige  necesariamen- 
te, ni  artículos  reglamentarios,  que  no  son  ni  pueden  ser  más 
que  el  desarrollo  de  los  de  la  Ley,  tienen  autoridad  bastante 
para  adicionar  requisitos  ^que  por  los  efectos  que  produce  su 
omisión  según  otro  artículo,  han  de  estimarse  tan  esenciales 
en  los  asientos  como  los  que  taxativamente  declara  el  precepto 
legal,  que  son  los  únicos  necesarios  en  él. 

Nace  esta  confusión  de  haber  consignado  en  artículos  dife- 
rentes, con  sanciones  distintas  y  en  forma  diversa,  lo  que  debe- 
ría estar  unido  y  condensado  en  un  solo  artículo.  El  precepto 
de  las  circunstancias  que  ha  de  contener  el  asiento  y  la  sanción 
penal  si  se  quebranta  el  precepto,  son  cosas  correlativas;  las 
cancelaciones  deben  contener  necesariamente  todos  los  requi- 
sitos cuya  falta  pueda  anularlas;  y  los  que  no  se  declaren  ne- 
cesarios, no  pueden  ser  causa  de  nulidad  si  se  omiten:  de  aquí 
que  el  art.  98  y  el  104  deberían  refundirse  en  uno  solo,  pres- 
cribiendo que  la  cancelación  de  las  inscripciones  hubiera  de 
contener  necesariamente  (siendo  la  omisión  de  cualquiera  de 
ellas  en  su  caso  motivo  de  nulidad)  las  circunstancias  que  mar- 
can ambos  artículos  y  repiten  el  71  y  90.  Tal  como  hoy  existen 
en  la  Ley  el  art.  104,  que  marca  al  Registrador  los  requisitos 
necesarios  en  la  cancelación,  declarando  de  im  modo  implícito 
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con  no  incluirlos  en  tal  categoría,  que  las  demás  circunstan- 
cias con  que  se  adorna  son  secundarias,  y  el  art.  98,  que  es 
penal  y  no  está  escrito  para  el  Registrador  que  cancela,  sino 
para  el  Juez  que  falla  sobre  la  validez  de  la  cancelación,  enur 
merando  causas  de  nulidad  por  omisiones  de  requisitos  que  el 
art.  104  no  declara  necesarios ;  pueden  ser  motivo  de  dudas  y 
apreciaciones  distintas  sobre  la  responsabilidad  en  que  incur- 
ren los  Registradores. 

También  las  ocasionan  los  diferentes  términos  en  que  están 
redactados  el  uno  y  el  otro,  al  expresar,  según  parece,  el  mismo 
pensamiento.  El  art.  104  exige  necesariamente  que  consten  en 
la  cancelación  los  nombres  de  los  interesados  en  la  inscripción, 
y  como  que  pueden  serlo  algunas  personas  además  de  los  otor- 
gantes del  documento,  según  se  infiere  de  los  arts.  G.o  y  7. o  de  la 
Ley  y  21  del  Reglamento ;  si  el  Registrador  omite  el  nombre  de 
alguno  de  los  interesados  en  la  inscripción  cancelada ,  ¿  sería 
nula  la  cancelación?  El  art.  98  no  comprende,  esta  falta  entre 
las  causas  de  nulidad,'  y  muy  duro  es  adicionar  por  analogías 
é  inferencias  las  que  consigna,  y  sin  embargo,  aquí  ha  de  re- 
petirse que  si  es  circunstancia  necesaria,  su  omisión  debe  ser 
causa  de  nulidad ;  y  que  si  no  es  causa  de  nulidad ,  no  debe 
constar  necesariamente. 

Lo  mismo  ha  de  decirse  de  la  circunstancia  3.*  del  ar- 
tículo 104:  con  arreglo  á  él,  es  preciso  que  la  cancelación  con- 
tenga el  nombre  del  Juez,  Tribunal,  Notario  ó  Autoridad  que 
hubiese  expodido  el  documento.  El  art.  90  del  Reglamento  ol- 
vida exigir  el  nombre  de  Is,  Autoridad^  y  añade  el  del  Secretario  del 
Juez  ó  Tribunal,  y  el  98  de  la  Ley  declara  nula  la  cancelación 
que  prescinda  del  nombre  del  Notario,  Juez  ó  Tribunal,  y 
nada  dice  respecto  á  la  omisión  de  los  nombres  de  la  Autoridad^ 
(que  puede  no  ser  el  Juez,  ni  el  Tribunal)  ó  del  Secretario  de 


Ateniéndonos  nosotros  para  solventar  todas  estas  dificulta- 
des á  los  principios  estrictos  de  derecho ,  de  acuerdo  con  eUos 
opinamos:  que  toda  omisión  de  requisitos  necesarios,  lleva 
envuelta  la  nulidad  del  acto:  que  toda  omisión  de  requisitos 
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que  sin  estar  declarados  necesarios,  se  castiga  con  pena  de 
nulidad  de  un  modo  expreso,  lleva  «ivuelta  la  nulidad  del 
acto :  que  todo  requisito  que  se  exige  únicamente  por  una  dis- 
posición reglamentaria  (á  no  expresarse  otra  cosa),  solo  da 
lugar  á  correcciones  gubernativas  y  disciplinarias ,  sin  que  por 
su  falta  pueda  atacarse  la  validez  del  acto  defectuoso. 

Ultramar.  —  El  art.  112  de  la  Ley  de  Puerto-Bico  y  118  de 
la  de  Cuba,  están  respectivamente  copiados  del  104  de  la  que 
rige  en  la  Península. 

Los  arts.  168, 175  y  187  del  Reglamento  de  Puerto-Rico  y  183, 
191  y  204  del  de  Cuba,  están  también  copiados  de  los  que  tie- 
nen los  núms.  71,  78  y  90  del  vigente  en  la  Península. 


FIN  DEL  TOMO  TERCERO. 
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